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percales  y  las  zarazas,  son  la  misma  cosa,  sujetas   al   mismo 

derecho. 
La  Contaduría  General,  fué  de  la  misma  opinión  que  la  Dirección 

de  Rentas. 
El  Procurador  del  Tesoro  dgo: 

ExMO.   Señor: 

Estoy  de  acuerdo  con  los  informes  precedentes  pu- 
diendo  V.  E.  resolver  como  lo  aconseja  la  Dirección 
General  de  Rentas. — Febrero    26    de    1890. — C.    L. 

M ARENCO. 

Resolución — 

Ministerio  Mayo  5  de  1890. — De  acuerdo  con  los 
informes  producidos  y  lo  dictaminado  por  el  Procura- 
dor del  Tesoro,  se  resuelve: 

Declárase  á  los  efectos  del  pago  de  impuestos  que 
los  percales  y  las  zarazas  son  una  misma  cosa  y 
sujetas  por  consiguiente  al  mismo  derecho  aduanero. 

Vuelva  á  la  Dirección  General  de  Rentas  y  repón- 
ganse los  sellos. — Pacheco. 


Eilenberger  Wendt  y  C^,—  piden  exoneración  de  patente  para 

una  fábrica  de  aceite 

En  16  de  Enero  de  1890  se  presentaron  al  Ministerio  de  Hacienda  los 
Sres.  Eilenberger  Wendt  y  C*  pidiendo  exoeración  de  derechos  de 
patente,  por  el  término  de  cuatro  años,  para  su  fábrica  de  aceite 
establecida  en  la  calle  Ituzaingó,  Barranca  de  Santa  Lucia,  Ca~ 
pital,  manifestando,  que  siendo  este  un  establecimiento  princi- 
piante, sin  grandes  capitales  por  ahora,  le  es  imposible  entrar 
en  competencia  coa  los  de  su  género  y  tomar  parte  en  el  desa- 
rrollo de  la  industria  del  país. 

La  Dirección  General  de  Rentas  manifesté:  que  no  existia  pres- 
cripción legal  en  que  apoyar  esta  petición,  pues  la  ley  de  paten- 
tes no  hace  excepción  alguna  al  respecto. 

La  Contaduría  expuso:  que  encontraba  como  la  Dirección  General 
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de  Rentas,  improcedente  dicha  solicitud,  pues  que  la  ley  no  es- 
tablece excepción  alguna  sobre  el  pago  de  patentes. 
El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Estoy  de  perfecto  acuerdo  con  los  informes  que 
preceden  y  creo  que  V.  E.  no  debe  hacer  lugar  á  lo 
que  se  solicita — Febrero  26  de  1890. — C.  L.  Marenco. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires  Mayo  5  de  1890 — De  acuerdo  con  los 
informes  producidos  y  lo  dictaminado  por  el  Procu- 
rador del  Tesoro;  No  ha  lugar  y  archívese — ^A  sus 
efectos  vuelva  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  y 
repónganse  los  sellos. — Pacheco. 


Taríos  comerciantes, — solicitan  se  declaren  exoneradas  del 
derecho'de  almacenaje, las  mercaderías  á  despacho  directo. 

£n  16  de  Enero  de  18d0,  ocurrieron  al  Ministerio  de  Hacienda, 
varios  comerciarites  de  esta  Capital,  solicitando  la  supresión 
del  impuesto  de  almacenaje  á  las  mercaderías  de  despacho  di- 
recto, cuando  estas  entren  á  los  depósitos  fiscales,  para  la  co- 
rrespondiente verificación,  solamente  y  no  para  quedar 
almacenadas  temporariamente,  hasta  el  momento  que  se  cree 
conveniente  destinarlas  al  consumo. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  informó  al  respecto,  en  los  tér- 
minos siguientes: 

ExMO.  Señor: 

La  Dirección  General  de  rentas  se  ha  impuesto  detenidamente 
de  la  solicitud  de  varios  comerciantes  introductores,  quejándose 
de  los  procedimientos  que  observa  la  Aduana  de  la  Capital  co- 
brándoles almacenajes  por  las  mercaderías  de  despacho  directo  á 
plaza,  asi  como  los   informes  de   los  Jefes  de  esa   Aduana  reba- 
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tiendo  IM  argumentos  de  los  presentantes  para  justificar  qne  so 
proceder  obligando  á  los  comerciantes  á  hacer  ese  pago,  es  arre- 
glado á  las  prescripciones  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  y  á  la 
ley  de  almaceniige  vigente  en  el  presente  año,  que  asi  lo  dispone 
en  su  art.  4*. 

A  juicio  de  la  Dirección,  la  Aduana  ha  dado  una  interpretación 
violenta  á  la  ley,  perjudicando  indebidamente  al  comercio,  y 
cree  que  los  reclamantes  tienen  completa  razón  para  pedir  que 
V.  E.  baga  cesar  el  procedimiento  que  aquella  repartición  viene 
observando,  cobrando  el  valor  de  un  servicio  que  ni  las  Ordenan- 
zas lo  establecen  en  principio,  ni  la  ley  de  almacenaje  última- 
mente sancionada  lo  prescribe  para  las  mercaderías  de  despacho 
directo  á  plaza. 

En  efecto  Exmo  Señor,  las  ordenanzas  de  Aduana  distinguen  de 
un  modo  tan  claro  que  no  puede  dar  lugar  á  dudas  y  cavilosi- 
dades, lo  que  es  despacho  directo  á  plaza  de  mercaderías  y  lo 
que  se  entiende  por  depósitos  de  mercaderías  cuando  los  que  las 
introducen  piden  sean  guardadas  en  los  depósitos  fiscales. 

Depositar  según  el  diccionario  de  la  lengua  es  ""poner  bajo  la 
custodia  ó  guarda  de  persona  abonada,  algunos  bienes  ó  halajas 
con  la  obligación  de  responder  de  ellos  cuando  se  le  pidan,  etc.<, 
Ahora  bien;  para  este  caso  las  ordenanzas  legislan  clara  y  orde- 
nadamente desde  los  artículos  267  hasta  el  439,  sin  que  las  dis- 
posiciones de  estos  artículos  tengan  ninguna  atingencia  con  lo  que 
corresponde  al  despacho  directo  á  plaza  de  mercaderías  procedentes 
del  extrangero,  salvo  eri  lo  qne  se  refiere  á  ciertas  formalidades 
en  la  documentación  y  procedimientos,  y  penas  por  infracciones 
á  las  leyes. 

Con  arreglo  al  art.  387  el  Erario  Nacional  se  constituye  inme- 
diatamente responsable  por  la  pérdida,  detrimento  ó  averías  que 
sufran  las  mercaderías  depositadas  en  los  almacenes  generales 
de  Aduana,  salvo  los  casos  enumerados  en  el  mismo  artículo. 

Por  el  art.  289  se  prescribe  que  esa  responsabilidad  será  por 
la  manifestación  hecha  en  la  copia  de  factura  para  depósito,  por 
el  valor  señalado  en  la  tarifa  de  avalúos  al  artículo  pedido,  ó 
por  el  avalúo  fijado  por  el  Vista  si  el  artículo  no  estuviese  ta- 
rifado. 

El  art.  313  establece  que  las  mercaderías  depositadas  en  alma- 
cenes del  Estado,  pagarán  el  derecho  de  almacenaje  y  eslingaje  á 
su  salida  del  depósito  á  plaza  ó  para  tránsito. 

El  inciso  14  del  art.  314  dispone  que  ""el  eslingaje  para  despa- 
cho directo  será  tres  cuartas  del  depósito  por  entrada  y  salida,,. 

Leyendo  pues  con  atención  todos  los  artículos  que  legislan  so- 
bre mercaderías  en  depósitos  fiscales,  se  llega  al   convencimiento 
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que  no  hay  que  confundir  sus  disposiciones  para  aplicarlas  á  las 
mercaderías  de  despacho  directo. 

El  despacho  directo  á  plaza  se  encuentra  legislado  por  los  artí- 
culos 102  á  266  de  las  mencionadas  Ordenanzas.  En  ninguno  de 
estos  artículos  encontrará  V.  £.  establecidas  las  disposiciones  que 
está  aplicando  la  Aduana  para  el  cobro  de  Almacenaje  y  se  avan- 
zan afirmaciones  por  parte  de  la  Aduana  que  á  ser  consentidas 
no  solo  causarían  gran  daño  á  los  intereses  del  Gobierno,  sino 
también  que  quedando  ellsis  establecidas  como  legales,  darían  por 
tierra  con  las  prescripciones  terminantes  de  las  Ordenanzas,  lo 
cual  V.  £.  no  debe  de  ningún  modo  consentir. 

Se  dice  en  los  informes  de  los  Jefes  de  la  Aduana  que  el  Go- 
bierno responde  por  las  mercaderías  de  despacho  directo  que  en- 
tren en  los  almacenes  fiscales. 

¿En  qué  artículos  de  las  ordenanzas,  leyes  especiales  ó  acuerdo 
de  Gobierno  se  apoya  la  Aduana  para  hacer  tan  rara  afirmación? 
En  ninguno!  lo  dice  solamente  como  una  opinión  suya. 

En  materias  tan  importantes  en  que  se  comprometen  grandes 
intereses'flscales,  no  se  pueden  avanzar  opiniones  que  no  sean  fun- 
dadas en  leyes  ó  decretos  del   Gobierno. 

£1  artículo  194  dice  textualmente,  "¿a  Aduana  no  es  res- 
ponsable por  la  pé7*dida  ó  averia  que  sufran  en  los  almacenes 
fiscales  las  mercaderías  perdidas  d  despacho  directo,  pero  si  es 
responsable  de  las  hverias  y  roturan  causadas  por  culpa  de  sus 
empleados  y  peones  en  el  acto  y  por  ocasión  del  despacho". 

Como  se  vé  la  trascripción  de  este  artículo  destruye  por  com- 
pleto la  afirmación  poco   meditada  de  la  Aduana. 

Entremos  ahora  á  averiguar  si  deben  ó  no  pagar  almacenaje 
las  mercaderías  de  despacho  directo,  consultando  las  disposiciones 
de  las  ordenanzas  y  el  art.  4<^  de  la  ley  de  almacenaje  y  eslingaje 
que  rige  en  el  presente  año  y  en  el  cual  principalmente  se  apoya 
la  Aduana  de  la  Capital,  para  justificar  el  procedimiento  de  que 
se  quejan  los  reclamantes; 

Segün  lo  dispone  el  art.  191  de  dichas  ordenanzas  "te^  merca- 
derías pedidas  á  despacho  directo  no  podran  permanecer  en  los 
almacenes  de  Aduana  más  de  quince  dias  antes  del  despacho  y 
diez  después  de  despachadas*'  y  el  art,  192  prescribe  que  "^Si  d 
los  quince  dias  no  se  ha  verificado  el  despacho  adeudaran  (las 
mercaderías)  derechos  de  almacenaje  como  si  fueran  de  depósito; 
y  si  á  los  dies  días  de  despachadas  no  se  han  sacado  de  los  al- 
macenes pagarán  un  5  7o  www  de  derecho";  y  el  art.  195  que  es 
concordante  del  que  anteriormente  queda  trascrito,  dispone  igual- 
mente que  "^los  d.espachos  directos  que  á  los  quince  dias  de  con- 
cluida la  descarga  del  buque  no  hayan  sido  cumplidos  por  culpa 
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o  negligencia  de  los  consignatarios  ¡eran  despachados  por  el  vista 
sin  su  presencia  ni  intervención,  sin  admitirse  después  reclamo 
de  ninguna  especie  y  cobrándoseles  derechas  de  almacenage  y  es" 
lingage  como  si  fueran  de  depósito,  y  si  d  los  diez  días  de  despa- 
chtidas  no  se  hubi*^sen  sacado  las  mercaderias  de  los  almacenes, 
pagarán  un  5  ^/o  mas  de  derechos*". 

Con  la  trascripción  que  queda  hecha  consta  sin  entrar  en  otra 
clase  (le  argumentaciones  para  demostrar  acabadamente,  que  las 
mercacferias  de  despacho  directo  á  plaza  que  entren  á  los  alma- 
cenes fiscales  no  adeudan  almacenaje  sino  solamente  en  los  casos 
que  los  artículos  citados  preven;  pero  de  ninguna  manera  cuando 
la  mercadería  ha  entrado  en  los  almacenes  para  ser  verificada  por 
los  vistas  y  salido  dentro   del  plazo  determinado  por  la  ley. 

Y  aquí,  Exmo  Señor  debe  detenerse  un  poco  la  Dirección  General 
de  Rentas,  para  demostrar  la  razón  que  á  su  juicio  ha  tenido  el 
legislador  al  no  establecer  como  prescripción  en  las  ordenanzas  el 
pago  de  almacenaje  por  las  mercaderías  que  de  despacho  directo 
entren  en  los  almacenes  fiscales  para  ser  verificadas. 
.  En  primer  lugar,  porque  no  pueden  en  manera  alguna  conside- 
rarse como  de  depósito  las  mercaderias  que  van  á  los  depósitos  en 
aquel  carácter,  y  porque  además  no  responde  de  ellas  el  Fisco  en 
caso  de  pérdida  ó  avería,  á  diferencia  de  las  de  deposito,  que  como 
queda  ya  dicho,  se  constituye  responsable  el  erario  por  el  valor 
tarifado  con  las  excepciones  solamente  que  se  determinan  en  el 
art.  287  ya  citado. 

Viniendo  ahora  á  la  interpretación  que  la  Aduana  de  la  Capital, 
le  ha  dado  al  art.  4"^  de  la  ley  de  almacenaje  y  eslingaje  y  con  la 
cual,  quiere  justificar  su  procedimiento,  cree  la  Dirección  que  es 
completamente  errónea  esa  interpretación. 

El  art.  4®  dice:  ^  Todas  las  mercaderias  pagarán  almacenaje  y 
eslingaje  cuando  entren  á  depósito" 

Ahora  bien,  ya  se  ha  demostrado  que  las  mercaderías  de  despa- 
cho directo  á  plaza,  que  entren  á  los  depósitos  fiscales,  no  deben 
pagar,  según  prescripción  de  las  ordenanzas,  el  almacenaje,  que 
sólo  es  aplicable,  para  las  mercaderías  de  depósito,  y  en  aquellas 
solamente  cuando  su  permanencia  en  los  depósitos  exceda  del  pla- 
zo determinado  en  el  art.  192. 

La  prescripción  del  art.  4»  citado,  no  afecta  en  manera  alguna, 
á  las  mercaderías  de  despacho  directo,  pues  si  tal  hubiera  sido 
la  mente  del  legislador,  expresamente  lo  habría  establecido,  por 
que  no  es  verosímil,  que  con  una  redacción  tan  vaga  como  la 
consignada  en  el  art.  4°  citado,  hubiera  derogado  una  prescrip- 
ción consignada  en  nuestro  Código  de  Aduanas,  que  tiene  largos 
años  de  vigencia,  y  no  podia  en  consecuencia  introducir,  una  re- 
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forma  tan  radical,  que  afecta  tantos  y  tan  valiosos  intereses,  sin 
tener  en  cuenta  esta  grave  consideración,  no  ha  podido  introdu- 
cir la  modiñcación  á  que  se  refiere  la  Aduana  por  la  muy  senci- 
lla razón  de  que,  el  derecho  de  almacenaje,  es  y  representa,  en 
las  siete  octavas  partes  de  su  importancia,  la  comisión  de  garan- 
tia^  que  cobra  el  Gobierno  al  comerciante,  por  el  hecho  de  cons- 
tituirse depositario  responsable^  de  las  mercaderías  cuya  guarda 
se  le  encomienda  y  que  las  paga  sí  se  pierden,  mientras  que,  en 
las  de  despacho  directo,  como  no  las  guarda  el  fisco,  no  responde 
por  la  pérdida  ó  averia  según  se  prescribe  por  el  art.  194  de  las 
ordenanzas. 

Es  indispensable  por  otra  parte,  que  la  Aduana  tenga  almace- 
nes adecuados  para  la  verificación  de  las  mercaderías  y  no  está 
autorizada  en  manera  alguna,  para  gravarlas  con  almacenaje  por 
el  hecho  de  entrar  en  los  almacenes  fiscales  con  ese  único  objeto 
y  por  interés  puramente  fiscal,  á  parte  deque,  sólo  en  casos  muy 
especiales,  se  ha  de  verificar  la  mercadería  en  los  lugares  de  des- 
embarque. 

Comparando  la  ley  de  almacenaje  y  eslingaje,  del  año  pasado, 
con  la  que  rige  en  el  presente,  no  hay  en  sus  disposiciones  d'ife- 
rencias  que  permitan  observar  el  procedimiento  en  cuestión,  sien- 
do además  de  notar  que  el  decreto  reglamentario  de  la  ley  de 
este  año,  es  igual  en  un  todo  al  del  año  pasado.  Luego  pues,  si 
en  ese  afio  no  cobraba  la  Aduana  almacenaje  por  las  mercaderías 
de  despacho  directo,  tampoco  ha  debido  cobrarlo  en  el  presente 
año. 

Si  se  establece  que  las  mercaderías  de  despacho  directo,  paguen 
almacenaje,  también  se  deberá  establecer,  que  por  ese  hecho  tales 
mercaderías  tendrían  el  privilejio  que  tienen  las  de  depósito  y 
esto  nos  conducirla  á  un  verdadero  caos  en  los  procedimientos 
aduaneros  y  se  anularían  asi,  las  prescripciones  de  las  ordenanzas 
de  aduana  que  hacen  distinción  para  uno  y  otro  despacho. 

Pero  prescindiendo  de  todo  esto,  desde  que  la  ley  vigente  no 
ha  alterado  el  antiguo  procedimiento,  debe  estarse  estrictamente, 
á  las  prescripciones  de  las  Ordenanzas. 

En  cuanto  á  lo  que  se  afirma  en  los  informes  de  la  Aduana,  de 
que  un  75  ^/o  de  las  mercancías  importadas  al  país  son  giradas  á 
despacho  directo,  y  que,  sí  se  dejase  de  cobrar,  el  almacenaje,  el 
fisco  perderá  más  de  un  millón  de  pesos  en  sólo  la  Aduana  de  la 
Capital,  afirmando  además,  que  esta  entrada  se  debe  haber  tenido 
en  cuenta,  al  formular  el  cálculo  de  recursos,  debe  á  esto  con- 
testar la  Dirección,  que  nunca  se  pierde,  lo  que  la  ley  no  ha 
tenido  en  cuenta  obtener,  y  que  tampoco  ha  debido  tener  en 
cuenta  el  Gobierno  al  formular  dicho  cálculos  de  recursos,  pues 
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comparando  el  del  presente  año,  en  la  parte  relativa  al  ramo  de 
almacenaje  y  eslingaje,  con  el  producido  en  1889.  se. nota  por  el  con- 
trario, que  la  suma  calculada  para  el  presente  año,  es  menor 
todavía  que  la  producida  en  el  año  de  1889. 

Este  cobro  de  almacenaje,  que  la  Dirección  lo  considera  in- 
debido, fué  estudiado  por  ella,  á  propósito  de  una  consulta  que 
le  hizo  la  Administración  de  Rentas  del  Rosario,  con  motivo  de 
pretender  la  empresa  de  los  muelles  y  depósitos  del  gas,  cobrar 
almacenaje  por  las  mercaderías  de  despacho  directo,  y  fué  resuelto 
favorablemente  para  el  comercio,  en  el  sentido  que  lo  establece  la 
copia  de  la  nota  que  se  pasó  á  la  Aduana  del  Rosario  y  que  sea 
acompaña,  por  que  ella  está  de  conformidad,  con  las  opiniones  que 
emite  en  este  informe  la  Dirección,  sin  embargo  de  que  V.  E.  or- 
denó á  otra  Aduana,  que  cobrase  almacenaje  por  el  despacho 
directo,  quedando  asi  sin  efecto  y  de  ningún  valor,  lo  resuelto 
por  esta  Dirección. 

Hay  también  otra  razón  para  que  no  se  cobre  el  almanenaje  de 
que  se  trata  y  es  que,  en  el  presente  año,  ha  sido  aumentado  en 
algo  la  tarifa,  comparada  con  la  del  año  pasado,  lo  que  beneficia 
muy  especialmente  á  las  empresas  particulares,  de  las  Catalinas 
Aduana  Vieja  y  otras  en  la  Capital,  y  en  el  Rosario,  Santa  Maria, 
Comas  y  otras,  pues  además  del  aumento  consignado  en  la  ley 
cobrándose  almacenaje,  á  las  mercaderías  de  despacho  directo, 
resulta  como  es  consiguiente,  un  recargo  injustificado  en  bene- 
ficio, en  su  mayor  parte,  de  empresas  particulares,  que  vienen 
á  tener  un  lucro  excesivo  en  la  parte  que  perciben  con  perjuicio 
de  la  comunidad,  que  es  la  que  paga  este  recargo  de  impuesto 

Por  todo  lo  expuesto,  la  Dirección  es  de  opinión,  que  la  ley  vi- 
jente  de  almacenaje  y  eslingaje,  no  grava  con  el  pago  de  almace- 
naje, las  mercaderías  de  despacho  directo  que  entren  en  los  alma- 
cenes fiscales,  para  la  correspondiente  verificación,  y  que  debe 
estarse,  á  lo  que,  al  respecto  disponen  las  Ordenanzas  de  Aduana 
dictándose  para  el  efecto,  el  correspondiente  decreto. 

Debe  también,  esta  Dirección  hacer  presente,  que  los  comer- 
ciantes que  firman  por  poder,  han  faltado  á  la  prescripción  consig- 
nada en  el  inciso  3^  del  art.  8  de  la  ley  de  sellos,  ó  incurrido 
en  la  multa  Qjada  en  el  art.  35  de  la  misma  ley.—Dirección  Ge- 
neral Marzo  26  de  1890,-^David  Saravia. 
El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 
El  excelente    informe  de  la  Dirección  General   de 
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Rentas,  coloca  la  cuestión  que  se  debate,  en  este 
expediente,  bajo  su  verdadero  aspecto  jurídico. 

El  depósito,  en  el  tecnicismo  aduanero,  no  consiste 
en  la  entrada  transitoria  de  las  mercaderías  en  los 
almacenes  para  la  verificación  de  su  especie,  calidad  ó 
cantidad  al  entregarlas  directamente  al  introductor;  el 
depósito,  es  el  acto  por  el  cual  se  almacenan  las  mer- 
caderías temporariamente,  defiriendo  el  pago  de  los 
derechos  de  entrada,  hasta  el  momento  que*  se  creé 
conveniente  destinarlas  al  consumo . 

Este  concepto  del  depósito  aduanero,  no  es  una 
novedad;  él  resulta  bien  claro  de  las  disposiciones  de 
las  ordenanzas,  al  tratar  de  despacho  directo  á  plaza 
y  del  "depósito",  y  asi  se  comprende,  que  en  vista 
de  lo  que  enseñan  los  tratadistas,  como  puede  com- 
probarse en  Bounongs  A  Treatise  on  the  Land  of 
taxation  pag.  540 — Warchouse  and  Bond,  y  en  Block 
Distionnairé  de  T  Administration  Francaise  Verb.  En- 
trepot. 

El  Art.  4^  de  la  Ley  de  Almacenaje  y  Eslingaje 
nada  ha  modificado  sobre  lo  existente  al  disponer  que 
las  mercaderías  paguen  almacenaje  y  eslingaje  cuando 
entren  á  depósito,  desde  que  el  concepto  del  acto 
llamado  depósito  es  el  mismo. 

Me  excuso  de  entrar  en  mayores  detalles  por  que 
no  haría  sino  repetir  lo  que  con  tanta  oportunidad  ha 
manifestado  la  Dirección  General  de  Rentas. 

Creo  que  V.  E.  debe  declarar  en  consecuencia  que 
las  mercaderías  pedidas  á  despacho  directo  no  están 
afectadas  por  la  Tarifa  de  almacenaje,  siempre  que  su 
permanencia  en  los  depósitos  no  exceda  los  términos 
legales — Estudio  Marzo  21  de  1890. — C.  L.  Marenco. 

Resolución — 

Ministerío  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Julio  8  de  1890 — Siendo   atendibles 
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las razones  expuestas  por  el  Sr,  Admor.  de  Rentas 
Nacionales  de  la  Capital  en  la  nota  que  precede,  y 
conforme  en  general  con  el  informe  y  vistas  produci- 
das en  el  expediente  iniciado  por  el  Comercio  sobre 
este  asunto. 

El  Presidente  de  la  República — 

decheta: 

Art.  1®  A  contar  desde  la  fecha  de  este  decreto  no 
se  cobrarán  derechos  de  almacenaje  en  las  solicitudes 
de  despacho  Directo. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional— JUÁREZ   CELMAN— J.  A.  García. 


Eduardo  La  Rosa,— auxiliar  del  archivo  General  de  los  Tri- 
bunales, pide  jubilación. 

En  enero  27  de  1890,  D.  Eduardo  La  Rosa,  auxiliar  del  Archivo 
General  de  los  Tribunales,  se  presentó  al  Ministerio  de  Justicia, 
manifestando  que  en  virtud  de  haber  prestado  treinta  y  cinco 
años  de  servicios  al  pais  y  al  amparo  del  inciso  1*  art.  2«  de  la 
ley  de  Jubilaciones,  la  solicitaba. 

La  Contaduría  General,  á  quien  pasó  á  informe,  manifestó  que  no 
debía  hacerse  lugar  á  lo  solicitado  por  no  contar  los  años  de 
servicios  qne  exige  la  Ley  de  Jubilaciones  como  mínimum,  por 
cuanto  al  recurrente  deben  descontársele  los  años  de  servicios 
que  había  prestado  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires  desde  1855 
hasta  1879. 

Después  de  dársele  vista  al  interesado  y  de  informar  nuevamente 
la  Contaduría,  á  pedido  de  ésta  pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procu- 
rador General  de  la  Nación,  quien  se  expidió  asi: 

Señor  Ministro: 

La  manera  como  el  Sr.  Contador  interpreta  la  dis- 
posición que   el  Sr.    La  Rosa  invoca  en  su  favor  es 
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perfectamente  exacta.  Al  referirse  á  los  empleados  de 
las  Provincias  que  pasaron  á  servir  á  la  Nación  en 
1853-62  1880  á  84,  evidentemente  la  ley  se  refiere 
á  los  empleados  que  continuaron  desempeñando  en  la 
Nación  el  servicio  que  prestaban  en  la  Provincia. 

De  otra  manera  resultaría  que,  por  el  simple  hecho 
de  ingresar  al  servicio  de  la  Nación,  un  empleado  de 
Provincia  adquiriría  el  derecho  de  que  le  fueran  reco- 
nocidos por  la  Nación  los  servicios  prestados  á  la 
Provincia,  lo  que  es  absurdo. 

En  el  presente  caso,  por  ejemplo,  el  Sr.  Rosa  ha 
servido  28  años  á  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y 
solo  7  á  la  Nación,  en  una  oficina  creada  después  de 
la  federalización  del  Municipio.  Era  él  empleado  en  un 
partido  de  campaña  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
y  entró  á  servir  en  el  archivo  de.  los  Tribunales  de 
creación  reciente.  No  hay,  por  consiguiente,  la  conti- 
nuidad de  servicios  que  la  ley  supone  á  consecuencia 
délos  acontecimientos  políticos  de  1853,  62  y  80  si- 
no un  nuevo  servicio  que  el  Sr.  La  Rosa  entró  á 
prestar,  servicio  que  no  le  dá  más  derecho  que  el  que 
la  ley  Nacional  le  confiera,  sin  tener  para  nada  en  cuen- 
ta sus  servicios  anteríores  á  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  por  meritorios  que  fuesen,  y  que  en  todo  caso 
sería  ésta  la  que  debiera  recompensar. 

Estoy  de  perfecto  acuerdo  con  el  Sr.  Contador  Ge- 
neral— Mayo  19  de  1890 — Eduardo  Costa  — 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Mayo  27  de  1890. — De  acuerdo  con 
loa  informes  producidos,  no  ha  lugar  á  la  solicitado: 
devuélvanse  al  recurrente  los  documentos  que  ha  pre- 
sentado y  archívese — Alcorta. 
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La  Municipalidad  del  Paraná, — pide  autorización  para  esta- 
blecer un  impuesto  sobre  extracción  de  arena  de  la  ribera 
bancos  ó  Islas  del  Rio  Paraná 

Con  fecha  30  de  Enero  de  1890,  se  presentó  al  Ministerio  del  In- 
terior, Don  José  A.  Broches  en  representación  de  la  Municipa- 
lidad del  Paraná,  pidiendo  autorización  para  establecer  un 
impuesto  sobre  la  extracción  de  arena  de  la  ribera,  bancos  é 
Islas  del  Rio  Paraná. 

Oída  la  opinión  del  Señor  Procurador  del  Tesoro  se  expidió  en 
esta  forma: 

ExMO.  Señor: 

El  Código  Civil  establece  en  el  art.  2340,  que  son 
bienes  públicos  del  Estado  General  ó  de  los  estados 
particulares,  entre  otras  cosas  que  enumera  los  ríos 
y  sus  cauces  las  playas  del  mar  y  las  playas  de  los 
rios  navegables. 

Hay,  pues,  rios,  cauces  y  playas  que  son  bienes 
públicos  de  los  estados  particulares.  ¿Cómo  se  estable- 
cerá el  deslinde  de  lo  nacional  y  de  lo  provincial  en 
esta  materia?  El  Código  Civil  dá  un  punto  de  parti- 
da, que  aunque  no  resuelve  perentoriamente  la  cues- 
tión, abre  el  camino  para  encontrar  la  solución  pruden- 
te y  equitativa  que  el  caso  requiere.  El  art.  2339 
dice,  que  las  cosas  son  bienes  públicos  del  Estado 
General  ó  de  los  Estados  particulares,  según  la  dis- 
tribución de  los  poderes  hecha  por  la  Constitución 
Nacional. 

Hay  que  buscar  las  atribuciones  nacionales  que  se 
relacionen  con  los  rios,  y  naturalmente  las  playas  que 
son  parte  de  los  rios. 

El  artículo  26  reclama  el  gran  principio  de  la  libre 
navegación  de  los  rios  interiores  con  sujeción  á  los 
reglamentos  que  dicte  la  autoridad  Nacional. 

Los  artículos  1 4  y  20  garanten  á  ciudadanos  y  ex- 
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trangeros  el  do'echo  de   comerciar  y  de  navegar  los 
ríos  y  costas. 

El  artículo  69  fija  entre  la  atribución  del  Congreso 
inciso  9^  Reglamentar  la  libre  navegación  de  los  ríos 
interiores,  habilitar  los  puertos  que  considere  conve- 
nientes, y  crear  y  suprimir  aduanas. 

Inciso  12  Reglar  el  comercio  marítimo  y  terrestre 
con  las  naciones  extrangeras  y  de  las  provincias  en- 
tre sí — ^Inciso  16 — Promover  la  exploración  de  los  nos 
interiores. 

Esto  es  todo  lo  que  la  Constitución  contiene  con 
relación  á  los  rios  y  las  playas  de  estos  y  del  mar 
en  lo  que  se  refiere  al  orden  nacional,  y  me  parece 
que  bien  puede  asegurarse  que  estas  atribuciones  sólo 
tienen  en  mira  establecer  la  jurisdicción  nacional  para 
el  gran  propósito  de  la  navegación  y  del  Comercio, 
pero  que  ellos  no  confieren  la  propiedad  ni  un  dere- 
cho excluyente  sobre  los  rios  y  playas  en  lo  que  se 
refiere,  á  los  demás  usos  y  servicios  á  que  ellos  pue- 
den prestarse. 

Ir  más  lejos  hubiera  sido  cercenar  el  territorio  de 
las  provincias,  y  privar  á  las  ciudades  y  villas  de  la 
República  de  los  elementos  de  vida,  de  progreso  y  de 
higiene  que  proporcionan  los  rios  y  las  playas  en 
benefído  para  la  nación,  y  contrariando  las  tradiciones 
administrativas  que  siempre  han  conferido  á  las  pobla- 
ciones ribereñas  el  derecho  de  disponer  y  aprovechar 
como  medio  de  renta  de  las  piedras  y  arenas  de  las 
riberas. 

En  estas  ideas  se  confirma  uno  más,  si  se  tiene 
presente  que  el  art.  104  de  la  Constitución  establece 
que  las  Provincias  conservan  todo  el  poder  no  dde- 
gado  al  Gobierno  Federal,  y  que  el  art.  107  fija  en- 
tre los  poderes  provinciales,  expresamente  retenidos  el 
de  promover  la  exploración  de  sus  rios. 

Por  fin,  Exmo.  Señor,  si  no  fuesen  bienes  públi- 
cos de  las  províndas  los  ríos  y  las   playas  que  sur- 
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can  ó  rodean  sus  territorios,  serían  preceptos  vanos, 
el  de  la  Constitución  que  se  refiere  á  la  exploración 
de  los  ríos  y  el  del  Código  Civil,  que  determina  que 
hay  playas  y  ríos  de  los  Estados. 

No  terminaré  sin  recordar  un  antecedente  digno  de 
ser  tenido  en  cuenta.  En  las  sesiones  del  año  pasa- 
do, el  Senado  de  la  Nación  resolvió  que  el  Dr.  D. 
Pedro  Luro  ocurriera  á  las  Autoridades  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires  en  demanda  de  un  permiso 
para  construir  una  terraza  en  la  playa  de  Mar  del 
Plata,  por  tratarse  de  territorio  provincial. 

Con  arreglo  á  estas  ideas,  mi  opinión  es  que  V.  E. 
deje  libre  la  acción  de  la  Municipalidad  del  Paraná, 
para  que  fije  los  impuestos  que  crea  convenientes,  se- 
gún la  capacidad  legal  de  que  se  halle  investida  por 
su  carta   orgánica. — Marzo   5   de    1890. — C.  L.  Ma- 

RENCO. 

La  Dirección  General  de  Elentas  dio  el  siguiente  informe: 
ExMO.  Señor: 

La  Dirección  General  de  Rentas  estima  como  un  verdadero  ho- 
nor el  hecho  de  habérsele  enviado  en  consulta  por  V.  E.  la  pre- 
sente solicitud  de  la  Municipalidad  del  Paraná,  después  de  haber 
dictaminado  en  ella  el  Señor  Procurador  del  Tesoro. 

El  notable  documento  Jurídico  producido  por  este  funcionario 
resuelve  la  cuestión  con  claridad,  fundándola  en  disposiciones  ex- 
presas de  la  Constitución  y  Códigos  Nacionales,  cuyas  conclusio- 
nes han  sido  sostenidas  por  esta   Dirección  en  más  de  una  vez. 

De  poco  tiempo  á  esta  parte  los  Poderes  Públicos  de  la  Nación 
han  estimado  como  de  propiedad  nacional  las  playas  de  los  ríos 
navegables,  cuando  antes  de  ahora,  aún  tratándose  de  las  del  Río 
de  la  Plata,  que  no  es  un  rio  interior,  las  playas  eran  conside- 
radas como  de  propiedad  pública  sujeta  á  las  reglamentaciones  de 
los  Estados  particulares  ó  de  sus  Municipalidades,  y  eran  éstas 
las  que  percibían  los  pequeños  impuestos  creados  por  sus  leyes, 
por  la  extracción  de  los  materiales  que  pueden  aprovecharse,  sin 
perjuicio  alguno  para  la  navegación. 

Pero  la  Dirección  de  Rentas,  Exmo.  Señor,  piensa  que  la  presente 
solicitud  debe  motivar  una  resolución  general  del  Exmo.  Gobierno 
por  la  que  se  declare  que  el  aprovechamiento  de  las  playas  de  los 
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ríos  navegables,  pertenece  á  los  Estados  cuyas  riberas  bañan, 
y  no  una  resolución  particular  en  favor  de  la  Municipalidad 
del  Paraná. 

Ahora  por  lo  que  respecta  á  la  Renta  Nacional,  ella  no  va  á  ser 
afectada  de  una  manera  sensible,  porque  es  insignificante  el 
producido  del  impuesto  sobre  Ja  extracción  de  arena  y  piedra, 
mientras  que  no  puede  desconocerse  el  aumento  de  la  riqueza 
pública  que  traerá  consigo  la  edificación,  con  cuyo  objeto  se 
extraen  aquellos. 

Es  cuanto  la  Dirección  cree  necesario  decir,  en  cumplimiento  del 
decreto  de  V.  E.  de  11  del  corriente.— Dirección  General,  Marzo 
15  de  ISdO.—Devid  Saravia, 

En  este  estado  se  solicitó  la  opinión  del  Sr.  Procurador  General 
de  la  Nación  por  el  siguiente: 

decreto: 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1890 — Aunque  este 
Ministerio  cnnsidera  que  lo  que  toca  al  cobro  de  im- 
puestos, la  Municipalidad  de  cada  Provincia  debe  atener- 
se á  lo  que  las  leyes  locales  establecen  al  respecto, 
y  que  no  entra  por  consiguiente  entre  las  atribucio- 
nes del  P.  E.  Nacional  conceder  autorizaciones  como 
la  que  se  solicita;  pero  suscitándose  dudas  con  fre- 
cuencia sobre  cual  dá  la  autoridad  que  en  las  provincias 
debe  tener  á  su  cargo  todo  lo  relativo  á  la  extracción  de 
arena  en  las  playas  de  los  ríos  navegables,  pase  al 
Sr,  Procurador  General  de  la  Nación  para  que  se  sir- 
va dictaminar — Roca. 

Con  tal  motivo  pasó  al  Sr.  Procurador  de  la  Nación  y  dicho  funcio- 
nario expidió  el  siguiente  dictamen: 

ExMO..  Señor; 

Debo  partir  de  las  bases  de  que  las  playas  y  el 
lecho  de  los  ríos  y  canales  navegables,  pertenecen 
á  las  provincias  y  no  á  la  Nación,  como  ha  sido  amplia- 
mente demostrado  en  un  notable  dictamen  de  10  de 
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Setiembre  de  1889,  expedido  por  el  entonces  Procu- 
rador General  de  la  Nación,  hoy  Ministro  de  Rela- 
ciones Exteriores,  Sr.  Dr.  Costa.  La  misma  doctri- 
na sostiene  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  actual  Fis- 
cal de  las  Cámaras,  Dr.  Marenco,  en  su  dictamen  de 
5  de  Marzo  del  corriente  año,  con  cuyas  conclusio- 
nes estoy  también  conforme. 

V.  E.  desea  mi  opinión  respecto  á  cuál  haya  de 
ser  la  autoridad  provincial  que  debe  tener  á  su  cargo 
todo  lo  relativo  á  la  extracción  de  arena  de  las  playas 
de  los  rios  navegables;  y  no  tengo  duda  de  que  este 
punto  pueda  ser  objeto  de  una  decisión  ó  resolución 
de  las  leyes  de  cada  Provincia. 

Me  inclino  á  pensar,  sin  embargo,  que  el  asunto, 
por  su  propia  naturafeza  es  y  debe  ser  de  la  exclusiva 
competencia  de  las  autoridades  Municipales  de  cada 
Provincia. 

Así  ha  sucedido  en  la  de  Buenos  Aires,  en  la  que 
la  Municipalidad  de  esta  Ciudad,  mientras  perteneció 
á  dicha  Provincia,  fué  autorizada  por  ley  de  10  de 
Diciembre  de  1867  para  recaudar  el  impuesto  de  dos 
pesos  por  carro  de  arena;  estableciendo  además,  que 
su  extracción  no  pudiera  verificarse  sin  el  permiso  de 
la  Municipalidad,  y  bajo  las  condiciones  que  ella 
determinase. 

Dicha  ley  fué  reproducida  por  las  de  30  de  No- 
viembre de  1868,  de  23  de  Junio  de  1870,  y  de  19 
de  Noviembre  de  1873;  elevando  esta  última  el  im- 
puesto de  dos  á  cinco  pesos  por  cada  carro  de  arena 
y  atribuyendo  á  la  Municipalidad  la  facultad  de  regla- 
mentar dicha  ley. 

La  extracción  de  la  arena  de  los  rios  navegables, 
como  su  reglamentación  por  las  respectivas  Municipa- 
lidades, deben  tener  una  limitación  que  emana  de  la 
Constitución  Nacional;  y  esa  limitación  consiste  en 
que  con  tales  actos  no  pueda  ser  estorbada  ni  perju- 
dicada la  libre  navegación  de  los  rios  ni  el  comercio 
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que  por  ellos  se  hace,  cuya  conservación  y  reglamen- 
tación se  hallan  ál  amparo  de  la  autoridad  Nacional. — 
Buenos    Aires,    Noviembre  3  de    1890. — Antonio  E. 

Mala  VER. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Enero  30  de  1891. — Teniendo  en 
cuenta  lo  dictaminado  por  el  Señor  Procurador  Gene- 
ral de  la  Nación,  y  el  del  Tesoro,  lo  informado  por 
la  Dirección  de  Rentas;  y  Considerando  que  no  hay 
inconveniente  en  que  la  Municipalidad  del  Paraná 
extraiga  y  permita  la  extracción  de  arena  de  los  ríos 
dentro  de  la  jurisdicción  del  Municipio, 

El  Presidente  de   la   República — 

decreta: 

Art.  1^  Hágase  saber  á  la  Municipalidad  del  Paraná 
que  el  P.  E,  Nacional,  no  tiene  inconveniente  en  que 
permita  la  extracción  de  arena  del  rio  Paraná;  sin  que 
esta  resolución  importe  el  reconocimiento  de  un  dere- 
cho, ni  sirva  de  antecedente  en  el  asunto  relativo  á  la 
jurisdicción  de  las  riberas  que  se  tratará  en  oportunidad. 
Comuniqúese. — PELLEGRINI. — Julio  A.  Roca. 


El  Club  Franco- Argentino,— retirándole  el  carácter  de 

persona  jurídica. 

En  Enero  de  1890  el  Presidente  del  Club  Franco-Argentino  se  pre- 
sentó al  Ministerio  del  Interior  solicitando  ¡a  aprobación  de  los 
Estatutos  de  la  misma  Sociedad  y  el  reconocimiento  de  persona 
jurídica. 
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Pasó  á  informe  del  señor  Procurador  General  de  la  Nación  quien 
dictaminó  como  sigue: 

Señor  Ministro: 

No  encuentro  nada  que  obste  en  estos  Estatutos  á 
que  V.  E.  les  preste  su  asentimiento  al  objeto  que 
se  solicita. —Febrero  15  de  1890. — Eduardo  Costa. 

Pasó  igualmente  á  dictamen    del  señor    Procurador  del  Tesoro  y 
este  funcionario  se  expidió  en  estos  términos: 

Exmo.  Señor: 

Creo  como  el  señor  Procurador  General  de  la  Nación 
que  pueden  aprobarse  estos  Estatutos  pues  son  análo- 
gos á  los  de  otros  Clubs  sociales  reconocidos.  En 
cuanto  al  artículo  13  sobre  el  cual  me  llama  V.  E.  su 
atención  debo  manifestar  que  no  conociendo  el  juego 
de  Baccarat  no  puedo  apreciar  los  inconvenientes  que 
puede  haber  en  permitir  la  previa  reglamentación. — Es- 
tudio, Febrero  26  de  1890. — C  L.  Marenco. 

Resolución  — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1 890 .  — Atento  lo  dicta- 
minado por  el  señor  Procurador  General  de  la  Nación 
y  el  del   Tesoro; 

El  Vice- Presidente  de    la  República^   en  ejercicio  del 
Poder  Ejecutivo — 

decreta: 

Art.  1^  Apruébanse  los  Estatutos  del  Centro  Social 
"Club    Franco- Argentino"    con  excepción  del  artículo 
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13  de  los  mismos  en  la  parte  qne  se  refiere  al  juego  de 
Baccarat,  la  cual  queda  suprimida. 

Art.  2°  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  di- 
chos Estatutos,  publíquese  é  insértese  en  el  Registro 
Nacional.— PELLEGRINI.—N.  Quirno  Costa. 

En  Noviembre  de  1890,  el  Gefe  de  Policía  de  la  Capital  se  dirigió 
al  Ministro  del  Interior  manifestándole  qne  en  el  Club  Fiaico 
Argentino  de  la  referencia,  tenian  lugar  juegos  prohibidos  en  los 
cuales  se  cobraba  coima,  por  lo  que  pedia  se  retirara  á  dicho 
centro  la   personería  jurídica. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1890. — Vista  la  pre- 
sente nota  del  Gefe  del  Departamento  de  Policía  de  la  Capi- 
tal de  la  que  resulta  que  en  el  Club  Franco- Argentino  tie- 
nen lugar  juegos  de  azar,  lo  que  importa  una  trasgresión 
de  las  condiciones  de  la  autorización  legal,  y  de  acuer- 
do con  lo  dictaminado  por  el  señor  Procurador  Gene- 
ral de  la  Nación  en  el  expediente  5473 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  \^  Desde  la  fecha  cesan  los  efectos  del  decreto 
por  el  cual  se  reconoció  en  el  carácter  de  persona  ju- 
rídica al  centro  social  "Club  Franco- Argentino". 

Art.  2°  Comuniqúese  esta  resolución  al  Departamen- 
to de  Policía  de  la  Capital  á  los  efectos  consiguientes; 
publíquese  y  dése  al  Registro  Nacional. — PELLEGrI- 
NI. — Julio  A.  Roca. 

En  Agosto  4  de  189*2  el  Ministerio  del  Interior  pasó  el  expediente 
de  la  referencia  al  de  Justicia,  que  acordó  su  archivo. 
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La  fiiociedad  La  Snd  Americana  Mina  de  hierro  Romay,— sobre 
la  garantía  que  le   acuerda  la  ley  N^  2538. 

Con  fecha?  de  Febrero  de  1890  se  presentó  al  Ministerio  del  Inte- 
rior D.  David  Arguello  como  Presidente  de  la  Sociedad  "La  Sud 
Americana"  Mina  de  hierro  Romay,  pidiendo  se  declarara  que 
la  garantía  acordada  á  esa  sociedad  por  ley  N®  2538  era  sólo  un 
capital  de  $  1.500000  oro  y  no  m/n  como  pesos  nacionales  como 
se  indica  en  la  ley. 

La  Contaduría  General  aconsejó  no  se  hiciera  lugar  á  lo  solicitado, 
pues  la  mencionada  ley  esplicaba  claramente  que  era  sobre  un 
capital  de  pesos  moneda  nacional  y  no  oro. 

Oido  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  se  expidió  en  esta  forma.* 

ExMO.   Señor: 

Me  he  impuesto  de  la  pretensión  del  Presidente  de 
la  Sociedad  "La  Sud  Americana"  de  la  ley  en  que 
intenta  fundarla  y  de  lo  informado  por  la  Contaduría 
General. 

Mi  opinión  Exmo.  Señor  es  que  las  consideraciones 
aducidas  por  la  Contaduría  son  concluyentes  y  V.  E. 
de  acuerdo  con  ellas,  debe  rehusarse  á  hacer  la  decla- 
ratoria que  se  solicita. — Estudio,  Abril  t"0  de  1890 — 
C.  L.  Marenco. — Recayendo  á  continuación  la  siguiente 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Mayo  5  de  1890— De  conformidad  con 
lo  infomado  por  la  Contaduría  General  y  con  las  con- 
clusiones del  dictamen  del  Señor  Procurador  del  Tesoro. 

No  ha  lugar  á  lo  que  se  solicita  y  arhívese — Zavalia. 


Fernando  de  Grotkofsky, — pide  permiso  para  construir  un 
embarcadero  sobre  el   rio  Baradero. 

En  Febrero  10  de  1890,  ocurri j  al  Ministerio  de  Hacienda,  D.  Fer- 
nando de  Grotkofsky,   solicitando  autorización  para  formar  un 
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embarcadero  de  madera,  en  la  orilla  del  rio  Baradero,  en  el  pa- 
raje denominado  "^Los  Alamos",  para  el  servicio  de  un  estable- 
cimiento ganadero  agrícola,  que  el  recurrente  posee  en  ese  paraje. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  manifestó:  que  la  obra  de  que  se 
trata,  no  ofrece  ningún  peligro  á  la  renta,  por  lo  que,  opina, 
que  debe  accederse  á  lo  solicitado,  sin  más  restricción,  que  ^ 
obligación  por  parte  del  concesionario,  de  levantar  las  construc- 
ciones á  su  costa  y  sin  indemnización  alguna,  toda  vez  que  el 
Gobierno  las  considerase  perjudiciales,  abonando  los  impuestos 
que  las  leyes  establecen  y  el  deber  de  dar  cuenta  á  la  Aduana, 
de  todo  embarque  que  se  realice  para  que  el  Resguardo  inter- 
venga en  la  operación. 

La  Contaduría  General  espuso:  que  podía  accederse  á  lo  solicitado, 
con  las  salvedades  consignadas  por  la  Dirección  General  de  Rentas. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas,  expresó:  que  si  se  trata  de  un 
embarcadero  sin  importancia,  puede  eximirse  al  Sr.  Grotkofsky, 
de  presentar  planos,  pero  si  se  tiene  en  \ista  construir  un  mue- 
lle, debe  exij Írsele,  que  presente  previamente  los  planos  corres- 
pondientes, para  poder  informar  sobre  sus  condiciones  de  resis- 
tencia y  de  su  inocuidad  respecto  á  las  corrientes  del  río. 

Del  punto  de  vista  administrativo,  se  adhiere  completamente  á  lo 
informado  por  la  Dirección  General  de  Rentas. 

El  Procurador  del  Tesoro  dyo: 

ExMO.  Señor: 

Previa  presentación  del  plano  á  que  se  refiere  el  De- 
partamento de  Obras  Públicas,  creo  que  V.  E.  debe 
resolver  como  esa  oficina  lo  indica. 

Junio  7  de  1890. — C.  L.  Marénco. 

Resolución — 

Agosto  29  de  1890.— De  acuerdo  con  los  informes 

producidos  y  atento  á  lo  solicitado  por  el  recurrente  Sr. 

F.  de  Grotkofsky. 

. 
El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1®  Concédese  el  permiso  solicitado  para  construir 


—  26  — 

un  embarcadero  de  madera,  en  un  terreno  que  dá  frente  al 
río  Baradero,  á  tres  leguas  S.  E.  del  pueblo  del  Barade- 
ro,  denominado  "Los  Alamos'  con  destino  al  embarque 
de  frutos  del  país  libre  de  derechos,  que  exporta  el  esta- 
blecimiento que  el  peticionante  posee  en  aquel  paraje. 

Art  2^  El  interesado  hará  construir  á  su  costa  una 
casilla  á  la  cabecera  del  embarcadero,  para  los  emplea- 
dos de  Aduana  y  Resguardo  que  intervengan  en  las 
operaciones  que  se  practiquen. 

Art.  3^  El  recurrente  levantará  las  obras  que  practi- 
cara siempre  que  el  Gobierno  por  cualquier  motivo,  se 
lo  pidiera,  sin  lugar  á  reclamo  ni  indemnización  alguna. 

Art.  4°  La  presente  concesión  estará  sujeta  al  pago 
que  le  corresponda  según  su  categoría. 

Art.  5^  Insértese  en  el  Registro  Nacional,  comuni- 
qúese, y  fecho  pase  á  sus  efectos  á  la  Dirección  Gene- 
ral de  Rentas  reponiéndose  los  sellos. — PELLEGRINL 
— Vicente  F.  López. 


La  Compafiia    de   Tramways  «Ciudad    de  Baenos  Aires», — 
sobre  acceso  de   sus  lineas  al  Puerto  de  la  Capital. 

Con  fecha  11  de  Febrero  de  18ÍM)  se  presentó  al  Ministerio  del 
Interior  D.  Guillermo  White,  como  presidente  de  la  Corapañia 
de  Tramways  Ciudad  de  Buenos  Aires;  manifestando  que  teniendo 
conocimiento,  que  el  Gobierno  liabia  concedido  el  acceso  al 
Puerto  de  la  Capital  de  varias  líneas  de  tramways,  pedia  se 
declarara  que  esa  resolución  no  afectaba  los  derechos  que  tenia 
esa  Empresa  á  prolonpfar  sus  vias  hasta  el  Puerto  en  virtud  de 
la  concesión    otorgada  á  los  señores  Moores  y  Ramos  Mejia. 

Pasado  á  informe  del  Departamento  de  Obras  Públicas  manifestó 
que  las  vias  neutrales  no  afectaban  los  derechos  de  las  conce- 
siones Moores  y  C*. 

Oido  el  Sr.  Procurador  del    Tesoro  se  expidió  en  esta  forma: 

ExMO.    Señor: 
"  Resultando,  de  lo  informado  por  el  Departamento 
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de  Obras  Públicas,  que  las  líneas  neutrales  no  afectan 
los  derechos  de  los  concesionarios  Moores  y  C*.  no 
hay  motivo  para  dar  ulterioridad  á  éste  espediente" — 
Estudio,  Agosto    27  de  1890 — C.  L.  Marenco. 

Recayendo  ea  consecuencia  la  siguiente 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Octubre  30  de  1890 — Resultando 
de  lo  informado  por  el  Departamento  de  Obras  Pú- 
blicas y  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  que  el  decreto 
de  fecha  20  de  Febrero  del  corriente  año  sobre  vias 
neutrales  en.  el  Puerto  de  la  Capital  no  afecta  los 
derechos  de  concesión  transferidos  á  la  "Compañía 
de  Tramways  Ciudad  de  Buenos  Aires,''  por  los  Srs. 
G.  Moores  y  E.  Ramos  Mejia. 

Archívese  este  expediente. — Roca. 


Colegio  Nacional  de  Tucaman, — solicita   libre  despacho  de 
aparatos  para  el  laboratorio  quimioo. 

El  Rector  del  Colegio  Nacional  de  Tucuman  se  dirgió  al  Ministe- 
rio de  Hacienda,  en  13  de  Febrero  de  1890,  exponiendo  que  exis- 
ten detenidos  en  la  Aduana  del  Rosario  tres  cajones  llegados 
últimamente  de  Europa,  conteniendo  aparatos  para  el  laborato- 
rio de  Química  de  ese  establecimiento,  los  que  forman  parte  de 
una  remesa,  por  la  que  el  Ministerio  de  Instrucción  Pública, 
pidió  al  de  Hacienda  la  exoneración  de  derechos  de  Aduana,  la 
que  fué  comunicada  por  resolución  de  18  de  Diciembre  ppdo; 
solicitando  en  consecuencia  se  impartan  las  órdenes  del  caso  pa- 
ra que  los  mencionados  bultos  sean  entregados  libres  de  de- 
rechos. 

La  Dirección  General  de  Rentas  d^o:  que  el  art.  249  de  las  Orde- 
nanzas de  Aduana  dispone:  que  los  efectos  introducidos  al  país 
para  las  Oficinas  Nacionales  se  introducirán  libres  de  derechos, 
bastando  para  ello  una  orden  escrita  del  Ministerio,  á  cuyo  en- 
cargo vengan  los  artículos;  y  que,  con  arreglo  á  tal  prescrip- 
ción, puede  accederse  á  lo  solicitado. 
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El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó: 

ExMO.  Señor: 

Puede  V.  E.  resolver  de  conformidad  á  lo  aconse- 
jado por  la  Dirección  de  Rentas — Agosto  23/90. 

Resolución — 

Setiembre  28/92. — No  habiendo  ocurrido  el  intere- 
sado, á  pesar  del  tiempo  transcurrido,  á  reponer  los 
sellos  correspondientes,  pase  á  la  Dirección  General 
de  Rentas  para  su  archivo. — E.  Hansen. 


Los  empresañoa  de  las  obras  del  Puente  sobre  el  rio  del 
Valle,  sobre  anticipos  por  cuenta  de  materiales  acopiados 
al  pié  de  las   obras. 

Con  fecha  13  de  Febrero  de  1890  se  presentaron  al  Ministerio  del 
Interior  los  Señores  Philipps  y  C*.,  empresarios  de  las  obras  de 
construcción  de  un  puente  sobre  el  rio  del  Valle  en  Catamarca 
manifestando,  que  teniendo  acopiado  al  pié  de  la  obra  los  ma- 
teriales suficientes  para  proseguiría  con  toda  actividad  y  repre- 
sentado ei  valor  de  éstos  aproximadamente  $  'iO.(X)C),  pedían  se 
les  acordara  el  70  o/"  del  valor  de  dichos    materiales. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas  indicó  que  no  había  incon- 
veniente en  acceder  á  lo  solicitado,  en  casos  análogos  se 
había  procedido  en  esa  forma  con  otros  empresarios. 

La  Contaduría  General  manifestó  que  el  contrato  celebrado  con 
los  Sres.  Philipps  no  se  establecía  que  podían  solicitar  anticipos 
sobre  los  materiales  acopiados  al  pié  de  la  obra,  por  lo  que  de- 
jaba al  criterio    del    Ministerio   la  resolución    correspondiente. 

Oido  el  Señor  Procurador  del  Tesoro,    se  expidió  en   esta   forma: 

ExMO.  Señor: 

Como  muy  oportunamente  lo  observa  la  Contaduría, 
el  contrato  no  autoriza  á  exigir  anticipos  por  cuenta 
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de  materiales,  así  es,  que  mi  opinión  es  que  V.  E.  no 
haga  lugar  á  este  pedido. — Estudio  Mayo  3  de  1890 — 
C.  L.  Marenco. 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Mayo  del  90.  No  estableciéndose  en 
el  contrato  celebrado  con  los  recurrentes,  como  con- 
tratistas para  la  construcción  del  puente  sobre  el  rio 
del  Valle,  en  Catamarca;  que  éstos  puedan  solicitar  an- 
ticipos sobre  los  materiales  al  pié  de  la  obra; 

SE  resuelve: 

No  hacer  lugar  á  lo  solicitado  y  archívese. — Za valia. 


Municipalidad   de  Zarate, — solicita  exoneración   de  patente 

para  un  muelle 

En  24  de  Febrero  de  1890  ocurrió  al  Ministerio  de  Hacienda  la 
Municipalidad  de  Zarate,  exponiendo  que:  á  causa  de  los  esca- 
sos recursos  de  que  dispone,  le  es  difícil  pagar  la  patente  que 
anualmente  se  le  fija  por  un  muelle  que  posee;  que  por  tal  ra- 
zón, y  por  haber  en  otro  tiempo,  hecho  ai  Superior  Gobierno 
Nacional,  valiosas  donaciones  de  terrenos  ocupados  hoy  por  el 
Arsenal,  muelle  etc.,  pide  se  le  exonere  del  pago  de  los  dere- 
chos respectivos. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  previo  informe  de  la  Aduana  de 
Zarate,  desfavorable,  expuso;  que  los  muelles  tanto  fijos  como 
flotantes,  están  sujetos  sin  excepción  al  pago  de  patente  y  la 
circunstancia  de  que  el  que  se  trata,  sea  explotado  por  la  Mu- 
nicipalidad, no  autoriza  al  Gobierno  para  eximirla  de  aquél  im- 
puesto; por  lo  que  no  debe  hacerse  lugar  á  lo  pedido. 

Pasado  á  dictamen  del  Procurador  del  Tesoro  dijo; 

ExMO.  Señor: 
Creo  como  la  Dirección   de  Rentas  que  no  hay  ex- 
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cepción  alguna  de  pago  de  patentes  de  muelles  y  por 
consiguiente  no  se  debe  hacer  lugar  á  lo  solicitado. — 
Abril  30  de  1890.— C.  L.  Marenco. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Junio  30  de  1890.- De  acuerdo  con  lo  informado 
por  la  Dirección  General  de  Rentas,  y  lo  dictaminado 
por  el  Procurador  del  Tesoro;  se  resuelve;  No  ha  lu- 
gar á  lo  solicitado  por  la  Intendencia  Municipal  de  Za- 
rate. 

Para  su  conocimiento  y  efectos  vuelva  á  la  Direc- 
ción General  de  Rentas. — URIBURU. 


Antonio  Santa  Maria,  propietario  de  muelles  en  el  Puerto 
del  Rosario,  sobre  la  subsistencia  del  cobro  de  derechos 
de  almacenaje  á  las  mercaderías  pedidas  á  despacho  di- 
recto. 

Antonio  Santa  María  propietario  de  los  mueJles  y  depósitos  de- 
nominados del  Gas  en  el  Puerto  del  Rosario,  en  Febrero  de 
1890  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda  exponiendo;  que  por 
medio  del  administrador  de  ese  punto  se  le  ha  comunicado  el 
artículo  4°  de  la  ley  de  9  de  Noviembre  de  1889  que  ordena 
que  en  lo  sucesivo  se  abstenga  ese  establecimiento  de  pretender 
cobrar  almacenaje  á  las  mercaderías  de  despacho  directo  y  pide 
se  deje  sin  efecto  ese  decreto,  dejando  las  cosas  en  el  estado  en 
que  antes  se  encontraban  por  ios  perjuicios  que  le  irroga  la 
citada  disposición. 

La  Dirección  General  de  Rentas  informa  que  el  decreto  á  que  se 
alude,  ella  lo  comunicó  por  orden  que  recibió  del  Ministerio; 
que  en  cuanto  á  la  ley  de  almacenaje  que  rije  en  ese  año  de 
1890,  establece  el  cobro  de  ese  servicio,  creyendo  que  no  debe 
entrar  á  rebatir  los  errores  de  apreciación  que  contiene  la  soli- 
citud de  los  recurrentes,  y  que  no  debe  cobrarse  tal  almacenaje, 
porque  el  despacho  directo  no  consiste  en  la  entrada  transito- 
ria de  las  mercaderías  en    los  almacenes,  sino  cuando  se  pagan 
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los  derechos  por   ellas   retiradas  para  el  consumo  y  ñnalmente 
que  debe  dictarse  una  resolución  al  respecto  para  que  sirva  de 
norma  en  lo  sucesivo. 
Pedido  el  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  se  expidió  en  la 
forma  siguiente. 

ExMO.  Señor: 

Mi  opinión  sobre  este  asunto  la  he  manifestado  ya 
en  la  solicitud  de  varios  comerciantes  (expediente  38) 
que  á  continuación  trascribo. 

ExMO.  Señor: 

**£!  exelente  informe  de  la  Dirección  Gral.  de  Rentas 
coloca  la  cuestión  que  se  debate  en  este  expediente,  bajo 
el  verdadero  aspecto  jurídico. 

"El  depósito  en  el  tecnicismo  aduanero  no  consiste  en 
la  entrada  transitoria  de  las  mercaderías  en  los  almace- 
nes, para  la  verificaoión  de  su  especie,  calidad  ó  cantidad 
al  entregarlas  directamente  al  introductor;  el  depósito  es 
el  acto  por  el  cual  se  almacenan  las  mercaderías  tempo- 
rariamente, defiriendo  el  pago  de  los  derechos  de  entrada 
hasta  el  momento  que  se  cree  conveniente  destinarlos 
al  consumo. 

"Este  concepto  del  depósito  aduanero  no  es  una  no- 
vedad, él  resulta  bien  claro  á  sus  disposiciones  de  las 
ordenanzas  el  tratar  del  "despacho  directo  á  plaza"  y 
del  "  depósito  „  y  así  se  comprende  que  sea  en  vista  de 
lo  que  enseñan  los  tratadistas  como  puede  comprobarse 
en  Bunuergo  A  Frestise  an  the  Lan  of  Taxation  pag. 
540  Warchouse  and  Bond;  y  en  Blok  Dictionaire  de  1  ad- 
ministratión  Francaise  Verb  Entrepót. 

"El  artículo  4^  de  la  ley  de  almacenage  y  estingage  na- 
da ha  modificado  al  disponer  que  las  mercaderías  paguen 
almacenaje  y  eslingage  cuando  entren  á  depósito,  desde 
que  el  concepto  del  acto  llamado  depósito  es  el  mismo. 

"Me  excuso  de  entrar  en  mayores  detalles,  por  que  no 
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haría  sino  repetir  lo  que  con  tanta  oportunidad  ha  mani- 
festado la  Dirección  Gral.  de  Rentas. 

Creo  en  consecuencia,  que  V.  E.  debe  declarar  que  las 
mercaderías  pedidas  á  despacho  directo,  no  estén  afecta- 
das por  la  tarifa  de  almacenajes,  siempre  que  su  perma- 
nencia en  los  depósitos  no  exceda  los  términos  legales. 
— Buenos  Aires  Junio  4  de  1890 — C.  L.  Marenco. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  7,  1892. — No  pudiendo  hacer- 
se efectiva  la  reposición  de  sellos  ordenada  á  pesar  del 
tiempo  transcurrido  y  las  notificaciones  hechas  al  recu- 
rrente.— Archívese. — A.  Arcardinu 


El  Departamento  de  Inmigración, — sobre  exoneración  de 
derechos  para  las  casillas  introducidas  por  los  inmigran- 
tes con  destino  á  la  Ck>lonia  La  Agrícultara. 

En  3  de  Marzo  de  1890,  el  i^epartamento  de  Inmigración  se  diryió 
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  manifestando:  que  con 
fecha  10  de  Enero,  se  habían  acordado  cuatrocientos  pasajes  sub- 
sidiarios, al  Sr.  José  Manuel  Estrada,  Presidente  de  la  Sociedad 
Anónima  La  Agricultura,  que  vá  á  establecer  una  colonia  en 
Nogoyá,  Provincia  de  Entre  Rios; 

Que  los  inmigrantes  con  destino  á  ella  están  ya  prontos,  y  que 
en  vista  del  alto  valor,  de  los  materiales  de  construcción  entre 
nosotros  y  la  pérdida  de  tiempo  que  importaría,  comenzar  á 
construir  sus  viviendas  después  de  licitados,  han  resuelto  traer 
consigo,  casillas  de  mailera,  ó  de  ñerro,  de  construcción  ligera 
para  proceder  ¿armarlas,  inmediatamente  de  llegados  al  terreno. 

Que  aun  cuando  en  las  franquicias  que  el  inciso  4  del  art.  14  de 
la  ley  de  Inmigración,  las  casillas  de  que  se  trata,  no  son  de 
libre  introducción,  sin  embargo,  en  vista  del  espíritu  de  protec- 
ción que  domina  en  toda  la  ley,  así  como  de  la  verdadera  uti- 
lidad que  importa  para  la  República,  que  el  inmigrante  además 
de  su  concurso  personal,  ya  traiga  un  capital  que  se  radique  en  el 
paiS;  y  de  las  ventajas  que  representa  el  establecimiento  de  co- 
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lonias,  solicita  en  consecuencia,  se*?  permita  la  introducción 
libre  de  derechos  de  las  mencionadas  casillas. 

Pasada  esta  comunicación,  al  Departamento  de  Hacienda,  para  su 
resolución,  este  pidió  informe  á  la  Dirección  General  de  Rentas 
la  cual  manifestó:  que  aunque  las  casillas  de  que  trata,  no 
están  expresamente  exoneradas  de  derechos,  puede  sin  embargo, 
sin  violentarse  el  espíritu  de  la  misma,  ser  conceptuado  como 
muebles  de  los  colonos,  acordándose  en  consecuencia  su  libre 
introducción. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Las  casillas  de  que  se  trata  no  están  exceptuadas  del 
pago  de  derechos  por  la  Ley  de  Aduana,  y  como  no 
pueden  acordarse  otras  franquicias  que  las  establecidas 
en  la  ley,  creo  que  V.  E.  no  se  halla  habilitado  para 
acceder  á  este  pedido. — Abril  16  de  1890. — C.  L. 
Marenco. 

Pasado  á  informe  de  la  Contaduría  Qeneral  esta  se  expidió  en  estos 
términos: 

ExMO.  Sbñor: 

No  obtante  no  hallarse  comprendidas  en  las  liberaciones  estable- 
cidas por  la  ley  de  Aduana  las  casillas  cuyo  libre  despacho  ha 
solicitado  el  Departamento  General  de  Inmigración,  la  Contaduría 
cree  que  podría  e^to  concederse  atendiendo  las  razones  en  que 
para  el  efecto  sirven  de  fundamento  á  esa  petición,  y  á  las  que 
en  apoyo  de  la  misma  aduce  la  Dirección  General  de  Rentas  en 
SG  precedente  informe. 

Debe  tenerse  presente  que  esas  casillas  están  destinadas  á  In- 
migrantes como  un  motivo  poderoso  para  esa  concesión»  que 
vendría  á  coadyuvar  en  el  propósito  del  Gobierno  de  proteger 
á  la  inmigración  y  á  cuanto  con  la  prosperidad  de  ella  se  rela- 
ciona.—Mayo  3  de  1890.— JP.  Smit. 

Resolución — 

Ministerio  Mayo  20  de  1890 — Considerando  que  la 
exoneración  de  derechos  solicitada  de  las  casillas  para 
los  inmigrantes,  no    hay  ley  alguna  que  las  autorice, 
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y  no   siendo  facultativo  del  P.  E.  hacer  esta  clase  de 
liberaciones: 

SE  resuelve: 

No  hacer  lugar  á  la  introducción  libre  de  derechos 
solicitada  por  el  Departamento  General  de  Inmigración. 
— Pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  á  sus  efec- 
tos y  comuniqúese. — URIBURU. 


La  (cGompafiia  La  Gran  Nacional  de  Tramways  de  Buenos 
Aires  Limitada» , — solicita  quede  subsistente  este  titulo  en 
vez  del  que  usaba  denominada  «Gompaftia  Ketropolitana 
de  Tramways  de    Buenos  Aires  Limitada». 

Eli  Marzo  6  de  1890,  el  representante  de  la  **Compañ¡a  Metropo- 
litana de  Tramways  de  Buenos  ^Mres  Limitada"  se  presentó  al 
Ministerio  del  Interior  solicitando,  de  conformidad  con  el  Direc- 
torio le  Londres,  cambiar  dicho  nombre  por  el  **Gran  Compañía 
Nacional  de  Tramways,  de  Bueaos  Aires,  Limitada"  por  tener 
ya  otra  compañía  el  mismu  titulo  por  lo  que  suplicaba  se  aceptase 
dicho  cambio  á  virtud  del  mandato  hecho  en  los  documentos  que 
adjuntaba. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  quien  dictaminó 
como  sigue. 

ExMO.  Señor: 

No  encuentro  dificultad  para  que  V.  E.  acceda  al 
pedido  de  que  se  trata,  Estudio,  Marzo  22  de  1890. 
— C.  L.    Marenco. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1890. — Visto  lo  expuesto 
por  el  recurrente,  en  representación  de  la  "Compañía 
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Metropolitana  de  Tramways  de  Buenos  Aires,  Limitada" 
y  de  conformidad  con  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Pro- 
curador del  Tesoro. 

SE  resuelve: 

Art.  1^  Apruébase  lo  determinado  por  el  Directorio 
de  la  "Compañía  Metropolitana  de  Tramways  de  Buenos 
Aires,  Limitada"  según  se  demuestra  en  los  documen- 
tos adjuntos  en  cuanto  se  refiere  al  cambio  de  nombre  he- 
cho de  dicha  Compañía  que  se  denominará  en  lo  sucesivo 
"Gran  Compañía  Nacional  de  Tramways  de  Buenos 
Aires''. 

Art.  2®  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  este 
expediente,  comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional. — JUÁREZ  CELMAN. — Salustiano  P.  Zavalía. 

En  Abril  2  de  1890  el  mismo  representante  de  la  Compañía  ante 
dicha  se  presentó  de  nuevo  al  Ministerio  del  Interior,  manifestando 
que  habiéndose  deslizado  un  error  en  su  anterior  escrito  en  cuan- 
to al  orden  de  las  palabras  del  nombre  de  la  Compañía  y  de  acuerdo 
con  las  indicaciones  del  Directorio  de  Londres,  solicitaba  que  en 
vez  de  "^La  Gran  Compañía  Nacional  de  Tramways  de  Buenos 
Aires,  Limitada"  quedase  como  subsistente  en  definitiva  el  título 
de  "Compañía  La  Gran  Nacional  de  Tramways  de  Buenos  Aires, 
Limitada'*. 

Agregando  el  expediente  primitivo,    se  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  interior. 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1890. — Visto  este  expe- 
diente, 

SE  resuelve: 

1^  Rectificar  el  decreto  de  fecha  6  de  Marzo  próximo 
pasado,  en  cuanto  se  refiere  al  orden  de  las  palabras  del 
nuevo    nombre   de  la    ''Compañía    Metropolitana   de 
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Tramways  de  Buenos  Aires,  Limitada''  que  se  llamará 
en  lo  sucesivo  "Compañía  La  Gran  Nacional  de  Tram- 
ways Limitada"  en  vez  de  "Gran  Compañía  Nacional 
de  Tramways"  como  se  resolvió  oportunamente  á 
pedido  de  la  parte  interesada,  por  su  error,  según  lo 
manifiesta. 

2®  Comuniqúese,  publíquese,  permítase  al  recurrente 
tomar  copia  de  este  expediente  y  dése  al  Registro  Na- 
cional.— JUÁREZ  CELMAN. — Salustiano  P.   Zavalía. 

En  Setiembre  6  de  1892  el   Ministerio  del   Interior  pasó  el  expe- 
diente de  la  referencia  al  de  Justicia  que  acordó  su  archivo. 


La  Dirección  General  de  Rentas, — sobre  la  fianza  por  error 
de  cálculo  que  comprende  sólo  á  los  despachantes  de 
Aduana. 

De  acuerdo  con  el  artículo  1*  de  la  ley  de  creación  de  la  Dirección 
General  de  Rentas,  el  14  de  Febrero  de  1880  esta  Ofícma  elevó  al 
Ministerio  de  Hacienda  para  su  aprobación  la  resolución  dicta- 
da en  el  pedido  de  los  señores  Lenguas  Hnos,  comerciantes  impor- 
tadores de  esta  plaza,  pidiendo  reconsideración  de  una  resolu- 
ción de  la  Aduana  que  le  exigía  la  presentación  de  fianza  por 
errores  de  cálculo,  establecida  para  los  despachantes  de  Aduana. 

La  Dirección  en  su  resolución  resolvía  que  la  fianza  señalada  en 
el  artículo  1*2,  inciso  11  de  la  ley  de  sellos  sólo  era  obligatoria 
á  los  despachantes  de  Aduana. 

Pedido  el  dictamen  del  Señor  Procurador  del  Tesoro  este  funcio- 
nario dijo: 

ExMO.  Señor: 

Me  he  impuesto  de  la  resolución  dictada  por  la 
Dirección  de  Rentas,  y  no  encuentro  inconveniente 
para  que  V.  E.  le  preste  su  aprobación. — Marzo  8 
de  1890. — C.  L.  Marenco. 

Pasado  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  expuso: 
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Señor  Ministro: 

Encuentro  perfectamente  fundada  la  resolución  de 
la  Dirección  General,  que  deja  sin  efecto  la  obligación 
de  dar  ñanza  que  el  Administrador  de  la  Aduana  de 
esta  Capital  imponía  á  los  señores  Lenguas  y  Hermanos. 

La  ley  de  sellos  exije  fianza  de  los  despachantes,  para 
responder  de  los  errores  de  cálculo  cuya  rectificación 
permite  el  artículo  433  de  las  ordenanzas;  pero  nada 
dice  de  los  comerciantes. 

La  razón  de  esta  distinción,  entre  despachantes  y 
comerciantes,  es  obvia,  según  observa  la  Dirección 
General. 

Los  despachantes  son,  por  regla  general,  personas 
de  poca  responsalidad,  mientras  que  los  comerciantes 
tienen  casa  establecida,  mercaderías  en  depósito,  y 
garantía  bastante  para  responder  por  las  errores  á 
que  el  artículo  antes  citado  se  refiere,  que  es  de  su- 
poner, sean  pocos  y  de  poca  importancia. 

No  es  entonces  justo  imponer  á  los  comerciantes 
un  gravamen  de  que  la  ley,  al  no  mencionarlos  los 
ha  exonerado. 

El  Sr.  Contador  General  indica  la  conveniencia  de 
hacer  extensiva  esta  fianza  á  los  comerciantes  en  la  ley 
de  impuestos  del  año  entrante. 

No  veo  por  mi  parte  la  necesidad,  pues  no  se  ha 
hecho  valer  que  la  Aduana  haya  sufrido  pérdidas  por 
falta  de  la  fianza  en  cuestión,  y  si  no  es  necesaria 
no  hay  para  que  imponerla,  pues  es  siempre  un  gra- 
vamen para  el  comercio. — Buenos  Aires,  Mayo  30  de 
1890.     Eduardo  Costa. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  14  de  1892. — No  pudiéndo- 
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se  hacer  efectiva  la  reposición  de  sellos  ordenada 
a  pesar  de  las  notificaciones  hechas  al  interesado,  ar- 
chívese.— A.  Arcadtnu  Oficial  Mavor. 


Fray  Quirico  Porreca,  -  solicita  exequátur  á  la  Patéate  que 
lo  acredita  como  Comisario  General  de  Misioneros. 

EPí  Marzo  8  de  1890,  Fray  Quirico  Porreca,  se  presentó  al  Minis- 
terio de  Culto  acompañando  los  originales  y  traducción  de  las 
Letras  Patentes  qne  le  habían  sido  enviados  de  Roma  nombrán- 
dole Comisario  General  de  Misioneros  á  ñn  de  que  se  le  otorgara 
el  pase  correspondiente. 

El  Procurador  General  de  la  Nación  á  quien  se  pasó  á  informe  se 
expidió  en  estos  términos. 

Señor  Ministro: 

No  encuentro  nada  que  obste  á  que  V .  E.  preste 
el  Pase  que  solicita  el  Reverendo  Fray  Quirico  Porreca 
al  Rescripto  de  S.  S.  nombrándole  Comisario  Gene- 
ral de  Misioneros,  en  la  inteligencia  de  que  en  el 
ejercicio  de  esta  Misión  se  ajustará  en  todo  á  las  Le- 
yes de  la  Nación — Marzo  18  de  1890 — Eduardo  Costa. 

Resolución — 


Departamento  de  Culto. 

Buenos  Aires,  Marzo  26  de  1890 — Visto  este  ex- 
pediente y  considerando  que  en  opinión  del  Sr.  Pro- 
curador General  de  la  Nación  no  ofrece  dificultad  la 
concesión  del  exequátur  á  las  precedentes  Letras  da- 
tadas en  Roma,  por  las  que  en  1 7  de  Enero  último  el 
Ministerio  General  de  la  Venerable  Orden  Franciscana 
confiere  al  recurrente  una  Comisión  accidental  por  el 
término  de  seis  años  que  ha  de  desempeñarse  con 
arreglo  á  las  constituciones  de  la  Orden  sin  alterar 
los  principios  del    Derecho  Público  Argentino. 
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El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  \^  Concédese  el  pase  á  las  Letras  presentadas 
por  Fray  Quirico  Porreca,  por  las  que  se  le  constituye 
Comisario  General  de  los  Colegios  de  Misiones  Fran- 
ciscanas existentes  en  la  República,  sin  que  por  esto 
se  entiendan  afectados  los  derechos  y  regalías  del  Patro- 
nato  Nacional. 

Art.  2^  Trasmítase  esta  resolución  al  recurrente, 
devolviéndose  las  patentes  originales  adjuntas;  publí- 
quese  é  insértese  en  el  Registro  Nacional — JUÁREZ 
CELMAN — FiLRMON  Posse. 


La  Sociedad  «Minas  Romay,» — sobre  la  transferencia  de  sus 

derechos  á  otra  sociedad 

En  13  de  Marzo  de  1890  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  D. 
David  Arguello  en  su  calidad  de  Presidente  déla  sociedad  Anó- 
nima ^La  Sud  Americana  Minas  de  hierro  de  Romay"  manifes- 
tando no  haberse  podido  constituir  dicha  sociedad  en  el  plazo 
de  los  6  meses  fijados  por  la  ley,  en  virtud  de  encontrarse  tra- 
mitando un  expediente  en  el  cual  se  ha  pedido  la  aclaración  de 
un  punto  de  la  ley  que  le  acnerla  la  garantía  á  dicha  sociedad 
y  solicitando  á  la  vez  que  el  plazo  de  los  6  meses  debe  correr 
desde  la  fecha  en  que  este  s^^a   m  el  arado. 

El  Ministerio  del   Interior   pasó    esta  solicitud  al  Sr.  Procurador 
General  del  Tesoro  quien  se  expidió  en  la  forma  siguiente. 

ExMO.  Señor: 

No  tengo  conocimiento  del  expediente  en  que  se  pide 
aclaración  de  la  ley  que  acuerda  garantía  á  la  Socie- 
dad* Anónima  Sud  Americana;  pero  tratándose  de  una 
ley  que  importa  una   garantía,  debe    hacerse  constar 
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por  secretaría  si  se  ha  hecho  la  escrituración  respec- 
tiva, y  en  caso  negativo  suspender  la  tramitación  del 
asunto,  de  acuerdo  con  el  art.  4®  del  decreto  fecha 
21  del  corriente— Buenos  Aires,  Marzo   22  de  1890 — 

C.  L.  Marencj. 

• 

Vuelto  este  expediente  con  lo  infórmalo  por  el  Procurador,  se 
pasó  al  Escribano  Mayor  de  Gobierno,  el  cual  manifestó  no  ha- 
berse escriturado  la  sociedad  á  que  se  hace  referencia,  resolvien- 
do el  Ministerio  mandarlo  archivar. 

Vista  osta  resolución  el  señor  Arguello  se  presentó  al  Congreso 
en  Julio  3  de  1890,  aduciendo  las  mismas  razones  de  sus  ante- 
riores peticiones  y  el  Senado  resolvió  como  articulo  único  no 
ha  lugar.— En  Setiembre  12  vuelve  otra  vez  á  presentarse  el  se- 
ñor Arguello  íil  Ministerio  del  Interior  en  nuevos  términos  que 
dieron  lugar  á  que  pasara  el  nuevo  pedido  á  informe  del  De- 
partamento de  Ingenieros,  el  cual  se  expidió  acompañando  la 
forma  en  que  debe  hacerse*  el  contrato,  para  que  los  intereses 
del  Gobierno  no  puedan  ser  perjudicados,  y  de  acuerdo  con  la 
ley  del  H.  Congreso  núm.  2538  de  14  de   Setiembre  de  1889. 

Con  lo  informado  por  el  Departamento  de  Ingenieros,  se  pidió  el 
dictamen  del  Procurador  que  se  expresó  en  ios  siguientes  tér- 
minos: 

ExMO.   Señor: 

Antes  de  extenderse  el  cx)ntrato  proyectado  por  el 
Departamento  de  Minas  y  Geología,  el  interesado  de- 
de  justificar  ante  V.  E.  (con  arreglo  al  art.  2^  de  la 
ley  núm.  2538  que  acordó  la  garantía)  que  se  halla 
constituida  definitivamente  la  Sociedad  explotadora  de 
la  Mina  Romay,  determinando  á  la  vez  el  capital  rea- 
lizado, que  no  puede  ser  menor  de  un  millón  quinien- 
tos mil  pesos  nacionales. — Buenos  Aires,  Octubre  27 
de  1890.— José  M"  Canti:.o. 

Corrillos  estos  trámites,  el  señor  Arírüellodá  cuenta  de  haberse  co- 
misionado al  señor  Giménez  para  la  venta  de  la  Sociedad;  y  el 
23  de  Febrero  de  !891,  el  señor  D.  Enrique  Urien,  en  represen- 
tación de  la  nueva  Sociedad,  acompaña  el  boleto  de  compra-ven 
t^  otorgado  por  el  señor  Giménez,  pidiendo  la  escrituración  en 
vista  de  haber  llenado  las  condiciones  requeridas,  acompañando 
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á  la  vez  las  actas  de  la  asamblea   y  docnmentoá    que  jiistifícan 
su  pedido. 

En  virtud  de  las  razones  expuestas   en  este  expeaiente,  el    Minis- 
terio de  Hacienda  decretó  la  siguietite— 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Abril  14  de  1891. — Resultando:  Que 
la  Empresa  explotadora  de  las  minas  "Romay*'  ha 
transferido  á  otra  nueva  Sociedad  anónima  sus  derechos, 
concesiones  obtenidas  y  trabajos  realizados. 

Que  por  el  acta  de  la  nueva  Empresa  consta  haber- 
se suscrito  el  capital  de  un  millón  trescientos  mil  pesos 
«Mi  comprometiéndose  la  Comisión  Directiva  á  hacer- 
se cargo  por  el  resto  omitido  hasta  completar  la  suma 
de  $  1.500.000  que  establece  la  ley  n^  2538  de  J4  de 
Setiembre  del  año  de  1889  como  capital  garantido  y 

Considerando: 

Que  la  explotación  de  dichas  minas  importaría  para 
el  país  una  verdadera  fuente  de  riqueza  nacional  si  lle- 
gara á  dar  los  resultados  que  de  ella  se  esperan. 

Que  son  bien  conocidos  los  propósitos  del  Gobierno 
relativos  á  favorecer  toda  empresa  que  tienda  á  aumen- 
tar nuestra  pn>ducción  nacional. 

Que  es  evidente  que  en  las  circunstancias  por  que 
atraviesa  el  país  no  es  posible  obtener  la  suma  de 
capital  necesario  que  establece  la  ley  mencionada  para 
que  sea  efectiva  la  garantía  acordada. 

Que  el  propósito  del  H.  Congreso  al  determinar  di- 
cho capital  ha  sido  el  de  garantirse  se  llevara  á  efecto 
la  explotación  de  la  referida  mina;  lo  que  puede  con- 
siderarse asegurado  dada  la  notoria  responsabilidad  de 
las  personas  que  forman  la  Comisión  Directiva  de  la 
nueva  Sociedad. 
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Por  estas  consideraciones,  y  siendo  además  conve- 
niente se  dé  principio  á  la  mayor  brevedad  á  los  traba- 
jos que  deben  emprenderse  para  conocer  definitiva- 
mente el  resultado  que  tendrá  su  explotación. 

El  Presidente  de  la  República — 

degreta: 

Art.  1®  Pase  este  expediente  al  Escribano  General 
de  Gobierno  para  que  formalice  con  los  recurrentes  el 
correspondiente  contrato  en  la  forma  que  establece  la 
ley  n<>  2538  de  14  de  Setiembre  de  1889.-PELLE- 
GRINL— V.  F.  López. 


La  Legación  de  Alemania, — sobre  la  extradición    de  Adolfo 

Winkelman. 

£]  17  (ie  Marzo  lie  1890  la  Legación  de  Alemania  i'olicitó  del  Mi- 
nisterio de  Relaciones  Exteriores  la  extratiicióM  de  Adolfo  Wmi- 
kelinan  ó  K*íi'ner,  acusado  de  quiebra  fraudulenta  por  los  Tri- 
bunales de    Srijonia. 

« 

Pedido  e¡  dictamen  del  señor  Procurador  General  de  la  Nación, 
expuso: 


Señor  Ministro: 

El  pedido  del  señor  Ministro  del  Imperio  Alemán,  vie- 
ne acompañado  de  los  requisitos  que  la  ley  general  de 
extradición  considera  necesarios  en  casos  de  esta  na- 
turaleza: mandato  de  prisión  de  autoridad  competente; 
filiación  del  reclamado;  copia  de  las  leyes  penales  re- 
ferentet)  al  delito,  ofrecimiento  de  reciprocidad,  por  úl- 
timo. 

Kstando,  por  otra  parte,  comprendido  el  delito  den- 
tro de  los  términos  del  artículo  3°  cumple  á  V.  E.  remi- 


-  43  - 

lir  al  señor  Ministro  del  Interior  estos  antecedentes  al 
objeto  de  que  se  proceda  al  arresto  inmediato  del  recla- 
mado, y  á  ponerlo  á  disposición  del  señor  Juez  de 
Sección. — Mayo  13  de  1890. — Eduardo  Costa. 

Coincidiendo  con  este  pedido  el  Juez  Federal  de  la  Capital  había 
decretado  la  libertad  del  procesado,  y  este  asunto  volvió  á  dic- 
tamen del  señor  Procurador  General,   que  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipo- 
tenciario del  Imperio  Alemán  insiste  en  el  pedido  de  ex- 
tradición formulado  anteriormente  por  la  Legación  á  su 
cargo,  de  Adolfo  Winkelman,  procesado  por  quiebra 
fraudulenta  y  falsificación  de  documentos,  y  habiendo 
sido  denegada  dicha  extradición  anteriormente,  por  au- 
to del  señor  Juez  Federal  Dr.  Ugarriza,  á  causa  de  no 
presentarse  un  testimonio  literal  del  auto  que  decretara 
la  solicitud  de  extradición,  como  lo  exige  en  su  primera 
parte  el  artículo  65 1  del  Código  de  Procedimientos  en 
lo  Criminal.  S.  E.  acompaña  ahora  un  exhorto  del  se- 
ñor Juez  de  Instrucción  del  Tribunal  Real  de  Sajonia 
en  Leipzig,  dirigido  al  señor  Juez  Federal  de  la  Repú- 
blica, ó  al  Tribunal  correspondiente  argentino,  del  que 
solicita  conceda  el  otorgamiento  de  la  extradición  del 
mencionado  Winkelman,  en  virtud  de  solicitud  que  á 
este  efecto  se  dirigirá  al  Gobierno   argentino. 

Cumplido  este  requisito  exigido  por  la  ley,  que  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  Federal,  declaró  imprescin- 
dible en  un  caso  análogo;  y  llenados  como  lo  demues- 
tra el  expediente  agregado,  los  demás  que  exige  el  ci- 
tado artículo  651  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal, — creo  que  ofreciéndose,  como  se  ofrece,  en 
falta  de  tratado  la  reciprocidad,  la  solicitud  de  S.  E.  el 
señor  Ministro  de  Alemania  es  procedente;  y  que  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  652  del  mismo 
Código,  debe  dirigirse  V.  E.  inmediatamente  al  señor 


—  44  - 

Juez  de  Sección  de  esta  Capital,  con  todos  los  antece- 
dentes; dando  el  aviso  correspondiente  al  mencionado 
señor  Ministro. — Buenos  Aires,  Diciembre  26  de  1890. 
— Antonio  E.  Malaver. 

Vuelto  este  expediente  después  de  haber  fallado  la  Suprema  Cor- 
te confirmando  la  sentencia  del  señor  Juez  Federal  pasó  á  di- 
cho funcionario,  expidiendo  el  dictamen   siguiente; 

ExMO.  Señor: 

La  extradición  del  procesado  Winkelman  fué  acorda- 
da, según  resolución  del  Juez  Federal  de  fojas  108, 
confirmada  por  la  Suprema  Corte  á  fojas  113  bajo  la 
condición  entre  otras,  de  no  imponérsele  pena  mayor 
que  la  prescripta  por  el  Código  Penal  Argentino  para 
los  delitos  porque  sea  juzgado  por  los  Tribunales  del 
Imperio   Alemán. 

Consecuente  con  esa  decisión,  »S.  E.  el  señor  Minis- 
tro de  Alemania  pide  á  V.  E.  se  sirva  indicar  con  qué 
penas  el  Código  argentino  castiga  los  crímenes  y  de- 
litos por  los  cuales  la  extradición  de  Winkelman  fué 
solicitada  y  acordada. 

La  determinación  de  penas,  con  referencia  á  delitos 
que  no  han  sido  aún  precisados  por  sentencia,  es  in- 
segura; debiendo  subordinarse  siempre  á  las  diversas  y 
múltiples  circunstancias  que  ya  favorables,  ya  adver- 
sas al  procesado,  sólo  pueden  emanar  del  proceso  mis- 
mo. 

No  obstante  come  la  prisión  y  la  extradición  de 
Winkelman  se  ha  verificado  en  virtud  de  acusación  por 
quiebra  fr adúlenla  y  falsificación  de  documentos^  se- 
gún, la  exposición  de  fojas  13  y  sentencias  de  fojas 
108;  V.  E.  aceptando  el  pedido  del  señor  Ministro  de 
de  Alemania,  podría  comunicarle  la  transcripción  au- 
torizada de  los  artículos  198,  199,  200  y  201  del  Có- 
digo Penal,  que  se  refieren  á  los  quebrados  y  otros  deu- 
dores punibles  así  como  también  los  artículos  281  y 
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282  del  mismo  Código,  capítulo  de  *^  la  falsifícación  de 
documentos  en  general. — Buenos  Aires,  Febrero  5  de 
1892. — Sabiniano  Kier. 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Febrero  9  de  189Z. — Adoptándose 
como  resolución  el  precedente  dictamen,  diríjase  nota 
al  señor  Ministro  de  Alemania  con  transcripción  de  los 
artículos  198,  199,  200,201,  281,  y  282  del  Código 
Penal.  Hágase  saber  al  señor  Procurador  General. — 
PELLEGRINI. — Estanislao  S.  Zeballos. 


Biancardi  N.,—  solicita  permiso  para  construir  una  canaleta 

en   San  Pedro. 

En  18  de  Marzo  de  IhüK),  la  Dirección  General  de  Rentas  se  diri- 
jió  al  Ministerio  de  Hacienda,  elevando  una  nota  del  Receptor* 
de  Rentas  de  San  Pedro,  en  que  adjunta  una  solicitud  de  don 
Nicolás  Biancardi,  pidiendo  permiso  para  construir  una  canale- 
ta sobre  el  Rio  Paraná,  ag^regando:  que  la  concesión  que  se  pi- 
de no  afecta  en  ningún  sentido  la  renta  y  seria  una  de  tantas 
franquicijis,  que  se  acuerda  á  la  exportación  de  nuestros  pro- 
ductos, que  necesitan  toda  cUse  de  facilidailes  para  su  exporta- 
ción. En  tal  virtud  opina:  que  puede  concederse  el  permiso  que 
se  pide  sin  otra  limitación  que  abonar  el  impuesto  respectivo 
y  levantar  la  construcción  á  costa  del  interesado,  toda  vez  que 
el  Gobierno  por  cualquier  causa,  lo  considerase  perjudicial  á 
la  navegación  y  al  libre  tráfico. 

I^  Contaduría  General  opinó  en  igual  sentido  que  la  Dirección 
General  de  Rentas. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Puede  V.  E.  resolver  de  conformidad  á  lo  solicita- 
do.— Abril  23  de  1890. — C.  L.  Marenco. 
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El  Departamento  de  Obras  Públicas  expuso:  que  se  adhería  á  lo  ma- 
nifestado por  la  Dirección  Ge i  eral  <le  Rentas. 

Resolución — 

Ministerio,  Junio  12/90. — Atento  lo  solicitado  por 
el  señor  Nicolás  Biancardi,  y  á  mérito  de  los  infor- 
mes producidos, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°  Concédese  el  permiso  solicitado  por  el  re- 
currente D.  Nicolás  Biancardi  para  construir  una  ca- 
naleta de  embarque  sobre  el  Riacho  de  San  Pedro, 
en  el  terreno  que  le  ha  sido  arrendado  por  la  Muni- 
cipalidad de  aquel  punto  para  dicho  fin,  situado  en- 
tre las  canaletas  de  los  señores  Felice  y  Fontan,  cu- 
yo plano  se  adjunta. 

Art.  2°  El  recurrente  queda  obligado  á  levantar 
las  obras  que  practique,  en  cualquier  momento  en 
que  al  efecto  sea  requerido  por  el  Gobierno,  sin  lugar 
á  reclamo  ni  indemnización  alguna. 

Art.  3°  Será  obligación  del  concesionario  construir 
y  conservar  en  buen  estado  una  casilla  para  los  em- 
pleados de  Aduana  y  Resguardo  que  intervengan  en 
las  operaciones  que  se  practiquen. 

Art.  4°  La  presente  concesión  estará  sujeta  á  las 
disposiciones  vigentes  y  al  pago  del  impuesto  que 
corresponda. 

Art.  5°  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  el 
Registro  Nacional,  repónganse  los  sellos  y  pase  á  los 
efectos  á  la  Dirección  General  de  Rentas. — JUÁREZ 
CELMAN. — Juan  Agustín  García. 
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El  GrMito  Público  Nacional, — ^sobre  pobUcación  de  un  arti- 
culo del  Código  de  Comercio,  referente  i  los  títulos  de 
Deada  Interna  y  Bonos  Municipales. 

El  áO  de  Marzo  de  1890,  dirigió,  el  Crédito  Público,  una  nota  al 
Ministerio  de  Hacienda,  comunicando: 

Que  el  Código  de  Comercio  reformado,  que  empezaba  á  regir  des- 
de el  P  de  Mayo  del  mismo  año  consagraba  un  Capitulo  espe- 
cial del  Libro  II,  Título  XI  á  los  procedimientos  que  debían  se- 
guirse en  los  casos  de  robo,  pérdida  ó  inutilización  de  títulos 
y  cupones. 

Que  la  nueva  Ley  establecía  un  doble  procedimiento,  se^'ún  que 
el  valor  de  los  títulos  ó  cupones  sea  menor  de  mil  pesos  ^u  ó 
excediere  de  ei^a  suma. 

Que  en  el  primer  caso,  incumbe  al  propietario  desposeído  el  de- 
ber de  presentarse  á  la  Oficina  pública  correspondiente  ó  de  la 
empresa  emisora,  denunciando  el  hecho  y  dando  todos  los  deta- 
lles necesarios  para  reconocer  los  títulos;  y  en  el  segundo  el 
interesado  estaba  obligado  á  ocurrir  nnte  Escribano  Público  ha- 
ciendo constar  la  disposición  y  los  diferentes  datos  conducen- 
tes á  individualizar  los  títulos  de  todo  lo  cual  se  labraría  un 
acta  que  sería  notiñcada  á  ¡a  Oficina  correspondiente  eu  el  tér- 
mino de  24    horas. 

Que  como  se  trataba  de  los  títulos  de  la  Deuda  Interna  y  de  los 
Bonos  Municipales  creados  por  la  Ley  de  30  de  Octubre  de  1882a 
era  ante  esa  Oficina  que  tendrían  que  verificarse  las  diligencias 
respectivas,  había  dispuesto  la  publicación  en  los  diarios  de  la 
Capital  del  aviso  respectivo. 

Que  esta  publicación  no  la  reputaba  suficiente  para  los  tenedores 
de  los  títulos  en  el  extrangero,  y  que  por  lo  Unto  solicitaba  se 
publica  e  en  las  principales  plazas  europeas  donde  se  cotizaban 
esos  títulos,  el    citado  aviso. 

Pedida  la  opiírión  del  Procurador  del  Tesoro,  éste  aconsejó  lo  si- 
guiente: 

ExMO.  Señor: 

Considero  que  no  tiene  razón  de  ser  la  publicación 
en  el  extranjero  del  aviso  á  que  se  refiere  el  Crédito 
Públicx).     Vigente  el  nuevo   Código,  sus  disposiciones 
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son  ya  conocidas  y  por  otra  parte  nadie  puede  alegar 
su  ignorancia  como  Ley  de  la  Nación. 

Los  interesados  en  estos  casos  toman  las  precaucio- 
nes necesarias,  y  no  tienen  porque  irse  al  extranjero 
á  publicar  avisos  sobre  nuestro  mecanismo  administra- 
tivo. Considero,  por  todo  esto,  inútil  el  gasto  que  se 
propone. — Buenos  Aires,  Octubre  18  de  1890, — José 
M.  Cantilo. 

En  consecuencia  el  Ministerio  dio  la  siguiente: 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda,  Noviembre  12  de  1890. — 
Archívese. — E.  Hansen. 


Maverofl  A., — propone  tarifa  de  muellaje  para  el  puerto  de 

la  ciudad  del  Paraná. 

En  V  de  Abril  de  1890,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda  el  señor 
Aquiies  Maveroff,  Administrador  de  la  Empresa  de  Muelles  de 
la  ciudad  del  Paraná,  exponiendo:  que  disponiendo  el  art.  4**  de 
la  ley  de  concesión  acordada  el  20  de  Julio  de  1869,  que.  cada  dos 
años,  debe  fijarse  por  el  P.  £.  la  tarifa  de  muellaje  que,  la  Em- 
presa debe  cobrar,  viene,  con  tal  motivo,  á  pruponer  lo  siguiente: 

Todo  buque  á  vela  ó  vapor,  cuyo  arqueo  no  pase  de  cien  tonela- 
das, pagará  niele  centavos  m/n  diarios  por  tonelada  y  por  cada 
día  de  carga  ó  descarga;  los  de  cien  á  trescientas  toneladas,  ocho 
pesos  m/n  diarios  por  sus  operaciones  de  carga  ó  descarga;  los 
de  trescientas  á  quinientas  toneladas,  diez  pesos  diarios;  y  los 
que  pasen  de  quinientas  toneladas,  doce  pesos  diarios. 

Las  mercaderías  no  retiradas  de  los  muelles  y  del  malecón,  des- 
pués de  cuarenta  y  ocho  horas  de  desembarcadas,  pagarán  cin-- 
co  centavos  diarios  por  tonelada. 

La  Dirección  General  de  Rentas  manifestó:  que  encuentra  equita- 
tiva y  aceptable  la  tarifa  propuesta,  opinando  además  rué  debe 
concederse  al  público  el  plazo  de  cuatro  días  para  retirar  las 
mercaderías  de  los  muelles,  en  vez  de  las  cuarenta  y  ocho  ho- 
ras propuestas. 

La  Contaduría  se  produjo  en  igual  sentido  que  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas. 
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El  Procurador  riel  Tesoro  dijo: 

ExMo.  Señor: 

Estoy  de  acuerdo  con  los  precedentes  informes,  y 
creo  en  consecuencia  que  puede  V.  E.  resolver  como 
en  ellos  se  aconseja. — Agosto    23  90. — C.    L.    Ma- 

RENCO. 

Resolución — 

Ministerio,  Enero  12/ 91. — Atento  lo  solicitado  pre- 
cedentemente por  el  señor  Aquiles  Maveroff,  Admi- 
nistrador de  la  Empresa  de  Muelles  de  la  ciudad  del 
Paraná,  y  en  mérito  de  lo  dispuesto  en  el  art.  4^  de 
la  concesión  acordada  poi  el  H.  Congreso  el  20  de 
Julio  de  1869  á  los  recurrentes. 

SE  resuelve: 

Art.  1^  Apruébase  la  tarifa  siguiente  de  Muellaje 
que  la  Empresa  recurrente  debe  cobrar  á  las  embar- 
caciones que  efectúen  sus  operaciones  por  la  Aduana 
del  Paraná: 

lo  Todo  buque  á  vela  ó  vapor  cuyo  arqueo  no 
pase  de    cien    toneladas,  pagará  siete  centavos 
moneda  nacional  de  curso  legal  diarios  por  to- 
nelada y  por  cada  día  de  carga  ó  descarga. 
2^  Los  de  cien  á    trescientas    toneladas  pagarán 
ocho  pesos  moneda  nacional  diarios,    por  cada 
día  de  operaciones  de  carga  ó  descarga. 
3®  Los  de  trescientas  á  quinientas  toneladas  pa- 
garán diez  pesos  diarios,    por  sus    operaciones 
de  carga  y  descarga;  y 
\^  Los  que    pasen  de    quinientas    toneladas  pa- 
garán doce  pesos  moneda  nacional  diarios,  por 
sus  operaciones  de  carga  ó  descarga. 
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5°  Las  embarcaciones  que'  no  pasen  de  cinco  to- 
neladas no  pagarán  muellaje. 

Art.  2^  Las  embarcaciones  que  no  fueran  retiradas 
de  los  muelles  y  del  malecón  construido  por  la  Empresa, 
después  de  cuatro  días  de  descargadas,  pagarán  cin- 
co centavos  por  tonelada  diarios. 

Art.  3*^  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  el 
Registro  Nacional  y  Disposiciones  fiscales  y  pase  á 
á  sus  efectos  á  la  Dirección  General  de  Rentas. — 
C.  PELLEGRINL— Vicente  F.  López. 


La  Sociedad  anónima  aLa  Mercantil», — sobre  la  parte  de  las 
utilidades  que  se  desaina  a  la  compensación  de  los  ini- 
ciadores 7  directores. 

El  señor  Eustaquio  Tomé,  Presidente  de  la  Sociedad  anónima  *-La 
Mercantil*'  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda  el  5  de  Abril 
de  1890,  solicitando  que  el  Ministerio  aprobara  varias  reformas 
introducidas  á  los  Estatutos  de  esa   Sociedad. 

Pasado  á  informe  del  Procurador  del  Tesoro,  éste  se  expidió  en 
los  siguientes  términos: 

ExMO.    Señor: 

Me  he  impuesto  de  las  modificaciones  introducidas 
por  la  Asamblea  á  la  Sociedad  "La  Mercantil'"  y  no  en- 
cuentro dificultad  para  que  V.  E.  les  preste  su  apro- 
bación.— Mayo   28   de  1890. — C.  L.  Marenco. 

Pedida  la  opinión  (iel  señor  Procurador  de  la  Nación,  éste  dicta- 
minó lo  que  á  continuación  se  expresa: 

SeSíur  Ministro: 

La  modificación  que  somete  esta  Sociedad  á  la  apro- 
bación de  V.  E.  está  reducida  á  fijar  un  sueldo  al  Ge- 
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rente,  en  lugar  del  5  ^'o  que  se  le  acordaba  en  los  Es- 
tatutos. 

Asi  mismo  la  parte  en  las  utilidades  que  se  separa 
como  compensación  á  los  iniciadores  y  directores, — el 
20  ® ,' o  excede  en  mucho  el  máximum  permitido  por  el 
nuevo  Código  de  Comercio,  artículo  321. 

Se  observa,  sin  embargo  á  mi  juicio,  con  razón  que 
esta  disposición  no  puede  «"egir  para  las  Sociedades 
creadas  ya,  pues  vendría  á  herir  derechos  adquiridos. — 
Y  puesto  que  la  reforma  en  cuestión  tiene  por  objeto 
acercarse  á  los  términos  de  la  ley,  pienso  que  debe  V. 
E.  prestar  el  asentimiento  que  se  solicita,  al  objeto  de 
que  sea  ella  incorporada  á  los  Estatutos  ya  aprobados 
por  V.  E. — Julio  5  de  1890. — Eduardo   Costa. 

Resolución — 

■ 

Ministerio  de  Hacienda. 

Julio  18  de  1890. — Atento  lo  manifestado  por  el 
señor  Procurador  General  de  la  Nación 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°  Apruébanse  las  modificaciones  introducidas 
á  los  Estatutos  de  la  Sociedad  anónima    La  Mercantil. 

Art.  2°  Dense  las  copias  legalizadas  que  se  solicita- 
ren, repónganse  los  sellos,  insértese  en  el  Registro  Na- 
cional, publíquese  y  archívese  en  la  cuarta  Sección  del 
Ministerio  de  Hacienda. — JUÁREZ  CELMAN. — J.  A. 
García. 
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El  Sub-Prefecto  de  Alvear, — sobre  el  establecimiento  de  un 

impuesto  por  extracción  de  piedra  de  una  cantera  exis- 
tente en  el  cauce  del  Rio    Uruguay. 

La  Prefectura  Marítima  elevó  al  Ministerio  del  Interior,  con  fecha 
18  de  Abril  de  189()  una  nota  del  Sub-Prefecto  de  Alvear,  pi- 
diendo autorización  para  cobrar  un  derecho  de  $  0.50  por  cada 
metro  cúbico  de  piedra  que  se  extraiga  de  una  cantera  existen- 
te en   el  cauce  del  Rio   Uruguay. 

La  Dirección  General  de  Rentas  manifestó  que  la  jurisdicción  de 
los  rios  había  sido  discutida  en  diversas  ocasiones  y  la  conclu- 
sión á  que  se  había  llegado  era  que  la  autoridad  nacional  no 
podía  conceder  permisos  para  extraer  piedra,  por  ser  las  ribe* 
ras  propieda<i  de  los  dueños  de  los  terrenos  limítrofes  ó  de  las 
Provincias  á  que  éstos  correspondan,  si  no  hubiera  pasado  al  do- 
minio privado,  y  que  esa  era  su  opinión. 

El  señor  Procurador  de  la  Nación  se  expresó  en  esta  forma.* 

ExMO.  Señor: 

En  3  de  Noviembre  del  año  ppdo.  di  á  V.  E.  el  si- 
guiente informe  respecto  de  una  solicitud  de  la  Muni- 
cipalidad del  Paraná,  en  que  pedía  extraer  del  rio  20.000 
toneladas  de  arena,  con  destino  al  adoquinado  de  dicha 
ciudad: 

ExMo.  Señor: 

"  Debo  partir  de  la  base  de  que  las  playas  y  el  lecho 
**  de  los  rios  y  canales  navegables  pertenecen  á  las  Pro- 
**  vincias  y  no  á  la  Nación,  como  ha  sido  ampliamente 
"  demostrado  en  un  notable  dictamen  de  10  de  Setiem- 
"  bre  de  1889,  expedido  por  el  entonces  Procurador 
**  General  de  la  Nación,  hoy  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
**  teriores,  señor  Dr.  Costa.  —La  misma  doctrina  sos- 
"  tiene  el  señor  Procurador  del  Tesoro,  actual  Fiscal 
^  de  las  Cámaras,  Dr.  y  arenco,  en  su  dictamen  de  5  de 
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"  Marzo  del  corriente  año,  con  cuyas  conclusiones  es- 
"  toy  también  conforme. 

"  V.  E,  desea  mi  opinión  respecto  de  cuál  haya  de 
**  ser  la  autoridad  provincial  que  deba  tener  á  su  cargo 
^  todo  lo  relativo  á  la  extracción  de  arena  en  las  playas 
**  de  los  rios  navegables,;  y  no  tengo  duda  de  que  es- 
"  te  punto  pueda  ser  objeto  de  decisión  ó  resolución 
"  de  las  leyes  de  cada  Provincia. 

"  Me  inclino  á  pensar,  sin  embargo,  que  el  asunto  por 
**  su  propia  naturaleza  es.  y  debe  ser  de  la  exclusiva 
"  competencia  de  las  autoridades  municipales  de  cada 
"  Provincia.  Así  ha  sucedido  en  la  de  Buenos  Aires,  en 
"  que  la  Municipalidad  de  esta  ciudad  mientras  perteneció 
**  á  dicha  Provincia  fué  autorizada  por  la  ley  de  10  de 
"  Diciembre  de  1867  para  recaudar  el  impuesto  de  dos 
^  pesos  por  carro  de  arena;  estableciendo  además  que 
**  su  extracción  no  pudiera  verificarse  sin  el  permiso 
"  de  la  Municipalidad,  y  bajo  las  condiciones  que  ella 
"  determinase. 

**  Dicha  ley  fué  reproducida  por  las  de  30  de  No- 
«  viembrede  1868,  de  23  de  Junio  de  1870  y  de  19 
"  Noviembre  de  1873;  elevando  esta  última  el  impues- 
^  to  de  dos  á  cinco  pesos  por  cada  carro  de  arena  y 
"  atribuyendo  á  la  Municipalidad  la  facultad  de  regla- 
"  mentar  dicha  ley. 

"  La  extracción  de  la  arena  de  los  rios  navegables, 
"  como  su  reglamentación  por  las  respectivas  Munici- 
**  palidades,  deben  tener  una  limitación  que  emana  de 
"  la  Constitución  Nacional;  y  esa  limitación  consiste 
**  de  que,'  con  tales  actos  no  pueda  ser  estorbada  ni 
"  perjudicada  la  libre  navegación  de  los  rios,  ni  el  co- 
**  mercio  que  por  ellos  se  hace,  cuya  conservación  y  re- 
"  glamentación  se  hallan  al  amparo  de  la  autoridad 
^  nacional. — Buenos  Aires,  Noviembre  3  de   1890. — 

Lo  mismo  debe  decirse  de  la  extracción  de  piedra 
de  la  ribera  de  un  rio  interior  navegable;  y  así,  estoy 


—  54  — 

conforme  con  lo  que  expone  en  su  precedente  informe 
la  Dirección  General  de  Rentas. 

Nada  más  puedo  decir  á  V.  E.  porque  ignoro  la  re- 
solución que  V.  E.  haya  dictaao  en  el  expediente  men- 
cionado promovido  por  la  Municidalidad  del  Paraná, — 
Si  dicho  expediente  hubiera  sido  resuelto  por  V.  E.  se- 
ría conveniente  lo  mandara  traer  á  su  vista  para  tener- 
lo presente  al  dictar  en  éste  la  resolución  que  correspon- 
de.— Buenos  Aires,  Marzo  11  de  1890. — Antonio  E. 
Mal  A  VER. 

En  este  estado  se  mandó  el  expediente  al  archivo. 


La   Dirección    General    de    Correos, — sobre    la    Convención 

Telegráfica  argentina 

La  Dirección  General  de  Correos  y  Telégrafos,  con  fecha  18  de 
Abril  de  1890,  elevó  al  Ministerio  del  Interior  las  Bases  de  la 
Convención  Telegráfica  Argentina,  acompañadas  de  la  siguiente 
nota: 

De  acuerdo  con  el  artículo  18  de  la  ley  de  tarifas  postales  y  te- 
legráficas para  el  año  1890  por  el  que  se  establece  que  "^en  las 
combinaciones  del  telégrafo  nacional  con  las  demás  lineas  exis- 
tentes en  el  país,  regirán  los  acuerdos  celebrados  al  efecto**, 
tengo  el  honor  de  elevar  á  la  aprobación  de  V.  E.  las  bases  de 
la  Convención  Telegráfica  Argentina,  sancionadas  en  asamblea 
del  10  de  Marzo  ppdo.  y  que  se  encuentran  en  vigencia  del 
corriente  mes  de  Abril. 

Entre  las  modificaciones  que  se  han  introducido  figuran  las  si- 
í<uientes: 

El  artículo  15  de  la  Convención,  en  lo  cuncerniente  á  la  tarifa  de 
los  despachos  urgentes,  "^establece  que  pagarán  tres  veces  el  va- 
lor total  del  despacho'*,  y  la  ley  de  tarifas  telegráficas  vigentes, 
dispone  que  los  mismos  abonarán  ""triple  tarifa  de  las  palabras 
de  texto**. 

Por  el  mismo  artículo  de  la  Convención  se  establece  que  se  reci- 
ben con  tarifas  uniformes  telegramas  abiertos  y  reexpedidles, 
cuya  reglamentación  encontrará  V.  E.  en  la  copia  adjunta. 

El  artícuU)  27,  al  establecer  un  servicio  Sud  Americano,  dispone 
que  ''los  telegramas  con  destino  á  las    repúblicas  Sud  America- 
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ñas  serán  recibidos,  según  su  categoría,  con  sujeción  á  la  tari- 
fa y  prorrateo  acordados  para  el  servicio  interno,  en  lo  que  se 
refiere  á  la  parte  de  recorrido  por  las  lineas  que  están  dentro 
del  territorio  argentino,  sin  perjuicio  de  las  tarifas  internacio- 
nales que  las  empresas  tengan  establecidas  fuera  de  él". 
Por  el  articulo  28  se  impondrá  V.  E.  de  lo  dispuesto  acerca  del 
servicio  internacional  y  su  tarifa,  como  asimismo  de  la  manera 
de  hacer  el  cómputo  de  las  palabras  por  el  número  de  letras 
que  las  componen.  Esta  disposición  tiene  por  origen  la  adhe- 
sión de  la  República  á  la  Convención  Internacional  de  Berna, 
la  que  dispone  la  aplicación  de  la  tarifa  por  palabras.  Se  ha 
puesto  ésta  además,  á  oro,  á  fln  de  evitar  los  trastornos  que 
producen  las  fluctuaciones  del  billete,  cuando  se  debe  rendir 
cuenta  del  producido  de  un  despacho  á  oficina  lejana  de  la 
Nación. 

De  acuerdo  también  con  aquella  en  las  bases  de  la  Convención  Ar- 
gentina se  dispone  qne  "^los  telegramas  colacionados  pagarán  la 
cuarta  parte  del  valor  del  despacho  además  de  la  tasa  corres- 
pondie.ite.'*  En  esta  parte  la  Convención  difiere  también  de  lo 
dispuesto  por  la  ley  de  tarifas  vigente,  la  que  establece  que 
''los  telegramas  colacionados  pagarán  cuádruple  tarifa  en  las 
palabras  de  texto";  si  bien  es  cierto  que  esta  última  se  refiere 
únicamente  á  las  lineas  nacionales  y  aquella  al  servicio  inter- 
nacional. 

Esto  es  cuanto  me  permito  hacer  notar  á  V.  E.  en  lo  que  se  re- 
fiere á  las  tarifas  de  la  Convención;  la  forma  de  hacer  el  pro- 
rrateo la  encontrará  el  Señor  Ministro  en  el  articulo  8?  que  re- 
glamenta la  manera  de  distribuir  el  producido  de  un  despacho, 
cuando  este  tiene  que  pasar  por  líneas  pertenecientes  á  dos  ó 
más  empresas  adherentes. 

Saluda  á  V.  E.  atentamente.— •*«.    Cdrcano", 

Pasado  á  informe  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  este  funcionario 
lo  emitió  en  la  siguiente  forma: 

ExMO.  Señor: 

Estando  explicadas  las  principales  cláusulas  de  la 
Convención  Telegráfica  Argentina,  en  la  nota  con  que 
el  Señor  Director  de  Correos  la  eleva  á  la  considera- 
ción de  V.  E.,  nada  tengo  que  agregar  :?or  mi  parte 
y  V.  E.  resolverá  lo  que  estime  conveniente. — Estu- 
dio, Julio  5/90. — C.  L.  Marenco. 


-  56  - 


Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Julio  24  de  1890. — Vistas  las  bases 
para  la  ** Convención  Telegráfica  Argentina"  sanciona- 
das por  la  Asamblea  de  10  de  Marzo  del  corriente 
año,  y  lo  informado  por  la  Contaduría  General  y  Pro- 
curador del  Tesoro. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Apruébanse  las  bases  de  la  Convención  Te- 
legráfica Argentina,  las  que  se  hallan  e::  vigencia  des- 
de el  1^  de  Abril  del  corriente  año,  cuyas  modifica- 
ciones constan  en  la  copia  legalizada  adjunta  á  este 
expediente. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  el 
Registro  Nacional  y  vuelva  á  sus  efectos  á  la  Direc- 
ción de  su  procedencia. — MIGUEL  JUÁREZ  CELMAN 
— Salustiano  J.  Zavalía. 


Los  señores  Dolí,  Ferreyra  y  Sierra  Carranza, — sobre  explo- 
tación de  los  productos  naturales  de  las  costas  pata- 
gónicas. 

Con  fecha  23  de  Abril  de  18d0,  se  presentaron  al  Ministerio  del 
Interior  los  señores  Francisco  Dolí,  Luis  Ferreyra  y  Laurentino 
Sierra  Carranza,  proponiendo  hacer  estudios  por  el  término  de 
cinco  años  para  la  explotación  de  los  productos  naturales  de 
las  costas  Patagónicas,  haciéndose  cargo  de  la  concesión  otor- 
gada á  los  señores  Casas  y  Botet  con  igual  objeto,  pero  modi- 
ñcando  las  cláusulas. 

Habiendo  manifestado  la  oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  que 
consideraba  aceptable  esta  propuesta,  se  solicitó  la  opinión  del 
señor  Procurador  del  Tesoro,  el  que  se  expidió   en  esta  forma, 
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ExMO.  Señor: 

"Según  resulta  de  los  informes  producidos,  existe 
una  concesión  que  no  consta  haya  sido  declarada  ca- 
duca, y  por  consiguiente  no  creo  que  pueda  conceder- 
se lo  mismo  á  los  solicitantes. 

Por  otra  parte,  la  ley  de  9  de  Octubre  de  1880 
dispone  que  los  productos  de  la  costa  patagónica  sean 
mandados  reconocer  por  el  P.  E.  y  me  parece  más 
conveniente  que  se  haga  por  comisiones  nombradas 
por  éste,  y  no  por  concesionarios  particulares  que  si 
encuentran  una  materia  de  explotación  que  pueda  sa- 
tisfacer sus  intereses  prescindirán  tal  vez  de  otras  que 
puedan  constituir  también  una  fuente  de  riqueza. — Es- 
tudio, Julio  23  de  1890. — C.  L.  Marenco. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente: 
Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Agosto  20  de  1890 — De  acuerdo 
oon  lo  dictaminado  por  el  señor  Procurador  del  Teso- 
ro, no  ha  lugar  y  archívese. — ROCA. 


Sociedad    Puerto    de   San   Nicolás, — solicita  revocación  del 
articulo  22  de  la  concesión  del  puerto. 

En  25  de  Abril  de  1890  ocurrió  al  Ministerio  de  Hacienda,  el  Pre- 
sidente de  la  Sociedad  Puerto  de  San  Nicolás,  pidiendo  deroga- 
ción del  articulo  22  del  contrato  de  concesión  que  dice.*  La  con- 
cesión otorgada  por  este  decreto  podrá  ser  modiftcada  ó  deroga- 
da en  cualquier  momento,  qne  el  Gobierno  lo  juzgue  convenien- 
te, sin  que  el  concesionario  pueda  reclamar  ni  pedir  ninguna 
indemnización,  por  la  modificación  ó  derogación  de  la  concesión. 
La  Sociedad  agrega,  que  siendo  este  artículo  más  bien  de  forma 
que  de  íondo,  y  habiendo  sido  omitido  en  concesiones  análogas, 
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acordadas  á  \o¿  señores  Camilo  Aldao,  Dr.  Sauze,  J.  A.  García 
F  otro-,  solicitan  en  consecnencia,  la  deropración  del  eítiuio  ar- 
tículo, que  les  imposibilita,  por  otra  parte,  efectuar  el  traspa- 
so de  su  concesión,  á  un  sindicato  inglés  que  se  propone  su  ad- 
quisición. 

La  Dirección  General  de  Rentas  manifestó:  que  no  era  de  buena 
administracióp.  otorgar  modificaciones  tie  esta  clase;  que  las  con- 
diciones de  la  concesión  de  una  obra  pública  como  la  del  Puerto 
de  San  Nicolás,  forman  la  ley  que  debe  regir,  las  relaciones  ci- 
viles de  ambas  partes  y  untes  de  establecerlas  y  aceptarlas,  es 
ia  oportunidad  de  proponer  cualquier  modificación;  que  quitada 
la  cr»naición  <lel  articulo  2-1,  la  concesión  no  correspondería  al 
Gobierno,  sino  al  H.    Congreso. 

El  Procurador  del  Tesoro   dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  artículo  22  cuya  modificación  se  soKcita,  es  á 
mi  juicio  una  garantía  efectiva  del  cumplimiento  de 
las  obligaciones  de  los  concesionarios,  así  es,  que  pien- 
so que  V.  E.  no  debe  modificarlo. — Junio  26  de  1890. 
— C.  L.  Marf.nxo. 

Pasado  en  vista  á  los  interesados,  a/?regaron;  Que  la  concesión  es 
un  contrato  bilateral,  en  que  la  faltii  de  cumplimiento  de  una 
de  las  partes  implica  tpj?o  fado  que  deja  de  existir— y  que  acor- 
dar especialmente,  á  una  de  las  partes,  la  facultad  de  conside- 
rarlo asi,  cuando  la  otra  no  cumple  sus  obligaciones,  es  incu- 
rrir en  una  redundancia  inútil  en  derecho,  y  que  sólo  sirve  pa- 
ra eníretidrar  dudas  y  confusiones  en  los  que  no  son  letrados- 
Que  deahi,  que  el  mismo  Superior  Gobierdo,  penetrado  de  la  ele- 
mental sencillez  de  ese  argumento,  haya  cambiado  la  rutina  se- 
guida, omitiendo  esa  cláusula  superfina,  en  tas  últimas  conce- 
siones de  ese  género;  Que  en  vista  de  estas  consideraciones  y  las 
consignadas  anteriormente,  piden,  se  pase  á  dictamen  nuevamen- 
te del  Procurador   del  Tesoro. 

En  vista  del  pedido  que  precede  el  Exmo.  Gobierno  lo  pasó  á  dic- 
tamen del  Procurador  General   de  la  Nación,  el  que  dijo: 

Señor  Ministro: 
El  artículo  22  cuya  eliminadión  se  solicita,  sólo  tie- 
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ne  explicación  plausible  en  la  seguridad  que  álos  con- 
tratistas asiste,  en  la  sinceridad  y  rectitud  de  los  pro- 
cedimientos de  los  Poderes  Públicos  de  la  Nación.  Só- 
lo así  se  concibe  que  una  Empresa  consienta  en  aco- 
meter obras  que  importan  millones,  bajo  la  amenaza 
de  que,  en  cualquier  momento,  sin  motivo  justificado, 
sin  indemnización  de  ningún  género,  sea  obligada  á 
abandonarlas. 

Bien  saben  los  concesionarios  que  el  peligro  de  que 
esta  ruinosa  eventualidad  se  convierta  en  hecho,  es 
por  demás  remoto,  bien  sabe  que  sólo  en  el  caso  de 
que  abiertamente  faltaran  á  las  obligaciones  que  la  con- 
cesión les  impone,  haría  uso  V.  E.  de  la  facultad  que 
se  reserva,  bien  saben  por  último,  que  está  exclusi- 
vamente en  sus  manos    evitar  que  ese  caso  llegue. 

Esta  fé  robusta  no  la  puede  tener,  empero,  una 
Empresa  extranjera,  y  es  natural  que,  antes  de  com- 
prometer sus  capitales,  exija  asegurarse  de  que  no 
quedarán  libradas  al  arbitrio  de  una  sola  de  las  par- 
tes, y  sin  aquellas  garantías  de  que  nadie  prescinde, 
aun  en  negocios  mil  veces  menos  importantes. 

Por  esto,  la  eliminación  del  citado  artículo  22,  en 
atención  á  las  consideraciones  que  hace  valer  la  Sociedad 
Puerto  de  San  Nicolás,  es  justificada  y  atendible,  en 
mi  concepto. 

No  pienso  con  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  que 
ella  importa  disminuir  las  garantías  efectivas  del  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  du  los  concesionarios. 

En  primer  lugar,  está  en  el  interés  de  los  mismos 
cumplir  fielmente  sus  compromisos,  pues  su  negocio 
estriba  en  la  realización  de  las  obras  que,  á  la  vez, 
que  prestarán  importantes  servicios  al  comercio,  serán 
la  fuente  de  los  beneficios,  que  legítimamente  esperan. 

Por  otra  parte,  si  ellos  faltan  á  las  condiciones  de  su 
contrato,  no  faltan  en  nuestras  leyes  medios  de  obli- 
garles á  su  cumplimiento. 

Y,  si  se  tiene  en  cuenta  que  el  beneficio  de  la   Em- 
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presa  depende  exclusivamente  de  las  concesiones  del 
Poder  Ejecutivo,  se  comprende  que  el  mismo  Poder 
Ejecutivo  tiene  en  sus  manos  el  medio  más  fácil  y 
expeditivo  de  obligarla  á  la  fiel  observancia  de  sus  debe- 
res, no  permitiéndola,  por  ejemplo,  cobrar  derechos 
por  sus  muelles,  por  sus   depósitos,  etc. 

No  considero  tampoco  fundada  la  observación  de 
la  Dirección  General  de  Rentas. 

Si  el  Poder  Ejecutivo  ha  podido  hacer,  administra- 
tivamente, la  concesión,  bien  puede,  de  la  misma  ma 
ñera,  retirar  alguna  de  sus   cláusulas. 

Y  al  fin,  la  concesión  consiste  en  permitir  á  la  em- 
presa construir,  muelles,  depósitos,  etc.  La  Nación 
no  tiene  interés  en  construir  tales  muelles  y  depósitos 
en  el  territorio  de  las  Provincias,  y  debe  felicitarse  de 
que  otros  los  construyan,  como  sucede  en  Estados 
Unidos,  reservándose  ella  el  derecho  inalienable  de  fisca- 
lizar y  percibir  la  renta.  Y  siempre  que  una  empre- 
sa particular  llene  esta  necesidad,  debe  la  Nación,  fe- 
licitarse de  que  la  sea  permitido  reservar  sus  recursos 
para  localidades,  menos  favorecidas. 

Es  por  lo  expuesto,  mi  parecer  que  nada  obsta  á 
que  acepte  V.  E.  la  supresión  del  artículo  22,  según 
se  solicita.     Julio  16  de  1890. — Eduardo  Costa. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1890. — Atento  la  so- 
licitud de  la  Sociedad  "Puerto  de  San  Nicolás"  en  la 
que  pide  la  eliminación  del  artículo  22  del  decreto  de 
fecha  tres  de  Julio  del  año  ppdo.,  por  el  que  se  conce- 
día autorización  á  los  señores  Diaz,  Atucha,  Cullen  y 
Compañía,  para  construir  Muelles  y  Depósitos  de  em- 
barque y  desembarque  de  mercaderías,  elevadores  y 
secadores  de  granos,  depósitos  para  desgranadoras  y 
almacenage  de   frutos  del  país,  en  los  terrenos  de  su 
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propiedad  ubicados  en  San  Nicolás  de  los  Arroyos;  vis-  ' 
tos  los  informes  producidos  y  resultando. 

Primero: — Que  los  concesionarios  sobre  la  base  de 
esta  concesión  formaron  una  Sociedad  Anónima  con 
un  capital  de  veinte  millones  de  pesos  m/n.,  proyec- 
tando un  puerto  de  grandes  proporciones  cuyos  planos, 
fueron  aprobados  por  el  Poder  Ejecutivo,  y  constru- 
yeror).  muelles  por  los  que  se  han  exportado  ya  más 
de  cien  mil  toneladas  de  frutos  del  país; 

Segundo: — Que  la  obra  en  construcción  viene  á  lle- 
nar una  necesidad  urgentemente  reclamada  en  aque- 
lla localidad,  dando  facilidades  al  comercio  y  fomen- 
tando ellas  la  producción  agrícola. 

Tercero: — Que  la  difícil  situación  económica  del  país 
en  los  últimos  tiempos  les  obligó  para  no  retardar  la 
construcción  del  puerto  á  buscar  capitales  extrangeros 
que  pudieran  completar  las  obras  en  el  más  breve  tér- 
mino; 

Cuarto: — Que  el  sindicato  de  capitalistas  halla  una 
traba  en  los  términos  dd  artículo  22  del  contrato,  que 
dispone  que  "la  concesión  otorgada  por  este  decreto 
"  podrá  ser  modificada  ó  derogada  en  cualquier  mo- 
"  mentó  que  el  Gobierno  lo  juzgue  conveniente,  sin 
**  que  el  concesionario  pueda  reclamar  ni  pedir  ningu- 
"  na  indemnización  por  la  modificación  ó  derogación 
**  de  la  concesión''  y 

considerando: 

1®  Que  el  artículo  referido  sólo  importa  una  re- 
dundancia, puesto  que  en  los  contratos  bilaterales  cual- 
quiera que  sea  su  objeto,  deja  de  existir  por  la  falta 
de  cumplimiento  de  una  de  las  partes  á  lo  estipulado, 
y  acordar  á  una  de  ellas  la  facultad  de  considerarlo 
asíy  es  inútil  en  derecho; 

2^  Que  teniendo  en  cuenta  esta  consideración  el 
P.  Ejecutivo   ha   prescindido    de    aquella  cláusula  en 
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contratos  de  igual  naturaleza,  y  que  nada  justificaría 
quedara  subsistente  en  éste,  máxime  cuando  importa 
para  los  concesionarios  un  perjuicio  en  la  prosecución 
de  las  obras  que  en  definitiva  vienen  á  beneficiar  al 
comercio  de  la  localidad. 

S^  Que  como  dice  el  señor  Procurador  de  la  Na- 
ción, la  supresión  de  este  artículo  en  nada  importa 
disminuir  las  garantías  efectivas  del  cumplimiento  de 
las  obligaciones  de  los  concesionarios,  y  que  si  éstas 
no  se  cumpliesen,  no  faltan  en  nuestras  leyes  medios 
de  obligarles  á  su  cumplimiento  con  prescindencia  ab- 
soluta de  la  existencia   ó  nó,  de  la  referida  cláusula; 

Por  estas  consideraciones,  y  de  conformidad  con  lo 
dictaminado  por  el  señor  Procurador  General  de  la 
Nación. 

jE/  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1®  Derógase  el  artículo  veinte  y  dos  (22)  del 
decreto  detre^de  Julio  del  año  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  nueve,  acordando  á  los  señores  Diaz,  Atucha,  Cu- 
llen  y  Compañía  la  autorización  para  la  construcción  de 
Muelles  y  Depósitos  en  el  Puerto  de  San  Nicolás. 

Art.  2°  Desglósense  y  entregúense  al  interesado  bajo 
constancia  las  copias  de  los  Estatutos  originales  que  co- 
rren de  fojas  2 1  á  fojas  25 — conforme  á  lo  pedido  en 
su  escrito  de  tres  de  Julio  último. 

Art  3®  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  las 
Disposiciones  Fiscales  y  Registro  Nacional  y  pase  á  la 
Dirección  General  de  Rentas  á  los  efectos  que  correspon- 
dan, reponiéndose  los  sellos. — PELLEGRINI. — Vicente 
F.   López. 
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La  Jefatura    de    Policía    de  la   Capital, — sobre  deslii^de  de 
jarisdicción  con  la  Prefectura  Marítima. 

La  Jefatura  de  Policía  de  la  Capital  se  dirigió  al  Ministerio  de- 
Interior  con  lecha  C'9  de  Abril  de  1890,  pidiendo  se  deslindaran 
sus  atribuciones  de  las  de  la  Prefectura  Marítima  en  cuanto  se 
refería  á  los  Puertos,  Muelles  y  Ribera  del  Rio,  pues  entendía 
que  correspondía  á  la  Prefectura  Marítima  la  jurisdicción  sobre 
los  muelles  y  puertos  y  la  Policía  sobre  la  ribera  misma. 

CJonsultadü  el  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  dio  su  opinión  por  el 
siguiente  dictamen: 

Señor  Ministro: 

El  Sr.  Jefe  de  Policía  de  esta  Capital  insiste  en  que 
deslinde  V.  E.  sus  atribuciones  de  las  de  la  Prefectu- 
ra Marítima,  en  cuanto  se  refiere  á  los  Puertos,  Mue- 
lles y  riberas  del  rio. 

Entiende  el  Sr.  Jefe  que  corresponde  á  la  Prefec- 
tura Marítima  la  jurisdicción  sobre  Muelles  y  Puertos; 
— y  á  la  Policía^  sobre  la  ribera  misma. — Dice  ade- 
más el  Sr.  Jefe,  que  con  motivo  de  los  trabajos  del 
Puerto  Madero,  existe  una  gran  zona  de  terreno  en 
la  que  se  han  levantado  depósitos  y  almacenes  y  se  ha 
aglomerado  una  población  considerable,  á  que  no  pue- 
de extender  la  vigilancia  necesaria,  por  no  estar  cla- 
ramente marcadas  las  atribuciones  de  una  y  otra  re- 
partición. 

En  el  dictamen  á  que  más  de  una  vez  he  tenido 
ocasión  de  referirme,  y  que  acompaño  ahora  en  copia, 
he  expuesto  por  extenso  la  doctrina  que  conceptúo 
correcta  y  valedera,  con  respecto  á  la  jurisdicción  y 
propiedad  de  los  ríos  y  sus  riberas,  en  sus  relaciones 
de  derecho  con  la  Nación  y  las  Provincias. 

Apoyado  en  la  jurisprudencia  americana  y  en  las 
decisiones  de  nuestra  Corte  Suprema,  creo  haber  colo- 
cado   fuera  de  discusión  las    proposiciones  siguientes: 
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1*  Que  la  Nación  no  tiene  capacidad  constitucional 
para  adquirir  y  poseer  bienes  en  el  territorio  de  una 
Provincia,  sino  es  con  el  consentimiento  expreso  de 
la  misma. 

2*  Que,  no  mediando  este  consentimiento,  que  no 
se  ha  prestado  ni  es  de  esperarse  se  preste,  las  ribe- 
ras y  los  lechos  de  los  ríos  y  canales  navegables;  son 
propiedad  de  las  Provincias. 

3*  Que  la  jurisdicción  que  á  la  Nación  correspon- 
de sobre  los  ríos  y  sus  riberas,  está  limitada  á  la  ne- 
cesaria para  garantir  la  libertad  de  la  navegación,  en 
virtud  del  poder  que  la  Constitución  la  confiere  para 
reglamentar  el  comercio  con  las  Naciones  extranjeras 
y  las  Provincias  entre    sí. 

4*  Que  la  jurisdicción  sobre  los  35  metros  de  ribera, 
aparte  de  la  necesaria  al  objeto  indicado  corresponde 
á  las    Provincias. 

La  circunstancia  de  no  existir  hoy  sino  una  sola  au- 
toridad en  el  Municipio,  simplifica  la  cuestión,  si  bien 
no  basta  á  resolverla  del  todo.  La  ley  orgánica  de 
los  Tribunales  de  la  Capital  considera  al  Municipio  en 
cuanto  al  funcionamiento  de  la  Justicia,  á  la  par  de 
una  Provincia,  y  atribuye  en  consecuencia  á  los  Jue- 
ces llamados  de  la  Capital,  el  conocimiento  de  todas 
aquella»  causas  que  en  las  Provincias  caerían  bajo  la 
jurisdicción  local;  y  á  los  Jueces  de  Secdón,  el  de 
aquéllos  esencialmente  de  fuero  federal. 

Partiendo  de  esta  base,  tenemos  entonces  que  la  ju- 
risdicción del  Sr.  Prefecto  General  de  Marina,  federal 
por  su  naturaleza,  no  se  extiende  en  el  caso  en  cues- 
tión más  allá  de  los  límites  de  los  diques  y  dársenas, 
en  su  carácter  de  puertos,  como  en    realidad  lo  son. 

La  jurisdicción  fuera  de  los  límites  del  agua;  sobre 
los  depósitos  y  almacenes  del  fisco;  sobre  los  nác- 
elos y  construcciones  particulares:  sobre  la  numerosa 
población  alli  aglomerada  ;la  jurisdicción  sobre  todo  és- 
to>  digo,  corresponde  á  la  justicia  local  del  Municipio, 
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y  por  consiguiente,  á  la  Policía,  en  la  parte  y  en  la 
medida  que  las  leyes  generales  y  sus  propios  regla- 
mentos, la  tienen   demarcada. 

Creo  que  lo  expuesto  bastará  á  esclarecer  las  dudas 
que  el  Sr.  Jefe  de  Policía  ha  traído  á  la  consideración 
de  V.  E.  facilitando  la  marcha  del  Departamento. — 
Eduardo  Costa. 

Dictándose  en  consecuencia  la  siguiente 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Julio  4  de  1890. — Visto  este  expe- 
diente iniciado  por  el  Jefe  de  Policía  de  la  Capital  en 
el  que  pide  el  deslinde  de  su  jurisdicción  en  la  ribera  y 
en  el  nuevo  Puerto;  de  acuerdo  con  las  conclusiones 
del  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación 

El  Presidente  de   la   República — 

decreta: 

Art.  I*'  Corresponde  á  la  Policía  de  la  Capital  ejer- 
cer su  jurisdicción  en  el  Municipio  hasta  el  límite  del 
agua,  comprendido  el  nuevo  Puerto,  y  á  la  Prefectura 
Marítima  en  el  interior  de  los  diques  y  dársenas. 

Art.  2p  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional. — JUÁREZ  CELMAN. — Salustiano 
J.    Zavalía. 


ija  Sociedad  «Nadón  Bangnela  »,— solicita  la  reforma  del 
decreto  por  el  que  se  la  reconoció  como  persona  jurídi- 
ca y  la  aprobación  de  las  modificaciones  introdnddas  en 
sos  Estatutos. 

En  Abril  de  1890,  el  Director  de  la  Sociedad  "Nación  Banguela**  se 
presentó  al  Ministerio  del    Interior  manifestando  que    en    r4  de 


66  - 

Noviembre  de  1825  el  Superior  Gobierno  aprobó  los  Estatutos  de 
dicha  Sociedad;  que  hacia  poco  tiempo  se  habían  extraviado  los 
documentos  que  acreditaban  su  personería  y  que  el  decreto  ori- 
ginal indudablemente  babia  desaparecido  en  el  incendio  ocurri- 
do hacía  algunos  anos  en  el  Aachivo  de  ese  Mitiisterio,  por  lo 
que  solicitaba  la  aprobación  de  los  Estatutos  que  acompañaba  á 
los  efectos  del  artículo  45  del  Código  Civil. 

Pasó  á  dictamen  del   Sr.    Procurador  del  Tesoro   quien  dictaminó 
como  sij?ue: 

ExMO.   Señor: 

La  Sociedad  para  cuyos  Estatutos  se  pide  la  apro- 
bación de  V.  E.  aparece  poseer  patrimonio  propio  y 
tiene  por  objeto  el  bien  común  de  los  asociados;  asi  es 
que  no  encuentro  dificultad  para  que  V.  E.  se  sirva  re- 
conocerla en  el  carácter  de  persona  jurídica» — Estudio 
Abril  30  de  1890.— C.  L.  Marenco. 

Pasó  igualmente  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción quien  se  expidió  en  estos  términos: 

Señor  Ministro: 

Teniendo,  en  efecto,  esta  Sociedad  medios  propios 
de  subsistencia  independientes  de  los  Poderes  Públicos 
es  de  justicia  la  reconozca  V.  E.  en  su  carácter  de  per- 
sona   jurídica. — Mayo  16  de    r890. — Eduardo  Costa 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires  Mayo  20  de  1 890. — Atento  lo  dictami- 
nado por  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  y  el 
del  Tesoro, 

El  Presidente  de  la  República  — 

decreta: 

Art.    1^  Apruébanse    los  Estatutos   de  la  Sociedad 
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anónima  de  Socorros  Mutuos  denominada  "  Nación  Ban 
guela'*  siendo  entendido  que  el  Poder  Ejecutivo  se  re" 
servia  el  derecho  de  nombrar  un  Inspector  para  el  exá 
men  de  los  libros  y  documentos  pertenecientes  á  esta 
Sociedad. 

Art.  2°  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
mencionados  Estatutos,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. — JUÁREZ  CELMAN. — Salustiano  J. 
Zavalía. 

En  Julio  15  de  1892  el  Ministerio  del  Interior  pasó  el  expediente 
de  la  referencia  al  de  Justicia  y  habiéndose  presentado  ante  él  el 
Presidente  de  la  referida  Sociedad  manifestando  que  se  había 
cometido  un  error  en  la  redacción  del  decreto  últimamente  co- 
piado, por  el  que  se  calificaba  á  la  Sociedad  de  su  representación 
como  anónima,  sometiéndola  asi  á  la  legislación  comercial  en 
vez  de  declararla  como  lo  era,  de  derecho  civil  regida  por  el  in- 
ciso 2®,  cláusula  5^  del  artículo  «33  del  Código  respectivo,  solici- 
taba, en  consecuencia,  quedase  derogado  dicho  Decreto  y  como 
por  otra  parte  se  habían  modificado  los  Estatutos  de  esa  Socie- 
dad los  presentaba  con  la  reforma  consiguiente  para  que  fue- 
ran  aprobados. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  y  este 
funcionario  se  expidió  asi: 

» 

ExMO.  Señor: 

Las  modificaciones  introducidas  en  los  Estatutos  de  la 
Sociedad  Banguela  son  de  escasa  importancia,  en  nada 
contrarían  las  disposiciones  legales  vigentes  y  han  si- 
do discutidas  y  sancionadas  en  una  asamblea  consti- 
tuida bajo  la  fé  pública  de  un  Escribano  y  la  forma  so- 
lemne de  una  escritura  pública. 

Nada  obsta  á  mi  juicio  para  que  V.  E.  apruebe  los 
Estatutos  reconociendo  á  esa  Sociedad  la  personería  ju- 
rídica que  requiere  para  el  desenvolvimiento  de  sus  loa- 
bles propósitos. — Agosto  10  de  1892. — Sabiniano  Kier. 
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Resolución — 

Deoartamento  de  Justicia. 

* 

Buenos  Aires,  Agosto  23  de  1892. — Visto  este  expe- 
diente y  atento  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador 
General  de  la  Nación, 

El  Presidente  de  la   República — 

decreta: 

Art.  1°  Derógase  el  Decreto  de  fecha  20  de  Mayo  de 
1 890  relativo  á  la  aprobación  de  los  Estatutos  de  la  So- 
ciedad recurrente. 

Art.  2^  Aoruébanse  los  Estatutos  de  la  Sociedad  "Na- 
ción  Banguela''  reformados  en  la  Asamblea  General  de 
accionistas  reunida  en  22  de  Junio  del  corriente  año, 
quedando  en  consecuencia  dicha  Asociación  reconocida 
en  el  carácter  de  persona  jurídica  á  los  efectos  del  de- 
recho. 

Art.  3^  Legalícese  por  Secretaría  la  copia  que  de  las 
constancias  de  este  expediente  podrá  tomar  el  interesado. 

Art.  4®  Previa  reposición  de  sellos,  comuniqúese,  pu- 
blíquese  y  dése  al  Registro  Nacional. — PELLEGRINI. 
— Juan   Balestra. 


El  Derby  Comercial    Bank, — sobre   cobro    de    capones    de 
títulos  '(  Hard  DoUars  »    extraviados. 

Con  fecha  '2  de  Mayo  de  1S90  sy  dirigió  al  Ministerio  de  Hacienda 
**E1  Derby  Comercial  Bank"  solicitando  se  le  indicasen  las  medi- 
das que  podia  tomar  á  objeto  de  cobrar  el  importe  de  varios  cu. 
pones  de  títulos  "Hard  Dollars*'  que  se    le  habían  extraviado. 

Pasada  la  solicitud  al  Crédito  Público,    éste  informó  lo  siguiente.- 
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Setiembre  16  de  i890. 
ExMO.  Seí^or: 

El  Derby  Comercial  Bank  solicita  de  V.  E,  le  indique  las  medi- 
das que  puede  tomar  á  objeto  de  cobrar  el  importe  de  varios 
cupones  de  títulos  Hard  Dollars  que  se  le  han  e^draviado. 

Si  esta  requisición  hubiera  venido  eu  época  conyeniente  para  evi- 
tar el  pa^o  de  los  referidos  cupones,  habría  sido  fácil  la  indi- 
cación del  camino  á  seguir;  pero,  por  desgracia,  ella  viene  á 
destiempo,  cuando  es  totalmente  imposible  acreditar  si  esos  cu- 
pones en  su  calidad  de  títulos  al  portador,  han  sido  ó  nó  paga- 
dos por  la  Tesorería  del  Crédito  Público. 

Según  ti  BMeanissio  kttemo  de  esta  Oficina^  el  Tesorero  abona  el 
importe  de  estos  cupones  al  que  los  presenta  y  los  guarda  en 
seguida  para  su  recuento  por  la  Junta,  siendo  ellos  el  justifica- 
tivo que  ofrece  de  los  pagos  efectuados;  fecho  lo  cual  se  proce- 
de á  la  quema  con  las  formalidades    del  caso* 

Dada,  pues,  la  inmensa  cantidad  de  cupones  Hard  Dollars,  inuti- 
lizados 60  esa  íórma,  inclosos  los  correspondientes  al  último  pa- 
go que  ha  debido  efectuar  esta  Oficina,  con  arreglo  á  la  JLey  de 
conversión  de  28  de  Julio  de  1889,  es  de  todo  punto  imposible 
cofflpiobarsi  los  que  motivan  la  solicitud  del  Derby  Comercial 
Bank,  han  sido  ó  nó  pagados  y  por  consiguiente,  quemados  ó  nó 
por  la  Juata. 

Trátase,  pues,  de  algo  irremediable,  y  en  este  sentido  puede  V.  E. 
dar  la  respuesta  pedida,  reeomea<iando  para  los  casos  que  ocu- 
rrieren en  lo  sucesivo,  las  disposiciones  contenidas  en  el  Titulo 
Xi,  Capitulo  III,  Libro  II  del  nuevo  Código  de  Comercio,  cuya 
publicación  en  las  principales  plazas  europeas  donde  se  cotizan 
nuestros  títulos,  se  solicitó  por  esta  Oficina  en  nota  de  fecha  20 
de  Marzo  del  corriente  año.— B.  CohonBRES.^ Miguel  A.  Gelly, 
Secretario. 
El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó: 


ExMO.  Señor: 

Dado  el  terminante  informe  del  Crédito  Publico  Na- 
cional, V.  E.  nada  puede  hacer  en  favor  del  solicitan- 
te.—Noviembre  17  de  1890.— José  M.  Cant^^o, 
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Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  20  de  1890. — Adóptase 
como  resolución  el  precedente  informe  del  Crédito  Pú- 
blico Nacional. 

Comuníquese,publíquese  y  archívese. — PELLEGRINI. 

V.    F.    LOFEZ. 


D.  Gervasio  Gómez, — sobre  obligaciones  de  mensura  que 
se  le  impusieron  en  la  compra-venta  de  un  campo  en 
Misiones. 

Con  fecha  12  de  Mayo  de  1890  se  presentó  al  Ministerio  del  Inte- 
rior el  Dr.  Cástulo  L*  Furnos,  Apoderado  de  D.  Gervasio  Gómez, 
manifestando  que  su  mandante  compró  al  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  Corrientes  en  Agosto  de  1881  un  campo  en  el  Territo- 
rio Nacional  de  Misiones,  es  decir,  con  anterioridad  á  la  cesión 
hecha  de  ese  Territorio  al  Gobierno  Nacional.— Que  por  el  artí- 
culo 5<>  de  la  ley  provincial  de  22  de  Julio  de  ese  año,  que  au- 
toriza la  referida  venta,  se  le  impone  la  obligación  de  practicar 
la  mensura  dentro  del  término  de  diez  años  y  que  cumpliendo 
esa  obligación  y  encontrándose  dicho  campo  en  Territorio  Nacio- 
nal venía  á  cumplir  esa  obligación  proponiendo  al  efecto  al 
Agrimensor  D.  Santiago  Bolla,  de  la  Provincia  de  Corrientes,  por 
existir  todos  los  antecedentes  en  los  archivos  de  esa  Provincia. 

Pasado  á  informe  de  la  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias,  dio 
el  siguiente  informe: 

ExMo.  Señor: 

La  ley  de  27  de  Octubre  de  1884  establece  la  obligación  en  los 
que  hubiesen  comprado  terreno  á  los  Gobiernos  de  Provincia  ó 
se  considerasen  poseedores  legales  en  virtud  de  leyes  ó  disposi* 
cienes  administrativas  anteriores  á  la  ley  de  1878  en  los  Terri- 
torios de  la  Pampa  y  Patagonia  y  de  la  de  1532  de  los  del  Cha- 
co y  Bermejo,  de  presentarse  al  Poder  Ejecutivo  Nacional,  pi- 
diendo la  revalidación  de  los  títulos  que  los  acreditan  propieta- 
rios.—Pero  ni  en  las  leyes  citadas  ni  en  el  decreto  del  20  de 
Enero  de  1885  que  las  reglamentó  se  comprende  el  territorio  de 
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Misiones,  y  por  tanto  por  esta  razón  como  por  la  manera  que 
se  solicita  siendo  de  un  terreno  de  propiedad  particular  corres- 
pondería á  los  Tribunales  Federales  ó  Provinciales,  según  don- 
de estuviese  ubicado  el  terreno,  esta  Oficina  es  de  opinión  que 
este  expediente  debe  volver  al  interesado  para  que  ocurra  don- 
de corresponda.— Buenos  Aires,  Setiembre  27  de  1890.— A^ica^to 
Oroño, 

El  Procurador  del  Te>oro  se  adhirió  al  iaforme  anterior  por  el  si- 
guiente dictamen: 

ExMO.  Señor: 

Participo  de  las  opiniones  manifestadas  en  el  infor- 
me precedente. — Buenos  Aires,  Octubre  8  de  1890. — 
José  M.  Cantilo. 

Dictándose  en  consecuencia  la  siguiente: 
Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Diciembre  2  de  1890. — Acéptase  co- 
mo resolución  lo  manifestado  por  el  Jefe  de  la  Ofici- 
na de  Tierras  y  Colonias  en  el  informe  que  precede. 

Comuniqúese  y  vuelvan  al  interesado  bajo  constancia 
los  documentos  que  ha  presentado.  ~  PELLEGRINI. — 
Julio  A.   Roca. 


La  Gompafiia  constructora  del  Ferro-Carril  Gran  Sud  de  San- 
ta Fé  y  Córdoba, — sobre  errores  consignados  en  la  Ley 
de  concesión  de  esa  linea  férrea. 

Con  fecha  13  de  Mayo  de  1890,  se  presentó  al  Ministerio  del  In- 
terior el  representante  de  la  Compañía  constructora  del  Ferro- 
Carril  Gran  Sud  de  Santa  Fé  y  Córdoba  manifestando  que  por 
la  ley  número  2669  de  10  de  Noviembre  de  1889  la  Compañía 
obtuvo  7a  concesión  para  prolongar  su  linea  hasta  Rio  IV.—Que 
por  un  error  en  dicha  ley  se  había  omitido  consignar  en  el 
nombre  de  la  Compañía  las  palabras  Constructora  y  Limitada^ 
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¿esignacióB  establecida  en  los  Estatutos  y  qne  pttdiendo  esa  omi- 
st^  oriirinar  diñen Itades  de  formai  solicitaba  que  al  formtilarse 
eí  contrato  respectivo  se  subsanara  esa  omisión. 

£1  Sr.  Procurador  General  de  la  Nacióa  áió  ei  siguiente  dictamen: 

Señor  Ministro: 

"  No  considero  que  esté  en  las  atribuciones  de  V.  E. 
corregir  los  errores  de  las  leyes,  si  es  que  de  ellos 
adolecen. — Y  puesto  que  el  mismo  Sr.  Lokwood  re- 
conoce que,  del  tenor  de  la  misma  ley  se  desprende 
que,  al  acordar  la  prolongación  de  lía  línea  concedida 
ya  d  la  Empresa  del  Ferro-  Carril  Gran  Sud  de  San- 
la  Fé  y  Córdoba^  ella  se  refiere  á  la  Compañía  Cons- 
tructora y  Limitada  que  obtuvo  la  concesión  origina- 
ria,— no  veo  la  necesidad  de  que  haga  V.  E.  la  decla- 
ración que  se  solicita,  reparando,  según  se  pretende,  un 
error  que  sólo  puede  reparar  el  Poder  que  en  él  in- 
currió"— Junio  23  de  1890. — Eduardo  Costa. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente: 
Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Julio  15  de  1890. — De  acuerdo  con  el 
precedente  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación. 

No  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  él  recurrente  y  ar- 
chívese. -Zavalía. 


OeMnfttiO  J.  Vilás  é  1if]M,--pi4«ñ  perfáiBó  parcí  construir 
un  galpón  en  él  puerto  dé  (joj^a  (Corrientes) 

fin  23  de  Mayo  de  1890  ocurrieron  á  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas los  Sres.  Gerónimo  J.  Vilas  é  hijos,  solicitando  permiso  pa- 
ra construir  un  galpón  provisorio  en  la  boca  del  Riacho  del 
puerto  de  6oya,  como  depósito  de  mercaderías,  para  prevenir  los 


—  73  ^ 

iiusau.yettieiKt6s  que  esq^erúneata  cd  comercio,  paia  el  tcan^ofr. 
te  de  las  mifimas,  desde  el  desembarcadero  hasta  el  lu^ar  doi^ 
de  llegan  los  vapores,  á  c&usa  Je  las  bajantes  del  Rio  Paraná 
en  ciertas  épocas  del  año. 

Lft  Dipeecif^  eeneroA  ét  Hentas,  al  elevar  al  Ministerio  de  fíacíen* 
ÓBL  etitB  aoliciinid,  meníAist&:  q«B  ea  Tifita  de  Las  eonsi duraciones 
i^pnstuias  y  lo  Btfiaumiukdo  ai  reepoeto  jior  el  inspeetCEr  de  Ren- 
tas Sr.  Latorre,  podía  accedfirse  á  lo  solicitado,  aboaaBáo  los 
reciurrentes  los  dcurechos  coa  que  la  ley  grava  las  eonstruecio- 
nes  accidentales  en  las  riberas,  con  la  cláusula  de  que,  en  cual- 
quier tiempo  que  el  Gobieriío  considere  jyerjudTcial  esta  conce- 
sión,  los  intexwsados  lerantaráii  el  depósito  á  sa  oo«ta,  si«  de- 
reolM  á  FsdaiBar  iademuizaeiiíihi  algüioa. 

La  Contaduría  General,  se  expresó  en  el  mismo  seatidio  que  la  Di- 
reeción  de  Rentas. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Opino  que  V.  £.  debe  conceder  lo  que  se  solicita; 
pero  en  los  términos  aconsejados  por  la  Aduana  de 
Goya. — Octufap€  29  de  1890. — José  M.  Caí*tilo. 

J^soluciifp — 

Diciembre  31  de  1890. — Vista  la  precedente  presen- 
tación de  los  Sres.  Gerónimo  Vüas  é  hijos  solicitando 
permiso  para  la  construcción  de  un  establecimiento  y  de 
un  depósito  de  mercaderías  en  la  Boca  del  Riacho  de  Go- 
ya, Ph^vinda  de  Corrientes,  y  de  acuerdo  con  los  infor- 
mes producidos; 

£1  Pr&sidente  de  la   República — 

decreta: 

Art.  1°  Concédese  el  permiso  solicitado  por  los  Sres. 
Gerónimo  Vilas  é  hijos,  para  construir  un  galpón  que 
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se  destinará  para   depósito  voluntario  de  mercaderías 
en  general,  bajo  las  siguientes  condiciones: 

1^  El  depósito  de  mercaderías  que  se  efectúe  en  el 
galpón  de  que  se  trata,  será  solamente  concedido  du- 
rante el  tiempo  que  permanezca  bajo,  el  Rio,  y  no  per- 
mita entrar  las  chatas  debiendo  encontrarse  instalado 
el  Resguardo  en  dicho  puerto. 

2^  Será  obligación  de  los  Sres.  Vilas  é  hijos,  hacer 
colocar  en  las  puertas  del  depósito  dos  candados  ó 
cerraduras,  cuyas  llaves  una  deberá  estar  á  cargo  del 
Resguardo  y  la  otra  en  poder  de  los  concesionarios, 
no  pudiendo  bajo  ningún  principio  ni  depositar  ni  ex- 
traer bulto  alguno,  sin  la  debida  intervención  del  Res- 
guardo. 

?fi  Los  Sres.  Vilas  é  hijos  pagarán  mensualmente 
la  cantidad  correspondiente  á  los  metros  cuadrados  que 
dicho  depósito  ocupe  de  ribera,  con  arreglo  á  lo  que 
disponed  inciso  7<>del  artículo  12  de  la  ley  de  papel 
sellado  vigente. 

Art.  2^  Los  concesionarios  quedan  obligados  á  cons- 
truir y  conservar  en  buen  estado  las  Oficinas  nece- 
sarias para  los  empleados  de  Aduana  y  Resguardo, 
que  intervengan  en  las  operaciones  que  se  practiquen. 

Art.  3°  El  concesionario  queda  obligado  á  levantar 
las  obras,  que  efectuará  en  cualquier  momento  en  que 
al  efecto  sea  requerido,  sin  lugar  á  reclamo  ni  indemni- 
zación alguna. 

Art.  \^  La  presente  concesión  estará  sujeta  á  las  dis- 
posiciones vigentes  relativas,  y  al  pago  del  impuesto 
que  corresponda. 

Art.  5^  La  Dirección  General  de  Rentas  determina- 
rá la  reglamentación  subsidiaria  de  esta  concesión. 

Art.  6^  A  sus  efectos  pase  á  la  Dirección  General 
de  Rentas  y  repónganse  los  sellos. — PELLEGRINL 
— V.  F.  López. 
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El  E.  C.  7  Ministro  Plenipotenciario  en  Alemania  y  Rusia, — 
sobre  liquidación  de  los  sobresueldos  por  dublé  repre- 
se atación   diplomática. 

El  Sr.  £.  E.  y  Ministro  Plenipotenciario  de  la  República  en  Ale- 
mania y  Rusia,  D.  Carlos  Calvo  se  dirigió  en  Mayo  27  de  1890  al 
Departamento  de  Relaciones  Exteriores,  pidiendo  se  le  liquiden 
los  sobre-sueldos  que  se  le  adeudaban  por  la  misión  que  desem- 
peñaba en  Rusia. 

Pasado  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  de  la  Nación  se  expidió  asi: 

ExMO.  Señor: 

La  Ley  de  Presupuesto  general  para  el  ejercicio  de 
1889,  en  el  Departamento  de  Relaciones  Exteriores, 
inciso  2°  señala  el  sueldo  uniforme  de  mil  pesos  men- 
suales para  lodos  los  Jefes  de  las  Legaciones  de  pri- 
mera clase  que   la  República  mantiene  en  el  exterior. 

El  ítem  4®  de  dicho  inciso,  se  halla  concebido  en 
los  siguientes  términos:  "Un  Enviado  Exraordinario y 
Ministro  Plenipotenciario  en  Alemania  y  Rusia:  al  mes, 
moneda  nacional  mil   pesos.'' 

Dada  esta  disposición,  creo  que  la  inteligencia  que 
le  dá  la  Contaduría  General  de  la  Nación,  es  correc- 
ta; y  que  debe  entenderse  derogada  por  ella  la  del  ar- 
tículo 5®  de  la  ley  de  2 1  de  Agosto  de  1 856 

Igual  disposición  contiene  el  Presupuesto  sanciona- 
do por  el  Congreso  para  el  ejercicio  del  corriente  año; 
y  creo  por  tanto  que  debe  dársele  la  misma  inteligen- 
cia que  le  dá  la  Contaduría. 

Pero  otra  cosa  debe  decirse  de  la  suma  que  se  co- 
bra por  viático;  puesto  que  en  el  decreto  de  Julio  14 
último,  de  fojas  5  se  hace  constar  que  el  Sr.  Ministro 
Calvo  "  se  ha  trasladado  de  Berlin  á  San  Petersbur- 
go  en  cumplimiento  de  instrucciones  que  se  le  expi- 
dieron ''  Creo  entonces  que  corresponde  abonársele  di- 
cho viático  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
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4^  de  la  ley  de  21  de  Agosto  de  1856.— Setiembre  5 
de  1890. — ^Antonio  E.  Malaver. 

Agregada  copia  auténtica  de  la  Carpeta  ^'Legación  Argentina  en 
Chile  6  de  1889."  volvió  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación 
quien  dictaminó  como  sigue: 

ExMO.   Señor: 

A  pesar  de  las  constancias  del  expediente  agrega- 
do, insisto  en  creer  que  la  ley  general  de  Presupuesto 
es  derogatoria  de  todas  las  que  las  preceden  en  fecha, 
en  cuanto  se  refieran  á  los  gastos  de  la  Administra- 
ción Pública.  Dicha  ley  de  Presupuesto  ordena  ó  au- 
toriza tales  gastos;  y  es  la  ley  superior  á  todas  en  ese 
punto,  mientras  dura  su  ejercicio.  Por  eso  he  creido 
que  la  opinión  de  la  Contaduría  General,  es  justa  en 
cuanto  indica  que  la  ley  de  1856  ha  sido  derogada 
por  la  ley  de  Presupuesto,  en  cuanto  al  sobre  sueldo 
que  debía  gozar  según  aquélla,  el  E.  E.  y  Ministro  Ple- 
nipotenciario en  Alemania  y  Rusia. 

La  resolución  adoptada  por  V.  E.  en  el  caso  del  Sr. 
Dr.  Uriburu,  cuyos  antecedentes  se  han  agregado  á 
este  expediente,  no  es  sin  duda  conforme  con  las  opi- 
niones de  la  Contaduría  General  y  del  que  firma,  pero 
V.  E,  se  ha  de  servir  resolver  en  el  presente  eso,  co- 
mo en  aquél,  según  viere  ser  de  justicia. — S  tiembre 
22  de  1890. — Antonio  E.  Maiaver. 

Resolución  - 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Setiembre  27  de  1890. — No  obstan- 
te lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación  y  teniendo  presente: 

\^  Que  la  ley  de  presupuesto  se  vota  cada  año, 
por  cuya  circunstancia  no  es  posible  atribuirle,  en  ab- 
soluto el  carácter  derogatorio  de  la  ley  de  2 1  de  Agos- 


—  77  — 

to  de  18b6,  la  cual  no  ha  sido  abrogada  explícitamen- 
te por  otra  sanción  legislativa,  que  así    lo  establezca. 

2^  Que  la  citada  ley  de  1856  se  conserva,  siendo 
la  única  general  y  ¿eglamentaria  de  varios  puntos  del 
servicio  diplomático,  entre  los  cuales  se  encuentra  el 
caso  de  que    se  trata. 

3°  Que  el  Sr.  Calvo  se  ti-asladó  de  Berlín  á  San 
Petersburgo,  y  tué  reconocido  en  su  carácter  de  Envia- 
do Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  por  el 
Gobierno  de  Rusia,  desempeñando  actualmente  las  Le- 
gaciones que  la  República  tiene  acreditadas  en  aque- 
llas Cortes,   y 

4°  El  precedente  establecido  con  motivo  de  la  soli- 
citud del  Sr.  Ministro  Dr.  Uriburu  (Legación  Argenti- 
na en  Chile  6  89  carpeta    agregada  en  copia) 

SE  resuelve: 

Volver  este  expediente  á  la  Contaduría  General,  pa- 
ra que  practique  la  liquidación  ordenada  á  fojas  16. 
— PELLEGRINI. — Eduardo  Costa. 


Bachilleres  y  Villar,— reclaman  %  10.326  06  por  rescisión 
del  contrato  de  las  obras  de  ensanche  de  la  Escuela  Nor- 
mal de  Maestros  de  Corrientes. 

£n  Mayo  31  de  1890,  los  Sres.  Bachilleres  y  Villar,  se  presentaron 
al  Ministerio  de  Instrucción  Pública,  manifestando  que  obraba 
en  su  poder  copia  de  la  escritura,  por  la  que  el  Director  del  De- 
partamento de  Obras  Públicas,  en  representación  del  Gobierno 
Nacional  les  otorgaba  el  derecho  de  llevar  á  cabo  las  obras  de 
ensanche  del  edificio  que  ocupaba  la  Escuela  Normal  de  Maes- 
tros de  Corrientes,  y  que  con  motivo  de  la  resolución  dictada  en 
Acuerdo  General  de  Ministros  de  fecha  14  del  mismo  mes,  de- 
jando sin  efecto  el  mencionado  contraía,  reclamaban  como  in- 
demnización de  daños  y  peijuicios  la  suma  de  %  10.  326.06  que 
detallaban  en  varias  partidas. 
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Pasó  ¿  informe  de  la  Contaduría  General,  quien  aconsejó  se  oyera 
al  Procurador  del  Tesoro  y  pasado  á  este  funcionario  se  expi- 
dió en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

Para  poderme  expedir,  necesito  conocer  el  contrato 
de  que  se  trata  y  las  causas  de  su  rescisión,  así  es 
que  espero  que  V.  E.  se  servirá  disponer  se  me  dé  co- 
nocimiento de  esos  antecedentes. — Junio  26  de  1890. 
— C.  L.  Marenco. 

Agregados  los  antecedentes  pedidos  se  expidió  de  nuevo  así: 

ExMO.  SeSor: 

Según  el  expediente  acompañado,  las  obras  de  en- 
sanche del  edificio  que  ocupa  la  Escuela  Normal  de 
Maestros  de  Corrientes  fueron  efectivamente  contra- 
tadas con  los  Sres.  Bachilleres  y  Villar,  otorgándose 
la  escritura  respectiva  por  la  Escribanía  General  de 
Gobierno. 

El  Poder  Ejecutivo  se  ha  obligado  como  persona 
jurídica,  y  para  eximirse  del  vínculo  creado,  encuentro 
razonable  que  indemnice  á  la  otra  parte  contratante 
los  perjuicios  que  la  rescisión  del  contrato  haya  podi- 
do ocasionarle.    *  . 

Esta  responsabilidad  emana  de  las  reglas  genera- 
les del  derecho,  y  se  ajusta  al  espíritu  de  la  ley  de 
Obras  Públicas,  pudiendo  citarse  entre  otras  disposi- 
ciones que  indican  en  tal  sentido,  lo  preceptuado  en 
el  artículo  42. 

El  monto  de  la  indemnización  es  exagerado  é  injus- 
tificado. La  partida  de  sueldos  que  se  fijan  los  con- 
tratistas y  la  final  de  la  fianza  que  no  se  comprende 
ni  se  explica,  deben  ser  eliminados.  Sobre  las  demás 
debe  V.  E.  oir  al  Departamento  de  Obras  Públicas,  y 
con  su    apreciación  fijar  lo  que  debe  abonarse  á  los 
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reclamantes. — Estudio,  ^lío  16  de  1890. — C.  L.  Ma- 

RENCO. 

£1  Departamento  de  Obras  Públicas  opinó  que  algunas  parti- 
das déla  cuenta  debían  ser  rechazadas  y  otras  debían  justificar- 
se, y  como  se  negaran  á  esta  justificación  los  recurrentes  se  dictó 
la   siguiente: 

Resolución — 

Departamento    de  Instrucción  Pública. 

Buenos  Aires,  Febrero  27  de  1891. — De  acuerdo 
con  lo  aconsejado  por  el  Departamento  de  Obras  Pu- 
blicas, y  teniendo  en  cuenta  lo  informado  anteriormen- 
te por  el  Procurador  del  Tesoro, — no  se  hace  lugar 
á  lo  solicitado  por  los  recurrentes  Sres.  Bachilleres  y 
Villar,  mientras  no  comprueben  plenamente  los  per- 
juicios que  dicen  haber  sufrido  y  á  cuanto  ascienden 
ellos. 

Y  devuélvanse  bajo  constancia. — Carballido. 


Varios  comerciantes  de  la  Capital  y  Ciudad  del  Rosario,-— 
piden  pagar  á  moneda  de  curso  legal,  los  permisos  pre- 
sentados hasta  el  31  de  Hayo. 

En  6  y  7  de  Junio  de  1890,  se  presentaron  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda, varios  comerciantes  de  la  Capital  y  de  la  Ciudad  del 
Rosario,  pidiendo  como  gracia,  les  sea  concedido  el  pago  de  los 
derechos  correspondientes,  á  los  permisos  presentados  hasta  el 
31  de  Mayo  último,  á  moneda  de  curso  legal,  en  la  totalidad  de 
los  valores  que  ellos  representan. 

Pasado  á  informe  de  la  Dirección  General  de  Rentas,  se  expidió 
en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

La  ley  que  ordena  cobrar  el  50  V©  de  los  derechos  Aduaneros  en 
oro  ó  su  equivalente  en  billetes  de  curso  legal,  prescribe  tam- 
bién que  ella  rejirá  desde  la  fecha  de  su  promulgación  (31  de 
Mayo). 
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Ahora  bien,  la  cneatión  jNrcmovkla  por  Ijob  Seiores  CoakaffekaHtefi 
que  suscriben  la  solicitud  que  precede,  versa  sobre  el  procedi- 
miento observado  por  la  Aduana  de  la  Capital  de  haber  cobrado 
7  haber  querido  seguir  oolwando  el  59  */•  en  on  ée  los  éemebos 
de  Adaana  par  acreadectaa,  emyo  dMpaotao  sb  soüeitt  hasta  el 
dia  anterior  ¿  la  Iseha  da  la  Ley  citada,  praseniaed»  al  eJacto 
los  respectivos  maniñestos,  los  cuales  no  pudienm  ser  liquida- 
dos por  la  Aduana,  ni  verificadas  por  los  Vistas  las  mercaderías 
sino  después  de  la  promulgación    de  la  Le^. 

Así  pues,  en  el  caso  de  que  nos  ocupamos,  los  reclamantes  tienen 
completa  razón  á  juieio  de  la  Dirección  de  Rentas  y  deben  ser 
atendidos. 

Teáo  imnifiesto  de  despacho  de  mereaderias  presentado  en  las 
Advanas  hasta  el  día  anterinr  á  U  ley  actnalmuite  ea  Tigeneie, 
dehe  ser  liquidado  con  si^i^ciófi  i  in  ley  aalericr,  sin  tángese 
en  cuenta  que  el  manifie&to  presentado  no  hubiese  sdo  liquidado 
ni  verificado  tamj^co  por  el  Vista  la  mercadería  pedida  á 
despacho. 

El  comerciante  que  quiso  ser  amparado  por  la  Ley  de  Aduana 
ítntcTTor  á  la  Ley  rigente  en  lo  relativo  á  los  derechos,  que 
daba  garantido  en  opinión  de  esta  Dirección  con  la  sola  presen- 
tación del  Maai^esto  de  despacho  hasta  la  última  hora  del  dia 
anterior  á  la  promulgación  de  la  Ley  vigente. 

Sí  las  Aduanas  por  la  aglomeración  de  Manifiestos,  no  pudieron 
liquidar  los  correspondientes  derechos,  ó  si  los  Vistas  no  pu- 
dieron tampoco  verificar  las  mercaderías  pedidas  k  despacho  en 
tÉemfio  hábil  y  quedajN>n  por  esa  raoén  6  por  o4m  cualquiera 
causa,  pendientes  esos  despaches,  bb  hay  derecho  por  etra  parte 
de  las  Aduanas  para  obligar  á  los  comerciantes  á  pagar  el  50  7o 
de  los  derechos  en  oro,  sino  que  sólo  se  deben  abonar  esos 
derechos  conforme  á  los  fijados  en  la  Ley  que  regía  en  el  mo- 
mento en  que  se  solicitó  el  despacho,  para  pagar  los  derechos. 

Otra  clase  de  proceder  en  estos  asuntos,  sería  completamente  in- 
justo y  arbitrario,  por  que  entonces  habría  así  comerciantes  fa- 
vorecidos y  comerciantes  perjudicados. 

En  efecto,  todos  los  Manifiestos  presentados  hasta  el  dia  anterior 
á  la  nueva  ley,  no  fueron  liquidados  como  se  sabe,  en  su  tota- 
lidad, y  los  que  fueron  se  liquidaron  los  derechos  á  papel  de 
curso  legal  en  el  todo,  y  así  se  pagaron,  mieivtras  que  losque  no 
tuvieron  la  suerte  de  alcanzar  igual  liquidaoión  hasta  ese  dia 
cayeron  hsgo  la  nueva  ley  y  fueron  liquidados  considerando  un 
50  Vo  en  oro  de  los  derechos  correspondientes.  Entonces  no  es 
justo,   Excmo.  Señor,  ni    tampoco  arreglado  á  la  interpretüeión 
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que  debe  darse  á  las  leyes  de  inaipuestos,  las  cualeB  ban  dedi- 
carse siempre  en  sentido  restrictivo. 

Cuando  las  leyes  anuales  sobre  derechos  »daaaeros  baa  aumea- 
lado  éstos  para  el  año  siguiente,  los  comerciantes  que  presen- 
taron sus  Manifiestos  de  despacho  hasta  el  31  «te  Diciembre,  aun- 
que lo  hubiesen  sido  hasta  última  hora  de  ese  dia,  pagaron 
siempre  los  derechos  establecidos  en  la  ley  anterior»  aunque  esas 
mercaderías  y  la  liquidación  de  sus  derechos  se  hubiese  verifi- 
cado con  posterioridad  al  31  de  Diciembre. 

Lo  propio  acontece  todos  los  años  en  la  aplicación  de  la  nueva 
Tarifa  de  AraHkOB,  ya  sea  que  ésta  favorezca  ó  pei^udique  al 
comereiante.  A  más  sucedió  rouohas  veces  que  buques  qae 
llegaron  al  puerto  el  31  de  Diciembre,  hasta  antes  de  las  doce 
de  la  noche,  las  mercaderías  que  conduelan  y  cuyo  despacho  di- 
recto solicitaron  sus  dueños  en  los  primeros  dias  de  Enero,  fueron 
también  liquidados  los  derechos  por  la  Ley  anterior,  conforme 
¿  resoluciones  del  Gobierno  que  asi  lo  disponían,  y  que  en  tales 
casos  fueron  siempre  uniformes. 

Aun  hay  más  todavía,  que  viene  a  demostrar,  como  el  Gobierno 
ha  entendido  que  deben  aplicarse  los  derechos  aduaneros  en 
casos  excepcionales. 

Algunas  veces  sucedió,  que  buques  que  venían  de  Buropa  con  car* 
gameotos  para  nuestros  puertos,  fueron  detenidos  en  Montevideo 
á  consecuencia  de  las  cuarentenas  establecidas,  y  por  cuya  causa 
entraron  esos  buques  á  puertos  Argentinos  en  los  primeros  dias 
de  Enero,  cuando  rejian  ya  derechos  Aduaneros  más  elevados 
que  los  determinados  en  la  ley  del  año  precedente;  pues  bien, 
habiéndose  justificado  esos  extremos  por  los  dueños  de  los  car- 
gamentos, el  Gobierno  no  tuvo  inconveniente  después  de  haber 
oído  á  sus  consejeros  legales,  en  acceder  para  que  los  d^necbos 
por  las  mercaderías  que  fuesen  pedidas  á  despacho  directo  y 
que  procedieran  de  los  mencionados  cargamentos,  pagasen  so- 
lamente los  derechos  fijados  por  la  ley  anterior  á  la  del  año  en 
que  el  buque  fondeó  en  nuestro  puesto. 

Cree  la  Dirección  que  lo  expuesto  basta  para  llevar  al  ánimo  de 
V.  E.  la  corrección  de  la  justicia  de  este  reclamo,  y  en  conse- 
cuencia opino  que  V.  E.  debe  resolver,  que  todas  las  mercade- 
rías comprendidas  en  los  Manifiestos  de  despacho  presentadas 
hasta  el  dia  de  la  promulgación  de  la  Ley,  que  ordena  el  pago 
de  un  50  Vo  ®n  oro  de  los  derechos  Aduaneros,  sean  liquidados 
de  conformidad  á  la  ley  anterior,  haciendo  extensiva  esa  reso- 
lución para  todos  los  expedientes  agregados  y  para  despachos 
presentados  en   las   demás  Aduanas  de   la  Repúbüjca,  salvo  sin 
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embargo  el  mejor  y  más   acertado  parecer  de  V.  E.— Dirección 
General  de  Rentas,  Junio  8  de  1890.— Z)flrt*d  Saravia. 
£1  Procurador  del  Tesoro  dictaminó: 

ExMO.  Señor: 

Las  extensas  consideraciones  en  que  abunda  la  Di- 
rección de  Rentas,  y  con  las  cuales  estoy  de  acuerdo, 
me  eximen  de  fundar  mi  opinión  en  el  sentido  de  que 
se  acceda  á  lo  solicitado  en  este  expediente,  y  en  los 
demás  de  análoga  naturaleza  que  han  sido  agregados. 
— Junio  28  de  1890. — C.  L.  Marenco. 

Resolución — 

Ministerio,  Setiembre  11  de  1890. 

Visto  el  presente  expediente  iniciado  por  los  comer- 
ciantes de  esta  Capital  y  de  la  ciudad  del  Rosario, 
pidiendo  como  gracia  les  sea  concedido  el  pago  de  los 
derechos  correspondientes  á  los  permisos  presentados 
hasta  el  31  de  Mayo  último,  á  moneda  de  curso  legal 
en  la  totalidad  de  los  valores  que  ellos  representan,  y 

CONSIDERANDO  \ 

Que  toda  ley  es  imperativa  y  que  en  interpretación, 
tratándose  de  materias  de  impuestos,  debe  procederse 
en  sentido  restrictivo. 

Que  no  está  en  las  atribuciones  del  Poder  Ejecuti- 
vo acceder  á  lo  solicitado,  mayormente  cuando  en  la 
ley  de  su  referencia  no  se  estatuye  excepción  alguna. 

Por  estas  consideraciones 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

Art.  1°  No  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  los  Señores 
Comerciantes  de  esta  Capital  y  de  la  ciudad  del  Rosario. 


I 
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Art.  2^  Pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  para 
su  archivo,  previa  reposición  de  sellos. — PELLEGRINI. 
— V.  F.  López. 


D.  E.  Barros, — propone  entregar  al  Gobierno  los  títulos  de 
propiedad  del  antiguo  Hospital  de  Mugares,  á  cambio  de 
una  remuneración. 

Don  Enrique  Barros  se  presento  al  Ministerio  del  Interior,  con 
fecha  11  de  Junio  de  1890,  ofreciendo  hacer  las  gestiones  necesa- 
rias ¿  fin  de  entregar  al  Gobierno  los  títulos  de  propiedad  del 
antiguo  Hospital  de  Mugeres  y  los  de  algunas  propiedades  lin- 
deras, pidiendo  en  remuneración  de  todo,  la  cuarta  parte  de  su 
importe. 

La  Contaduría  General  manifestó,  que  si  el  señor  Barros  tenía 
conocimiento  de  la  existencia  de  algunos  bienes  raíces  de  pro- 
piedad fiscal  que  se  hallen  en  poder  de  particulares,  debía  hacer 
la  denuncia  en  forma  y  que  respecto  á  los  títulos  del  antiguo 
Hospital  de  Mugeres,  no  debía  hacerse  lugar  por  tratarse  de 
una  propiedad  que  se  halla  en  poder  del  Gobierno. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesoro  se  adhirió  ¿  este  informe  en  los 
siguientes  términos: 

ExMO.  Señor: 

Creo  que  V.  E.  debe  resolver  este  asunto,  de  acuerdo 
con  lo  informado  por  la  Contaduría. — Estudio,  Junio 
28  de  1890.— C.  L.  Marenco. 

Dictándose  en  consecuencia  la  siguiente: 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Febrero  4  de  1890. — De  acuerdo  con 
lo  informado  por  la  Contaduría  General  y  dictamen 
del  Sr.  Procurador  del  Tesoro  no  ha  lugar  y  archívese. 
—JUÁREZ  CELMAN.— Salustiano  J.  Zavalia, 

Con  fecha  7  de  Julio  el  recurrente  insistió  en  su  pedido,  manifes- 
tando que  los  terrenos  denunciados  están  actualmente  en  poder 
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de  particulares  y  pidiendo  como  remuneración  el  25  Vo  da  los 
terrenos  que  retrovierta  al  fisco,  y  una  remuneraeión  por  la 
entrega  de  los  títulos  del  terreno  que  exista  en  poder  del  Gobierno. 
Pasado  nuevamente  al  Sr.  Procurador  del  Tesoro  dio  el  siguiente 
dictamen. 

ExMO.    Señor: 

La  solicitud  del  señor  Barros  comprende  dos  pun- 
tos; primero,  que  se  le  acuerde  una  remuneración  por 
indicar  el  archivo  donde  se  encuentran  los  títulos  del 
antiguo  Hospital  de  Mujeres;  segundo,  se  le  conceda 
la  recompensa  que  fija  la  ley  por  la  denuncia  y  rei- 
vindicación de  terrenos  que  tienen  el  mismo  origen 
que  el  anterior  y  se  encuentran  detentados  por  par- 
ticulares. 

Respecto  del  primer  pedido  diré,  que  estando  el  go- 
bierno en  quieta  y  pacífica  posesión  del  terreno  alu- 
dido, no  encuentro  necesario  que  haga  una  erogación 
para  adquirirse  los  títulos.  En  cuanto  al  segundo, 
puede  acordarse  la  recompensa  que  se  solicita,  una 
vez  reivindicadas  las  propiedades;  debiendo  el  denun- 
ciante poner  los  antecedentes  en  manos  del  Procura- 
dor Fiscal,  para  que  entable  las  acciones  á  que  hu- 
biere   lugar. — Estudio,    Agosto    27  de    1890. — C.  L. 

AÍAÜENCO. 

Habiendo  prestado  su  conformidad  el  interesado  á  lo  indicado  por 
el  señor  Procurador  del  Tesoro,  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1890. — Vista  la 
presente  solicitud  en  la  que  don  Enrique  Barros  ofi-e- 
ce  reivindicar  á  favor  de  la  Nación,  varias  propieda- 
des situadas  en  esta  C^ital,  que  dice  hallarse  en  po- 
der de  particulares  y  atento  lo  dictaminado  por  el  se- 
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ñor  Procurador  del    Tesoro  é  informado  por  la  Con- 
taduría General, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Acéptase  la  propuesta  hecha  por  don  En- 
rique Barros  quien  ofrece  reivindicar  á  favor  de  la 
Nación  varias  propiedades  raíces  sitas  en  la  Capital 
de  la  República,  en  la  inteligencia  que  éstas  han  de 
ser  de  pertenencia  del  fisco  y  actualmente  en  poder 
de  particulares. 

Art.  2°  El  pr^ponente  entregará  al  Procurador  Fis- 
cal los  antecedentes  necesarios  para  la  iniciación  de 
las  gestiones  á  que  h^a  lugar,  siendo  á  cargo  de 
Barros  todos  los  gastos  que  se  originen. 

Art.  3°  Una  vez  reivindicadas  debidamente  las  pro- 
piedades, don  Enrique  Barros,  tendrá  derecho  á  la 
remuneración  acordada  por  la  ley  en  estos  casos. 

Art.  4°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional.— PELLEGRINI —Julio  A.  Roca. 


Laoni6  Windels  FiUeul,  —solicita  libre  despacho  de  una  casa 

de   madera  j  fierro. 

En  diez  y  ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa,  se  presentó 
D^.  Leonie  Windels  Filleul,  ante  el  Sr.  Comisario  General  de 
Inmigración,  por  su  esposo  Julio  Filleul,  colono  de  la  Colonia 
Balvanera  (Villaguay  Entre  Rios),  perteneciente  á  la  Compaffia 
Argentina  de  Colonización  ^La  Agricultora",  solicitando  la  libre 
introducción  de  un  carro  y  algunos  útiles  de  labranza  y  una 
casa  de  madera  y  fierro; 

£1  Departamento  General  de  Inmigración  al  que  pasó  á  informe, 
dijo:  que  creía  ser  justo  el  pedido  de  la  inmigrante  Leonie  \V. 
(le  Filleul,  considerando  que  hay  verdadera  conveniencia  política 
y  econ('>míca  en  facilitar  á  los  inmigrantes,  su  instalación  cómo- 


—  se- 
da, propendiendo  asi  á  la  población    de  regiones  casi  desiertas, 
desprovistas  de  todo  elemento. 
Pasado  á  informe  de  la  Dirección  General  de  Rentas  se  expidió  de 
conformidad  con  las  razones  expuestas  por  el  Departamento  Ge- 
neral de  Inmigración  y  pasado  al  Sr.  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

La  ley  no  exonera  del  pago  de  derechos  los  obje- 
tos de  que  se  trata:  mi  opinión  no  puede  ser  otra  si- 
no que  V.  E.  no  debe  hacer  lugar  á  este  pedido. — 
Julio  12  de  1890. — C.  L.  Marenco. 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1890. — Vista  la  pre- 
cedente solicitud  de  la  inmigrante  I>.  LeonieW.  de 
Filleul,  pidiendo  el  libre  despacho  de  una  casilla  de 
madera  y  fierro  y  de  un  carro  que  ha  traído,  para  tras- 
portarlas á  la  Colonia  "Balvanera*'  Villaguay  Entre 
Ríos; — que  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores, 
remite  á  este,  para  la  resolución   que  corresponda,  y 

Considerando  : 

Que  el  P.  E.  no  está  facultado  para  conceder  esta 
clase  de  liberaciones  por  cuanto  no  existe  disposición 
legal  alguna  que  lo  autorice. 

Que  por  el  artículo  2^  de  la  ley  de  Aduana  en  vi- 
gencia, está  prohibida  toda  exoneración  de  derechos  de 
importación  que  no  esté  espresamente  determinada  en 
la  misma  ley,  excepto  en  los  casos  de  concesiones  por 
leyes  especiales  ó  contratos  procedentes  de  leyes  del 
Congreso. 

Por  estas  consideraciones  y  oídas  las  opiniones  del 
Sr.  Procurador  del  Tesoro  y  Dirección  General  de  Ren- 
tas, se  resuelve. 
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No  hacer  lugar  á  lo  solicitado  por  la  recurrente  D*. 
Leonie  W.  de  Filleul. 

Pase  á  esta  última  oficina  á  sus  efectos,  repónganse 
los  sellos  y  comuniqúese  lo  resuelto  al  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores. — Vicente  F.  López. 


La  Adoana  de  la  Capital, — sobre  la  abre¥iación   de  trámite 

de  los  expedientes  de  libre  despacho. 

En  Junio  18  de  1890,  el  Administrador  de  Rentas  Nacionales,  se 
presentó  por  nota  ante  la  Dirección  General  de  Rentas  manifes- 
tando que  algunos  artículos  de  importación  exceptuados  de  de- 
rechos por  el  Art.  W  de  la  Ley  de  Aduana,  procedentes  del  ex- 
trangero,  el  Superior  Gobierno  ha  dispuesto  que  la  Aduana  por 
si  no  pueda  hacer  la  aplicación  de  la  referida  ley,  respecto  á 
todos  los  efectos  que  dicho  artículo  enumera,  debiendo  los  im- 
portadores recurrir  al  Ministerio  de  Hacienda  para  obtener  la 
excepciifD  establecida. 

La  Dirección  de  Rentas  elevó  dicha  nota  del  señor  Administra- 
dor en  los  términos  que  siguen.- 

ExMO.  Sbñor:     r. 

Permítome  elevar  á  la  consideración  de  V.  £.  una  nota  del  Ad- 
ministrador de  Rentas  de  la  Capital  en  la  que  después  de  lar- 
gas consideraciones,  expone  que  no  habría  mayor  peligro  para 
la  renta  en  que  fuese  la  Aduana  la  que  ejercitase  la  facultad 
consignada  en  el  Art.  2^  de  la  Ley  de  Aduana  que  concede  exo- 
neración de  derechos  á  diversos  artículos  que  se  introducen  del 
extrangero.  La  Dirección  que  se  encuentra  en  este  mismo  orden 
de  ideas,  tuvo  el  honor  de  proponer  á  V.  E.  el  decreto  dictado 
por  la  superioridad  el  12  de  Diciembre  de  1887,  el  cual  confería 
á  las  Administraciones  y  Receptorías  de  Rentas  de  ia  República, 
la  autorización  para  despachar  libres  de  derechos,  algunas  mer- 
caderías enumeradas  en  el  Art.  2^  de  la  Ley.  Posteriormente 
el  Superior  Gobierno,  tuvo  á  bien  dictar  en  10  de  Diciembre  de 
1889,  el  decreto  reglamentario  que  modifica  el  anterior. 

Hoy  la  Dirección  después  de  oir  al  Administrador  de  Rentas  de 
la  Capital,  y  atendiendo  á  las  observaciones  que  ha  sugerido  ia 
práctica  en  todas  las  Aduanas  de  ia  República,  se  permite  pre- 
sentar á  V.  E.  como  solución  de  ia  cuestión  propuesta  por  el 
señor  Adininistrador,  el  siguiente  proyecto  de  decreto: 
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1«  Al  TQríficar  eada  introducción,  las  empreaas  exproearán  en  el 
manifiesto  de  despacho  la  cantideul  de  envases  conelutdos».  y  el 
atuaero  de  éstos  á  que  correspondan  los  uiateriales  introduci- 
dos, quedando  sujetos  á  las  disposiciones  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana  relativas  á  la  falsa  manifdstaoión. 

2^  Las  Administraciones  y  Reoepiorias  de  Rentas  llevarán  á  eaáfr  am 
presa  una  cuenta  corriente  por  los  envases  y  materiales  para  en 
vases  que  introduzcan,  formándoles  los  cargos  correspondientes 
exigiéndoles  las  garantías  de  un  ñador  abonado  á  su  satisfacción, 
pera  respondfiír  de  los  derecbos,  «n  su  caso.  Dichos  eai^a  aeuéA 
chan celados  a  medida  que  se  hagan  las  exportaciones  de  enva- 
ses conteniendo  el  articulo  elaborado,  debiendo  cobrarse  los  de- 
rechos y  una  multa  de  otro  tanto  en  favor  del  Fisco  sobre  las 
diferencias  que  resulten  á  fin  de  año,  entre  lo  exportado  é 
importado,  más  la  existencia. 

3"^  A  los  efectos  de  las  ft'anquicias  acordadas  á  las  empresas  de 
carnes  conservadas,  las  Administraciones  y  Receptorías  de  Han- 
tas,  podrán  inspeccionar  los  Establecimientos  cuando  lo  creye- 
ren conveniente. 

Siendo  conveniente  para  La  celeridad  del  despacho  modificar  el 
decreto  de  10  de  Diciembre  de  1889  relativo  á  la  iutroducción  de 
artículos  declarados  libres  de  derechos  por  el  Art.  2^  de  la  Ley 
de  Aduana  vigente. 

El  Presidente  de  la  República— 

DECRETA : 

Art.  V*  Desde  la  fecha  los  Administradores  de  Rentas  Nacionales 
podrán  despachar  directamente  todos  los  artículos  comprendidos 
en  el  Art.  ^  de  la  Ley  de  Aduana  con  excepción  de  los  siguientes 
Máquinas  y  materiales  para  instalaciones  de  alumbrado  público 
ó  electricidad  y  á  gas. 

Maquinarias  para  la  preparación  de  carnes  conservadas  por  el 
sistema  frigorífico  ú  otros  sistemas  modernos. 

Objetos  para  el  culto  pedidos  por  los  prelados. 

Plantas  con  sujecidu  á  la  Ley  26  de  Oetubre  de  1888. 

Semillas  destinadas  á  la  agricultura. 

Útiles    y    muebles  para  escuelas  pedidos   por  los  Gobiernos  de 

Piovincia,  ó  los  Consejos  de  Educación. 

Art.  2^  Para  el  libre  despacho  de  ios  demás  artículos  mencio^ 
nados  en  dicha  ley  y  no  enumerados  en  este  artículo  se  requiere 
la  concesión  expresa  en  cada  caso  del  Ministerio  de  Hacienda,  re- 
caídas en  las  solicitudes  correspondientes,  previos  los  trámites  é 
informes  de  práctica. 
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Art  9*  La  introduociáii  libre  de  los  envases  y  BMilBrHdBS  para 
carnes  conseorvadas  hiclBSive  las  balsas  ó  telas  para  embobar  ear- 
ñeros  será  permitido  con  sujeción  á  las  siguiootes  disfiottmooes. 
{jpág.  5^di8p.->4sflai). 

AeL  4*  La  DíDeeeióB  General  de  fiíentas  queda  encargada  de  la 
«iaciiaión  del  presente  decreto. 

Art.  5^  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Existió  Na- 
cional. 

La  Dirección  prescinde  de  las  observaciones  que  la  han  decidido 
¿  la  terminación  de  cada  mercadería  por  no  abusar  de  la  aten- 
ción de  y.  E.  y  porque  ellas  se  impondrán  fácilmente  al  ilus- 
trado criterio  del  Sr.  Ministro  á  quien  Dios  guarde,— David 
Sarama, 

Sn  Julio  10  de  1890  pasó  á  dictamen  del  Procurador  del  Tesooro 
ei  que  se  expidió  en  ios  términos  siguientes.* 

ExMO.   Señor: 

Dada  la  competencia  de  las  oñcinas  que  proponen 
las  modificaciones  á  que  se  refiere  este  expediente,  no 
encuentro  dificultad  para  que  V.  E.  resuelva  como  lo 
incfica  la  Dirección  de  Rentas. — Julio  23  de  1890. — C. 
L.  Marenco. 

ResolMcUm — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1890. — Téngase  pre- 
sente para  la  reglamentación  de  la  Ley  de  Aduana 
del  año  próximo  venidero. — Hansen. 


El  Cónsul  de  Inglaterra  en  Buenos  Airee,— reclama  al  subdito 
IngMs  Juan  Orland  ingresado  en  el  Ejército  Nacional. 

En  23  de  Junio  de  1890  el  Cónsul  de  S.  M.  Británica  en  esta 
Capital,  se  presentó  al  Ministerio  de  la  Guerra  manifestando  que 
el  subdito  Inglés  Juan  Orland,  según  su  manifestación  había  sido 
obligado  contra  su  voluntad  á  ingresar  en  el  Ejército  Nacional, 
sin  que  mediara  para  ello  contrato  ni  compromiso  alguno  firmado» 
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encontrándose  entonces  en  calidad  de  asístante  del  Coronel  Reinols 
y  siendo  cierto  lo  expuesto  por  dicho  sujeto,  consideraba  conve- 
niente se  le  diera  de  baja. 
Pasado  á  informe  del  Señor  Coronel  Reinols,  éste  afirmó  no  ser 
cierto  lo  expuesto  por  el  Orland,  aduciendo  al  efecto  las  razones 
del  caso,  con  cuyo  motivo  pasó  en  vista  al  Auditor  de  Guerra 
quien  expuso  lo  siguiente: 

Señor  Ministro: 

Corresponde  pase  este  expediente  al  E.  Mayor  Gral. 
para  que  previos  los  informes  y  trámites  respectivos, 
establezca  cómo  y  en  qué  condiciones  ingresó  al 
Ejército  el  individuo  Juan  Orland,  debiendo  comprobarse 
así  mismo  las  afirmaciones  del  Señor  Coronel  Reinols; 
y  fecho,  vuelva  á  esta  Auditoría  para  el  dictamen  que 
corresponda — Buenos  Aires,  Julio  2  de  1890 — D.  N. 
Escalada. 

Pasado  á  informe  del  Estado  Mayor  General,  á  los  efectos  indicados 
por  el  Auditor,  adjuntó  copia  de  la  filiación  del  soldado  dado  de 
alta  en  el  Regimiento  2^  de  Artillería  en  clase  de  voluntario  por 
cuatro  años.  También  se  agregó  al  expediente  una  nota  del  Co- 
ronel Reinols,  donde  da  cuenta  de  haberse  fugado  el  mencionado 
Orland  del  cuartel  del  Batallón  4°  de  Infantería  de  Línea  donde 
se  encontraba  detenido. 

Vuelto  al  Auditor  de  Guerra,  este  funcionario  dictaminó  en  los 
términos  siguientes: 

ExMO.  Señor: 

Por  la  filiación  agregada  se  comprueba,  que  el  subdito 
Inglés  Juan  Orland  entró  al  servicio  délas  armas  vo- 
luntariamente, habiendo  desertado  el  día  9  del  corriente 
mes. 

Corresponde,  por  tanto,  se  haga  saber  así  al  Señor 
Cónsul  Británico,  archivándose  este  expediente — Buenos 
Aires,  Julio   14  de  1890. — D.  N.  Escalada. 
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Resolución — 

Departamento  de  Guerra. 

Buenos    Aires,    Julio  !7  de    1890.— Como  dice  e 
Auditor  de  Guerra  y  archívese. — Levalle. 


y  Sabonrin,— sobre  rescisión  de  su  contrato  ralativo 
á  la  construcción  da  las  Obras  del  puente  sobre  el  Rio 
Batel  (Provincia    de  Ck>rríente8) 

Por  nota  de  fecha  Junio  26  de  1890,  el  Departamento  de  Obras  Públi- 
cas elevó  al  Ministerio  del  Interior,  un  nuevo  proyecto  de  puente 
sobre  el  Rio  Batel  cuyas  modiftcaciones  fueron  aprobadas  por 
decreto  de  fecha  Agosto  23  de  1889,  y  manifiesta  que  los  empre- 
sarios Señores  Auriac  y  Sabourin,  que  tenian  á  su  cargo  la  cons- 
trucción del  primer  proyecto,  se  encuetranen  la  imposibilidad  de 
continuar  los  trabajos  por  motivo  de  haberse  disuelto  la  Sociedad 
y  no  pudiendo  por  otra  parte  obligará  dichos  Señores  á  proseguir 
las  obras  por  haberse  introducido  serias  modificaciones  en  ei 
proyecto  primitivo,  por  lo  tanto  cree  que  ha  llegado  el  caso  de 
rescindir  el  contrato  celebrado,  y  autorizar  al  Departamento  para 
llamar  nuevamente  á  licitación  para  la  terminación  de  los  tra- 
bigos. 

La  Contaduría  General,  en  su  informe  de  fecha  Julioi  22  1890,  ma- 
nifiesta su  conformidad  al  pedido  del  Departamento  de  Obras 
Públicas. 

Pasado  el  asunto  á  dictamen  del  Procurador  del  Tesoro,  este 
funcionario  se  expidió  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

Se  dice  que  los  contratistas  se  encuentran  imposibi- 
litados :  para  continuar  las  obras,  por  haberse  disuelto 
la  Sociedad  que  dichos  Contratistas  tenían  constituida 
Antes  de  resolverse  cosa  alguna,  creo  que  debe  com- 
probarse esa  imposibilidad  que  se  invoca  por  parte  de 
los  contratistas,  á  fin  de  que  la  rescisión  que  parece 
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también  reconocer  por  causa  el  ensanche  de  las  obras, 
no  dé  lugar  á  que  se  entable  contra  el  Gobierno  una 
reclamación  de  perjuicios,  que  en  varios  casos  de  que 
he  tenido  conocimiento  han  sido  muy  gravosos,  y  en 
muchos  desprovistos  de  equidad — ^Agosto  23  de  1890 — 

C.    L.    M ARENCO 

De  acuerdo  con  lo  manifestado  por  el  Señor  Procurador  del  Tesoro 
los  Señores  Auriac  y  Sabourin  presentaron  un  escrito,  declarando 
desistirse  de  todo  derecho  sobre  la  prosecución  de  las  obras  de 
que  se  trata. 

Con  fecha  Julio  1  de  1891,  ei  Ministerio  pidió  al  Departamento, 
manifestara  si  la  obra  de  la  referencia  no  podria  ser  postergada 
en  su  ejecución,  sin  perjudicar  sensiblemente  los  intereses  pú- 
blicos. El  Departamento  de  Ingenieros,  en  su  informe  de  fecha 
Julio  23  de  1891,  indica  la  conveniencia  y  utilidad  de  terminar 
las  obras,  por  cuanto  su  paralización  ocasionarla  serio*?  perjui- 
cios á  la  Nación.  La  Contaduría  General,  con  fecha  Agosto  22 
de  1891,  se  expresa  en  el  mismo  sentido,  pasando  el  expediente 
á  informe  del  Procurador  del  Tesoro  quien  se  expidió  del  modo 
siguiente; 

ExMO.  Señor: 

De  acuerdo  en  un  todo  con  los  anteriores  informes 
del  Departamento  de  Obras  Públicas  y  la  Contaduría 
General,  creo  que  corresponde  proceder  como  ambas 
reparticiones  lo  aconsejan.  Sin  embargo,  dadas  las 
circunstancias  á  que  se  refiere  el  decreto  de  V.  E. 
del  1°  de  Julio  del  corriente  año,  convendría  modifi- 
car el  plano  y  presupuesto  de  ¡as  obras,  reduciéndolas 
á  aquellos  trabajos  indispensables  para  evitar  el  dete- 
rioro del  material  adquirido.  Si  el  proyecto  primitivo 
importaba  56206  $  %  oro  sellado,  y  á  consecuencia 
de  ser  considerado  insuficiente  se  elevó  á  un  poco 
menos  del  doble  de  esta  suma,  es  innegable  que  este 
último  presupuesto  puede  reducirse  considerablemente 
si  sólo  se  atiende  á  la  conservación  de  los  trabajos 
hechos  y  de  los  materiales  adquiridos.  El  Deparamen- 
to de  Obras  Públicas  podría  formular  un  nuevo  proyec- 
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—  sa- 
to bajo  este  plan  y  tal  es  mi  dictamen,  salvo  la  ilus- 
trada opinión  de  V.  E. — Setiembre  11  de    1891 — E. 
García  Mérou. 

Nota— Después  de  producido  el  informe  que  antecede,  el  expe- 
diente fué  devuelto  al  Departamento,  y  las  obras  fueron  sacadas 
nuevamente  á  licitación  pública.  La  tramitación  sucesiva  y  la 
resolución  definitiva  se  hallan  en  otro  expediente  que  se  encuen- 
tra en  el  Ministerio  del    Interior. 


El  Centro  de   reunión  «Club   Americano», — solicita  el  reco- 
nocimiento de  persona  jurídica  que  no  se  le  acordó. 

En  Junio  de  1890  el  Presidente  del  Centro  Social  ''Club  America- 
no" se  presentó  al  Ministerio  del  Interior,  solicitando  la  apro- 
bación de  los  Estatutos  del  mismo,  á  cuyo  efecto  los  acompañaba 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro  quien  se  expidió 
en  estos  términos.* 

ExMO.  Señor: 

Se  trata  de  un  Club  Social,  como  tantos  otros  que 
existen  en  esta  Capital,  á  quienes  se  les  ha  reconocido 
el  carácter  de  persona  jurídica.  Teniendo  éste  tam- 
bién un  fin  útil  para  los  asociados  y  contando  con 
recursos  propios,  creo  que  puede  también  V.  E.  re- 
conocerlo en  aquel  carácter — Estudio,  Junio  1 1  de  1890. 
— C.  L.  Marenco. 

í^asó  igualmente  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción y  este  funcionario  opinó    como  sigue: 

Señor  Ministro: 

Se  pide  la  aprobacióndeestos  Estatutos,  con  el  objeto 
de  formar  un  centro  de  reunión   dice   el  artículo   1®. 

Observaré  con  este  motivo,  que  la  aprobación  de 
V.  E.  recae  sobre  asociaciones  ya  formadas  y  que 
cuentan  con  recursos  propios,  no  en  vía  de  formación 
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y  dependientes  todavía  del  concurso    problemático  de 
asociados  que  pueden  ó   nó  encontrarse. 

Mi  paiecer  es  por  esto  que  no  debe  V.  E.  prestar 
el  asentimiento  que  se  solicita — Junio  23  de  1890-  - 
Eduardo  Costa. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Julio  4  de  1890 — De  acuerdo  con 
lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación,  no  ha  lugar  y  archívese. — JUÁREZ  CELMAN. 

SALusTiAno  J.   Zavalía. 

En  Setiembre  5  de  1892  el  Ministerio  del  Interior  pasó  el  expedien- 
te de  la  referencia  al  de  Justicia  que  acordó  su  archivo. 


«El  Club  Europeen», — solicita  la  aprobación  de  las  reformas 

introducidas  en  sus  Estatutos. 

En  V  de  Julio  de  1890  el  Presidente  de  la  Asociación  "Club  Euro- 
peen'*  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  solicitando  la  apro- 
bación de   los  Estatutos  de    la  misma  que  acompañaba. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro  quien  dictaminó 
como  sigue. 

ExMO.   Señor: 

Los  Clubs  sociales  han  sido  reconocidos  como  per- 
sonas jurídicas.  Se  trata  de  una  institución  de  esta 
clase,  así  es  que  no  encuentro  dificultad  para  que  V. 
E.  provea  de  conformidad  á  lo  solicitado — Estudio, 
Julio  23  de  1890 — C.  L.  Marenco. 

Pasó  igualmente  á  informe  del  Sr.  Procurador  uenerai  de  la  Na- 
ción y  este  funcionario  se  expidió  en  estos  términos. 

ExMO.  Señor: 
Sírvase  V.  E.   disponer  se  acompañe  copia  autori- 
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zada  del  acta  de  la  Asamblea  General,  en  que  fue- 
ron aprobados  los  Estatutos  que  encabezan  este  ex- 
pediente— Buenos  Aires,  Agosto  23  de  1890 — Antonio 
E.  Malaver. 

Conferida  vista  al  interesado   y  evacuada   por  éste  pasó  de  nuevo 
al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  quien  informó  asi. 

ExMO.  Señor; 

El  Club  Europeen  que  trata  de  fundarse  no  cons- 
tituirá una  sociedad  anónima,  puesto  que  sus  fínes  no 
son  comerciales  sino  puramente  sociales. 

La  aprobación  que  se  solicita  de  V.  E,  para  los  Es- 
tatutos que  se  acompañan,  tiene  pues,  por  objeto  con- 
vertir á  esa  Asociación  en  una  persona  jurídica  de 
confomidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo.  45  del  Có- 
digo Civil. 

Pero  es  condición  necesaria  de  toda  persona  jurí- 
d  ca  por  el  artículo  33  del  mismo  Código  qtu  fosean 
patrimonio  propio^  y  se  comprende  la  necesidad  de 
esta  prescripción  legal  una  vez  que  la  persona  jurí- 
dica es  enteramente  distinta  de  los  miembros  que  la 
forman  (artículo  39  siguiente)  y  ninguno  de  estos  es 
responsable  para  con  los  terceros  de  las  obligaciones 
contraidas  por  aquella. 

La  ley  no  ha  fijado  cuál  haya  de  ser  el  patrimonio 
de  las  personas  jurídicas,  lo  que  equivale  á  dejar  su 
determinación  t\  prudente  arbitrio  de  V.  E.  según 
los  casos. 

Los  Estatutos  presentados  sólo  proveen  á  la  forma- 
ción del  capital  ó  patrimonio  de  la  sociedad  con  la  cuo- 
ta mensual  de  cinco  pesos  que  deben  pagar  los  socios 
y  la  de  ingreso  de  cien  pesos  moneda  nacional;  y  aun 
cuando  la  instalación  del  Club  queda  á  cargo  del  Sr. 
Coste,  según  la  disposición  del  artículo  4^  del  acta 
acompañada,  tales  gastos  deben  serles  afianzados.  Para 
que  ¡a  persona  jurídica  pueda  prestar  tal  fianza  se  re- 
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quiere  que  posea  patrimonio  propio;  b  que  no  reailte 
con  la  extensión  suñdente  de  tas  cuotas  que  deben 
pagar  los  socios  por  ingreso,  á  juzgar  por  el  número 
de  firmas  que  suscriben  el  acta  mencionada. 

Aunque  V.  K  como  lo  dice  el  Sn  Procurador  del 
Tesoro  ha  reconocido  sin  dificultad  á  los  Clubs  socia- 
les como  personas  jurídicas,  no  creo  pueda  hacerlo  con 
el  "Europeen"  una  vez  que  carece  de  patrimonio  pro- 
pio suficiente  á  los  fines  de  su  institución  y  con  el 
cual  solamente  podría  V.  £.  excusar  la  responsabilidad 
personal  de  los  sodDS  por  las  obl^adoiones  que  con- 
traigan. 

Mientras  ese  patrinicaiio  no  exista  con  una  impor- 
tancia relativa  bastante,  la  respoosafaüidad  personal  de 
ios  asociados  debe  mantenerse  como  la  única  y  ver- 
dadera garantía  para  los  terceros  que  con  ellos  contraten. 

Creo  en  consecuencia  que  V.  E.  no  debe  erigir  en 
persona  jurídica  al  "Club  Eiiropeen''  que  trata  de  fun- 
darse, y  que  mientras  le  falte  d  patrimonio  que  la  ley 
exige,  debe  mantenerse  en  las  condiciones  de  una  so- 
ciedad privada,  pesando  sobre  sus  miembros  las  obli- 
gaciones que  contraigan — ^Buenos  Aires,  Setiembre  18 
de  188G — ^Antonio  E.  Mauwver. 

Habiendo  presentado  el  Presidente  del  referido  Club  un  acta  ori- 
ginal por  la  que  resulta  que  U  asociación  se  habia  modificado, 
reformado  los  Estatutos  y  dotándola  de  patrimonio  propio,  según 
constaba  más  por  «x4ieneo  de  otros  documentos  que  adjtiixtaha, 
pasó  con  el  expediente  práiitivo  ai  9r  Procurador  Ommrtá  de  la 
Nación  quien  emitió  el  informe  que  sigue. 

Exmo.  Señor: 

A  estar  á  ios  términos  del  acta  de  la  sesióa  de 
tos  socios  dei  ""Club  Eunopeen"  de  15  dd  ppda 
SetieBd)re,  el  patrimonio  de  que  ha  sido  dotada  la 
sociedad  consiste  propiamente  en  un  préstamo  de 
25000  pesos  m/n    pagadiero  parte  al  suscribirlo  y  el 


-.ar- 
resto á  plazos   cortos,    que  le  hacen  los  socios;    que 
ganará  un  interés  de  12  %  anual  y  que  será  amor- 
tizado por  sorteo  pagándose  mensualmente  diez  accio- 
nes íntegras  de  cien  pesos  cada  una. 

Para  ei  servicio  de  la  amortización  de  dicho  prés- 
tama  se  destina  el  producto  líquido  de  las  entradas 
de  las  socios  etc,  que  produzca  el  Club  después  de 
haber  sati^cho  el  importe  de  sus  gastos  ordinarios 
para  manteoimiento  del  mismo  y  si  á  los  tres  meses 
de  pagado  el  importe  de  las  acciones,  la  Comisión 
Directiva  juzgase  que  las  entradas  del  Ckib  no  res- 
pondían para  la  amortización  de  las  acciones,  los 
presentes  que  desde  ya  quedan  compremetidos  á  sus- 
cribir el  total  de  ellas,  renunciarán  á  beneficio  del 
Quby  con  d  interés  de  que  éste  subsista  con  un 
capitiU  propio,  ta  primera  y  s^unda  cuota  de  la  sus- 
crición'\  Estas  2  cuotas  de  20  y  30  %  formarán 
12500  pesos  moneda  nacional,  ó  sea  la  mitad  del 
capital  suscrita 

Como  V.  E.  lo  vé,  el  capital  del  Club  puede  quedar 
reducido  á  esta  última  suma  y  si  creyera  que  tal 
patrimonio  es  suficiente  á  los  objetos  requeridos  por 
la  Ley  y  á  los  determinados  en  el  Art.  1«  de  los 
Estatutos  presentados,  podría  prestar  á  éstos  su  apro- 
bación, declarando  que  por  el  hecho,  se  entiende 
renunciada  desde  ya  por  los  accionistas  en  favor  del 
Club,  la  mitad  del  oa(>ital  que  han  suscrito,  pues  si 
ha  de  serles  pagado  con  Ifis  entradas  del  Club,  este 
carecería  de  patrimonio  propio  hasta  el  dia  en  que 
su  deuda  se  encuentre  totalmente  cancelada;  y  cuando 
la  hubiera  pagado  totalmente  empezaría  recien  á  for- 
marlo— Buenos  Aires,  Octubre  1°  de  1&90 — Antonio 
E.  Malaver. 

Dada  vista  al  ititeresadü  y  colocados  los  socios  en  hs  condiciones 
i«<l«erídas  por  el  Sr.  Proourador  General  de  la  Nación,  dictóse 
la  siguiente. 


—  98  — 


Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Octubre  6  de  1890 — Visto  lo  dic- 
taminado por  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación, 
y  atento  á  que  según  lo  manifestado  en  el  escrito 
que  precede,  el  capital  con  que  se  constituye  el  Club 
Europeen  es  de  veinticinco  mil  pesos  moneda  nacional. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Reconócese  en  su  carácter  de  pereona  ju- 
rídica al  Centro  Social  "Club  Europeen"  siendo  en- 
tendido que  en  su  local  queda  prohibido  todo  juego 
reputado  de  azar. 

Art.  2®  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
Estatutos;  publíquese  é  insértese  en  el  Registro  Na- 
cional— PELLEGRINI — Julio  A.  Roca. 

En  4  de  Julio  de  1892,  el  Ministerio  del  Interior  pasó  el  expe- 
diente de  la  referencia  al  de  Justicia  y  en  Diciembre  17  del 
mismo  año  el  Presidente  de  la  referida  Sociedad  acudió  al 
Ministerio  de  Justicia,  solicitando  la  aprobación  de  las  modifi- 
caciones introducidas  en  los  Estatutos  del  mismo,  asi  como  el 
cambio  de  denominación  por  la  de  ""Circulo  InternacionHl",  á 
cuyo  efecto  acompañaba  los    documentos   pertinentes  al  caso. 

Agregado  el  expediente  principal  pasó  á  informe  del  Sr.  Procu- 
rador General  de  la  Nación  y  lo  emitió  según  sigue. 

ExMO.  Señor: 

Las  reformas  de  los  Art®.  1  y  2  de  los  Estatutos 
de  la  Sociedad  "Círculo  Internacionar'  son  de  escasa 
importancia  y  nada  puede  obstar  á  su  aprobación, 
una  vez  que  fueron  considerados  y  votados  por  la 
Asamblea  de  Socios,    convocada  al  efecto,  según   las 
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actas    de  í^.  25,  48  y  49— Enero  9  de  1893— Sabi- 

NIANO    KlER. 


Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Enero  26  de  1893 — Teniendo  en 
cuenta  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General 
de  la  Nación  á  f*.  59,  y  vistas  las  actas  cuyos  testi- 
monios auténticos  se  registran  á  fojas  60,  61,  63  y 
65  de  este  expediente. 

El  Presidente  de  la    República — 

decreta: 

Art.  1^  Apruébanse  las  reformas  introducidas  en 
los  Estatutos  de  la  Sociedad  "Club  Europeen"  por  la 
Asamblea  de  Socios  celebrada  con  fecha  4  de  Octu- 
bre de   1892. 

Art.  2°  Previa  reposición  de  sellos,  legalícese  por 
Secretaría  la  copia  que  se  permitirá  tomar  de  las 
constancias  de  este  expediente;  comuniqúese  publíquese 
é  insértese  en  el  Registro  Nacional — SAENZ  PEÑA 
— C.   L.  DE  LA   Torre. 


La  C«ompaftia  «London  and  Lancashire  Fire  Insurance  Com- 
pany»,— solicita  el  reconocimiento  de  persona  jurídica. 

En  Julio  3  de  1890,  el  Gerente  de  la  Compañía  ^The  London  and 
Lancashire  Fire  Insurance  Company"  se  presentó  al  Ministerio 
del  Interior  solicitando  la  aprobación  de  los  Estatutos  que  acom- 
pañaba con  su  traducción  referentes  á  la  misma  Sociedad. 

Pasó  i  informe  del  Señor  Procurador  del  Tesoro,  quien  se  expi- 
dió en  estos  términos: 
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ExMO.  Señor: 

Esta  Sociedad  tiene  una  existencia  legal  en  Ingla- 
terra, disponiéndose  en  el  Código  Civil  (art  34)  que 
las  asociaciones  existentes  en  países  extranjeros  son 
personas  jurídicas,  no  encuentro  dificultad  para  que 
V.  E.  la  reconozca  en  tal  carácter. — Estudio,  Julio 
16  de  1890,— C.  L.  Marenco. 

Pa«ó  iírualmente  á  informe  del   Señor   Productor   General    de   la 
Nación  y  este  funcionario  dictaminó  como  siirue: 

Señor  Ministro: 

Los  Estatutos  de  esta  Compañía  no  difieren  sus- 
tancialmente  de  los  que  rigen  con  el  asentimiento  de 
V.  E.  en  muchas  otras  de  igual  naturaleza  establecidas 
entre  nosotros. 

Y  puesto  que  la  misma  Compañía  constituye  su 
domicilio  legal  en  la  República,  para  la  ejecución  y 
cumplimiento  de  los  derechos  y  obligaciones  que  en 
ella  hubieren  de  cumplirse  y  ejecutarse,  estoy  de 
acuerdo  con  el  Señor  Procurador  del  Tesoro  en  que 
nada  obsta  á  que  V.  E.  preste  la  aprobación  que  se 
solicita. — Julio  25  de  1890. — Eduardo  Costa. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1890. — Atento  lo  dic- 
taminado por  el  Señor  Procurador  del  Tesoro  y  el 
de  la  Nación, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.   1°  Reconócese    en  el  carácter  de  persona  ju- 
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rídica  á  la  Compañía  de  Seguros  "The  London  and 
Lancashire  Fire  Insurance  Company''  constituida  en 
Londres  con  un  capital  de  un  millón  de  libras  ester- 
linas dividido  en  cuarenta  mil  acciones  de  á  veinti- 
cinco libras  cada  una. 

Art.  2^  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
Estatutos,  publíquese  é  insértese  en  el  Registro  Na- 
cional.— PELLEGRINI. — Julio  A.  Roca. 

En  Septiembre  13  de  1892,  el  Ministerio  del  Interior  pasó  el   ex- 
pediente de  la  referencia  al  de  Justicia,  que  acordó  su  archivo 
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D.  Eulogio  Zemborain,— solicita  su  jubilación  que  le  fué  dene- 
gada, con  el  sueldo  que  últimamente  gozaba  como.  Oficial 
de  Justicia. 


En  Julio  30  de  1890,  D.  Eulogio  G.  Zemboraiii  se  presentó  al  Mi- 
nisterio del  Interior  solicitando  su  jubilación  con  sueldo  íntegro 
por  tener  prestados  40  años  de  servicios  no  interrumpidos  en 
varios  cargos  que  enumeraba  en  su  solicitud. 

Pasó  á  informe  de  la  Contaduría  üeneral  y  esta  repartición  se  ex- 
pidió manifestando;  que  debía  pasar  el  expediente  á  las  diversas 
reparticiones  en  que  el  recurrente  prestó  sus  servicios  á  fin  de 
que  dictaminasen,  y  que  debía  acreditar  su  ciudadanía  argentina. 

Corridos  los  trámites  del  caso  y  justificádose  por  medio  de  las 
constancias  del  expediente  un  número  de  años  de  servicios  que 
no  eran  los  manifestados  por  el  recurrente,  y  justificádose  al 
propio  tiempo  por  el  Departamento  Nacional  de  Higiene  que,  el 
Zemboraín,  previo  reconocimiento,  que  no  se  encontraba  inhabi- 
litado físicamente  para  el  desempeño  de  las  funciones  de  su  em- 
pleo, pasó  nuevamente  á  informe  de  la  Contaduría  General,  la 
que  opinó  en  el  sentido  de  que  no  teniendo  el  recurrente  más 
que  30  años  y  3  meses  de  servicios,  no  se  hallaba  comprendido 
en  el  artículo  2*»,  inciso  2**  de  la  Ley  de  Jubilaciones,  y  por  tan- 
to no  debía  hacerse  lugar  á  la  jubilación. 

Después  de  diversas  actuaciones  encaminadas  al  esclarecimiento  de 
los  hechos,  pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  y  este 
funcionario  se  expidió  en  estos  términos: 


•   •     • 
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bnj 

.        ExMO.  Señor: 

Para  informar  convenientemente  en  este  asunto,  ne- 
wlsibb  que  V.  E.  pida  por  intermedio  de  la  repartición 
■cpié  corresponda,  se  agregue  un  dictamen  del  Sr.  Pro- 
curador General  de  la  Nación  en  el  expediente  del  Sr. 
p.  Julip  Nuñez,  según  creo,  en  que  dicho  funcionario 
'^f[}¡J^'^^  ',í^ji.  opinión  sobre  la  interpretación  de  la  Ley  de 
Jubilaciones,  en  lo  referente  á  la  forma  en  que  debe 
hacerse  el  cómputo  de  los  servicios  prestados  á  las 
;''PraMÍnci^3,.5)pirHÓfi-que  el  Poder  Ejecutivo  ha  aceptado 
"•y-"q^e-Vlécídc/el\puoío  en  cuestión,  contra  las  opiniones 
4n»fi&tftéüjfi%)  anteriormente  por  la  Contaduría  y  el  in- 
&MKripteíya-iBwenos  Aires,  Octubre  14  de  1892. — E. 
García  Mérou. 

Agregado  el  expediente  de  la  referencia  que  radicaba  en  el  Minis 
-jiteifiO((lel');I<n^ri(%r,.  y  corridos  por  este  Departamento  los  trámites 
ri  r  jd0lítcat^d^)!l]0.só)alQ(tiauevo  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Teso- 
ii4ro>í.(}|ii0ní*io}emi<bió  asi  : 

;^[  flf  ^y^'^i^'u^^wM  consideraciones  del  dictamen  del 
c^Sp.^ífíjGHfUraffpPofijepiwal  de  la  Nación  de  20  deSetiem- 
ihT&>.^r¿aiíi&Gi.  pasado^fcomo  lo  hizo  la  anterior  adminis- 
ítr^oi6níí^d6ber{íri''reo<9ttocerse  los  certificados  á  que  se 
'M^e' "^''m^Méñ^íémforme  de  la  Contaduría  General, 
xí^?a9W^9nkt<mf^  q^e  solicita  el  recurrente  en 
^\g§  MflWft?  iqq#.n4>Pt^aoíeparticion  aconseja.— Buenos 
(Airesy|íNoviieHibiie^-24!  de>ili892. — E.  García  Mérou. 

No  se  consignan  los  i.i^foivnedriBlIft  se  mencionan  en  el  anterior 
oí.  tefiWi«^o'íWiToí^lPfir,^»fí#fffl«l)trt>)^'  expediente  de  D.  Julio  Nuaez 
6í>4Í7>M9Áí^iftí(i<iíiín4?iW?^a^f^s^M^  la  relación  presente. 
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Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Febrero  17  de  1893. 

Considerando  : 

Que  aun  supuestos  comprobados  los  servicios,  que 
alega  el  recurrente  haber  prestado  en  clase  de  merito- 
rio, desde  el  año  1865  á  1872  en  el  Departamento  de 
Policía  de  esta  ciudad,  Capital  á  la  sazón  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  no  pueden  serle  computados 
á  los  efectos  de  la  jubilación  que  solicita,  por  cuanto 
el  artículo  19  de  la  ley  de  la  materia,  á  que  pretende 
acogerse,  expresamente  declara  que  "  No  se  computarán 
para  la  jubilación  los  servicios  que  se  hubiesen  pres- 
tado en  el  desempeño  de  comisiones,  ó  como  emplea- 
dos á  mérito,  ó  como  supernumerarios". 

Que  tampoco  pueden  serle  computados  los  que  resul- 
ta haber  prestado,  como  Escribiente  y  Oficial  Auxiliar 
del  mismo  Departamento,  durante  los  años  corridos  des- 
de el  16  de  Octubre  de  1872  hasta  el  20  de  Febrero 
de  1879,  por  la  doble  razón  deque,  declarado  cesante 
en  esta  última  fecha,  no  fué  incorporado  de  nuevo  al 
servicio  público  sino  en  1886,  ó  sea  después  de  un 
intervalo  de  6  años,  próximamente,  mediando  así  en- 
tre un  servicio  y  otro,  una  interrupción  de  tiempo  mayor 
de  lo  que  determina  el  artículo  6  de  la  ley  citada  y, 
porque  siendo  ellos  de  carácter  permanente  provincial 
y  habiendo  el  recurrente  ingresado  al  servicio  en  la 
Capital,  fuera  de  las  épocas  que  determina  el  artículo 
7^  de  dicha  ley,  resulta  manifiestamente  no  hallarse 
dentro  de  las  condiciones  que  ésta  requiere  para  poder 
acogerse  á  sus  beneficios; 

Que  los  servicios  prestados  de  1886  adelante  alcan- 
zaron sólo  á  cuatro  años,  y  el  Departamento  de  Higiene 
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ha  informado  además  que  el  peticionante  no  ha  ado- 
lecido de  enfermedad  que  lo  inhabilitara  para  el  des- 
empeño de  las  funciones  de  su  empleo,  que  resulta 
haber  renunciado  tres  años  há  próximamente,  incurrien- 
do en  el  caso  previsto  por  el  artículo  15,  inciso  S^  de 
la  ley  de  la  materia; 
Por  estos  fundamentos, 

• 

SE  resuelve: 

• 

1°  No  hacer  lugar  á  la  jubilación  solicitada  por  D. 
Eulogio  Zemborain. 

2°  Devuélvase  al  Ministerio  del  Interior  el  expediente 
agregado,  relativo  á  la  jubilación  de  D.  Julio  Nuñez; 
comuniqúese  á  quienes  corresponde,  reponiéndose  los 
sellos  y  dése  al  Registro  Nacional. — SAENZ  PEÑA. — 
C.  S.  DE  LA  Torre. 


El  Capitán  de  Infantería  Juan  M.  Espora, —solicita  permi- 
so para  aceptar  el  empleo  de  Sargento  Mayor  en  la  Re- 
pública del  Perú. 

En  Julio  10  de  1890,  el  Capitán  de  Infantería  en  el  Batallón  de  In- 
írenieros  D.  Juan  M.  Espora,  se  presentó  al  Ministerio  de  la  Gue- 
rra manifestando  que,  habiendo  sido  honrado  por  el  Superior 
Gobierno  del  Perú  con  el  empleo  de  Sargento  Mayor  efectivo  de 
Infantería  de  Línea  de  aquel  E^jército,  solicitaba  la  venia  respec- 
tiva para    aceptar  dicho  empleo. 

Pasado  á  informe  del  Auditor  de  Guerra,  este  funcionario  se  ex- 
pidió como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

El  Capitán  Espora  solicita  del  P.  E.  la  venia  para 
aceptar  el  empleo  de  Sargento  Mayor  del  Ejército  de 
la  República  del  Perú,  con  que  ha  sido  agraciado  por 
el  Gobierno  de  aquel  País. 


—  JOB  — 

Este  Oficial  ha  debido  solicitar  la  venia  respectiva 
con  arreglo  á  las  ordenanzas,  pero  sólb  para  ocurrir 
al  H.  Congreso,  que  es  el  único  poder  que  puede  con- 
ceder como  lo  prescribe  el  Art.  8^  de  la  Ley  de  Ciu- 
dadanía, el  permiso  para  aceptar  empleos  ú  honores  de 
G obiernos    extrangeros : 

Por  lo  tanto,  puede  V.  E.  conceder  la  venia  para 
que  ocurra  al  H.  Congreso  en  demanda  del  permiso 
que  solicita. — Buenos  Aires,  Agosto  14  de  1890. — 
D.   M.  Escalada. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra. 

Buenos  Aires,  Agosto  19  de  1890. — Con  lo  dicta- 
minado por  el  Auditor  de  Guerra,  devuélvase  al  inte- 
resado.— Levalle. 


Sobre  la  Cíomisión   Penitenciaria  Internacional,  permanente 

en    San    Petersburgo. 

El  Sr.  Delegado  Argentino,  al  Congreso  Penitenciario  de  San  Peters- 
burgo D.  Eduardo  Ibarbalz  con  fecha  18  de  Julio  de  1890  comuni- 
có al  Ministerio  de  R.  Exteriores  la  invitación  que  había  recibido 
para  que  la  República  Argentina  se  hiciera  representar  en  la 
Comisión  Penitenciaria  Internacional  Permanente. 

Pasado  el  asunto  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  se  expi- 
dió así: 

ExMO.  Señor: 

Hemos  construido  en  esta  Capital  una  Cárcel  Pe- 
nitenciaría; pero  no  hemos  implantado  aun  en  ella 
un  sistema  penitenciario  regular,  que  al  mismo  tiempo 
que  lleve  en  sí  la  pena  para  los  delincuentes,  mejore 
su  condición,  de  suerte  que  en  lo  posible  los  convierta 
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en  miembros  fútiles,  ó  por  lo  menos  inofensivos,  para 
la  sociedad. 

Las  cuestiones  que  se  refieren  á  los  sistemas  pe- 
nitenciarios son  todavía  materia  de  estudios  y  se  trata 
en  los  Congresos  Penitenciarios  Internacionales. 

Para  preparar  la  reunión  de  futuros  congresos  se 
ha  creado  una  Comisión  Penitenciaria  Permanente;  y 
el  delegado  de  la  República,  Sr.  Ibarbalz  ha  sido  in- 
vitado por  el  Sr.  Presidente  de  dicha  Comisión  Pe- 
nitenciaria á  adherirse  á  ella;  creyendo  por  su  parte 
que  sería  conveniente  y  equitativo  que  V.  E.  tomara 
participación  en  sus  trabajos  por  medio  de  los  dele- 
gados ó  representantes  que  nombrara,  y  contribuyera 
á  sus  gastos  con  la  cuota  anual  con  que  deben  con- 
tribuir los  Estados  adherentes,  que  será  á  razón  de 
veinte  francos  mínimum  ó  cincuenta  máximo  por  mi- 
llón de  habitantes. 

Ningún  inconveniente  encuentro  en  que  se  le  con- 
teste poniendo  á  su  disposición  dicha  pequeña  suma 
de  dinero,  y  autorizándolo  para  que  la  entregue  á 
los  fines  expresados,  en  vista  del  interés  internacional 
que  debe  favorecer. — Setiembre  20  de  1890. — Anto- 
nio E.  Malaver. 

Devuelto  con    la    nota  acordada   al   Departamento    de   Relaciones 
Exteriores,  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1890.  —Vista  la  pre- 
cedente nota  del  Sr.  D.  Eduardo  Ibarbalz,  Delegado 
que  fué  del  Gobierno  en  el  Congreso  Penitenciario 
Internacional  últimamente  celebrado  en  San  Peters- 
burgo,  trasmitiendo  la  invitación  que  se  le  ha  dirijido 
á  fin  de  que  la  República  se  haga  representar  en  la 
Comisión  Penitenciaria  Internacional  Permanente,  ins- 


L 
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tituida  con  el  objeto  de  preparar  la  reunión  de  los 
futuros  congresos  que  se  ocuparán  de  tan  interesantes 
materias,  y  teniendo  presente  el  dictamen  del  Señor 
Procurador  General  y  lo  manifestado  por  el  Ministe- 
rio de  Justicia,  Culto  é  Instrucción  Pública, 

El  Presidente  de  la  República — 


Art.  1"  Nómbrase  Representante  del  GobkjJVQr'nírn, 
la  referida  Comisión  Penitenciaria  itiijternacjpnal' Termíir 
nente,  al  Primer  Secretari(¡),ytie,]a  ,IJc^íjpjj^n^|¿lQ  ^^i'.fRfiT, 
pública  en  Austria  Hungría,"' Ü!"  Eíduáráo  Ib.^r^atz.,  ^^ 

Art.  2o.^-¡^ÍnjjÍ5riQ!.^, Relacionas  Exierióiíes  di- 
Yí?r4-|,W]J?lpo^^nida4-,p 'flj'ffió  Representante  los  (íár^- 
ti^^eftrr:ÍHfn  I'«irfíoiííepública    dy-ba    cuntnbuíf.^^^^j 

.Bito^3egC^i^BtqH?^;^iRM^'^'^^'^  ..^.5e''9SPo¥a,,  pu- 
bjiflpesf^  XT^s.e_.^gpgi^ír^  XaaioiipJ.— p,^>l^^,9^)f5ip. 
— Eduardo  Costa. 


El  F.  G.  Bnenos  Aires  y  Rosario,— soU»(í^<iBaiaÉ(iiÚb  de  sus 
tarifas 

-no..)  ob  r.nioñO  ni    O    .-^'t   íí  r.jí-u/linGrfi  oi  orrioo  i2 

(Sin  í^¿a&'Í§'^liS=feYS9trya"'ílíkeSkrJ.PW'SHÍTÍ9te.^&¿íí'll*J 
31BaelUia'alfr6¿yPftíiiriot)h»(trtDdo(>re9éjitCSueni)ai^ev¡Vir-il;9q 

por  eiMitft  s/'bre  el  .preciOrífpl  orodeBUStarirasen  reíacidn  á  líe 
-m^%MiV:^m,ñM.  »  WM.  ".-¡nolur,  r.f  .o™ 
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ExMO.    Señor: 

No  creo  que  la  mente  de  V.  E.  al  dictar  el  decre- 
to de  30  de  Diciembre  pasado,  fuera  establecer  una 
escala  de  aumentos  para  las  tarifas  del  Ferro-Carril 
de  Buenos  Aires  y  Rosario  y  participo  en  un  todo  de 
las  opiniones  manifestadas  en  el  informe  de  Contaduría. 

La  depreciación  del  papel  moneda  es  un  mal  ge- 
neral que  afecta  á  todo  el  país  y  sólo  en  muy  de- 
terminadas circunstancias  puede  accederse  á  estos  au- 
mentos de  tarifas  que  significan  al  fin  un  recargo  al 
pueblo  contribuyente  en  beneficio  de  las  compañías 
explotadoras. 

En  dos  ocasiones  ha  obtenido  este  Ferro-Carril  au- 
mento de  sus  tarifas,  de  un  15  ®  o  en  Octubre  de 
1889  y  de  un  60   ^  o  en   Diciembre  del  mismo  año. 

Con  tales  antecedentes,  opino  como  la  Contaduría 
que  V.  E.  no  debe  hacer  lugar  á  lo  que  se  solicita. 
— Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1890. — José  M*  Can- 

TILO. 

Oído  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  dio  el  si<?uient^  dic- 
tamen: 

ExMO.  Señor: 

Si  como  lo  manifiesta  á  fs.  6  la  Oficina  de  Con- 
tabilidad y  Central  de  Ferro-Carriles  Nacionales,  la 
Empresa  del  Buenos  Aires  al  Rosario  fué  autorizada 
por  V.  E.  en  23  de  Octubre  de  1889  á  elevar  sus 
tarifas  en  un  30  °  o,  siendo  el  precio  del  oro  de  161 
á  180:  si  habiendo  subido  más  tarde  dicho  precio  del 
oro,  la  autorizó  también  en  30  de  Diciembre  del  mis- 
mo año  89,  á  elevar  dichas  tarifas  en  un  60  °  'o  pa- 
rece desde  luego  natural  y  equitativo  que  cuando  el 
precio  del  oro  sea  elevado  hasta  el  300,  se  eleven 
igualmente  las  tarifas  proporcionalmente.  La  misma  ra- 
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zón  que  aconsejó  los  aumentos  anteriores,  autorizaría 
el  que  nuevamente  se  propone. 

Si  la  escala  que  se  indica  en  el  escrito  de  fs.  1, 
es,  ó  nó,  la  que  corresponde  en  relación  con  los  au- 
mentos anteriores  autorizados,  no  me  toca  apreciarlo: 
pero  si  en  realidad  fuera  la  que  correspondiese,  no 
veo  inconveniente  en  que  sea  aprobada  por  V.  E. 

Es  desde  luego  justo,  que  cuando  suben  los  artí- 
culos y  el  precio  del  trabajo  de  que  indispensablemente 
necesita  una  Empresa  de  transportes,  suba  en  propor- 
ción los  precios  de  los  pasajes  y  de  la  conducción  de 
las  mercaderías. 

Al  aprobar  esa  escala  de  precios,  V.  E,  lejos  de  ha- 
cer una  delegación  de  facultades  en  favor  de  la  Em- 
presa, pondría  en  ejercicio  las  que  la  ley  le  acuerda 
prestando  su  asentimiento  á  la  progresiva  elevación 
ó  disminución  de  las  tarifas  con  arreglo  á  la  base  ra- 
zonable del  mayor  ó  menor  valor  de  nuestra  mone- 
da de  curso  legal. 

Al  autorizar  la  elevación  de  las  tarifas,  V.  E.  debe- 
ría declarar,  en  mi  opinión,  que  ellas  serían  disminui- 
das en  la  misma  proporción,  así  que  tuviera  una  ma- 
yor apreciación  nuestra  moneda  de  curso  legal. 

Y  para  la  completa  seguridad  de  que  no  se  manten- 
dría una  tarifa  más  alta  de  la  que  en  justicia  corres- 
pondiera; V.  E.  podría  disponer  que  la  Empresa  le  hi- 
ciera saber  toda  alteración  que  en  más  ó  en  menos 
introdujera  en  sus  tarifas  con  sujeción  de  la  vigilancia 
que  á  este  respecto  debiera  recomendarse  á  la  Oficina 
encargada  de  la  inspección  de  los  Ferro-Carriles." — 
Buenos    Aires,  Diciembre  18    de  1890, — Antonio  E. 

Malaver. 

« 

Dictándose  en  consecuencia  la  siguiente: 


Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Enero  16  de  1891 — Visto  lo  solicita- 
do por  la  Empresa  det  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires 
y  Rosario  sobre  modificación  de  las  tarifas  vigentes,  á 
causa  del  alza  en  el  precio  del  oro,  lo  informado  por 
el  Departamento  de  Obras  Públicas,  la  Dirección  de 
Ferro-Carriles  y  la  Contaduría  General,  lo  dictamina- 
do por  el  Procurador  General  de  la  Nación  y  conside- 
rando que  es  razonable  que  el  aumento  de  esas  tari- 
fas guarde  una  relación  equitativa  con  el  precio  ac- 
tual del  oro, 

Rl  Presidente  de  la  República — 


Art.  l^"  Queda  facultada  la  Empresa  del  Ferro  Ca- 
rril de  Buenos  Aires  y  Rosario  para  fijar  el  aurtífento 
de  sus  tarifas  con  relación  al  precio  del -or?f,''^h'^ai'fé- 
glo  á  la   escala  siguiente:  h^'^  ^^naim  bI  na  «jsb 


jLiorri  isiJeyun  noioj3iD9"!qR  lov 
á  360— aumento  en  la  tarifa  normal  70  '/• 

.á8liíáTO0bíiDíTü;j,32  JíJolqmoo  6i  jtijíqSW'/. 


Precio  (le!  oro:  241  á  360— aumento  en  la  tarifa  normal  , 


^ori^fif' 9ad'á'^(í-'(vdnic}  punios  1^  qfle  'Mafcá-'^M, 


ommfr 

pUf*,  .«in^ji.^'Jiuu,  jjuc   yuaiiuu    uajaac    ti    ui  t-^íiO    Cler'Oro,    Se 

nara.  Wcepaja  propórcipnaTen  ms^' mi^fas  ajinentaa& 

■^Art:'2í-La^'l.,,  AW\Mm%\ 

cumplimiento  de  este  decreto;  y  cuidará  que'1os''i;6rn- 
bios  en  tas  tarifas  (^ue'jSeü^feDiúeBuenM.rflaéBdoidftjíjlQS 
aumentos  autorizados,  Se  anuncien  al  público  con  la 
conveniente  anticipación. 


—  111  - 

Art.  S^  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional.— PELLEGRINL— Julio  A.  Roca. 


La  Legación  de  Francia,— sóbrela  extradición  de  los  indivi- 
duos Campisi,  Maggio  y  Diperi,  acusados  de  heridas  y  robo. 

Mediante  los  documentos  que  remitía,  la  Legación  de  Francia  con 
fecha  2  de  Agosto  de  1890  solicitó,  á  título  de  reciprocidad,  la 
extradición  de  los  individuos  Campisi,  Ma^gio  y  Diperi. 

El  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  teniendo  presente  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  652  del  Código  de  procedimientos  en  lo 
Criminal,  pasó  dicho  pedido  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  Gene 
ral.  Este  se  expidió  así: 

ExMO.  Señor: 

S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Francia  solicita  de  V.  E. 
la  extradición  de  Felipe  Campisi,  Salvador  Maggio  y 
Francisco  Diperi,  existentes  en  esta  Capital  y  proce- 
sados por  el  Señor  Juez  de  Instrucción  de  Alger  por 
los  delitos  de  heridas  y  robo  perpetrados  en  la  persona 
de  los  hermanos  Tabel;  pidiendo  igualmente  la  busca 
y  embargo  de  los  valores  robados  que  estén  en  su 
poder,  á  cuyos  ñnes  formula  ambas  peticiones  á  título 
de  reciprocidad;  acompaña  tres  mandatos  de  prisión  de 
dichos  procesados,  expedidos  por  el  mencionado  Juez 
de  Alger  y  la  relación  de  los  valores  robados;  y  ofrece 
presentar  una  carta  rogatoria  de  su  Gobierno  á  efecto 
de  regularizar  el  secuestro  que  solicita. 

Sin  duda  porque  no  existe  entre  nuestra  República 
y  la  francesa  tratado  alguno  para  la  extradición  de 
criminales  ó  procesados,  no  lo  menciona  el  Señor  Mi- 
nistro francés;  y  sin  duda  por  la  misma  razón,. y/ifgo 
niendo  presente  V.  E.  lo  dispuesto  en  eliiMtí^^^^. 
del  Código  de  Procedimientob  e^ Jl9i^íntó0airiS«íaft^ 
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vido  V.  E.  pasarme  en  consulta  las  referidas  peticiones 
con  los  documentos  que  las  acompañan. 

Partiendo  de  esta  base,  esto  es,  de  la  falta  de  un 
tratado,  la  extradición  sólo  puede  ser  otorgada  por  la 
via  diplomática  con  arreglo  al  procedimiento  y  condi- 
ciones establecidas  en  el  citado  Código  (art.  648). 

Son  requisitos  según  los  términos  del  Art.  65 1  y  si- 
guientes, que  con  la  comunicación  en  que  se  solicita 
la  extradición  se  acompañe  testimonio  del  auto  que 
la  decreta  y  además  los  siguientes  documentos: — 1° 
Mandato  de  prisión  expedido  por  tribunal  competente 
con  la  designación  exacta  y  la  fecha  del  Crimen  ó  de- 
lito que  la  motivare. — 2®  Todos  los  datos  y  anteceden- 
tes necesarios  para  justificar  la  identidad  de  las  perso- 
nas requeridas. — 3^  Copia  autenticada  de  las  disposi- 
ciones legales  aplicables  al  hecho  acusado,  según  la 
legislación  respectiva. 

Con  excepción  del  testimonio  del  auto  judicial  que 
haya  decretado  se  solicita  de  V.  E.  la  extradición  de 
los  procesados  antes  nombrados,  hallo  cumplidos  los 
demás  requisitos  exigidos  por  nuestro  Código  con  los 
documentos  presentados  por  el  Señor  Ministro  de 
Francia. 

Se  acompañan  en  efecto  originales  los  tres  manda- 
tos de  prisión  expedidos  por  el  Juez  de  Alger;  y  se 
expresa  en  todos  ellos,  que  los  crímenes  inculpados 
son  los  de  homicidio  y  de  robo  cometidos  el  12  de 
Mayo  de  1890  en  el  Departamento  de  Alger  en  las 
personas  de  los  hermanos  Tabet  negociantes;  y  en  los 
mismos  documentos  consta  la  filiación  de  los  procesados 
y  las  disposiciones  penales  aplicables  á  los  hechos 
porque  se  les  procesa.  Se  acompaña  también  la  lista 
de  los  valores  sustraídos  por  los  procesados;  y  si  bien 
esta  lista  y  las  disposiciones  penales  mencionadas  no 
se  presentan  á  V.  E.  en  copias  autenticadas  la  res- 
pectabilidad  del  representante  de  la  República  Francesa 
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que  las   suscribe   á   V.  E.  me    parece  bastante  para 
prestarle  entera  fé. 

Creo  por  tanto  procedente  la  extradición  que  se  pide 
y  si  V.  E.  fuera  de  la  misma  opinión,  debiera  dirijirse 
al  Juez  Federal  de  esta  Capital  en  la  que  se  dice  se 
hallan  refugiados  los  procesados  á  fin  de  que  proceda 
como  lo  disponen  los  artículos  653  y  siguientes 
del  citado  Código;  dando  de  esta  resolución  el  corres- 
pondiente aviso  al  Señor  Ministro  de  Francia,  según 
todo  ello  se  encuentra  decidido  por  el  artículo  652 
citado  en  el  presente  decreto  de  V.  E.— Buenos  Aires, 
Agosto   23  de  1890. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 


Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Agosto  25  do  1890. — A  los  efectos 
á  que  haya  lugar,  pasen  con  nota  los  documentos 
adjuntos  al  Señor  Juez  Federal,  Dr.  Ugarriza.  — Avísese 
á  la  Legación   de  Francia. — Costa. 


La  Compaflia  «The  Buenos  Aires  and  Pacific  Railway  Equip- 
ment  and  Goods  Depot  Limited»,— solicita  el  reconoci- 
miento de  persona  jurídica. 

En  Agosto  5  de  1890  el  representante  de  la  Compañía  "The  Bue- 
nos Aires  and  Pacific  Railway  Equipment  and  Goods  Depot  Li- 
mited",—se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  solicitando  para 
dicha  compañía  el  reconocimiento  de  persona  jurídica  á  cuyo 
efecto  acompañaba  los  originales  y  traducciones  de  los  estatu- 
tos, poder  y  el  certificado  de  incorporación  de  dicha  compañía 
organizada  en  Londres  como  Sociedad  Anónima. 

Pasó  á  informe  del  señor  Procurador  del  Tesoro  quien  opinó  así: 

ExMO.   Señor: 

* 

Esta  Sociedad    aparece    constituidacon  un    capital 


—  114  — 

de  setecientas  libras  esterlinas   para  realizar  obras  de 
gran  magnitud. 

Supongo  que  debe  haber  error  en  la  enunciación 
del  capital  pues  de  lo  contrario  sería  dudosa  la  se- 
riedad de  la  Sociedad  y  entonces  aunque  constituida 
en  país  extrangero,  tal  vez  no  habría  conveniencia 
en  reconocer  la  existencia  legal. 

Puede  V.  E.  oir  á  los  interesados  pues  sus  expli- 
caciones pueden  hacer  ver  que  hay  error  de  hecho  ó 
de  apreciación  en  las  circunstancias  que  dejo  enun- 
ciadas.— Estudio,  Agosto   13  de  1890 — C.  L.  Marenco. 

Dado  vista  al  interesado,  la  evacué  éste  manifestando  que  es  cos- 
tumbre de  Inglaterra  que  cuando  se  propone  establecer  una 
Compañía  por  acciones  con  responsabilidad  limitada,  los  inicia- 
dores se  reúnen  y  se  constituyen  con  cualquier  número  que  no 
baje  de  siete,  inscribiendo  la  compañía  así  formada  para  tener 
derecho  á  la  personería  jurídica  como  consta  del  certificado  de 
incorporación,  procediendo  luego  la  compañía  á  emitir  acciones, 
obligaciones  ú  otros  títulos  con  el  fin  de  obtener  el  capital  re- 
querido para  realizar  los  objetos  de  la  Sociedad:  todo  lo  que 
se  hallaba  en  un  todo  conforme  con  la  petición  que  en  forma 
había  hecho  al  Gobierno  Nacional  en  su  primer  escrito. 

Pasó  de  nuevo  al  Señor  Procurador  del  Tesoro,  quien  se  expidió 
en  estos  términos: 


ExMO.  Señor: 

Las  explicaciones  contenidas  en  el  anterior  escrito 
disipan  el  recelo  que  manifesté  para  que  esta  Socie- 
dad fuera  reconocida  como  persona  jurídica,  consti- 
tuida en  el  estranjero.  En  consecuencia  creo  que  V. 
E.  puede  reconocerla  en  tal  carácter. — Estudio,  Sep- 
tiembre 13  de  1890. — C.  L.  Marenco. 

Pasó  igualmente  á  informe  del   Señor  Procurador  General   de    la 
Nación,  y  éste  funcionario  lo  emitió  como  sigue: 


-  115  — 


ExMO.  Señor: 

Según  el  Memorándum  de  Asociación  y  los  Esta- 
tutos de  la  Compañía  "  The  Buenos  Aires  and  Pa- 
cific Railway  Equipment  and  Goods  Depot  Company 
Limited^\  los  objetos  para  qué  ha  sido  constituida  se 
refieren  á  la  ejecución  de  obras  y  adquisición  de  propie- 
dades en  nuestro  país.  Cae  pues  esta  Compañía  bajo  la 
disposición  del  art.  286  del  Código  de  Comercio;  y,  co- 
mo lo  resuelve  el  art.  287  siguiente,  se  halla  sujeta 
á  las  disposiciones  del  mismo  Código,  en  cuanto  al 
registro  y  publicación  de  los  actos  sociales  y  man- 
datos de  las  respectivos  representantes;  y  en  caso  de 
quiebra,  á  lo  establecido  en  el  art.  1385:  teniendo 
dichos  representantes  para  con  los  terceros  la  mis- 
ma responsabilidad  que  los  administradores  de  Socie- 
dades nacionales. 

Creo,  además,  que  al  permitir  V.  E.  que  la  Com- 
pañía extienda  sus  operaciones  al  territorio  de  la  Re- 
pública, debe  declarar  que  por  el  hecho  queda  cons- 
tituido en  dicho  territorio  el  domicilio  legal  de  la 
Compañía  para  el  ejercicio  y  cumplimiento  de  los  de- 
rechos y  obligaciones  que  en  la  República  hayan  de 
cumplirse  y  ejecutarse.  Esta  constitución  de  domici- 
lio en  nuestro  país  no  puede  ofrecer  á  la  Compañía 
la  menor*  dificultad,  desde  que  los  Estatutos,  en  su 
art.  3<^  autorizan  dicho  domicilio. 

Por  fin  soy  de  opinión  que  V.  E.  puede  prestar 
su  asentimiento,  para  que  la  mencionada  Compañía 
obtenga  el  carácter  de  persona  jurídica  á  condición 
de  que  no  sólo  constituya  dicho  domicilio  en  la  Re- 
pública, sino  de  que  quede  también  sujeta  en  su  fun- 
cionamiento en  nuestro  país,  á  todas  las  disposicio- 
nes y  reglas  que  el  Código  de  Comercio  establece  pa- 
ra las  sociedades  anónimas. — Buenos  Aires,  Setiem- 
bre 27  de  1890. — Antonio  E.  Malaver. 
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Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1890. — Atento  lo 
dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción y  el  del  Tesoro, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1®  Reconócese  en  el  carácter  de  persona  ju- 
rídica á  la  Compañía  "The  Buenos  Aires  and  Paci- 
fic Railway  Equipment  and  Good  Depot  Company'' 
constituida  en  Londres  con  objeto  de  practicar  opera- 
ciones comerciales  en  la  República,  adquiriendo  propie- 
dades, ejecutando  obras,  explotando  ferro-carriles,  tram- 
ways,  etc.  con  un  capital  de  setecientas  libras  esterlinas, 
dividido  en  siete  acciones  de  cien  libras,  siendo  en- 
tendido que  el  Gobierno  se  reserva  el  derecho  de  nom. 
brar  un  Inspector  para  el  examen  de  los  libros  y  do- 
cumentos pertenecientes  á  esta  Sociedad,  que  se  con- 
siderará domiciliada  en  la  República  para  el  cumpli- 
miento y  ejercicio  de  las  obligaciones  y  derechos  que 
en  ella  hayan  de  cumplirse  y  ejercitarse,  (quedando 
sujeta  en  su  funcionamiento  á  todas  las  disposiciones 
y  reglas  que  el  Código  de  Comercio  establece  para 
las  Sociedades  Anónimas. 

Art.  2p  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
mencionados  estatutos,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional — PELLEGRINI — Julio  A.  Roca. 

En  Dibiembre  19  de  1892,  el  Ministerio  del  Interio  pasó   el  expe- 
diente al  de  Justicia  que  ordenó  su  archivo. 
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Sobre  aprobación  de  reformas  introducidas  a  los  Estatutos 
del  Banco  de  Roma   y  Rio  de  la  Plata. 

Con  fecha  16  de  Agosto  de  1890  se  presentó  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda el  Señor  Juan  A.  Boeri  solicitando  aprobación  de  las  mo- 
dificaciones introducidas  á  los  estatutos  de  la  Sociedad  Anóni- 
ma con  capital  ilimitado  Banco   de  Roma  y  Rio  de  la  Plata. 

El  Señor  Procurador  del  Tesoro,   dictaminó  asi: 

ExMO.  Señor: 

# 

No  encuentro  fundamento  para  que  esta  sociedad 
que  afecta  la  forma  de  Sociedad  Anónima,  tenga  un 
capital  ilimitado^  pues  es  de  la  índole  de  estas,  que 
su  capital  sea  fijo.  Si  se  dejara  sin  reformar  el  artí- 
culo de  los  antiguos  Estatutos  que  fijaba  el  capital 
Social,  no  encontraría  inconveniente  para  que  se  acep- 
taran las  modificaciones  propuestas.— Estudio,  Agosto 
27  de  1890.— C.  L.  Marenco. 

En  vista  de  lo  estatuido  por  los  Capítulos  I  y  III,  Titulo  III  del 
Libro  II  del  Código  de  Comercio  fué  devuelto  á  los  interesados 
los  cuales  informaron  lo  siguiente: 

ExMo.  Señor: 

Se  ha  dispuesto  que  este  expediente  vuelva  al  interesado  en  vir- 
tud de  las  disposiciones  de  los  Capítulos  I  y  III,  Título  III,  Li- 
bro II,  Código  de  Comercio. 

En  el  informe  del  Señor  Procurador  del  Tesoro  se  ha  padecido 
una  desinteligencia  que  me  apresuro  á  desvanecer. 

Se  trata  Exmo.  Señor  de  una  sociedad  cooperativa  y  esti  clase 
de  sociedades  no  es  regida  por  lis  disposiciones  de  los  Capítulos 
I  y  III,  del  Libro  citado,  sino  por  las  especíales  ú  ella  del  Ca- 
pitulo VI. 

Las  sociedades  cooperativas  según  la  reforma  del  Código  de  Co- 
mercio, que  comprenden  los  arts.  392  á  394,  deberán  adoptar 
cualquiera  de  las  formas  generales  de  las  sociedades  y  queda- 
rán sujetas  á  las  respectivas  prescripciones  '*con  las  modifica^ 
dones  del  presente  capitulo'*  (Art.  39^). 

Pueden,  pues,  como  la  nuestra,   adoptar  el  tipo  de  anónimas  sin 

8 
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que  por  esto   sean   aplicables  las  disposiciones  de  los  Capitules 
1  y  III  en  todo  lo  que  preceptúa  el  cap.  VI. 

Y  cabalmente  en  materia  de  limitación  de  capital  las  anónimas 
cooperativas  son  expresamente  reí?idas  por  disposiciones  pecu- 
liares de  ellas.  Y  asi;  el  art.  392  indica  literalmente  que  las  coo- 
perativas pueden  ser  ilimitadas  y  el  art.  393,  ''que  bastará  que 
el  acto  constitutivo  indique  el  mininium  del  capital,  pudiendo 
aumentarse  conforme  al  pacto  oríránieo". 

Es,  pues,  evidente  que  si  basui  indicar  el  mínimum  de  un  capital, 
padece  un  error  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro  al  pensar  que 
debe  ser  limitado  á  cantidad  cierta.  Es  lo  directamente  contra- 
rio de  lo  que  la  Ley  preceptúa,  puesto  que  mínimum  supone 
término  mayor  definido  ú  indefinido. 

Asi  también  lo  resuelve  el  art.  393  en  su  última  parte  al  resol- 
ver que  el  capital  pu^de  ser  aumentado  según  las  bases  del  ac- 
to constitutivo.  ¿Cómo,  si  debiera  ser  preciso  en  su  cantidad? 

Nuestros  Estatutos  reformados  se  ajustan  á  la  Ley  que  sólo  nos 
exije  la  indicación  de  un  capital  de  mínimum  preciso  y  de  má- 
ximum indeñnido:  somos  una  Cooperativa  Ilimitada, 

El  artículo  6**  deüne  los  elementos  del  capital  y  el  séptimo  expre- 
sa que  las  veinte  mil  acciones  ya  realizadas  que  eran  el  capital 
del  Banco,  según  el  art.  6°  de  los  antiguos  estatutos,  serán  con- 
sideradas fundadoras.  Había  pues,  un  capital  mínimum  ya  rea- 
lizado de  20,000  acciones  de  $  50  c/u  ó  sea  un  millón  de  pesos  '^i. 

Considero  por  las    observaciones  que  dejo   expuestas,  que  los  es 
tatutos  se  hallan  en  las  condiciones  exigidas  por  el  C.  C.  y  pido 
á  V.  E.  así  resolverlo,  prestándole  la  aprobación  ¿gubernativa. 

Quiera  V.  E.  decidirlo  en  ese  sentido,  será  justicia.— Juan  a.  Boeri. 
Presidente. —G.  Lavagno,   Gerente. 

Vuelto  á  dictamen    del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  éste  dijo. 

ExMO.  Señor; 

Encuentro  que  la  reforma  de  estos  estatutos  está 
hecha  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  Código  de 
Comercio  y  en  cuanto  á  la  observación  opuesta  por 
mi  antecesor  opino  que  el  caso  está  rejido  por  el  Ca- 
pítulo 5°  Título  3°,  Libro  2°  del  Código  y  por  lo  tanto 
que  pueden  ser  aprobados  por  V.  E.  los  nuevos  es- 
tatutos—Octubre 10  de  1890— Jo3É  M.  Cantilo. 

Pasado  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  se  expidió  asi: 
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ExMo,  Señor: 

El  "Banco  de  Roma  y  Río  de  la  Plata''  es  una 
sociedad  cooperativa  que  ha  adoptado  para  su  cons- 
titución la  forma  de  una  Sociedad  Anónima:  está  su- 
jeta por  lo  tanto  á  las  prescripciones  legales  que  rigen 
estas  ultimas  sociedades,  según  lo  dispone  el  art.  392 
del  Código  de  Comercio. 

Entre  las  disposiciones  de  süs  estatutos  se  hallan  las 
de  los  artículos  7  y  46  á  las  que  V.  E.  no  puede  pres- 
tar su  aprobación  en  cuanto  asignan  el  5  %  de  las 
utilidades  á  las  20000  acciones  fundadoras  de  la  So- 
ciedad, por  todo  el  tiempo  de  su  duración.  Esta  dura 
30  años  según  el  artículo  3®  de  dichos  estatutos  y  el 
artículo  321  del  Código  de  Comercio  que  rige  las  So- 
ciedades Anónimas  (y  que  no  está  en  oposición  ni  ha 
sido  modificado  por  los  392  á  394  que  reglamentan 
las  Sociedades  Cooperativas),  establece  que  los  funda- 
dores no  podrán  reservarse  prima  ó  ventaja  alguna, 
sino  hasta  un  máximm  del  10  %  del  capital  ó  uti- 
lidades, y  por  un  término  que  no  exceda  de  jo  años, 
V.  E.  debe  pues  declarar  que  dicha  ventaja  acordada 
á  las  acciones  fundadoras,  sólo  durará  por  el  término 
de  10  años  desde  la  aprobación  de  los  estatutos. 

No  digo  lo  mismo  respecto  del  dos  por  ciento  acor- 
dado por  dicho  artículo  46  al  iniciador  D.  Gregorio 
Lavagno;  porque  este  señor  tiene  tal  derecho  adquiri- 
do por  el  artículo  46  de  los  Estatutos  primitivos  apro- 
bados por  V.  E.  el  7  de  Agosto  1889,  cuando  aún 
no  regía' el  nuevo  Código  de  Comercio,  que  sólo  está 
en  vigencia  desde  el  1®  de  Mayo  del  corriente  año. 

En  lo  demás  no  veo  inconveniente  para  que  V.  E. 
preste  su  aprobación  á  los  Estatutos  reformados;  de- 
clarando que  deben  considerarse  incorporadas  á  ellos 
todas  las    disposiciones    legales  que   son   obligatorias 
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para  esta  clase  de  sociedades — Octubre  2 1  de  1 890 — 
Antonio  E.  Malaver. 

Dada  vista  á  los  interesados  éstos   la  evacuaron  en  los  siguientes 
términos. 

ExMO.  Señor: 

V.  E.  no  ha  hecho  lugar  á    la  aprobación    de    las    modiñcaciones 
proyectadas  á  los    Estatutos,    de   acuerdo,    según  lo  expresa  el 
Decreto,  con  lo  dictaminado  por  el   Sr.    Procurador  General  de 
la  Nación. 
Existe  al  respecto  un  error  (ie  hecho   que  nos  obliga  á    molestar 
nuevamente  á  V.  E.,  para  pedir   la   reconsideración  de  aquella 
resolución. 
El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  l^jos  de  objetar,  las   re- 
formas, ha  manifestado  su  perfecta  conformidad  con  ellas. 
La  única  observación  que  ha  hecho  es  al  Art.  46:  proyectando  una 
distribución  de   5  7o  de    las    utilidades   durante  30  años,  á  las 
acciones  ya  suscritas   que  constituyen   el   capital    realizado  del 
Banco,  y  el  Sr.  Procurador    piensa    que  esa   modificación   debe 
limitarse  á  un  término   de  10  años. 
Es  esa  la  única  modificación  que  proponía. 

De  manera  que  los  términos  del  Decreto  en  su  parte    dispositiva 
están    en   desacuerdo   con    los    fundamentos   que  expresamente 
consigna,  por  Lo  cual  nos  permitimos  insistir  en  nuestra  solici. 
tnd  en  la  creercia  que  el  Sr.    Ministro    no  verá   inconveniente 
en  reformar  su  resolución. 
Y  ya  que  la  oportuniflad  se  presenta,  la  aprovechamos  para   ha- 
cer notar  á  V.  E.  que  la  limitación    á    10  años  que  acons^a  el 
Sr.  Procurador    General    relativa   al  5%  que  se  concede  á  las 
acciones  realizadas  con  anterioridad  á  los  nuevos  Estatutos,  pro- 
viene de  una  desinteliírencia. 
\o  se  trata,  señor,  como  él  lo  supone,  de    concederse  á  los    fun- 
íladores  de  la  Sociedad,  una  prima  re;íida  por  el  artícnio  321  del 
Código  de  Comercio.  La  palabra  "fundadores"  que    la  Ley    em- 
plea, lo  manda  en  los  artículos  320,  321,  322,  323  y  324  del  Có- 
diíío  de  Comercio,  en  el  sentido  de  las  personas   que  proyectan 
¡a  constitución  de  una  Sociedad  Anónima  y  lanzan  la  suscrición 
de  las  acíMones.    Son  las  operaciones   preparatorias,  antes  de  la 
constitución  definitiva  de  la  Sociedad,  (arts.  322  y  323). 
El  art.  321  que  cita  el  Señor  Procurador  General,  rige  las  prímas- 
ó  ventajas  que  esas  personas  pueden  reservarse.  Pero  cuando  la 
Sociedad  está  ya  definitivamente  constituida  (art.  323),  cuando  co 
ino  la  nuestra  ha  funcionado  más  de  un  ano  con  su  capitiil  rea- 
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lizado,  la  atribución  de  mayor  parte  en  el  beneficio  á  unas  .se- 
ries de  acciones  que  á  las  posteriores,  no  es  una  prima  conferida 
á  los  individuos  fundadores  que  han  desaparecido:  las  limita- 
ciones legales  no  se  amplían. 

La  prima  es  atribuida  á  las  acciones,  es  decir  al  capital^  no  á  las 
personas.  Aquellas  pueden  pertenecer  á  individuos  indetermina- 
dos y  no  existe  la  razón  legal  de  la  limitación  que  tiende  á  evitar 
la  explotación  de  los  accionistas  por  los  particulares  que  lanzan 
la  idea  y  la  suscríción. 

La  mayor  ventaja  conferida  á  una  parte  del  capital  puede  benefi- 
ciar á  los  nuevos  suscritores,  si  son  ya  accionistas,  y  es  la  re- 
tribución del  crédito  ya  adquirido  y  de  la  clientela  alcanzada, 
por  el  movimiento  del  primer  capital  invertido.  En  un  Banco 
ese  valor  es  notable. 

En  mérito  de  estas  observaciones  rogamos  á  V.  E.  se  sirva  refor- 
mar su  resolución,  prestando  su  aprobación  á  las  modificacio- 
nes proyectadas.— Jttfln  A.  Boeri,  presidente.—G.  Lavagno,  ge- 
rente. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1890. — Atenta  la 
solicitud  que  antecede  presentada  por  el  "Banco  de 
Roma  y  Rio  de  la  Plata'',  pidiendo  se  reconsidere  la 
resolución  de  fecha  21  de  Octubre  último,  que  corre 
agregada  á  fojas  33  vuelta  y, 

Considerando  : 

Que  al  darse  vista  al  interesado  (fojas  29  vuelta) 
se  tuvo  en  cuenta  el  informe  del  Sr.  Procurador  del 
Tesoro  en  que  hace  notar  que  toda  Sociedad  cuya 
forma  constitutiva  afecta  los  caracteres  de  anónima, 
debe  tener  un  capital  limitado,  (artículos  292,  315, 
318  á  320,  326  á  328  y  369  C.  C); 

Que,  además,  se  dio  vista  al  interesado  para  que 
pudiera  salvar  la  dificultad  que  se  presentaba  para  la 
aprobación  de  los  Estatutos  como  Sociedad  Anónima, 


—  122  -. 

por  una  nueva   Asamblea    de    Socios    (artículo  295, 
254  C.  C); 

Que  los  interesados  hicieron  una  nueva  presentación 
tratando  probar  que  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro  ha- 
bía sufrido  una  equivocación  al  aplicar  á  una  Socie- 
dad Cosmopolita  Anónima  Cooperativa  de  Crédito^  las 
disposiciones  del  Código  de  Comercio  relativas  á  las 
Sociedades  Anónimas; 

Que  para  fundar  su  aseveración  sostienen  los  re- 
presentantes de  la  Sociedad  recurrente  que  han  adopta- 
do la  forma  de  Cooperativa  y  que  la  Sociedad  está 
regida  por  los  artículos  392  á  394  del  Código  de 
Comercio; 

Que  el  Capítulo  VI,  Título  III  Libro  II  del  C.  C.  en 
su  artículo  392  dispone  que  las  Sociedades  Cooperativas 
deberán  adoptar  para  su  constitución  algunas  de  las 
formas  establecidas  en  los  Capítulos  anteriores  (Colec- 
tiva; Anónima;  Comanditaria  ó  Capital  é  industrial), 
y  quedarán  sujetas  á  las  respectivas  prescripciones 
con  las   modificaciones  del  mismo  Capítulo; 

Que  las  modificaciones  prescriptas  en  el  Capítulo 
sexto  son: 

1°  Que  la  firma  ó  denominación  social  deberá  ser 
siempre  acompañada  con  las  palabras  ^Sociedad  Coo- 
perativa limitada  ó  ilimitada"  ^  Según  sea  la  forma  del 
acto  Constitutivo^'  (siendo  ilimitada  la  Colectiva  y 
necesariamente  limitada  la  Anónima). 

2^  Que  "en  el  acto  constitutivo  deberán  siem- 
pre expresarse  las  condiciones  de  adníisión  y  cese  ó 
exclusión  de  los  socios,  así  como  el  mínimum  de  ca- 
pital social  y  la  manera  de  constituirlo";  y  que  ^'el 
capital  podrá  aumentarse  conforme  al  acto  constituti- 
vo,'' pero  siempre  sujetándose  en  un  todo  á  las  pres- 
cripciones legales  para  cada  una  ó  cualesquiera  de  las 
formas  que  la  Sociedad  adopte  para  su  constitución  y; 

3°  Que  las  acciones  serán  siempre  nominales,  y  cada 
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socio  no  tendrá  más  que  un  voto,  sea  cual  fuere  el 
número  de  que  sea  poseedor,  lo  que,  unido  á  la  forma 
de  salida  de  los  socios,  constituye  la  única  legislación 
especial  para  las  Sociedades  Cooperativas,  cuya  índo- 
le es  de  ayudar  á  favorecer  á  sus  asociados  propor- 
cionándoles ventajas  en  la  adquisición  de  cosas,  ba- 
sándose las  operaciones  sobre  los  principios  de  la  mu- 
tualidad y  del  ahorro  (carácter  típico  de  las  Socieda- 
des Cooperativas); 

Que  pasada  la  nueva  presentación  de  los  recurrentes 
al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  éste  se  ex- 
pidió dictaminando,  que  el  Ministerio  no  podía  prestar 
su  aprobación  á  los  artículos  7  y  46  de  los  Estatu- 
tos presentados,  por  contravenir  al  artículo  321  del 
Código  de  Comercio,  además  de  otras  modificaciones 
que  aconseja  se  estatuyan  por  el  decreto  aprobatorio 
de  los  referidos  Estatutos; 

Que  el  Ministerio,  con  fecha  21  de  Octubre  último 
dictó  una  resolución  no  haciendo  lugar  á  lo  solicitado 
por  los  recurrentes,  basándose  en  el  dictamen  del 
Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  y  cumpliendo 
las  disposiciones  expresas  de  la  Ley  núm.  2637; 

Que  los  recurrentes  insisten  de  nuevo  en  que  se 
dicte  la  aprobación  de  los  Estatutos  en  la  forma  pre- 
sentada, sin  tener  en  cuenta  que  no  han  dado  cum- 
plimiento á  lo  dispuesto  en  el  Capítulo  iii  Título  iii 
Libro  11  del  Código  de  Comercio,  que  legisla  la  fortna 
en  que  ha  de  constituirse  una  Corporación,  cuyo  tipo 
ha  adoptado  la  Sociedad  recurrente  con  el  aditamento 
de   Cooperativa. 

Y  por  último,  que  para  ser  la  Sociedad  recurrente 
ilimitada^  tendría  que  adoptar  la  forma  constitutiva 
de  la  Sociedad  Cooperativa,  y  siendo  anónima,  im- 
prescindiblemente es  ¿imitada  la  responsabilidad  de 
los  asociados  y  por  consiguiente  ¿imitada  la  Sociedad, 
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SE    resuelve: 

Vuelva  lo  actuado  á  informe  del  Sr.  Procurador 
del  Tesoro  y  fecho  remítase  en  consulta  al  Sr.  Pro- 
curadoi  General  de  la  Nación,  y  para  que  se  sirva 
producir  una  vista  definitiva  sobre  las  solicitudes  pre- 
sentadas por  la  Sociedad  Anónima  Cosmopolita  Coo- 
perativa y  Limitada  "Banco  de  Roma  y  Río  de  la 
Plata." 

Repónganse  los  sellos. — V.  F.  López. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,   quien  dijo; 

ExMO,  Señor: 

Con  las  limitaciones  que  aconseja  la  ilustrada  opi- 
nión del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  creo 
que  V.  E.  puede  prestar  su  aprobación  á  los  Esta- 
tutos   reformados. — Noviembre    12  de  1890. — J.    M. 

Cantilo. 

El  Sr.  Procurador  de  la  Nación  dictaminó,  lo  siguiente; 

ExMO.  Señor: 

Nada  encuentro  que  variar  á  lo  que  expuse  en  mi 
anterior   dictamen. 

Como  debidamente  se  establece  en  el  decreto  que 
precede,  adoptada  por  la  Sociedad  Cooperativa  Banco 
de  Roma  y  Rio  de  la  Plata  la  forma  anónima  para 
su  constitución,  no  puede  ella  prescindir  del  cumpli- 
miento de  las  disposiciones  del  Capítulo  III,  Título  III, 
Libro  II  del  Código  de  Comercio;  eñ  cuanto  no  se 
hallen  modificadas  por  las  de  los  artículos  392  á  394 
del  mismo  Título  y  Libro.  Entre  esas  disposiciones, 
la  determinación  de  un  capital  limitado  se  halla  pres- 
cripta  por  las  disposiciones  de  los  artículos  318  con- 
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dición  2*  y  328,  inciso  3^;  cuyas  disposiciones  no  se 
hallan  en  oposición,  á  mi  juicio,  con  las  del  artículo 
393  del  mismo  Código,  que  ordena  á  las  Sociedades 
Cooperativas  el  señalamiento  del  mínimum  de  su  ca- 
pital social  y  la  manera  de  constituirlo,  sin  perjuicio 
de  que  él  pueda  ser  aceptado  conforme  al  acto  cons- 
titutivo de  la  Sociedad. 

En  cuanto  al  beneficio  de  las  acciones  fundadoras 
á  que  se  refieren  los  artículos  7»  y  46  de  los  Esta- 
tutos reformados,  mi  opinión  anterior  tampoco  se  ha 
modificado  en  presencia  del  último  escrito  del  Sr  Pre- 
sidente del  Banco  de  Roma  y  Rio  de  la  Plata.  El 
artículo  321  del  Código  de  Comercio  es  tan  extenso 
en  sus  términos  y  en  el  espíritu  que  éstos  compren- 
den, que  el  límite  que  fija  á  los  valores  que  permite 
reservarse  á  los  fundadores  de  una  Sociedad  Anóni- 
ma, ó  lo  que  es  lo  mismo,  á  los  poseedores  de  las 
acciones  fundadoras,  no  puede  ser  salvado  ni  exten- 
dido mediante  distinciones  que  dicho  artículo  no  ad- 
mite.— Buenos  Aires,  Noviembre  17  de  1890. — Anto- 
nio E.   Malaver. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Noviembre  18  de  1890. — Estése  á  lo  resuelto  por 
decreto  de  fecha  21  de  Diciembre  último,  en  cuanto 
no  ha  lugar  y  archívese.- -V.  F.  López. 


La  Compaftia  de   Segaros  (fLa  Indemnizadora», — solicita  la 
aprobación  de  las  modificaciones  de  sus  Estatutos. 

En  Agosto  18  de  1890,  el  Presidente  de  la  Sociedad  Anónima  ""La 
Indemnizadora"  se  presentó  ai  Ministerio  del  Interior  solicitando 
la  aprobación  de  las  modificaciones  introducidas  á  los  Estatutos 
de  la  misma  y  al  efecto  los  acompañaba,  en  unión  de  los  primi- 
tivos y  el  acta  de  la  Asamblea  de  Accionistas  en  que  asi  se  dispuso. 
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Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  quien  dictaminó  lo 
siguiente: 

ExMO.  Señor: 

He  examinado  las  modificaciones  introducidas  á  los 
Estatutos  acompañados,  y  no  encontrando  observación 
que  hacerles  puede  V.  E.  prestarles  su  aprobación. — 
Estudio. — Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1890. — C.  L. 

El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  á  quien  pasó  también  á 
informe  se  expidió  como  sigue: 

ExMo.  Señor: 

Sólo  tengo  que  observar  que  la  reforma  hecha  a 
art.  54  de  los  Estatutos  no  ha  sido  de  conformidad 
con  lo  que  proviene  el  art.  32 1  del  Código  de  Comercio. 

Dicho  art.  54  atribuye  el  5  por  ^  o  de  las  utilida- 
des líquidas  á  los  socios  fundadores  por  todo  el  tiempo 
que  dure  la  Compañía  (noventa  y  nueve  años  según 
el  art.  2^)  mientras  que  el  art.  321  citado  de  nues- 
tra Ley  Comercial  limita  á  sólo  diez  años  el  derecho 
de  los  fundadores  para  percibir  tal  ventaja  sobre  los 
demás  accionistas. 

Sirviéndose  V.  E.  disponer  se  introduzca  esta  limita- 
ción en  dicho  art.  54,  puede  aprobar  los  estatutos 
reformados. — Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1890. — 
Antonio  E.  Malaver. 

Evacuada  la  vista  por  el  interesado  en  un  razonado  escrito,  pasó 
de  nuevo  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  quien  opinó 
como  sigue: 

ExMo.  Señor: 

Por  haber  creido  equivocadamente  que  el  interés 
acordado  por  el   artículo    54  de  los    Estatntos  á  los 
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Socios  fundadores  de  la  Sociedad  "La  Indemnizadora" 
era  una  de  las  reformas  introducidas  en  ellos,  fué  que 
expedí  mi  informe  anterior  basado  en  la  disposición 
del  Art.  321  del  nuevo  Código  de  Comercio,  que 
prohibe  acordar  á  los  fundadores  de  una  Sociedad 
anónima,  ventaja  alguna  que  exceda  del  diez  por  cien- 
to de  las  utilidades  y  por  un  término  que  pase  de 
diez  años. 

Habiéndome  cerciorado  ahora  de  que  ese  interés  les 
estaba  ya  acordado  por  los  Estatutos  primitivos  apro- 
bados por  V.  E.  en  una  época  en  que  aquella  dispo- 
sición no  regía,  me  persuado  de  que  el  Sr.  Presidente 
de  dicha  Sociedad  tiene  perfecta  razón  en  las  observa- 
ciones que  hace  acerca  de  ese  punto  en  el  escrito  que 
precede,  y  por  tanto  creo  que  V.  E.  puede  prestar 
su  aprobación  á  la  reforma  que  se  ha  hecho  en  los 
Estatutos  de  **La  Indemnizadora'' — Buenos  Aires,  Junio 
4  de  1891  —Antonio  E.   Malaver. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Junio  16  de  1891 — Atento  lo  dicta- 
minado per  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación, 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

Art.  P  Apruébanse  las  modificaciones  introducidas 
en  los  Estatutos  de  la  Sociedad  Anónima  "La  Indem- 
nizadora*' las  cuales  constan  de  este  expediente,  siendo 
entendido  que  el  Gobierno  se  reserva  el  derecho  de 
nombrar  un  Inspector  para  el  examen  de  los  libros  y 
documentos  p  ertenecientes'  á  esta  Sociedad. 

Art.  2°  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
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mencionados  estatutos  reformados;  comuniqúese  pu- 
blíquese  y  dése  al  Registro  Nacional. — PELLEGRINI. 
En  Julio  25  de  1892,  el  Ministerio  del  Interior  pasó 
el  expediente  de  la  referencia  al  de  Justicia  que  acordó 
su  archivo. 


La  Aduana  de  Buenos  Aires,— propone  medidas  para  el 
abono  por  el  Fisco  de  las  mercaderías  perdidas,  deterio- 
radas, etc. 

£1  Administrador  de  la  Aduana  de  la  Capital  se  presentó  en  Agos- 
to 20  de  1890  ante  el  señor  Ministro  de  Hacienda,  manifestando 
que  en  virtud  de  los  artículos  288  y  289  de  las  ordenanzas  de 
Aduana,  el  ñsco  responde  al  comerciante  en  caso  de  pérdida, 
deterioro  ó  avería,  según  la  manifeatación  hecha  en  la  copia  de 
factura  para  depósitos,  por  el  valor  señalado  en  la  Tarifa  de 
Avalúos  al  artículo  perdido,  ó  fijado  por  el  Vista,  si  la  mercan- 
cía no  estuviese  tarifada. 

El  articulo  291  establece  que  los  Guarda-Almacenes  encargados  de 
la  custodia  y  cuidado  de  los  bultos  depositados,  responderán  al 
Fisco  de  las  cantidades  que  éste  satisfaga  al  comercio  en  in- 
demnización del  perjuicio  que  se  le  irrogare  en  los  depósitos, 
con  más  los  derechos  correspondientes  al  bulto  perdido  ó  ave- 
riado. 

En  vigencia  la  ley  por  la  cual  se  cobra  el  50  %  de  los  derechos 
en  oro,  el  dueño  de  mercancías  depositcadas  queda  colocado  en 
condiciones  desventajosas,  tratándose  de  responsabilidades  de  los 
empleados  que  deben   cuidar  de  sus  artículos. 

Pagar  la  mercadería  perdida  á  papel,  cuando  el  aforo  representa 
oro,  importa  fomentar  el  robo  desde  que  la  responsabilidad  no 
se  hace  efectiva  sino  á  papel  ó  sea  por  una  tercera  paripé  de  su 
valor  real,  perjudicándose  seriamente  al  comercio  dueño  de  la 
mercadería,  y  comprometiéndose  el  crédito  de  la  Administración 

Entonces,  pues,  para  colocar  al  comerciante  en  condiciones  equi- 
tativas, es  regular  que  que  si  él  paga  el  50  %  de  derechos  en 
oro,  se  le  abone  la  mercancía  perdida  ó  sustraída  en  la  misma 
forma;  esto  cuanto  á  los  depósitos  á  cargo  del  fisco;  que  en 
cuanto  a  los  particulares,  el  abono  debe  hacerse  por  el  valor 
que  acrediten  los  interesados,  pues  los  Almacenes  particulares 
no  se  encuentran  en  el  mismo  caso  que  los  fiscales. 
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El  fisco  es  responsable  de  la  mercancía  por  el  valor  de  Tarifa,  por 
que  con  arreglo  á  el  se  abonan  los  derechos,  no  encontrándose  en 
el  mismo  caso  las  empresas  particulares.  La  mercadería  perdi- 
da en  esos  almacenes  debe  abonarse  á  juicio  de  esta  Adminis- 
tración, por  el  verdadero  valor  que  el  interesado  justifique. 

Soy  de  opinión  que  también  debe  adoptarse  igual  procedimiento 
cuando  la  Aduana  compre  mercaderías  tarifadas,  por  considerar 
bajo  el  valor  declarado;  es  decir,  abonar  ese  valor  mitad  oro  y 
mitad  á  papel,  pues  así  se  hace  pagar  la  mercancía  caida  en 
comiso  cuando  el  interesado  quiere  llevarla.— 5.  Baiviene. 

Si  V.  £.  estima  conveniente  se  liquiden  las  cuentas  de  pago  en 
los  casos  indicados,  en  la  forma  que  me  permito  proponer,  sir. 
vase  V.  E.  expedir  la  autorización  correspondiente. 

Pasó  á  informe  de  la  Dirección  General  de  Rentas,  la  que  dijo: 

ExMO  Señor: 

Todas  las  sancionen  fiscales  del  Gobierno  de  la  Nación,  ya  sea  que 
se  trate  de  la  percepción  ó  ya  de  la  renta  pública,  se  refieren  á 
la  unidad  monetaria  creada  por  la  ley  de  5  de  Noviembre  de 
1881,  es  decir,  al  peso  de  oro  sellado  de  1  gramo  6129  diezmílé- 
simos. 

Los  precios  de  las  mercaderías  extrangeras  consignadas  en  la  Ta- 
rifa de  Avalúos  que  sanciona  anualmente  el  P.  E.  por  delega- 
ción del  Congreso  son  su  verdadero  valor  en  pesos  de  oro  se- 
llado. 

Dictada  la  ley  de  curso  legal  para  las  emisiones  de  los  Bancos, 
el  Gobierno  recibe  y  entrega  los  billetes  de  aquellas  por  su  va- 
lor escrito,  es  decir,  como  signos  representativos  de  igual  su- 
ma de  pesos  de  oro  sellado;  y  así  como  recauda  las  rentas,  con 
una  nueva  y  sola  excepción,  y  como  cubre  los  gastos  de  la 
Administración  votados  en  el  Presupuesto. 

Cuando  la  depreciación  del  billete  bancario  se  hizo  muy  notable 
en  todas  las  transacciones  no  oficiales,  creyó  el  H.  Congreso 
que  era  justo  tener  en  cuenta  la  depreciación  en  las  transac- 
ciones gubernativas,  ó  siquiera  en  algunas  de  ellas,  para  hacer 
menos  sensible  al  Fisco  los  quebrantos  que  aquélla  le  irrogaba 
y  dictó  entonces  una  ley  de  excepción  disponiendo  que  una  mi- 
tad de  los  derechos  aduaneros  se  pague  en  oro  sellado  y  la 
otra  mitad  en  billetes  de  curso  le^al  á  la  par,  como  se  reciben 
íntegramente  en  todos  los  demás  ramos  que  forman  la  renta. 

Recordados  estos  conocidos  nntecedentes,  lógicamente  se  deduce 
de  ellos  que  cuando  el  Gobierno,  por  intermedio  de  las  Adua- 
nas, paga  ó  cobra  el  valor  de  las  mercaderías  en  los  casos  pre- 
vistos por  las  Ordenanzas  de  Aduana,   esos  valores  debieran  ser 
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pagados  ó  cobrados  en  la  moneda  en  que  las  mercaderías  están 
aforadas,  es  decir,  en  oro  sellado,  ó  por  lo  menos  en  la  misma 
forma  en  que  se  cobra  los  derechos  de  importación  una  mitad 
á  oro. 

£sto  es  lo  que  la  Dirección  cree  justo,  en  lo  que  está  de  perfec- 
to acuerdo  en  cuanto  al  fondo  con  lo  pedido  á  V.  £.  por  la  Ad 
minlstración  de  lientas  de  esta  Capital,  pero  no  asi  respecto 
á  la  forma. 

La  disposición  de  la  Ley  es  terminante;  ella  se  refiere  pura  y  ex- 
elusivamente  á  la  percepción  de  loa  impuestos  aduaneros  y  en 
manera  alguna  al  importe  ó  valor  de  las  mercaderías;  no  sien- 
do lícito  darle  una  amplitud  mayor  por  vía  de  interpretación. 
Sólo  el  Congreso  pudría  hacerlo,  ampliando  la  ley  vigente,  ó 
dictando  otra  estableciendo  que  el  valor  de  las  mercaderías  que 
el  Fisco  compre  ó  venda,  sea  satisfecho  en  la  misma  forma  de 
los  derechos  de  Importación,  y  sería  de  desear  una  iniciativa  de 
parte  de  V.  E.  á  las  Cámaras,  porque  como  se  ha  dicho  antes, 
ello  sería  muy  justo  y  equitativo  á  juicio  de  la  Dirección. 

La  inteligencia  que  la  Dirección  da  á  la  Ley  que  ha  manifestado 
en  este  informe,  se  encuentra  consagrada  por  ella  en  una  reso- 
lución sobre  un  caso  ocurrente  en  la  Aduana  del  Rosario,  dic- 
tada en  31  de  Julio  ppdo.  que  se  registra  en  el  Boletín  men- 
sual de  ese  Ministerio  del  mes  de  Julio  á  la  página  24  y  lo 
propio  había  resuelto  en  uso  de  la  facultad  que  le  acuerda  el 
inciso  7°  del  art.  2^  de  la  ley  de  su  creación,  si  la  Aduana  de 
la  Capital  le  hubiera  consultado  el  caso  como  era  su  deber. 

Para  terminar,  sólo  agregará  la  Dirección  que  los  deposites  par- 
ticulares de  la  Aduana  están  regidos  por  las  mismas  disposi- 
ciones de  las  Ordenanzas  que  rigen  los  depósitos  fiscales,  con 
la  única  diferencia  de  que  las  responsabilidades  del  Fisco  se 
sustituyen  por  responsabilidades  de  la  Empresa  particular.  Con 
lo  expuesto  cree  la  Dirección  General  que  ha  cumplido  el  de- 
creto de  V.  E. 

Pasó  al  Procurador  del  Tesoro,  el  que  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Participo  de  las  opiniones  de  la  Dirección  de  Ren- 
tas—Octubre  18    de  1890  -José  M.  Cantilo. 
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Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Octubre  31  de  18S)0 — Considerando  que  la  obje- 
ción que  la  Dirección  General  de  Rentas  cree  encon- 
trar en  la  ley  que  manda  cobrar  á  oro  la  mitad  del 
derecho  de  importación  descansa  en  una  interpreta- 
ción errónea  de  las  prescripciones  legales  cuyo  espí- 
ritu es  precisamente  contrario  á  la  teoría  que  sos- 
tiene dicha  oficina,  por  que  la  prescripción  de  cobrar 
á  oro  la  mitad  del  derecho  creado  por  una  ley  en 
que  la  mayor  parte  de  los  derechos  son  ad-valorem 
supone  necesariamente  que  el  valor  imponible  es  á 
oro  y  la  limitación  que  representa  el  cobro  de  una 
mitad  solamente  en  esa  forma  importa  una  concesión 
en  beneficio  del  contribuyente. 

Que  la  Tarifa  de  Avalúos  representa  valores  á 
oro  estando  basada  en  el  Art.  de  la  Ley  de  Aduana 
que  sea  formada  sobre  la  base  del  valor  en  depósito 
de  las  mercaderías,  y  por  esta  razón  y  para  comple- 
mentar la  ley  sobre  cobro  de  la  mitad  del  derecho  á 
oro,  el  Gobierno  ha  resuelto  que  esa  forma  rija  para 
el  cobro  de  multas  derechos  penales  y  dobles  dere- 
chos, y  por  analogía  se  debe  proceder  en  la  misma 
forma  en  los  casos  que  se  deben  basar  en  los  valores 
de  Tarifa,  siendo  por  consiguiente  perfectamente 
arreglado  el  procedimiento  seguido  por  la  Aduana 
de  la  Capital. 

Que  la  objeción  de  la  Dirección  General  de  Rentas, 
resulta  tanto  más  infundada  cuanto  que  es  ella  la 
encargada  por  la  ley  de  formular  la  Tarifa  de  Ava- 
lúos y  no  puede  ignorar  que  los  valores  que  esa 
Tarifa  establece  son  á  oro  y  sin  embargo  parece 
pensar  que  para  los  casos  de  fraude  ó  mala  fé,  sea 
por  actos    de    empleados    contra   los    dueños  de  las 


mercaderías  ó  de  éste  contra  el  Fisco,  deben  enten- 
derse á  papel  haciendo  así  que  la  pena-  resulte  lo 
menos  gravosa  posible,  cuando  al  contrario  el  espí- 
ritu de  toda  lejislación  penal  es  que  la  severidad  de 
la  pena  ejerza  una  influencia  represiva. 
Por  estos    fundamentos. 

El  Presidente  de  la   República — 


Art.  1°  En  la  aplicación  que  la  Ley  de  Aduana  y 
resolución  de  las  cuestiones  que  surjan  de  una  eje- 
cución se  entenderá  que  los  valores  de  Tarifa  repre- 
sentan valores  á  oro,  y  que  toda  multa  comiso 
compra  ó  venta  de  mercaderías  ó  actos  análogos 
debe  ejecutarse  sobre  la  base  de  que  la  mitad  de  la 
suma  es  pagadera  en  la  misma  forma  que  rija  para 
el  pago  de  los  derechos  de  importación. 

Art.  2"  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional  y  disposiciones  Fiscales. 

Pase  á  sus  efectos  á  la  Dirección  General  de 
Rentas— PELLEGRINI— Vicente  F.  López. 

Pasó  á  la  Dirección    de  Rentas    la  que  comunfcó   esta  resolución 
del  Ministerio  á  todas  las    aduanas  de  la  República, 


El  F.  C.  de  BuenoH  Aires  y  Rosario, — sobre  expropiación 
de  terrenos  para  la  coostrucciáa  de  una  segunda  vía. 

Con  fecha  25  de  Agosto  de  3890  se  presentó  al  Ministerio  del  In- 
terior el  representante  de  la  Compañía  del  Ferrocarril  de  Bue- 
nos Aires  y  Rosario  manift'stando  la  necesidad  de  construir  una 
segunda  vía  entre  San  Martín  y  Campana  y  pidiendo  se  recaba- 
ra del  H.  Congreso  la  autorización  de  los  terrenos  que  indicaba 
necesarios  al  objeto  eipresado. 

El  Departamento  ile  Obras  Públicas  y  la  Dirección  de  P.  Carriles 
indicaron  la  necesidad  de    la    construcción    de    esa    doble  v."a  y 
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aronsejaron  se  hiciera  lugar    á   lo    solicitado,    (lismiuu.veiido  el 
área  a  expropien rse,  indicada  por  la  Empresa. 
El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  dio  el  siguiente  dictamen. 

ExMO.  Señor: 

Están  sujetos  á  expropiación  aquellos  bienes  del  do- 
minio provincial  ó  de  particulares  cuya  ocupación  se 
requiera  para  ejecutar  obras  de  utilidad  nacional;  pe- 
ro el  H.  Congreso  debe  autorizar  la  expropiación,  de- 
clarando en  cada  caso  ¿a  utilidad  pública  de  la  ocu- 
pación. 

Tales  son  las  disposiciones  de  los  artículos  1®  y  2° 
de  la  ley  de  expropiación  de  13  de  Setiembre  de  1866, 
y  con  arreglo  á  ellas,  creo  que  V.  E,  debe  remitir  el 
presente  expediente  á  dicho  H.  Congreso  para  la  reso- 
lución que  tenga  á  bien  adoptar,  una  vez  que  el  De- 
partamento de  Obras  Publicas  ha  fijado  los  límites 
necesarios  para  la  expropiación  de  que  se  trata,  y  que 
los  representantes  del  Ferro- Carril  de  Buenos  Aires  y 
Rosario  han  manifestado  su  conformidad  con  lo  indi- 
cado por  dicho  Departamento. — Buenos  Aires,  Agosto 
18  de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Recayendo  á  continuación  la  siguiente: 

Resolución — 

Octubre  1«  de  1891. — Visto  el  tiempo  transcurrido 
y  no  habiendo  los  interesados  continuado  la  gestión 
de  este  asunto,  resérvese    en  el  archivo. — Zapata. 


La  Iglesia  Metodista  Episcopal,  —sobre  el  nombramiento  del 
Pastor  de  la  Comunidad  Protestante  de  la  Colonia  aSan 
Garlos»  Santa  Fé. 

El  Sr.  Carlos  W.  Drees  superiiitcudeiite  de   la    Misión    evan^réüca 
de   la    Iglesia   Metodista  Episcopal    en    Sud    América,  acudió  al 

w 
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Ministerio  de  Justicia  y  Culto  manifestando  que  el  Reverendo 
señor  don  Roberto  Weihmüller  fué  instalado  corno  Pastor  de  la 
Comunidad  Piotostanie  de  la  Colonia  de  San  Carlos  de  la  Pro- 
vincia de  Santa  Ké,  y  suplicaba  la  toma  de  razón  en  el  Archivo 
del  Ministerio,  la  trasmisión  de  la  nota  correspondiente  al  Mi- 
nisterio del  Culto  de  la  Provincia  de  Santa  Fé  y  acuse  de  recibo 
á  los  efectos  á  que  hubiere  lugar. 
Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  quien 
se  expidió  en  estos  términos. 

ExMO.   Señor: 

Debo  suponer  que  el  Sr.  Carlos  W.  Drees,  tiene 
acreditado  ante  V.  E.  el  cargo  de  Superintendente  de 
la  Iglesia.  Metodista  Episcopal  y  bajo  tal  supuesto  de- 
bo manifestar  que  no  veo  inconveniente  en  que  se 
acceda  á  lo  qu3  pide,  sin  que  ello  importe  otra  cosa 
que  acreditar  que  el  Reverendo  Sr.  D.  Roberto  Weih- 
müller ejerce  el  cargo  de  Ministro  de  la  Iglesia  en  la 
colonia  San  Carlos  de  la  Provincia  de  Santa  Fé. 

Nuestras  leyes  han  reconocido  y  reconocen  aún  la  exis- 
tencia de  los  Ministros  de  las  iglesias  disidentes.  Así  los  artí- 
culos 55  y  57  de  la  Lay  sobre  Registro  del  Estado 
Civil  de  Noviembre  de  1884  les  imponía  el  deber  de 
remitir  al  Registro,  para  su  inscripción  copias  de  las 
actas  de  los  matrimonios  celebrados  ante  ellos,  y  aún 
cuando  estas  disposiciones  han  quedado  derogadas  por 
la  Ley  de  Matrimonio  Civil,,  de  Noviembre  de  1888, 
esta  ley  reconoce  también  la  existencia  de  los  mis- 
mos Ministros  ó  Pastores  al  imponerles,  en  su  artí- 
culo 118  una  penalidad,  si  procediesen  á  la  celebra- 
ción de  un  matrimonio  religioso,  sin  tener  á  la  vista 
el  acta  á  que  se  refiere  el  artículo  47  de  la  misma  ley. 

Creo,  por  tanto,  que,  en  vez  de  haber  inconvenien- 
te, es  útil  se  sepa  por  V.  E.  y  los  Gobiernos  Pro- 
vinciales, quienes  son  las  personas  que  ejercen  tales 
cargos. — Buenos  Aires,  Agosto  29  de  1890. — Anto- 
nio E.  Mala  VER. 
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Vu  elto  al  Sr.  D.  Carlos  W.  torees*  para  que  acreditara  su  carácter 
lie  Superintendente  de  la  Iglesia  Metodista  Kpiscopal,  y  acredi- 
tailo  por  dicho  señor  ese  caráoter  se   dictó  la  siguiente 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia  y  Culto. 

Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1 890 — De  acuerdo  con 
el  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación 
recaído  en  este  expediente  y  habiendo  acreditado  el 
Rdo.  Sr.  Drees  el  carácter  oficial   que  invoca, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  \^  Reconócese  x\\  Rdo.  Sr.  D.  Carlos  W.  Drees 
en  su  carácter  de  Superintendente  de  la  Misión  de  la 
Iglesia  Metodista  Episcopal  de  la  República. 

Art.  2°  Roconócese  igualmente  al  Rdo.  Sr.  D.  Ro- 
berto WeihmüUer  como  Pastor  de  la  Comunidad  Pro- 
testante y  demás  Congregaciones  afiliadas  ala  Iglesia 
Metodista  en  la  Colonia  "San  Carlos'',  Provincia  de 
Santa  Fé. 

Art.  3<^  Los  señores  Drees  y  WeihmüUer  deberán 
trasmitir  al  Ministerio  de  Justicia,  Culto  é  Instrucción 
Pública,  su  firma  auténtica  á  los  efectos  de  la  Le- 
galización de  los  documentos  emanados  de  la  Super- 
intendencia  é   Iglesia  á  bU   cargo. 

Art.  4^  Devuélvanse  los  documentos  acompañados 
por  el  Sr.  Drees  á  los  efectos  de  su  acreditación; 
comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Registro 
Nacional — PELEGRINI. — J.  M.    Gutiérrez. 
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Vicente  G.  Amadeo,— Reclama  sobre  avaluación  de  Contribu- 
ción Directa. 

Con  feclia  1°  de  Setiembre  de  1890  el  Sr.  Vicente  C.  Amadeo  pre- 
sentó al  Ministerio  de  Hacienda  un  escrito,  reclamando  de 
la  avaluación  de  500.0)0  $  en  que  le  han  sido  tasadas  dos  pro- 
piedades y  una  últimamente  comprada  que  corresponde  á  su 
señora  esposa,  y  como  ha  vencido  el  plazo  para  efectuar  el 
pa^o  sin  multa,  manifiesta  que  se  ha  presentado  á  la  Dirección 
General  de  Rentas  y  que  por  la  oficina  del  ramo  le  han  infor- 
mado que  tiene  que  abonar  el  importe  sobre  la  avaluación  más 
el  50^0  de  multa  por  no  haberse  presentado  durante  las  funcio- 
nes del  jurado  respectivo. 

La  Dirección  de  Rentas  informa  que  por  equidad,  podría  rebajár- 
sele la  avalución,  por  existir  verdaderamente  un  error  en  ella, 
siendo  demasiado  alta  con  relación  al  año  anterior,  pero  que 
el  interesado  dibió  presentarse  al  jurado  (cosa  que  no  hizo) 
para  que  éste  tomara  en  cuenta  su  reclamación. 

La  Contaduría  General  deduce  en  este  pedido  que  el  interesado 
no  debía  haberse  presentado  ante  el  Ministerio  de  Hacienda  sinói 
al  jurado  erijido  por  mandato  de  la  ley,  siendo  éste  el  juez 
único  para  fallar  todas  las  peticiones  por  motivos  de  avaluación. 
Requerida  la  opinión  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  éste  se 
expidió  en  los  términos  siiruientes; 

ExMO.  Señor: 

Aún  cuando  haya  existido  error  de  la  avaluación, 
no  encuentro  que  V.  E.  esté  habilitado  hoy  á  reformar 
aquella,  dados  los  términos  de  la  ley  y  el  no  haber 
ocurrido  en  tiempo  el  interesado  ante  la  junta  respectiva. 
— Buenos  Aires,  Marzo  30  de  1891. — José  M.  Cantilo. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Setiembre  de  1892. —  Vista  la  solici- 
tud de  D.  Vicente  E.  Amadeo,  reclamando  de  la  ava- 
luación practicada  en  un  terreno  de  su  propiedad,  co- 
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rridos  los  trámites  del  caso,  oída  la  Dirección  General 
de  Rentas,  Contaduría  General  y  Procurador  del  Te- 
soro, y  resultando  de  las  constancias  de  este  expediente 
que  el  recurrente  no  ocurrió  ante  el  juri,  único  juez  á 
quien  la  ley  faculta  para  entender  en  esta  clase  de 
reclamos,  circunstancia  que  le  despoja  de  todo  derecho 
en  la  gestión  promovida  que  nada  justifica,  de  con- 
formidad con  lo  aconsejado  por  las  Oficinas  y  asesores 
letrados  que  han  intervenido  en  la  sustanciación  de  este 
asunto, 

SE     RESUELVE ". 

No  ha  lugar,  y  previa  reposición  de  sellos  archívese. 
— E.  Hansen. 


La  Municipalidad  de  la  G  apital, — sobre  el  impuesto  de 
alumbrado,  barrido  etc.— á  las  dependencias  de  la  Admi- 
nistración Nacional. 

Con  fecha  2  de  Setiembre  de  1890  se  dirijió  al  Ministerio  del  in- 
terior la  Intendencia  Municipal  de  la  Capital,  haciendo  pre- 
sente que  por  una  práctica  viciosa  que  ninguna  prescripción 
legal  autorizaba  ni  consentía,  se  habia  acostumbrado  á  no  cobrar 
impuesto  alguno  de  alumbrado,  barrido  y  limpieza  al  Gobierno 
Nacional  por  los  servicios  de  ese  género  prestados  á  los  edifi- 
cios y  dependencias  de  la  Administración  Nacional.  Que  seme- 
jante práctica  pugnaba  con  los  más  claros  principios  de  justicia 
y  equidad;  y  pidiendo  en  consecuencia  se  le  abonara  el  referido 
impuesto;  aduciendo  en  su  favor  el  hecho  de  que  la  Municipa- 
lidad p\gaba  siempre  los  impuestos  aduaneros  correspondientes 
á  la  introducción  de  los  materiales  para  afirmados  y  otras  cons- 
trucciones, y  no  cobrando  al  Gobierno  el  importe  del  adoquinado 
en  las  calles  á  que  dan  frente  los  edificios  de  propiedad  Na- 
cional. La  Contaduría  General  fué  de  opinión  que  sobre  los 
edificios  de  propiedad  Nacional  no  podian  gravitar  impuestos 
Provinciales  ó  Municipales. 

Consultada  la  opinión  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación, 
dio  el  siguiente  dictamen: 
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ExMO.  Señor: 

Pienso  que  la  Contaduría  General  está  en  lo  justo 
y  exacto,  respectt)  de  la  petición  deducida  por  el  Sr. 
Intendente  Municipal;  pues  no  podría  concebirse  que 
el  Gobierno  de  la  Nación  estuviera  sujeto  al  pago  de 
los  impuestos  que  él  mismo  establece  para  atender  á 
los  gastos  de  la  Administración  y  de  los  servicios 
que  presta  al  público. 

La  Municipalidad  es  sólo  una  rama  de  la  Adminis- 
tración Pública;  y  así  como  no  seria  admisible  que 
ella  pagara  los  impuestos  de  alumbrado  y  barrido  por 
sus  propios  edificios,  tampoco  es  dable  que  pretenda 
cobrarlos  á  V.  E. 

Si  ella  misma  paga  el  impuesto  de  Aduana  por 
los  materiales  que  introduce,  V.  E.  se  los  cobra  por 
que  existe  una  Ley  que  obliga  á  pagarlos  por  todo 
lo  que  se  introduce  al  país,  no  habiendo  en  ella 
excepción  expresa,  como  no  lo  habrá  respecto  á  la 
Municipalidad. 

Si  algo  más  pudiera  decirse,  sería  que,  la  falta  de 
pago  que  se  imputa  á  V.  E.  está  sobradamente  com- 
pensada con  los  servicios  que  V.  E.  presta  á  la 
Municipalidad,  auxiliándola  con  frecuencia,  como  acaba 
de  hacerlo  últimamente. — Buenos  Aires,  Octubre  \^ 
de  1890. — Antonio  E.  Malaver. 

Recayendo  á  continuación  la  siguiente: 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Octubre  14  de  1890. — De  acuerdo 
con  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de 
la  Nación  é  informado  por  la  Contaduría  General,  no 
ha  lugar  á  lo  solicitado  por  la  Intendencia  Municipal 
de  la  Capital. 

Comuniqúese  y  archívese. — PELLEGRINI. — Julio 
A.  Roca. 


—  i3y  — 


El  hijo  natural  del  Agente    de    policía  M.  Marcos,— muerto 
éste  en  la  revolución  de  Julio,  pide  pensión. 

Con  íecha  9  de  Setiembre  de  189()  se  presentó  al  MinÍ5.terio  del 
'Interior  D*.  María  Suarez,  en  representación  de  su  hijo  menor 
Ramón  Marcos  acompañando  documentos  que  acreditaban  el  de- 
recho que  el  referido  Ramón  tenia  para  ^ozar  de  los  beneficios 
olorizados  por  la  ley  N"  2701  de  30  de  Julio  último,  como  hijo 
natural  reconocido  del  vigilante  Manuel  Marcos,  fallecido  á  con- 
secuencia de  las  lieridas  recibidas  en  la  última  revolución  y 
pidiendo  en  consecuencia  se  le  acordara  la  pensión  á  que  tenia 
derecho. 

La  Contaduría  General  fué  de  opinión  que  no  debía  hacerse  lugar 
á  lo  solicitado  fundándose  en  que  esos  beneficios  debían  gozarlos 
los  hi.jos  lejitimos  nó  los  naturales,  pues  en  caso  contrario  las 
personas  favorecidas  vendrían  á  quedar  en  mejores  condiciones 
que  las  comprendidas  en  la  ley  General  de  Pensiones  militares, 
se^ún  la  cual  sólo  tienen  derecho  á  pensión  los  hijos  lejitimos. 

Consultado  el  Sefior  Procurador  del  Tesoro  dio  el  siguiente  dic- 
tamen: 

ExMO.  Señor: 

Participo  de  las  opiniones  manifestadas  en  el  infor- 
me de  Contaduría  y  opino  que  dados  los  términos  de 
la  ley  General  de  Pensiones  no  es  posible  hacer  lugar 
á  lo  que  se  solicita. — Buenos  Aires,  Octubre  17  de 
1890. — José  M  Cantilo. 

Oído  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación  se  expidió  en  estos 
términos: 

ExMO.  Señor: 

La  Ley  N^  2704,  del  2  de  Agosto  de  1890,  acordó 
"  pensión  de  sueldo  íntegro  á  las  viudas  é  hijos  menores 
**  de  todos  los  empleados  y  militares,  cualquiera  que 
"  sea  su  gerarquía,  que  hayan  fallecido  ó  fallezcan  al 
"  servicio  de  la  Nación  á  consecuencia  de  las  heridas 


•  • 
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"  recibidas  en  los  días  26,  27,  28,  29  v  30  del  mes 
"  de  Julio  de  1890"; 

Como  se  vé,  esta  Ley  no  hace  distinción  alguna 
entre  los  hijos  legítimos  y  los  naturales  de  los  fallecidos 
al  servicio  de  la  Nación  á  consecuencia  de  los  hechos 
que  menciona. 

Bastaría,  en  mi  opinión,  esta  falta  de  distinción  en- 
tre unos  y  otros  hijos,  para  que  á  todos  comprendiera 
el  favor  acordado  por  la  Ley.  Es  una  regla  de  inter- 
pretación que  la  de  las  Leyes  favorables  debe  ser 
ampliada;  y  restringida  solamente  la  de  aquellas  que 
se  llaman  odiosas  porque  establecen  una  pena,  ó  pri- 
van de  algún  derecho  ó  beneficio. 

Esta  sola  consideración  me  movería  á  no  estar  de 
acuerdo  con  las  opiniones  expuestas  en  los  informes 
que  preceden. 

En  el  del  Señor  Presidente  de  la  Contaduría  General, 
se  dice  que  la  pensión  que  se  pide  "según  los  términos 
de  la  Ley  debe  ser  solamente  á  los  Azjos  legitimos  y 
nó  á  los  niturales'.  Pero  acaba  de  ver  V.  E.  por 
los  mismos  términos  de  la  Ley  que  dejo  copiados, 
que  ellos  no  autorizan  tal  conclusión;  puesto  que 
en  la  expresión  hijos  menores  caben  tanto  los  legítimos 
como  los  naturales. 

Se  dice  también  en  el  mismo  informe  que  "las  per- 
sonas favorecidas  por  la  mencionada  Ley  no  pueden 
quedar  en  mejores  condiciones  que  las  comprendidas 
en  la  ley  general  de  Pensiones  militares,  según  la 
cual  sólo  tienen  derecho  á  pensión  los  hijos  legítimos''. 

En  efecto,  según  el  inciso  4°  del  artículo  20  de  la 
Ley  núm.  162,  de  9  de  Octubre  de  1865,  sobre  Pen- 
siones y  Retiros  militares,  para  obtener  la  pensión 
se  requiere  "legitimidad  del  matrimonio  ó  en  caso  de 
filiación"  Pero  la  Ley  especial  de  2  de  Agosto  de 
1890  es  una  Ley  especial  que  en  nada  se  refiere  á 
Ley  general  de  Pensiones  militares. 

Esa  misma    Ley  demuestra  en   su  artículo  2^  que 
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prescinde  en  sus  disposiciones  de  lo  que  establecen 
Leyes  análogas;  pues  en  dicho  artículo  2^,  concede 
jubilación  con  dos  tercios  del  sueldo  de  que  gozará  al 
empleado  policial  ó  militar  que  hubiera  quedado  inuti- 
lizado para  el  servicio,  cualquiera  que  fuera  el  tiempo 
de  éste;  no  obstante  que  por  la  Ley  general  de  ju- 
bilaciones no  tendría  semejante  derecho,  pues  sus 
artículos  2^  y  3°  sólo  la  acuerdan  á  los  que  tengan 
más  de  quince  años  de  servicios,  y  éste  con  una  cua- 
rentava parte  del  sueldo  por  cada  uno  de  esos  años. 

No  creo  por  consiguiente  que  puedan  limitarse  los 
efectos  de  una  ley  especial,  que  comprende  á  la  vez 
empleados  civiles  (los  de  Policía)  y  militares,  aplicando 
disposiciones  de  una  ley  general,  dictada  exclusivamente 
para  estos  últimos. 

Hay  además  otras  consideraciones  que  influyen  en 
mi  ánimo  para  sostener  esta  opinión. 

En  el  tiempo  en  que  fué  dictada  la  Ley  General 
de  Pensiones  militares,  imperaban  en  nuestra  Lejisla- 
ción,  respecto  de  los  hijos  naturales,  principios  muy 
diversos  de  los  establecidos  en  nuestro  Código  Civil 
que  rije  desde  187L 

Según  este  Código  (art.  328),  el  padre  y  la  madre 
tienen  sobre  sus  hijos  naturales  los  mismos  derechos 
y  autoridad  que  los  padres  legítimos  sobre  sus  hijos: 
el  padre  y  la  madre  tienen  el  deber  (art.  330)  de 
criar  á  sus  hijos  naturales,  proveer  á  su  educación, 
darles  la  enseñanza  primaria,  y  costearles  el  aprendi- 
zage  de  una  profesión  ú  oficio:  están  obligados  (art, 
331)  á  dar  á  sus  hijos  naturales  los  alimentos  nece- 
sarios; y  esta  obligación  incumbe  á  los  herederos  de 
los  padres,  siendo  recíproca  entre  padres  é  hijos  (art. 
369). 

El  mismo  Código  ha  dado  á  los  hijos  naturales 
(art.  3596)  una  porción  legítima  en  los  bienes  del 
padre,  que  es,  de  la  mitad  de  dichos  bienes,  si  el  tes- 
tador no  deja  descendientes  legítimos,  pi  viudo  ó  viu- 
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da;  disminuyéndola,  sin  privarlo  de  una  parte  de  ellos, 
cuando  existen  esos  parientes  legítimos. 

A6  intestato,  no  habiendo  descendientes  ni  asee- 
dientes  legítimos,  ni  viudo  ó  viuda,  los  hijos  natura- 
les son  herederos  universales  de  sus  padres  (art.  3577); 
si  sólo  queda  viudo  ó  viuda,  los  hijos  naturales  di- 
viden por  partes  iguales  la  herencia  (art.  3578);  si 
quedan  descendientes  legítimos  la  parte  del  hijo  na- 
tural será  siempre  la  cuarta  parte  de  la  del  hijo  le- 
gítimo (art.  3579);  y  si  quedasen  ascendientes  legíti- 
mos, la  mitad  de  la  herencia  corresponde  á  los  hijos 
naturales. 

Nuestro  Codificador  ha  equiparado,  en  cuanto  al 
derecho,  á  los  hijos  naturales  con  los  legítimos;  y  así 
lo  expresa  claramente  en  la  nota  con  que  ilustra  el 
artículo  3579  antes  citado:  **Nosotros  creemos,  dice, 
que  el  derecho  del  hijo  natural  en  la  sucesión  del  pa- 
dre ó  madre,  es  absolutamente,  salvo  la  cantidad,  de 

la  misma  naturaleza  que  el  de  los  hijos  legítimos 

Las  consecuencias  de  la  naturaleza  de  ese  derecho 
son  infinitas;  el  hijo  natural  goza  del  derecho  de 
acrecer:  la  colación  es  debida  al  hijo  natural  por 
los  herederos  legítimos:  los  hijos  naturales  tienen  los 
mismos  derechos  que  todo  heredero  respecto  de  terce- 
ros adquirentes,  á  los  cuales  hubiesen  sido  transferi- 
dos los  inmuebles  de  la  sucesión  por  un  heredero  le- 
gítimo etc." 

La  condición  del  hijo  natural  ha  cambiado  pues, 
según  nuestra  Legislación,  después  que  fué  sanciona- 
da la  Ley  General  de  Pensiones  militares. 

A  mi  juicio,  la  de  2  de  Agosto  de  1890,  al  acor- 
dar á  las  viudas  é  hijos  menores  á  que  se  refiere,  el 
sueldo  íntegro  de  que  gozaban  sus  respectivos  espo- 
sos ó  padres,  sólo  ha  querido  proveer  á  la  subsisten- 
cia de  tales  viudas  y  huérfanos,  reemplazando  al  muer- 
to, y  sustituyéndose  el  Estado  en  la  obligación  que 
aquel  tenía  de  proveer  á  la  alimentación  de  esas  per- 
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sonas.  Si  pues,  la  obligación  que  tiene  el  padre  de 
alimentar  á  sus  hijos,  y  de  darles  un  oficio  ó  profe- 
sión, comprende  de  la  misma  manera  á  los  naturales 
que  á  los  legítimos,  no  alcanzo  la  razón  de  derecho 
que  haga  excluir  á  los  unos,  cuando  la  ley  no  los 
excluye  expresamente. 

Y  hallando  comprobados,  por  la  partida  de  f*.  1%  la 
filiación  natural  del  menor  Ramón  Marcos  con  rela- 
ción á  su  padre  Manuel  Marcos;  y  la  muerte  de  éste 
en  consecuencia  de  las  heridas  recibidas  el  26  de 
Julio  último,  según  el  informe  de  P*.  4  vuelta  del 
Comisario  de  Ordenes  de  la  Policía,  creo,  que  V.  E. 
se  halla  en  el  caso  de  acordarle  la  pensión  con  que 
lo  favorece  la  Ley  de  2  de  Agosto  de  1890 — Buenos 
Aires,  Febrero  28  de  1891 — Antonio  E.  Malaver. 

Dictándose  en  consecuencia   la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento    del  Interior. 

Buenos  Aires,  Marzo  23  de  1891 — Visto  el  pre- 
cedente dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación;  de  acuerdo  con  la  interpretación  que  en  él 
se  da  á  la  ley  2704  en  lo  referente  al  derecho  que 
asiste  á  los  hijos  naturales  para  gozar  de  los  bene- 
ficios acordados  por  la  citada  ley;  y  no  obstante  lo 
dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro  é 
informado  por  la  Contaduría  General, 

El  Presidente  de  la   República — 

decreta: 

Art.  1^  Declárase  comprendido  en  los  beneficios 
que  acuerda  la  ley  N«  2704  al  menor  Ramón  Mar- 
cos, quien  gozará  la  pensión  del  sueldo  íntegro   que 
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disfrutaba  su  padre  natural  D.  Manuel  Marcos  como 
agente  del  Departamento  de  Policía  de  la  Capital,  en 
cuyas  planillas  será  liquidado  el  importe  de  esta 
pensión  imputándose  á  la  ley  citada. 

Art.  2^  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Regis- 
tro Nacional.— PELLEGRINI— Julio  A.  Roca. 


G.  Andrés  Braly  y  Gia,  contratistas  del  Puente  sobre  el 
Rio  San  Juan,— sobre  la  rescisión  de  su  contrato  ó 
el  aumento  de  algunos  precios  unitarios. 

Con  fecha  10  de  Septiembre  1890,  los  Empresarios  del  Puente  so- 
bre el  Rio  San  Juan  (Provincia  de  San  Juan)  solicitaron  la  res- 
cisión de  su  contrato  ó  el  aumento  de  algunos  precios  unita- 
rios. 

Pasada  la  solicitud  á  informe  del  Departamento  de  Obras  Públi- 
cas, éste  se  expidió  manifestando  no  creer  conveniente  la  res- 
cisión del  contrato  y  aconsejando  se  aumentaran  ciertos  precios. 

La  Contaduría  General,  con  fecha  16  de  Febrero  1891,  informó  que 
no  debía  hacerse  lugar  al  aumento  solicitado. 

El  asunto  fué  pasado  á  informe  del  Procurador  General  de  la  Na- 
ción, quien  se  expidió  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

El  art.  1633  del  Código  Civil  dispone  que  aunque 
encarezca  el  valor  de  los  materiales  y  de  la  obra  de 
mano,  el  locador,  bajo  ningún  pretexto  puede  pedir 
aumento  en  el  precio,  cuando  la  obra  ha  sido  con- 
tratada  por  una  suma  determinada. 

En  la  nota  con  que  el  codificador  ilustra  este  artí- 
culo, se  dice:  "El  empresario  que  toma  una  obra  por 
un  tanto  carga  con  todos  los  trabajos  que  haya  que 
hacer  y  con  todos  los  gastos  previstos  ó  imprevistos, 
aún  los  que  resulten  por  acontecimientos  de  fuerza 
mayor,  antes  de  la  entrega  de  la  obra,  ó  antes  que 
el  locatario  se  hubiese    constituido  en  mora  de    reci- 
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birla;  son  también  á  su  cargo  los  gastos  causados 
por  cambios  hechos  al  plan  primitivo  de  la  obra, 
aunque  el  empresario  alegue  que  han  sido  indispen- 
sables, siempre  que  ellos  no  hubiesen  sido  autoriza- 
dos por  el  dueño  de  la  obra". 

La  disposición  y  nota  que  acabo  de  transcribir  dan, 
á  mi  juicio,  plenamente  razón  á  lo  informado  por  el 
Sr.  Presidente  de  la  Contaduría  General;  pues  si  bien 
V.  E.  ordenó  alguna  alteración  en  el  plan  primitivo 
de  la  obra,  resulta  del  informe  de  fojas  3  vuelta, 
que  tales  alteraciones  fueron  aceptadas  por  los  em- 
presarios y  desde  luego  se  incorporaron,  por  mutuo 
convenio,  al  plan  primitivo. 

Ni  puede  decirse  tampoco  que  sea  caso  de  fuerza 
mayor  la  suba  que  han  sufrido  los  materiales  y  la 
obra  de  mano,  á  consecuencia  del  alto  precio  del 
metálico,  ni  aun  cuando  lo  fuera  sería  este  un  motivo 
justo  para  pretender  la  rescisión  del  contrato:  V.  E. 
acaba  de  ver  por  la  noúa  al  are.  1633,  que  el  em- 
presario que  toma  una  obra  por  un  tanto  carga  con 
todos  ¿os  gastos  previstos  ó  imprevistos^  aun  los  que 
resulten  por  acontecimientos  de  fuerza  mayor. 

Creo,  pues,  que  el  informe  que  precede  de  la  Con- 
taduría General  es  correcto  bajo  el  punto  de  vista 
del  derecho  estricto. 

El  Consejo  de  Obras  Públicas  al  final  de  su  infor- 
me de  fs.  22,  se  inclina  sin  embargo,  á  que  se  paguen 
los  precios  fijados  por  la  Inspección  General  de  Puen- 
tes y  Caminos  "en  razón  de  no  haber  conveniencia 
alguna  en  rescindir  el  contrato  relativo  á  la  ejecución 
de  una  obra  cuyo  material  se  encuentra  en  su  mayor 
parle  al  pié  de  la  misma,  tanto  más  cuanto  que  el 
aumento  que  resulta  es  sólo  de  11965  $  %,  ósea 
el  5  %  del  importe  total  de  la  obra,  según  presu- 
puesto aprobado". 

La  aprobación  que  el  Consejo  de  Obras  Publicas 
solicita  para  el    aumento    de    ese  5  %,  solo    podría 
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fundarse  en  la  equidad,  no  en  el  derecho;  pues  el 
empresario  no  lo  tiene,  en  mi  opinión,  para  pretender 
rescindir  el  contrato,  solamente  porque  éste  le  ocasione 
perjuicio  en  vez  de  la  ganancia  que  juzgó  obtener  de 
él.  Respecto  de  este  punto  de  la  equidad,  V.  E.  es 
el  único  juez;  y  así  resolverá  lo  que,  en  su  ilustra- 
ción, juzgue  más  conveniente — Buenos  Aires,  Marzo 
14  de  1891 — Antonio  E.  Mala  ver. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Junio  20  de  1891 — Visto  lo  mani- 
festado por  los  Sres.  C.  Andrés  Braly  y  C^,  contra- 
tistas de  la  construcción  del  Puente  Nacional  sobre  el 
Rio  San  Juan,  relativamente  á  la  imposibilidad  en  que 
se  hallan  de  terminar  esta  obra  si  no  se  les  concede 
un  aumento  sobre  algunos  de  los  precios  estipulados, 
atenta  la  notable  diferencia  entre  el  premio  del  oro 
cuando  contrataron  y  el  premio  actual,  y  considerando: 
1°  Que  es  de  verdadero  interés  para  la  Provincia  de 
San  Juan  la  pronta  terminación  del  Puente;  2°  Que 
los  materiales  para  su  construcción  se  encuentran  en 
su  mayor  parte  acumulados  ya  al  pié  de  la  obra;  3° 
Que  el  Consejo  Nacional  de  Obras  Públicas  ha  pres- 
tado su  aprobación  al  proyecto  de  modificación  de 
precios  formulados  por  la  Inspección  General  de  Puen- 
tes y  Caminos  y  aceptado  por  los  Constructores;  4^ 
Que  esas  modificaciones  sólo  importan  en  conjunto, 
según  lo  manifiesta  el  Departamento  de  Ingenieros, 
11,965  $  r%,  ó  sea  el  5  «  o  sobre  el  costo  total  de 
la  obra  según  presupuesto  aprobado,  y  considerando 
además  que  si  bien  el  informe  de  la  Contaduría  Ge- 
neral es  contrario  al  aumento,  el  Señor  Procurador 
General  de  la  Nación  al  encontrar  ajustado  este  informe 
al  derecho  estricto,  reconoce  que  el  aumento  sólo  po- 
dría fundarse  en  la   equidad,  respecto   de    la  cual  es 
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único  Juez  el  P.  E.  Visto  todo  esto  y  reputando  equi- 
tativo las  modificaciones  mencionadas  y  necesaria  la 
habilitación  del  puente  en  el  plazo  más  breve  posible, 

El  Presidente  de  la  República^  en  Acuerdo  General  de 
Ministros — 

DECRETA : 

Art.  1"*  Concédese  á  los  Sres.  C.  Andrés  Braly  y 
C*.,  las  siguientes  modificaciones  en  lo  relativo  á  la 
construcción  del  Puente  sobre  el  Rio  San  Juan  de  que 
son  contratistas,  bien  entendido  que  el  aumento  total 
que  importen  al  costo  de  esa  obra  no  deberá  exceder 
de  1 1 965  $  1%.  1  ^  Por  metro  cúbico  de  tierra  para 
terraplenes  45  centavos  en  vez  de  32  ó  sea  13  cen- 
tavos de  aumento.  l!P  Por  metro  cuadrado  de  la  cal- 
zada 1  $  50  centavos  en  vez  de  4  $  por  metro  lineal. 
3°  Por  iíuadra  de  alambrado,  70  $  en  vez  de  45  ó 
sea  25  $  de  aumento.  4^  Fíjase  en  70  $  el  metro 
cúbico  de  piedra  del  asiento  del  puente,  b^  Fíjase  en 
35  centavos  el  kilogramo  de  tornillos  y  azuches  de 
los  pilotes.  6®  Autorízase  el  empleo  de  pino  de  tea  en 
lugar  de  la  madera  dura  que    estipula  el  contrato. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional  y  vuelva  al  Departamento  de  Inge- 
nieros á  los  fines  consiguientes. — PELLEGRINI. — José 
V.  Zapata.  — Eduardo  Costa. — Vicente  F.  López — Juan 
Carballido. — N.  Levalle. 


Lloyd  Nord  Alemán— pide  se  le  permita  efectuar  las  ope- 
raciones de  carga  y  descarga  á  los  vapores  de  la  Gom- 
paflia  en  la  rada  y  uo  en  la  Dárcena. 

En  10  (le  Setiembre  de  18i)0,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda 
el  representante  de  la  Compañía  Lloyd  Nord  Alemán,  pidiendo 
se  le  permita  hacer  á  los  vapores  de   su  propiedad,  las  opera- 
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ciones  de  carga  y  descarga  en  la  rada,  pues  dado  su  gran  ca- 
lado, no  les  es  posible  poderlo  efectuar  en  el  Puerto  del  Ria- 
chuelo, por  ahora. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  previo  informe  de  la  Aduana 
de  la  Capital  manifestó;  que  podía  permitirse  á  ios  vapores  de 
la  Compañía  "Lloyd  Nord  Alemán",  efectuar  sus  operaciones 
en  la  rada,  bajo  la  vigilancia  del  Resguardo,  mientras  no  se 
terminen  las  obras  correspondientes,  al  canal  de  entrada,  pues 
se  trata  de  buques  con  calado  de  más  de  27  pies,  lo  que  ofre- 
ce peligros  y  dificultades,  en  su  entrada  á  la  Dársena  y  diques 
en  construcción. 
El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  asi: 

ExMO.  Señor: 

Opino  como  la  Dirección  de  Rentas,  que  debe  ha- 
cerse lugar  á  lo  solicitado  por  la  Compañía  Lloyd 
Nord  Alemán. — Enero  8    de  1891. — José  M*  Cantilo. 

Resolución — 

Departamento   de  Hacienda. 

Marzo  7  de  1891 — Vista  la  solicitud  del  Ájente 
en  esta  Capital  de  la  Compañía  de  vapores  "Lloyd 
Nord  Alemán''  en  la  que  pide  no  le  sea  permitido  á  los 
vapores  la  entrada  á  los  diques  y  efectuar  sus  opera- 
ciones de  carga  y  descarga  en  la  rada,  y  considerando: 

1^  Que  de  los  informes  producidos  resulta  que  el 
promedio  del  calado  de  los  referidos  buques  es  de 
22  y  1  2  pies  llegando  hasta  24  pies  con  carga 
máxima. 

2<^  Que  la  profundidad  del  canal  del  Puerto  de  la 
Boca  que  sirve  de  entrada  á  la  Dársena  y  Dique 
como  término  medio  en  mareas  ordinarias  .es  de  20 
á  21  pies  lo  que  hace  imposible  la  entrada  á  los 
buques  de  mayor   calado. 

3°  Que  entre  tanto  se  terminan  las  Obras  del  Puerto 
el  canal  profundizando  el  canal  no  ofrecen  inconveniente 
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se  verifiquen  las  operaciones  de  esta  Compañía  en  la 
forma  que  se  efectuaban  anteriormenre. 

Por  estas  consideraciones,  de  conformidad  con  los 
informes  producidos  y  mientras  las  obras  del  Puer- 
co no  permitan  la  entrada  á  los  referidos   buques, 

SE  resuelve: 

l^  Conceder  el  permiso  solicitado  por  la  Compa- 
ñía de  vapores  **^loyd  Nord  Alemán"  por  el  térmi- 
no de  seis  meses  para  efectuar  las  operaciones  de 
carga  y  descarga  de  mercaderías  en  la  rada. 

Quedando  esta  concesión  caduca  y  sin  valor  una 
vez  que  la  profundidad  del  canal  les  permita  entrar 
al  puerto  ó  que  la  misma  Compañía  sustituya  los 
buques  actuales  por  otros. 

2°  Pase  á  la  Dirección  de  Rentas  á  sus  efectos, 
insértese  en  el  Registro  Nacional  y  repónganse  los 
sellos. — PELLEGRINI. — Vicente  F.  López. 


La  Dirección  Greneral  de  Correos  y  Telégrafos, —sobre  la 
necesidad  de  que  la  Justicia  Federal  dedique  interés 
preferente  á  las  causas  que  afectan  &  la  moralidad  y 
dinero  de  esa  repartición. 

En  11  de  Setiembre  de  X890  el  Ministerio  del  Interior  remitió  al 
de  Justicia,  una  nota  de  la  Dirección  General  de  Correos  y  Te- 
légrafos, indicando  la  necesidad  de  que  la  Justicia  Federal 
dedique  un  interés  solícito  y  preferente  á  las  causas  que  afec- 
tan al  orden,  moralidad  y  dinero  de  esa  Repartición. 

El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  á  quien  pasó  á  informe» 
dictaminó  como  sigue. 

ExMO.  Seiíor: 

La  Ley  de  Procedimientos  en    lo  Criminal  para  los 
Juzgados  Federales    dictada    en  1863,  ha  sido  susti- 
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tuida  por  el  Código  de  Procedimientos  en  la  misma 
materia  sancionado  por  la  Ley  núm.  2372,  de  Octu- 
bre de  1888. 

Por  el  art.  114  de  dicho  Código  se  atribuye  el 
ejercicio  del  Ministerio  Fiscal  en  los  Tribunales  Fe- 
derales, ó  de  Territorios  Nacionales,  al  Procurador 
General  y  á  los  Procuradores  Fiscales  titulares,  ó  en 
su  defecto  á  los  especiales  nombrados  en  cado  caso 
por  los  Jueces  de  Sección  ó  de  dichos  Territorios. 

Como  la  Justicia  Federal  no  puede  en  caso  alguno 
proceder  de  oficio,  corresponde  á  los  Procuradores 
Fiscales  según  el  art.  118  del  mismo  Código,  promo- 
ver la  averiguación  y  enjuiciamiento  de  los  delitos 
que  corresponden  á  la  Justicia  Federal,  en  el  Distrito 
en  que  ejercen  sus  funciones;  asistir  al  examen  de 
los  testigos  y  verificaciones  de  otras  pruebas,  y  ejer- 
citar todas  las  acciones  y  recursos  previstos  en  las 
Leyes  Penales  y  de  Procedimientos;  requerir  de  los 
Jueces  el  activo  despacho  de  los  procesos,  deduciendo 
los  reclamos  necesarios;  y  vigilar  el  fiel  cumplimiento 
de  las  Leyes  y  reglas  del  Procedimiento. 

Al  Procurador  General  corresponde,  según  el  art. 
116,  cuidar  de  que  los  encargados  de  ejercer  el  Mi- 
nisterio Fiscal  en  los  Juzgados  Interiores,  promuevan 
las  gestiones  que  les  correspondan  y  desempeñen 
fielmente  los  demás  deberes  de  su  cargo. 

De  esta  suerte  ha  reglamentado  el  Código  de  Proce- 
dimientos el  ejercicio  de  la  acción  pública  confiado  á 
los  representantes  del  Ministerio  Fiscal;  y  pienso  que, 
siendo  observadas,  tales  disposiciones  bastan  para  que 
se  haga  efectivo  el  castigo  de  los  delitos  á  que  se 
refiere  el  Sr.  Director  General  de  Correos  y  Telégrafos. 

Pienso  que  dicho  Sr.  Director  puede  dirigirse  á  los 
Procuradores  Fiscales  que  hayan  sido  nombrados  en 
las  causas  promovidas  por  él,  incitándoles  á  cumplir 
con  el  deber  que  la  ley  les  impone,  con  lo  cual  creo 
que  tales  causas  se  pondrían  en  inmediata  tramitación. 
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Si  lo  que  no  es  de  esperarse,  dichos  funcionarios 
descuidasen  todavía  el  cumplimiento  de  tal  deber,  el 
mismo  Sr.  Director  podrá  comunicarlo  al  Procurador 
General  para  que  éste  pudiera  usar  de  la  facultad 
que  le  acuerda  el  art.  1 1 6  del  Código  de  Procedimientos. 

Podrá  V.  E.  en  fin  diponer  se  pase  nota  á  los 
Procuradores  Fiscales  Titulares  que  ejercen  sus  fun- 
ciones ante  los  Jueces  de  Sección  ó  de  los  Territorios 
Nacionales,  comunicándoles  la  reclamación  interpuesta 
por  el  Sr.  Director  General  de  Correos  y  Telégrafos  y 
requiriéndoles  el  cumplimiento  de  los  deberes  que  les 
incumben  según  las  disposiciones  del  mencionado  art. 
118  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal.  — 
Buenos  Aires,  Setiembre  20  de  1890.— Antonio  E. 
Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Setiembre  27  de  1890 — Diríjase  ofi- 
cio á  los  Procuradores  Fiscales  representándoles  la 
necesidad  que  existe  de  que  dediquen  á  las  causas 
referidas  una  actuación  preferente:  remítase  copia  del 
anterior  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación  al  Departamento  del  Interior  á  fin  de  que  se 
sirva  trasmitirlo  al  Sr.  Director  de  Correos  y  Telégra- 
fos y  archívese. — Gutiearez. 


La  Legación  de  Bélgica,— sobre  el  Cíongreso  Internacional 
de  Amberes, — Patronato  de  los  detenidos-*  Protección  de 
los  niños. 

Eu  Setiembre  15  lie  1890,— ^ La  Legación  de  Bélgica  á  nombre  de 
su  Gobierno  invitó  en  esta  fecha  al  Argentino  para  que  se  hi- 
ciera representar  por  medio  de  delegarlos  al  Congreso  Interna- 
cional que  se  reuniría  en  Amberes    el  O  ile  Octubre  del  año  en 
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curso,  para  tratar  de  las  cuestiones  relativas  al  patronato  de 
los  detenidos  y  á  la  protección  de  los  niños  moralmente  abain 
donados. 

Ministerio  de  R.  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  1890. — Pase  al  Mi- 
nisterio de  Justicia  para  que  se  sirva  manifestar  si 
cree  conveniente  que  la  República  sea  representada 
en  el  Congreso  á  que  se  refieren  las  precedentes  co- 
municaciones, y  en  caso  afirmativo  tenga  á  bien  in- 
dicar la  persona  que  podría  nombrarse  al  efecto  y 
los  fondos  que  se  le  asignarían  por  ese  Departamento, 
rogando  el  más  breve  despacho  de  este  asunto  en 
atención  al  escaso  tiempo  que  falta  para  la  reunión  de 
dicho  Congreso. — Costa. 

En  Setiembre  20  de  1890,  El  Departamento  de  Justicia  devolvió 
con  nota  el  expediente  original,  manifestando  que  como  De- 
legado á  dicho  Congreso  debía  nombrarse  á  alguno  de  los  miem- 
bros del  Cuerpo  Diplomático  residente  en   Europa. 

La  vista  del  Señor  Procurador  que  corre  en  el  expediente  dice 
como  siííue: 

ExMO.  Srñor: 

Invitado  el  Gobierno  de  V.  E.  por  el  de  Bélgica  á 
enviar  delegados  al  Congreso  Internacional  que  debe 
reunirse  en  aquel  País  con  el  fin  de  tratar  y  de  re- 
solver las  cuestiones  que  se  relacionan  con  el  patro- 
nado de  los  detenidos  y  la  protección  de  los  niños 
moral  mente  abandonados,  soy  de  opinión  que  V.  E. 
debe  apresurarse  á  aceptar  esa  invitación,  enviando 
los  delegados  que  se  indican  y  designando  los  fondos 
que  se  asignarían  por  el  Departamento  de  Justicia, 
como  lo  solicita  S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores. 

La  educación  primaria  es  una  obligación  impuesta 
al  Gobierno  por  nuestra  ley  Fundamental,  pero  tal 
obligación  no  se  llenaría    cumplidamente  si  se  dejase 
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abandonados  á  su  propia  dirección  á  los  numerosos 
niños  que  no  se  hallan  bajo  la  patria  potestad,  ó  ba- 
jo tutela,  y  que  abundan  en  las  Calles  de  nuestra 
populosa  capital  entregados  á  su  propia  dirección  y 
expuestos  á  perderse  totalmente  en  el  abandono  en 
que  se  encuentran.  La  Escuela  Primaria  que  dispen- 
sa la  instrucción,  instituida  obligatoriamente  por  nues- 
tras leyes,  no  es  completa,  si  no  es  acompañada  de 
Asilos  y  de  leyes  que  lo  reglamenten,  que  eviten  que 
el  deber  de  la  educación  sea  burlado,  ó  se  cumpla 
ineficazmente  en  muy  numerosos  casos. 

La  mejora  de  los  detenidos  por  la  inculpación  de 
delitos  ó  crímenes,  y  la  vigilancia  de  los  que,  ha- 
biendo cumplido  sus  condenas  son  puestos  en  liber- 
tad,para  evitar  reincidan  en  los  actos  que  motivaron 
la  anterior  condenación,  son  también  asuntos  del  ma- 
yor interés  social  que  deben  preocupar  justamente 
la  atención  de  V.  E.  como  ha  preocupado  la  del  Go- 
bierno Belga. 

Por  fin  la  mendicidad  y  la  vagancia,  cuestiones 
de  cuya  solución  debe  tratar  también  el  Congreso, 
no  son  de  menor  importancia;  pues  van  siendo  entre 
nosotros  una  verdadera  enfermedad  social  sin  que 
sean  bastante  á  estirparla  los  Asilos  que  tenemos 
fundados  y  las  leyes    que  castigan  al  vago. 

En  todas  estas  cuestiones  nada  tenemos  estudiado 
ni  resuelto  en  nuestro  País;  y  es  por  tanto  del  mayor 
interés  para  nosotros  tomar  la  participación  que  se 
nos  ofrece. 

Creo  así  mismo  que  debe  V.  E.  ordenar  se  dé  al 
Programa  del  Congreso  que  se  acompaña,  la  inme- 
diata y  extensa  publicidad  que  solicita  el  Sr.  Ministro 
de  Bélgica — Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1890 — 
Antonio  E.  Malaver. 
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Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1890 — Vista  la  nota 
de  fecha  15  de  Setiembre  último,  pasada  por  el  Sr. 
Ministro  Residente  de  Bélgica  al  Departamento  de 
Relaciones  Exteriores,  en  la  cual  comunica  la  invita- 
ción que  su  Gobierno  dirije  al  de  esta  República,  á  fin 
de  que  se  haga  representar  en  el  Congreso  Interna- 
cional, que  se  reunirá  en  Amberes  el  9  del  corriente, 
para  el  estudio  de  diversas  cuestiones  relativas  al 
patronato  de  los.  detenidos  y  á  la  protección  de  los 
niños  moralmente  abandonados,  y  teniendo  en  cuenta 
la  opinión  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación 
y  lo  manifestado  por  el  Ministerio  de  Justicia,  Culto 
c  Instrucción  Pública. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°  Nómbrase  Delegado  del  Gobierno  en  el 
expresado  Congreso  al  Sr.  Ministro  Residente  de  la 
República  en    Bélgica,    D.  Carlos  Calvo  y  Capdevila. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Regis- 
tro Nacional — PELLEGRINI — Eduardo   Costa. 


La  Legación  de  Italia,  -sobre  Impuestos  Manicipales  cobrados 

al   Sefior   Cónsul   de   esa   Nación 

La  Legación  de  Italia  con  fecha  10  de  Setiembre  de  1890  solicitó 
del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  de  acuerdo  con  el 
intercambio  de  notas  que  tuvo  lugar  el  16  y  17  de  Agosto  de  1871 
entre  esa  Legación  y  el  Ministerio,  la  devolución  de  lo  cobrado 
por  impuestos  municipales,  en  cuyos  documentos  se  aseguraba 
para  ambos  paises  el  tratamiento  de  la   nación  más  favorecida. 
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El  Departamento  üe  Relaciones  Exteriores  luego  de  haber  solicita- 
do informes  á  la  Intendencia  Municipal  de  la  Capital,  pasó  el 
a^iunto  á  dictamen  del  Señor  Procurador  General,  quie:?  se  ex- 
pidió cumo  sigue: 

ExMO.  Señor: 

S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Italia  reclama  de  V,  E 
se  impartan  las  instrucciones  necesarias  á  fin  de  que 
la  Intendencia  Municipal  de  esta  Capital  devuelva  al 
Señor  Cónsul  de  la  misma  Nación  los  impuestos  mu- 
nicipales que  ha  percibido  durante  la  permanencia  de 
dicho  Sr.  Cónsul  en  la  casa  que  habita,  cuyo  impuesto, 
dice,  está,  á  cargo  de  arrendatarios;  y  para  que  no 
siga  cobrándosele  en  adelante. 

Funda  el  Señor  Ministro  su  petición  en  el  inter- 
cambio de  notas  que  tuvo  lugar  el  16  y  17  de  Agosto 
de  1871,  entre  la  Legación  de  Italia  y  el  Sr.  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  de  la  República,  por  las  que 
quedó  asegurado  á  los  respectivos  gobiernos,  el  tra- 
tamiento de  la  Nación  más  favorecida;  y  en  que  así 
como  en  el  art.  7  de  la  Convención  Consular  entre 
la  República  Argentina  y  la  del  Perú,  y  en  el  art.  9 
de  la  vigente  con  el  Reino  de  Portugal,  estatuyese 
que  los  Cónsules  enviados  están  exentos  de  todo  tmptiesto 
así  cree  que  debe  hacerse  extensivo  ese  tratamiento 
á  los  Reales  Cónsules  de  su  Nación,  residentes  dentro 
del  territorio  de  la  República. 

Los  informes  producidos  por  la  Intendencia  Muni- 
cipal de  la  Capital  demuestran,  Exmo.  Señor,  que  el 
Real  Consulado  de  Italia  ocupa  la  casa  situada  en  la 
calle  Alsina  núm.  1455:  por  lo  cual,  y  hallándose  ella 
comprendida  en  las  disposiciones  del  decreto  de  Abril 
último,  expedido  por  la  Intendencia,  dicha  casa  esta 
exonerada  del  pago  del  impuesto  general,  y  no  se  ha 
hecho  respecto  de  ella  cobro  alguno. 

En  Enero  18  del  corriente  año,  según  datos  que 
rae  han  sido  comunicados  por  la  Óñcina  Municipal  de 
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Rentas,  esta  oficina  consultó  á  la  Intendencia  Muni- 
cipal respecto  de  algunas  dudas  que  le  ocurrían  para 
la  debida  aplicación  de  la  ordenanza  de  Impuestos  Mu- 
nicipales, sancionada  para  el  año  económico  de  1889 
y  que  se  ha  declarado  en  vigencia  para  el  año 
corriente — Entre  los  puntos  consultados,  figuraba  el 
siguiente: 

"2°  Las  casas  de  propiedad  particular  ocupadas 
en  síi  totalidad  por  oficinas  públicas  nacionales  ó  mu- 
nicipales, como  ser  Escuelas,  Comisarías,  de  Policía 
Juzgados  de  Paz,  etc,  etc.  ¿deben  pagar  el  impuesto 
general,  así  como  las  Legaciones  y  Consulados? — Has- 
ta ahora  unos  propietarios  pagan  y  otros  se  niegan 
á  hacerlo,  previniéndole  que  á  aquéllos  se  les  aplica 
la  cuota  menor  como  casas  de   familia". 

Consultado  el  Asesor  Letrado  de  la  Municipalidad, 
opinó  en  dictamen  de  16  de  Febrero  último:  **En  el 
2«  caso  la  Ley  no  distingue;  por  lo  tanto,  debe  apli- 
cárseles el  impuesto". 

En  28  de  Marzo  del  corriente  año,  la  Intendencia 
Municipal  dictó  la  siguiente  resolución: 

"Hágase  saber  á  la  Oficina  de  Rentas  que,  para  la 
aplicación  del  impuesto,  debe  observar  las  siguientes 
reglas 

2*  Las  casas  de  propiedad  particular,  ocupadas  en 
su  totalidad  por  oficinas  públicas,  nacionales,  provin- 
ciales ó  municipales,  legaciones  y  consulados  extran- 
geros,  no  deberán  pagar  impuesto  alguno''. 

Fundada  en  esta  disposición,  dice  la  Oficina  Mu- 
nicipal de  Rentas,  no  se  cobra  impuesto  alguno  mu- 
nicipal á  la  casa  calle  Alsina  N^  1455,  ocupada  en 
su  totalidad  por  el  Real  Consulado  Italiano. 

Pero  el  Señor  Cónsul  de  Italia  ocupa  con  su  fa- 
milia la  casa  en  la  misma  calle  N^  1451,  la  que  es 
contigua  á  la  otra  que  ocupan  las  Oficinas  del  Con- 
sulado; siendo  de  notar  que  el  Señor  Cónsul  tiene 
su  despacho,  no  en  la  casa   en  qué  están  las    Ofici- 
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ñas  del  Consulado,  sino  en  la  que  habita  con  su  fa- 
milia, habiendo  abierto  comunicación  entre  ambas  ca- 
sas para  su  mayor  comodidad  y  más  fácil  acceso  á 
sus  Oficinas. — Así  lo  dice  el  informe  de  fojas  9; 
siendo  respecto  á  esta  última  casa  que  ocupa  con  su 
familia,  que  se  ha  cobrado  el  impuesto;  y  que  la  Ofi- 
cina Municipal  de  Rentas  considera  comprendida  en 
la  Resolución  de  la  Intendencia  de  28  de  Marzo  que 
queda  transcripta. 

Con  arreglo  á  esta  resolución,  me  parece  induda- 
ble que  la  casa  que  ocupa  con  su  familia  el  Señor 
Cónsul,  aunque  en  ella  tenga  su  despacho,  está  su- 
jeta al  impuesto;  puesto  que  no  se  halla  ocupada  en 
su  totalidad  con  las  Oficinas  del  Consulado,  que  se 
.hallan  en  la  casa  contigua. 

S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Italia  establece  sin  em- 
bargo el  hecho  de  que,  las  Convenciones  Consulares 
con  el  Perú  y  el  Reino  de  Portugal,  que  puede  in- 
vocar el  de  Italia,  declara  exento  de  todo  impuesto  á 
los  Cónsules  enviados  por  dichas  naciones;  y  leyén- 
dolas atentamente,  pienso  que  es  necesario  hacer  al- 
guna distinción. 

El  art.  7  de  la  Convención  Consular  de  5  de  Mayo 
de  1874,  entre  nuestra  República  y  la  del  Perú,  esta- 
tuye que:  "los  Cónsules  Generales,  Cónsules,  Vice- 
cónsules y  Agentes  consulares,  ciudadanos  del  Estado 
que  los  nombrare,  estarán  exentos  de  cualquier  cargo 
ó  servicio  público,  como  también  de  contribuciones  per^ 
sánales  directas  y  de  toda  contribución  extraordinaria  . 
(Colee,  de  Tratados,  tomo  2^,  pág.  480). 

El  Art.  9<>  de  la  Convención  Consular  celebrado 
con  el  Reino  de  Portugal  en  24  de  Diciembre  de 
1878  (dicha  colee,  tomo  3^  pág.  198),  establece  que: 
"Cuando  los  cónsules  generales,  cónsules,  vice-cón- 
sules  ó  agentes  consulares  fuesen  ciudadanos  ó  sub- 
ditos del  Estado  que  los  nombra,  no  se  les  podrá 
imponer  carga    alguna  ó   servicio  público,  y  estarán 
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exentos  de  contribuciones  personales  directas  y  de  o  ir  a 
cualquiera  contribución  extraordinaria!' 

Como  V.  E.  lo  vé,  el  impuesto  general  municipal 
no  puede  ser  colocado  entre  las  contribuciones  perso- 
nales directas  á  que  se  refieren  ambas  Convenciones 
Consulares;  y  mucho  menos  podría  calificarse  de 
contribución  extraordinaria. 

Que  no  es  un  impuesto  personal  el  general  que 
cobra  la  municipalidad,  lo  demuestra  el  hecho  deque 
no  grava  á  las  personas,  ni  á  los  inquilinos  de  las 
fincas,  como  por  falta  de  información  exacta  lo  ha 
comprendido  S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Italia—Ese 
impuesto  no  es  personal,  sino  real\  puesto  que  grava 
á  la  propiedad  en  el  hecho  de  deber  ser  satisfecho  por  los 
propietarios  y  no  por  los  inquilinos  ó  arrendatarios  de 
las  fincas — Él  Art.  2®  de  la  antes  citada  Ordenanza  de 
Impuestos,  vigente  en  el  año  anterior  y  en  el  que  expira, 
resuelve  toda  duda  al  respecto;  "El  impuesto  general 
municipal  dice,  de  limpieza,  alumbrado  y  barrido, 
será  pagado  por  los  propietarios  durante  el  año  1889, 
por  trimestres  adelantados". 

En  consecuencia  de  estas  disposiciones,  es  mi 
opinión,  Exmo.  Señor,  que  la  casa  que  ocupa  con  su 
familia  el  Real  Cónsul  de  Italia,  está  sujeta  al  im- 
puesto general  municipal — estando  exenta  de  él,  la 
contigua,  que  ocupan  en  su  totalidad  las  oficinas  del 
Consulado;  y  que  es  de  esperarse  que,  dadas  la 
ilustración  y  rectitud  de  S.  E.  el  Sr.  Ministro  de 
Italia,  reconocerá  sin  dificultad,  que,  no  tratándose 
de  ningún  impuesto  personal,  ni  extraordinario,  que 
deba  ser  pagado  por  los  inquilinos  ó  arrendatarios, 
sino  que  grava  sólo  á  los  propietarios,  ha  de  reco- 
nocer la  justicia  y  la  equidad  con  que  la  Municipa- 
lidad ha  procedido  en  el  cobro  del  impuesto  de  que 
se  trata. 

Sin  embargo,  V.  E.  en  su  superior  juicio,  resolverá 
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como  lo  estime    más   acertado. — Buenos    Aires,   Di- 
ciembre   16   de    1890— Antonio  E.  Mala  ver. 

Resolución — 

Departamento   de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Diciembre  19  de  1890 — Encontrando 
fundadas  las  observaciones  del  dictamen  que  precede, 
adóptase  por  resolución  —Comuniqúese  en  respuesta 
á  la  Legación  de  Italia,  trascríbase  á  la  Intendencia 
Municipal,  hágase  saber  al  Sr.  Procurador  General 
y  publfquese  con  la  nota  respectiva — PELLEGRINI — 
Eduardo  Costa. 


LaGompafiia  «The  Ghacabaco  Mansions  Gompany  Limited», ~ 
solicita  el  reconocimiento  de  persona  jnridica. 

En  Agosto  lí>  de  1890  el  reprenseiitante  de  la  Gompafiia  limitada 
"The  Chacabuco  Mansions"  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior 
solicitando  que  á  dicha  Sociedad  Anónima  se  la  reconociera  en 
el  carácter  de  persona  jurídica,  ácuyo  objeto  acompañaba  los  E»> 
tatutos  en  unión  de  los  documentos  pertinentes  al  caso. 

Pasó  á  informe  del  Señor  Procurador  del  Tesoro,  quien  lo  emitió 
en  estos  términos. 

ExMO.  Señor: 

Se  trata  de  una  Sociedad  Anónima  constituida  en 
país  extranjero.  El  Código  Civil  autoriza  el  reconoci- 
miento legal  de  estas  corporaciones,  así  es  que  no  veo 
dificultad  para  que  V.  E.  reconozca  esta  Sociedad  en  el 
carácter  que  invoca. — Estudio,  Agosto  27  de  1890— 
C.  L.  Marenco. 

Pasó  igualmente  á  informo  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación 
y  este  funcionario   se  expidió  asi. 
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ExMo.  Señor: 

Según  el  Memorándum  dj  Asociación  y  los  Estatutos 
de  la  Compañía  "The  Chacabuco  Mansions  Company 
Limited',  los  objetos  para  que  ha  sido  constituida  se 
refieren  á  la  adquisición  de  terrenos,  construcción  de 
edificios  y  de  estancias  y  á  la  ejecución  de  otras  diver- 
sas obras  en  nuestro  país  Cae  por  consiguiente  esta 
Compañía  bajo  la  disposición  del  art .  286  del  Código 
de  Comercio,  y  creo,  por  tanto,  que  como  lo  dispone 
el  art.  287  siguiente,  se  halla  sujeta  á  las  disposicio- 
nes del  mismo  Código,  en  cuanto  al  Registro  y  publi- 
cación de  los  actos  sociales  y  mandatos  de  los  respec- 
tivos representantes;  y  en  caso  de  quiebra,  á  lo  esta- 
blecido en  el  art.  1385,  teniendo  dichos  representantes, 
para  con  los  terceros  la  misma  responsabilidad  que  los 
administradores  de  Sociedades  Nacionales. 

Creo  además  que,  al  permitir  V.  E.  que  la  Compa- 
ñía extienda  sus  operaciones  al  Territorio  de  la 
República  debe  declarar  que,  por  el  hecho,  queda  cons- 
tituido en  dicho  territorio  el  domicilio  legal  de  la  Com- 
pañía, para  el  ejercicio  y  cumplimiento  de  los  derechos 
y  obligaciones  que  en  la  República  hayan  de  cumplirse 
y  ejecutarse.  Esta  constitución  de  domicilio  en  nues- 
tro país,  no  puede  ofrecer  á  la  compañia  la  menor 
dificultad,  desde  que  está  autorizada  por  el  art.  8°  de 
sus  Estatutos. 

Por  fin  soy  de  opinión  que  V.  E.  pueda  prestar  su 
asentimiento  para  que  la  mencionadí^  Sociedad  obtenga 
el  carácter  de  persona  jurídica,  á  condición  de  que  se 
entienda  domiciliada  en  la  República,  y  de  quedar  su- 
jeta en  su  funcionamiento  en  nuestro  País  á  todas  las 
disposiciones  y  reglas  que  el  Código  de  Comercio  esta- 
blece para  las  Sociedades  Anónimas. — Buenos  Aires, 
Setiembre  19  de  1890 — Antonio  E.  Malaver. 
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Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1890. — Atento  lo 
dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción, y  el  del  Tesoro. 

El  Presidente  de  la    República — 

decreta: 

Art.  1^  Reconócese  en  el  carácter  de  persona  jurí- 
dica á  la  Compañía  The  Chacabuco  Mansions  Company 
Limited''  constituida  en  Londres  con  el  objeto  de  prac- 
ticar operaciones  comerciales  en  la  República,  adquirien- 
do terrenos,  construyendo  edificios  etc.  con  un  capital 
de  sesenta  mil  trescientas  libras  esterlinas,  dividido  en 
seis  mil  treinta  acciones  de  á  diez  libras;  siendo  enten- 
dido que  el  Gobierno  se  reserva  el  derecho  de  nombrar 
un  Inspector  para  el  examen  de  los  libros  y  documentos 
pertenecientes  á  esta  Sociedad,  la  cual  se  considerará 
domiciliada  en  la  República  para  el  ejercicio  y  cum- 
plimiento de  los  deberes  y  obligaciones  que  en  ella 
hayan  de  cumplirse  y  ejecutarse,  quedando  sujeta  en 
su  funcionamiento  á  todas  las  disposiciones  y  reglas 
que  el  Código  de  Comercio  establece  para  las  socieda- 
des anónimas. 

Art.  2°  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
mencionados  estatutos,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional. — PELLEGRINL— Julio  A.  Roca. 

En  Setiembre  5  de  18H3,  el  Ministerio  del  Interior  pasó  el  expe- 
diente de  la  referencia  al  Ministerio  de  Justicia  que  acordó  su 
archivo. 
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La  Legación  de  S.  M.  Británica, — sobre  la  reivindicación 
de  la  isla  «Lechiguana»  en  favor  del  Señor  6.  Wallace. 

La  Legación  de  S.  M.  Británica  se  dirigió  al  Ministerio  de  Rela- 
ciones Exteriores  con  fecha  18  de  Setiembre  de  1890,  acompa- 
ñando en  copia  una  sentencia  de  la  Suprema  Corte  Federal,  por 
la  cual  sentencia  se  obligaba  á  la  Provincia  de  Entre  Rios  á 
restituir  á  D.  Guillermo  Waliace  la  posesión  de  una  isla  lla- 
mada "Lechiguanas"  en  el  Rio  Paraná  y  á  indemnizarle  además 
los  perjuicios  que  por  causa  de  la  desposesión  se  le  hubiesen 
ocasionado.— Que  el  6<^bierno  de  dicho  Estado  había  dado  cum- 
plimiento á  tal  sentencia  entre^-ando  la  mencionada  isla,  más 
no  eij  la  parte  que  se  refiere  á  ios  perjuicios  y  costas.— En  con- 
secuencia, pedía  que  ia  precitada  sentencia  se  llevara  á  cabo. 

Habiéndose  pedido  informe  al  Sr.  Procurador  General,  éste  se  ex- 
pidió asi: 

ExMO.  Señor; 

S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Inglaterra  solicita  de  V.  E. 
"  se  lleve  á  cabo  pronta  y  decisivamente  y  en  todas 
sus  partes,  no  parcialmente  como  ha  sucedido" — la 
sentencia  que  acompaña,  dictada  por  la  Suprema  Cor- 
te Federal  en  14  de  Marzo  1889,  en  la  causa  segui- 
da por  D.  Guillermo  Wallace  contra  la  Provincia  de 
Entre  Rios — solicitando  ser  restablecido  en  la  posesión 
de  la  isla  llamada  Lechiguanas  del  Río  Paraná,  de 
que  fué  despojado  por  orden  del  Gobierno  de  dicha 
Provincia,  con  más  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios. 

Esa  sentencia  de  la  Suprema  Corte  declaró  "  que  el 
Gobierno  de  la  Provincia  de  Entre  Rios  está  obliga- 
do á  restituir  al  Sr.  Wallace  á  la  posesión  en  que  se 
ha  hallado  de  la  isla  antes  mencionada,  y  d  indemni- 
zarle ademds  los  perjuicios  que  por  causa  de  la  despo- 
sesión se  le  hubiesen  ocasionado^  con  cosías,  " — y  ella 
ha  sido  cumplida  en  cuanto  á  la  restitución  de  la  po- 
sesión, no    así  en  cuanto  á  la    indemnización  de  los 


-  163  — 

perjuicios.-  -El  Sr.  Ministro  inglés  solicita  por  ello  de 
V.  E.  el  pronto  cumplimiento  de  esta  ultima  parte. 

V.  E.  sin  embargo,  no  tiene  facultad  por  la  Cons- 
titución ni  por  las  leyes  que  nos  rigen,  de  hacer  cum- 
plir las  sentencias  de  los  Tribunales.  Es  el  Juez  ó 
Tribunal  que  ha  dictado  la  sentencia  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada  (en  este  caso  la  Suprema 
Corte  Nacional),  el  que  es  competente  para  entender 
en  su  ejecución. 

La  ejecución  de  la  sentencia  que  condena  al  pago 
de  frutos,  daños,  perjuicios  ó  réditos,  puede  dar  lugar 
á  un  nuevo  juicio,  el  cual  es  sólo  del  exclusivo  resor- 
te de  los  Tribunales  de  Justicia.  El  artículo  15  de 
la  ley  de  Procedimientos  Federales  de  14  de  Setiem- 
bre de  1 863  dispone  que:  "  La  sentencia  que  conten- 
ga condenación  de  frutos,  réditos  ó  daños,  fijará  ó  bien 
la  cantidad  de  la  condenación,  si  resultare  líquida  ó  al 
menos  las  bases  sobre  que  haya  de  hacerse  la  liqui- 
dación; y  cuando  no  haya  mérito  para  lo  u7io  ni  para 
¿o  otro  y  se  reservará  para  el  juicio  correspondiente  la 
acción  sobre  los  frutos ^  réditos  ó  daños. 

La  sentencia  dictada  por  la  Suprema  Corte  en  la 
acción  promovida  por  el  Sr.  Wallace,  condenó  á  la 
Provincia  de  Entre  Rios  á  satisfacer  al  actor  los  per- 
juicios que  se  le  hubieran  ocasionado;  pero  sin  deter- 
minar su  importe  líquido,  ni  establecer  las  bases  so- 
bre que  debiera  hacerse  su  liquidación;  la  que  según 
los  términos  del  artículo  de  la  ley,  que  acabo  de  co- 
piar, equivale  á  dejar  la  prueba  de  dichos  perjuicios 
y  su  liquidación  para  un  juicio  subsiguiente  que  debió 
promover  el  Sr.  Wallace  ante  la  misma  Corte,  una 
vez  que  comprendió  que  no  podía  arreglar  este  punto 
extrajudicialmente  con  el  Gobierno  de  Entre  Rios. 

Como  se  vé  claramente,  V.  E.  no  podría  en  ejerci- 
cio de  sus  facultades  constitucionales,  apreciar  y  de- 
cidir sobre  la  cuenta  que  presenta  el  S.  Wallace  del 
importe  de  los  perjuicios  que  ha  sufrido.     Sería  ne- 
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cesado  que  V.  E.  oyese  sobre  ello  al  Gobierno  de- 
mandado, que  admitiera  las  pruebas  que  á  su  respec- 
to se  ofrecieran  por  ambas  partes,  y  que  decidiera  en 
fin  acerca  del  importe  de  tales  perjuicios;  y  nada  de 
esto  puede  hacer  V.  E.  porque  son  actos  de  la  exclu- 
siva competencia  de  los  magistrados  judiciales. 

Solamente  una  acción  creo  que  puede  ejercitar  V. 
E.  en  obsequio  á  la  interposición  de  S.  E.  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Inglaterra  y  paso  á  indicarla. 

Condenado  el  Gobierno  de  Entre  Rios  por  actos  que 
el  más  alto  Tribunal  de  la  Nación  ha  juzgado  ilegíti- 
mos, ha  debido  apresurarse  á  darsatisfacción  al  veci- 
no extrangero  que  fué  víctinia  de  ellos.  Y  no  la  ha 
dado,  ni  la  dará  cumplidamente,  mientras  la  sentencia 
de  la  Suprema  Corte  no  obtenga  el  más  exacto  y  to- 
tal cumplimiento. 

Ha  devuelto  la  posesión  de  la  isla  de  que  injusta- 
mente privó  al  Sr.  Wallace;  pero  le  debe  aún  el  reco- 
nocimiento de  los  perjuicios  que  le  causó  y  de  las  cos- 
tas que  le   obligó  á  sufragar. 

Un  Gobierno  no  debiera  dar  lugar  á  ser  demanda- 
do por  el  cumplimiento  de  una  obligación  declarada  por 
sentencia,  cuyo  cumplimiento  es  forzoso  para  él;  y  la 
cuestión  sobre  el  monto  y  pago  de  los  perjuicios  que 
se  le  reclaman  ha  podido  y  debido,  como  puede  y  de- 
be ser  arreglado  por  él,  sin  que  el  vecino  extrangero 
se  vea  en  la  necesidad  de  promover  un  nuevo  litigio 
para  obtener  su    pago. 

Cumple  al  crédito  del  Gobierno  de  Entre-Ríos,  y 
afecta  en  cierto  modo  al  déla  Nación,  de  que  aquella 
Provincia  forma  parte,  procurar  con  la  mayor  puntua- 
lidad la  satisfacción  de  todos  los  deberes  y  obligacio- 
nes que  pesan  sobre  él,  principalmente  en  relación  con 
los  ciudadanos  ó  subditos  extrangeros  que  tanto  empe- 
ño hemos  puesto  y  ponemos  en  atraer  á  nuestro  sue- 
lo, como  factores  de  nuestro  progreso  y  engrandeci- 
miento, y  á  los  que  ofrecemos  una  legislación  que  ga- 
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rantiza  ampliamente  su  seguridad,  su  libertad  y  su  pro- 
piedad. 

Pienso  por  tanto,  Exmo.  Sr.,  que  dirigiéndose  V.  E. 
en  este  sentido,  que  no  le  es  vedado  por  nuestras  le- 
yes, al  Gobierno  de  Entre  Rios,  se  obtendrá  que  el  Sr. 
Wallace  quede  satisfecho  del  crédito  que  reclama;  de 
otra  suerte,  mi  opinión  es  que  tendrá  que  continuar 
ante  la  Suprema  Corte  el  juicio  que  antes  entabló, 
para  que  se  cumpla  como  debe  serlo,  lo  resuelto  de- 
finitivamente en  la  sentencia  que  en  testimonio  obra 
en  el  presente  expediente. — Buenos  Aires,  Octubre  7 
de   1890. — Antonio  E.   Mala  ver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1890. — Visto  el  dic- 
tamen que  antecede  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación,  que  se  acepta  en  todas  sus  partes,  diríjase  no- 
ta al  Gobierno  de  Entre  Rios  encareciéndole  la  con- 
veniencia de  tomar  en  consideración  las  razones  ex- 
puestas y  de  arreglar  con  el  Sr.  Wallace  el  cumpli- 
miento de  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  en  lo 
que  se  refiere  á  los  daños  y  perjuicios  yá  las  costas 
causadas  en  el  pleito  de  que  se  trata,  evitando  con 
ese  procedimiento  equitativo  la  iniciación  de  un  nue- 
vo juicio,  que  sólo  tendrá  por  objeto  establecer  el  quan- 
tum de  la  indemnización,  y  hágase  saber  por  nota  al 
Sr.  Ministro  de  Inglaterra  con  copia  del  dictamen. — 
PELLEGRINI. — Eduardo  Costa. 


Multa  al  ^apor  «Belle  Isleo  por  coadacir  carga  al  puerto  de 
Buenos  Aires,  que  era  destinada  al  de  Montevideo. 

La  I..ejración  de  Inj^Iaterra  con  fecha  24  de  Setiembre  de  1800  pi- 
dió al   Departamento  de    Relaciones    Exteriores   que  fueran  de- 
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vueltas  sesenta  y  una  latas  ile  aceite  que  por  equivocación  condu- 
jo al  puerto  de  Buenos  Aires  el  vapor  Bel  le  Isle,  siendo  aqué- 
llas destinadas  al  puerto  de  Montevideo  y  por  lo  que  se  le  apli- 
có una  multa  de  un  mil  doscientos  pesos.  Lo  que  solicitaba  de 
acuerdo  con  las  piezas  acompañadas  en  copia. 
Se  solicitó  informe  del  Sr.  Procurador  General  y  éste  se  expidió 
asi: 

ExMO.  Señor: 

Sería  conveniente  se  sirviera  V.  E.  ordenar  se  agre- 
gue por  quien  corresponda,  sin  acumularse,  el  expe- 
diente seguido  ante  la  Aduana  con  motivo  de  la  con- 
dena impuesta  al  vapor  Belle  Isle,  y  que  fecho  vuelva 
á  mi  despacho. — Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1890. 
— Antonio  E.  Malaver. 

A  los  fines  indicados  por  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación 
pasó  al  Ministerio  de  Hacienda  y  éste  después  de  hacer  que  la 
Aduana  y  la  Dirección  General  de  Rentas  informaran  acerca  de 
este  asunto,  pasó  lo  actuado  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  Ge- 
neral, quien  se  expidió   así: 

ExMO  Señor: 

Los  informes  que  preceden  de  la  Dirección  General 
de  Rentas  y  de  la  Aduana,  al  expresar  la  causa  que 
dio  lugar  al  comiso  á  que  se  refiere  S.  E.  el  Sr.  Mi- 
nistro de  S.  M.  Británica,  hacen  constar  que  la  re- 
solución dictada  por  el  Administrador  de  Rentas  fué 
apelada  por  el  interesado  para  ante  el  Sr.  Juez  Fede- 
ral Dr.  Ugarriza,  que  fué  otorgado  dicho  recurso;  y 
que  hasta  la  fecha  no  ha  sido  definitivamente  resuelto. 

Según  el  artículo  1063  de  las  Ordenanzas  de  Adua- 
na, aprobadas  por  ley  de  5  de  Octubre  de  1876, 
"  cuando  la  resolución  (del  Administrador  de  Rentas) 
"  fuese  condenatoria,  los  dueños  ó  consignatarios  de  las 
"  mercaderías  ó  transportes  condenados,  podrán  enta- 
"  blar  la  vía  contenciosa  ocurriendo  d  la  justicia  Na- 
"  cional,  haciéndolo  saber  por  escrito  al  Administrador 
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^  en  el  perentorio  término  de  tres  días  hábiles,  conta- 
**  dos  desJe  el  'de  la  notificación  de  dicha  resolución. 

**  Si  la  sentencia  del  Juez  quedare  ejecutoriada, — 
**  dispone  el  artículo  1071  de  las  mismas  Ordenanzas, 
"  —se  devolverá  el  expediente  al  Administrador  de  la 
"  Aduana  de  que  proceda,  para  su  ejecución;  pero, 
**  si  se  reclamase  de  ella  por  cualquiera  de  las  partes, 
*"  se  otorgará  la  apelación  para  ante  la  Suprema  Corte 
"  en  la  forma  y  caso  que  la  ley  previene  para  el  jui- 
**  cío  ordinario. 

Resultando  de  los  informes  mencionados,  que  los 
perjudicados  por  la  resolución  de  la  Aduana  han  en- 
tablado ¿a  vía  contenciosa  de  que  habla  el  artículo  1 063 
citado  de  las  Ordenanzas,  ocurriendo  ante  el  Sr.  Juez 
Federal,  me  parece  forzoso  que  deben  esperar  la  reso- 
lución que  dé  al  caso  la  Justicia  Nacional,  siguiendo 
el  procedimiento  por  todas  las  instancias  que  permiten 
dicho  artículo  y  el  1071. 

El  decreto  de  26  de  Diciembre  de  1879,  mandado 
observar  para  que  sirva  de  precedente  en  los  casos 
ocurrentes  (Registro  Nacional,  página  383)  permite  á 
los  que  han  sufrido  una  resolución  condenatoria  de 
los  Administradores  de  Rentas  optar,  entre  tomar  la 
vía  contenciosa  que  les  ofrece  el  artículo  1063  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana,  ú  ocurrir  directamente  al  Go- 
bierno contra  dicha  resolución,  buscando  por  la  vía 
administrativa  la  enmienda  del  perjuicio  sufrido.  Pe- 
ro adoptando  la  vía  administrativa  debe  entenderse  es- 
tablece dicho  decreto,  que  renuncian  voluntariamente 
á  la  contenciosa^  por  cuanto  quedan  terminados  estos 
asuntos  con  la  resolución  del  Gobierno,  sin  que  sea 
permitido  recurrir  de  ella  á  la  Justicia  Nacional. 

Creo  pues,  Exmo.  Sr.  que  según  las  disposiciones 
que  dejo  citadas,  los  interesados  en  el  comiso  declara- 
do por  la  Aduana,  pudieron  elegir  entre  ocurrir  á  V.  E. 
renuciando  el  recurso  ante  la  Justicia  Nacional;  ó  re- 
currir ante  ésta,  como  se  dice  que  lo  han  hecho.    Ele- 
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gida  la  vía  contenciosa,  creo  que  se  hallan  en  el  caso 
de  esperar  la  resolución  definitiva  que  en  ella  obten- 
gan; no  estando  en  las  facultades  de  V.  E.  interve- 
nir de  modo  alguno,  dada  la  elección  antes  dicha  he- 
cha por  los  interesados. — Buenos  Aires,  Diciembre  15 
de  1890. — Antonio  E.    Mala  ver. 

Vuelto  al  Ministerio  de  donde  procedió,  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Enero  2  de  1891. — Contéstese  lo 
acordado,  acompañando  copia  del  informe  del  Ministe- 
rio de  Hacienda, — Costa. 


Los  Srs.  Harchesini  y  Botero, — sobre  la  publicación  de  un 
Aouario   Argentino   con  datos  oficiales. 

Los  Sres.  Marchesini  y  Botero  se  presentaron  ai  Ministerio  del 
Interior  con  fecha  24  de  Setiembre  de  180();  haciendo  presente 
que  tenían  el  propósito  de  publicar  un  (irán  Anuario  Argenti- 
no que  contenga  datos  minuciosos  sobre  las  autoridades  políti- 
cas y  administrativas,  el  comercio,  las  industrias,  profesiones, 
oficinas  públicas,  etc,  etc.  á  fin  de  hacer  conocer  en  el  exterior 
á  la  República  Argentina:— que  á  este  fin  jíolicitaban  el  apoyo 
moral  del  Gobierno  Nacional,  y  que  las  oficinas  públicas  les  su- 
ministraran todos  los  datos  necesarios,  asi  como  la  autorización 
para  colocar  el  escudo  nacional  en  la  referida  publicación.  La 
Contaduría  General  y  el  Departamento  <ie  Estadística  estuvieron 
de  acuerdo  en  la  conveniencia  de  la  referida  publicación  y  acón 
sejaron  se  accediera  á  lo  que  solicitabaií    ios  recurrentes. 

Oido  el  Sr.  Procurador  del   Tesoro,  se  expresó  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

La  publicación  que  se  proyecta  por  los  Sres.  Mar- 
chesini y  Botero  de  un  Anuario  Argentino  con  todos 
los  datos  oficiales  sobre  administración,  comercio,  in- 
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dustrias,  estadística,  etc.,  tendrá  verdadera  importan- 
cia para  la  República.  La  difusión  de  estos  datos 
dentro  y  fuera  del  país,  consulta  los  intereses  gene- 
rales de  la  Nación. 

Piden  los  solicitantes  se  les  autorice  para  recoger 
de  las  Oficinas  públicas,  todas  las  informaciones  in- 
dispensables y  el  Departamento  de  Estadística  dicta- 
mina de  conformidad  en  cuanto  á  que  se  proporcio- 
nen todos  los  datos  que  sean  realmente  de  interés 
público. 

La  publicación  en  estas  condiciones  tendrá  en  defi- 
nitiva un  carácter  oficial,  y  no  encuentro  inconvenien- 
te, con  limitaciones  expresas,  en  que  lleve  el  libro  á 
su  frente  el  escudo  nacional  como  lo  piden  también 
los    interesados. 

Para  ello  me  parecería  indispensable  que  se  fijaran 
de  antemano  estas  bases:  1*  Que  se  adoptará  para 
el  libro  la  forma  y  plan  de  un  Didot  Bottin,  concre- 
tándose á  la  inserción  de  datos  oficiales  sobre  comer- 
cio, navegación,  industrias,  etc,  etc.  2*  Que  esos  da- 
tos serán  suministrados  por  las  Oficinas  nacionales 
con  intervención  en  cada  caso  del  Departamento  de 
Estadística  y  en  la  forma  que  él  aconseje.  3*  Que 
llenados  estos  requisitos  se  obtenga  de  V.  E.  auto- 
rización especial  para  entregar  el  libro  á  la  circula- 
ción. 

Opino  que  sólo  con  tales  condiciones,  que  deberán 
ser  previamente  aceptadas  por  los  interesados,  po- 
dría autorizarse  el  uso  del  escudo  nacional  que  dará 
autenticidad  y    caráctei   á  la  publicación. 

Si  V.  E.  tuviera  á  bien  aceptar  estas  opiniones,  se 
ría  el  caso  de  dar  vista  del  expediente  á  los  intere- 
sados, para  que  expresaran  su  conformidad  ó  discon 
formidad  con  lo  expuesto  en  este  dictamen. — Buenos 
Octubre  29  de  1890. — José  M.  Cantilo. 

Y  habiendo  los  interesados  prestado  su    conformidad  á  las  bases 
establecidas,  se  dictó  la  siguiente: 
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Resolución — 

Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1890. — Vista  la  pre- 
sente solicitud  de  los  Sres.  Hércules  Marchesini  y  Án- 
gel M.  Botero  referentes  á  la  publicación  de  un  Gran 
Anuario  General  Argentino,  atento  lo  informado  por 
la  Contaduría  General  y  el  Departamento  de  Estadística 
y  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1*^  Concédese  á  los  Sres.  Marchesini  y  Botero 
la  íutorización  que  piden,  para  solicitar  de  las  oficinas 
nacionales  los  datos  oficiales  que  contendrá  el  libro  que 
se  proyecta  publicar,  titulado  **  Gran  Anuario  GeheralAr- 
gentlno";  asi  como  para  que  éste  lleve  á  su  frente  el  Es- 
cudo Nacional. 

Art.  2^  Esta  autorización  se  concede  bajo  las  bases 
siguientes: 

1°  Se  adoptará  para  el  libro  la  forma  y  plan  de  un 
Didot  Bottin,  concretándose  á  la  inserción  de  datos 
oficiales  sobre  comercio,  navegación,  industrias,  etc. 

2^  Estos  datos  serán  suministrados  por  las  oficinas 
nacionales  con  intervención  en  cada  caso  de!  Departa- 
mento de  Estadística  en  lo  forma  que  él  lo  aconseje- 
So  Llenados  estos  requisitos,  se  solicitará  del  P.  E.  la 
autorización  especial  para  entregar  el  libro  á  la  circu- 
lación. 

Art.  4^  Comuniqúese,  publíquese  e  insértese  en  el 
Registro  Nacional.  — PELLEGRINI. — Julio  A.  Roca. 
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El  Banco  de  la   Bolsa, —sobre    reformas  de   sus   estatutos. 

En  Setiembre  de  1890*  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda,  so- 
licitando aprobación  de  algunas  reformas  á  los  Estatutos  del 
Banco  de  la  Bolsa,  el  Ür.  C.  del    Campo. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  al   respecto: 

ExMO.  SeRor: 

No  hallo  dificultad  en  que  V.  E.  se  sirva  aprobar 
las  modificaciones  introducidas  en  los  Estatutos  de  la 
Bolsa. 

Debo  observar  sin  embargo,  que  dichos  Estatutos 
reclaman  otras  modificaciones  que  no  han  sido  hechas, 
para  concordarlos  con  las  disposiciones  del  actual  Có- 
digo de  Comercio.  Así,  no  se  ha  hecho  el  nombra- 
miento de  uno  ó  más  Síndicos  á  que  se  refieren  los 
artículos  385  y  siguientes;  ni  se  ha  fijado  el  número 
de  votos  de  cada  accionista,  con  arreglo  al  artículo  350 
ni  se  ordena  la  presentación  á  los  Síndicos,  ni  la  pu- 
blicación del  balance  de  la  Sociedad,  como  lo  ordena 
el  artículo  360  del  mismo  Código. 

Al  aprobar,  pues,  las  reformas  verificadas,  debe  V.  E. 
declarar  que  la  Sociedad  está  obligada  á  ajustar  sus 
procedimientos  en  un  todo  á  lo  dispuesto  en  el  Código 
de  Comercio. — Antonio   E.  Malaver. 

En  vista  del  informe  que  precede  del  Sr.  Procurador  General  de 
la  Nación,  el  Ministerio  le  dio  vista  al  interesado,  el  cual  ma- 
nifestó lo  siguiente: 

Que  el  Sr.  Procurador  de  la  Nación  al  manifestar  su  conformidad 
para  que  se  aprueben  las  reformas  introducidas  en  los  Estatutos 
pide  á  V.  E.  se  sirva  prestar  dicha  aprobación,  declarando  al  mis- 
mo tiempo  que  la  Sociedad  está  obligada  á  ajustar  sus  proce- 
dimientos en  todo,  á  lo  dispuesto  en  el  nuevo  Código  de  Co- 
mercio. 

Esta  indicación  es  hecha  por  el  Sr.  Procurador,  en  vista  de  que 
á  su  juicio  deben  introducirse  otras  disposiciones  nuevas  refe- 
rentes á   la  Qjación  de  votos    con  las    limitaciones  establecidas 


-  172  — 

por  el  art.  35(1  al  nombramiento  de  Síndico  y  determinación  de 
sus  atribuciones  como  lo  disponen  los  artículos  385  y  siguien- 
tes, y  finalmente  á  la  presentación  y  publicación  de  balances 
en  forma,  á  lo  prescripto  por  el  art.  3(30  del  miftmo  Código. 

El  Banco  no  halla  inconveniente  en  que  al  apix)barse  las  reformas 
se  diga,  que  debe  ajnstar  sus  procedimientos  en  todo  á  lo  dis- 
puesto por  el  nuevo  Código  de  Comercio»  pues  esto  mismo  ya 
io  está  haciendo  bajo  la  impresión  de  que  las  nuevas  disposicio- 
nes rigen  para  las  Compañías,  aun  sin  necesidad  de  incorporar- 
las á  los  Estatutos;  asi  respecto  al  número  de  votos,  hace  pre- 
sente el  infrascrito  que  está  fijado  el  de  un  voto  por  cada  cin- 
cuenta acciones  en  los  Reglamentos  de  la  Compañía,  sin  que 
un  accionista  pueda  tener  más  de  seis,  y  que  en  el  caso  de  que 
alguno  pudiera  tener  en  una  asamblea  más  de  dos  décimos 
de  las  votos  presentes,  se  reduciría  su  voto  al  número  fijado 
por  el  .artículo   a50. 

Respecto  al  nombramiento  de  Síndico  y  sus  atribuciones,  el  infras 
crito  observa,  que  la  Compañía  ya  ha  dado  cumplimiento  á  la 
prescripción  legal  nombrando  Síndico,  y  que  si  sus  atribucio- 
nes no  ban  sido  fijadas  en  las  disposiciones  adicionales,  es  en- 
tendido que  ha  de  desempeñar  las  que  determina  el  mismo  Có- 
digo. 

Por  último,  en  cuanto  á  la  presentación  y  publicación  de  balances 
la  Compañía  entiende  también  que  debe  dar  cumplimiento  á  la 
prescripción  legal  por  la  fuerza  obligatoria  que  tiene  en  sí  mis- 
ma la  disposición  del  Código,  aun  sin  insertarla  en  los  Esta- 
tutos. 

Pido  por  tanto  á  V.  E,  que  dando  por  evacuada  la  vista,  se  sirva 
proveer  de  conformidad  con  lo  expuesto. 

Vuelto  nuevamente  al  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  éste  se  expi- 
dió en  los  siguientes  términos; 

ExMO.  Señor: 

Puesto  que  el  Banco  de  la  Bolsa  no  tiene  inconve- 
niente en  aceptar  las  indicaciones  contenidas  en  mi 
anterior  informe,  puede  V.  E.  servirse  proveer  según  lo 
que  en  él  indiqué. — Buenos  Aires,  Noviembre  27  de 
1890. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Diciembre  19  de    1890. — No  estando 
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conformes  las  reformas  cuya  aprobación  se  solicita, 
con  lo  que  prescribe  el  inciso  7°  del  artículo  354  de 
la  Ley  2637,  y  no  estando  autorizado,  por  otra  parte, 
el  recurrente  para  aceptar  por  sí  las  modificaciones  de 
los  Estatutos  de  la  Sociedad, 

SE  resuelve: 

No  hacer  lugar  á  lo  solicitado  por  el  Banco  de  la 
Bolsa. 

Publíquese  y  archívese,  previa  reposición  de  sellos. — 
PELLEGRÍNL— V.  F.  López. 

Con  fecha  5  de  Marzo  de  1891  se  presentó  por  segunda  vez  el  Pre- 
sidente del  Banco  de  la  Bolsa  exponiendo: 

Que  se  había  impuesto  de  la  resolución  por  la  cual  no  se  le  ha- 
cia lugar  á  la  aprobación  de  las  reformas  introducidas  á  los  Es- 
tatutos del  Banco  que  representaba  y  que  por  lo  tanto  pedía 
se  dejase  sin  efecto  dicha  resolución  y  se  prestase  la  aprobación 
requerida,  sin  perjuicio  de  que  se  consignase  en  el  decreto  res- 
pectivo, que  el  Banco  ajustaría  sus  actos  á  lo  que  prescribe  el 
Código,  respecto  al  nombramiento  de  Síndico  y  sus  atribucio- 
nes, asi  como  á  la  publicación  de  balances  periódicos,  etc. 

En  virtud  de  este  pedido  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Abril  25  de  1891. — Atento  lo  solici- 
tado y  las  razones  manifestadas  en  el  escrito  preceden- 
te y  considerando  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador 
General  de  la  Nación  en  su  informe  de  fojas  4  y  vuel- 
ta que  corre  agregado  en  el  expediente  N°  896  inser- 
to al  presente, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art-  1°  Déjase  sin  efecto  el   decreto  de    19  de    Di- 
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ciembre  del  año  ppdo.  y  apruébanse  las  modificaciones 
introducidas  en  los  Estatutos  del  Banco  de  la  Bolsa, 
debiendo  ajustar  los  referidos  Estatutos  á  lo  que  sobre 
la  materia  dispone  el  Código  de  Comercio  vigente. 

Art.  2°  Dense  las  copias  legalizadas  que  se  soliciten, 
publíquese  y  archívese  en  la  4^  Sección  del  Ministerio 
de  Hacienda  de  la  Nación  previa  reposición  de  sellos. 
— PELLEGRINL— V.   F.    López. 


Florentino  Vocas,  — por  honorarios  que  le  corresponden  co- 
mo encargado  de  recaudar  la  deuda  atrasada  de  la  Aduana. 

En  Setiembre  de  1890  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda  el 
Jefe  de  la  Ofícina  B.  de  Balances  de  Registros  de  la  Aduana  D. 
Florentino  Vocas  dando  cuenta  de  haber  ingresado  en  Tesorería 
el  50  °/o  de  lo  recaudado  por  deuda  atrasada  en  virtud  del  con- 
trato celebrado  con  el  Gobierno  con  fecha  18  de  Mayo  de  188fi, 
que  caducó  el  (>  de  Setiembre  de  1890  y  solicitando  á  ja  vez,  el 
abono  de  sus  honorarios  por  las  pendientes  restantes  que  no  han 
podido  ser  cobradas,  las  cuales  han  pasado  al  Procurador  Fis- 
cal para  que  ejerza  la  intervención  que  le   corresponde. 

Pasado  este  asunto  á  la  Dirección  de  Rentas,  esta  Oñcina  pidió 
informe  al  Director  Técnico  de  la  Oficina  B.  de  Balances  D.  Luis 
S.  Boado  quien  manifestó  que  debía  adoptarse  el  temperamen- 
to de  mandar  re^rular  los  honorarios  como  Abogado,  al  Dr.  Vo- 
cas, en  todos  los  expedientes  en  trámite.  En  Noviembre  8  de 
1890  pasó  este  expediente  á  la  Contaduría  General,  cuya  Oficina 
informó  lo    siguiente: 

ExMO.  Señor: 

El  ex-Encargado  de  la  Oficina  B.  de  Balances  Dr.  Vocas  al  cum- 
plir la  disposición  contenida  en  la  resolución  de  V.  E.  por  la 
cual  se  declaró  caduco  el  convenio  que  lo  acreditara  en  aquel 
carácter,  diseña  minuciosomente  cuales  han  sido  los  trabigos  ve- 
rificados por  aquella  Oficina  desde  que  se  efectuó  su  instalación. 

No  desconoce  la  Contaduría  la  utilidad  que  el  Gobierno  ha  obte- 
nido recuperando  parte  de  la  renta  que  casi  puede  decirse  se 
consideraba  perdida  y»  por  que  no  se  hubiera  apremiado  á  los 
deudores  por  no  haberse  procedido  á  la  revisación  de  todos  los 
documentos  relativos  al  pago  de  derechos,  ó  ya  por  la  falta  de 
de  esa  misma  revisación  hiciera  ignorar  las  continuadas  defrau- 
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daciones  á  la  renta  que  merced  á  la8  investigaciones  practica- 
das por  aquella  misma  Oficina  han  podido  descubrirse,  pero  si 
bien  reconoce  esa  utilidad  y  aparte  de  las  consideraciones  que 
sobre  el  particular  hace  la  Dirección  General  de  Rentas  piensa 
que  iguales  resultados  hubieran  podido  obtenerse  efectuándose 
las  revisaciones  por  las  Oficinas  Públicas  del  ramo,  y  entonces 
con  mayores  beneficios  para  los  intereses  del  Gobierno  porque 
se  hubiera  evitado  el  tener  que  conceder  el  50  °'o  de  todo  lo 
que  por  interposición  de  la  citada  Oficina  B  de  Balances  se  re- 
cuperase, como  así  lo  estableció  el  decreto  de  concesión  otor- 
gado al  Sr.  Vocas  y  demás  decretos  que   le   prosiguieron. 

A  propósito  de  aquellas  defraudaciones  la  Contaduría  llama  muy 
seriamente  la  atención  sobre  las  revelaciones  graves  conteni- 
das en  las  comunicaciones  del  Director  Técnico  dt*  la  Oficina  B 
de  Balances  Sr.  Boado,  las  que  pueden  servir  de  base  á  las  ges- 
tiones necesarias  para  el  descubrimiento  de  los  autores  á  ñ- 
de  reimperar  el  buen  nombre  de  la  Repartición  de  Aduana  com 
prometido  con  todos  los  hechos  denunciados.  Estos  mismos  hen 
chos  reclaman  por  parte  de  V.  E.  medidas  severas  que  vengan 
á  quedar  como  un  ejemplo  benéfico  de  moralidad  para  impedir 
ó  evitar  reincidencias  en  lo  sucesivo. 

Ahora  entrando  á  considerar  lo  que  al  mismo  tiempo  el  8r.  Vo- 
cas solicita,  la  Contaduría  encuentra  que  es  naturalmente  de 
justicia  se  le  acuerden  las  compensaciones  correspondientes  á 
su  trabajo  en  los  expedientes  en  que  ha  tomado  intervención. 
I^  oportunidad  en  que  esa  compensación  debería  efectuarse  se- 
ría una  vez  satisfecho  por  los  deudores  el  importe  total  de  su 
deuda  ó  bien  á  medida  que  fueran  haciendo  su  chancelación  y 
entonces  se  le  iría  entregando  al  Sr.  Vf)cas  una  parte  propor- 
cional á  la  abonada  por  aquellos  y  en  proporción  á  sus  servi- 
cios á  cuyo  efecto  podría  V.  E.  fijar  al  Sr.  Vocas  ya  fuera  de 
sus  honorarios  como  Abogado  ó  una  compensación  en  relación 
á  esos  mismos  servicios.— En  ningún  caso  cree  conveniente  la 
Contaduría  que  V.  E.  le  autorice  para  continuar  con  las  gestio- 
nes; y  en  esta  inteligencia  se  ha  de  servir  V.  E.  disponer  sin 
pérdida  de  tiempo  que  el  Procurtdor  Fiscal  ejerza  la  intei-ven- 
ción  que  le  corresponde  á  fin  de  impeflir  interrupciones  en  la 
persecución  de  los  mismos.— Contaduría  General  Noviembre  16 
de  l890.^Ba¿abíiba9o, 

El  Ministerio  de  Hacienda  en  19  de  Noviembre  pidió  su  opinión 
al  Sr.  Procurador  del  Tesoro  quien  se  expidió  como  sigue: 
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ExMO.  Señor: 

Participo  de  la^  opiniones  manifestadas  por  la  Con- 
taduría General  en  su  precedente  informe. — Buenos  Ai- 
res, Diciembre  15  de  1890. — José  M.  Cantilo. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Febrero  21  de  1891 . — Atento  lo  so- 
licitado por  el  recurrente  y  los  informes  que  preceden, 

SE  resuelve: 

1®  Que  el  Fiscal  ad-hoc  D.  Adolfo  Olivares  entien- 
da en  las  ulteriores  gestiones  de  los  juicios  iniciados 
per  el  Director  de  la  Oficina  B  de  Balances. 

2°  Que  los  honorarios  del  ex-Director  de  la  Oficina 
B  de  Balances  se  fijen  á  medida  que  ingresen  á  Te- 
sorería General  las  sumas  respectivas. 

3<>  Que  la  Dirección  General  de  Rentas,  en  vista  de 
las  graves  denuncias  contenidas  en  el  informe  del  Sr. 
Boado  proceda  á  proponer  la  forma  de  hacer  una  in- 
vestigación .  completa  de  los  hechos  denunciados. — 
PELLEGRINI.~V.  F.  López. 

En  Mayo  5  de  1891  el  Dr.  Vocas  se  presentó  de  nuevo  solicitando 
se  fijen  sus  honorarios,  y  el  Ministerio  de  Hacienda  dispuso  lo 
siguiente: 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1891. — De  acuerdo  con 
lo  solicitado  pase  al  Fiscal  ad-hoc  D.  Adolfo  Oliva- 
res.— V.  F.  López. 
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El  Club  iiocial  de  los  Comerciantes, — solicita  la  aprobación 
de  sus  Estatutos  que   no  se  le  acuerda. 

En  Octubre  1°  de  1890  el  Presidente  del  Club  Social  denominado 
"Club  do  ios  Comerciantes"  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior 
solicitando  la  aprobación  de  los  Estatutos  de   la  misma  Asocia- 
ción que  al  efecto   acompañaba* 
Pasó  á  informe  de[  Sr.  Procurador  del  Tesoro  que  dictaminó  así. 

ExMO.  Señor: 

Puede  V.  E.  acceder  á  lo  que  se  solicita. — Octubre 
10  de  1890  -José  M*  Cantilo. 

Pasó    i^fualmente    á    informe    del   Sr.    Procurador  General  de  la 
Nación  y  este  funcionario  se  expidió  como   si^ue: 

ExMO.  Señor: 

El  "Club  de  los  Comerciantes"  tiene  por  objeto,  se- 
gún el  art.  2<^  de  sus  Estatutos:  "estrechar  los  vínculos 
de  amistad  entre  sus  miembros  fomentando  el  espíritu 
de  asociación  y  el  desarrollo  de  la  más  delicada  cultura" 
á  cuyo  efecto  ofrecerá  los  entretenimientos  y  fiestas 
que  el  buen  gusto  y  la  Sociedad  tiene  establecidas. 

Nada  se  opone  en  mi  opinión  á  que  los  comercian- 
tes tengan  su  punto  de  reunión  y  aún  su  Club  Social. 
Pero  para  ello  no  tiene  necesidad  alguna  de  que  V.  E. 
erija  en  persona  jurídica  ese  Club;  y  el  fin  de  la  medida 
que  solicitan  no  puede  ser  otro  que  el  de  obtener  la 
liberación  de  toda  responsabilidad  personal  por  parte 
de  los  Socios  ó  de  los  administradores  del  Club  Social, 
ofreciendo  á  los  terceros  con  quienes  contraten  como 
responsabilidad  única  la  de  la  persona  jurídica  cuya 
creación  solicitan. 

En  todas  las  peticiones  análogas  presentadas  á  V.  E. 
me  he  opuesto,  creyendo  proceder  de  acuerdo  con  la 
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ley,  á  que  V.  E.  autorice  estas  personas  jurídicas  que, 
careciendo  de!  patrimonio  propio  que  la  ley  les  exije, 
no  ofrecen  la  suficiente  responsabilidad. 

Parece  que  los  iniciadores  de  la  formación  del  "Club 
de  los  Comerciantes'  han  creido  constituir  una  socie- 
dad de  comercio . . .  Así  se  desprende  del  final  del  art. 
S^  de  los  Estatutos  en  que,  para  el  aumento  del  capi- 
tal, se  indica  habrá  de  procederse  de  acuerdo  con  lo  que 
prescribe  el  Código  de  Comercio.  Así  también  se  des- 
prende de  la  disposición  del  art.  18  por  la  que  se  re- 
suelve el  nombramiento  de  un  Síndico  que  el  mismo 
Código  de  Comercio  exige  en  las  Sociedades  Anónimas 

El  «Club  de  los  Comerciantes»  dado  sus  objetos, 
es  sólo  una  sociedad  civil  que  para  ser  erigida  en  per- 
sona jurídica  necesita  llenar  fines  de  utilidad  común 
y  poseer  patrimonio  propio. 

La  Ley  no  ha  determinado  la  importancia  de  ese 
patrimonio,  librando  sin  duda  su  fijación  al  prudente 
arbitrio  de  V.  E.  me  parece  con  todo,  que  el  capital  de 
cinco  mil  pesos  que  el  art.  3°  de  los  Estatutos  desig- 
na como  de  propiedad  del  Club,  no  puede  ser  bastante 
para  cubrir  las  responsabilidades  de  la  persona  jurí- 
dica que  se  desea  crear. 

¿Cómo  se  ha  formado  ese  mismo  capital?  Ni  los 
estatuios  ni  el  acta  que  los  acompaña  lo  demuestran. 
En  aquellos  sólo  se  declara  su  existencia;  y  en  esta  se 
refiere  que:  «el  Sr.  Presidente  manifestó  que  poseyen- 
do patrimonio  propio,  pondría  á  disposición  del  Go- 
bierno Superior  la  cantidad  de  cinco  mil  pesos  moneda 
nacional  etc». 

¿Cómo  se  formó,  repito  ese  capital?  El  acta  no  lo 
dice;  y  sin  embargo  ella  refiere  el  primer  paso  que  se 
dio  para  instalar  el  Club,  reuniéndose  en  casa  del  inicia- 
dor los  demás  señores  invitados  para  su  formación.  No 
aparece  que  se  suscribieron  para  formar  ese  capital, 
ni  que  pagasen   las  cuotas    respectivas:  los  cinco  mil 
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pesos  aparecen  sólo  de  la  declaración  del  Presidente  de 
que  tiene  patrimonio  propio. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  opino  que  V.  E. 
debe  negar  el  carácter  de  persona  jurídica  al  «Club  de 
los  Comerciantes» — Buenos  Aires  Octubre  28  de  1890 
— Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Noviembre  3  de  1890— De  acuerdo 
con  lo  dictaminado  por  el  Señor  Procurador  General 
de  la  Nación,  no  ha  lugar  á  la  aprobación  de  los  Es- 
tatutos del  «Club  de  los  Comerciantes — Archívese  este 
expediente — ROCA. 

En  Septiembre  5  de  1892,  el  Ministerio  del  Interior  paso  el  expe- 
diente de  la    referencia  al  de  Justicia  que  acordó  su  archivo. 


Varios  Abogados  y  Escribanos  de  la  Capital,  -solicitan  la 
reposición  de  D.  Luis  Querello  en  el  cargo  de  jefe  del 
Registro  de  Hipotecas. 

En  Octubre  4  de  1890,  vanos  abobados  y  Escribanos  de  la  CapitAl 
se  presentaron  al  Ministerio  de  Justicia  manifestando  que  por 
el  fallecimiento  del  Escribano  D.  José  Fernandez  jefe  del  Regis- 
tro de  Hipotecas,  Embarííosé  inhibiciones  y  de  que  era  adscripto 
el  competente  Escribano  Don  Luis  Guerello,  el  Poder  E^jecutivo 
dosconociendo  los  derelios  adquiridos  por  el  adsoppto  sus  méri- 
tos, servicios  y  honradez,  había  nombr.ido  jefe  de  ese  Registro 
al  Sr.  D.    Macario  Torres. 

El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  á  quien  pasó  á  informe, 
dictaminó  como  sigue. 

ExMo.  Señor: 

Creo  que  V.  E.  debe  oir   previamente,  al  dictamen 
que  se  ha  servido  pedirme,    á   la  Exma.    Cámara  de 
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O  Civil  de  la  Capital,  acerca  de  la  solicitud  que  pie- 
cede,  tanto  porque  aquel  Superior  Tribunal  ejerce  su- 
peritendencia  sobre  los  Tribunales  y  funcionarios  in- 
feriores de  su  ramo,  según  lo  dispone  el  artículo  102 
de  la  Ley  Orgánica  de  los  Tribunales  de  la  Capital 
de  12  de  Noviembre  de  1886,  cuanto  porque  los  Es- 
cribanos de  Registro  (á  los  que  puede  equipararse  el 
de  Hipotecas)  no  deben  ser  nombrados  ni  removidos 
por  el  Sr.  Presidente  de  la  República,  sino  previo  in- 
forme de  las  Cámaras  de  lo  Civil  ó  Comercial  según 
corresponda  sobre,  sus  aptitudes  y  conducta,  como 
también  expresamente  lo  dispone  el  artículo  179  de 
la  misma  Ley  Orgánica. 

Evacuado  que  sea  dicho  informe,  podría  servirse  V. 
E.  disponer,  si  todavía  lo  cree  necesario,  que  vuelva 
este  expediente  á  mi  despacho— Buenos  Aires,  Octu- 
bre 7  de  1890 — Antonio  E.  Mala  ver. 

Pasó  á  dictamen  de  la  Exma.  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Civil 
y  este  Superior  Tribunal,  oido  al  Fiscal,  manifestó  que  no  podía 
emitir  opinión  sobre  el  punto  sometido  á  su  dictamen,  á  pesar 
de  que  á  su  juicio  habría  sido  acto  de  justicia  el  nombramiento 
del  Sr.  Querello  de  Jefe  de  la  oñcina    mencionada. 

Pasó  nuevamente  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  dfe  la 
Nación  quien  se  expidió  en  estos  términos. 

ExMO.   Señor: 

Es  de  lamentarse  que  la  Exma.  Cámara  de  lo  Ci- 
vil haya  negado  á  V.  E.  el  informe  que  le  pidió  en 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  por  la  ley,  y  á  fin  de 
asegurar  el  mejor  acierto  en  la  resolución  de  este 
asunto;  y  que  ese  informe  haya  sido  denegado  en  la 
creencia  de  que  aquel  Tribunal  Superior  se  encontra- 
ba inhibido  para  darlo  en  mérito  de  los  fundamentos, 
á  mi  juicio  equivocados,  expuestos  en  la  vista  prece- 
dente del  Sr.  Fiscal   de  dicha  Exma.  Cámara. 

Los  Poderes  Públicos,  entre  los  cuales  nuestra  Cons- 
titución ha  dividido    el    Gobierno  de    la   Nación,    son 
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electivamente  independientes  dentro  de  los  límites  de- 
marcados á  la  esfera  de  acción  de  cada  uno;  pero 
ni  nuestra  Ley  fundamental,  ni  otra  alguna,  ha  pro- 
hibido que  se  presten  recíprocamente  el  auxilio  de  sus 
luces,  ó  se  comuniquen  los  conocimientos  de  que  pue- 
den disponer,  á  fin  de  que  cada  uno  ejercite  su  acción 
de  la  manera  más  provechosa  á  los  intereses  públicos. 

La  misma  Constitución  y  las  Leyes  exigen  á  veces 
el  concurso  de  dos  de  esos  Poderes  para  un  mismo 
acto,  sin  que  jamás  se  haya  pretendido  que  ello  im- 
porte trastornar  ó  altefar  la  división  de  los  mismos 
Poderes  Públicos,  ni  puede  ser  motivo  de  recelos,  ni 
suscite  susceptibilidades  entre  los  diversos  ramos  del 
Gobierno.  Así,  el  Poder  Ejecutivo  y  una  rama  del 
Legislativo  concurren  juntos  para  hacer  el  nombra- 
miento de  los  Magistrados  que  integran  el  Poder  Ju- 
dicial, para  el  délos  Ministros  Públicos  que  represen- 
tan á  la  Nación  en  el  Exterior  y  para  el  de  los  Jefes 
de  alta  graduación  en  el  Ejército  y  Armada.  Ni  el 
Poder  Judicial  ha  podido  extrañar  jamás  que  el  nom- 
bramiento de  sus  miembros  dependa  por  completo  de 
los  otros  dos  Poderes  Públicos,  ni  el  Sr.  Presidente  de 
la  República  podría  hallar  limitadas  sus  atribuciones; 
por  que,  en  casos  dados,  para  el  nombramiento  de  un 
empleado  público  tenga  necesidad  de  recabar  el  acuer- 
do de  una  rama  del  Poder  Legislativo. 

En  esos  casos  las  leyes  han  establecido,  como  ga- 
rantía para  la  mejor  provisión  de  ciertos  empleos  pú- 
blicos, que  el  nombramiento  de  los  que  deban  desem- 
peñarlos, así  como  su  remoción,  no  se  haga  sin  el 
acuerdo  ó  informe  previo  de  otro  Poder,  ó  de  una 
rama  de  otro  de  los  Poderes  Públicos.  Así  también 
nombra  y  remueve  á  los  Ministros  Plenipotenciarios 
y  Encargados  de  negocios,  con  acuerdo  del  H.  Sena- 
do Nacional.  Y  viniendo  al  presente  caso,  la  ley 
orgánica  de  los  Tribunales  de  la  Capital,  en  el  art. 
179  ha  dispuesto  textualmente   que  "Los  Escribanos 
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de  Registro  serán  nombrados  y  removidos  por  el  Pre- 
sidente de  la  República,  previo  informe  de  las  Cáma- 
ras de  lo  Civil  ó  Comercial^  según  corresponda^  sobre 
sus   apiittídes  y  conducta. 

Se  ha  pí.'dido  á  V.  E.  la  remoción  del  empleado  que 
actualmente  sirve  la  Escribanía  de  Hipotecas;  y  con 
presencia  de  lo  dispuesto  en  ese  art.  1 79  de  la  ley  que 
acabo  de  copiar,  aconseje  á  V.  E.  pidiera  á  la  Exma.  Cá- 
mara de  lo  Civil  el  previo  inforíttc  que  la  misma  Ley 
ordena,  sobre  las  aptitudes  y  conducta  del  empleado 
que  actualmente  lo  sirve  y  del  que  se  proponía  á  V. 
E.  para  reemplazarlo. 

No  importaba  esto  otra  cosa- que  pedir  el  cumplimiento 
de  la  ley,  y  adujera  además,  como  fundamentos  que  auto- 
rizaban la  petición,  que  esta  estaba  ordenada  por  la  ley 
tratándose  de  los  Escribanos  de  Registro,  á  los  que 
podía  equipararse  el  de  Hipotecas;  y  que  ejerciendo 
dicha  Exma.  Cámara  la  Superintendencia  que  la  mis- 
ma ley  le  atribuye  sobre  todas  las  oficinas  y  funcio- 
narios inferiores  de  su  ramo,  ella  estaba  en  aptitud  de 
poder  expedir  ese  informe  con  el  conocimiento  exacto 
de  lo  •:  hechos  que  debían  darle  el  ejercicio  de  la  Super- 
intendencia, y  de  que  V.  E.  carecía  en  absoluto. 

Se  reconoce  por  el  Sr.  Fiscal,  aunque  con  alguna 
dificultad,  que  el  Escribano  de  Hipotecas  puede  equi- 
pararse por  analogía  á  los  de  Registro;  pero  se  afir- 
ma que  la  disposición  del  artículo  179  antes  citada,  no 
es  de  aplicación,  porque  el  fundamento  de  los  peti- 
cionantes no  es  la  ineptitud  del  actual  empleado  (que 
sólo  se  menciona,  según  él,  de  una  manera  incidental) 
sino  la  nulidad  de  su  nombramiento,  por  haberse  hecho 
con  violación  de  lo  dispuesto  por  la  ley. 

En  mi  opinión,  las  dos  razones  aducidas  por  los 
peticionante^  se  presentan  por  ellos  del  mismo  modo, 
y  revisten  i;^ual  importancia;  pero  sea  de  ello  lo  que 
fuere,  no  podía  caber  duda  de  que  el  informe  solicita- 
do de  la  Exma  Cámara,  sólo  se  refería  y  debía  recaer 
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sobre  el  punto  respecto  del  cual  lo  ordena  expresamente 
el  art.  1 79  de  la  Ley  orgánica  de  los  Tribunales.  No 
podia  creerse  que  él  se  solicitaba  respecto  de  la  lega- 
lidad ó  ilegalidad  con  que  el  Poder  Ejecutivo  hubiera 
hecho  el  nombramiento  cuya  revocación  se  solicitaba; 
porque  acerca  de  este  punto  debía  dictar  su  resolución 
según  su  propio   criterio,  como  lo  dice  el  Sr.  Fiscal. 

Creo,  pues,  Exmo.  Sr.  que  el  informe  solicitado  por 
V.  E.  de  la  Exma  Cámara  en  lo  que  estaba  ordenado 
por  la  Ley  y  como  era  realmente  procedente  y  podía 
servir  en  verdad  á  la  mejor  resolución  de  este  asunto, 
no  ha  debido  ser  excusado  como  lo  ha  sido. 

Y  sin  embargo,  Exmo.  Sr.  denegado  ese  informe 
por  la  Exma  Cámara,  ella  dice  á  V.  E.  "que  á  su 
juicio,  habría  sido  acto  de  justicia  nomórar  en  propie- 
dad Jefe  de  la  Oficina  de  Embargos  é  Hipotecas  al  Es* 
cribano  D,  Luis  Guerello^  en  atención  á  su  comporta- 
miento durante  el  tiempo  que  se  halló  adscripto  á  la 
misma '\  con  lo  cual  emite  su  opinión  respecto  de  la 
legalidad  del  nombramiento  del  actual  empleado  (pues  si 
era  justo  nombrar  al  Escribano  Querello,  se  sigue  de 
ello  que  no  fué  justo  nombrar  al  actual  Regente);  y  se 
expide  al  mismo  tiempo  un  certificado  honroso  para 
Guerello  respecto  de  su  comportamiento  durante  el 
tiempo  en  que  estuvo  adscripto  á  dicho  Registro.  Sólo 
queda  omitido  el  informe  sobre  las  aptitudes  y  con- 
ducta del  Regente  actual,  que  no  acreditan  los  peticio- 
nantes en  su  solicitud  y  respecto  de  los  que  la  Exma. 
Cámara  ha  tenido  á  bien  guardar  silencio. 

Pasando  ahora  á  expedir  el  dictamen  que  V.  E.  se 
ha  servido  pedirme,  debo  manifestar  á  V.  E.  que  he 
de  prescindir  totalmente  de  la  razón  de  ineptitud  que 
alegan  los  solicitantes,  respecto  de  la  que  ningún  dato 
tengo  que  pueda  desvirtuar  en  lo  mínimo  la  presunción 
contraria  de  aptitud  que  para  mí  tiene  el  empleado  que 
hoy  sirve  la  Oficina  de  Hipotecas;  presunción  que  se 
funda  en  el  hecho  de  ser  él  un  abogado  de  nuestro 
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foro,  del  que  se  desprende  naturalmente  que  debe  te- 
ner no  sólo  las  requeridas,  sino  mayores  aptitudes 
aun  de  las  que  son  indispensables  para  ejercer  debida- 
mente el  oficio  de  Escribano  en  cualquiera  de  sus  ra- 
mificaciones. 

En  cuanto  al  modo  como  fué  nombrado  el  actual 
Escribano  de  Hipotecas,  mi  opinión  se  ha  formado  en 
el  estudio  de  los  antecedentes  que  mediaban  y  de  las 
leyes  aplicables  al  caso,  las  que  paso  á  exponer  á  V.  E. 

Al  fallecimiento  del  Escribano  de  Hipotecas  Don  José 
Fernandez,  se  hallaba  como  adscripto  en  su  oficina  Don 
Luis  Querello,  en  virtud  del  Decreto  de  30  de  Marzo 
de  1886  (Registro  Nacional,  pagina  294)  Dicho  decreto 
dice  testualmente:  "Habiéndose  llenado  los  requisitos 
exigidos  por  el  articulo  171  de  la  ley  de  1 5  de  Diciembre 
de  1881  el  Vice-Presidente  de  la  República  en  ejerci- 
cio del  Poder  Ejecutivo,  decreta: 

"Art.  1°  Queda  adcripto  á  la  Escribanía  de  Registro 
de  Hipotecas,  Embargos  é  Inhibiciones  á  cargo  de  Don 
José  Fernandez,  el  Escribano  Don  Luis  Querello,  con 
sujeción  á  la  adjunta  responsabilidad  que  establece  la  ley 
citoad: 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registró 
Nacional — Madero — E.  Wilde. 

El  art.  171  de  la  Ley  de  1881  cuyos  requisitos  es- 
presa el  preámbulo  del  Decreto  anterior,  haber  sido  lle- 
nados, permiten  que  cada  Escribano  de  Registro  pudiera 
tener  un  Escribano  adscripto^  que  debía  ser  nombrado 
en  la  misma  forma  y  condiciones  que  los  titulares  y 
funcionaría  con  la  responsabilidad  conjunta  del  Jefe  de 
la  Oficina. 

Habiendo  sido  nombrado  Guerello,  por  el  Decreto 
antes  copiado,  como  adscripto  á  la  Oficina  de  Fernandez 
en  virtud  de  ese  art.  171,  que  sólo  habla  de  los  Escriba- 
no de  Registro^  pude  decir  á  V.  E.  con  propiedad  en  mi 
anterior  dictamen;  que  el  Escribano  de  Hipotecas  esta- 
ba equiparado  á  los  de  Registro;  pude  decir  más,    esto 


—  186  — 

es  que  V.  E.  los  había  equiparado  al  nombrar  á  Guerello 
en  el  Decreto  antes  citado,  llamado  en  su  art.  1*^  á  la 
Oficina  de  Hipotecas  "Escribanía  de  Registro  de  Hipote- 
cas", "Embargos  é  Inhibiciones",  y  haciéndolo  así  en 
virtud  sólo  déla  disposición  del  art.  171  de  la  Ley  de  15 
de  Diciembre  de  1881  que  habla  únicamente  de  los 
Escribanos  de  Registro. — Lo  que  el  señor  Fisoal  ha  ad- 
mitido que  uno  y  otro  sean  equiparados,  no  hay  para  qué 
insistir  más  en  la  demostración  de  este  punto. 

Este  art.  171  déla  Ley  de  1881  forma  la  primera  par- 
te del  art.  180  de  la  Ley  orgánica  de  los  Tribunales, 
actualmente  en  vigencia,  del  12  de  Noviembre  de  1886; 
y  dice  textualmente  (Registro  Nacional  2^  semestre  pag. 
475): 

"Cada  Escribano  de  Registro  podrá  tener  un  Escri- 
bano adscripto  á  su  Oficina  y  será  nombrado  en  la  misma 
forma  y  condiciones  de  los  Titulares  y  funcionará  con 
la  responsabilidad  conjunta  del  Jefe  de  la  Oficina. 

"El  Escribano  adscripto,  reemplazará  al  Titular  en  los 
casos  del  art.  178  (enfermedad,  ausencia  ú  otro  impedi- 
mento transitorio)  como  asi  también  en  los  de  renuncia  ó 
muerte^  debiendo  en  estos  últimos  casos  prestar  la  fianza 
preceptuada  en  el  art.  173,  y  tomar  posesión  de  la  Ofi- 
cina previo  inventario.'' 

Como  antes,  lo  he  dicho,  el  primer  inciso  de  este 
art.  180  de  la  ley  vigente,  es  idéntico  en  sus  términos 
al  art.  171  de  la  ley  de  1881  siendo  el  2°  inciso  de 
aquel  el  nuevamente  introducido  en  la  ley  vigente  de 
1886. 

En  este  mismo  inciso  2°  se  hallaba,  á  mi  ver,  claro 
el  derecho  del  Escribano  Guerello  para  ser  nombrado 
reemplazante  del  Jefe  de  la  Oficina  de  Hipotecas  D. 
José  Fernandez,  á  la  muerte  de  éste.  "El  Escribano 
adscripto,  dice  el   inciso  2^  del   art.    180  reemplazará 

al  Titular  en  los  casos de  renuncia  ó  muerte;  y  el 

modo  imperativo  en  que  está  puesto  el  verbo  reemplazar 
no  me  deja  duda  de  que  debió  ser  nombrado  el  Escriba- 
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no  Querello  y  de  que  V.  E.  infirió  agravio  á  su  derecho 
nombrando  otro  empleado  para  un  puesto  al  que  aquel 
estaba  llamado  expresamente  por  la  ley. 

Pienso  que  V.  E,  en  virtud  de  la  atribución  10*  del 
art.  86  de  la  Constitución  Nacional,  que  le  confiere  el 
derecho  de  nombrar  por  sí  solo  á  todos  los  empleados 
de  la  Administración  cuyo  nombramiento  no  esté  re- 
glado de  otra  manera  por  la  misma  Constitución,  pudo 
tal  vez  vetar  una  disposición  como  la  del  inciso  2®  del 
art.  180  de  la  ley  orgánica  de  los  Tribunales  de  1886, 
que  ordenaba  en  caso  de  renuncia  ó  muerte  del  jefe 
de  una  Oficina  de  Registro,  el  nombramiento  del  Es- 
cribano adscripto  en  su  reemplazo.  Pero  pienso  tam- 
bién que  cuando  V.  E.  no  ha  observado  tal  disposición 
y  la  ha  promulgado  como  Ley  de  la  Nación,  deben  ser 
cumplidos  sus  mandatos  y  respetados  los  derechos 
que  en  ellos  se  fundan. 

Esta  es  mi  opinión  en  el  caso  ocurrente — El  Escri- 
bano Querello  era  el  legítimo  reemplazante,  en  virtud 
de  su  adscripción  á  la  Escribanía  de  Registro,  de  su 
finado  Jefe  D.  José.  Fernandez  y  me  confirma  en  ello 
no  sólo  la  disposición  legal  en  que  la  fundo,  sino  el 
muy  respetable  juicio  de  la  Exma.  Cámara  de  lo  Civil, 
en  cuanto  dice  que  ^ habrá  sido  acto  de  justicia  nom- 
brar en  propiedad  Jefe  de  la  Oficina  de  embargos  é 
Hipotecas  al  Escribano  D.  Luis  Querello,  en  atención 
á  su  comportamiento  durante  el  tiempo  que  se  halló 
adscrito  á  la  misma''.  Acto  de  justicia  es  el  que  es  con- 
forme y  se  ajusta  á  los  preceptos  de  ley;  y  habría  sido 
conforme  con  ésta  y  aiustado  á  la  disposición  del  art. 
180  antes  citado  el  nombramiento  del  Escribano  D. 
Luis  Querello  para  Jefe  de  la  Oficina  de  Hipotecas. 

V.  E.  sin  embargo,  resolverá  en  la  solicitud  de  los 
Abogados  y  Escribanos  peticionantes,  como  en  su  ilus- 
tración lo  juzgare  más  conveniente — Buenos  Aires, 
Octubre  27  de  1890 — Antonio  E.  Mala  ver. 
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R¿solHción 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Octubre  31  ue  1890. — Vista  la  pre- 
cedente solicitud  de  los  abogados  y  escribanos  del  foro 
de  la  Capital  pidiendo  sea  puesto  al  irente  de  la  Ofi- 
cina de  Hipotecas,  Embargos  é  Inhibiciones  D.  Luis 
Querello,  adscripto  á  dicha  oficina  á  la  fecha  del  falle- 
cimiento del  Jefe  titular  D.  José -^  Fernandez;  teniendo 
en  cuenta  las  conclusiones  á  que  han  llegado  en  sus 
dictámenes  la  Exma.  Cámara  de  Apelación  en  lo  Civil 
y  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación;  y 

Considerando': 

Que  se  hallan  unánimemente  de  acuerdo  el  Sr.  Pro- 
rador  General,  la  Exma.  Cámara  citada  y  el  Sr.  Fiscal 
de  ambas  Cámaras,  en  que  habría  sido  un  acto  de  es- 
tricta justicia  el  nombramiento  del  Escribano  Señor  Gue- 
rello  como  Jefe  de  la  Oficina  antes  mencionada,  en 
reemplazo  del  titular  que  falleció:  que  es  notorio  que  el 
adscripto  Señor  Guerello  ha  tomado  una  participación 
principal  en  la  organización  y  buen  servicio  de  la  oficina 
de  que  se  trata,  dedicándole  al  efecto  la  mayor  contrac- 
ción: que  su  competencia  y  aptitudes  especiales  Jo  han 
acreditado  ante  el  concepto  público  y  que,  en  tales  con- 
diciones, su  postergación  al  ocurrir  la  vacante  del  puesto 
inmediatamente  superior,  significa  el  desconocimiento 
dé  sus  méritos,  sentando  un  precedente  pernicioso  en 
las  prácticas  administrativas  al  negar  el  ascenso  á  un 
empleado  íntegro  é  idóneo. 

Que  la  regla  del  ascenso  existe  para  la  provisión  de 
las  Escribanías  de  Registro  de  la  Capital  según,  lo  es- 
tablece la  lej^  orgánica  de  la  Administración  de  Justicia 
en  su  art.  180,  con  respecto  á  los  adscriptos  y  es 
perfectamente  aplicable  por  analogía  á  la  promoción 
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del  adscripto  al  Registro  de  Hipotecas,  de  manera  que 
el  nombramiento  que  solicitan  los  peticionantes  importa 
un  acto  de  reparación; 
Por  estos  fundamentos, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Nómbrase  Director  de  la  "Sección  de  Hipo- 
tecas"— del  Registro  de  la  Propiedad,  Hipotecas,  Em- 
bargos é  Inhibiciones  de  la  Capital,  al  Escribano  D, 
Luis  Querello. 

Art.  2^  Comuniqúese  á  sus  efectos  á  quienes  co. 
rresponde,  publíquese  é  insértese  en  el  Registro  Nacio- 
nal.— PELLEGRINI. — Juan  Carballido. 


El  fiaoco  Industrial, — sobre  el  capital  con  que  deben  con- 
tar las  Sociedades  Anónimas. 

Con  lecha  O  de  Octubre  de  18¿M»,  se  dirigió  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda el  Sr.  Francisco  Iribiiru  gestionando  se  declarase  perso- 
na jurídica  á  la  Sociedad  Banco    Industrial. 

Pasado  el  expediente  á  dictámeü  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación,  éste  se  expidió  en  los  siguientes  términos: 

ExMO.  Señor: 

Según  el  artículo  3^  de  los  Estatutos  del  Banco 
Industrial  presentados  á  V.  E.,  la  duración  de  la  So- 
ciedad será  por  cincuenta  años;  y  el  artículo  47  de 
los  mismos  adjudica  á  la  Unión  Industrial,  como  ini- 
ciadora de  la  Sociedad,  el  diez  por  ciento  de  las  uti- 
lidades. 

Debe  entenderse  que  esta  adjudicación  habrá  de  ha- 
cerse duiante  todo  el  tiempo  de   la    Sociedad  puesto 
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que  no  se  introduce  limitación  alguna  en  cuanto  al 
tiempo  que  la  Unión  Industrial  ha  de  percibir  tal  be- 
neficio. 

En  este  punto  el  artículo  47  es  contrario  á  la  dis- 
posici.n  del  artículo  321  del  Código  de  Comercio,  que 
prohibe  á  los  fundadores  de  las  Sociedades  Anónimas 
reservarse  prima  ó  ventaja  alguna  por  un  término  que 
exceda  de  diez  años;  y  en  su  consecuencia,  debe  de- 
clarar V.  E.  que  el  diez  por  ciento  de  las.  utilidades 
que  según  el  articulo  47  de  los  Estatutos,  debe  ad- 
judicarse á  la  Unión  Industrial  como  iniciadora  de  la 
Sociedad,  sólo  tendrá  efecto  durante  los  primeros  diez 
años  de  la  existencia  de  ésta. 

Por  lo  demás  nada  encuentro  en  los  Estatutos  con- 
trario á  las  Leyes,  y  siendo  la  fundación  del  Banco 
Industrial  destinada  á  procurar  el  desarrollo  de  la  in- 
dustria nacional,  proporcionando  el  crédito  y  coope- 
rando al  ahorro  entre  los  industriales,  considero  que 
su  establecimiento  es  de  verdadera  utilidad  general  y 
por  lo  tanto  debe  V.  E.  aprobando  sus  Estatutos,  eri- 
girlo en  persona  jurídica. — Buenos  Aires,  Octubre  29 
de  1890. — Antonio  E.  Malaver. 

Dada  vista  al  interesado,  éste  la  evacuó  en  la  forma  siguiente  ex- 
poniendo: 

Que  la  adjudicación  á  hacerse  á  la  Unión  Industrial  Argentina, 
según  el  articulo  47  de  ios  Estatutos  del  Banco  Industrial,  te- 
nia que  ser  forzosamente  por  el  término  de  diez  años  según 
las  prescripciones  del  Código  de  Comercio,  y  que  si  nó  se  había 
establecido  terminantemente  asi,  el  artículo  48  salvaba  ese  in- 
conveniente declarando  que;  "  En  los  casos  no  previstos  por  es- 
tos Bstaiutos  deberá  ajustarse  á  las  disposiciones  del  Código 
de  Comercio, 

Pasado  nuevamente  al  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  dicho  Sr.  dic- 
taminó lo  siguiente: 

Exmo.  Señor: 
Una  vez  que  el  Sr.  Presidente  del  Banco  Industrial 
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está  conforme  en  que  la  parte  de  utilidades  (diez  por 
ciento)  que  el  artículo  47  de  los  Estatutos  adjudica  á 
la  Unión  Industrial  Argentina,  como  iniciadora  de  la 
Sociedad,  tenga  efecto  solo  durante  los  primeros  diez 
años  como  lo  establece  el  artículo  321  del  Código  de 
Comercio,  ningún  inconveniente  hallo  en  que  se  aprue- 
ben los  referidos  Estatutos,  sirviéndose  declarar  V.  E. 
que,  el  inciso  3^  del  referido  artículo  47  queda  apro- 
bado en  los  siguientes  términos:  **  Diez  por  ciento  se 
le  adjudicará  á  la  Unión  Industrial  Argentina,  como 
iniciadora  de  la  Sociedad,  durante  los  primeros  diez 
años  contados  desde  la  aprobación  de  estos  Estatu- 
tos. " — Buenos  Aires,  Noviembre  29  de  1890.— An- 
tonio E.  Malaver. 

En  vista  de    los   dictámenes   producidos  el  Ministerio  dio    la  si- 
guiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Diciembre  27  de  1890. — Siendo  indispensable  para 
la  existencia  de  las  Sociedades  Anónimas  que  ellas 
cuenten  con  capit&l  suficiente  para  poder  atender  to- 
das las  obligaciones  que  contraigan  con  motivo  de  su 
giro,  por  cuanto  en  esta  clase  de  asociaciones  es  so- 
lamente el  elemento  real  el  único  que  se  opone  como 
garantía  á  todos  los  compromisos  que  se  formen  con 
motivo  de  las  transacciones  ú  operaciones  que  reali- 
zaren y  siendo  éste  el  sentido  preciso  de  la  Ley,  cuan- 
00  dispone  el  Código  de  Comercio  en  su  artículo  318, 
inciso  2®  "  Que  el  capital  social  ó  su  primera  serie 
que  no  baje  de  un  veinte  por  ciento,  esté  íntegramen- 
te suscrito"  é  inciso  3^  "Que  los  suscritores  hayan 
abonado  el  diez  por  ciento  del  capital  suscrito  en  di- 
nero efectivo  depositado  en  el  Banco  Nacional  ó  en 
el  Provincial  ó  en  uno  particular  en  su  defecto"  para 
considerar  á   una    Sociedad   Anónima  definitivamente 


191  — 


constituida  y  con  las  garantías  suficientes  que  reclama 
la  especialidad  de  su  constitución. 


Por  estas  razones, 


SE   resuelve: 


Np  hacer  lugar  á  lo  solicitado  por  el  Banco  Indus- 
trial. Publíquese  y  archívese  previa  reposición  de  se- 
llos.—PELLEGRINI.—V.  F.  López. 


El  Banco  Francés  del  Rio  de  la  Plata, — sobre  responsabili- 
dad  en   las  trasferencias  de   acciones  de  las  Sociedades 


Con  fecha  10  de  Octubre  de  1890,  se  presentó  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda el  Sr.  Juan  Maupas,  Presidente  del  Directorio  del  Banco 
Francés  riel  Rio  de  la  Plata,  solicitando  aprobación  de  algunas 
reformas  á  sus  Estatutos. 

El  Ministerio  pidió  el  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro 
quien  se  expidió  en  la  forma  siguiente: 

ExMo.  Señor: 

Puede  V.  E.  acordar  lo  que  se  solicita  en  este  expe- 
diente por  el  Banco  Francés  del  Río  de  la  Plata.  — Oc- 
tubre 22  de  1890.— José   M*  Cantilo. 

Pasado  a  estudio  del  Señor  Procurador  de  la  Nación  con  fecha  22 
de  Octubre  del  mismo  año,  este  señor  manifestó  lo  siguiente; 

ExMO.   Señor: 

La  reforma  de  los  Estatutos  del  *^  Banco  Francés  del 
Rio  de  la  Plata''  propuesta  á  la  aprobación  de  V.  E., 
no  se  halla  en  el  caso  de  obtenerla  por  el  momento: 

\^  Porque  el  art.  12  de  dichos  Estatutos,  en  su  últi- 
ma parte,  no  ha  sido  modificado,  y  dice  así:   "  Pero  si 
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"  la  trasferencia  de  las  acciones  fuese  hecha  con  apro- 
"  bación  de  la  Administración  del  Banco,  haciéndola 
"  constar  en  los  libros  y  títulos  provisorios,  cesará  la 
"  responsabilidad  de  los  cedentes,  recayendo  únicamen- 
"  sobre  los  nuevos  poseedores." 

Mientras  tanto  el  art.  332  del  Código  de  Comercio 
dispone  textualmente:  **  Los  cedentes  que  no  ha- 
"  yan  completado  la  entrega  total  del  importe  de  cada 
"  acción,  quedan  garante^  al  pago  que  deberán  hacer 
**  los  cesionarios  cuando  la  administración  tenga  dere- 
"  cho  á  exigirlo,  según  los  Estatutos  ó  Reglamentos. 

No  es  pues  admisible  que  la  aprobación  de  una  tras- 
ferencia por  la  Administración  del  Banco,  exima  á  los 
accionistas  cedentes  de  acciones  que  no  están  íntegra- 
mente pagadas,  de  la  responsabilidad  que  la  Ley  les 
impone. 

2°  Porque  el  art.  35  que  establece  el  número  de 
votos  que  puede  gozar  cada  accionista  en  las  reunio- 
nes de  la  Asamblea  General,  sólo  ha  sido  modificado  en 
cuanto  á  la  referencia  que  hacia  el  art.  420  del  an- 
tiguo Código  de  Comercio,  sustituyendo  la  indicación 
del  art.    360  del  nuevo   Código. 

La  reforma  hecha  en  este  artículo,  no  es  suficiente, 
siendo  necesario  consignar  en  ella  como  lo  ordena  di- 
cho art.  350  que:  "  Ningún  accionista,  cualquiera  que 
"  sea  el  número  de  sus  acciones,  podrá  representar 
"  más  del  décimo  de  los  votos  conferidos  por  todas 
*  las  acciones  emitidas,  ni  más  de  dos  décimos  de  los 
"  votos  presentes  en  la  Asamblea. 

3°  Por  fin:  porque  aiin  cuando  al  modificarse  los 
artículos  29  y  55  de  dichos  Estatutos,  se  hace  cons- 
tar en  las  modificaciones  hechas  la  existencia  del  Sín- 
dico á  que  se  refieren  los  artículos  335  y  siguientes, 
del  nuevo  Código  de  Comercio,  falta  la  designación 
de  la  época  de  su  elección  y  la  determinación  de  sus 
atribuciones,  sin  que  se  haga  referencia  siquiera  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  340  del  referido  Código. 
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Es,  pues,  indispensable  una  nueva  reforma  en  lo  to- 
cante á  este  punto,  para  que  los  Estatutos  modificados 
lo  sean  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  nuestra  Ley 
Comercial. — Buenos  Aires,  Noviembre  18  de  1890. — 
Antonio  E.    Malaver. 

En  consecuencia  el  Ministerio  dictó  la  signiente: 

Resolución — 

Noviembre  28  de  1890 — De  acuerdo  con  el  prece- 
dente dictamen  del  Procurador  General  de  la  Nación,  y 
en  cumplimiento  de  la  Ley  número  2637. — No  ha  lu- 
gar, publíquese  archívese  previa  reposición  de  sellos. — 
V.  F.  López. 

En  vista  del  decreto  que  precede,-se  presentó  nuevamente  el  Presi 
dente  del  Banco  Francés,    manifestando  que; 

Siguiendo  todas  la  indicaciones  del  Sr.  Procurador  en  el  dictamen 
que  sirvió  de  fundamento  á  la  resolución  del  P.  E.,  la  asamblea' 
General  de  accionistas,  había  tomado  en  consideración  y  aproba- 
do por  unanimidad  las  reformas  introducidas  á  sus  Estatutos, 
de  acuerdo  con  las  observaciones  del  Sr.  Procurador  de  la  Na- 
ción y  que  por  tanto  pedia  la  aprobación  del  Gobierno. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó: 

ExMO.   Señor: 

Opino  que  V.  E.  debe  prestar  su  aprobación  á  las 
reformas  proyectadas  en  estos  Estatutos. — Marzo  7 
de  1891— José  M.  Cantilo. 

Bl  Sr.  Procurador  de  la  Nación— dictaminó   así: 

ExMO.  Señor: 

No  veo  dificultad  para  que  V.  E.  se  sirva  prestar 
su  aprobación  á  las  reformas  hechas  á  los  Estatutos  del 
Banco  Francés  del  Río  de  la  Plata, — Buenos  Aires, 
Abril  9  de  1891. — Antonio  E.   Malaver. 
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Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Abril  24  de  1 89 1  — Atento  lo  dictaminado  por  el  Sr. 
Procurador  General  de  la  Nación, 

E¿  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°  Apruébanse  las  reformas  introducidas  á  los 
Estatutos  del  Banco  Francés  del  Río  de  la  Plata. 

Art.  2^  Dense  las  copias  legalizadas  que  se  soliciten, 
publíquese  y  archívese  en  la  IV  Sección  del  Ministerio 
de  Hacienda  de  la  Nación  previa  reposición  de  sellos. — 
PELLEGRINL— V.  F.  López. 


Departamento  Nacional  de  Higiene, — comunica  que  la 
ción  General  de  Rentas  se  niega  á  expedir  gratuitamente, 
patente  de  Sanidad,  á  los  navios  conductores  de  mate- 
ríales  para  las  obras  del  Puerto  Madero. 

En  15  de  Octubre  de  18d0,  el  Departamento  Nacional  de  Higiene, 
se  diri^jió  al  Ministerio  del  Interior,  común icundo:  que  por  reite- 
radas veces,  la  Dirección  General  de  Rentas,  se  ha  negado  á 
expedí  I  gratuitamente  la  patente  de  Sanidad,  á  los  navios  que 
conducen  materiales  paní  las  obras  del  Puerto  Madero,  á  los 
que,  por  la  Convención  Sanitaria,  se  les  acuerda  tal  prerrogativa, 
en  vista  de  lo  cual,  pide  se  subsane  la  irregularidad  apuntada, 
á  la  mayor  brevedad.  Pasado  al  Ministerio  de  Hacienda,  se  pidió 
informe  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  la  cual  manifestó  al 
respecto:  que  está  establecido  que  la  patente  de  Sanidad,  se  ex- 
pida y  se  firme  por  el  Departamento  de  Higiene,  por  lo  que 
dicha  repartición  debe  tener  en  su  poder  formularios  en  blanco 
que  no  representen  valor  alguno,  para  poder  expedir  las  paten- 
tes gratuitas,  en  favor  de  las  empresas  que  estén  exoneradas  de 
ese  impuesto.    La  Dirección  nada  tiene  pues,  que  hacer  en  esto, 
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puesto  que  ella  sólo  es  oncaríírada  de  expen'ler  la  patente  de 
Sanidad  que  representjín  valor;  y  que  en  tal  virtud,  toca  al  Mi- 
nisterio resolver,  si  el  ?s^asto  que  orijina  la  impresión  de  for- 
mularios, ha  de  hacerse,  por  el  departamento  de  Higiene,  ó  por 
al«<una  otra  repartlciuii. 
El  Procurador  del  Tesoro,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Convendría  oír  nuevamente  al  Departamento  de  Hi- 
giene, después  de  los  informes  producidos. — Enero 
2  de   1891— José   M^Cantilo. 

Vuelto  nuevamente,  al  Depnrta  monto  Nacional  deHiíriene,  agre^ró: 
que  no  disponiendo,  do  los  fondos  necesarios  ese  Departamento 
para  proceder  en  la  forma  indicada  ])or  la  Dirección  de  Rentas 
ni  de  los  formularios  á  que  hace  rvjforencia,  opina:  que  debería 
solicitarse  de  la  Empresa  del  Puerto  Madero,  por  su  cuenta,  la 
impresión  de  ilichos  formularios,  á  fín  de  salvar  asi  el  inconve- 
niente que  motiva  el  pi'e-ente  informe. 

Que  en  cuanto  á  las  patí-ntes,  que  por  la  Convención  vSanitaria,  se 
deben  otorgar  gratuitamente  á  los  buques  de  Guerra  de  esta. 
Nación  y  de  las  amibas,  incumbe  tal  obli;.^ación  á  los  Ministerio, 
de  Guerra  y  Marina  y  de  Relaciones  Exteriores  respectivamente. 

Recabado  por  segunda  vez,  el  dictamen  del  Procurador  del  Tesoro, 
lo  evacuó  en  los   siguientes  términos: 

ExMo.  Señor: 

Opino  que  V.  E.  debe  resolver  como  lo  indica  el 
Departamento  Nacional  de  Higiene,  en  su  informe 
precedente. —Febrero  2 1    de    1891 — José  M^  Cantilo. 

Resolución  — 

Ministerio  Julio  16  de  1891. — Resultando  de  los  an- 
tecedentes del  asunto: 

•1°  Que  en  la  nota  que  origina  este  expediente,  el 
Departamento  Nacional  de  Higiene,  se  dirije  al  Ministerio 
del  Interior  exponiéndole  que  por  reiteradas  ocasiones 
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se  ha  negado  la  Dirección  General  de  Rentas  Nacionales 
á  expedir  gratuitamente  la  patente  de  Sanidad  á  los  Na- 
vios que  conducen  materiales  para  las  Obras  del  Puer- 
to Madero,  y  á  los  que  por  la  Convención  Sanitaria 
Internacional  se  le  acuerda  tal  prerrogativa  y  pide  sea 
subsanada  esta  irregularidad. 

2°  Que  siendo  del  resorte  de  este  Ministerio  la  solu- 
ción del  asunto,  el  Ministerio  del  Interior  lo  pasa  para 
su   resolución  y 

considerando: 

l^  Que  hasta  mediados  del  presente  año  el  Depar- 
tamento de  Higiene  expedía  las  patentes  de  Sanidad 
en  fórmulas  impresas  de  acuerdo  con  lo  estatuido  por 
la  Convención  Sanitaria  Internacional,  aplicándoles  una 
estampilla  de  0,15  que  presentábanlos  interesados  para 
el  pago  del  impuesto  que  establece  la  ley  de  papel  se- 
llado para  esa  clase  de  documentos. 

2°  Que  las  patentes  que  se  expedían  á  los  buques 
pertenecientes  á  la  Empresa  del  Puerto  Madero  lo  eran 
gratuitamente  en  virtud  de  estar  exonerados  del  pago 
de  todo  impuesto. 

3^  Que  la  Dirección  General  de  Rentas  con  el  pro- 
pósito de  evitar  el  uso  de  la  estampilla,  dispuso  que  la 
Casa  de  Moneda  sellara  fórmulas  de  patente  de  Sani- 
nad  que  son  recibidas  por  la  Administración  de  Sellos 
con  cargo  por  su  valor,  y  que  no  teniéndolas  en  blan- 
co ó  sin  valor  no  puede  entregarlas  gratuitamente, 
aquella  oficina. 

3®  Que  no  disponiendo  de  fondos  la  Dirección  Gene- 
ral de  Rentas  para  atender  al  gasto  de  la  impresión 
de  estas  fórmulas  y  siendo  del  resorte  del  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores  y  Guerra  y  Marina  respecti- 
vamente otorgar  las  patentes  que  por  la  Convención  Sa- 
nitaria corresponde  y  las  que  se  expiden  á  los  buques 
de  guerra  nacionales  y  los  de  las  naciones  amigas. 
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SL   resuelve: 

Líbrese  oficio  á  los  Ministerios  de  Guerra  y  Marina 
y  Relaciones  Exteriores  pidiéndoles,  se  sirvan  arbi- 
trar los  medios  de  subsanar  estas  deficiencias. 

2®  Líbrese  oficio  así  mismo  á  la  Empresa  construc- 
tora del  Puerto  de  la  Capital,  expresándole  que  en  lo 
sucesivo  presentará  al  Departamento  Nacional  de  Hi- 
giene, las  fórmulas  que  hará  imprimir  de  acuerdo  con 
la  Dirección  General  de  Rentas,  que  indicará  los  requi- 
sitos que  éstas  deban   llenar. 

3°  Pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  y  comu- 
niqúese al  Ministerio  del  Interior  lo  resuelto. — V.  F. 
López 


FeíTO-Garríl  Nor-Oeste  Argentino,  de  Villa  Mercedes  á  la 
Rioja, — sobre  aprobación  de  tarifas  y  reglamentos  hasta 
ua  Toma. 

El  Señor  Mauricio  Raabe,  Representante  de  este  F.  C.  se  presen- 
tó con  fecha  15  de  Octubre  de  189()  á  la  Dirección  de  Ferro-Ca- 
rriles, solicitando  la  aprobación  de  las  tarifas  y  reglamentos 
para  la  primera  sección  de  dicho  ferro-carril  ó  sea  desde  Villa 
Mercedes  hasta  La  Toma. 

Pasada  esta  solicitud  á  informe  de  la  Oficina  de  Contabilidad  y 
Control,  se  expidió  de  la  siguiente  manera; 

Señor  Presidente: 

En  este  expediente  el  representante  del  F.  C.  Nor-Oeste  Argentino- 
Villa  Mercedes  á  La  Rioja,— presenta  las  tarifas  y  reglamentos 
pora  la  primera  sección  de  dicho  ferro-carril  ó  sea  desde  el 
primer  punto  mencionado  hasta  La  Toma  (81  kilómetros)  pi- 
diendo su  aprobación  y  pronto  despacho  por  estar  próxima  la 
fecha  de  la  apertura   de  dicha    sección. 

Después  de  estudia<los  los  antecedentes  adjuntos  con  la  debida 
prolijidad,  la  oñcina  se  encuentra  en  la  necesidad  de  hacer  una 
exposición  del  resultado  de  dichos  estudios,  y  al  mismo  tiempo  una 
comparación  de  las  tarifas  propuestas  con  otras,  debiendo  prevenir 
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al  señor  Presidente,  que  como  estas  sun  por  la  primera  sección 
solamente  las  puede  considerar  como  provifiorias,  no  así  los 
reglamentos  que  una  vez  hechas  las  modiñcaciones  propuestas, 
podrían  servir  para  otras  secciones  hasta  tanto  los  generales  se 
ponen  en  vigencia. 
La  equidad  ha  inducido  á  la  oficina  á  hacer  la  comparación  de  las 
tariías  propuestas  con  las  nuevas  del  F.  O.  Gran  Oeste  Argen- 
tino, por  considerar  las  dos  líneas  hasta  cierto  punto  en  casi 
idénticas  condiciones  en  cuanto  á  la  escasez  de  tráfico,  agua,  etc. 

PASAGEROS  DE  PRIMERA  CLASE 

La  base  adoptada  para  la  confección  de  las  tarifjis  para  estos  por 
el  F.  C.  N.  O.  Argentino,  es  la  siííuiente: 

Tarifa  fija,  cualquier  distancia,  $  0,50,  más  0,04  por  kilómetro  con 
recargo  de  30  7o  por  el  premio. 

El  F.  C.  Gran  Oeste  Argentino  actualmente  cobra  0,33  por  kiló- 
metro sin  tarifa  fl.ja  (ó  terminal)  y  sin  recargo  por  el  premio, 
así  es  que  el  N.  O.  Argentino  cobraría  por  un  pasage  de  pri- 
mera clase  desde  Villa  Mercedes  á  La  Toma  $4,8."),  mientras  que 
el  Gran  Oeste  en  iíJrual  distancia,  «SI  kilómetros,  cobraría  .s  '2,85. 

PASAGBKOS  DE  SEGUNDA  CLASE. 

Para  las  tarifas  de  estos,  el  N.  O.  Argentino  ha  toniailo  como  base: 
Tarifa  fija  (ó  terminal)  cualquier   distancia  $0.  30  más  $  0.  02j 

por  kilómetro  con  recargo  de  30  °/o  por  el    premio. 
Actualmente  el  Gran  Oeste  Argentino  cobra  .$  0.  02  por  kilómetro 

sin  tarifa  terminal  ni  premio, 
De  esto  resultaría    que  el    pasage  á  la  Toma    vendría  á  costar  en 

el  Nonl-Oeste  desde  Villa  Mercedes  $  3.00  y  en  igual   distancia 

en  el  Gran  Oeste  $  1.60. 

ENCOMIENDAS  Y   EXCESO  DE   EQUÍPAJES. 

Para  estos  artículos  los   solicitantes  han    fijado  $  0.08,  $  0.12  y$ 

0.16  por  cada  cinco  kilos  según  las  distancias  entre  las  estaciones. 
El  Gran  Oeste   Argentino  cobra  á  razón  de  $  0.15  por  LOOO  kilos 

y  por  kilómetro  con    cargo    terminal  ó  fijo  de  $  0.05  por  cada 

diez  kilos. 
La  comparación  en  este  caso  es  la  siguiente:  El  F.  C.  Nord-Oeste 

Argentino  cobraría  según  las  tres  distancias  de  la  primera  sec. 

ción,  como  siírue: 
28  kilómetros  .$  16  por  1.000  kilos. 
63  "  "  24    »*        *•  "  ^ 

81  ^  ^  32    •*        - 
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El  Gran  Oeste  Argentino  en  iguales  «iistancias  cobraría: 
•38  kilómetros  $    9.20  por  1.000  kilos. 
63  "  -  13.95    ^        "  ** 

81  "  "  17.15    "        «  " 

CAROAS   EN  OENBRAL. 

La  clasificación  de  estas  ¿n  los  cuadros  adjuntos  queda  reducida  á 
cinco  clases,  1*  á  5*,  mientras  que  el  F.  C.  Gran  Oeste  .Argentino 
divide  las  mercaderías  en  general  en  siete  clases. 

Este  hecho  dificulta  algo  la  comparación  aún  con  otros  ferro-ca- 
rriles, pues  la  mayor  parte  tienen  7  ó  10  clasificaciones  de  cargas 
generales  No  tomando  un  término  medio  saldría  este  exacto, 
pero  para  formar  una  idea  aproximada  de  las  diferencias  entre  los 
precios  propuestos  y  los  del  F.  C.  Gran  Oeste  Argentino,  la  ofi- 
cina ha  procedido  á  hacer  el  siguiente  cálculo. 

Para  el  N.  O.  Argentino  se  ha  tomado  como  base  de  las  tarifas, 
los  siguientes  precios: 

Clase  Terminiil  Po 


1.000  ks.  por  km^. 

aumento 

$  0.07 

fiO'/o 

»  0.06 

> 

»  0.05 

> 

>  0.035 

> 

.  0.02 

• 

1  $  7  - 

2  .  fi  — 
8  »  5  — 

4  >  3.50 

5  »  2  — 
Rl  F.  C.  Gran  Oeste    Argentino  tiene  por  base  de  las  tarifas,  los 

siguientes  precios  á  saber: 

Clase  Termioal  Por  1.000  ks.  por  km®. 

t  0.08 

>  0.07 

>  0.06 

>  0.05 
.  O  04 

»  o.as 

»  0.02 
Calculando  el  término  medio  en  el  N.  O.  Argentino  sale  losiguiente: 

Cargo  terminal $  7.52    por  1000  kilos 

Tarifa «0.075    >        c        •      y  km*. 

Haciendo  el  mismo  cálculo  en    el   Gran  Oeste   Argentino  resulta 
que  el  término  medio    sería: 

Cargo  terminal..    .     .    $  2. 50    por  1000  kilos 

Tarifa >  O  05      •       »        »      y  km*. 

Hay  que  tener  presente  que  los  divisores  en  los  cálculos  son  5  y  7 
respectivamente  y  que  los  precios  del  Nord-Oeste  Argentino  tie- 
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nen  un  aumento  de  (50  *^/o,  mientras  que  los  del  Gran  Oeste  son 
netos. 

ANIMALES  EN   PIÉ. 

Pi)C  animales  grandes  en  pié,  el  N.  Oeste  propone  cobrar  por  un 
wa;;on  dedos^es  á  razón  de  8  0.  1*25  por  kilómetro  como  tarifa 
más  f  10  cargo  terminal. 

El  Gran  Oeste  Argentino  cobra  por  wagón  clasificando  los  animales 
7*  clase  ó  sea  a  razón  de  $  0.  03  por  1.000  kilos  y  por  kilómetro 
más  $,  por  tonelada   car¿,'0  terminal. 

Según  esta***  tarifas  el  ñete  de  wagón  de  dos  ruedas  de  ganado  en 
el  N.  Oeste  seria,  $  20  desde  Villa  Mercedes  á  La  Toma  y  en 
igual  distancia,  81  kilómetros;  en  el  Gran  Oeste  el  ñete  de  un 
wagón  <le  dos  ruedas  ó  sea  de  6.000  en  igual  distancia,  sería  $ 
15.70. 

Por  animales  menores  en  pie  proponen  cobrar  por  wagón  Je  dos 
ruedas  $  0.08  por  kilómetro  más  $  8.  cargo  terminal.  En  pequeñas 
cantidades  correspondería  la  tarifa  de  encomiendas. 

El  F.-C.  Gran  Oeste  cobra  la  misma  tarifa  para  los  animales  lanares, 
etc.  cuando  se  transportan  por  wagón  entero  como  para  animales 
vacunoá  etc,  cobrando  la  tarifa  de  encomiendas  cuando  se  re- 
miten pequeñas  cantidades. 

Formando  pues  la  tarifa  propuesta  por  el  N.  Oeste,  el  flete  de  un 
wagón  con  ganado  lanar,  desde  V^illa  Mercedes  a  La  Toma,  seria 
$  14.50,  mientras  que  en  el  Gran  Oeste  el  flete  por  igual  distancia 
seria  8  15.70  como  queda  explicado. 

CARROS    ARMADOS 

Por   los   de  dos  ruedas    propone    la   empresa   cobrar  g  0.10  por 

kilómetro  con  $  7.50  cargo  terminal. 
El  Gran  Oeste  cobra  $  0.08  por  kilómetro  con  $  5  cargo  terminal, 
De  esto  resulta   que  el  N.    Oeste  cobraría    hasta  la  Toma  por  la 

conducción  de  un  carro    de  dos  ruedas  $  15.60,  y  el  Gran  Oeste 

en  igual  distancia  cobraría  ¡^    11.50. 
Por  los  carros  de  cuatro  ruedas  propone  cobrar  $  0.10  pur  kilómetro 

y  $  10.  cargo  terminal. 
El  Gran  Oeste  Argentino  cobra  $0.10  por  kilómetro  y  $  7.50  terminal. 
Asi  es  que  el  N.  Oeste  cobraría  por  la  conílucción  d'í  un  carro  de 

cuatro  puedas  desde  ^'    Mercedes  á  la  Toma  $    18.10,  y  el  Gran 

Oeste  en  igual  distancia  cobraría  $15.60. 

TELÉGRAFO 

Sobre  esteno  hay  que  observar,  pues  propone  la  tarifa  del  Telégrafo 
Nacional  como  establece  el  Art.  7°  de  la  lev  de  concesión. 
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La  empresa  propone  cobrar  tiirifas  aiiicionales  á  las  ya  mencionadas 
para  cargas  que  pasen  por  el  empalme  Villa  Mercedes  distancia 
1  kilómetro  90f)  metros.  Estas  tarifas  ¡idicionales,  la  oficina  no 
puede  aconsejar  por  creerlas  prohibitivas.  Dos  ejemplos  servirán 
para  la  ilustración  del  Señor  Presidente  respecto  á  este  punto 
y  tomando  primero  el  precio  menor  ó  sea  de  la  5*  clase  de 
mercaderías 

Para  esta  propone  cobrar  $  0.75  por  1.000  kilos  en  un  recorrido 
que  no  alcanza  á  3  kilómetros,  subiendo  los  precios  hasta  que 
para  'a  1*  clase  cobrarían  $  3.50  por  el  mismo  peso  y  distancia. 
Por  el  recorrido  de  un  wagón  con  carros  ó  ganado,  cobrarían 
$  3*50  en  la  mencionada  distancia.  El  kilometraje  recorrido  ó 
convenido,  entre  las  empresas  de  ferro-carriles  en  combinación 
para  wagones  cubiertos  de  dos  ejes  es  de  2  V«  cents,  por  kilómetro 
según  los  Reglamentos  de  la  oficina  de  Ajuste,  y  opina  esta 
oficina  que  es  á  dichos  reglamentos  que  la  empresa  debe  sujetarse 
en  este  caso. 

Por  la  precedente  exposición  verá  el  Sr.  Presidente  que  las  tar- 
rifas con  una  sola  excepción,  son  más  altas  que  las  del  F.  C. 
Gran  Oeste  Argentino.  Hay  que  tener  presente  sin  embargo 
que  la  1^  sección  del  Ferro-Carril  cruza  una  zona  de  muy 
poca  población  é  industria,  y  que  los  gastos  de  tracción  serán 
muy  altos  debido  á  la  falta  de  agua  en  el  trayecto.  Pero  aún 
admitiendo  todo  esto  y  que  el  Exmo.  Gobierno  garante  el  5  % 
á  la  empresa  sobre  f  22.500  oro  sellado  por  Kilómetro,  hay  que 
recordar  que  los  fletes  excesivos  militan  en  contra  del  tráfico, 
y  por  consiguiente  contra  los  intereses  públicos  como  contra 
los  del  Ferro-Carril.  Tratando  de  una  linea  que  abra  nuevas 
zonas  á  la  industria,  que  trae  consigo  la  población  y  porvenir 
puede  considerarla  al  principio  como  un  agente  de  fomento  y 
por  tanto  debería  hacer  sus  tarifas  lo  más  equitativas    posible. 

En  vista  de  lo  expuesto,  la  oficina  se  permite  aconsejar  la  adop- 
ción por  el  F.  C.  N.  Oeste  Argentino  de  las  clasificaciones  y  ta- 
rifas establecidas  para  el  F.  O.  N.  Este  Argentino,  aprobadas  por 
Decreto  de  Julio  8  ppdo.,  y  al  efecto  acompaña  copias  de  las  mis- 
mas por  si  el  Sr.  Presidente  creyere  prudente  aconsejar  lo  indicado. 

REGLAMENTOS 

Estos  se  podrían  aceptar  provisoriamente  con  las  siguientes  mo- 
dificaciones: 

Art.  22.  Suprimir  todo  desde  la  palabra  «itinerario". 

Art.  34.  Suprimir  la  última  parte  desde  "^cesando  entonces  etc...'* 

Art   35.    Deben   cambiar  este  artículo  por:  ^Con  los  artículos  que 
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no  se  reclamasen  procederá  de  acuerdo  con  los  artículos  83,  84 
y  85  de  la  ley  de   Ferro-Carriles  Nacionales.,. 

Art.  36.  Al  ñnal  debe  agregarse:  **sí  no  sea  por  culpa  ó  negli- 
gencia de  los  empleados  de  la  Empresa. 

Art.  37.  Suprimir:  "Serán  vendidos  por  la  Empresa  para  suñ*agar 
los  gastos  ocasionados"  y  agregar:  "Serán  tratados  como  esta- 
blece el  art.  85  de  la  ley  de  F.  C.  Nacionales." 

Art.  45.  Hay  que  suprimir  la  última  parte  desde  *'y  en  ningún 
caso,  etc." 

Art.  57.  Eliminar  la  frase:  ''Cua'quiera  que  sea  la  causa  que  lo 
origine." 

Art.  60.  Debe  leerse  así  "si  después  de  pasadas  24  horas  de  la 
llegada  de  una  carga,  etc." 

Art.  61.  Suprimir  y  en  las  cargas  que  se  xransporten  por  wagón." 

Art.  6*2.  Suprimir  **y  en  ningún  caso  por  carga  que  demore  más 
de  diez  días  en  sus  depósitos." 

Art.  63.  Suprimir  desde  "cesando"  y  agregar:  -y  en  el  mismo  día 
si  fuese  posible." 

Art.  64.  Suprimir  todo  y  sustituirlo  así:  **Toda  carga  que  no  sea 
reclamada  será  tratada  como  disponen  los  artículos  83,  84  y  85 
de  la  ley  «le  F.  C.  Nacionales. 

Art.  70.  En  vez  de:  *'á  la  Administración"  debe  leerse:  **al  Jefe  de 
la  Estación  para  ser    restituida  á  la  Administración." 

Art.  72.  Debe   concluir  asi:    **Á  menos  que  el  interesado  no  com- 
pruebe mayor  valor." 
Buenos  Aires,  Octubre  29  de  18JÍ0.— 3/.  ^«d^.— Contador. 

La  Dirección  de  Ferro-Carriles  elevó  al  Ministerio  de  Hacienda 
este  expediente,  aconsejando  la  aprobación  de  las  tarifas  proyec- 
tadas por  ella  y  ios  reglamentos  propuestos  por  la  Empresa  con 
las  correcciones  indicadas  por  la  Oficina  de  Contabilidad  y  Control 
en  el  informe  precedente. 

Habiendo  pasado  á  dictamen  deí  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  éste 
dictaminó  lo  siguiente: 


ExMO.   Señor: 

El  informe  producido  por  la  Dirección  de  Ferro-Ca- 
rriles Nacionales  (Sección  Contabilidad  y  control)  de- 
muestra claramente  que  son  altos  los  precios  de  la 
tarifa  propuesta,  y  opino  que  V.  E.  debe  proceder  en 
un  todo  como  aquella  Dirección  lo  aconseja  tanto  en 
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lo  referente  á  las  tarifas  cuanto  al  Reglamento. — Di- 
ciembre  3   de    1890. — José  M*  Cantilo. 

Con  fecliíi  31  de  Enero  de  1891,  pasó  este  expediente  á  informe  del 
Departamento  de  Ingenieros.  HaUiendo  declarado  el  Sr.  Raabe, 
on  este  Departamento,  que  ya  no  tenía  objeto  la  tramitación  del 
expediente,  se  resolvió  archivarlo. 


D.  E.  Barra, — sobre  la  construcción  y  explotación  de  una 
linea  telegráfica  hasta  la  cumbre  de  la  Cordillera  de  los 
Andes. 

Con  fecha  18  de  Octubre  de  1890,  se  presentó  al  Ministerio  del 
Interior  D.  Enrique  Barra,  pidiendo  autorización  para  construir 
y  explotar  una  línea  telegráfica  desde  esta  Capital  á  la  cumbre 
de  la  Cordillera  de  los  Andes,  pasando  por  Mercedes,  Villa  Mer- 
cedes San  Luis  y  Mendoza. 

La  Dirección  General  de  Correos  y  Telégrafos  aconsejó  su  acepta- 
ción con  algunas  condiciones,  pues  había  pasado  con  exceso  el 
plazo  dentro  del  cual  el  Gobierno  Argentino  no  podía  conceder 
el  establecimiento  de  una  nueva  línea  telegráfica  á  Chile,  según 
la  concesión  acordada  á  la  Empresa  del  F.  C.  Trasandino. 

Oído  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  se  expidió  en  esta 
forma: 

"  ExMO.  Señor: 

"  Una  vez  que,  según  lo  informa  el  Inspector  Gene- 
ral de  Telégrafos,  se  ha  pasado  con  exceso  considerable 
el  plazo,  durante  el  cual  el  Gobierno  Argentino  no  po- 
día conceder  el  establecimiento  de  una  nueva  línea  á 
Chile  "  según  la  concesión  acordada  á  la  Empresa  del 
Ferro-Carril  Trasandino,  no  veo  inconveniente  alguno 
en  que  V.  E.  usando  de  la  facultad  que  le  confiere  el 
artículo  4®  de  la  Ley  de  Telégrafos  Nacionales  de  7  de 
Octubre  de  1885,  acceda  á  la  solicitud  presentada  por 
el  Sr.  D.  Enrique  Barra. 

La  Empresa  que  este  Sr.  representa  nada  pide  á  V. 

E.  sino  es  el  permiso  pava  establecer  la  línea  telegráfica 
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que  propone,  y  que  el  Sr.  Director  de  Correos  y  Telé- 
grafos encuentra  aceptable,  si  se  adoptan  las  condicio- 
nes que  indica. 

Creo  que  V.  E.  debe  imponer,  caso  de  acceder  á  la 
petición  del  Sr.  Barra,  las  condiciones  indicadas  por 
la  Dirección  General  de  Telégrafos;  así  como  su  com- 
pleta sumisión  á  las  disposiciones  de  la  Ley  General 
de  7  de  Octubre  de  1885,  y  á  las  demás  disposicio- 
nes que  se  hubiesen  dictado  ó  se  dictaren  en  adelante, 
en  relación  con  los  Telégrafos  Nacionales. 

Al  final  de  su  solicitud  el  Sr.  Barra  protesta  anticipa- 
damente el  fiel  cumplimiento   de  dichas  disposiciones. 

El  interesado  ofrece  en  el  pliego  de  condiciones  que 
acompaña  á  su  solicitud  que,  tanto  la  construcción  de 
la  linea  cuanto  la  elección  de  los  materiales^  aparatos^ 
instalaciones^  y  de^nds  se  hará  en  perfectas  condiciones 
técfíicas,  previo  dictamen  de  la  Dirección  General  del 
ramo^  d  la  cual  se  someterán  todos  sus  detalles, 

V.  E.  debe  aceptar  este  ofrecimiento  y  establecer  en 
el  contrato  de  concesión  que  así  deberá  procederse  por 
la  Empresa. 

En  el  informe  del  Sr,  Inspector  de  Telégrafos  se  di- 
ce también  que  V.  E.  había  convenido  con  el  Exmo. 
Gobierno  de  Chile  en  el  establecimiento  de  una  comu- 
nicación internacional  por  Antuco;  prolongando  el  Go- 
bierno Argentino  la  línea  del  Rio  Negro  hasta  llegar 
al  punto  indicado. — En  consecuencia  de  este  conve- 
nio V.  E.  debiera  también  declarar,  si  llega  á  otor- 
gar la  concesión  que  se  le  pide,  que  ésta  no  obstará 
en  caso  alguno,  al  establecimiento  de  una  línea  tele- 
gráfica de  propiedad  de  la  Nación,  construida  segíin 
el  trazado  indicado,  ó  cualquier  otro  que  V.  E.  tu- 
viera á  bien  acordar.  ** — Enero  31  de  1891. — Anto- 
nio E.  Malaver. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente: 
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Resolución  — 

Departamento  del    Interior. 

Buenos  Aires,  Febrero  18  de  1891. — Atento  lo  ex- 
puesto por  el  recurrente,  en  que  solicita  se  le  conce- 
da permiso  para  construir  una  línea  telegráfica  desde 
esta  Capital  á  la  Cumbre  de  los  Andes,  de  donde  se 
unirá  á  otra  que  llegue  hasta  el  Pacífico  pasando  por 
Mercedes,  Villa  Mercedes,  San  Luis  y  Mendoza,  y  vis- 
to el  pliego  de  condiciones  y  planos  adjuntos,  lo  in- 
formado por  la  Dirección  General  de  Correos  y  Telé- 
grafos y  lo  aconsejado  por  el  Sr.  Procurador  Gene- 
ral de  la  Nación. 

El  Presidente  de  la  República^  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  por  el  artículo  4°  de  la  la  Ley  de  Te- 
légrafos Nacionales  de  7  de  Octubre  de  1885, — 

decreta: 

Art.  1^  Acuérdase  á  D.  Enrique  de  la  Barra  la  au- 
torización necesaria  para  el  establecimiento  de  la  línea 
telegráfica  que  propone  construir,  y  vuelva  este  expe- 
diente á  la  Dirección  General  de  Correos  y  Telégrafos, 
para  que  de  acuerdo  con  las  bases  que  ha  menciona- 
do, proceda  á  formular  con  el  interesado  el  correspon- 
diente proyecto  de  contrato,  al  que  se  incorporan  las 
indicaciones  contenidas  en  el  dictamen  que  antecede 
del  Sr.  Procurador  General,  debiendo  elevar  oportuna- 
mente al  Poder  Ejecutivo  el  proyecto  respectivo  para 
resolver  sobre  su  aprobación. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  á  insértese  en  el 
Registro  Nacional. — PELLEGRINI. — Julio  A  .Roca. 
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La  Sociedad  anónima  La  Portefta, — pide  la  aprobación  de 
sus  Estatutos  j  el  reconocimiento  de  persona  jurídica. 

En  '¿O  de  Octubre  de  1890,  el  Presidente  de  la  So^^iedad  anónima 
La  Porteña  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior,  solicitándola 
aprobación  de  sus  Estatutos,  á  cuyo  efecto  acompañaba  los  do- 
cumentos que  consideraba  pertinentes  al  caso. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  quien  liictaminó 
como  sigue: 

ExMO.   Señor: 

Puede  V.  E.  prestar  su  aprobación  á  los  Estatutos  de 
la  Sociedad  anónima  La  Porteña. — Octubre  29  de  1890. 
— José  M.  Cantilo. 

Habiendo  pasado  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  este  fun- 
cionario se  expidió  en  los  términos  siguientes: 

ExMO.  Señor: 

Según  la  solicitud  que  precede  del  S.  Carlos  Dora- 
do, quien  se  llama  Presidente  de  la  Sociedad  anónima 
La  Porteña,  parece  que  ésta  se  halla  ya  constituida 
aunque  carezca  de  la  autorización  de  V.  E.,  pues  que 
se  dice  en  ella  que  ha  construido  un  Establecimiento 
que  importa  un  gran  elemento  de  progreso  para  nues- 
tra industria  nacional. 

Pero  el  presente  expediente,  no  acredita  que  exis- 
ta por  lo  menos  el  número"  de  socios  requerido,  que  el 
capital  social,  ó  por  lo  menos  su  quinta  parte  esté 
íntegramente  suscrito,  que  el  diez  por  ciento  de  éste 
haya  sido  abonado  en  dinero  efectivo  y  depositado  en 
un  Banco,  según  todo  lo  dispone  el  artículo  318  del 
Código  de  Comercio;  ni  por  fin  que  los  Estatutos  que 
se  presentan  hayan  sido  aprobados  por  los  socios  en 
sesión  cuya  acta  debe  acompañarse  á  V.  E. 

Mientras  los  requisitos  indicados  no  se  cumplan,  V. 
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E.  no  debe  ocuparse  de  examinar  estos  Estatutos  por 
que  hasta  el  presente,  ellos  no  forman  más  que  un 
proyecto  para  la  formación  de  una  Sociedad  anóni- 
ma.— Buenos  Aires,  Noviembre  17  de  1890. — Anto- 
nio E.  Malaver. 

Después  de  darle  vista  al  interesado  y  de  aducir  éste  algunos  an- 
tecedentes, pasó  (le  nuevo  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción quien  dictaminó    asi: 

ExMO.  Señor: 

El  Presidente  de  la  Spciedad  anónima  La  Porteña 
manifiesta  que  los  Estatutos  cuya  aprobación  solicita, 
fueron  ya  aprobados  por  el  Gobierno  de  Buenos  Ai- 
res, y  han  sido  reformados  para  ponerlos  de  acuerdo 
con  las  disposiciones  del  nuevo  Código  de  Comercio. 

Pero  no  acompañando  aún  el  acta  de  la  asamblea 
de  accionistas  en  que  fué  verificada  la  reforma  de  di- 
chos Estatutos,  se  ha  de  servir  V.  E.  disponer  se  acom- 
pañe el  acta  original  de  la  sesión  de  la  mencionada 
asamblea;  ó  si  ello  no  fuere  posible,  un  testimonio  en  for- 
ma de  dicha  acta,  expresando  la  causa  porque  no  puede 
acompañarse  original. — Buenos  Aires,  Diciembre  24 
de    1890. — Antonio  E.  Malaver. 

Evacuada  la  vista  que  nuevamente  se  dio  al  interesado,  y  con  los 
documentos  que  se  acompañaron  al  expediente,  pasó  otra  vez  á 
informe  del  S.  Procurador  General  de  la  Nación  y  este  funcio- 
nario emitió   este  informe: 

ExMo.  Señor: 

En  mi  anterior  informe  de  24  de  Diciembre  ppdo. 
solicité  de  V.  E.  se  acompañara  el  acta  de  la  asam- 
blea de  la  Sociedad  "La  Porteña",  en  la  que  según 
se  dice  en  el  escrito  del  Sr.  Dorado  que  precede  á  di- 
cho informe,  fueron  modificados  sus  Estatutos  confor- 
me al  nuevo  Código  de  Comercio. 
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Esa  acta  no  ha  sido  acompañada,  presentándose  la 
de  fojas  14  que  es  de  13  de  Febrero  del  90,  ante- 
rior por  tanto  á  mi  referido  informe. 

Es  pues  indispensable  se  acompañe  el  acta  de  la  se- 
sión en  que  los  Estatutos  fueron  reformados,  y  los  dia- 
rios en  que  publicaron  los  avisos  para  esa  misma  reu- 
nión de  la  asamblea  de  accionistas,  sin  lo  cual  no  me 
es  posible  expedirme  en  el  informe  nuevamente  orde 
nado  por  V.  E. — Buenos  Aires,  Agosto  19  de  1891. 
— Antonio  E.  Malaver. 

Después  de  evacuada  la  nueva  vista  que  se  dio  al  interesado  pa- 
só otra  vez  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación, 
quien  se  expidió  asi: 

ExMO.  Señor: 

Se  ha  acompañado  á  fojas  27  copia  autorizada  del 
acta  en  que  se  aceptaron  por  los  accionistas  las  mo- 
dificaciones propuestas  á  los  Estatutos;  modificaciones 
tendentes  á  la  observancia  de  las  prescripciones  del 
nuevo  Código  de  Comercio  y  á  las  que  nada  tengo 
que  observar. 

El  artículo  26  de  los  antiguos  Estatutos  disponía  que 
la  convocatoria  á  asamblea,  se  haría  por  medio  de  avi- 
sos en  un  diario  de  la  Capital. 

Esta  formalidad  no  se  ha  cumplido.  En  sustitución 
se  ha  citado  personalmente  á  cada  uno  de  los  accionis- 
tas, y  todos  han  tomado  parte  en  la  deliberación  segíin 
lo  exponen  á  fojas  31,  bajo  su  firma. 

Siendo  los  que  firman,  la  totalidad  de  accionistas 
según  la  declaración  del  Presidente  de  la  Sociedad  de 
fojíis  30  y  habiendo  concurrido  todos  ellos,  á  votar 
las  modificaciones  á  que  se  refiere  el  acta  de  fojas 
27,  no  veo  inconveniente  en  que  V.  E.  reconociendo 
aquella  citación  personal  como  bastante  en  el  caso,  se 
sirva  acordar  su  aprobación  á  los  Estatutos  modifica- 
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dos. — Buenos  Aires,  Febrero    1<*  de   1892.— Sabiniano 

KlER. 

En  Febrero  33  de  1S92  el  Ministerio  del  Interior  pasó  al  de  Justi- 
cia el  expediente,  en  el  que  recayó  la  siguiente. 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1892. — Vista  la  preceden- 
te solicitud  del  Presidente  de  la  Sociedad  anónima  "La 
Porteña"  pidiendo  autorización  al  Gobierno  para  que  di- 
cha Sociedad  funcione  en  esta  Capital,  de  acuerdo  con 
sus  Estatutos  acompañados  y  en  el  carácter  de  persona 
jurídica  teniendo  en  cuenta  los  informes  producidos  y, 

Considerando: 

Que  la  Sociedad  de  que  se  trata  reúne  los  requisitos 
esenciales  que  establece  el  artículo  33  del  Código  Civil 
para  la  existencia  de  las  personas  jurídica  y  los  enuncia- 
dos en  el  art.  318  del  Código  de  Comercio  para  la  fun- 
dación de  las  Sociedades  anónimas; 

El  Presidente  de  la   República — 

decreta: 

Art.  1^  Queda  reconocido  en  el  carácter  de  persona 
jurídica  á  los  efectos  del  derecho,  la  Sociedad  anóni- 
ma "La  Porteña.'* 

Art.  2°  Quedan  así  mismo  aprobados  sus  Estatu- 
tos acompañados,  sancionados  en  la  asamblea  de  fe- 
cha 27  de  Mayo  de  1890,  debiendo  legalizarse  por 
Secretaría  las  copias  que  solicite  el  interesado. 

Art.  3°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional. — PELLEGRINI. — Juan  Balestra. 
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D.  M.    Herrera,— sobre  la  creación  y  regencia   de  otra  Es- 
cribanía de  Marina. 

El  Escribano  Público  ü.  Miguel  Herrera  se  presentó  al  Ministerio 
de  Justicia,  Culto  é  Instrucción  Pública,  con  fecha  30  de  Octu- 
bre de  1890,  solicitando  la  creación  de  otra  Escribanía  de  Marina 
en  esta  Capital  y  su   regencia,  pues  á  su   juicio  la  existente  no 

es  suficiente  para  atender   debidamente   el  aumento  de  trabajo 
que  pesa  sobre  ella. 

Pasado  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  dio  el  si- 
guíente: 

ExMO.    Señor: 

En  el  Digesto  de  Marina,  recopilación  hecha  por  D. 
Juan  Goyena  página  i  54  encuentro  que,  en  1 2  de  Ene- 
ro de  1858  el  Escribano  de  Marina  elevó  una  consul- 
ta al  Sr.  Capitán  del  Puerto  de  esta  Capital  sobre  pro- 
piedad de  buques  y  sobre  los  títulos  que  la  acreditan; 
y  que  dicha  consulta  fué  resuelta  con  dictamen  del  Sr. 
Auditor  de  Guerra  y  Marina,  por  el  Ministerio  de  la 
Guerra. 

Hallo  también,  en  la  página  236  del  mismo  Digesto, 
el  Arancel  de  los  derechos  de  la  Escribanía  de  Marina; 
respecto  del  que,  por  no  tener  á  su  pié  la  firma  de  la 
autoridad  que  lo  ordenó,  ignoro  si  fué  dictado  por  el 
mismo  Ministerio. 

En  el  Registro  Nacional  de  1862,  página  350,  se  ha- 
lla también  el  decreto  expedido  por  el  Departamento  de 
Guerra  y  Marina  en  28  de  Noviembre  de  dicho  año, 
nombrando  Escribano  de  Marina  á  D.  Ignacio  Ca- 
ballero. 

Según  el  decreto  reglamentario  de  las  Capitanías  de 
Puerto,  de  10  de  Noviembre  de  1862,  que  se  encuen- 
tra á  la  página  156  de  dicho  Digesto,  en  su  artículo 
32,  reglamentándose  la  expedición  de  matrículas,  se  di- 
ce que  el  Capitán  del  Puerto  pondrá  el  siguiente  decre- 
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to:  "  Al  Escribano  de  Marina  para  que  haga  la  matrí- 
cula que  se  solicita:  fecho,  vuelva  con  la  constancia"; 
lo  que  demuestra  que  las  Escribanías  de  Marina  depen- 
den inmediatamente  de  las  Capitanías  del  Puerto  ó  Pre- 
fecturas Marítimas;  y  mediatamente  y  en  último  resor- 
te del  Ministerio  de  Marina. 

No  he  encontrado  disposición  alguna  que  establezca 
relación  ó  dependencia  de  las  Escribanías  de  Marina  con 
el  Ministerio  de  Justicia,  y  así  creo  que  fuera  tal  vez 
del  caso,  se  sirviera  V.  E.  mandar  pasar  la  precedente 
solicitud  á  dicho  Ministerio  para  la  resolución  conve- 
niente. 

Por  mi  parte,  ignorando  completamente  si  las  actua- 
les Escribanías  de  Marina  son  ó  nó  suficientes  para 
atender  debidamente  los  trabajos  que  reclaman  su  in- 
tervención, como  lo  afirma  el  solicitante,  nada  puedo, 
decir  á  V.  E.  en  favor  á  la  creación  de  una  nueva 
Oficina. 

Por  regla  general  pienso,  que  sólo  una  necesidad 
bien  demostrada  debe  autorizar  la  creación  de  nuevos 
registros  públicos  de  contratos;  porque  hay  positiva 
conveniencia  pública  en  que  se  hallen  centralizados,  en 
tanto  sea  esto  compatible  con  las  necesidades  del  pú- 
blico que  tiene  que  ocurrir  á  dichas  Oficinas. — Buenos 
Aires,  Octubre  27  de  1890. — Antonio  E.  Mala  ver. 

Pasa<lo  el  expediente  á  la  resolución  del  Ministerio  de  Marina, 
éste  solicitó  la  opinión  de  su  Auditor,  el  que  se  expidió  en  esta 
forma: 

Exmo.   Señor: 


A  fines  de  1884,  V.  E.  tuvo  á  bien  suprimirla  do- 
tación asignada  á  la  Escribanía  de  Marina,  quedando 
equiparada  á  las  de  Registro  de  la  Capital,  en  cuanto 
al  percibo  de  los  derechos  respectivos  según  el  Aran- 
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cel  vigente,  pero  sujeta  sin  menoscabo  de  la  depen- 
dencia mediata  de  V.  E.  á  la  superintendencia  é  ins- 
pección de  la  Suprema  Corte  Federal,  que  es  la  que 
entiende  en  que  sean  repuestos  los  sellos,  visados  sus 
cuadernos  de  registro,  etc. 

Como  es  de  práctica,  las  funciones  de  estas  Ofici- 
nas, pues  además  de  la  Central  existe  otra  en  la  Bo- 
ca del  Riachuelo,  se  limitan  al  otorgamiento  de  escri- 
turas ó  testimonios  de  compra  venta  y  matrículas  de 
buques,  con  intervención  de  la  Prefectura  General  de 
Puertos;  legalización  de  protestas  de  averías  ó  de  otro 
género,  informes,  poderes  especiales  ó  generales  y  de- 
más instrumentos  ó  actos  relacionados  con  el  ramo 
de  Marina.  De  consiguiente,  no  siendo  onerosa  para 
el  Estado,  como  no  lo  es  la  concesión  que  se  desea 
impetrar,  sino  antes  bien  ventajosa  al  público,  que  se- 
ría despachado  con  más  rapidez  y  menos  erogaciones 
á  mérito  de  la  competencia  que  se  establecería,  es  po- 
testativo de  la  superioridad  permitir  la  creación  de  una 
tercera  Escribanía  de  Marina,  como  también  acordar 
su  regencia  al  suplicante.  Todo,  sin  perjuicio  de  oír- 
se á  la  Prefectura  Marítima  si  V.  E.  lo  tuviere  á  bien, 
porque  de  dicha  repartición  dependen  inmediatamente 
esas  Oficinas,  según  el  decreto  reglamentario  de  10 
de  Noviembre  de  1 862  en  el  sentido  de  si  son  suficien- 
tes las  dos  que  funcionan  hoy;  para  atender  como  es 
debido,  los  trabajos  que  reclaman  su  intervención, 
pues  esta  Auditoría,  cree  con  el  Sr.  Procurador  Ge- 
neral de  la  Nación,  que  en  tesis  general,  sólo  una 
necesidad  sentida  y  demostrada,  aconsejaría  la  crea- 
ción de  nuevos  registros  de  Contratos  que  conviene 
centralizar  en  cuanto  fuere  compatible  con  el  mejor 
servicio. — Despacho  8  de  Noviembre  de  1890. — Ca- 
rranza. 

Este  Ministerio  lo  pasó  al  del  Interior  para   la  resolución  que  es- 
timara conveniente  dictándose  en  consecuencia  la  siguiente: 
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Resoítición — 

Departamento  del    Interior. 

Julio  8  de  1890.— No  siendo  necesario  á  juicio  del 
P.  E.  la  creación  de  una  nueva  Escribanía  de  Marina 
no  ha  lugar  y  archívese. — Zapata. 


El  Director  de  la  Escuela  Normal  Mixta  del  Asol, — sobre 
cobro  de  una  cuenta  por  trabajos  que  mandó  ejecutar  la 
ez-Directora. 

La  inspección  de  Colej^ios  Nacionales  y  Escuelas  Normales,  se  di. 
rig'ió  al  Ministerio  de  Instrucción  Pública  elevando  una  citación 
que  el  Juzgado  de  Paz  del  Azul  le  había  hecho  al  Director  de 
la  Escuela  Normal  Mixta  de  aquella  localidad,  sobre  cobro  de  $ 
120  provenientes  de  trabajos  de  carpintería  mandados  ejecutar 
por  la  ex-Directora,  y  cuya  cuenta  el  Inspector  Sr.  Suarez,  cuan- 
do le  hizo  entrega  de  la  Escuela,  se  negó  á  reconocer  porque 
los  trabajos  ejecutados  no  habían  sido  hechos  para  beneficiar  al 
Establecimiento,  sino  para  comodidad  de  la  referida  Sra.,  supli- 
cando una  pronta  resolución. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien  se 
expidió  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

Si  el  gasto  que  se  cobra  no  ha  sido  debidamente 
autorizado,  y  si,  como  resulta  de  la  nota  que  enca- 
beza este  expediente,  él  no  fué  hecho  en  beneficio  de 
la  Escuela,  sino  en  el  personal  de  su  Directora,  creo 
que  V.  E.  no  tiene  porque  ordenar  su  pago. 

La  acción  del  acreedor  debe  dirigirse  siempre  con- 
tra quien  le  ordenó  ejecutar  la  obra;  y  ésta  es  la  ex- 
cepción— falta  de  personalidad  en  el  demandado — la 
que  debe  oponer  éste,  ante  el  Juez  de  Paz  del  Azul. 

V-  E.  siendo  servido,  podrá  ordenar  se  conteste  en 

14 
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el  sentido  indicado  la  consulta  que  precede. — Buenos 
Aires,   Octubre   21    de    1890.— Antonio  E.    Malaver, 

Resolución — 

Departamento  de  Instrucción   Pública, 

Buenos  Aires,  Octubre  21  de  1890. — Transcríbase 
al  Director  interino  de  la  Escuela  Normal  del  Azul,  el 
precedente  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación,  para  que  proceda  con  sujeción  á  él  y  archí- 
vese este  expediente. — J.  A.  Ojeiu. 


El  Jefe  de  Policía  de  la   Capital,— sobre  juegos  prohibidos 

en  ciertos  Clubs. 

Con  fecha  21  de  Octubre  de  18íí0,  se  dirij^ió  al  Ministerio  del  Inte- 
rior el  Jefe  de  Policía  de  la  Capital  dando  cuenta  de  que.  se- 
gún los  partes  acompañados  del  Sr.  Comisario  de  la  Sección  3* 
en  el  Club  Internacional,  Anglu  Cíerman  Club,  Club  Nacional  y 
Club  de  Extranjeros  se  jugaba  por  dinero  al  ferro-carril,  cobrán- 
dose coima.  Que  como  los  referidos  Clubs  tenían  aprobados  sus 
Estatuios  por  el  Superior  Gobierno,  creía  de  su  deber  llevar  el 
hecho  a  conooimiei;to  del  Ministerio,  á  fin  de  que  se  sirviera 
adoptíir  la  resolución  que  estimara  conveniente. 

Agrc^'^ados  los  expedientes  por  los  cuales  se  habían  aprobado  los 
K>taT,nt.()S  de  los  mencionados  (-iubs,  se  paso  á  dictamen  del  Sr. 
Procura'ior  (ieneral  de    la  Xacion,    quien  dio    el  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

V.  E.  ha  concedido  al  Club  Internacional,  al  Anglo 
Germán  Club  y  al  Club  Nacional,  el  carácter  de  per- 
sonas jurídicas,  sin  que  según  el  informe  que  precede 
conste  se  haya  hecho  después  de  1885,  igual  conce- 
sión al  Club  de  Extranjeros. 
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• 

El  carácter  de  perdona  jurídica  sólo  puede  ser 
acordado  por  V.  E.  en  las  condiciones  que  establece, 
en  su  parte  final,  el  artículo  33  del  Código  Civü,  ci- 
to es,  que  las  asociaciones  que  solicitan  ese  carácter 
"  tengan  por  Principal   objeto  e^  bien  común.  " 

En  los  Estatutos  ó  Reglamentos  que  constan  de 
los  expedientes  agregados,  hallará  V.  E.  que  los  ob- 
jetos de  dichas  asociaciones  se  hallan  de  acuerdo  con 
la  ley;  pues  toca  al  bien  común  que  haya  centros  de 
sociabilidad  y  de  honesta  recreación,  en  que  se  cul- 
tiven y  estrechen  las  relaciones  de  amistad  entre  los 
asociados. 

Pero  el  Sr,  Jefe  de  Policía  comunica  á  V.  E.  que 
en  los  Clubs  que  quedan  nombrados  "  se  juega  por 
dinero  al  ferro-carril,  cobrándose  coima  ";  y  como  to- 
dos ellos  tienen  Estatutos  aprobados  por  V.  E.  ha 
creido  deber  abstenerse  de  todo  procedimiento  y  po- 
ner el  hecho  en  conocimiento  de  V.  E.  á  fin  de  que 
tome  la  resolución  que    corresponda. 

Se  juega  en  esos  Clubs  sociales  al  ferro-carril  y  se 
cobra  coima.  Estos  hechos  son  contrarios  á  las  le- 
yes, y  al  bien  común  de  los  asociados;  y  se  hallan 
prohibidos  entre  nosotros  por  nuestras  más  antiguas 
disposiciones  patrias. 

El  Reglamento  Policial  de  11  de  Marzo  dé  1812 
prohibe  toda  clase  de  juegos  de  azar,  bajo  pena  de 
multa,  de  cerrarse  la  casa  en  que  tales  juegos  ten- 
gan lugar,  y  de  arresto  á  los  jugadores. 

Por  decreto  de  1 9  de  Agosto  de  1816  del  Director 
Supremo  del  Estado,  se  declararon  nuevamente  prohibi- 
dos dichos  juegos  y  en  vigor  las  leyes  que  hablan  sobre 
los  jugadores  y  los  que  mantienen  casas  de  juegos, 
condenándolos  á  penas  deshonrosas  y  correcciones 
corporales. 

El  Cabildo  de  esta  Capital  por  resolución  de  12  de 
Febrero  de  1820,  prohibió  también  el  juego  de  la  ru- 
leta; y  por  decreto  de  Mayo    10   de  1821,  se  prohi- 
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bieron  nuevamente  los  juegos  llamados  de  ruleta  y  per- 
fecta unión. 

Así  pues,  no  nos  faltan  disposiciones  que  prohiban 
los  juegos  que,  como  los  que  se  hacen  en  los  Clubs 
mencionados,  sólo  pueden  dar  por  resultado  la  ruina 
de  los  que  en  ellos  se  comprometen. 

El  nombre  de  ferro-carril  con  que  se  designa  al 
que  se  hace  en  los  mencionados  Clubs,  le  habrá  si- 
do tal  vez  dado  para  significar  la  rapidez  con  que  pa- 
sa el  dinero  de  unos  jugadores  al  bolsillo  de  los  otros, 
engañosamente,  porque  al  fin  ese  dinero  ha  de  que- 
dar por  via  de  coima,  en  las  cajas  del  Club. 

V.  E.  no  puede  haber  pensado  autorizar  una  casa 
de  juego,  cuando  prestó  su  aprobación  á  los  Estatu- 
tos ó  Reglamentos  de  los  Clubs  denunciados. — Nada 
hay  más  contrario  al  bien  común  que  el  desarrollo 
que  ha  tomado  en  nuestra  sociedad  la  pasión  del  jue- 
go; que  se  ha  convertido  ya  en  una  verdadera  epi- 
demia que,  en  el  orden  moral,  causa  tantos  males  co- 
mo las  epidemias  que  nos  afligen  en  ocasiones  en  el 
orden  físico. 

Las  personas  jurídicas  pueden  dejar  de  existir  "por 
disolución  en  virtud  de  la  ley,  no  obstante  la  volun- 
tad de  sus  miembros,  ó  por  hoberse  abusado  ó  incu- 
rrido en  traítsgresiones  de  las  condiciones  ó  cláusulas 
de  la  autorización  legal  *'  ("artículo  48,  Código  Civil.) 

El  codificador,  explicando  su  pensamiento  en  la  nota 
con  que  acompaña  el  artículo  que  acabo  de  citar  se 
explica  así:  "  Las  personas  jurídicas  pueden  ser  di- 
^  sueltas  por  la  decisión  sola  de  la  autoridad  pública^ 
"  si  ellas  vienen  á  comprometer  los  intereses  genera- 
"  les,  pues  que  sólo  el  interés  público,  y  no  intere- 
"  ses  individuales,  religiosos  ó  industriales,  porgran- 
"  des  que  sean,  es  el  motivo  de  la  autorización  para 
su  creación.-' 

Que  los  Clubs  sociales  convertidos  en  casas  de  jue- 
go, comprometen  los  intereses  generales,  es  fuera  de 
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toda  duda,  en  mi  opinión;  pues  atraen  é  inducen  á 
los  ciudadanos  y  principalmente  á  los  jóvenes,  á  aban- 
donar el  trabajo,  que  sólo  ofrece,  seguros,  pero  tar- 
díos provechos,  y  á  buscar  en  el  juego  la  fortuna 
por  un  camino  rápido,  aunque  generalmente  jamás 
llega  á  obtenerse  ó  á   conservarse. 

Creo  pues  que  V.  E.,  en  presencia  del  oportuno 
aviso  que  le  ha  sido  dado  por  el  Sr.  Jefe  de  Poli- 
cía, se  halla  en  el  caso  de  retirar  la  autorización  da- 
da á  los  tres  Clubs  convertidos  en  personas  jurídi- 
cas, y  la  aprobación  que  prestó  á  sus  Estatutos  ó 
Reglamentos,  en  virtud  de  haberse  abusado  de  tales 
autorizaciones. 

Respecto  de  uno  de  dichos  Clubs,  el  Anglo  Ger- 
mán, ya  el  anterior  Jefe  de  Policía,  por  su  nota  de 
25  de  Febrero  del  corriente  año,  comunicó  á  V.  E. 
que  en  él  se  jugaba;  y  pidió  se  suspendiese  ó  se  ne- 
gara la  autorización   que  le  había    sido  concedida. 

El  Procurador  de  la  Nación,  Dr.  Costa,  creyó  tam- 
bién que  podía  retirársele  la  autorización  concedida; 
pero  como  medida  equitativa,  recomendó  una  vigilan- 
cia especial  por  parte  de  la  Policía,  y  que  se  llama- 
ra á  la  persona  que  se  hallara  al  frente  del  Club,  y 
le  hiciese  saber;  que  si  no  lo  colocaba  en  las  condicio- 
nes de  honorabilidad  y  decoro  requeridos,  V.  E.  pro- 
cedería sin  más  trámite  á  retirar  la  autorización  que 
le  concedió,  para  promover   su  disolución. 

V.  E.  ordenó  se  hiciera  saber  al  interesado,  se  pre- 
sentara en  Secretaría,  sin  duda  para  que  se  le  hicie- 
ra la  prevención  indicada  por  el  Sr.  Dr.  Costa,  pero 
no  consta  que  así  se  procediera. 

Yo  creo  que  tales  prevenciones  no  son  indispensa- 
bles, cuando  se  trata  de  una  violación  flagrante  de 
la  ley,  que  es  conocida,  y  que   obliga  á  todos. 

Si  V.  E.  creyera  sin  embargo  que,  por  no  haber- 
se cumplido  la  que  mandó  hacer,  fué  necesario  re- 
petirla, yo  me  permitiría  indicar  se  comisionara  al  efec- 
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to  al  Sr.  Jefe  de  Policía,  encargándole  V.  E.  que, 
redoblando  su  vigilancia  respecto  de  dichas  casas, 
procediera  á  dar  inmediato  aviso  si  reincidieran  en  el 
juego,  para  privarles  del  carácter  de  persona  jurídica, 
y  ordenar  su  inmediata  liquidación. 

Sería  conveniente  que  V.  E.  ordenara  también  la 
publicación  de  la  resolución  que  tenga  á  bien  adoptar; 
á  fin  de  que  ella  sirva  de  prevención  á  las  demás  aso- 
ciaciones que  se  encuentren  en  el  mismo  caso  que 
las  antes  nombradas,  y  puedan  arreglar  su  conduc- 
ta al  precepto  de  la  ley  y  mandato  de  V.  E. — Bue- 
nos Aires,  Noviembre  5  de  1890. — Antonio  E.  Ma- 
la ver. 

Dictándose  en  consecuencia  la   siguiente: 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1890. — Visto  lo  ex- 
puesto en  la  precedente  nota  por  el  Jete  del  Depar- 
tamento de  Policía  de  la  Capital,  de  la  que  resulta 
que  en  los  centros  sociales  "Club  Internacional,  Anglo 
Germán  Club,  Club  Nacional  y  Club  de  Extranjeros" 
se  ha  comprobado  tener  lugar  juegos  de  azar,  lo  que 
importa  una  trasgresión  dt  las  condiciones  de  la  au- 
torización legal  y  de  acuerdo  con  lo  dictaminado  por 
el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación 

El  Presidente  de  la  República — 

DEfRETA: 

Art.  1^  Desde  esta  fecha  cesan  los  efectos  de  los 
respectivos  decretos  por  los  cuales  se  reconoció  en 
el  carácter  de  persona  jurídica  á  los  Centros  sociales 
Club  Internacional,  Anglo  Germán  Club,  Club  Nacio- 
nal y  Club  de  los  Extranjeros. 
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Art.  2^  Comuniqúese  esta  resolución  al  Departa- 
mento de  Policía  de  la  Capital  á  los  efectos  consi- 
guientes; publíquese  y  dése  al  Registro  Nacional.— 
PELLEGRINI.— Julio  A.  Rdca, 


D.  Eladio  Acuña, — sobre  una  patente  de  invención 

El  Departamento  de  Obras  Públicas  elevó  al  Ministerio  del  Inte- 
rior con  fedia  24  de  Octubre  de  18ü(),  el  expediente  iniciado  por 
D.  Eladio  Acuña  apelando  de  una  resolución  del  mencionado 
Departamento  por  la  que  se  le  denegaba  la  patente  de  inven- 
ción que  solicitaba  por  un  "nuevo  medio  efe  aplicación  relativo 
á  la  exportación  y  venta  del  pasto  seco  y  maíz    triturado. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  antes  de  dar  su  opinión,  solicitó  se 
piíiieran  al  Departamento  las  razoi;es  de  su  negativa  y  esta  Re- 
partición manifestó,  que  no  había  otorgado  la  patente  solicitada 
por  no  encontrar  mérito  suftciente  en  el  procedimiento  del  en- 
fardelamieiíto  y  mezcla  de  los  dos  productos,  y  además  porque 
dicho  procedimiento  es  ya  conocido  y  aplicado  por  varias  per- 
sonas, como  lo  probaban  los  documentos  que   acompañaba. 

Pasado  nuevamente  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  dio 
el    siguiente: 

ExMo.  Señor: 

Entiendo  como  el  Departamento  de  Obras  Públicas 
que  el  procedimiento  para  enfardelar  pasto,  picándolo 
y  mezclándolo  con  maíz  triturado,  ó  con  otra  mate- 
ria que  no  modifique  las  condiciones  del  artículo,  no 
se  encuentra  comprendido  en  la  definición  legal  de  los 
descubrimientos  ó  invenciones  nuevas.  V.  E.  debe  con- 
firmar, por  lo  tanto,  la  resolución  apelada,  por  los 
fundamentos  expresados  en  los  anteriores  informes. 
— Estudio,    Setiembre    10  de    1891. — E.  García  Mé- 

ROU. 

Dictándose  en  consecuencia  la  siguiente: 
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Resolución — 

Buenos  Aires,  Setiembre  25  de  1891. — De  acuer- 
do con  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  del  Te- 
soro, 

S£  resuelve: 

Confírmase  la  resolución  del  Departamento  de  Obras 
Públicas,  fecha  6  de  Octubre  de  1890,  denegando  un 
nuevo  medio  de  aplicación  relativo  á  la  exportación  y 
venta  del  pasto  seco  y  maíz  triturado. — Hágase  sa- 
ber y  archívese. — PELLEGRINI. — Zapata. 


El  Club   social  de    Esgrima  Uruguayo, — solicita  la  aproba- 
ción de    sus  Estatutos. 

En  Octubre  lie  IHIN).  el  representante  de  la  Sociedad  denominada 
Club  de  Esgrima  Uruguayo  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior 
solicitando  la  aprobación  de  los  Estatutos  de  la  misma  Sociedad 
y  el  reconocimiento  de  persona  jurídica,  acompañando  al  efecto 
dichos  Estatutos. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  quien  se  expidió 
en  estos  términos: 

ExMo.  Señor: 

Puede  V.  E.  acceder  á  lo  que  se  solicita  aproban- 
do los  Estatutos  del  Club  de  Esgrima  Uruguayo  y 
reconociendo  la  institución  en  el  carácter  de  persona 
jurídica. — Buenos  Aires,  Octubre  18  de  1890. — José 
M.  Cantilo. 

Pasó  igualmente  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción, y  lo  emitió  así: 
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ExMO.   Señor: 

No  participo  de  la  opinión  del  Sr.  Procurador  del 
Tesoro. 

Creo,  por  el  contrarió,  que  V.  E.  no  puede  erigir 
en  persona  jurídica  al  Club  de  Gimnasia  Uruguayo, 
por  no  revestir  todos  los  requisitos  que  para  ello  exi- 
ge el  art.  33  del  Código  Civil,  el  mismo  que  mencio- 
na al  final  del  escrito  de  su  Presidente  el  Sr.  Cana- 
veris. 

No  basta  que  la  asociación  tenga  por  objeto  la  uti- 
lidad general;  sino  que  es  también  requisito  exigido 
por  la  ley  como  esencial,  que  ella  posea  patrimonio 
propio 

De  los  Estatutos  acompañados  no  resulta  la  exis- 
tencia de  tal  patrimonio.  El  art.  60  establece  que 
los  fondos  del  Club  se  formarán  con  las  cuotas  de 
ingreso  y  mensual,  derechos  de  diplomas,  alquiler  de 
roperos  y  demás  cotizaciones  ordinarias  ó  extraordi- 
narias, sin  expresarse  el  monto  ó  injportancia  de  esos 
recursos  y  con  las  entradas  extraordinarias  que,  por 
donación  ó  suscrición    pueda  adquirir  la  Sociedad. 

Ninguno  de  estos  recursos  existe  al  presente,  des- 
de que  la  Sociedad  está  recien  establecida  y  se  dice 
en  el  escrito  que  precede,  que  sólo  habrán  de  pagar 
los  socios  una  peqtuña  cuota  mensual  con  lo  que  no 
es  posible  que  se  forme  el  patrimonio  que  debe  te- 
ner la  Sociedad,  pues  bastará  apenas,  si  los  socios 
llegaran  á  ser  muy  numerosos,  para  costear  los  gas- 
tos que  ocasionará  la  instalación  en  el  local  cómodo, 
con  los  profesores  y  útiles  á  que  se  refieren  los  artí- 
culos 2^,  3^  y  9<^  de  los  Estatuto^. 

Estos  mismos  contienen  una  disposición- inacepta- 
ble; tal  es  la  del  2®  inciso  del  art.  12  que  permite 
admitir  como  socios  á  los    menores  que  hayan  cum- 
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plido  quince  años  y  que  son  incapaces  por  la  ley  pa- 
ra contraer  por  sí  mismos    obligación  alguna- 

En  casos  análogos  he  expuesto  á  V.  E.  mi  opi- 
nión de  que  sin  que  una  Sociedad  tenga  el  patrimo- 
nio que  la  ley  exige,  no  puede  V.  £.  acordarle  el 
carácter  de  persona  jurídica,  porque  esto  equivaldría 
á  privar  á  los  terceros  que  con  ella  contraten — de  la 
garantía  que  les  ofrece  la  responsabilidad  personal  de 
los  socios,  sin  que  tengan  en  cambio  la  garantía  real 
del  patrimonio  de  la  Sociedad. — Buenos  Aires,  No- 
viembre 3  de  1890. — Antonio  E.  Mala  ver. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Noviembre  12  de  1890. — De  acuer- 
do con  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  Gene- 
ral de  la  Nación,  no  ha  lugar  á  la  aprobación  de 
los  Estatutos  del  Club  de  Esgrima  Uruguayo. — Ar- 
chívese este  expediente. — Julio  A.   Roca. 

En  Diciembre  de  1800,  el  Presidente  y  SecretArio  de  la  referida 
Sociedad  acudieron  de  nuevo  al  Ministerio  del  Interior,  manifes- 
tando que  habiéndose  reconsiderado  los  Estatutos  mencionados, 
subsanádose  los  vicios  de  que  adolecían  y  contando  el  Club  con 
capital  propio,  solicitaban  de  nuevo  la  aprobación  de  los  Esta- 
tutos y  el  reconocimiento  d'^  persona  jurídica. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación;  este 
funcionario  se  expidió  como  sigue; 

ExMO.  Señor: 

Sírvase  V.  E.  disponer  se  agregue  el  expediente 
promovido  últimamente  con  el  mismo  objeto  que  el 
actual  y  que  fecho  vuelva  á  mi  despacho. — Buenos 
Aires,  Enero  2  de  1891- — Antonio  E.  Malaver. 

Agregado  el  expediente  principal  pasó  de  nuevo  al  Sr.  Procura- 
dor General  de  la  Nación^  quien  emitió  el  siguiente  informe: 
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ExMO.  Señor: 

La  ley  civil  que  requiere  como  condición  indispen- 
sable para  la  existencia  de  la  persona  jurídica  que  és- 
ta tenga  patrimonio  propio,  no  ha  fijado  sin  embar- 
go su  importancia,  sin  duda  porque  ella  debe  ser  pro- 
porcionada á  las  funciones  que  cada  persona  jurídica 
debe  desempeñar  y  á  los  objetos  ó  fines  á  que  debe 
servir.  De  aquí  que  la  determinación  del  patrimonio 
de  cada  persona  jurídica,  deba  quedar  sujeta  al  juicio 
de  V.  E. 

Si  pues  á  ese  juicio  de  V.  E.  fuera  bastante  el  pa- 
trimonio de  veinte  mil  pesos  que  dice  tener  el  Club 
de  Esgrima  Uruguayo,  sólo  restaría  la  justificación 
de  tal  hecho  y  la  de  haber  sido  aceptados  por  los 
asociados  los  nuevos  Estatutos  que  se  acompañan. 

Puede,  pues,  V.  E.  servirse  disponer,  en  tal  caso  que 
el  Sr.  Presidente  de  dicho  Club  acompañe  copia  autori- 
zada del  acta  de  la  Asamblea  de  socios,  en  que  tales 
Estatutos  fueron  aprobados  y  de  la  suscrición  de  ac- 
ciones que  se  dice  llenada  en  su  totalidad,  con  la 
comprobación  de  las  cuotas  que  hayan  sido  pagadas; 
y  que  la  copia  de  los  ¿statutos  que  no  viene  autenti- 
cada en  forma  alguna,  lo  sea  debidamente. 

Cumplidas  estas  diligencias  y  si  V.  E.  considera 
bastante  el  patrimonio  del  Club,  por  mi  parte  no  ten- 
go objeción  que  hacer  á  sus  nuevos  Estatutos. — Ene- 
ro 19  de  1891. — Antonio  E.  Mala  ver. 

Evacuada  por  el  interesado  la  vista  que  se  le  dio,  en  la  que  jus- 
tificó los  extremos  pedidos  por  el  Sr  Procurador  General  de  la 
Nación,  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Enero  25  de  1891. — De  acuerdo  con 
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lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación  y  cumplidas  las  diligencias  á  que  se  refiere  su 
dictamen,  habiéndose  agregado  copia  autorizada  del 
acta  de  la  Asamblea  en  que  fueron  aprobados  los 
Estatutos  de  la  Sociedad  y  autenticado  los  mismos, 
así  como  especificado  la  suscrición  de  acciones  y  cuo- 
tas pagadas  con  igual  autenticación;  apruébanse  los 
Estatutos  del  Club  de  Esgrima  Uruguayo,  reconocién- 
dose á  dicha  institución  en  el  carácter  de  persona 
jurídica. 

Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional  y  permítase  al  interesado  tomar  la  copia 
legalizada  respectiva. — PELLEGRINI. — Julio  A.  Roca. 

En  Setiembre  5  de  189-3,  el  Ministerio  del  Interior  remitió  e*  ex- 
pediente de  la  referencia  al  de  Justicia  que  acordó   su  archivo. 


La  Legación  de  Francia, — sobre   la  extradición  de   Grabríel 
Videaud,    acusado  de  bancarrota  fraudulenta. 

La  Legación  de  Francia,  solicitó  del  Gobierno  con  fecha  1*  de  Oc- 
tubre de  1890,  la  extradición  de  Gabriel  Videaud,  acusado  de 
bancarrota,  quien  residía  en  Buenos  Aires,  ofreciendo  la  reci- 
procidad. 

El  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  dice  asi: 

ExMo,  Señor: 

S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Francia  solicita  de  V.  E. 
á  título  de  reciprocidad,  la  extradición  de  Gabriel  Vi- 
deaud, ex-agente  de  Negocios  en  Barbezieux,  acusa- 
do de  bancarrota  fraudulenta. 

No  tiene  la  República  celebrado  un  tratado  de  ex- 
tradición con  la  Francia,  y  en  tal  caso  dispone  el  ar- 
tículo 648  del  Código  de  Procedimientos  criminales, 
sancionado  por  ley  del  H.  Congreso  en  Octubre  de 
1888    que  "  la  extradición    será    pedida  y  otorgada, 
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**  por  la  vía  diplomática,  can  arreglo  al  procedimün- 
^  to  y  condiciones  que  se  establecen  en  el  mismo  Có- 
**  digo  y 

El  artículo  651  siguiente,  establece  esas  condicio- 
nes en  esta    forma: 

"  Con  la  nota  comunicación  en  que  se  solicita  la 
**  extradición  ya  por  las  autoridades  del  país,  ó  por 
**  las  extranjeras,  habrá  de  remitirse  un  testimonio  li- 
**  teral  del  auto  que  decrete  esta  diligencia^  y  además 
"  los  siguientes  documentos: 

"  1<*  La  sentencia  de  condenación  según  la  forma 
**  prescripta  por  la  legislación  respectiva,  si  se  tratase 
**  de  un  condenado,  ó  el  ^andcUo  de  prisión  expedí- 
**  do  por  Tribunales  competentes  con  la  designación 
"  exacta  y  la  fecha  del  crimen  ó  delito  que  la  moti- 
**  \ara,  si  se  tratase  de  un  procesado  ó  presunto  de- 
**  lincuente.  Estos  documentos  se  enviarán  originales 
*^  ó  en  copia  auténtica. 

**  2^  Todos  los  antecedentes  y  datos  necesarios  para 
"  justificar  la  identidad  de  la  persona  requerida. 

"  3<>  La  copia  autenticada  de  las  disposiciones  lega- 
"  les  aplicables  al  hecho  acusado  según  la  legislación 
"  respectiva/' 

Como  V.  E.  podrá  verlo,  por  las  piezas  agregadas 
por  S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Francia  á  su  pedido  de 
extradición,  ellas  no  cumplen  las  condiciones  exigi- 
das por  el  artículo  que  acabo  de  transcribir  de  nues- 
tro Código  de   Procedimientos  Criminales. 

Falta  el  testimonio  literal  del  auto  judicial  que  ha- 
ya decretado  se  solicite  de  V.  E.  la  extradición  del 
procesado;  y  falta  también  el  mandato  áe  prisión  ex- 
cedido 1>or  tribunal  competente^  pues  el  que  se  acom- 
paña y  aun  cuando  en  él,  se  mencione  dicho  auto, 
ha  sido  expedido  por  S.  E.  el  Sr.  Presidente  de  la 
República  Francesa. 

Hago  estas  observaciones  á  causa  de  que  la  Su- 
prema Corte  F'ederal,  en  una  sentencia  reciente  recaí- 
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da  en  la  causa  sobre  extradición  de  Marino  Brun  y 
Alvis  Sartorio,  solicitada  también  por  el  Sr.  Ministro 
de  Francia,  declaró  que  debían  cumplirse  rigurosamen- 
te los  requisitos  exigidos  por  nuestro  Código  de  Pro- 
cedimientos Criminales  en  falta  de  tratados  especiales. 
Esa  sentencia  fué  comunicada  oportunamente  á  V,  E. 
y  supongo  que  lo  fué  también  por  V.  E,  al  Sr.  Mi- 
nistro de  Francia,  pues  S.  E.  solicitó  algunas  explica- 
ciones acerca  de  ella. 

La  Suprema  Corte  se  fundó  para  no  hacer  lugar  á 
la  extradición  en  el  caso  indicado,  en  la  falta  del  tes- 
timonio literal  del  auto  judicial  del  tribunal  francos, 
que  hubiera  decretado  se  solicitara  dicha  extradición, 
y  á  cuyo  auto  se  refiere  en  su  primera  parte  el  ar- 
tículo 651  del  citado  Código  de  Procedimientos.  Co- 
mo V.  E.  podrá  verlo,  en  el  caso  actual  tampoco  se 
acompaña  dicho  auto    judicial. 

Pienso  en  consecuencia,  que,  de  acuerdo  con  lo  exi- 
gido por  la  ley  que  dejo  transcripta,  no  le  es  posible 
á  V.  E.  acceder  á  la  solicitud  de  S.  E.  el  Sr.  Mi- 
nistro de  Francia.— Octubre  6  de  1890.— Antonio  E. 

Mi^LAVER. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1890. — Vista  la  pre- 
cedente nota  de  la  Legación  de  Francia,  en  la  cual 
solicita,  por  encargo  de  su  Gobierno  y  á  título  de  re- 
ciprocidad, la  extradición  del  llamado  Gabriel  Videaud; 
acusado  de  bancarrota  fraudulenta  y  atendiendo  á  lo 
expuesto  en  el  anterior  dictamen  del  Sr.  Procurador 
General  de  la  Nación, 

El  Presidente  de  la  República  — 

resuelve: 
No  hacer  lugar  al  pedido  de  extradición  de  Gabriel 
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Videaud,  debiendo  devolverse  á  la  Legación  de  Fran- 
cia los  documentos  de  la  referencia,  con  copia  legali- 
zada de  dicho  dictamen  y  de  la  presente  resolución. 
— ^PELLEGRINI. — Eduardo  Costa. 


La  Legación  de  Bélgica, — sobre  cangó   del    censo  entre  el 
reino  que  representa  y  la  República    Argentina. 

Con  fecha  15  de  Octubre  de  1890,  la  Legación  de  Bélgica  propuso 
al  Miniáterio  de  Relaciones  Exteriores  por  orden  de  su  Gobier- 
no, la  negociación  de  un  arreglo  entre  el  Reino  y  la  República 
para  el  cange  de  sus  respectivos  Censos. 

La  vista  tlel  Sr.  Procurador  General  dice    asi: 

ExMo.  Señor: 

El  artículo  39  de  la  Constitución  Nacional  dispuso 
la  formación  del  Censo  general  de  la  población,  pre- 
viniendo "  que  sólo  podría  renovarse  cada  diez  años.'' 

En  1869  se  levantó  dicho  Censo  que  fué  aprobado 
por  la  Ley  de  9  de  Octubre  de  1872,  pero  hasta  la 
fecha  no  se  ha  formado  otro  nacional,  si  bien  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires  tiene  el  suyo  levantado  en 
1881. 

La  propuesta  que  hace  á  V.  E.  el  Sr.  Ministro  de 
Bélgica,  me  parece  muy    aceptable. 

Según  ella,  parece  que  los  boletines  del  Censo  cu- 
yo cange  propone,  comprenderán  la  relación  nominal 
de  los  individuos  que  forman  la  población  de  aquel 
país.  Mas,  según  mi  recuerdo,  los  boletines  de  nues- 
tro Censo  de  1869,  no  contenían  tal  detalle,  y  fuera 
tal  vez  conveniente  prevenirlo  al  Sr.  Ministro  de  Bél- 
gica, á  fin  de  evitar  todo  compromiso  que  nos  impu- 
siera el  deber  de  proceder  á  la  formación  de  un  nue- 
vo Censo  en  épocas  señaladas  y  de  la  misma  mane- 
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ra  que  se  procede  en  Bélgica.  —  Octubre  21  de  1890. 
Antonio  E.  Malaver. 

Pasado  al  Ministerio  de  Insrrucción  Pública,  para  informar  si  exis- 
tían en  la  oficina  correspondiente,  templares  disponibles  del 
Censo  de  1869  y  de  los  boletines  del  mismo,  con  que  poder  aten- 
der al  cange  propuesto  é  informado  también  por  la  Biblioteca 
Nacional,  se  devolvió  al  Ministerio  de  origen  que  dio  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Noviembre  5  de  1890. — Diríjase  la    nota  acordada 
al  Sr.  Ministro  de  Bélgica. — Costa. 


Caso  de  extradición  de  James  Coupe, — la  Legación  de  In- 
glaterra dice  que  su  Gobierno  no  ofrece  reciprocidad. 

S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Inglaterra  en  comunicación  de  fecha  17 
de  Octubre  de  1890  y  de  acuerdo  con  instrucciones  trasmitidas 
por  su  Gobierno  asi  como  de  los  documentos  que  acompañaba, 
se  dirigió  al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  preguntando  sí 
el  Gobierno  de  la  República  consentiría  en  la  prisión  y  entrega  al 
de  S.  M.,  de  James  Coupe,  residente  al  parecer  en  Buenos  Aires, 
bajo  el  nombre  de  William  Bennett,  acusado  de  Talsificación  y 
malversación.— Al  propio  tiempo  hacía  presente  que  la  ley  en 
vigor  en  el  Reino  Unido  respecto  ¿  extradición  no  faculta  al 
E^jecutivo  para  conceder  la  entrega  de  un  criminal  á  un  país 
con  quien  la  Gran  Bretaila  no  tenga  celebrado  un  tratado  de  ex- 
tradición que  concuerde  con  la  ley  de  1870.— Por  lo  tanto  su 
Gobierno,  agregaba,  no  estaba  habilitado  para  prometer  la  reci- 
procidad, y  tan  sólo  podía  solicitar  la  entrega  de  Coupe  como 
acto  de    cortesía. 

El  informe  del  Sr.  Procurador  General  que  corre  en  el  expediente 
dice  asi: 

ExMO.  Señor: 

Al  solicitar  de  V.  E.  el  Sr.  Ministro  del  Reino  Uni- 
do de  la  Gran    Bretaña  é  Irlanda,    la    extradición  de 
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James  Coupe,  acusado  de  falsificación  y  malversación, 
hace  presente  que  la  ley  actualmente  en  vigor  en  el 
Reino  Unido  respecto  á  extradición,  no  faculta  al 
Ejecutivo  para  conceder  la  entrega  de  un  criminal  fu- 
gado que  se  haya  refugiado  allí  ó  en  cualquier  país  con 
quien  la  Gran  Bretaña  no  tenga  celebrado  un  tratado 
que  concuerde  con  lo  estipulado  en  la  ley  de  extra- 
dición de  1870. 

Agrega  el  Sr.  Ministro  que  "  el  Gobierno  de  S.  M. 
no  está  habilitado  para  prometer  la  reciprocidad  y 
tan  sólo  puede  solicitar  la  entrega  de  Coupe  como 
acto  de  cortesía  internacional,  mientras  se  efectúa 
próximamente,  según  espera  dicho  Gobierno,  el  can- 
ge  de  las  ratificaciones  del  Tratado  de  Extradición, 
firmado  ya  entre  la  Gran  Bretaña  y  la  República  Ar- 
gentina.'' 

Dadas  estas  declaraciones  de  S.  E.  el  Sr.  Ministro 
de  la  Gran  Bretaña,  las  disposiciones  de  nuestras  le- 
yes y  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  Nacional,  mi  opinión  es  que  V.  E. 
no  puede  acceder  al  pedido  de  extradición  que  le  ha 
sido  dirigido. 

Desde  luego  el  Sr.  Ministro  de  Inglaterra  declara  á 
V.  E.  que  no  puede  ofrecer  la  reciprocidad,  al  mismo 
tiempo  que  consta  de  su  misma  comunicación  que 
no  existe  todavía  un  Tratado  que  haga  obligatorio  para 
ambos  países,  el  concederse  recíprocamente  la  extra- 
dición de  los  criminales  ó  acusados  en  un  país^  que 
se  hayan  refugiado  en  el  otro.  *  Debemos  pues  juz- 
gar el  caso  según  los  términos  de  nuestra  propia  le- 
gislación. 

La  ley  de  extradición  del  25  de  Agosto  de  1885 
estableció  en  su  artículo  1°  que:  "  El  Gobierno  de  la 
**  República  Argentina  podrá  entregar  á  los  Gobiernos 
"  extranjeros,  con  la  condición  de  reciprocidad  á  todo 
"  individuo  perseguido,  acusado  ó  condenado  por  los 
"  Tribunales  de  la    Potencia   requirente,  siempre  que 
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**  se  trate  de  un  crimen  ó  delito  de  los  que  se  indican 
**  en  la  presente  ley  y  de  conformidad  á  las  reglas 
"  en  ella  establecidas/' 

Con  posterioridad  á  esta  ley  ha  sido  dictada  la  de 
Octubre  de  1888  que  mandó  observar  desde  el  1^  de 
Enero  de  1889  como  ley  de  la  Nación,  el  Código  de 
Procedimiencos  en  materia  Penal,  que  hoy  nos  rige; 
y  que,  como  de  fecha  posterior  á  la  citada  ley  de 
1885,  es  derogatoria  de  ésta  en  todo  aquello  en  que 
bUs  disposiciones  no  se  hallen  enteramente  de  acuerdo. 

El  citado  Código  de  Procedimientos  consagra  al  que 
debe  observarse  en  los  casos  de  extradición,  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  646  á  676;  y  el  primero 
de  ellos  establece  que:  "  La  extradición  de  delincuen- 
"  tes,  sea  que  se  solicite  por  la  República  ó  que  se 
"  otorgue  por  ella  á  solicitud  de  otra  Nación,  sólo 
"  procede: 

"  1^  En  los  casos  que  determinen  los  Tratados  exis- 
*  ten  tes. 

"  2^  A  falta  de  Tratado,  en  los  casos  en  que  sea 
"  procedente  la  extradición  según  el  principio  de  re- 
"  ciprocidad\  ó  la  práctica  uniforme  de  las  Naciones." 

Si  no  hay  todavía  entre  la  República  Argentina  y 
la  Gran  Bretaña  un  Tratado  que  las  obligue  á  con- 
cederse la  extradición  de  sus  criminales  ó  procesados 
y  si  el  Gobierno  de  esta  última  Nación,  declara  no 
hallarse  autorizado  para  ofrecer  á  V.  E.  la  reciproci- 
dad, pienso  que  el  caso  que  se  ofrece  á  la  resolución 
de  V.  E.  no  puede  solucionarse  según  el  deseo  que 
manifiesta  S.  E.  el  Sr.  Ministro  del  iíeino  Unido,  por- 
que, en  falta  de  Tratado,  sólo  podría  acordarse  á  tí- 
tulo de  reciprocidad,  y  ésta  no  ha  podido  ser  ofreci- 
da á  V.  E.  no  existiendo,  según  lo  entiendo,  práctica 
uniforme  de  las  Naciones,  que  acuerde  la  extradición 
á  falta  de  Tratado  y  de  oferta  de  reciprocidad, 

No  es  este  sin  embargo  el  único  inconveniente  que 
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el  caso  de  que  me  ocupa  ofrece  para  que  V.  E.  pue- 
da diferir  á  la  solicitud   que  se  le  dirige. 

Entre  los  documentos  que  acompañan  á  la  comuni- 
cación de  S.  E.  el  Sr.  Ministro  del  Reino  Unido,  no 
he  hallado  el  testimonio  literal  del  auto  judicial  que 
haya  decretado  se  solicite  de  V.  E.  la  extradición  que 
se  pide,  ni  la  copia  autenticada  de  las  disposiciones 
legales  aplicables  al  hecho  acusado,  según  la  legisla- 
ción inglesa,  como  lo  exige  expresamente  el  artículo 
651  del  citado  Código  de    Procedimientos. 

Como  por  el  mismo  Código  (art.  652)  en  caso  de 
creerse  procedente  la  solicitud  de  extradición;  V.  E. 
debe  pasar  al  Juez  de  Sección,  la  petición  que  le  ha- 
ya sido  dirigida  con  sus  antecedentes,  para  que  dicho 
Juez  resuelva  si  hay  ó  nó  lugar  á  concederla,  de  cu- 
yo fallo  puede  apelarse  para  ante  la  Suprema  Corte 
(art  659)— resulta  que,  el  procedimiento  para  la  ex- 
tradición está  confiado  por  nuestra  ley  al  Poder  Ju- 
dicial, haciendo  sus  resoluciones  cosa  juzgada  en  esta 
materia. 

Ahora  bien,  Exmo.  Señor;  V.  E.  recordará  que  no  ha 
mucho  tiempo  la  Suprema  Corte  Federal  falló  en  un 
pedido  de  extradición:  que  ésto  no  procedía  por  no  haber- 
se acompañado  por  el  representante  del  Gobierno  requi- 
rente  el  testimonio  del  auto  judicial,  por  el  que  se  hubiera 
decretado  se  solicitara  de  V.  E.  la  extradición  que  se  pedía. 
La  Suprema  Corte,  declaró  entonces  que,  en  materia 
de  extradición  y  en  defecto  de  Tratado,  la  demanda 
como  los  procedimientos  que  le  conciernen,  son  regi- 
dos y  deben  sustanciarse  en  conformidad  con  la  legisla- 
ción interna  del  Estado  que  conoce  de  ella,  debiendo 
los  jueces  del  país  someterse  á  sus  preceptos,  sin  que 
les  sea  dado  prescindir  del  uno  más  que  del  otro,  ni 
de  ninguno  de   ellos. 

En  vista  de  las  consideraciones  apuntadas,  es  mi 
opinión,  que  V.  E.  no  puede  deferir  al  pedido  de  ex- 
tradición á  que    se    refiere    el  presente  expediente. — 
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Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1890.     Antonio  E.  Ma- 
la ver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1890. — En  vista  del 
anterior  dictamen  del  Sr»  Procurador  General  de  la 
Nación,  el  cual  se  acepta  en  todas  sus  partes. 

El  Poder  Ejecutivo — 

resuelve: 

No  hacer  lugar  á  la  extradición  de  James  Coupe, 
debiendo  comunicarse  en  copia  dicho  dictamen,  así 
como  la  presente  resolución  al  Sr.  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  S.  M.  B.  en 
respuesta  á  sus  notas  fechas  17  y  20  del  corriente 
y  devolverle  también  los  documentos  que  se  sirvió 
remitir  para  fundar  este  pedido. 

Hágase  saber  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción y  archívese. — PELLEGRINI. — Eduardo  Costa. 


Extradición    de  Charles  Bilden,— pedida  por  la  Legación  de 

Bélgica. 

En  Octubre  2'2  de  1890.  la  Locación  de  Bélgic«a  se  dirigió  al  Minií*- 
terio  de  Relaciones  Exteriores  pidiendo  la  extradición  del  in- 
dividuo Charles  Bilden  acusado  de  sustracción  de  dinero. 

Consultado  el  punto  con  el  Sr.  Procuradoi  General  de  la  Nación 
éste  se  expidió  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

El  Sr.  Encargado  de  Negocios  de  Bélgica,    solicita 
á  V.  E.  la  extradición  del  belga  Armand  Charles  Bil- 
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den,  empleado  en  una  agencia  de  Cambio,  refugiado 
en  Buenos  Aires,  y  acusado  de  haber  sustraído  una 
suma  de  francos  45.000  en  billetes  de  banco  y  obli- 
gaciones, en  perjuicio  de  los  Sres.  Pels  y  Derom. 
Invoca  en  apoyo  de  su  petición  el  Tratado  de  Extra- 
dición celebrado  ente  la  República  Argentina  y  el  Rei- 
no de  Bélgica  y  la  acompaña  del  mandato  de  prisión 
expedido  por  el  Juez  de  Instrucción  del  Tribunal  de  1* 
Instancia  de  Bruselas  del  que  resulta  haber  sido  orde- 
nado el  arresto  de  Bilden,  incluye  su  filiación,  hallán- 
dose transcripto  el  art.  491  del  Código  Penal  Belga 
que  impone  al  delito  origen  del  proceso  la  pena  de 
prisión  de  un  mes  á  cinco  años  y  una  multa  de  26 
á  500  francos,  pudiendo  además  el  culpable  ser  con- 
denado á  la  interdicción. 

Creo,  Exmo  Señor,  que  la  petición  del  Señor  Minis- 
tro de  Bélgica,  es  procedente. 

Según  el  art.  2°  del  Tratado  invocado,  los  críme- 
nes y  delitos  que  autorizan  la  extradición,  son  los  si- 
guientes: .  ..."  22  Abuso  de  confianza  y  sustrae- 
ción  fraudulenta  de  caudales,  bienes  documentos  y  to- 
da clase  de  títulos  de  propiedad  pública  y  privada  por 
las  personas  á  cuya  guarda  estuviesen  confiados,  ó 
que  fueren  socios  ó  empleados  en  el  establecimiento 
en  que  el  hecho  se  hubiese  cometido,, 

El  mandato  de  prisión  contra  Bilden  establece,  que 
éste  se  halla  acusado  de  sustración  de  una  suma  de 
45.000  francos  en  billetes  de  banco,  y  31  obligacio- 
nes Ville  de  Bruselles  1886,  en  perjuicio  de  los  Sres 
Pels  y  Derom,  Agentes  de  Cambio,  y  el  Sr.  Ministro 
Belga  afirma  que  Bilden  era  empleado  de  un  agente 
de  Cambio,  que  supongo  serán  los  mismo  Pels  Derom 
en  cuyo  perjuicio  hizo  la  sustracción  porque  se  le  pro- 
cesa. 

El  Código  de  procedimientos  en  lo  Criminal,  en  su 
art.  648  establece  que,  habiendo  tratados,  la  extradi- 
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ción  será  pedida  ú    otorgada   en  la   forma  y  con  los 
requisitos  que  aquellos  prescriben. 

Soy  pues  de  opinión  que  V.  E.  se  halla  en  el  ca- 
so de  acordar  la  extradición  de  Bilden,  con  las  con- 
diciones expresadas  en  el  art.  5^  de  nuestro  tratado 
.  con  Bélgica,  una  vez  que  se  han  cumplido  los  requi- 
sitos del  art.  10  del  mismo. — Buenos  Aires,  Octubre 
31  de  1890. — Antonio  E.  Mala  ver. 

Resolución-  - 

Ministerio  de  Relacioncb  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1890 — Teniendo  en 
cuenta  lo  establecido  en  el  art.  2°  inciso  1°  de  la  Ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  tribunales  nacionales,  pase  á  S.  S.  el 
Sr.  Juez  Federal  Dr.  Andrés  Ugarriza  á  los  efectos  á 
que  hubiere  lugar. — Avísese  á  la  Legación  de  Bélgi- 
ca y  hágase  saber  al  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación — Costa. 


El  administrador  de  Rentas  del  Paraná, — se  queja  de  proce- 
deres del  Sub-Prefecto. 

En  25  de  Setiembre  de  1890,  la  Dirección  General  de  Rentas,  se 
dirijió  al  Ministerio  de  Hacienda,  elevando  copia  de  un  telegra- 
ma dirijido  por  el  administrador  de  Rentas  del  Paraná,  de- 
nunciando intromisiones  indebidas  del  Sub-Prefecto,  en  asunto 
del  resorte  de  esa  Aduana. 

Pasado  al  Ministerio  del  Interior,  y  solicitado  por  este  informe 
de  la  Prefectura  Marítima,  volvió  al  de  la  Hacienda,  con  los 
antecedentes  referidos,  el  cual  lo  pasó  nuevamente  á  la  Direc- 
ción General  de  Rentas  y  esta  repartición,  manifestó  lo  siguien- 
te: 

ExMo.  Señor: 

Aunque  las  actuaciones  que  preceden  no  dicen  nada  de  la  suma 
á  que  se  refiere  el  Administrador  del  Paraná,  la  Dirección  opina 
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que  debe  darse  por  concluido  tanto  al  Administrador  como  al 
Sub-Prefecto  del  Paraná  que  deben  concurrir  al  mejor  servicio 
público  y  no  obstaculizarse  reciprocamente  sin  motivo  justifi- 
cado. 

Tal  es  la  opinión  de  esta  Dirección  salvo  la  más  ilustrada  de 
V.  E. 

Dirección  General  Diciembre  10  de  IH^M).— David  Saravia. 

Pasado  á  dictamen  del  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Opino   como    la    Dirección    General    de    Rentas. — 
Diciembre   19  de   1890 — ^osé  Marta  Cantüo,  ' 

Resolución — 


Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Enero  26  de  1891 — Resultando  de 
lo  actuado  en   este  expediente. 

1°  Que  con  fecha  5  de  Setiembre  último  el  admi- 
nistrador de  rentas  del  Paraná  telegrafió  á  la  Direc- 
ción General  de  Rentas  exponiendo  que  el  Sub-Pre- 
.  fecto  de  aquella  localidad  extralimitando  sus  atribucio- 
nes é  invadiendo  la  jurisdicción  de  la  Administración 
de  Rentas  trataba  de  impedir  que  los  concesionarios 
para  la  extracción  de  arena  de  los  bancos  del  Para- 
ná, en  aquel  punto,  transportaran  libremente  su  carga 
á  pesar  de  haber  pagado  el  impuesto  de  acuerdo  con 
las  disposiciones   en  vigencia. 

2°  Que  en  abierta  oposición  con  lo  estatuido  por 
el  art.  843  de  las  ordenanzas  de  aduana  el  referido 
Sub-Prefecto  se  habia  permitido  prohibir  el  depósito 
de  carros,  que  con  carácter  provisorio  se  hacía  en 
los  muelles  del  puerto  perjudicando  con  estas  trabas 
al  comercio  local,  y  pedía  en  consecuencia  la  repre- 
sión de  estos  abusos  é  intromisiones  en  atribuciones 
que  no  le  son  anexas  al  cargo  que  desempeña. 

3^  Que  elevada  en   forma  esta  queja  por  la  Direc- 
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ción  General  de  Rentas  al  Ministerio  pasó  los  ante- 
cedentes al  Ministro  del  Interior  para  su  conocimien- 
to y  efectos  por  los  que  corresponden  á  la  Sub-Pre- 
fectura  de  su  dependencia. 

4^  Que  sustanciado  el^asunto  y  evacuados  los  infor- 
mes de  la  Prefectura  General  de  Puertos  y  Sub-Pre- 
fectura  de  Paraná  ha  sido  devuelta  para  su  resolu- 
ción. 

Oidos  nuevamente  la  Dirección  General  de  Rentas 
y  el  Señor  Procurador    del  Tesoro  y     considerando: 

Que  estas  emergencias  entre  autoridades  dependien- 
tes del  Gobierno  General  cuando  se  trata  de  opera- 
ciones como  en  el  presente  caso  del  embarque  de 
frutos  del  país,  al  que  la  ley  concede  toda  clase  de 
franquicias  y  de  vapores  que  gozan  del  privilegio  de 
paquetes  las  obstrucciones  ó  demoras  que  estas  emer- 
gencias originan  refluyen  en  perjuicio  d ;  los  expedi- 
cionarios y  cargadores  sin  beneficio  alguno  para  na- 
die. 

2°  Que  aun  cuando  el  Sub-Prefecto  trata  de  justi- 
ficar su  impedimento  al  referido  depósito  en  los  mue- 
lles, aduciendo  como  causal  el  hecho  de  que  los  cue- 
ros secos  que  se  trataban  de  embarcar  por  su  mala 
condición  ofrecían  un  aspecto  desagradable  á  la  vis- 
ta y  era  hasta  antihigiénico  su  olor  nauseabundo, 
esto  si  bien  pudiera  ser  de  tenerse  en  cuenta,  su  ac- 
ción no  debía  llegar  hasta  impedir  la  operación  y  si 
sólo  limitarse  á  exponer  sus  dudas  sobre  el  procedi- 
miento entre  la  autoridad  inmediata  superior  y  esta 
se  lo  hubiera  señalado. 

3*^  Que  es  de  buena  administración  que  estas  disi- 
dencias desaparezcan  y  que  cada  una  limite  su  acción 
dentro  la  órbita  de  sus  propias  atribuciones,  evitando 
conflictos  que  en  definitiva,  mientras  estos  se  solucio- 
nen van  irrogando  perjuicios,  que  muchas  veces  lle- 
gan á  hacerse  irreparables. 

Por  estas  consideraciones: 
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SE  resuelve: 

1°  Líbrese  oficio  al  Ministerio  del  Interior  pidiéndo- 
le se  sirva  ordenar  á  las  reparticiones  de  su  dependen- 
cia traten  en  lo  sucesivo  de*  armonizar  sus  relaciones 
con  las  dependencias  de  otros  Ministerios,  y  que  si 
surgen  dificultades  en  el  desempeño  de  su  cometido 
se  abstengan  de  proceder  sin  pré\áa  consulta  á  la  su- 
perioridad. 

2p  Pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  para 
que  haga  idéntica  prevención  á  las  reparticiones  de- 
pendientes de  este  Ministerio  en  la  expresión  de  que 
serán  severamente  castigadas  todas  aquellas  medidas 
que  obstaculicen  el  servicio  público  y  archívese  en 
aquella  oficina. — Vicente  F.  López. 


Detención  7  extradición  del  prófugo  Gumersindo  Saraiva, -^pe- 
dida por  la   Legación  del  Brasil. 

El  Señor  E.  E.  y  Ministro  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos  del 
Brasil  solicitó  del  Departamento  de  Relaciones  Exteriores  el  30 
de  Octubre  de  1890,  la  detención  del  prófugo  Gumersindo  Saraiva, 
procesado  por  crímenes  y  refugiado  al  parecer  en  Territorio 
Argentino. 

He  aquí  la  vista  del  Sr.  Procurador  General  que  corre  en  el  ex- 
pediente. 

ExMO.  Señor: 

No  existiendo  Tratado  de  Extradición  con  los  Esta- 
dos Unidos  del  Brasil,  por  haber  sido  denunciado,  se- 
gún se  me  ha  informado,  el  celebrado  en  16  de  No- 
viembre de  1869,  la  petición  que  dirije  á  V.  E.  el 
Exmo.  Señor  Ministro  de  aquella  República,  debe  ser 
resuelta  de  acuerdo  con  las  disposiciones  de  nuestro 
Código  de  Procedimientos    en  lo    Criminal,  según  ex- 
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presa  disposición  del  artículo   646  in  fine  del  mismo. 

La  disposición  que  encuentro  aplicable  al  presente 
caso,  es  la  del  artículo  673  de  dicho  Código  que  dice 
textualmente:  "El  arresto  provisorio  de  un  extranjero, 
"podrá  ordenarse  también  á  pedido  de  un  Ministro 
"Diplomático,  hasta  tanto  'lleguen  los  documentos  ne- 
"cesarios  para  presentar  el  pedido  de  extradición  y 
"serán  aplicables  á  este  caso,  las  disposiciones  deles 
"dos  artículos    precedentes". 

Los  artículos  671  y  672,  á  los  que  el  anterior  se 
refiere,  disponen  que  en  el  caso  de  urgencia  los  Tri- 
bunales de  la  República  podrán  ordenar  el  arresto  pro- 
visorio de  un  extranjero  á  solicitud  directa  de  las 
autoridades  judiciales  de  un  país  ligado  en  la  República 
por  Tratado  de  Extradición,  siempre  que  se  invoque 
la  existencia  de  una  sentencia  ó  de  una  orden  de  pri- 
sión, y  se  determine  con  claridad  la  naturaleza  del 
delito  condenado  ó  perseguido;  que  los  Tribunales  que 
hubieran  practicado  el  arresto,  lo  pongan  inmediata- 
mente en  conocimiento  del  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores por  intermedio  del  de  Justicia;  y  que  el  ex- 
tranjero así  arrestado  será  puesto  en  libertad,  si  en 
el  término  de  quince  días,  tratándose  de  un  país  limí- 
trofe, y  de  un  mes  y  medio  tratándose  de  otros,  no 
recibiere  el  Gobierno  Argentino  el  pedido  diplomático 
de  extradición,  en   debida  forma. 

En  vista  de  estas  disposiciones,  pienso  que  V.  E. 
podría  pedir  por  el  conducto  que  corresponda,  á  los 
Jueces  Federales  de  los  Provincias  de  Entre-Rios  y 
Corrientes,  á  una  de  las  cuales  supone  el  Señor  Mi- 
nistro del  Brasil  pueda  haber  pasado  el  prófugo  Saraiva, 
para  que  procedan  á  su  detención  provisoria;  pues  aun 
cuando  en  las  notas  que  preceden,  no  se  determinan 
con  precisión  la  naturaleza  del  delito  que  ha  cometido 
se  le  designa  como  crimen  de  muerte^  lo  que  me  parece 
se  comprende  en  el  espíritu  del  artículo  67 1  de  nues- 
tro Código. 
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V.  E.  debe  manifestar  al  Señor  Ministro  del  Brasil, 
la  necesidad  en  que  se  halla  de  recabar  y  presentar  á 
V.  E.  dentro  de  los  quince  días  que  prefija  el  artículo 
672  del  código,  el  pedido  diplomático  en  debida  forma 
y  para  que  ésta  sea  lo  que  permite  nuestra  Ley,  en  falta 
de  Tratado,  ha  de  contener  el  -ofrecimiento  de  la  re- 
ciprocidad y  ha  de  acompañarse  al  pedido:  1^  Un  tes- 
timonio literal  del  auto  judicial  que  haya  decretado  se 
solicite  la  extradición;  2^  La  sentencia  de  condenación, 
ó  el  mandato  de  prisión,  expedido  por  Tribunales  com- 
petentes, con  la  designación  exacta  y  la  fecha  del 
crimen  ó  delito  que  la  motivara;  debiendo  presentarse 
estos  documentos  originales  ó  en  copias  autenticadas; 
3°  Todo  los  datos  y  antecedentes  necesarios  para  jus- 
tificar la  identidad  de  la  persona  requerida;  y  4^  Copia 
autenticada  de  las  disposiciones  legales  aplicables  al 
hecho  acusado,  según  la  legislación  respectiva. 

Tales  requisitos  son  exijidos  por  los  artículos  646 
y  651  del  citado  código  de  Procedimientos;  y  conviene 
sean  conocidas  sus  disposiciones  de  S.  E.  el  Señor 
Ministro  del  Brasil.  —Noviembre  6  de  1 890. — Antonio 
E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de   Relaciones    Exteriores. 

Buenos  Aires,  Noviembre  6  de  1890. — Adoptándo- 
se cómo  resolución  el  precedente  dictamen  del  Señor 
Procurador  de  la  Nación,  diríjase  el  oficio  acordado  á 
los  Señores  Jueces  Federales  de  Entre-Ríos  y  Corrientes, 
para  la  detención  provisoria  del  prófugo  Saraiva.  Aví- 
sese en  respuesta  al  Señor  Ministro  del  Brasil,  mani- 
festándole que  para  los  efectos  ulteriores  de  la  extra- 
dición es  necesario,  además  del  ofrecimiento  de  reci- 
procidad, la  presentación,  dentro  del  plazo  establecido 
en  el  artículo  672  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
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Criminal,  de  los  antecedentes  á  que  se  refiere  el  artí- 
culo 651  del  mismo  Código. 

Hágase   saber    al  Señor   Procurador  General  de  la 
Nación. — PELLEGRINI. — Eduardo  Costa. 


Varios  Escribanos  Públicos, — solicitan  la  creación   y  regen- 
cia de  oficinas  de  Contratos  Comerciales  en  esta  Capital. 

En  Octubre  y  Noviembre  de  1890,  Don  Leandro  García,  D.  Severo 
F,  Crespo,  D.  Silvio  Ch¡lote<fui  y  otros  escribanos  públicos  acu- 
dieron al  Ministerio  de  Justicia  solicitando  la  creación  y  regencia 
para  cada  uno  de  ellos,  de  un  Registro  de  contratos  de  comercio. 

La  Exma.  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Criminal,  Correccional  y 
Comercial  de  la  Capital  opinó  en  sentido  favorable  á  los  inte- 
resados. 

Pasó  al  Señor  Procurador  General  de  la  Nación  á  fin  de  que  se 
sirviese  dictaminar,  si  en  presencia  de  lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos 170  y  171  de  la  Ley  Orgánica  de  Justicia  de  la  Capital^ 
tenía  el  Poder  Ejecutivo  facultad  para  la  creación  de  Registros» 
y  el  referido  Sr.  Procurador  se  expidió  como  sigue. 

ExMo.  Señor; 

Según  el  artículo  171  de  la  Ley  Orgánica  de  los  Tri- 
bunales de  la  Capital;  de  Noviembre  de  1886,  compe- 
te á  V.  E.  la  creación  de  nuevos  Registros,  previos 
los  informes  que  sean  del  caso,  teniendo  siempre  en 
vista  que  haya  un  Registro  por  cada  diez  mil  ha- 
bitantes en  la  Capital. 

Los  Registros  de  lo  Comercial  se  hallan  completa- 
mente separados  de  los  de  lo  civil,  de  tal  suerte  que 
los  de  una  clase  no  pueden  otorgar  escrituras  que 
correspondan  á  los  de  la  otra. 

Los  Registros  de  lo  civil  son  mucho  más  nume- 
rosos que  los  de  lo  Comercial;  y  el  trabajo  en  estos, 
ha  debido  acrecentarse  considerablemente  con  la  agre- 
gación al  Municipio  de  la  Capital  de  los  partidos  de 
Flores  y  Belgranó. 
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Después  del  informe  producido  por  la  Exma.  Cá- 
mara de  lo  Comercial  y  de  los  antecedentes  indicados, 
no  creo  que  haya  inconveniente  para  que  V.  E.  au- 
torice la  creación  de  un  nuevo  Registro  en  lo  Comer- 
cial, y  nombre  para  regentearlo  al  Escribano  D.  Lean- 
dro Garcia,  pues  en  mi  opinión  es  V.  E.  la  autoridad 
en  quien  la  Ley  ha  puesto  tales  facultades.  — Bue- 
nos Aires,  Noviembre  3  de  1890.-  Antonio  E.  Malaver. 

El  Colegio  Nacional  de  Escribanos  manifestó,  como  sintesis  de  su 
informe,  que  podían  concederse  ios  Registros  de  Comercio  á  los 
Escribanos  que  lo  solicitaban. 

Resolución — 

Ministerio  de  Justicia,  Culto  é  Instrucción  Pública. — 
Buenos  Aires,  Diciembre  19  de  1890 — Vistas  las  pre- 
cedentes solicitudes  sobre  creación  de  nuevas  Escríba- 
nlas de  Registro  Comerciales;  teniendo  en  cuenta  lo 
dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción, Exma.  Cámara  de  Apelación  en  lo  Comercial, 
Fiscal  de  las  Exmas.  Cámaras  y  Colegio  Nacional  de 
Escribanos  y. 

CONSIDERANDO  \ 

Que  la  corporación  y  funcionarios  mencionados  se 
hallan  de  acuerdo  en  cuanto  á  la  conveniencia  que 
habría  en  dotar  á  la  Capital  de  nuevos  Registros  Co- 
merciales, reconociendo  en  el  Poder  Ejecutivo  la  fa- 
cultad de  crearlos; 

Que  desde  la  federalización  de  la  Capital  funcionan 
diez  Escribanías  de  esa  clase,  sin  que  se  haya  au- 
mentado su  número  á  pesar  del  incremento  considera- 
ble de  la  población  y  del  comercio. 

Que  los  datos  estadísticos  que  la  Exma.  Cámara 
ha  tenido  en  vista  al  dar  su  dictamen  en  este  asunto 
y  el  examen  comparativo  del  movimiento  de   los    ac- 
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tuales  Registros  de  Comercio,  en  relación  con  los  ci- 
viles, demuestran  la  necesidad  que  existe  de  crear  las 
Escribanías  de  que  se  trata. 

Y  considerando  por  fin,  que  la  limitación  que  con- 
tiene la  Ley  Orgánica  N®  1893  del  2  de  Noviembre 
de  1886  en  su  artículo  171,  no  se  refiere  á  Regis- 
tros especiales  como  son  los  Comerciales  y  los  de 
Marina. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1®  Créanse  en  la  Capital  de  la  República  tres 
Escribanías  de  Registro  en  lo  Comercial,  que  llevarán 
los  números  11,   12  y  13. 

Art.  2°  Nómbrase  para  regentear  el  Registro  N^  1 1 
al  Escribano  D.  Leandro  García,  para  el  N^  12,  al 
Escribano  D.  Severo  F.  Crespo,  y  para  el  N^  13  al  Es- 
cribano D.  Silvio  Chilotegui. 

Art.  3<^/  Los  nombrados  instalarán  sus  Escribanías 
previa  la  fianza  que  deberán  otorgar,  con  arreglo  á  la 
Ley,  ante  la  Exma.  Cámara  de  Apelación  respectiva. 

Art.  4^  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional — PELLEGRINL —  J.  Carballido. 


Los  Sres.  Kropff  y  Gompafiia ,-- sobre  la  construcción  de  un 

mercado    naval   en    Puerto  Madero. 

Con  fecha  10  de  Noviembre  de  1890  se  presentaron  al  Ministerio 
del  Interior  los  Sres.  KropIT  y  C*  manifestando,  que  tenían  el 
propósito  de  construir  un  mercado  naval  en  terrenos  de  su  pro- 
piedad en  el  Puerto  Madero  compuestos  de  10.000  metros  cua- 
drados, situado  en  una  de  las  manzanas  que  dan  frente  a[ 
Oeste  del  Dique  n°  2,  sometiéndose  á  los  impuestos  y  contri- 
buciones que  rigen  para  empresas  análogas  y  pedían  en  conse- 
cuencia se  les  determinara  el  radio  con  arreglo  á  las  ordenanzas 
municipales. 
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Pasado  á  informe  á  la  Iiiteiideiieía  Municipal,  se  expidió  haciendo 
presente  la  conveniencia  que  habría  en  conceder  autorización 
para  construir  obras  de  esta  naturaleza,  para  la  mas  fácil  pro- 
visión de  los  buques  surtos  en  el  puerto  y  para  la  misma  ciu- 
dad, por  lo  que  atañe  al  vivero  para  pescados,  pero  que  no  po- 
día dar  su  opinión  respecto  á  las  condiciones  de  higiene  que 
debe  llenar  porque  los  planos  presentados  eran  sólo  del  conjun- 
to de  la  construcción  habiéndose  omitido  detalles  que  esta- 
blece el  Reglamento  Municipal  de  la  materia,  y  con  arreglo  á 
los  cuales  podría  entrar  al  e^^tudio  prolijo  de  su  tópico;  ni  tam- 
poco respecto  á  las  administrativas  por  cuanto  aun  no  se  había 
resuelto  la  intervención  que  le  correspondía  á  la  Municipalidad 
en  los  terrenos  del  puerto  de  jurisdicción  nacional.  Que  en 
cuanto  al  radio  no  debía  acordárseles  pues  no  lo  autorizaba  or- 
denanza alguna  y  era  un  monopolio  con  grave  perjuicio  del 
público  consumidor  y  lo  que  era  mas  sin  una  sola  compensa* 
ción  en  favor  de  la  autoridad  que  ni  siqniera  lo  justifique  y 
agregaba  que  el  sitio  era  propicio  para  el  establecimiento  de 
uno  ó  más  mercados  si  las  Empre>as  necesitasen  de  la  garan- 
tía de  sus  capitales  acordada  en  forma  de  radio. 

La  Dirección  General  de  Rentas  dio  el  si^íuiente  informe: 

ExMO.  Señor: 

Los  Sres.  O.  Kropff  y  C*  solicitan  de  V.  E.  concesión  para  la 
construcción  de  un  mercado  naval  dotado  de  todos  los  adelan- 
tos modernos,  con  víveres,  fri^í  orí  fieos,  etc.,  en  una  manzana  de 
terreno  que  los  solicitantes  poseen  frente  al  Dique  n°  2  del 
Puerto  Madero,  bajo  las  condiciciones  de  los  planos  que  acom- 
pañan. 

También  piden  del  Superior  Gobierno  se  les  conceda  un  radio  con 
arreglo  á  las  Ordenanzas  Municipales  vigentes,  lo  que  importa 
que  se  les  determine  un  privilegio  para  quedar  escudados  de 
toda  competencia  inmediata. 

Después  de  los  informes  suficientemente  fundados  del  Departamen- 
to de  Obras  Públicas,  y  de  la  intendencia  Municipal,  la  Direc- 
ci(  n  de  Rentas  sólo  debe  agregar  que  por  lo  que  respecta  á  la 
renta  y  servicio  aduanero  tampoco  ofrece  dificultad  el  estable- 
cimiento de  un  mercado  de  abasto  próximo  al  puerto  creyendo 
como  las  dos  reparticiones  aludidas  que  es  de  sentida  conve- 
niencia la  construcción  que  se  proyecta  y  tanto  más  de  las  con- 
diciones especiales  que   se  indican. 

Aun  cuando  los  terrenos  j?anados  al  río  por  el  Puerto  Madero  se 
encuentran  bajo  la  jurisdicción  directa  de  V.  E.  mientras  no  se 
enajenen  la  Dirección  de  Rentas  es  de  opinión  que,  dada  la  nar- 


—  244  — 

turaleza  del  establecimiento  de  un  mercado  de  abasto  que  ser- 
virá no  solo  para  la  población  marítima  sino  también  á  una  par^ 
te  del  Municipio;  convendría  dar  la  intervención  que  por  la  iey 
corresponde  á  la  Municipalidad  de  la  Capital  que  es  la  que  debe 
autorizar  y  reglamentar  el  servicio  de  dicho  Establecimiento  con- 
forme á  las  disposiciones  vigentes,  asi  como  fijar  el  radio  que  crea 
conveniente.— Dirección  General,  Enero  30/91.— Z)<3rt?íd  Saravia, 
Y  habiendo  dado  por  reproducido  este  informe,  el  Sr.  Procurador 
del  Tesoro  á  quien  se  pasó  en  consulta  este  expediente,  se  dictó 
la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Setiembre  20  1892. — Vistos  los  infor- 
mes que  preceden  y  existiendo  verdadera  conveniencia 
en  vender  el  terreno  que  los  solicitantes  se  proponen 
adquirir  para  radicar  en  él  una  industria  útil  é  indis- 
pensable. 

El  Presidente  de    la  República — 

decreta: 

1°  Los  Martilieros  Sres.  Funes  y  Lagos  sacarán  á  re- 
mate público  con  arreglo  á  la  Ley,  la  manzana  1"^ 
Norte  del  Dique  n®  2. 

2®  Siendo  de  la  competencia  de  la  Municipalidad 
entender  y  resolver  lo  referente  á  concesión  de  mer- 
cados en  el  Municipio  de  la  Capital,  pase  este  expe- 
eiente  á  la  Intendencia  á    sus  efectos. 

3°  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro  Na- 
cional.—PELLEGRINL— José  V.  Zapata. 

De  acuerdo  con  el  anterior  decreto  la  Intendencia  Municipal  de  ¡a 
Capital  pasó  el  expediente  al  Consejo  Deliberante,  el  que  resolvió 
devolverlo  ó  la  Intendencia  por  no  ser  de  su  resorte  la  resolución 
del  asunto  desde  que  los  coiicesionarios  habían  desistido  de  su 
pedido  (le  radio  y  está  la  Intendencia  facultada  para  otorgar  es- 
ta clase  de  concesiones  de  acuerdo  con  las  ordenanzas  vigentes; 
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en  cuya  virtud  la  Intendencia  por  resolución  de  32  de  Octubre 
de  1S92  concede  al  recurrente  el  permiso  solicitado. 

En  este  estado  los  Sres  Dionisio  Goris  y  C*.,  cesionarios  de  los 
derechos  de  los  Sres  KroplT  y  C*.  se  presentan  al  Ministerio  del 
Interior  haciendo  presente  que  se  habia  cometido  un  error  en 
darle  á  la  Municipalidad  una  intervención  indebida,  y  se  fun- 
daban en  que  el  Ministerio  habia  prohibido  terminantemente  á 
esa  rama  de  la  administración  Municipal  inmiscuirse  en  los  te- 
rrenos del  Puerto,  pues  estos  son  exclusivamente  de  jurisdicción 
Nacional,  desde  que  el  Puerto  se  construye  con  dinero  de  la 
Nación  y  pedian  en  consecuencia  se  les  concediera  el  radio  pa- 
ra él  de  Dársena  á  Dársena  y  la  multiplicidad  de  negocios  en 
el  edificio  del  mercado. 

Pasado  en  consulta  á  loa  Sres.  Procurador  del  Tesoro  y  de  la  Na- 
ción,  estos  funcionarios  se  expidieron  en  la   siguiente  forma: 

ExMO.  Señor: 

Entiendo  que  el  P.  E.  carece  de  facultad  para  conce- 
der el  privilegio  de  radio  que  se  solicita,  correspondiendo 
hacerlo  al  Honorable  Congreso. — Buenos  Aires  Diciem- 
bre 23  de  1892— E.  García   Mérou. 

ExMO.  Señor: 

La  circunstancia  de  ser  ejecutable  la  obra  proyectada 
en  terrenos  contiguos  al  Puerto  de  la  Capital  no  es- 
cluye  la  juridicción  de  la  Municipalidad  de  la  Capital 
Federal,  en  cuanto  á  la  seguridad  é  higiene  que  están 
á  su  caigo  en  todo  el  municipio,  según  la  ley  orgá- 
nica. 

Esto  en  cuanto  á  su  intervención  legal,  para  la  ob- 
servación de  las  diposiciones  relativas  á  la  consecución 
de  aquellos  propósitos. 

En  cuanto  al  radio — importa  un  privilegio — y  la 
concesión  de  privilegios  fuera  de  los  casos  expresa- 
mente autorizados  por  ley,  cae  fuera  de  las  atribuciones 
peculiares  al  P.  E. — De  acuerdo  al  respecto,  con  lo 
dictaminado  por  el  Sr.   Procurador  del  Tesoro    opino 
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que  tal    concesión,  no    es  del  resorte  admistrativo. — 
Enero  9  de    1893 — Sabiniano  Kier. 

Dictándose  en  consecuencia  la   siguiente: 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Enero  13  de  1893 — De  acuerdo  con 
lo  dictaminado  por  el  Procurador  del  Tesoro  y 
Procurador  General  de  la  Nación: — no  há  lugar  á  lo 
solicitado  y  archívese. — SAENZ  PEÑA. — Tomás  S.  de 
Anchorena. 


Garlos  déla  Torre, — Consulta  sobre  la  Ley  de  Sellos. 

En  17  de  Noviembre  de  18d0,  ocurrió  á  la  Dirección  Gral.  de  Ren- 
ta D.  Carlos  de  la  Torre,  Escribano  Público,  formulando  la  si- 
guiente consulta  respecto  á  la   ley  de   sellos  del  corriente  año. 

Debe  otorgarse  una  escritura  de  prórroga,  eíi  virtud  de  la  cual, 
el  adquirente  de  un  inmueble  obligado  á  pagar  400.000  $  «!^, 
ó  sea  una  paite  de  su  precio,  el  dia  :¿5  de  Octubre  ppdo,  con- 
viene con  el  vendedor  y  acreedor  hipotecario  á  la  vez,  en  entre- 
gar, al  firmarse  esta  escritura,  la  suma  de  100.000  pesos  min, 
obligándose  á  abonar  los  300.000  restantes,  en  esta  forma: 
50.000  f  «y»,  el  25  de  Marzo  de  1891. 
250.000 Diciembre  de  1892. 

Además,  en  razón  de  intereses  es  convenido: 
15.000  pesos  el  25  de  Octubre  de  1891. 

15.000 1892. 

2.500 Diciembre  1892. 

¿Debe  agregarse  sello? 
¿Porqué  cantidad? 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  en  estos  términos: 

Señor  Director  de  Rentas: 

Si  ha  sido  satisfecho  el  sello  correspondiente  á  dos 
millones  de  pesos,  á  que  se  dice  ascendió  el  total  de 
la  venta,  y  ello  consta  en  la  escritura  de  adquisición 
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considero  que  á  una  escritura  de  prórroga  de  plazo, 
que  aquella  venta  se  refiere,  no  debe  agregarse  sello 
alguno. — Diciembre  15  de  1890. — José  M*  Cantilo. 

Resolución — 

Dirección  de  Rentas,  Diciembre  31  1890. — Vista 
la  presente  consulta  y  tratándose  de  una  modificación 
de  contrato  que  altera  la  forma  del  pago,  y  que  por 
consiguiente  debe  considerarse  como  un  nuevo  com- 
promiso comprendido  en  la  prescripción  del  art.  30 
de  la  Ley  de  sellos. 

La  Dirección  resuelve: — Que  debe  agregarse  un  se- 
llo de  200  $  1%  en  la  escritura  á  que  se  refiere  la 
consulta. 

Notifíquese  al  mteresado,  comuniqúese  al  Colegio 
de  Escribanos  y  archívese. — Saravia, 


El  Jiu^do  Federal  de  la  Proi^incia  de  Buenos  Aires, —sobre 
honorarios  del  Dr.  D.  Alberto  Oteiza  como  defensor  ad-hoc. 

En  Noviembre  35  de  1890,  el  Sr.  Juez  Federal  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  elevó  al  Ministerio  de  Justicia,  testimonio  en  for- 
ma de  la  regulación  de  honorarios,  practicada  á  favor  del  Dr. 
Alberto  oteiza,  defensor  nombrado  de  oficio  de  Carlos  Barbero  y 
de  Miguel  Zambrano. 

Formado  de  los  dos  un  solo  expediente  y  vuelto  al  Juzgado  de  su 
procedencia  para  que  acompañase  ad  efedum  videndi  las  causas 
á  que  se  refieren  las  ro^ulacione:^  de  honorarios,  manifestó  ei 
Sr.  Juez  que  no  podía  acceder  á  lo  pedido  por  prohibírselo  la 
Ley,  pero  que  expediría  los  informes  que  se  considera nse  con- 
venientes. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien 
se  expidió  en  estos  términos. 

ExMO.  Señor: 
El  Sr.  Juez  Federal  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
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eleva  á  V.  E.,  á  los  efectos  consiguientes,  esto  es,  á 
efecto  de  que  V.  É.  mande  abonarlas,  las  regulaciones  de 
honorarios  practicadas  á  favor  del  abogado  defensor, 
nombrado  de  oficio,  de  Carlos  Barbero  y  Miguel 
Zambrano,  procesados  por  aquel  Juzgado;  y  soy  de 
opinión  que  V.  E.  no  debe  decretar  tal  pago,  porque 
no  hay  deuda  á  cargo  de  la  Nación  procedente  de  ta- 
les honorarios,  y  porque  V.  E.  no  puede  disponer  de 
los  dineros  públicos  sino  en  cumplimiento  de  las  leyes. 

No  es  nuevo  el  caso  promovido  por  el  Sr.  Juez 
Federal  de  la  Plata.  Ya  en  11  de  Junio  de  1874,  el 
Juez  de  Sección  en  lo  Criminal  de  esta  Capital,  solicitó 
de  V.  E.  el  pago  de  honorarios  de  otro  abogado  que 
había  sido  nombrado  de  oficio  por  ese  Juzgado,  defen- 
sor de  los  procesados  en  68  causas  criminales. 

Oído  por  V.  E.  el  Procurador  General  de  la  Nación 
que  lo  era  entonces  el  Sr.  Dr.  D.  Francisco  Pico,  se 
expidió  en  los  términos  siguientes.  "Exmo.  Señor.  Es 
la  primera  vez  que  veo  cobrar  honorarios  por  defen- 
der pobres  ante  los  Tribunales,  y  cobrarlos  al  Gobierno, 
que  ninguna  intervención  liene  en  este  negocio.  Los 
únicos  honorarios  que  la  ley  manda  pagar  al  Gobierno 
son  los  de  los  Sres.  Conjueces  de  la  Corte  Suprema: 
no  hay  ley  alguna  que  le  mande  pagar  los  de  los  de- 
fensores de  pobres   acusados. 

"Lo  que  manda  la  Ley  16.  título  16.  lib,  2^  de  las 
Recopiladas,  es  que  los  abogados  están  obligados  á 
defender  á  los  pobres  gratuitamente:  de  gracia  y  por 
amor  de  Dios,  son  las    palabras  de  la  Ley. 

"Será  curioso  preguntar  al  Juez,  en  qué  fundamento 
legal  se  ha  apoyado  para  mandar  regular  estos  ho- 
norarios y  para  pretender  que  el  Gobierno  los  pague. 

Debo  advertir  á  V.  E.  que  no  sólo  el  Dr.  N.  es 
el  que  ha  defendido  en  Buenos  Aires,  pobres  de  solem- 
nidad, sino  muchos  otros  abogados,  y  en  las  Provin- 
cias muchísimos;  y  que  si  el  Gobierno  no  tuviera  con- 
descendencia   en   este  caso,    levantaría    una  nube  de 
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acreedores  inesperados  y  tendría  que  agregar  al  Pre- 
supuesto una  cuantiosa  suma  con  este  objeto. 

**  Conociendo  el  carácter  modesto  y  escrupuloso  del 
Dr.  N.  no  puedo  creer  qne  haya  hecho  esta  solicitud 
de  motu  propio,  sino  por  malos  consejos. 

En  consecuencia,  soy  de  dictamen  que  V.  E.  con- 
teste al  Juez  que  no  hay  Ley  alguría  que  le  obligue 
á  pagar  estos  honorarios  y  que  no  puede  reconocer 
la  obligación  que  arbitrariamente  quiere  imponérsele. 
— Buenos  Aires,  13  de  Junio  de  1874.  —Francisco  Pico. 

"En  consecuencia  del  precedente  informe,  V.  E. 
tuvo  á  bien  resolver,  en  la  misma  forma.  «Por  los 
fundamentos  de  la  vista  precedente,  no  ha  lugar  ál 
pago  que  se  solicita.  Hágase  saber. — SARMIENTO. 
— Juan  C.  Albarracin. 

«El  informe  y  decreto  precedentes,  se  hallan,  en  el 
tomo  4^  pag.  630  de  los  Informes  del  Procurador 
General  de  la  Nación. 

Reproduciendo  cuanto  dejo  transcripto,  sólo  podría 
agregar  que  al  dictar  V.  E.  análoga  resolución  en  el 
presente  expediente,  conviene  se  sirva  mandar  se  pu- 
blique é  inserte  en  el  Registro  Nacional,  á  fin  de  que 
sea  conocida  por  Jueces  y  abogados  y  se  eviten  en  lo 
sucesivo  reclamaciones  de  este  género. — Buenos  Aires, 
Diciembre  22  de  1890.— Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Diciembre  27  de  1890. — Visto  este 
expediente  y  de  acuerdo  con  los  fundamentos  del  pre- 
cedente informe  del  Procurador  General  de  la  Nación. 

El  Presidente  de  la   República  — 

decreta: 

Art.  1°  No  ha  lugar  al  pago  de  los  honorarios  re- 
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guiados  por  el  Juzgado  Federal  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  á  favoi  del  Dr.  Alberto  Oteiza,  por  su 
intervención  como  defensor  nombrado  de  Oficio  de  los 
reos  á  que  se  hace  referencia  en   este  expediente. 

Art.  2^  Téngase  presente  esta  resolución  para  los 
casos  análogos  que  ocurran;  comuniqúese,  publíqueos 
insértese  en  el  Registro  Nacional  y  archívese — PE- 
LLEGRINI. — J.  Carballido. 


La  Gompafiia  La  Plateóse,— reclama  de  una  multa  que  se  le 
impaso  al  Vapor  «Tenus»  por  negarse  su  capitán  á  en- 
tregar la  correspondencia  antes  de  recibir  la  visita  sani- 
taria. 

En  Noviembne  de  1800,  la  Compañía  La  Platente  ?e  presentó  á  la 
Dirección  General  de  Rentas  reclamando  de  una  multa  que  se 
le  impuso  al  vapor  "Venus',  procedente  del  Uruguay,  por  h- 
berse  negado  su  capitán  á  entregar  á  los  empleados  de  correoa 
la  correspondencia  antes  de    recibir  la  visita  í^anitaria. 

La  Diretíción  General  de.Rentas  suspendió  la  aplicación  de  la  muís 
ta,  mientras  se  ventilaba  el  reclamo,  y  elevado  el  expediente  ai- 
Ministerio  del  Interior,  éste  lo  pasó  al  Sr.  Procurador  de  la  Na- 
ción quien  dictaminó   como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

Creo  que  la  primer  visita  que  debe  recibir  un  bu- 
que, al  fondear  en  nuestro  Puerto,  es  la  Sanitaria;  la 
única  que  puede  preservarnos  de  enfermedades  con- 
tagiosas. A  este  respecto  estoy  de  perfecto  acuerdo 
con  lo  expuesto  por  el  Señor  Presidente  del  Departa- 
mento Nacional  de  Higiene  en  su  precedente  informe; 
y  soy  de  opinión  de  que  en  el  sentido  que  él  indica 
debe  V.  E.  resolver  en  la  consulta  del  Sr.  Director  de 
Correos. — Buenos  Aires,  Diciembre  11  de  1890 — A. 
E.  Mal  AVER. 
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Resolución — 

Departamento  del    Interior. 

Buenos  Aires,  Diciembre  15  de  1890. — Con  los  in- 
formes producidos,  vueíva  á  la  Dirección  de  su  pro- 
cedencia.— ROCA. 


El    Señor  Poper, — pide  protección    a  la  industria  minera  y 
facilidades   de  transporte   en  la  costa  sud. 

El  J'»  de  Diciembre  de  1890  se  presentó  el  Sr.  Poper  al  Ministerio 
de  Hacienda  pidiendo  se  adicionara  el  art.  17  del  decreto  regla- 
mentario de  la  ley  de  monedas  en  la  parte  relativa  al  recibo  'de 
los  metales  en  la  casa  de  moneda  y  se  dieran  facilidades  de 
transporta  para  viveres,  útiles  etc.  destinados  á  los  mineros 
que  trabajan  en  los  territorios  naiíionales  del  Sud. 

Oida  la  Dirección  General  de  Rentas  que  informó;  en  cuanto  al 
primer  punto  convendría  conocerse  la  opinión  de  la  casa  de  mo- 
neda y  al  segundo  el  establecimiento  de  transporte  con  itine- 
rario fijo,  costeado  por  el  Erario. 

La  casa  de  Moneda  considera  equitativo  el  pedido,  en  la  parte 
que  le  concierne,  si  se  resolviese  en  esta  forma: 

Que  el  Banco  Nacional  abra  una  cuenta  á  metales  de  oro  que 
recibiría  y  abonaría  por  un  tipo  Qjo  de  tanto  el  kilogramo  de 
fino,  conforme  á  la  liquidación  de  la  casa  de  Moneda,  quedando 
la  plata  á  su  beneficio. 

El  Ministerio  dispuso  pasar  este  asunto  á  dictamen  del  Señor 
Procurador  del  Tesoro,  quien  se  expidió  en  los  términos  del  si- 
guiente: 

ExMo.  SEñoR: 

Lo  aconsejado  por  la  Casa  de  Moneda  paréceme 
que  es  lo  conveniente  y  que  sus  indicaciones  deben 
servir  de  base  á  la  resolución  de  V.  E.  En  cuanto  á 
las  facilidades  de  transporte  que  reclama  muy  justa- 
mente el  Sr.  Poper  es  mi  opinión  que  el  erario  no 
debe  ahorrar    sacrificio    para  estimarlas  y  facilitar  el 
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trabajo  de  las  minas  en  explotación  en  la  República 
y  que  si  alguna  industria  reclama  con  sobrada  razón 
la  protección  oficial,   es  la  industria  minera. 

V.  E.  ha  de  tomar  debidamente  en  cuenta  esta  so- 
licitud y  ha  de  hacer  práctica  á  sus  móviles. 

Buenos  Aires,  Mayo  5  de  1891 — José  M.  Cantilo. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1892 — No  pudiendo 
hacerse  efectiva  la  reposición  de  sdlos  ordenada  á  pe- 
sar de  las  ratificaciones  hechas  al  interesado — Archí- 
vese.— A.  Arcardirne. 


Los  Seftores  Goicochea  y  Castro, — Sobre  exoneración  de  de- 
rechos de  eslingaje. 

Los  Señores  José  M.  Goicochea  y  Avelino  Castro  se  presentaron 
al  Ministerio  de  Hacieüda  ei)  4  de  Diciembre  de  1890,  solicitan- 
do no  se  les  cobre  derechos  de  eslingage  á  los  materiales  que 
emplean  en  la  construcción  de  galpones  en  el  Puerto  de  La 
Plata  de  que  son  concesionarios  en  vista  de  haber  sido  exone- 
rados de!  pago  de  derechos  para  los  mismos. 

La  Dirección  de  Rentas  aijo  que  el  derecho  de  eslingage  cobrado 
á  los  recurrentes  es  hecho  en  virtud  del  texto  expreso  y  termi- 
nante de  la  Ley. 

Pasado  á  dictamen  del  Señor  Procurador  del  Tesoro,  lo  emitió  así: 

ExMO.  Señor: 

Opino  como  la  Dirección  de  Rentas.     Febrero     11 
de  1891. — José  M.  Cantilo. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 
Buenos  Aires,  Marzo  2  de    1891.— Resultando    de 
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los  informes  producidos  que  el  P.  E.  no  está  facul- 
tado para  conceder  esta  clase  de  liberaciones,  se  re- 
suelve. No  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  los  Señores 
Goicochea  y  Castro. 

A  sus  efectos  y  reposiciones^  de    sellos,    vuelva  á 
la  Dirección  General  de  Rentas.— Vicente  F.  López. 


El  Banco  de  Comercio, — sobre  las   facaltades  de  las  Asam- 
bleas de  accionistas  y  sobre  emisión    de  acciones. 

Con  fecha  4  de  Diciembre  de  1890,  se  presentó  al  Ministerio  de 
Hacienda  el  Sr.  J.  O.  Sánchez,  solicitando  aprobación  de  ios  Es- 
tatutos de  la  Sociedad  Banco  del  Comercio. 

Pasados  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  éste  dictaminó 
lo   siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Algunas  observaciones  debo  hacer  á  los  Estatutos 
reformados  del  Banco  del  Comercio  que  han  sido  so- 
metidos á  la  aprobación  de  V.  E. 

Al  artículo  8°  que  expresa  las  acciones  en  que  se 
divide  el  capital  social,  le  ha  sido  agregado  un  segun- 
do inciso,  por  el  que  se  establece  que  las  dos  series 
de  acciones  á  emitirse  podrán  serlo  indistintamente  en 
oro  sellado  ó  en  moneda  legal,  segün  lo  proponga  el 
directorio  y  lo  resuelva  la  asamblea  de  accionistas, 
siendo  entendido  que  las  acciones  emitidas  en  oro  se- 
llado percibirán  el  dividendo  en  igual  especie  y  en 
proporción  á  las  utilidades  adquiridas. 

Pienso  Exmo.  Señor,  que  este  segundo  inciso  no 
debe  ser  aprobado  por  V.  E.:  1®  porque  contra  la 
disposición  del  art.  326  del  Código  de  Comercio,  él 
tiende  á  dividir  el  capital  social  en  acciones  de  diver- 
so valor ^  cuando  dicho  artículo  prescribe  que  todas  las 
acciones  han  de  ser  de  igual  valor,  y  2°  porque  con- 
traviene  también  á  la  disposición  de  los  artículos  1^  y 
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8*^  de  la  Ley  de  Monedas  de  5  de  Noviembre  de  1881, 
según  los  cuales  queda  prohibida  la  circulación  legal 
de  toda  moneda  extranjera  de  oro,  desde  que  se  hayan 
acuñado  ocho  millones  de  pesos  en  moneda  de  aro 
nacional;  debiendo  fijar  V.  E.  la  época  de  hacerse 
efectiva  esta  prohibición,  después  de  lo  cual,  ningún 
Tribunal,  oficina  ó  funcionario  publico  puede  admitir 
gestión  ni  dar  curso  á  acto  alguno  que  represente 
ó  exprese  cantidades  en  dinero  que  no  sean  en  tno- 
neda  nacional ^  con  excepción  de  aquellos  actos  ó 
contratos  que  hubieran  debido  ejecutarse  fuera  del 
país.  Entiendo  que  V.  E.  ha  declarado  últimamente 
haber  llegado  el  caso  de  cumplirse  estas  disposiciones 
de  la  Ley  de  Monedas,  y  si  pudiera  decirse  que  en  la 
letra  de  los  artículos  citados  no  se  halla  comprendida 
una  prohibición  de  lo  que  establece  el  2®  inciso  del 
art.  8^  de  los  Estatutos  de  que  me  ocupo,  creo  no 
podrá  negarse  que  lo  está  en  el  espíritu  de  aquella 
Ley. 

En  efecto,  nuestra  Ley  de  Monedas  creó  la  unidad 
monetaria  de  la  República  en  el  peso  nacional:  el  cur- 
so forzoso  bajo  el  cual  nos  encontramos,  es  sólo  un 
accidente  á  cuya  desaparición  tienden  todos  los  esfuer- 
zos de  las  autoridades  nacionales.  No  puede  pues 
admitirse  que,  en  una  Sociedad  comercial  que  según 
su  carta  fundamental  ha  de  durar  treinta  años,  las 
acciones  que  representan  su  capital,  estén  á  su  vez 
representadas  en  dos  especies  de  monedas  distintas, 
una  de  oro  sellado  y  otra  de  papel  curso  legal;  y  que 
los  dividendos  hayan  de  ser  pagados  á  unos  accio- 
nistas en  una  especie  de  moneda,  y  á  los  demás  en 
otra. 

La  supresión  del  2^  inciso  de  dicho  artículo  8°  de 
los  Estatutos,  que  creo  V.  E.  debería  ordenar,  deja- 
ría el  resto  de  dicho  artículo  8®  perfectamente  corre- 
lacionado   con  el  artículo  7°  que   establece  el  capital 


I 
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social  en  pesos  nacionales,  y  conforme  con  lo  dis- 
puesto por  dichas   Leyes. 

El  artículo  11  de  los  mismos  Estatutos  establece 
que  en  caso  de  cesión  de  acciones  cuyo  importe  no 
haya  sido  totalmente  satisfecho,  los  cedentes  serán 
responsables  hasta  la  concurrencia  de  su  valor  nomi- 
nal á  la  sociedad;  lo  cual  es  conforme  con  el  artícu- 
lo 322  del  Código  de  Comercio  que  se  cita  en  el  mis- 
mo artículo;  pero  aquel  artículo  de  la  Ley  no  auto- 
riza, ni  es  por  tanto  admisible  la  excepción  que  el 
articulo  11  de  los  Estatutos  reformados  establece  en 
su  parte  final;  siendo  ella  la  de  que  **  si  la  transfe* 
rencia  de  las  acciones  fuese  hecha  con  la  aprobación 
de  la  administración  del  Banco,  haciéndolo  constar  en 
los  libros  y  títulos  provisorios  cesará  la  responsadtli' 
dad  de  ¿os  cedentes  recayendo  únicamente  sobre  los 
poseedores'',  V.  E.  tampoco  debe  aprobar  esta  par- 
te ñnal  deleitado  artículo  11  que  debe  concluir  don- 
de dice:  "  Código  de  Comercio  artículo  332 ".  No 
sólo  este  artículo  de  nuestra  Ley  Comercial  establece 
la  responsabilidad  de  los  cedentes  al  completo  pago 
de  las  acciones,  sino  que  la  misma  responsabilidad  se 
hallaba  también  claramente  establecida  por  los  aitícu- 
los  413,  414  y  415  del  anterior  Código  de  Comer- 
cio, aun  cuando  la  cesión  estuviera  anotada  en  los 
libros  de  la  Compañía,  y  debiendo  hacerse  efectiva 
desde  el  ultimo  titular  hasta  el  suscritor  primitivo  de 
la  acción. 

La  aceptación  ó  aprobación  de  la  cesión  por  la  ad- 
ministración del  Banco,  no  puede  bastar  á  librar  á  los 
cedentes  de  la  responsabilidad  que  la  Ley  les  impone. 

El  artículo  38  de  los  Estatutos  reformados  necesi- 
ta para  ponerlo  en  perfecta  conformidad  con  las  dis- 
posiciones del  artículo  350  del  Código  de  Comercio, 
que  se  le  agregue  como  un  tercer  inciso  el  siguiente: 
^  Ningún  accionista,  cualquiera  que  sea  el  número  de 
sus  acciones,  podrá  representar  más  del  décimo  de  los 
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votos  conferidos  nr»r  ♦  j      . 
más  de    dos    décím       5^^         acciones  emitidas,  ni 
asamblea  ";  y  así  ^^^,°^    '^s  votos   presentes  en  la 
si  lo  considera  iÁt^^         ^^  ^^'^^  ^'-  ^-  resolverlo, 

finalmente,  en  /»i  .•     • 
tatutos  reformados   L'?!'"  ^^  ''^^  ^'^-  ^^  ^^  '«^  Es- 
el  art,    334  del    r ' h-        '  ^^^  equivocación  sin  duda, 
ha  debido  citarse  ^,    '^^  ^®  Comercio,  siendo  el  que 

de  apoyo  y  complememo         ^^^  '''  ''  ^"'  ''  '^'' 

Como  por  el  art  7o  '- in- 
formados, el  directnríi  ;  ,  Í!'"°  ^^  '^^  Estatutos  re- 
autorizado  Dará  n^o  i  ,  ^"^°  '^^  ^'do  plenamente 
que  V.  E.  hicier^^  ^''-  ^  modificaciones  y  adiciones 
conferirle  vista  de  L  í°'  Estatutos,  podna  V.  E. 
si  las    aceptara  í»I  h     °''^^'*^aciones  que  preceden,  y 

fundadas,  podria  nr^^'T^'  ^  ''  ^-  ^-  ^^  '^^"^^ 
á  dichos  Esíatlf ''?','"  ^P'-^bación  que  se  soücita 
en  el  presente  in?'  °"  ^^  modificaciones  indicadas 
mok'ulZ     '"'"'''~^'''''  '^  ^'^    I891-A.TC,- 

En  Vista  de,  dictamen  ,ue  precede  se  dict6  ,a  simiente: 
Resolución 

Ministerio  de  Hacienda. 

seío7procur«H  ^^^' -atento  lo   dictaminado   por  el 

Octubre  '88Q  ^  ^'^  "^^  ^^  ^"^  ""'"•  2637  de  9  de 
ciones  in  roHn.-S"''  ^?  T'  '"^^""^  ^^^  las  modifica- 
AnSLr'S^^f  H  f  r""'  ^^'"^"*°^    ^^  1«    Sociedad 

a  r 'Tspo^  reslel^TS-de"^ 

inhibe  al  P.  E.  de  Zs^^l^^^^^^^^ 


SE  resuelve: 


Ant  «Xlrr^ef  ¿:„!¿:;Sr    ^"^  ">    ^°='"""'' 
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Repónganse  los  sellos  y  archívese. — PELLEGRINl 
— V.  F.  López. 

En  consecuencia    se  presentó   nuevamente   el    Sr.    J.  C.   Sánchez 
manifestando: 

Que  el  decreto  del  ministerio  no  haciendo  lugar  á  la  aprobación 
de  las  reformas  introducidas  en  los  Estatutos  del  Banco,  estaba 
fundado  en  los  defectos  de  que  adolecen  según  la  opinión  del 
Sr.  Procurador  de  la  Nación. 

Pero  que  como  este  alto  funcionario  tuvo    la  deferencia  de  hacer 
constar  en  su  dictamen  los  remedios  á  los  defectos  recordados 
el  Directorio  del  Banco,  habia  aceptado  por  unanimidad  las  mo 
diflcaciones  propuestas  por  el  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  como 
consta  del  acta  que  acompañaba,  y    que  por  lo  tanto  solicitaba 
reconsideración  del  decreto  de  fecha  20  de  Enero. 

Pasó  por  segunda  vez  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  de  la  Nación» 
quien  se  expidió  en  los  siguientes  términos: 

ExMO.    SeSor: 

En  el  art.  72,  último  de  los  Estatutos  reformados 
del  Banco  del  Comercio  sancionados  por  la  Asamblea 
de  Accionistas  de  14  de  Agosto  de  1890,  según  el 
acta  transcripta  en  la  parte  pertinente  en  el  escrito  de 
4  de  Diciembre  ppdo.,  se  dice  textualmente: 

Art.  72 — El  Directorio  queda  plenamente  autorizado 
para  aceptar  las  modificaciones  y  adiciones  que  el  P. 
E.  hiciese  á  los  presentes  Estatutos.  Igual  disposi- 
ción contenía  el  art  70  de  los  Estatutos  anteriores, 
reformados  en  15  de  Julio  de  1887,  que  en  folleto 
encabezan  el  presente  expediente. 

Dada  esta  autorización  conferida  al  Directorio  por  la 
Asamblea  General  de  Accionistas,  no  tuve  inconve- 
niente en  manifestar  en  mi  informe  anterior  que,  si 
el  Directorio  aceptaba  las  modificaciones  que  proponía 
respecto  de  las  reformas  últimamente  introducidas  por 
los  Estatutos,  se  sirviera  V.  E.  prestarles  la  aproba- 
ción solicitada,  si  se  hallaba  conforme  con  dichas  mo- 
dificaciones. 
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El  Directorio  del  Banco  del  Comercio  las  ha  aceptado 
todas  según  resulta  del  acta  que  se  acompaña,  de  su 
sesión  de  29  de  Enero  último,  y  visto  nuevamente 
este  expediente,  no  tengo  inconveniente  que  oponer  á 
que  V.  E.  se  sirva  aprobar  los  Estatutos  reformados, 
con  las  modificaciones  de  mi  informe  anterior. 

Corresponde  en  verdad  á  la  Asamblea  General  de  Ac- 
cionistas resolver  en  la  reforma  de  los  Estatutos  de  una 
Sociedad  Anónima;  y  es  igualmente  de  su  resorte, 
aceptar  ó  nó,  las  modificaciones  que  V.  E.  encuentre 
justo  ó  conveniente  introducir. 

Pero  no  encuentro  en  nuestra  Ley  Comercial,  ni  en 
otra  alguna,  la  prohibición  de  que  pueda  la  Asamblea 
General  de  Accionistas  delegar  en  el  Directorio  la  fa- 
cultad de  aceptar,  ó  nó,  las  modificaciones  ó  adiciones 
que  V.  E.  pueda  hacer  á  los  Estatutos  que  se  pre- 
sentan á  su  aprobación,  como  lo  establece  el  art.  72 
de  los  que  le  han  sido  sometidos. 

Por  el  contrario:  el  art.  346  del  Código  de  Comer- 
cio indica  que  los  derechos  y  obligaciones  de  los  Di- 
rectores y  Síndicos  de  una  Sociedad  Anónima,  deben 
ser  regidos:  1°  por  el  Código  de  Comercio;  2P  por 
los  Estatutos  y  resoluciones  de  la  Asamblea  General; 
y  3°  por  las  reglas  del  mandato. 

Si  tenemos  pues  la  resolución  de  la  Asamblea  Ge- 
neral, consignada  en  el  citado  art.  72  de  los  Estatutos 
reformados,  si  la  teníamos  va  en  el  art.  70  de  lo  Es- 
tatutos  vigentes  que  encabezan  este  expediente,  me 
parece  indudable  que  entra  en  las  facultades  del  Di- 
rectorio aceptar  las  modificaciones  propuestas  en  mi 
anterior  informe.  En  las  reglas  del  mandato,  (art.  225 
y  226  del  Código  de  Comercio) .  que  en  último  térmi- 
no deben  servir  de  guía  al  Directorio,  tampoco  existe 
nada  que  sea  contrario  á  la  disposición  del  art.  70  de 
los  antiguos  Estatutos  y  72  de  los  que  han  sido  re- 
formados  últimamente. 

Reitero   por  tanto  á    V.  E.    mi  opinión  de  que  los 
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últimos  pueden  ser  aprobados,  con  las  modiflcacienes 
indicadas  en  mi  informe  de  19  de  Enero  último. —Fe- 
brero 19  de  1891 — Antonio  E.  Mala  ver. 

Con  motivo  de  la  conformidad  manifestada  por  el  Sr.  Procurador 
General  de  la  Nación,  el  Ministerio  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Febrero  23  de  1891 — De  acuerdo 
con  lo  dictaminado  por  el  señor  Procurador  General 
de  la  Nación. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1®  Apruébanse  los  Estatutos  reformados  de  la 
Sociedad  Anómina  "Banco  del  Comercio,  quedando 
previamente  suprimidos  el  inciso  2°  del  Art.  8  de  los 
Estatutos  modificados  y  la  parte  del  Art.  11  que 
dispone  que  cesará  la  responsabilidad  de  los  cedentes 
de  acciones,  recayendo  únicamente  sobre  los  nuevos 
poseedores,  y  agregándose  al  Art.  38:  "Ningún  accio- 
"nista  cualquiera  que  sea  el  número  de  sus  acciones 
"podrá  representar  más  del  décimo  de  los  votos  con- 
*feridos  por  todas  las  acciones  emitidas,  ni  más  de 
"dos  décimos  de  los  votos  presentes  en  la  Asamblea". 

Art.  2°  Dense  las  copias  legalizadas  que  sean  soli- 
citadas, publíquese,  insértese  en  el  Registro  Nacional 
y  archívese  en  la  4*  Sección  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda de  la  Nación,  previa  reposición  de  sellos — 
PELLEGRINI— V.   F.  López- 
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Pedido  de  extradición  del  individuo   Walder  Arnold,  acusa- 
do de  asesinato  y  robo  por  los  Tribunales  de  Francia 

La  Legación  de  la  República  Francesa  solicitó  en  13  de  Diciembre 
de  1890  á  pedido  de  su  Gobierno,  la  extradición  del  individuo 
Walder  Arnold  acusado  de  los  delitos  de  asesinato  y  robo  por 
los  Tribunales  de  aquél  país 

Pedido  el  dictamen  del  señor  Procurador  General  de  la  Nación, 
dio  el  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

En  un  pedido  de  extradición  de  Gabriel  Videau, 
acusado  de  quiebra  fraudulenta,  hecho  por  el  mismo 
señor  Ministro  de  Francia,  y  cuya  petición  no  venía 
acompañada,  como  no  viene  la  presente,  de  un  testi- 
monio literal  del  auto  que  haya  decretado  se  solicita- 
ra dicha  extradición,  expedí  á  V.  E.  en  6  de  Octubre 
último,  el  siguiente  informe,  que  reproduzco,  menos  en 
la  parte  en  que  se  dice  faltar  el  auto  judicial  que  or- 
dena la  prisión,  pox  hallarse  en  el  presente  expediente: 

"  Exmo.  Señor: — S.  E.  el  señor  Ministro  de  Fran- 
"  cia  solicita  de  V.  E.  á  título  de  reciprocidad,  la  ex- 
"  tradición  de  Gabriel  Videau,  ex-agente  de  negocios 
**  en  Barbezieux,  acusado  de  bancarrota   fraudulenta. 

"  No  tiene  la  República  celebrado  un  tratado  de  ex- 
"  tradición  con  la  Francia;  y  en  tal  caso,  dispone  el 
^  art.  648  del  Código  de  Procedimientos  Criminales, 
"  sancionado  por  Ley  del  H.  Congreso  en  Octubre  de 

1888,  que:  la  extradición   será   pedida    ú   otorgada 

por  la  vía  diplomática  con  arreglo  al  procedimiento 
"  y  condiciones  que  se  establecen  en  el  mismo  Código. 

"  El  artículo  65 1  siguiente  establece  esas  condiciones 
"  en  esta  forma: 

"  Con  la  nota  ó  comunicación  en  que  se  solicite  la 
"  extradición,  ya  por  las  autoridades  del  país  ó  por 
"  las  extrangeras,   habrá    de  remitirse   un  testimonio 


u 
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literal  del  auto  que  decrete  esta  diligencia  y  ade- 
más los  siguientes  documentos: 
**  1^  La  sentencia  de  condenación,  según  la  forma 
prescripta  por  la  legislación  respectiva,  si  se  tratase 
de  un  condenado,  ó  el  mandato  de  prisión  expedi- 
do por  Tribunales  competentes,  con  la  designación 
exacta  y  la  fecha  del  crimen  ó  delito  que  la  mo- 
tivara, si  se  tratase  de  un  procesado  ó  presunto 
delincuente.  Estos  documentos  se  enviarán  origi- 
nales ó  en  copia  auténtica. 

**  2^  Todos  los  datos  y  antecedentes  necesarios 
para  justificar  la  identidad  de  la  persona  requerida: 
**  2fi  La  copia  autenticada  de  las  disposiciones  le- 
gales aplicables  al  hecho  acusado,  según  la  legisla- 
ción respectiva. 

*  Como  V.  E.  podrá  verlo  por  la  piezas  agrega- 
das por  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Francia  á  su 
pedido  de  extradición,  ellas  no  cumplen  las  condi- 
ciones exijidas  por  el  artículo  que  acabo  de  trans- 
cribir de  nuestro  Código  de  Procedimientos  Crimi- 
nales. 

"  FcUta  el  testimonio  literal  del  auto  que  haya  de- 
cretado se  solicite  de  V.  E,  la  extradición  del  pro- 
cesado; y  falta  también  el  mandato  de  prisión  ex- 
pedido por  Tribunal  competente,  pues  el  que  se  acom- 
paña, y  aun  cuando  en  él  se  mencione  dicho  auto, 
ha  sido  expedido  por  S.  E.  el  Señor  Presidente  de 
la  República  Francesa. 

"  Hago  estas  observaciones  á  causa  de  que  la  Su- 
prema Corte  Federal,  en  una  sentencia  reciente  re- 
caída en  la  causa  sobre  extradición  de  Marius  Brun 
y  Alois  Sartois,  solicitada  también  por  el  Señor  Mi- 
nistro de  Francia,  declaró  que  debían  cumplirse  ri- 
gurosamente los  requisitos  exigidos  por  nuestro  Có- 
digo de  Procedimientos  Criminales,  en  falta  de  tra- 
tados especiales.  Esa  sentencia  fué  comunicada 
oportunamente  á  V.  E.,  y  supongo  que  lo  fué  tam- 

17 
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""  bien  por  V.  E.  al  Señor  Ministro  de  Francia,  pues 
"  S.  E.  solicitó  6ilgunas  explicaciones  acerca  de  ella". 

La  Suprema  Corte  se  fundó  para  no  hacer  lugar 
á  la  extradición  en  el  caso  indicado,  en  la  falta  del 
testimonio  literal  del  auto  judicial  del  Tribunal  fran- 
cés que  hubiera  decretado  se  solicitara  dicha  extra- 
dición, y  á  cuyo  auto  se  refiere  en  su  primera  parte 
el  art.  651  del  citado  Código  de  Procedimientos.  Co- 
mo V.  E.  podrá  ver!o,  en  el  caso  actual,  tampoco  se 
acompaña  dicho  auto  judicial. 

Pienso  en  consecuencia,  que  de  acuerdo  con  lo  exi- 
gido por  la  Ley  que  dejo  transcripta,  no  le  es  posi- 
ble á  V.  E.  acceder  á  la  solicitud  de  S.  E.  el  Señor 
Ministro  de  Francia. — Buenos  Aires,  Octubre  6  de 
1890''.— Buenos  Aires,  Diciembre  22  de  1890.— An- 
tonio E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Diciembre  22  de  1890. — Vista  k  pre- 
cedente nota  de  la  Legación  de  Francia,  en  la  cual 
solicita  por  encargo  de  su  gobierno,  y  á  título  de 
reciprocidad,  la  extradición  del  llamado  Arnold  Waldez, 
acusado  de  acesinato  y  robo,  y  atendiendo  á  lo  ex- 
puesto en  el  anterior  dictamen  del  Señor  Procurador 
General  de  la  Nación. 

El  Presidente  de  la  República — 

resuelve: 

No  hacer  lugar  al  pedido  de  extradición  de  Arnold 
Waldez,  debiendo  devolverse  á  la  Legación  de  Francia 
los  documentos  de  la  referencia,  con  copia  legalizada 
de  dicho  dictamen  y  de  la  presente  resolución. — PE- 
LLEGRINL — Eduardo  Costa. 
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Gl  Rector  de  la  Iglesia  protestante, — sobre  introducción  li- 
bre de  derechos  de  articules  y  objetos  para  el  culto. 

El  Rector  de  la  Iglesia  Protestante  de  San  José  de  Flores  se  pre- 
sentó al  Ministerio  de  Hacienda  en  13  de  Diciembre  úe  1890,  so- 
licitando le  exoneraran  del  pago  de  derechos  á  dos  cajones  con- 
teniendo una  ventana  de  vidrios  de  colores  con  una  imagen, 
destinada  al  culto  de  esa  Iglesia. 

La  Dirección  General  de  Rentas  aconsejó  no  se  hiciera  lugar  á  lo 
solicitado  por  carecer  de  personería  el  recurrente,  y  el  Sr.  Pro- 
curador del  Tesoro  dictaminó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

V.  E.  en  mi  opinión  no  debe  acx>eder  á  lo  solici- 
tado por  esta  iglesia  protestante,  que  como  tal  no  go- 
za de  los  privilegios  acordados  por  las  leyes  nacio- 
nales al  culto  católico. — Febrero  22  de  1891. — José 
María  Cantilo. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Abril  9  de  1891. — Resultando  de  los 
informes  producidos  que  el  recurrente.  Rector  de  la 
Iglesia  Protestante  de  San  José  de  Flores,  no  ha 
cumplido  con  lo  que  establece  la  ley  de  Aduana,  pues 
estos  asuntos  por  su  naturaleza,  deben  de  iniciarse 
por  ante  el  Ministerio  de  Justicia,  Culto  ¿  Instrucción 
Pública. 

Devuélvase  al  interesado  para  que  proceda  en  la 
forma  indicada  previa  reposición  de  sellos. 

A  sus  efectos  vuelva  á  la  Dirección  General  de 
Rentas. — Vicente  F.  López. 
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Los  Sres.  La  Rocha  y  G° — sobre  la  marca  «Hoyo  de  Monterrey». 

En  17  (le  Diciembre  de  1890  se  presentaron  al  Ministerio  del  Inte- 
rior Los  Sres. La  Rocha  y  C*  interponiendo  el  recurso  de  apela- 
ción de  la  denegación  hecha  por  la  Oficina  de  Marcas,  del  regis- 
tro déla  marca  denominada  ^'lioyo  de  Monterrey^  para  distinguir 
los  cigarros  de  hoja  habano  de  su  especial  elaboración 

Pasado  á  informe  del  Departamento  de  Obras  Públicas,  de  cuya 
repartición  depende  la  Oficina  de  Marcas,  manifestó  que  el  regis- 
tro de  esa  marca  había  sido  denegado  en  virtud  del  dictamen 
de  su  Asesor  letrado  que  dice  asi: 

Señor  Director: 

Los  cigarros  habanos  "^Hoyo  de  Monterrey*'  gozan  de  fama  uni- 
versal y  han  adquirido  una  reputación  que  bien  podría  llamarse 
colectiva:  ella  pertenece  exclusivamente  á  la  localidad  que  los 
produce,  desde  que  la  procedencia  del  producto  ó  de  la  merca- 
dería no  es  cosa  indiíerente  ni  en  el  comercio  ni  en  la  indus- 
tria, siendo  considerada  como  propiedad  de  los  negociantes  y  fa- 
bricantes establecidos  en  la  misma  villa  ó  ciudad. 

Los  Sres.  La  Rocha  y  C^  pretenden  registrar  la  marca  de  fábrica 
con  la  cual  distingue  los  cigarros  "Hoyo  de  Monterrey „  de  su 
elaboración,  cuya  descripción  y  dibujo  acompañan.  Los  prin- 
cipios que  dominan  la  legislación  de  marcas  de  fábrica  y  las 
disposiciones  terminantes  de  nuestra  ley  al  respecto,  inducen  ai 
Asesor  á  aconsejar  el  rachazo  de  la  presente  solicitud,  no  obs- 
tante al  riquísimo  cajón  de  habanos  con  que  ha  sido  agraciado 
por  los  interesados  y  que  devuelvo  en  la  fecha.  Deben  reponerse 
los  sellos.    Estudio  Noviembre  8  1890.— /$amue¿  Donovan, 

Y  fundándose  en  el  Art.  28  Inciso  5  de  la  ley  de  Patentes  de  in- 
vención y  Marcas  de  Fabrica  que  dice  asi; 

Señor  Director: 

El  Sr  La  Rocha  se  presentó  en  22  de  Octubre  de  1890,  solicitando 
la  inscripción  de  la  marca  "Hoyo  de  Monterrey„  para  distinguir 
cigarros  habanos  y  se  le  denegó  entre  otras  razones,  por  el  Art. 
28  Inciso  5°  de  la  ley  que  dice  asi:  Todos  aquellos  que  con  in- 
tención fraudulenta  pongan  ó  hagan  poner  sobre  una  mercade- 
ría una  enumeración  ó  cualquiera  otra  designación  falsa  con 
relación,  sea  la  naturaleza,  calidad,  cantidad,  número,  peso  ó 
medida,  ó  al  lugar  ó  país  en  el  cual  haya  sido  fabricada  ó  expe- 
dida. 
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La  desigrnación  "Hoyo  de  Monterrey„  tratándose  de  un  fabricante 
nacional  era  evidentemente  falsa  y  su  comprobación  está  demos* 
trada  en  la  nueva  solicitud  presentada  por  el  apoderado  de  su 
verdadero  propietario  Don  José  Qener,  por  cuya  razón  se  le 
concedió  la  marca  que  resulta  del  expediente  adjunto. 

También  ge  acompaña  la  protesta  que  los  Señores  La  Rocha  y  C*. 
hacen,  por  haberse  concedido  la  marca  que  con  posterioridad 
solicitaron  Gener  y  Ci'^.— José  Antonio  Velar. 

Oido  el  Sr  Procurador  del  Tesoro,  dio  el  siguiente  dictamen. 

ExMO.  Señor: 

Carece  á  mi  juicio  de  fundamento  la  apelación  in- 
terpuesta por  los  Sres  La  Rocha  y  Cia,  y  debe  V.  E. 
confirmar  sin  más  trámites  la  resolución  del  Departa- 
mento  de  Obras  Públicas. 

Los  recurrentes,  en  efecto,  pretendieron  registrar  la 
conocida  marca  "Hoyo  de  Monterrey „  para  distinguir 
los  cigarros  de  tabaco  habano  que  elabora  la  fábrica 
de  su  propiedad. 

Se  presentaron  con  todos  los  requisitos  que  esta- 
blece la  ley,  y  corridos  los  trámites  de  estilo,  se  ha- 
bría accedido  á  lo  solicitado,  si  ciertas  peculiaridades 
del  caso,  no  hubieran  llamado  la  atención  del  Depar- 
tamento de  Obras  Públicas,  el  cual  de  acuerdo  con 
un  informe,  de  su  asesor  letrado,  resolvió  no  hacer 
lugar  á  la  inscripción  pedida. 

Que  el  Departamento  de  Obras  Públicas  procedió 
correctamente  es  indudable,  bastando  para  convencerse 
de  ello  tener  presente  el  inciso  5^  del  artículo  28  de 
la  ley  de  la  materia. 

Por  él  se  prohibe,  y  castiga  el  hecho  de  poner  "so- 
bre una  mercadería  una  enunciación  ó  cualquier  otra 
designación  falsa^  con  relación  sea  á  la  naturaleza, 
calidad,  cantidad,  número,  peso  ó  medida,  ó  al  lugar 
ó  país  en  el  cual  haya  sido  fctbricado  ó  expedida^  y  es 
muy  atendible  por  lo  tanto,  la  observación  que  ha 
hecho  sobre  el  particular  el  jefe  de  la  oficina  de  pa- 
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tentes  y  marcas  de  fábrica  en  su  informe  de  22  de 
Junio. 

He  observado  además,  que  en  uno  de  los  diseños  de 
la  marca  que  se  acompaña  á  los  efectos  del  registro,  se 
lee  la  siguiente  inscripción;  es¿a  /dórica  es  la  única  que 
puede  elaborar  tabacos  de  esta  clase  por  ser  de  su  pro- 
piedad^ la  vega  que  lo  produce y^  y  resultando  evidente- 
niente  de  todo  lo  obrado,  que  es  esta  una  enunciación 
falsa,  la  administración  pública  no  ha  podido  ni  puede 
contribuir  con  sus  actos  á  mistificar  de  esta  manera  á 
los  consumidores. 

Pero  hay  algo  todavía  más  concluyente  que  disipa- 
ría en  último  caso  toda  duda. 

Con  posterioridad  á  la  presentación  de  los  señores 
La  Rocha  y  C*.  compareció  á  su  vez  D.  Ramón  M. 
Blanco,  con  un  poder  extendido  en  forma,  en  la  ciu- 
dad de  la  Habana,  por  D.  José  Gener  y  Botet,  pro- 
pietario conocido  de  las  marcas  "Hoyo  de  Monterrey'' 
"La  exepción"  "José  Gener*'  y  otras  iguamente  acre- 
ditadas, solicitando  á  nombre  de  su  mandante  el  re- 
gistro de  dichas   marcas. 

Es  de  notar  que,  en  los  diseños  de  las  marcas  del 
Sr.  Gener,  también  se  anuncia  que  ninguna  otra  fá- 
brica puede  elaborar  tabacos  "Hoyo  de  Monterrey  ^ 
por  ser  de  su  propiedad  la  vega  que  los  produce, 
empleando  exactamente  las  mismas  palabras  reprodu- 
cidas por  los  Señores  La  Rocha  y  C*.  al  atribuirse, 
el  dominio  de  dicha  vega. 

La  solicitud  del  mandatario  del  Señor  Gener,  abo- 
nada por  la  autenticidad  de  los  documentos  que  se 
envian  desde  el  país  de  donde  se  importa  esa  clase 
de  tabaco,  y  por  la  presunción  que  establece,  en  su 
favor  la  antigua  y  notoria  posesión  de  sus  marcas,  de- 
bía ser  favorablemente  resuelta,  como  lo  ha  sido,  con 
arreglo  al  artículo  42  de  la  ley,  que  autoriza  el  regis- 
tro de  las  marcas  extranjeras. 

Entretanto,  siguen  creyendo  los  Señores  La  Rocha 
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y  C*  que  la  prelación  acordada  por  el  artículo  15  de 
la  ley,  les  dá  un  derecho  de  piioridad  indiscutible  pa- 
ra registrar  como  propia  la  marca  "Hoyo  de  Monte- 
rrey" y  declararse  dueños  de  la  vega  de  este  nom- 
bre, considerando  irregular,  y  quizá  motivada  por  un 
acto  de  condescendencia,  la  concesión  hecha  al  man- 
datado  del  Sr.  Gener. 

Semejante  interpretación  de  la  ley,  que  de  ningún 
modo  se  ajusta  á  lo  que  resulta  de  sus  preceptos, 
sería  contraria  á  todo  principio  de  justicia  y  equidad 
y  á  los  fines  especiales  que  el  lejislador  ha  tenido 
ante  todo  en  vista:  garantizar  al  fabricante  la  propie- 
dad de  sus  marcas,  y  al  consumidor  la  lejitimidad 
del  producto. 

Como  V.  E.  puede  juzgarlo,  por  las  consideracio- 
nes expuestas  y  las  demás  constancias  del  ex;:edien- 
te,  las  deducciones  que  sacan  los  interesados  de  su 
errónea  interpretación  legal  no  resisten  á  un  examen 
detenido,  si  bien  dejan  en  el  espíritu  la  convicción 
de  la  buena  fé  con  que  proceden,  puesto  que  se  apo- 
yan precisamente  en  las  circunstancias  que  les  son 
más  desfavorables — Estudio  Julio  3  de  1891 — E. 
García  Mérou. 

Consultado  el  Señor  Procurador  General    de  la  Nación,   se    expi- 
dió asi: 

ExMO.  Señor: 

9 

La  marca  "Hoyo  de  Monterrey''  es  sin  duda  una 
marca  extranjera,  desde  que  D.  José  Gener,  domici- 
liado en  La  Habana,  señala  con  ella  los  productos 
de  su  fabricación,  como  lo  demuestra  el  poder  que 
obra  á  fojas  2  del  expediente  agregado,  otorgado 
por  él  á  favor  de  D.  Ramón  M.  Blanco. 

Ahora  bien:  "Para  que  las  marcas  extranjeras  dis- 
"pone  el  art.  42  de  la  Ley  de  Marcas  de  Fábrica  y 
**ad   Comercio,    gocen    de    las    garantías    que    dicha 
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'^ley  acuerda,  deberán  ser  registradas  con  arreglo  á  sus 
"prescripciones.  Los  propietarios  de  ellas ^  ó  sus  agen- 
"'Us^  debidamente  autorizados ^  son  los  únicos  que  pue- 
^  den  solicitar  el  registro. 

De  acuerdo  con  esta  disposición,  D.  Ramón  M. 
Blanco,  apoderado  de  D.  José  Gener,  ha  solicitado  y 
obtenido,  como  lo  demuestra  la  foja  que  precede,  el 
registro  de  la  expresada  marca;  y  lo  ha  obtenido, 
porque,  según  los  términos  de  dicha  disposición,  era 
el  único  que  podía  solicitarla. 

Registrada,  como  lo  está,  dicha  marca,  no  es  po- 
sible acceder  á  tal  pretensión  por  parte  de  los  Seño- 
res La  Rocha  y  C*,  quienes,  según  el  mimoart  42, 
carecen  de  todo  derecho  para  pretender  e!  registro  de 
una  marca  extranjera,  no  estando  debidamente  auto- 
rizados por   su  propietario. 

Por  estas  consideraciones  y  las  demás  expuestas 
en  el  informe  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  de  fo- 
jas 24  del  expediente  agregado,  soy  de  opinión  que 
la  resolución  de  la  Oficina  de  Patentes,  corriente  á 
fojas  12  del  citado  expediente,  debe  ser  confirmada 
por  V.  E. — Buenos  Aires,  Agosto  14  de  1891. — An- 
tonio E.  Malaver. 

En  este  estado,  se  presentaron  nuevamente  los  Señores  La  Rocha 
y  C*  pidiendo  se  hiciera  lugar  al  registro  que  habían  solicitado, 
fundándose  en  que  la  presentación  del  Sr.  Ramón  Blanco,  re- 
presentante del  Sr.  Gener,  había  sido  hecha  con  posterioridad 
y  en  que,  según  el  art.  15  de  la  Ley,  el  derecho  de  prelación 
para  la  propiedad  de  una  marca  es  regido  por  el  día  y  la  hora 
en  que  se  presentó  la  solicitud  al  respecto. 

Pasado  nuevamente  en  consulta  al  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  dio 
el  siguiente  dictamen: 

ExMO.  Señor: 

Ninguna  consideración  seria  aducen  los  interesados 
que  destruya  los  fundamentos  de  mi  dictamen  n°  94, 
apoyado  por  la  autorizada  opinión  del  Sr.  Procurador 
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General  de  la  Nación  en  su  vista  del  14  de  Agosto 
próximo  pasado. 

Respecto  á  la  prioridad  de  la  presentación  en  que 
insisten  nuevamente  los  Sres.  La  Rocha  y  C*  consi- 
dero que  este  punto  ha  quedado  suficientemente  di- 
lucidado para  que  V.  E.  pueda  formar  su  juicio,  pe- 
ro recordaré  no  obstante,  la  ley  n°  866  de  Setiem- 
bre de  1877  por  la  cual  se  declara  el  plazo  para  el 
registro  fijado  en  el  artículo  38  de  la  ley  n<>  787  de  19 
de  Agosto  de  1876,  no  comprende  á  las  marcas  ex- 
tranjeras. 

Existen  sobre  este  particular  numerosas  decisiones 
de  los  tribunales  federales,  y  especialmente  la  dictada 
por  la  Suprema  Corte  en  el  caso  de  la  compañía  de 
fabricantes  "Singer"  contra  D.  Juan  Shans  (Fallos 
de  la  S.  C.  serie  2*  tomo  20  página  312). 

El  P.  E.  ha  consagrado  la  misma  doctrina  en  sus 
resoluciones  administrativas,  estableciendo  en  los  con- 
siderandos del  decreto  de  12  de  Agosto  de  1890,  ^'que 
no  debe  privarse  al  fabricante  creador  de  un  artículo, 
del  derecho  á  la  marca  con  que  lo  ha  hecho  conocer 
en  el  mercado,  tan  sólo  porque  otro,  conocedor  de 
su  éxito,  se  anticipó  á  registrar  una  marca  semejan- 
te con  fines  más  ó  menos  discutibles"  (Registro  Na- 
cional tomo  38  página  148). 

En  cuanto  á  la  modificación  que  proponen  los  Sres. 
la  Rocha  y  C*  para  distinguir  su  marca  de  la  del 
Sr.  Gener  y  obtener  así  la  inscripción  denegada,  creo 
que  una  simple  desigualdad  en  los  detalles,  no  basta 
para  prevenir  la  posible  confusión  entre  dos  mar- 
cas que  son  de  todo  punto  semejantes. 

La  ley  francesa,  de  la  cual  ha  sido  tomada  la  ar- 
gentina, considera  como  adulteración  punible  toda  se- 
mejanza que  sin  ser  gráfica  importa  sin  embargo  una 
imitación  de  la  etiqueta  que  pueda  inducir  al  compra- 
dor á   engaño. 

Bajo    este   punto  de  vista,  dice  una  fundada  sen- 
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tencia  del  Juez  Federal  Dr.  Albarracin,  no  es  necesa- 
rio que  concurran  la  exacta  identidad  de  nombres  de  fa- 
bricante, lugar  de  la  fabricación,  ni  dimensiones  y  exac- 
titud matemáticas  empleadas  en  los  signos  y  figuras 
de  la  etiqueta  y  sisólo  la  impresión  que  impone  el  con- 
junto de  todas  estas  circunstancias."  Fallo  de  la  S. 
C.  serie  3%  tomo  1°  pag.  402. 

En  efecto,  para  los  fines  de  la  ley  no  es  indispen- 
sable que  la  reproducción  sea  rigurosamente  exacta: 
basta  que  directa  ó  indirectamente  pueda  producir  con- 
fusión entre  los  productos;  lo  que  implica  que  la  po- 
sibilidad de  la  confusión  es  la  condición  constitutiva 
de  la  acción  á  deducir  (Bedarride  Brevets  ctinvention 
tomo  3<^  página  157,  Pouillet  Marques  de  Fabrique 
página  167). 

De  acuerdo  con  estos  principias,  la  Suprema  Corte 
ha  declarado  en  la  citada  causa  Shaw,  que  la  marca  de 
fábrica  que  produzca  confusión  perjudicial  á  los  inte- 
reses del  inventor,  no  puede  usarse. 

Comparando  en  el  presente  caso  las  marcas  cuyos 
diseños  obran  en  este  expediente,  se  advierte  que  las 
franjas  ó  zonas  en  que  se  encuentran  divididas  las 
etiquetas,  las  sombras  ó  colores  que  las  hacen  resal- 
tar y  la  forma  de  la  impresión  de  los  nombres,  así 
como  los  envases  y  las  medallas  de  las  exposiciones 
contribuirían  en  conjunto  á  que  ambas  fueran  fácil- 
mente confundidas. 

Por  estas  consideraciones,  insisto  en  que  debe  con- 
firmarse la  resolución  apelada. — Estudio,  Noviembre  5 
de  1891. — E.  García  Mérou. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Diciembre  30  de  1891. — De  acuerdo 
con  los  precedentes  dictámenes  de  los  Srs.  Procura- 
dor General  de  la  Nación  y  Procurador  del  Tesoro, 
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SE  resuelve: 


Confírmase  la  resolución  de  la  Oficina  de  Patentes 
y  Marcas  de  Fábrica  de  fecha  21  de  Diciembre  del 
año  ppdo  (fojas  13)  apelada  por  los  Srs.  La  Rocha 
y  C*.  por  la  que  se  denegaba  á  estos  Srs.  el  regis- 
tro de  una  marca  de  Fábrica  para  cigarros  de  su  ela- 
boración con  el  nombre  "Hoyo  de  Monterrey". 

Comuniqúese,  publíquese  y  archívese.—  PELLEGRINI 
— José  V.  Zapata. 


La  Oficina  de  arqueos  consalta, — sobre  el  uso  de  las 

estampillas  en  los  certificados. 

La  Oficina  de  arqueos  se  dírije  al  Ministerio  de  Hacienda  en  Di- 
ciembre 20  de  1890  consultando  sí  el  uso  de  la  estampilla  que 
exije  esa  oficina  en  los  certificados  que  expide  por  arqueo  de 
buques  debe  hacerlo  eu  oro  ó  en  papel  de  curso  legal  y  una 
vez  resuelto  se  le  autorice. 

La  Dirección  de  Rentas  manifiesta  que  cobrándose  á  oro  solamente 
los  derechos  aduaneros  en  conformidad  de  la  prescripción  de  la 
ley  de  aduana  no  cree  que  deba  concederse  la  autorización  que 
se  pide  para  exijir  el  pago  en  oro  de  los  precios  de  la  Tarifa 
que  rije  para  los  arqueos  de  buques,  por  que  no  sólo  se  ha- 
cia una  excepción  sino  que  con  tal  procedimiento  se  au menta- 
ría mucho  lo  asignado  en  la  Tarifa  vigente;  por  estas  razones 
aconseja  no  debe  hacerse  lugar  á  la  modificación   pedida. 

La  Contaduría  General  reproduce  lo  informado  por  la  Dirección 
General  de  Rentas.— Pasado  este  asunto  al  Señor  Procurador 
del  Tesoro  dictaminó  lo    siguiente: 

ExMO.   Señor: 

La  Dirección  General  de  Rentas  y  la  Contaduría 
General  observan  pertinentemente  que,  no  debiendo 
cobrarse  á  oro  si  no  los  derechos  de  aduana,  la  inter- 
pretación que  la  Oficina  de  arqueos  da  á  la  tarifa  de 
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1876,  entendiéndola  á  oro  por  estar  formulada  k  pesos 
fuertes^  es  de  todo  punto  inaceptable. 

Creo,  sin  embargo,  que  otras  razones  aconsejan  to- 
mar en  cuenta  la  indicación  de  dicha  oficina  para 
modificar  la  tarifa  de   1876. 

En  efecto:  si  esa  tarifa  se  aplicara  á  oro  sería  real- 
mente excesiva;  pero  tomada  á  papel  moneda  por 
sus  cifras  escritas  según  corresponde,  resulta  sin  duda 
alguna  mucho  más  reducida  que  en  la  época  en  que 
fué  dictada,  y  nada  obsta  á  que  se  aumente  equita- 
tivamente, como  se  han  aumentado  desde  aquella  fecha 
casi  todas  las  remuneraciones  públicas  ó  particulares  y 
los  derechos  fiscales. 

Comparando  la  tarifa  del  reglamento  de  1876  con 
la  que  propone  la  Oficina  de  Arqueos,  calcada  sobre 
la  escala  que  estableció  el  decreto  de  1^  de  Octubre 
de  1 890  para  las  estampillas  de  los  certificados,  des- 
pués de  suprimida  la  antigua  oficina,  observo  que  no 
existe  notable  diferencia  entre  ambas,  y  que  sí  bien 
la  última  es  más  elevada,  parece  remunerar  más  pro- 
porcionadamente las  operaciones  de  arqueo  según  la 
capacidad  de  las  embarcaciones 

Así  la  tarifa  de  1876  establece  los  siguientes  dere- 
chos por  tonelada:  buque  de  menos  de  50  toneladas, 
veinte  centavos;  de  51  á  150,  diez  y  seis  centavos; 
de  151  á  300,  doce  centavos  y  de  301  en  adelante, 
diez  centavos;  en  tanto  que  la  tarifa  propuesta  fija  un 
derecho  de  cinco  pesos  para  los  buques  que  no  exce- 
pan  de  5  toneladas,  diez  $  para  los  que  excedan  de  5  y 
no  pasen  de  50,  y  de  esta  cifra  en  adelante,  diez  cen- 
tavos más  por  cada  tonelada  de  exceso,  entendiéndose 
que  estos  derechos  se  calcularán  con  arreglo  al  tone- 
lage  total  del  buque. 

Por  el  decreto  de  5  de  Noviembre  de  1 890  se  dispuso 
que  el  arqueo  de  los  buques  se  efectuaría  por  los  Oficia- 
les de  la  Armada  en  comisión,  autorizando  á  estos  á 
percibir  sus  emolumentos  de  acuerdo  con  las  disposi- 
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dones  vigentes,  y  como  parece  que  esas  disposiciones 
son  mal  interpretadas,  como  se  desprende  de  la  misma 
nota  del  jefe  de  la  Oficina  de  Arqueos  y  de  las  quejas 
de  los  dueños  de  buques,  que  han  encontrado  eco  en 
diarios  de  la  fecha,  convendría  que  V.  E.  aceptara  la 
tarifa  propuesta;  rigiendo  en  cuanto  á  los  certificados 
lo  dispuesto  en  la  ley  de  sellos. — Buenos  Aires,  Junio 
24  de  1891 — E.  García   Mérou. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Julio  7  de  1891. — Estando  en  vigencia 
lo  dispuesto  en  el  decreto  de  14  de  Enero  de  1886 
relativo  á  la  reglamentación  de  las  funciones  de  la  Ofi- 
cina de  Arqueos,  y  la  tarifa  que  está  autorizada  á  cobrar 
por  sus  operaciones,  archívese. — Vicente  F.  López. 


Juan   O'Gonnor,— solicita    libre    despacho   de   300   metros 

cuadrados  de  piedra  de  vereda. 

En  25  de  Diciembre  de  1890,  D.  Juan  0*Connor,  ocurrió  al  Ministe- 
rio de  Hacienda,  en  representación  de  la  "^Sociedad  Argentina  de 
Carnes  Conservadas",  ubicada  en  el  Departamento  de  Colon  (En* 
tre-Rios^,  manifestando:  que  liabiendo  sido  exonerado  de  todos 
los  derechos  de  Aduana  por  los  materiales  que  se  introduzcan 
para  las  instalaciones  de  su  fábrica,  solicita  en  tal  virtud,  el  li- 
bre despacho  de  trescientos  metros  cuadrados  de  piedra  de  vere- 
da con  destino  á  la  misma. 

La  Dirección  General  de  Kentas  informó  al  respecto   lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Por  la  presente  solicitud  se  pide  el  despacho  sin  gravamen  de  de- 
rechos de  300  metros  cuadrados,  piedra  de  vereda,  amparándose 
en  la  Ley,  que  exime  del  pago  de  derechos  los  materiales  y 
maquinarias  para  los  establecimientos  que  elaboran  carnes  con- 
servadas por  los  sistemas  modernos. 

A  juicio  de  la  Dirección,  no  se  puede  dar  á  la  citada  ley  la  amplL 
tud  que  pretenden  los  recurrentes,  pues  es  evidente  que  las  pie- 
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(iras  para  vereda  que  es  motivo  de  construcción,  no  pueden  estar 

incluidas  en  la  franquicia  de  la  citada  Ley. 
Por  lo  expuesto  cree  la  Dirección  que  no  debe  hacerse  lucrar  á  lo 

pedido.— Dirección  General  de  Rentas,  Febrero  16  de  lS9l.— David 

Saravia. 
Pasado  á  dictamen  del  Procurador  del  Tesoro,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Opino  como  la  Dirección  de  Rentas,  que  no  debe 
hacerse  lugar  á  la  exoneración  de  derechos  solicitada. 
— Marzo  7  de  1891.  -José  M.  Cantilo. 

Dióse  enseguida  vista  al  interesado,  el  cual  la  evacuó,  agregando." 
que  el  artículo  11  de  la  le^  de  garantía  para  la  exportación 
de  carne  bovina  dice  terminantemente:  "^Las  Empresas  garanti- 
das estarán  ecconeradas  de  todo  impuesto  nacional  y  provincial 
durante  el  término  del  contrato  de  garantía";  que  esta  ley  es  ge- 
neral y  no  establece  ningún  caso  de  excepción;  por  consiguiente 
no  hay  razón  ni  derecho  para  formular  las  'restricciones  qua 
menciona  la  Dirección  General  de  Rentas  en  sa  informe  prece- 
dente; que  no  debe  tampoco  olvidarse,  que  la  industria  de  que 
se  trata  es  uno  de  los  factores  más  poderosos  para  operar  un 
restablecimiento  en  el  sentido  del  equilibrio  económico  del  país 
y  que  como  tal  las  leyes  que  precedieron  á  su  implantación  me- 
recen ser  respetadas  é  interpretadas  en  el  sentido  que  más  las 
favorezca;  que  este  ha  sido  el  principio  que  ha  guiado  al  Minis- 
terio en  las  solicitudes  presentadas  por  otros  establecimientos 
análogos  como  el  de  la  ""Higlband  Scot  Canning  Company'*  y  que 
por  lo  tanto  el  Ministerio  puede  en  justicia  apartarse  de  esos 
precedentes:  por  todo  lo  expuesto  insiste  en  su  solicitud  ante- 
rior. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas,  expuso:  que  tratándose  en  el 
caso  ocurrente,  de  un  derecho  adquirido  por  ley,  debe  acceder- 
se  á  lo  que  se  solicita,  que  á  parte  de  esto,  debe  modificarse  el 
art.  2°  de  la  ley  de  Aduana  vigente,  así  como  la  ley  de  garantia 
á  que  se  refieren  los  recurrentes,  en  la  que,  debe  limitarse  la 
libre  introducción,  para  todo  material  ó  producto,  que  no  se  en- 
cuentre, ó  no  se  elabore  en  el  país. 

El   Procurador  del  Tesoro  dictaminó  en  los  términos  siguientes. 

ExMO.  Señor: 
En  los  informes  precedentes  con  excepción   del  ex- 
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pedido  por  el  Departamento    de    Obras    Públicas,  se 

incurre  en  el  error  de  examinar  este  asunto  á  la  luz 

del  art.  2°  de  la    Ley    de    Aduana,    que    no    le  es 
aplicable. 

"La  Sociedad  Argentina  de  Carnes  Conservadas" 
se  ampara  entre  tanto,  en  las  disposiciones  de  la  Ley 
de  garantía  para  la  exportación  de  carne  bovina,  pe- 
ro avanza  á  su  vez  apreciaciones  de  todo  punto  ina- 
ceptables sobre  la  extensión  que  debe  darse  é  sus 
franquicias. 

No  es  dudosa  sin  embargo,  la  interpretación  del 
art.    11  de  la  citada  Ley. 

Conceder  á  las  empresas  acojidas  á  sus  beneficios 
la  exoneración  de  todo  impuesto  nacional  ó  provincial 
durante  el  término  del  contrato  de  garantía^  significa 
claramente  exceptuarlas  por  completo  de  las  contribu- 
ciones que  pudieran  gravar  á  aquellas  operaciones  in- 
dustriales protegidas  por  razones  de  conveniencia  pú- 
blica. 

Ahora  bien:  esta  liberalidad  por  extensa  que  se  le 
suponga,  no  puede  autorizar  de  ningún  modo  á  las 
mencionadas  empresas  á  introducir  libremente  para 
sus  establecimientos  toda  clase  de  materiales  y  mer- 
caderías, sin  control  ni  limitación  alguna,  como  suce- 
dería si  se  aceptara  la  doctrina  del  escrito  presentado 
por  la  ''Sociedad  Argentina  de  Carnes  Conservadas. „ 
No  seguiré  en  su  argumentación  al  representante  de 
la  empresa;  ella  reposa  exclusivamente  en  la  genera- 
lidad de  los  términos  del  art°  11  de  la  ley,  y  en  la 
amplificación  de  una  conocida  máxima  jurídica,  que 
si  bien  se  aplica  en  casos  determinados,  está  lejos 
de  enseñar  una  verdad  absoluta. 

Olvida  el  interesado  que  la  escolástica,  de  donde 
proviene,  le  había  encontrado  ya  su  correctivo,  pues 
en  la  misma  escuela  donde  se  invocaba  el  aforismo 
tíbi   lex  non  distinguit  nec    nos  distinguiré  de  benni 
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se  replicaba  por  via  de  refutación:  nist  subsit  reUio 
distinguendr. 

Se  explica  fácilmente  la  generalidad  de  la  cláusula 
referida,  por  el  carácter  peculiar  de  estas  leyes  de 
Admón  que  reglamenta  y  aplica  el  P.  E.  distinguien- 
do en  ellas  lo  que  razonablemente  debe  ser  distingui- 
do, con  arreglo  á  las  limitaciones  lógicas  que  surgen 
del  espíritu  de  sus  prescripciones,  y  en  ejercicio  de 
una  atribución  constitucional. 

Se  entiende  y  debe  entenderse,  que  tales  leyes  no 
se  dictan  para  alterar  sustancialmente  todo  un  orden 
jurídico  y  administrativo,  y  que  los  privilegios  ó  de- 
rogaciones del  derecho  común  que  contienen,  están 
circunscritas  y  restringidas  al  propósito  manifiesto  del 
legislador.  No  es  otro  el  alcance  de  la  fórmula  de 
Savigny  cuando  dice  que  ^  la  interpretación  es  la  re- 
construcción del  pensamiento  de  la  ley.'' 

En  el  presente  caso,  todos  los  antecedentes  y  dispo- 
siciones concordantes  de  la  ley  n°  2402  de  9  de  No- 
viembre de  1888,  demuestran  á  las  claras  que  los  pri- 
vilegios concedidos  á  las  Empresas  garantidas,  están 
limitadas  en  diversas  formas,  y  caracterizadas  por  el 
interés  general  que  se  ha  tenido  en  vista  al  proteger 
la  exportación  de  carne  bovina;  habiéndose  abundado 
en  precauciones  prexentivas  y  de  inspección;  para  evi- 
tar cualquier  clase  de  abuso. 

Así  respecto  á  las  instalaciones  fijas,  con  las  cua- 
les se  relaciona  la  introducción  de  los  trescientos  me- 
tros cuadrados  de  piedra  de  vereda  que  se  solicita, 
el  artículo  4°  de  la  ley  determina  "  no  se  hará  con- 
cesión de  garantía  sin  que  previamente  sea  aprobado 
por  el  P.  E.  el  presupuesto  de  las  instalaciones,  ma- 
teriales y  cantidades  en  giro";  medida  complementa- 
da por  el  decreto  reglamentario  de  4  de  Febrero  de 
1889,  que  fija  un  término  perentorio  para  presentar 
los  planos  y  presupuestos  de  las  instalaciones  fijas  y 
establece  que  en  cada    contrato,  se  señalará  el  plazo 
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dentro  del  cual  debe  «quedar  definitivamente  instalada 
la  fábrica.» 

Resulta  que  las  Empresas  garantidas,  en  vez  de  te- 
ner el  derecho  ilimitado  de  introducir  libremente  sus 
materiales  de  instalación  fija,  como  lo  pretende  la  «So- 
ciedad argentina  de  carnes  conservadas»  se  encuen- 
,  tran  expresamente  inhibidas  hacerlos,  si  esos  materia- 
les no  corresponden  á  las  especificaciones  de  los  pla- 
nos y  presupuestos  aprobados,  ó  si  se  ha  vencido 
el  plazo  estipulado  para  la  instalación  definitiva  de  la 
fábrica. 

Tales  son  las  disposiciones  aplicables  al  pedido  de 
la  «Sociedad  Argentina  de  carnes  conservadas»,  y  en 
presencia  de  ellas  opino  sin  vacilación,  que  para  con- 
ceder la  exoneración  de  derechos  que  se  solicita,  es 
indispensable  que  se  compruebe  previamente,  por  in- 
formes oficiales,  que  los  trescientos  metros  cuadrados 
de  piedra  de  vereda  están  especificados  en  el  presu- 
puesto de  instalaciones  fijas  aprobado  por  el  P.  E. 
debiendo  en  caso  contrario  cobrarse  los  derechos  res- 
pectivos y  desautorizar  éstos  gastos  á  los  efectos  de 
la  garantía. 

En  cuanto  á  la  observación  que  apunta  el  Depar- 
tamento de  Obras  Públicas  sobre  la  irregularidad  de 
que  las  franquicias  establecidas  en  protección  de  una 
industria  nacional,  se  extiendan  á  la  libre  introduc- 
ción de  materiales  que  otra  industria  protejida  puede 
suministrar,  considero  de  importancia  tomarla  en  cuan- 
ta, dentro  de  la  lógica  del  sistema  que  siguen  los 
poderes  de  la  Nación  para  dictar  en  oportunidad  una 
resolución  general,  destinada  á  impedir  que  los  bene- 
ficios aduaneros  acordados  á  Empresas  garantidas  ó 
privilegiadas  se  hagan  extensivas  á  los  artículos  ex- 
tranjeros que  el  país  también  produzca. — Julio  15  de 
1891.  — E.  García  Mérou. 

Pasado  nuevamente  en   vista  al  interesado,  dijo:  que  en  vista  de 
lo  expuesto  por  el  Procurador  del  Tesoro,  debe  manifestar,  qáe 

18 
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la  piedi*a  á  quo  alude,  va  á  ser  empleada  en  la  instalación  de 
su  fábrica,  según  se  comprueba  por  los  planos  aprobados  opor- 
tunamente por  el  Ministerio;  que  tales  planos  han  sido  aproba- 
dos, resulta  claramente  del  otorgamiento  del  contrato  de  garan- 
tía por  el  gobierno  y  de  los  términos  de  la  ley  que  dice:  que 
el  contrato  se  firmará  después  de  aprobados  estos  planos» 
Consultada  la  opinión  del  Procurador  General  de  la  Nación,  la 
formuló  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

El  representante  de  la  Sociedad  Argentina  de  Car- 
nes Conservadas,  expresa  á  fojas  4  vuelta  que,  la 
piedra  cuyo  despacho  solicita  debe  ser  empleada  en 
instalaciones,  según  lo  comprueban  los  planos  opor- 
tunamente aprobados  por  el  Ministerio  de  V.  E.  que 
si  se  cree  necesario  pueden  pedirse  del  archivo  donde 
deben  encontrarse. 

El  examen  de  esos  planos  y  presupuestos  aproba- 
dos me  parece  indispensable  para  abrir  un  juicio  fun- 
dado sobre  la  exoneración  de  derechos  de  la  piedra, 
cuyo  despacho  se  solicita  con  destino  especial  á  esas 
obras. 

Sírvase  V.  E.  mandar  se  agreguen  los  antecedentes 
expresados  y  que  fecho  corra  la  vista. — Abril  1^  de 
1892. — Sabíniano  Kier. 

La  Contaduría  General  expresó:  que  el  expediente  originario  de  la 
concesión  de  que  disfruta  la  Sociedad  Argentina  de  carnes  con~ 
servadas,  figura  en  el  archivo  de  esa  repartición  y  que,  en  la 
fecha  2  de  Junio,  se  remitió  al  Procurador  General  de  la  Nación, 
á  los  efectos  indicados  en   su  dictamen  precedente. 

Solicitada  por  segunda  vez,  la  opinión  de  este  funcionario,  la  emi- 
tió de  esta  manera: 

ExMO.  Señor: 

De  las  constancias  del  expediente  archivado  en  la 
Contaduría  General  que  he  tenido  á  la  vista,  resulta 
que  V.  E.  en  Julio  17  de  1889,  fijó  en  900.000  pe- 
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SOS  oro  el  capital  de  esta  sociedad,  reservándose  la 
aprobación  definitiva  de  los  presupuestos,  para  la  época 
de  su  presentación  con  los  planos  respectivos. 

Esas  operaciones  fueron  presentadas  á  fojas  33.  67 
y  74  y  aprobadas  implícitamente  por  decreto  de  V.  E. 
He  examinado  detenidamente  los  detalles  del  presu- 
puesto aprobado  y  no  he  encontrado  en  ninguna  de 
sus  partidas^  incluidos  los  300  metros  de  piedra  que 
refiere  la  solicitud  en  gestión.  Opino  entonces  de 
conformidad  con  el  Señor  Procurador  del  Tesoro,  que 
tal  artículo  no  estando  especialmente  asignado  en  los 
presupuestos  aprobados,  como  parte  integrante  del  es- 
tablecimiento frigorífico  garantido,  no  debe  ser  exone- 
rado del  derecho  de  importación. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Setiembre  14  de  1892. — Vista  la  solicitud  que  pre- 
cede de  la  "Sociedad  Argentina  de  Carnes  Conservadas" 
por  la  que  pide  le  sea  permitida  la  importación  libre 
de  derechos  de  trescientos  metros  cuadrados  de  pie- 
dra de  vereda  para  los  pisos  de  la  fábrica  referida  y 

considerando: 

lo  Que  el  artículo  11  de  la  Ley  de  Garantía  al  es- 
tatuir que:  las  empresas  garantidas  estarán  exoneradas 
de  todo  impuesto  nacional  y  provincial  durante  el 
término  del  contrato  de  garantía,  no  se  refiere  á  otro 
género  de  gravámenes  que  á  las  contribuciones  que 
pueden  pesar  sobre  las  operaciones  comerciales  que 
realicen,  y  que  por  razones  de  conveniencia  pública  el 
Gobierno  las  ha  beneficiado  con  esta  ventaja,  dife- 
renciándose por  su  propia  naturaleza,  de  las  fran- 
quicias de  otro  género  que  acuerda  la  ley  de  Aduana 
para   la  instalación    de    sus  fábricas. 


—  280  — 

2*'  Que  respecto  de  los  mateiiales  que  necesiten  las 
fábricas  para  sus  instalaciones  fijas,  éstos  no  se  acuer- 
dan sin  límite  ni  control,  pues  el  Gobierno  les  conce- 
de la  importación  libre  dentro  de  los  límites  realmen- 
te necesarios,  á  cu}'o  efecto  exige  la  presentación  de 
planos  y  presupuestos  para  aprobarlos  constituyendo 
k  medida  de  lo  que  debe   acordarles  sin  gravamen. 

3^  Que  en  ei  caso  ocurrente,  no  figuran  ni  en  el  pre- 
supuesto ni  en  los  planos  aprobados  los  trescientos 
metros  de  piedra  de  vereda  que  menciona  la  empresa 
recurrente  por  cuyo  motivo  no  se  podría  exonerarle 
del  pago  de  ios  derechos  respectivos, 

Por  estas  consideraciones 

SE  resuelve: 

No  hacer  lugar  á  lo  pedido  por  la  "Sociedad  Ar- 
gentina de  Carnes  Conservadas  ' 

Repónganse  los  sellos  y  pase  á  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas  á  sus  efectos. — Hansen. 


Xa  Compañía  de  Seguros  y  Reaseguros  «La  unión  Italiana» 
—  solicita  la  aprobación  de  las  modificaciones  introduci- 
das  en  sus  Estatutos. 

En  Diciembre  20  de  1800,  el  vice-presi<leiite  ile  la  Sociedad  Anó- 
nima de  Segiiroíi  y  Reaseí^uros  ''La  Unión  Italiana'*  se  presentó 
.  al  ^linistci'io  del  Interior,  solicitando  la  aprobación  de  las  mo- 
dincacioncs  introducidas  en  los  Estatutos  de  la  misma  Socie- 
dad, que  acompañaba  en  unión  del  acta  de  la  Asamblea  de  Accio- 
nistas en  que  así  se  acordaba. 

Agre^jado  al  expediente  principal  pasó  á  informe  del  Señor   Pro- 
curadur  General  de  la  Nación  quien  opinó  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

En  el  acta  de  la  asamblea    de  la  Sociedad  Anóni- 
ma de  Seguros  "La  Unión    Italiana''  de  20    de    No- 
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viembre  de  1890  se  resolvió  la  modificación  de  algu- 
nos artículos  de  los  Estatutos  vigentes  y,  entre  ellos, 
la  reducción  del  capital  social;  y  aunque  en  ella  se 
dice  que  quedó  constatado  el  número  legal  de  accio- 
nistas presentes,  no  se  expresa  cuál  era  el  número 
de  las  acciones  representadas^  sino  que  ese  número 
era  conforme  á  la  disposición  del  art.  18  de  los  es- 
tatutos vigentes,  el  cual  sólo  requiere,  para  que  la 
asamblea  esté  legalmente  constituida,  la  representa- 
ción de  la  quinta  parte  del  capital  suscrito. 

Ninguna  disposición  especial  encuentro  en  dicl.os 
Estatutos  que  determine  cuál  haya  de  ser  el  número 
de  las  socios  presentes  y  el  de  las  acciones  repre- 
sentadas cuando  se  trate  de  reducir  el  capital  social, 
siendo  entonces  aplicable  la.  disposición  del  art.  354 
del  Código  de  Comercio,  que  exige,  para  dicha  re- 
ducción de  capital,  la  presencia  de  socios  que  repre- 
senten las  tres  cuartas  partes  del  capital^  y  el  voto 
favorable  de  votos  presentes  que  representen  la  mi- 
tad del  capital  por  lo  menos. 

Es  pues  indispensable  se  sin^a  V.  E.  disponer  pre- 
viamente: 

\^  Que  la  copia  del  acta  de  la  reunión  de  la  asam- 
blea, que  se  acompaña,  venga  debidamente  autentica- 
da, pues  carece  de  toda  firma  ó  sello  que  le  dé  ese 
carácter. 

2p  Que  se  acompañen  copia  autenticada  de  los  artí- 
culos de  los  Estatutos  que  hayan  sido  modificados. 

3°  Que  se  acompañen  igualmente  los  diarios  en  que 
conste  la  convocación  de  los  accionistas  á  asamblea 
general,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  19  de  los  esta- 
tutos vigentes. 

4^  Se  acompañe  la  comprobación  del  número  de 
acciones  que  estuvieron  representadas  en  la  asamblea 
del  20  de  Noviembre  antes  citada. 

Fecho  todo  esto  puede  volver  este  expediente  á  mi 
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despacho — Buenos  Aires,  Abril   7  de  1890 — Antonio 
E.  Malaver. 

Evacuado  por  el  interesado  la  vista  que  se  le  dio,  en  la  que  adujo 
los  documentos  que  se  indican  en  el  anterior  informe,  pasó  de 
nuevo  á  dictamen  del  Procurador  General  de  la  Nación  que  lo 
emitió  en  estos  términos. 

ExMO.  Señor: 

El  art.  19  de  los  Estatutos  vigentes  de  la  Unión 
Italiana  dispone  que  la  convocatoria  para  asamblea  de 
accionistas  de  la  Sociedad  de  Seguros  "La  Unión  de 
Italia  se  publicará  en  tres  diarios  de  la  Capital  /  indi- 
cará el  objeto  que  la  motiva .  *' 

El  aviso  de  convocatoria  inserto  en  el  número  de 
la  " Prensa „  que  se  ha  acompañado,  no  cumple  las  exi- 
gencias del  art.  citado  de  los  Estatutos,  no  sólo  por- 
que se  presenta  un  solo  diario,  debiendo  ser  tres  sino 
porque,  aunque  se  hubiera  publicado  en  tres  diarios, 
ese  aviso  no  indica  el  objeto  que  motiva  la  convoca- 
toria, como  lo  quiere  el  art.  19.  El  aviso  es  para 
tratar  sobre  la  orden  del  día  depositada  en  la  Secreta- 
ria, lo  que,  como  V.  E.  lo  verá,  no  es  indicar  el  ob- 
jeto que  motiva  la  convocatoria  de  la  asamblea. 

Creo  indispensable  entonces,  que  las  reformas  que  se 
han  hecho  en  los  Estatutos  sean  sometidas  á  la  de- 
liberación de  una  nueva  asamblea  de  accionistas  con- 
vocada en  los  términos  en  que  lo  exige  el  mencionado 
art.  de  los  Estatutos  vigentes. 

En  mi  informe  anterior  expuse  á  V.  E.  que  creia 
que  por  no  expresar  los  Estatutos  vigentes  cual  haya 
de  ser  el  número  de  accionistas  y  el  de  votos  que 
deben  concurrir  á  la  reducción  del  capital  social,  creía 
de  aplicación  la  disposición  del  art.  354  del  nuevo 
Código  de  Comercio.  Mas  no  siendo  la  disposición 
de  este  art.  de  orden  público  pues  ha  de  estarse  pre- 
ferentemente á  lo  que    resuelvan  los    Estatutos  de  la 
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Compañía  pienso  que  basta  que  concurra  á  la  nueva 
asamblea  el  número  de  socios  que  exije  el  art.  18  é 
intervenga  el  número  de  votos  que  el  mismo  establece, 
para  que  toda  deliberación  sea  válida;  pues  según  el 
art.  17  la  asamblea  general,  legalmente  constituida, 
representa  á  la  totalidad  de  los  accionistas  y  ejerce 
plenos  derechos  en  la  sociedad. 

V.  E.  en  vista  de  la  observación  que  dejo  hecha 
respecto  de  la  convocatoria  de  la  asamblea  de  que 
instruye  el  acta  agregada  resolverá  según  viere  ser 
más  conveniente. — Buenos  Aires,  Mayo  11  de  1891 — 
Antonio  E.  Malaver. 

Acompañados  otros  documentos  pop  el  interesado  en  la  vista  que 
se  le  dio,  pasó  nuevamente  al  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación  quien  opinó  como   sigue: 

ExMo.    Señor: 

A  pesar  de  mi  deseo  de  no  causar  entorpecimiento  á  la 
Sociedad  "la  Unión  Italiana»  en  la  aprobación  de  la 
reforma  de  sus  Estatutos,  me  considero  en  el  deber 
de  insistir  en  lo  que  expresé  y  pedí  en  mi  anterior  in- 
forme de  1 1  de  Mayo  ultimo. 

Se  han  agregado  dos  diarios  más  que  con  el  pre- 
sentado primero,  forman  los  tres  en  que,  según  el  art. 
19  de  los  Estatutos,  debió  publicarse  el  aviso  de  con- 
vocatoria para  la  asamblea;  pero  en  ninguno  de  ellos 
se  indicó  el  objeto  que    la  motivaba  como  lo  requiere 

dicho  artículo. 

Pretende  salvarse  este  error  involuntario  con  la  cir- 
cular de  10  Noviembre  ppdo.  que  también  se  acom- 
paña y  que  se  dice  haber  sido  pasada  á  todos  los 
accionistas. 

En  dicha  circular  se  expresa  la  orden  del  día,  ó  sea 
los  objetos  de  la  convocatoria  de  la  asamblea  y  no 
tengo  duda  de  que  sea  cierto  que  dicha  circular  fué 
pasada  á  todos  los  accionistas.     ¿Pero  es  esta  la  for- 


—  2S4  — 

malidad  requerida  por  cl  art.  16  de  los  Estatutos? 
De  ninguna  manera;  el  artículo  quiere  la  publicación  en 
tres  diarios,  con  la  enunciación  de  los  objetos  de  la 
convocatoria  para  prevenir  sin  duda,  que  alguno  ó 
algunos  accionistas  puedan  alegar  que  no  conocieron  la 
orden  del  día  porque  no  recibieron  la  circular  que  la 
contenía. 

Y  cuando  el  art.  317  del  Código  de  Comercio  de- 
clara nula  y  de  nittguii  valor  toda  deliberación  de  los 
accionistas  contra  los  Estatutos  de  la  Sociedad  ó  que 
tenga  el  objeto  de  que  sean  violados  y  sujeto  á  res- 
ponsabilidad al  Administrador  que  obrara  en  virtud 
de  ello;  creo  que  debo  aconsejar  á  V.  E.  no  apruebe 
las  modificaciones  introducidas  en  los  Estatutos  de 
esta  Sociedad,  sin  que  sean  ratificados  en  una  nueva 
asamblea  de  accionistas,  convocada  con  arreglo  en  to- 
do á  lo  dispuesto  en  los  mismos  Estatutos  que  se 
trata  de  reformar — Buenos  Aires,  Julio  14  de  1891  — 
Antonio  E.  Malaver. 

Da«ia  otra  vez  vista  al  interesado  y  subsanados  por  éste  todas 
Jas  deficiencias  observadas  en  el  anterior  informe,  pasó  de  nuevo 
ai  Sr.  Procurador  (leneral  de  la  Nación  quien  dictaminó  asi: 

ExMo.  Señor: 

En  consecuencia  de  lo  resuelto  por  V.  E.  á  fojas 
34,  la  Dirección  de  la  Sociedad  anónima  de  Seguros 
"La  Unión  Italiana"  convocó  á  nueva  Asamblea  de 
accionistas;  y  reunida  ésta  con  el  número  que  exigen 
los  Estatutos,  resolvió  por  unanimidad  aceptar  la  re- 
forma de  los  Estatutos  que  ya  había  sido  considerada 
en  la  anterior  asamblea.  Esa  reforma  consiste  sólo  en 
la  reducción  del  capital  social  á  un  millón  de  pesos; 
y  habiéndose  observado  para  la  convocatoria  de  la 
última  asamblea  las  reglas  prescriptas  en  los  Estatu- 
tos,   no    veo    inconveniente  en  que  V.  E.  se  sirva 
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prestar  su  aprobación  á  dicha  reforma — Buenos  Aires, 
Agosto  28  de  1891 — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  1891 — Habiendo 
sido  llenadas  las  indicaciones  hechas  por  el  Sr.  Procu- 
rador General  de  la  Nación,  y  de  acuerdo  con  las 
conclusiones  de  su   último  dictamen. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Apruébanse  las  modificaciones  intioducidas 
en  los  Estatutos  de  la  Sociedad  anónima  "La  Unión 
Italiana"  que  consisten  en  la  reducción  del  capital  so- 
cial á  un  millón  de  pesos,  siendo  entendido  que  el 
Gobierno  se  reserva  el  derecho  de  nombrar  un  Ins- 
pector para  el  examen  de  los  libros  y  documentos 
pertenecientes   á  esta  Sociedad. 

Art.  2^  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
mencionados  estatutos  reformados,  publíquese  y  dése 
al  Registro  Nacional — PELLEGRINI — José  V.  Zapata. 

En  Julio  VI  lio  1892  el  Ministerio  del    Interior  pasó  el  expeiiieute 
de  la  leferencia  al  de  Justicia  que  acordó  su  archivo. 


Municipalidad  de  Resistencia, — solicita  permiso  para  construir 
un  muelle  de  pasageros  en  el  Puerto  Juárez  Gelman. 

En  27  de  Diciembre  de  1890,  e!  Gobernador  del  Territorio  Nacional 
del  Chaco  Austral,  se  dirigió  al  Ministerio  del  Interior,  adjuntan- 
do una  nota  de  la  Municipalidad  de  Resistencia,  pidiendo  permiso 
para  establecer  un  depósito    flotante,   construir  un  muelle  que 
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lo  una  con  la  ribera,  asi  como  las  casillas  para  las  reparticiones 
Nacionales,  ya  por  cuenta  propia,  por  licitación,  ó  por  concesio- 
nes á  proponentes  que  puedan  presentarse,  en  el  Puerto  de 
Juárez  Celinan. 

La  Direcciori  General  de  Rentas,  manifestc:  que  en  atención  á  que 
el  estado  actual  del  erario,  no  permite  atender  á  obras  de  esta 
naturaleza,  que  requerirían  por  otra  parte  autorización  del 
Congreso,  aconseja  se  autorice  á  la  Municipalidad  recurrente  á 
contratar  la  construcción  del  muelle  y  depósito  flotante  bajo 
las  condiciones    siguientes: 

1°  Que  se  ubicará  convenientemente  ai  muelle  de  acuerdo  con  las 
autoridades  del  Puerto  y  de  la  A'^uana; 

2"*  Que  será  levantado  por  cuenta  del  dueño  sin  indemnización 
alguna,  en  cualquier  tiempo  que  ol  Gobierno  determinara  la 
construcción  de  obras  análogas  en  dicho  puerto; 

3"*  Que  se  construirá  anexo  al  muelle  y  depósito,  una  casilla  para 
el  Resguardo; 

4"  Que  se  someterán  las  tarifas  á  la  aprobación  de  la  misma; 

5"  Que  las  obras  estarán  sujetas  al  pago  del  impuesto  anual  que 
la  ley  establezca. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas  expuso:  que  no  permitiéndolo 
el  estado  del  erario,  como  lo  dice  la  Dirección  de  Rentas,  aten- 
der á  las  obras  de  esta  índole,  puede  autorizarse  á  la  Municipa- 
lidad recurrente  para  ejecutarlas,  por  sí,  ó  por  medio  de  otros, 
pero  sin  privilegio,  que  no  corresponde  al  P.  E.  conceder,  y  de 
acuerdo  por  lo  demás,  con  las  condiciones  establecidas  por  la 
Dirección  de  Rentas,  á  las  que  debe  agregarse  la  siguiente:  La 
Municipalidad  de  Resistencia,  deberá  presenthr  á  la  aprobación 
del  P.  E.,  los  planos  necesarios  para  juzgar  de  las  condiciones 
de  situación  y  estabilidad  de  las  obras,  sin  cuyo- requisito  no 
podrá  dar  principio  á  los  trabajos. 

Con  las  actuaciones  producidas,  el  Ministerio  del  Interior,  lo  pasó 
al  de  Hacienda,  en  11  de  Agosto  de  1891,  y  éste  para  su  dicta- 
men al  Procurador  del  Tesoro,  el  cual  se  produjo  en  los  siguien- 
tes términos: 

ExMO.  Señor: 

Nada  tengo  que  observar  al  precedente  informe  del 
Departamento  de  Obras  Públicas,  y  creo  que  V.  E. 
puede  resolver  como  este  y  la  Dirección  de  Rentas  lo 
aconsejan. — Agosto  22  de    1891. — E.  García  Mérou. 
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Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Setiembre  9  de  1891. — Vista  la  solicitud  que  precede 
de  la  Municipalidad  de  Resistencia,  en  la  que  pide  au- 
torización para  establecer  un  depósito  flotante  y  cons- 
truir un  muelle  que  lo  una  con  la  ribera,  así  como  las 
casillas  para  la  reparticiones  Nacionales,  ya  sea  por 
cuenta  propia,  por  licitación  ó  por  concesiones  á  pro- 
ponentes que  puedan  presentarse,  como  así  mismo  la 
facultad  para  tratar  las  condiciones  que  la  Corporación 
juzgará  de  interés  para  la  Nación  y  el  Municipio,  acor- 
dando privilegio   por  un  término  prudencial,  y 

CONSIDERANDO : 

1^  Que  los  privilegios  y  excepciones  que  para  sí 
solicita  la  Municipalidad  de  Resistencia,  son  del  resorte 
del  Poder  Legislativo  y  no  está  en  las  atribuciones 
del  Gobierno   concederlos: 

2^  Que  hay  evidente  conveniencia  en  acceder  á  lo 
solicitado  desde  el  momento  que  se  trata  de  una  cons- 
trucción cuya  necesidad  es  imperiosamente  sentida,  y 
requerida  para  el  desenvolvimiento  del  comercio  local, 
pues  viene  á  facilitar  y  abaratar  los  transportes. 

Por  estas  consideraciones  y  las  aducidas  por  la  Di- 
rección General  de  Rentas,  Contaduría  General,  De- 
partamento de  Obras  Públicas  y  Procurador  del  Te- 
soro. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  \^  Concédese  el  permiso  solicitado  por  la  Mu- 
nicipalidad de  Resistencia,    para  que  lleve  á  efecto,  ó 
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contrate  la  construcción  de  un  depósito  flotante,  mue- 
lle, casillas  y  demás  obras  indispensables  al  fin  pro- 
puesto, siendo  entendido  que  en  cualquier  caso  se 
sujetará  á  las   cláusulas  siguientes: 

1*  La  ubicación  del  muelle  se  hará  de  acuerdo  con 
las  autoridades  del  Puerto  y  Aduana  de  la  localidad, 
previa  aprobación  del  Gobierno  en  los  planos  que  pre- 
sentará de  las  obras  á  efectuarse  con  su  especifica- 
ción en  detalle. 

2^  Las  tarifas  serán  presentadas  á  la  aprobación  del 
Gobierno  y  las  obras  estarán  sujetas  al  pago  del  im- 
puesto anual  que  establece  la  ley. 

3^  Se  construirán  anexos  al  muelle  la  casilla  para 
los  empleados  de  Resguardo,  y  el  todo  será  levantado 
por  cuenta  del  dueño,  sin  indemnización  alguna  cuan- 
do el  Gobierno  determine  la  construcción  de  obras  se- 
mejantes en  ese  puerto. 

Art.  2^  Pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  para 
su  conocimiento,  y  para  que  lo  haga  saber  á  quienes 
corresponda  y  comuniqúese  á  la  Contaduría  General. 
— PÉLLEGRINL— V.  F.  López. 


El  Interventor  Nacional  de  F.  F.  G.  G.  en  la  linea  del  Ar* 
gentino  del    Este, — reclama  el  abono  de  sueldos. 

Con  fecha  3  de  Etiero  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  del  late* 
rior  Don  Eilgar  Courtaux  Interventor  Nacional  de  ferro-carriles 
en  la  linea  del  Argentino  del  Este,  pidiendo  se  ordenara  á  la 
DirecciÓM  de  Ferro-Carriles  Nacionales  le  abonara  sus  sueldos 
«lesde  el  29  «le  Marzo  de  1890,  pues  aunque  dicha  línea  no  lo 
quiso  aceptar  en  el  carácter  de  Interventor,  ha  desempeñado 
diversas  comisiones    ordenadas  por  la  Dirección. 

Esta  Repartición,  sin  informar  sobre  el  cobro  de  sueldos  aconse- 
jó se  tomara  una  resolución  á  fin  de  que  los  Interventores 
nombrados  pudieran  desempeñar  sus  funciones  pues  las  Empresas 
garantidas  se  negaban  á  reconocerlos  y  acatar  el  decreto  del  P.  E. 
sobre  intervención. 
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Pasailo  en  consulta  al  Seuor*    Proouraflor   del   Teí>oro,    se  expidió 
en  éstos  términos: 

ExMo.  Sexor: 

"La  Contaduría  informa  que  no  tiene  más  antece- 
dentes sobre  este  asunto  que  los  que  obran  en  este 
expediente,  que  son  bien  pocos  y  no  dan  elementos 
para  formar  juicio  y  emitir  opinión  sobre  el  asunto 
en  general. — Pero  lo  que  resulta  en  definitiva  de  todo 
ello  es  que  estos  Inspectores  no  han  inspeccionado 
nada  por  resistirlo  las  compañías,  que  este  punto  está 
há  tiempo  á  resolución  del  Poder  Ejecutivo  y  que  entre- 
tanto los  inspectores  que  no  tienen  ocupación  ó  tareas 
determinadas,  hallándose  apegados /¿?r  yi7r;«^  ala  Di- 
rección General  de  Ferrro-Carriles,  se  creen  con  derecho  á 
sueldos.  Dejando  esto  para  tenerlo  en  cuenta  en  la  reso- 
lución definitiva  que  sobre  el  punto  se  adopte,  es  mi  opinión 
que  el  P.  E.  debe  por  el  momento  suprimir  estos  puestos 
cuya  inutilidad  dada  la  situación  creada  por  la  resistencia 
de  las  empresas,  es  notoria.'' — Marzo  5  de  1891. — 
José  M*  Cantilo. 

Recaj'endo  á  continuación  la  siguiente; 

ResoluciÓ7i — 

Buenos  Aires,  Julio  24  de  1891. —  Habiéndose  re- 
suelto por  decreto  fecha  Julio  7  del  corriente  año, 
confirmar  el  decreto  de  fecha  29  de  Marzo  anterior 
nombrando  interventores  nacionales  en  las  Administracio- 
nes de  los  ferro -carriles  garantidos,  está  terminado 
este  asunto  y  archívese  agregado  al  decreto  de  7  del 
comente.—  F.  P.  Haxsex. 
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El  Cónsul  en  Paisandü, — sobre  falta  de'presentación  del  Rol 
de  buques  argentinos  que  hacen  la  navegación  en  aguas 
orientales. 

El  Cónsul  General  de  la  República  en  la  Oriental  del  Uruguay 
con  fecha  7  de  Enero  de  1801,  puso  en  conocimiento  del  Minis- 
terio de  Relaciones  Exteriores  la  denuncia  del  Cónsul  Argenti- 
no en  Paisandú,  acerca  de  la  falta  de  presentación  á  esa  oficina 
del  Rol  de  buques  argentinos  que  Iiacían  la  navegación  en  aguas 
orientales. 

Pasado  á  informe  de  la  Dirección  üeneral  de  Rentas,  esta  oficina 
se  expidió  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

El  Cónsul  Argentino  en  r.i  <inflú  está  en  un  error  al  imaginarse 
que  exista  obligación  en  los  buques  de  bandera  Argentina,  de 
más  de  20  toneladas  de  registro  de  tomar  rol  ó  simplemente 
haoerlo  visar  en  el  Consulado,  cuando  salgan  con  destino  á  Mon- 
tividoo  ú  otro  punto  de  la  Repíib'ica  Oriental. 

La  prescripción  del  .\rt.  876  de  nuestras  Ordenanzas  de  Aduana, 
citada  por  el  Cónsul  es  para  la  navegación  de  salida  de  los  puer- 
tos Argentinos;  pero  de  ninguna  manera  puede  ser  extensiva 
á  la  navegación  en  aguas  extranjeras  y  a  llenar  requisitos  que 
deban  formalizarse  en  aquellos  puertos  por  autoridades  de  ellos. 
Hasta  los  ciudadanos  en  país  extranjero,  se  sujetan  á  las  leyes  que 
en  él  rijan,  cuando  más  los  buques  que  en  cada  nación  tienen 
su  ley  reglamentaria  de  la  materia. 

Es  pues  de  todo  punto  improcedente  el  pedido  del  Gónsul  Argen- 
tino en  Paisandú,  tratándose  de  Rol  para  la  navegación  en 
aguas  extrangeras  de  buques  que  lleven  el  pabellón  argentino, 
como  sí  por  esta  causa  se  les  debiera  gravar  fuera  del  país. 

La  Dirección  de  Rentas  con  lo  expuesto  cree  dejar  demostrado  lo 
infundado  del  reclamo  que  antecede.—Buenos  Aires,  Marzo  13 
de  \8Ql,— David  Saravia, 

Pasó  en  consulta  al  Señor  Procurador  General  de  iaXación,  quien 
dictaminó  lo  siguiente: 

ExMO.  SeSor: 
El  precedente  informe  de  la  Dirección  de  Rentas  me 
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parece  fundado;  y  por  tanto  lo  reproduzco  por  mi 
parte. 

El  Art.  876  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  que  dis- 
pone, que  todo  buque  lleve  á  su  bordo,  entre  otros 
papeles,  el  rol  de  la  tripulación,  se  refiere  expresa- 
mente á  los  que  navegan  entre  un  puerto  del  Esta- 
do y  otro  Extranjero^  ó  entre  puertos  de  la  Repú- 
blica\  y  nó  á  los  que  navegan  en  aguas  extranjeras, 
ó  entre  puertos  de  una  Nación  extraña,  como  dice  el 
Señor  Cónsul  Argentino  en  Paisandú,  quien  se  refiere 
"á  los  buques  que  navegan  de  un  puerto  d  otro  de 
""esta  República'  ^Oriental  del  Uruguay). 

No  pudiendo  V.  E.  hacer  extensiva  nuestra  Legis- 
lación sobre  actos  que  pasan  en  territorio  extraño, 
y  que  están  sujetos  á  las  Leyes  del  País  en  que  tie- 
nen lugar,  creo  que  no  puede  proveer  como  lo  solici- 
ta el  Señor  Cónsul  Argentino  en  Paisandú.  Buenos 
Aires,  Abril  9  de  1 89  L- -Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Abril  11  de  1891. — Adóptanse  como 
resolución  los  precedentes  informes,  comuniqúese  al 
Cónsul  General  de  la  República  en  Montevideo,  en 
respuesta  á  su  nota  fecha  7  de  Enero  último.  Hága- 
se sab^r  al  Procurador  General. — Costa. 

Comunicada  la  anterior  resolución  al  señor  Cóusul  General  en 
Montevideo,  éste  manifestó  que  los  informes  de  la  referencia 
le  había  sugerido  al;?unas  observaciones  que  muy  respetuosamen- 
te consignaba  á  propósito  «le  la  expedición  del  Rol  a  buques  ar- 
gentinos quo  nave¿ían  entre  puertos  extranjeros.  Comenta  en 
este  caso  el  artículo  1083  del  Código  de  Comercio. 
Esta  CDmunicación  agregada  á  sus  antecedentes  volvió  a  infor- 
me de  la  Dirección  General  que  se  expidió  así: 

ExMO.  Señor: 

Para  demostrar  la  inconsistencia  y  sin  razón  de  las  observaciones 
que  anteceden  del  Cónsul  General   en  Montevideo,  sobre  la  ex- 
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pedición  del  Rol  á  los  buques  argentinos  que  nivegan  entre 
puertos  extranjeros,  bastaría  consiírnar  el  hecho  de  que  en  los 
puertos  de  esta  República  no  aceptamos  la  intromisión,  como 
atentatoria  á  nuestra  soberanía,  de  que  los  Cónsules  de  las  Na- 
ciones extranjeras,  impusieran  el  Rol  ó  licencia  de  navegación 
con  el  número  de  tripulación  délos  buques  que  navegan  den- 
tro de  nuestros  respectivos  puertos. 

£1  Rol  ó  licencia  de  navegación  expeilido  por  nuestras  autorida- 
des marítimas,  es  la  garantía  personal  de  los  que  tripulan  un 
buque;  para  dar  cuenta  en  el  puerto  de  su  destino  de  la  exis- 
tencia de  los  mismos.  Esta  gnrantia  es  soberana  i\e  las  nacio- 
nes, que  la  dispensan  á  todos  los  habitantes  sin  distinción  de 
nacionalidad. 

Las  Leyes  y  Códigos  de  la  Xacion  son  obligatorios  dentro  de  la 
misma  ó  cuando  actos  ó  contratos  celebrados  en  el  extranjero 
deban  producir  efectos  legales  en  el  país,  como  sucede  con  los 
Manifiestos  de  cai'ga  con  destino  á  la  Repúblic.i,  conocimiento 
de  las  mismas  Cartas  de  Sanidad  y  ilem:is.  documentos  que  nues- 
tras leyes  exigen  á  los  buques  de  cualquier  bandera  que  den 
entratla  á  nuestros  puertos.  Es  en  estos  casos  que  se  aplican 
las  prescripciones  del  articulo  1083,  del  Código  de  Comercio 
Nacional  citado  por  el  Cónsul  Seiíor  Guido. 

No  puede  haber  lu  la  alguna  de  que  la  ejpe  lición  del  Rol  y  vibución 
de  los  ilocumentos  de  carga  de  un  buque  argentino,  que  se  des- 
pache de  un  puerto  extrauííero,  á  los  de  la  República  Argen- 
tina, corresponde  hacerlo  en  el  Consulado  Argentino  del  punto 
de  procedencia,  y  sobre  esto  no  se  ha  hecho  cuestión  ni  l;i  ]>ue- 
de  haber. 

El  carácter  de  que  están  investidos  los  Cónsules  por  el  Regla- 
mento, pal  a  poder  intervenir  á  bonlo  de  un  buque  argentino, 
por  cuestiones  de  salarios  ú  otros  no  menos  importantes,  se 
refiere  á  los  buques  arííentinos  de  procedencia  de  la  misma  al 
arribo  á  puertos  extranjeros;  que  es  el  caso  presentado  como 
ejemplo.  Pero  es  muy  distinto  en  el  caso  resuelto  y  observado 
infundadamente  por  el  Señor  Cónsul  General  en  Montevideo, 
quien  se  apoya  en  el  procedimiento  correspondiente  á  la  nave- 
gación internacional,  para  cuyos  casos  rigen  los  artículos  cita- 
dos del  Código  de  Comercio  y  fijación  del  Arancel  Consular  á  efecto 
dalos  emolumentos;  pero,  tratándose  de  la  navegación  entre  puer- 
tos extranjeros  de  buques  que  llevan  la  bandera  argentina,  don- 
de la  tripulación  puede  ser  toda  contratada  en  el  país  donde 
navega,  bajo  las  leyes  y  reglamentos  que  ea  él  rijan,  jcon  qué 
facultad  puede  intervenir  el  CJnsul  de  la  nacionalidad  del  bu- 
que, si  no  hace  ningu-ia    operación  que  deba  tener  relación  ni 
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ingr^rencia  con  el  país  á  que  pertenece  su  matricula?  Serán  las 
autoridades  marítimas  del  lugar  donde  navega  que  le  toma- 
rán cuenta  de  la  desaparición  injustiñcada  de  uno  ó  más 
(le  sus  tripulantes  y  de  cuantas  infracciones  cometa  el  buque. 
No  es  seguramente  el  Consulado  á  que  pertenece  la  bandera 
del  buque  el  que  lia  de  ir  á  tomar  cuenta  ni  intervenir  sobre 
el  Rol  ó  permiso  de  navegación  entre  puertos  extranjeros. 

I^  Dirección  de  Rentas  ratifica  sus  opiniones,  confirmadas  ya  por 
la  muy  autorizada  opinión  del  Señor  Procurador  General  de  la 
Nación,  no  encontrando  nada  substancial  en  las  observaciones 
apuntadas,  para  modificar  dicho  .juicio.— Di  rece  i  (  n  General  de 
Rentas,  Mayo  13  de  íHiH.—  David  Saravitt, 

Vuelto  «i  dictamen  del  Señor  Procurador  de  la  Nación,  se  expi- 
dió así: 

ExMO.  Señor: 

Las  nuevas  razones  aducidas  en  el  precedente  in- 
forme de  la  Dirección  General  de  Rentas  me  parecen 
concluyentes;  y  me  inducen  á  reiterar  lo  que  ya  expuse 
á  V.  E.  en  el  de  9  de  Abril  del  corriente  año,  que 
obra  en  este  mismo  expediente. — Buenos  Aires,  Ma- 
yo 22  91. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución  — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Mayo  23/9  K — Estése  á  lo  resuel- 
to con  fecha  1 1  de  Abril  último  y  hágase  saber. — 
Costa. 


Aduana  de   La   Plata, — sobre     introducción    de    materiales 

para  las  obras  del  puerto. 

En  O  de  Enero  de  1891,  él  Administrador  de  Rentas  de  La  Plata, 
se  dirijió  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  comunicándole:  que 
á  fin  de  í?arantir  la  aplicación  que  se  da  á  la  piedra  que  se  in- 
troduce por  el  puerto  de  esa  Ciudad,  en  virtud  de  las  diversas 
concesiones  de  liberación  de  derechos,  acordadas  por  el  Gobierno 
de  la  Nación  al  de  la  Provincia,  como  tambiéi,  sobre  introdue- 
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ción  de  materiales  para  ias  obras  de  dicho  puerto,  que  se  in- 
troducen por  cuenta  del  Gobierno  de  la  Provincia,  ha  dispuesto 
que  los  despachos  respectivos,  que  se  presenten  en  esa  Aduana, 
traigan  el  visto  bueno  del  Ministerio  de  Obras  Públicas,  ó  de  lu 
repartición  que  éste  comisione  ai  efecto. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  devolvió  dicha  comunicación  á  la 
Aduana  de  La  Plata,  para  que  acompañara  los  expedientes  re- 
lativos á  las  concesiones  acordadas,  adjuntíindose  por  esta,  ocho 
expedientes  de  libre  introducción  de  piedra,  acordados  al  Go- 
bierno de  hi  Provincia  de  Buenos  Aires. 

Con  tales  antecedentes,  la  Dirección  se  dirijió  al  Ministerio  de 
Hacienda  en  3  de  Abril  de  1891,  manifestando:  que  como  consta 
de  los  expedientes  mencionados,  las  concesiones  acordadas  á 
varios  contratistas  do  empedrados  públicos  en  La  Piata,  lo  hau 
sido  desde  188C,  y  que  es  probable,  que  muchos  de  los  contra- 
tos hayan  ya  caducado,  sin  haberse  introducido  la  cantidad  de 
piedra  determinada  en  las  resoluciones  de  ese  Ministerio; 

Que  es  conveniente,  en  salvaguarda  de  la  renta,  se  decrete  la 
caducidad  de  todos  los  decretos  sobre  libre  introducción  de  pie- 
dra y  adoquines  que  se  mencionan  en  los  mismos  y  que  obran 
en  este  expediente,  declarándose  sin  embargo,  en  la  resolución 
que  se  expida,  que  cuando  los  contratistas  tengan  que  proceder 
á  la  pavimentación,  se  les  acordará  la  introdnccióu  libre,  de  la 
piedi-a  y  adoquines,  en  vista  del  pedido,  que  al  efecto  haga  a 
ese  Ministerio,  el  Gobierno  de  la  Provincia,  por  la  cantidad  que 
sea  necesaria  á  ese  objeto;  con  cuya  ñiedida  no  se  perjudica 
ningún  derecho  adquirido  y  se  evitan  abusos  que  pueden  co- 
meterse con  menoscabo  de  la  renta; 

Que  en  cuanto  á  los  materiales  para  las  obras  del  puerto,  la  Di- 
rección cree,  que  los  requisitos  que  actualmente  se  observan 
son  suficientes  para  garantir  la  renta  y  que  no  hay  que  modi- 
ficar nada  al    respecto. 

La  Contaduría  General  adhirió  en  todo,  á  lo  expuesto  por  la  Di- 
rección General  de  Rentas. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó    en  estos  términos: 

ExMo.  Señor: 

Opino  como  la  Dirección  General  de  Rentas. — Ma- 
yo 6  de  1891. — José  M.  Cantilo. 

Resohición — 

Ministerio,  Junio  12   de  1891. — Resultando  por  lo 
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expuesto  por  la  Dirección  General  de  Rentas  en  la 
nota  que  precede: 

1°  Que  existen  varias  concesiones  acordando  libe- 
ralidad de  derechos  para  la  introducción  de  adoquines 
y  piedra  común  para  la  pavimentación  de  la  Ciudad 
de  La  Plata, 

2^  Que  estas  concesiones  datan  del  año  1886  y 
que  se  ignoran  si  aquellas  han  concluido  con  los  fi- 
nes que  se  tuvo  en  vista  por  el  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  al  solicitar  las  liberaciones 
referidas  á  favor  de  los  contratistas  de  afirmado  en 
aquella  época. 

2i9  Que  dejar  subsistente  estos  privilejios  á  favor 
de  determinadas  empresas  puede  entrañar  serios  per- 
juicios para  la  renta,  y  á  fin  de  evitar  en  lo  sucesivo 
los  inconvenientes  apuntados. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Decláranse  caducas  todas  las  concesiones 
acordadas  para  la  liberación  de  derechos  á  los  con- 
tratistas de  afirmado  en  la  Ciudad  de  La  Plata,  y 
cuyos  expedientes  corren  agregados. 

Art.  2^  Comuniqúese  al  Exmo.  Gobierno  de  Bue- 
nos Aires,  y  pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas 
á  los  efectos  correspondientes.  —  PELLEGRINI. — V. 
F.  López. 


El    Ministerio    de  Hacienda^ — sobre  demora  de  los  Agentes 
Fiscales   en  las  causas  por  defraudación  al  Fisco. 

En  Enero  10  de  1S91,  el  Ministerio  de  Hacienda  remitió  al  de  Jus 
lieia  una  nota  del  Juzgado   Federal  de  Entre  Rios,  acompañada 
de  una  petición  del    Sr.  Inspector  de  Rentas    Nacionales,  sobra 
demora  en  las  causas   por  defraudación   al    Fisco,    y    pedia  se 
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encareciese  ú  los  Afrentes  Fiscales  procediese::  con  totla  diligencia 
o!i  las  causas  fiscales  que    les  están  encomendadas. 
Vii<.6  il  dictamen  del  Sr.  Procurador  Oneral  de    la  Nación  quien 
i  I)  firmó  lo  que  sigue: 

ExMo.  Sexor: 

Sin  perjuicio  de  que  V.  E.  tenga  á  bien  adoptar 
como  resolución  la  indicación  de  S,  E.  el  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  contenida  en  el  decreto  precedente,  creo 
igualmente  que  convendría  hacer  lo  mismo  respecto 
de  la  indicación  hecha  por  el  Sr.  Juez  Federal  de  la 
Provincia  de  Entre  Rios,  en  su  informe  de  fojas  5  y 
6,  esto  es,  que  V.  E.  se  sirviera  ordenar  también 
que  los  Procuradores  Fiscales  concurran  diariamente 
al  despacho  de  los  Jueces  Federales,  á  efecto  de  im- 
ponerse del  estado  de  las  causas  en  que  intervienen 
á  fin  de  pedir  lo  necesario  para  acelerar  su  termina- 
ción. 

Es  del  mayor  interés  publico  que  las  causas  crimi- 
nales y  aquéllas  en  que  se  halla  interesada  la  Hacien- 
da Pública,  no  sufran  otras  dilaciones  que  las  que 
señalan  las  leyes  que  rigen  el  procedimiento;  y  que 
los  funcionarios  que  han  sido  creados  para  ejercitar  la 
acción  pública,  lo  hagan  con  la  mayor  celeridad  y  el 
mayor  empeño  posible.  Por  tal  razón,  y  además  de 
adoptar  las  medidas  que  quedan  indicadas,  podría  ser- 
virse V.  E.  dirigir  una  nota  circular  á  todos  los  Pro- 
curadores Fiscales  excitando  su  celo,  á  fin  de  que, 
presten  la  debida  atención  á  dichas  causas  para  que 
no  sufran  demora. — Buenos  Aires,  Enero  20  de  1891 
— Antonio  E.  Malaver. 

Resohuión — 

Ministerio  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Febrero  4  de  189L — Visto  este  ex- 
pediente y  considerando: 
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Que  se  ha  puesto  de  manifiesto  la  negligencia  del 
representante  del  Fisco  en  las  causas  promovidas  por 
defraudación  de  la  renta  pública,  ante  el  Juzgado  Fe- 
deral de  Entre  Rios; 

Que  entre  otra  oportunidad  la  Dirección  de  Correos 
y  Telégrafos  hizo  presente  al  Gobierno  las  demoras 
que  sufrían  por  análogo  motivo,  las  causas  sobre 
infracción  á  las  leyes  de  Correos  y  Telégrafos; 

Que  es  necesario  propender  á  que  el  Ministerio  Fis- 
cal responda  debidamente  á  la  delicada  misión  que  le 
asignan  las  leyes,  á  fin  de  que  sean  eficaces  y  pro- 
duzcan un  resultado  moralizador  las  penalidades  que 
establecen  las  disposiciones  relativas  á  la  renta  adua- 
nera y  de  Correos  y  Telégrafos; 

Que  por  el  art.  116,  inciso  3^  del  Código  de  Pro- 
cedimientos en  materia  criminal,  es  del  resorte  del 
Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  «cuidar  de  que 
los  encargados  de  ejercer  el  Ministerio  Fiscal  en  los 
Juzgados  Federales,  promuevan  las  gestiones  que  les 
corresponden  y  desempeñen  fielmente  los  deberes  de 
su  cargo"  y  conviene  al  efecto  que  ese  funcionario 
tenga  conocimiento  de  las  demoras  que  sufran  las  cau- 
sas en  que  interviene  la  acción    fiscal; 

Por  estos  fundamentos: 

El  Presidente  de   la    Repüblica — 

decreta: 

Art.  I^  Pídase  á  los  Sres.  Jueces  Federales  que, 
teniendo  en  cusnta  el  interés  público  que  existe  en 
que  las  causas  criminales  en  general,  y  aquéllas  en  que 
se  halle  interesada  la  Hacienda  Pública,  no  sufran 
otras  dilaciones  que  las  que  señalan  las  leyes  de  pro- 
cedimientos, se  sirvan  dar  cuenta  al  Sr.  Procurador 
General  de  la  Nación,  toda  vez  que  los  Agentes 
Fiscales  retengan  las  causas  por  más  de  treinta  dias 
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en  su  despacho,  ó  no  concurran  al  Juzgado  como  lo 
dispone  el  articulo  siguiente. 

Art.  2^  Los  Procuradores  Fiscales  tendrán  en  lo  su- 
cesivo el  deber  de  concurrir  diariamente  á  las  oficinas 
de  los  Juzgados  á  conocer  el  estado  de  las  causas  en 
que  son  parte  y  á  cumplir  con  los  demás  deberes  de 
su  cargo. 

Art.  3^  Apercíbese  al  Procurador  Fiscal  de  Entre 
Ríos  por  las  demoras  de  que  instruye  este  expediente; 
comuniqúese  este  decreto  á  quienes  corresponde,  publí- 
quese  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. — PELLE- 
GRIXI — Juan    C.-\rballido. 


La  Sociedad  Beneficiadora    del    Puerto    Marques, — sobre  su 

disolución. 

Con  fecha  13  de  Enero  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda, el  representante  de  la  Sociedad  "Beneficiadora  del  Pue^ 
to  Márquez",  comunicando  que  d»cha  sociedad  había  resuelto, 
en  Asamblea  General  Extraordinaria,  proceder  á  su  liquidación. 

Que  por  lo  tanto  pedian  se  retirase  la  autorización  acordada  á 
dicha  sociedad,  para  actuar  en  carácter  de  persona  jurídica. 

Pasado  el  expediente  al  Señor  Procurador  General  de  la  Nación, 
éste  dictaminó  lo  que   sigue: 

ExMO.  Señor: 

Según  el  art.  7^  de  los  Estatutos  de  la  Sociedad 
"Beneficiadora  de  Puerto  Márquez*',  dicha  sociedad 
puede  liquidarse  antes  del  término  fijado  en  el  art.  5^ 
(30  años),  si  así  fuese  resuelto  por  la  Asamblea. 

La  Asamblea  puede  ser  convocada  extraordinaria- 
mente, según  el  art.  30,  cuando  así  lo  resuelva  el 
Directorio,  ó  cuando  lo  pidan  diez  ó  más  accionistas 
qu'a  representen  por  lo  menos  la  tercera  parte  del  ca- 
pital social. 

La  Asamblea  no  podrá  ocuparse  en  otros  asuntos, 
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según  el  art.  31,  que  de  aquellos  para  los  cuales  ha 
sido  convocada;  y  según  el  art.  32,  la  convocación 
debe  ser  comunicada  á  los  accionistas  en  la  forma 
establecida  en  el  art.  17,  estoes,  publicándose  en  uno 
de  los  diarios  de  mayor  circulación  de  esta  Capital,  y 
remitiéndose  en  carta  certificada  por  correo  á  cada 
accionista. 

Sería  pues  necesario  que  el  Directorio  justificara 
haberse  cumplido  estas  disposiciones  de  los  Estatutos, 
en  relación  con  la  Asamblea  del  30  de  Diciembre  úl- 
timo, acompañándose  el  diario  en  que  fué  publicada 
la  convocatoria  para  dicha  Asamblea,  y  en  que  debe 
constar  la  orden  del  día  de  que  debía  ocuparse,  y  la 
orden  del  Directorio  ó  la  petición  de  los  accionistas 
para  que  se  hiciera  dicha  convocatoria. 

Nuestro  anterior  Código  de  Comercio,  art.  422,  só- 
lo admitía  la  disolución  de  una  sociedad  anónima  por 
expiración  de  su  término  ó  por  haberse  acabado  la 
empresa  para  que  fué  formada,  por  quiebra,  y  por 
demostración  de  que  la  compañía  no  podía  llenar  el 
fin  para  que  fué  creada. 

El  artículo  del  Código  vigente  núm.  370,  que  se 
invoca  como  fundamento  de  la  solicitud  precedente, 
reproduce  esa  misma  disposición  agregando  esta  otra 
causal:  Por  liquidación,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  anterior^  y  el  anterior  que  es  el  369,  esta- 
blece la  disolución  ipso  jure^  cuando  ella  ha  perdido 
el  75  Vo  de  su  capital. 

Como  la  disposición  del  art.  370  es  restrictiva,  pues 
enuncia  que  las  sociedades  anónimas  s^ólo  pueden  di- 
solverse en  los  casos  que  expresa^  sería  también  con- 
veniente que  el  Directorio  de  la  "Beneficiadora  del 
Puerto  Márquez***  manifestara  si  ésta  se  encuentra  en 
el  caso  prevenido  en  las  disposiciones  legales  citadas. 

Dígnese  V.  E.  resolver  en  el  sentido  indicado,  y  que 
fecho  vuelva  á  mi  despacho. 
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Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1891. — Antonio  E.Ma- 

LAVER. 

En  consecuencia  del  (l¡ct;iinen  que  precede,  el  Ministerio  resolvió 
dar  vista  á  los  interesados,  los  cuales  la  evacuaron  en  la  forma 
siguiente: 

Que  era  exacto,  ^omo  lo  decía  el  señor  Procurador,  que  no  se 
había  hecho  la  publicación  que,  por  una  vez,  piden  los  Estatu- 
tos; pero  que  no  daban  á  la  ausencia  de  esta  formalidad  impor- 
tancia alíjuna,  en  atención  á  la  especialidad  del  caso  que  ocurrió. 

Que  en  efecto,  el  objeto  de  esa  publicación  era  prevenir  á  los 
accionistas  que  una  asamblea  se  va  á  celebrar,  á  fln  de  que  con- 
curran á  ella  los  que  tengan  á  bien  hacerlo. 

Pero,  que  como  los  accionistas  de  esa  Sociedad  eran  cuatro  per- 
sonas solamente,  fué  convenido  entre  ellas  celebrar  asamblea, 
omitiéndose  el  trámite  de  una  publicación  convertida  por  aque- 
ja circunstancia,  en  una  formalidad  de  todo  punto  inútil. 

Que  la  asamblea  no  sólo  tuvo  el  quorum  le^al  sino  la  unanimi- 
dad de  voluntades  a  favor  de  lo  resuelto. 

Que  en  mérito  de  lo  cual  pedía  se  accediera  a  lo  solicitado. 

Pasado  nuevamente  al  señor  Procurador  de  la  Nación,  éste  dic- 
taminó lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 


Una  vez  que  se  hallaron  presentes  en  la  Asam- 
blea de  socios  los  únicos  cuatro  accionistas  que  for- 
man la  Compañía  "Beneficiadora  del  Puerto  Márquez  \ 
que  por  unanimidad  de  votos  se  resolvió  su  liquida- 
ción, y  que,  como  se  afirma  en  el  escrito  que  prece- 
de, ningún  otro  accionista  queda  que  pudiera  opo- 
nerse á  dicha  liquidación;  no  veo  inconveniente  algu- 
no en  que  V.  E.  lo  resuelva  en  los  términos  en  que 
se  solicita. — Buenos  Aires,  Abril  30  de  1891 — Anto- 
nio E.  Malaver. 

En  vista  de  lo  dictaminado  por  el  Seiíor  Procarador,  el  Ministe- 
rio dictó  la   siííuiente 
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Resoiitción — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Mayo  30  de  1891.— En  mérito  délo  dictaminado- 
por   el  Señor  Procurador  General  de   la  Nación, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Déjase  sin  efecto  el  Decreto  de  5  de  Se- 
tiembre del  año  18S9,  por  el  que  se  investía  del  carác- 
ter de  persona  jurídica,  á  la  Sociedad  Anónima  "Be- 
neficiadora del  Puerto  Márquez'. 

Arí.  2^  Dense  las  copias  que  se  soliciten,  publíque- 
se,  repónganse  los  sellos,  agregúese  á  sus  anteceden- 
tes   V    fecho    archívese. — C.  PELLEGRINI. — V.    F. 

LÓPEZ. 


Varios  comerciantes    de  Posadas,— apelan    de    una  resolu- 
ción de   pago    de  patentes  atrasadas. 

En  14  lie  Enero  de  1891,  ocurrieron  ii  la  Dirección  General  de 
Rentas  varios  comerciantes  é  industriales  de  Posadas  (Misiones) 
reclamando  de  una  resolución  de  esa  Dirección  General,  orde- 
nando que  los  solicitantes  paguen  el  impuesto  de  patente  co- 
rrespondiente d  los  ejercicios  vencidos  de  1885  á  1890  inclusivo 
on  virtud  de  las  consideraciones  siguientes:  que  jamás  se  les 
requirió  el  pago  del  impuesto  referido,  en  los  aílos  á  que  se 
se  hace  referencia;  que  no  existían  autoridades  para  efectuar-^ 
lo;  que  hace  un  mes  próximamente  que  recien  se  han  constituido 
ésUs,  sin  haberse  llenado  aún  las  formalidades  previas  que  la 
ley  establece,  tales  como  nombramiento  de  la  comisión  avalua- 
dora, jury  para  entender  en  los  reclamos,  etc.;  que  tales  cir- 
cunstancias les  hicieron  concebir  que  el  Gobierno  se  proponía 
redimirlos  del  pago  del  mencionado  impuesto,    por  un    tiempo 
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determinado,  á  fin  de  fomentar,  indirecta  pero  eficazmente,  el 
lento  desarrollo  del  comercio  en   dicho  Territorio. 

Que  exijirlcs  el  pago,  después  de  tanto  tiempo,  y  dada  la  situa- 
ción difícil  por  que  el  país  en  general  atraviesa,  sería  reagra- 
var esa  situación  para  ellos,  sin  beneficio  real  para  nadie;  por 
lo  cual  reclaman  de  la  medida  dictada  á  su  respecto  por  la  Di- 
rección General. 

La  Dirección  elevó  al  Ministerio  la  petición  de  los  recurrentes, 
en  los  simientes  términos: 

ExMO.  Señor  Mixistko  de  Hacienda: 

Cumplo  el  deber  de  elevar  á  V.  E.  una  presentación  de  los  co- 
merciantes é  industriales  del  pueblo  de  Posadas,  pidiendo  se 
deje  sin  efecto  una  orden  de  esta  dirección  de  cobrarles  el  im- 
puesto do  patentes  desde  la  fecha  de  la  federalización  de  ese  te- 
rritorio. 

La  Dirección,  Exmo.  Señor,  cumpliendo  recomendaciones  verbales 
del  Exmo.  Señor  Ministro  Dr.  D.  Juan  José  Romero,  de  dejar 
que  las  pobliciones  nádenles  de  los  territorios  nacionales  tomen 
alguna  importancia  por  el  aumento  de  su  población  y  el  de^ 
senvolvimiento  de  su  comercio  é  industrias,  recomendación 
que  se  les  hizo,  cuando  se  consultó  si  se  aplicarían  en  ella  las 
leyes  de  Contribución  Directa  y  Patentes,  cumpliendo  esa  reco- 
mendación, decía;  y  teniendo  además  en  consideración  que  el 
diminuto  producido  del  impuesto  no  alcanzaría  á  sufragar  los 
gastos  de  viajes  de  Avaluadores  y  demás  de  recaudación,  no  pro- 
cedió ti  ordenar  la  clasificación  de  patentes  y  avalúos  de  las  ca- 
sas en  esas  poblaciones. 

En  1889  se  ordenó  al  Receptor  de  Patagones  mandar  dos  emplea- 
dos á  la  Pampa  Central  á  practicar  dichas  operaciones,  y  se  ob- 
tuvo un  resultado  negativo,  gastándose  730  pesos  en  íletes  de 
caballos,  sueldos  de  peones,  etc.,  sin  haberse  recaudado  nada. 

Pero  como  una  excepción  de  tal  naturaleza  no  debía  ser  ilimita- 
da por  pura  tolerancia  que  no  tenía  por  base  una  resolución 
superior  escrit^i,  la  Dirección  dio  la  orden  á  que  me  he  referi- 
do al  principio  de  esta  nota,  más  con  el  propósito  de  motivar 
una  resolución  superior,  que  con  el  de  hacer  efectivo  el  cobro 
de  un  impuesto  casi  imposible. 

Por  lo  expuesto  y  por  las  razones  alegadas  en  la  precitada  soli- 
citud de  los  vecinos  de  Posadas,  pide. la  Dirección  á  V.  E.  se 
sirva  resolver  que  "el  impuesto  de  patentes  en  los  territorios 
"nacionales  se  hará  efectivo  desde  el  presente  año  de  1801  en 
^adelante". 

La  Dirección  procederá  entonces    a  dar  las  órdenes  é    instruccio- 
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nes    necesarias    á   quienes    corresponda    y    mejor    convenga, 
para  la  clasificación   de    patentes    en    las   poblaciones   de    los 
dichos  Territorios  Nacionales.— Daríd  Saravia. 
Pasado  á  dictamen  del  Procurador   del  Tesoro,    este   funcionario 
se  expidió  como  sigue: 

ExMO.  Señor:. 

Encuentro  muy  atendibles  las  razones  aducidas  en 
la  solicitud  que  motiva  este  expediente  y  es  mi  opi- 
nión que  V.  E.  debe  acordar  al  comercio  en  forma- 
ción de  Posadas  lo  que  pretende,  resolviendo  el  pun- 
to como  lo  aconseja  la  Dirección  General  de  Rentas. 
— Febrero  6  de  1891. — José  M^  Cantilo. 


Resolución—  |    gj|^|^jCTIO» 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  9  de  1891. — Vista  la  petición 
de  los  comerciantes  é  industriales  de  Posadas  en  la 
que  manifiestan  su  sorpresa  por  la  orden  que  reci- 
bieron de  la  Dirección  General  de  Rentas,  intimándoles 
el  pago  de  los  impuestos  de  contribución  directa  y 
patentes  desde  1885,  fecha  de  la  fcderalización  del 
territorio  de  Misiones  hasta  el  presente,  y  por  las 
razones  que  en  su  apoyo  aducen,  solicitan  ser  exo- 
nerados del  pago  de  estos  impuestos;  oidos  la  Direc- 
ción General   de  Rentas  y  Procurador  del  Tesoio  y. 

Considerando: 

1^  Que  en  el  referido  territorio  no  se  han  llenado 
las  formalidades  prescriptas  por  la  ley  en  cuanto  al 
avalúo  de  bienes  raíces,  clasificación  de  las  iudustrias 
y  casas  de  comercio  para  la  aplicación  del  impuesto 
proporcional,  y  nombramiento  del  Jury  que  ha  de  rec- 
tificar ó  ratificar  estas  operaciones  previas,  en  los  re- 
clamos que  interpusieren  los  contribuyentes. 

2^  Que  no  se  ha  hecho  por  parte  del  Gobierno  la 
designación  de  la  oficina  ó  autoridad  encargada  de  re- 
cibir en  Id  localidad  el  importe  de  aquellos   impuestos 
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y  que  esta  omisión  ha  tenido  por  único  objeto  espe- 
rar que  las  poblaciones  nacientes  de  los  territorios  na- 
cionales tomasen  alguna  importancia  por  el  aumente 
de  su  población  y  el  desenvolvimiento  de  su  comercio 
é  industria,  redimiéndoles  de  ese  impuesto  por  un  tiem- 
po determinado,  fomentando  así  de  un  modo  indirecto 
el  lento  desarrollo  de  esos  pequeños  centros;  conside- 
rando además  que  los  ingresos  que  él  podría  produ- 
cir en  nada  contribuirían  á  satisfacer  las  necesidades 
del  Estado,  y  aún  quizás  no  bastaran  á  sufragar  los 
egresos  que  traería  su  percibo. 

3^  Que  la  práctica  ha  demostrado  la  ineficacia  de 
un  procedimiento  contrario,  en  lo  que  se  refiere  álos 
años  anteriores,  como  en  el  caso  de  la  Pampa  Cen- 
tral donde  no  se  obtuvo  sino  el  gasto  que  ocasionó  la 
remisión  de  los  dos  empleados  que  se  comisionaran 
al  efecto. 

'  4^  Que  á  pesar  de  lo  expuesto,  no  sería  justo  que 
una  excepción  de  esta  naturaleza  persistiera  cuando 
hubieran  desaparecido  las  causales  que  la  originan, 
y  estado  en  la  actualidad  el  territorio  de  Misiones  en 
condiciones  de  sufrir  la  carga  de  estos  impuestos  por 

el  floreciente  desarrollo  de    su  comercio  c    industrias. 

« 

El  Presidente  de  la  República  — 

decreta: 

Art.  I*'  Exonérase  á  los  comerciantes  propietarios 
é  industriales  de  Posadas  y  Territorio  de  Misiones  del 
pago  de  los  impuestos  atrasados  debiendo  en  lo  su- 
cesivo á  partir  del  corriente  año  pagar  estos  impues- 
tos de  acuerdo  con  las  leyes  que  requieren  el  caso. 

Art.  2^  Pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  pa- 
ra que  proponga  la  forma  en  que  ha  de  darse  cum- 
plimiento al  presente  decreto,  y  lo  comunique  á  quie- 
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nes  corresponda  previa  reposición  de  sellos — PELLE- 
GRIM. — Vicente  F.  López. 


La  Sra.  Justa  B.  de  Obligado, — sobre  el  reconocimiento  de 
los  derechos  de   posesión  á  la  c  Isla  Obligado  » 

Con  feclia  14  de  Enero  de  1801  se  presentó  al  Ministerio  del  Inte- 
rior la  Sra.  Justa  B.  do  Obligado  viuda  del  Teniente  Coronel  de 
la  Armada  D.  Erasmo  Obligado,  pidiendo  en  virtud  de  las  infor- 
maciones que  acompañaba,  producidas  ante  la  Gobernación  del 
Rio  Negro,  por  las  que  i*esultaba  que  su  finado  esposo  fué  el 
primer  poblador  de  la  isla  denominada  "^de  Obligado",  cuya  po- 
sesión ella   continuaba,  se  le  reconocieran  esos  derechos. 

El  seíior  Procurador  General  de  la  Nación  dio  el  siguiente  dictamen: 

ExMO.  Sexor: 

La  señora  de  Obligado  dedujo  su  petición  respecto 
de  la  isla  que  dice  haber  poblado  su  esposo  en  19  de 
Febrero  de  1887,  esto  es,  mucho  tiempo  después  del 
27  de  Abril  de  1885,  antes  de  cuya  fecha  debió  presen- 
tarse, so  pena  de  perder  todo  derecho,  según  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1^  y  2<>  del  decreto  de  20  de 
Enero  de  1885,  concordantes  con  la  disposición  del 
artículo  7^  de  la  ley  de  27  de  Octubre  de  1884. 

Por  esta  circunstancia  creo  que  no  está  en  el  caso 
de  optar  al  favor  concedido  por  dicha  ley  y  decreto 
reglamentario. — Buenos  Aires,  Junio  19  de  1891. — 
Anxonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Ministerio  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Junio  30  de  1891.— Visto  lo  dicta- 
minado por  el  señor  Procurador  General  de  la  Nación, 
no  ha  lugar  y  archívese. — Zapata. 


—  306  — 


El  Directorio  local  del  F.  G.  de  Buenos  Aires  al  Pacifico,  - 
sobre  cobro  de  diferencia  en  el  pago  de  una  garantía 
ferro-carrilera. 

El  Directorio  Local  del  ferro-carril  de  Buenos  Aires  al  Pacifico, 
se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda  el  13  de  Enero  de  1891, 
solicitando  el  pago  de  la  suma  de  £  1768.80,  cantidad  retenida 
al  efectuársele  el  pago  de  la  garantía,  vencida  el  30  de  Setiem- 
bre de  1890. 

El  Ministerio  pasó  el  expediente  á  informe  de  la  Contaduría,  la 
cual  manifestó  lo  siguiente: 

Que  con  fecha  21  de  Abril  de.  1891,  el  Ministerio  de  Hacienda  le 
había  remitido  á  esa  oñcína  una  carta  del  Agente  Financiero  en 
Londres  Dr.  V.  de  la  Plaza  fechada  en  Noviembre  18  de  1890,  y 
en  la  cual  se  explicaba  la  diferencia  que  reclamaba  el  Directo- 
rio del  ferro-carril  de  Buenos  Aires  al  Pacifico,  la  cual  proce- 
día de  lo   siguiente: 

Tomado  al    Banco   de  Londres  y  Rio  de  la 

Plata  una  letra  por £  30.7G8.0.0 

Sellos £      18.8.0 

Comisión  1  °/o   s/  43.3.000 "     a'jO.O.O 

Intereses  8  meses  al  O  V» "  J  .400.00    **     1 .7(>S.8,0 

Líquido  entregado  al    Ferro-Carril    Bue- 
nos Aires  al    Pacifico £  ai.000.0.0 

Que  como  la  práctica  observada  liabía  sido  que  las  garantías  se 
abonasen  en  letras  á  90  d/v.,  resultaba  que  las  £  35.00ÍJ  ha- 
bían sido  abonadas  en  efectivo 

Pasado  el  expediente  á  infoime  del  Señor  Procurador  del  Tesoro, 
este  funcionario  dictaminó   lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

En  vista  del  precedente  informe  de  la  Contaduría 
General,  creo  que  debe  decretarse  el  pago  del  saldo 
que  cobra  el  ferro-carril  de  Buenos  Aires  al  Pacifico; 
V.  E.  resolverá  si  de  esta  suma  deberán  descontarse 
los  intereses  correspondientes  á  tres  de  los  ocho  me- 
ses que  se  han  cargado  al  Gobierno,  según  la  cuenta 
de  la  letra  tomada  al  Banco  de  Londres  v  Rio  de  la 
Plata  por  haberse  efectuado  en  efectivo  el  pago  de  la 
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garantía,  en  vez  de  hacerlo  en  letras  á  90  días.  Pa- 
ra formar  una  opinión  á  este  respecto,  convendría  te- 
ner á  la  vista  la  disposición  que  rige  la  forma  de 
estos  pagos  y  los  precedentes  que  el  Gobierno  haya 
establecido  sobre  el  particular.  Noviembre  16  de 
1891. — E.  García  Merou. 

En  vista   de    los   informes   producidos    el   Ministerio  dictó  la  si- 
guiente 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Julio  4  de  1892. — No    há   lugar  y  archívese. — E. 
Hansex. 


Juan  Bautista  Romero, — propone  la  revisacióD  de  patentes 

de    billares    y  sellos. 

En  17  de  Enero  de  18Ü1,  ocurrió  al  Ministerio  de  Hacienda,  D. 
Juan  Bautista  Romero,  solicitando  autorización  para  la  revisación 
de  patentes  de  billares  y  sellos,  en  que  deben  estar  extendidos, 
la:  casas  arrendadas  por  contratos,  ocupadas  por  los  estableci- 
mientos públicos,  á  fin  de  constatar  y  denunciar,  los  fraudes 
que  privan  al  Estado  del  percibo  de  sus  rentas. 

La  Dirección  de  Rentas  manifestó:  que  debia  denegarse  ¡a  conce- 
sión solicitada,  por  que  la  Nación  tiene  funcionarios  para  saber 
sí  se  cumplen  ó  nó,  las  leyes  de  impuestos,  y  medios  bastantes* 
para  perseguir  á  los  que  las  violen,  aplicándoles  las  penas 
del  ciso. 

La  Contaduría  General,  se  expidió,  de  perfecta  conformidad,  en 
lo  expresado  por  la  Dirección  de  Rentas. 

El  Procuratlor  del  Tesoro,  dijo: 

ExMO.  Sensor: 

Sírvase  V.  E.  no  hacer  lugar  á  lo    que  solicita  el 
recurrente. 

Con  las  miomas  razones  que  invoca  hoy  para  que 
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se  autorice  á  revisar  patentes  y  sellos,  podría  mañana 
reclamar  intervención  en  todas  las  operaciones  fiscales. 

Cuando  se  ha  creído  de  interés  público  utilizar  los 
servicios  de  los  particulares  para  descubrir  las  defrau- 
daciones de  las  rentas  así  se  ha  establecido  en  las 
disposiciones  correspondientes,  dándoles  la  debida  pu- 
blicidad, como  sucedió  con  la  circular  de  Diciembre 
27  de  1879  relativa  al  contrabando. 

Para  los  demás  casos  debe  estarse  á  las  medidas 
preventivas  ó  correctivas  que  la  Ley  y  los  decretos 
reglamentarios  hayan  adoptado  y  á  la  acción  de  los 
funcionarios  públicos  encargados  de  cumplirlas. — Ju- 
nio 24  de  1891. — E.  García  Merou. 

Resolución — 

Ministerio,  Agosto  19  de  1891. — De  acuerdo  con 
los  informes  que  preceden  y  lo  dictaminado  por  el 
Procurador  del  Tesoro, 

SE   resuelve: 

No  há  lugar  á  la  concesión  solicitada. 
A  sus  efectos    vuelva  á  la    Dirección    General    de 
Rentas. — Vicente   F.  López. 


El  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,— remite  para 
su  aprobación  el  Reglamento  del    Puerto  de  La  Plata. 

En  Enero  21  do  1801,  el  Exino.  liobierno  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires  remitió  al  de  la  Nación  un  Reglamento  del  Puerto 
de  La  Pinta  para  ser  revisado  y  aprobado  y  ponerlo  en  vigencia 

Pasado  que  fué  á  la  Prefectura  Marítima,  esta  repartición  nom- 
bró una  comisión  para  que  informara,  la  que  se  expidió  mani- 
festando; que  el  Regrlamento  que  se  le  había  sometido  á  examen 
era  idéntico  en  un  todo  al  Reglamento  aprobado  por  el  Supe- 
rior Gobierno  Nacional  en  '27  de  Febrero  de  1880  para  el  puer- 
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to  (leí  Riachuelo,  con  la  única  diferencis.  que  las  funciones  acor- 
liailas  en  éste  al  Sub-Prefecto  Marítimo,  en  aquel  se  acuerdan 
al  Jefe  del  Dock,  circunstancias  que  considera  la  Comisión  de 
anomalías  porque  funciones  que  á  su  juicio  deben  ser  desem- 
peñadas por  una  autoridad  nacional  por  corresponder  á  la  po- 
licía marítima,  en  dicho  resrlamento  se  concede  á  un  empleado 
provincial,  por  cuya  rtszón  y  atendiendo  á  la  identidad  de  ara- 
bos reglamentos  la  comisión  aconseja  que  se  adopte  para  el 
Puerto  de  la  Plata  el  Reglamento  vigente  del  Puerto  del  Ria- 
chuelo. 

Corridos  varios  trámites,  pasó  á  la  Dirección  General  de  Rentas 
fundando  su  informe  en  el  expedido  por  la  Comisión  nombra- 
da por  la  Prefectura  y  aconsejó  la  aplicación  del  Reglamento  del 
Riachuelo  para  el  Puerto  de  la  Plata. 

Pasó  el  expediente  al  Procurador  General  de  la  Nación,  el  cual 
expidió  el  siguiente  dictamen. 

ExMO.  Señor: 

Es  difícil  determinar  la  línea  de  separación  de  fun- 
ciones, en  un  puerto  con  muelles  y  dock  que  co- 
rresponden á  laPiovincia  de  Buenos  Aires  y  sobre  los 
que  por  convenios  especiales,  se  le  ha  reservado  la 
administración. 

Hay  conveniencia  sobre  todo,  en  cortar  conflictos 
de  jurisdicción  entre  funcionarios  nacionales  y  provin- 
ciales, pues  tales  conflictos  perjudican  el  servicio  pú- 
blico. Por  ello  pienso  que  deben  conservarse  las  fun- 
ciones atribuidas  por  el  reglamento  al  Jefe  del  Dock, 
pues  siendo  ésta  la  autoridad  más  inmediata  y  estable, 
está  más  en  aptitud  de  atender  con  prontitud  las  exi- 
gencias de  cada  situación  que  se  produzca  sobre  el 
Dock  ycanales  que  le  dan  acceso. 

Esto  no  afecta  la  autoridad  nacional  puesto  que  el 
Jefe  del  Dock,  procederá  en  virtud  de  autorización, 
acordada  por  el  Gobierno  Nacional  al  efecto,  que  es 
lo  que  importa  la  aprobación  que  V.  E.  dé  al  Regla- 
mento proyectado. 

Esa  autorización    acordada  al  Jufc    del    Dock,    no 
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importa  tampoco  crearle  jurisdición  para  juzgar,  puesto 
que  en  todos  los  casos  en  que  se  trate  de  una  vio- 
lación del  reglamento  del  puerto,  ó  de  un  hecho  crimi- 
nal, debe  según  los  artículos  20-53  y  con  mayor 
razón  en  el  caso  del  artículo  38,  remitir  todos  los 
antecedentes  á  la  autoridad  correspondiente,  que  es  la 
Nacional,  según  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863 
y  reglamentos  de  puertos. 

Sólo  con  estas  declaraciones  opino  que  V.  E.  po- 
dría aprobar  el  reglamento  proyectado,  por  ahora,  y 
mientras  la  experiencia  no  ofrezca  mayores  obstáculos: 
de  otro  modo  las  funciones  atribuidas  al  Jefe  del  Dock 
en  los  párrafos  marcados  corresponderían  á  la  Prefec- 
tura Marítima,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la 
Dirección  General  de  Rentas. — Junio  30  de  1892.— 
Sabiniano  Kier. 

Volvió  el  expediente  ai  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
quien  lo  pasó  á  informe  del  Presidente  del  Departamento  de 
Ingenieros  y  del  Director  de  Rentas  de  la  provincia,  quienes  se 
expidieron  en  la  forma  siguiente: 

Señor  Secretario  de  la  Intervención  en  el  Departamento  de  Obras 
Públicas. 

De  acuerdo  con  lo  ordenado  en  el  decreto  que  antecede,  hemos 
procedido  á  hacer  un  estudio  detenido  del  reglamento  proyecta- 
do para  el  puerto  de  la  Plata,  encontrando  que  es  el  mismo 
aprobado  por  el  Exmo.  Gobierno  de  la  Nación  para  el  puerto  del 
Riachuelo,  con  la  diferencia  de  que  las  funciones  policiales  que 
en  éste  se  acuerdan  al  Sub-Prefecto  Marítimo,  en  aquel  son 
acordadas  al  Jefe  del  Dock. 

£1  reglamento  consulta  todas  las  conveniencias  del  servicio  marí- 
timo, y  las  funciones  policiales  acordadas  al  Jefe  del  Dock, 
no  obedecen  á  otro  propósito,  como  lo  ha  interpretado  muy  bien 
el  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  que  á  evitar  conflictos  de  juris- 
dicción entre  los  funcionarios  de  la  Nación  y  los  de  la  Provincia. 

Se  explica  perfectamente  bien  que  en  el  reglamento  del  Puerto  del 
Riachuelo,  que  es  de  la  Nación,  las  funciones  policiales  estén 
encomendadas  al  Sub-Prefecto  Maritimo,  por  que  es  ese  funcio- 
nario el  que  representa  la  autoridad  nacional  y  el  único  que 
puede  hacer  la  policía  marítima,  pero  no  sucede  lo  mismo  tra- 
tándose del  puerto  de  La  Plata  que  pertenece  á  la  Provincia  y 
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está  administrada  poi*  un  funcionario  aue  depende  directamente 
de  la  misma. 

En  este  caso  hay  conveniencia  para  el  servicio  público,  en  que 
las  funciones  policiales  las  ejerza  el  Jefe  del  Dock,  porque  es  la 
autoridad  más  inmediata  y  porque  es  muy  difícil  establecer  con 
precisión  donde  empieza  la  jurisdicción  nacional  en  un  puerto 
artificial  que  ha  sido  construido  por  la  Provincia,  la  que  por 
convenios  especiales  se  ha  reservado  su  administración  y  el  de- 
recho de  establecer  Jas  tarifas,  y»  la  que  además,  es  dueña  ex- 
clusiva de  los  muelles  y  del   dock. 

Por  otra  parte,  la  funciones  acordadas  por  el  reglamento  proyec- 
tado al  Jefe  del  Dock  en  nada  afectan  la  autoridad  nacional,  pues 
sej<ún  lo  manifiesta  el  señor  Procurador  de  la  Nación,  el  Jefe 
del  Dock,  procedería  en  virtud  de  autorización  acordada  al  efec- 
to  por  el  Gobierno  Nacional,  que  es  lo  que  importaría  la  apro- 
bación por  el  mismo  del  reglamento  proyectailo,  ni  crea  tampoco 
jurisdicción  para  juzgar  desde  que  siempre  que  se  trate  de  un  he- 
cho criminal,  los  antecedentes  ')eben  remitirse  á  la  autoridad  co- 
rrespondiente, que  es  la  nacional. 

Por  estas  consideraciones,  los  que  suscriben  se  permiten  indicar 
la  conveniencia  que  V.  E.  remita  nuevamente  este  asunto  al 
Exmo.  Gobierno  de  la  Nación,  pidiéndole  la  aprobación  del  re- 
glamento proyectado,  para  que  pueda  ser  puesto  en  vi^rencia  á 
la  brevedad  posible,  sin  perjuicio  de  ampliarlo  ó  modificarlo,  s 
la  práctica  así  lo  aconseja.— La  Plata,  Noviembre  29  de  1893.— 
José  Hilario  Lagos.— Ignacio  D,  I**igoyen. 

El  señor  Interventor  Nacional  Dr.  D.  Lucio  V.  López  devolvió  con 
nota  el  expediente,  solicitando  que  en  vista  de  los  informes  ex- 
pedidos, el  Superior  Gobierno  Nacional  aprobase  el  reglamento 
confeccionado  por  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
para  el  puerto  de  La  Plata  de  ai^u'erdo  con  el  dictamen  del  Sr. 
Procurador  General  de  la  Nación,  con  el  propósito  de  evitar  los 
inconvenientes  que  diariamente  se  suscitan  por  carecer  de  una 
reglamentación  que  deslinde  !a  jurisdicción  de  las  autoridades 
nacionales  y  provinciales. 

En  Diciembre  de  1893  se  dictó  el  decreto  aprobando  el  re;rlamen- 
to  confeccionado  por  el  liobiorno  de  la  Provinoia  de  Huenos  Ai- 
res y  se  mandó  archivar  este  expediente. 
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E.  Almirón^ — propone  al  Gobierno  el  cobro  de  Ciontribnción 
Directa  y  Patentes  atrasadas,    mediante  una   comisión 

El  señor  Eduardo  Almirón  en  37  de  Enero  de  1891  se  presenta  al 
Ministerio  de  Hacienda  exponiendo  que  tiene  conocimiento  que 
el  Gobierno  ha  hecho  concesiones  á  particulares  mediante  laeo«- 
misión  del  (50  %)  cincuenta  por  ciento  para  cobrar  la  contribu- 
ción Directa  y  Patentes  atrasadas,  y  propone  ofreciendo  las  ga- 
rantías que  se  le  exijan,  se  le  conceda  al  suscrito  autorización 
para  efectuar  el  mencionado  cobro  radiante  la  comisión  del  (30%) 
treinta  por  ciento. 

Informando  la  Dirección  de  Rentas  y  Contaduría  General,  aconse- 
jan no  debe  hacerse  lugar  al  presente  pedido  por  existir  otra 
concesión  á  los  señores  Ibañez  y  C*  que  vence  el  26  de  Setiem- 
de  1891. 

Oida  la  opinión  del  señor  Procurador  del  Tesoro,  dyo: 

ExMO.  Señor: 

Por  las  razones  que  en  extenso  tengo  manifestadas 
ante  V.  E.  en  un  expediente  análogo  á  este,  de  los 
señores  Ramayon  y  Osuna,  opino  que  V.  E.  no  debe 
hacer  lugar  á  lo  que  hoy  se  solicita  por  el  señor  Al- 
mirón. —  Buenos  Aires,  Abril  2  de  1891- — José  M* 
Cantilo. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1892. — Nopudien- 
do  hacerse  efectiva  la  reposición  de  sellos  ordenada 
á  pesar  de  las  notificaciones  laechas  al  interesado — 
archívese. — E.   Hansen. 


—  313  — 


Varios  fabricantes  de  yinos, — reclaman  del  derecho  impuesto 

á  las  pasas   de  uva. 

En  27  de  Enero  de  1891,  ocurrieron  al  Ministerio  de  Hacienda, 
varios  fabricantes  de  vino  de  pasas,  manifestando:  que  en  la  tarifa 
de  Avalúos  del  corriente  año,  paj.  15,  partida  N*  338,  se  esta- 
blece, "  que  las  pasas  d6  uva  en  envases  mayores  de  dos  kilos, 
abonarán  d  200  milésimos  el  hilo,  incluso  el  envase,  y  pa- 
garán el  setenta  por  ciento  de  derechos-,**  y  que,  conceptuando 
una  errónea  interpretación  de  la  ley,  el  derecho  prohibitivo  cou 
que  se  carga  á  la  pasa,  lo  que  causará  por  otra  parte,  incal- 
culables perjuicios  á  la  industria  vinícola  del  país,  solicitan  en 
tal  virtud  del  Ministerio: 

!•  Que  so  sirva  ordenar,  que  tratándose  de  un  artículo  nece- 
sario á  la  industria  del  país,  como  materia  prima,  sólo  abone, 
el  veinte  y  cinco  por  ciento  de  derecho-, 

2*  Que  por  las  mismas  razones  y  también  por  equidad,  no  se  in- 
cluya el  envase  en  el  peso  de  este  artículo. 

La  Dirección  Oeneral  de  Rentas,  manifestó:  que  el  aforo  aplicado 
en  la  ^^rifa  vigente  de  (0,200  mis.)  doscientos  milésimos  el  kilo, 
para  pasas  de  uvas  en  envase  do  más  de  2  kilos,  fué  rebajado 
del  2'20  y  270  que  tenía  el  año  pasado,  todo  inclusive  el  envase 
como  lo  están  los  artículos  ya  mencionados  en  las  mismas  con- 
diciones, consultando  los  precios  corrientes  y  las  observaciones 
de  los  representantes  para  la  formación  del  proyecto  de  tarifa, 
aprobada  posteriormente  por  el  Gobierno. 

Que  la  Dirección  de  Rentas,  no  acepta  la  conveniencia  de  protec- 
ción de  una  industria  de  vinos  de  pasas,  importando  la  materia 
prima,  con  perjuicio  de  la  que  produce  el  país,  y  más  aun,  la 
verdadera  fabricación  con  la  uva,  que  es  la  que  realmente  debe 
protejerse;  por  lo  que  cree  la  Dirección,  que  no  podrían  consi- 
derarse las  pasas  y  las  demás  ft*utas  [secas  mencionadas,  sino 
con  el  derecho,  que  según  la  designación  clara  se  les  ha  asignado. 

El  Departamento  de  Agricultura  expuso:  que  no  habiendo  la  ley 
de  Aduana,  hecho  distinción,  entre  las  frutas  conservadas  y  las 
frutas  secas,  pues  las  incluye  á  ambas,  bajo  una  misma  deno- 
minación, de  frutas  conservadas  en  cualquier  forma,  es  indu- 
dable, como  lo  manifiesta  la  Dirección  de  Rentas,  que  están 
comprendidas,  unas  y  otras,  entre  los  artículos  gravados  con 
el  derecho  de  60  por  ciento,  y  si  ello  es  así,  ante  la  prescrip- 
ción clara  de  la  ley,  no  es  posible  hacer  otra  cosa  que  aplicarla; 

Que  es  indudablemente  cierto,  que  la  mayor  parte  de  la    pasa  de 
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uva  que  se  introduce,  se  destina  á  la  fabricación  de  vino,  pero 
que  1:0  puede  negarse,  que  el  lejislador  al  gravarla  con  un  alto 
derecho,  ha  querido  fomentar  ó  proteger  la  producción  del  país, 
de  modo  que  no  es  dado,  al*  aplicar  la  ley,  alterarla  en  su  letra 
y  en  su  espíritu,  aún  cuando  sea  discutible,  sí  conviene  ó  nó, 
fomentar  la  industria  de  que  se  trata; 

Que  habiéndose  gravuilo  con  un  impuasto  interno,  la  fabricación 
de  la  cerveza,  no  parece  justo  que  la  fabricación  del  vino  de 
pasas,  no  cjmprendida  e  i  ese  impuesto,  sea  en  cambio  favore- 
cida, excoptu.in'loli  «lo  un  derecho  que  en  todo  caso  compense 
el  impuesto  indicado. 

Pasadas  en  vista  estas  actuaciones,  á  los  solicitantes,  agregaron, 
que  era  una  clasificación  caprichosa  é  inexacta,  la  que  hacen 
la  Dirección  General  de  Rentas  y  Departamento  de  Agricultura, 
al  cumprendcr  onjo  una  mism:i  denominación,  de  frutas  conser- 
vadas, á  las  que  son    frutas  secas; 

Que  por  frutas  en  con^erw,  deben  entenderse  aquellas  que,  con- 
teniendo todos  sus  principios  constitutivos,  los  tnanliene,  por 
metí  ¡o  de  un  vehiculo  ó  procedimiento  cualquiera,  que  le  sirve 
do  agente  conservador;  asi  solamente  se  explica  la  preposición 
en  que  precede  á  la   palabra  conserva. 

Que  la  frutíi  á  que  ellos  se  refieren,  y  para  la  cual  solicitan  re- 
baja lie  derechos,  no  renne  esas  condiciones,  pues  ella  ha  per- 
dido por  desecación  el  agua  de  su  composición,  principal 
elemento  de  su  gusto  y  sabor;  que  esta  fi*uta,  no  es  por  lo 
tanto,  fruta  en  conserva,  sino  fruta  seca,  y  más  comunmente, 
pasa  de  uva,  cosa  muy  distinta  por  cierto  de  la  primera; 

Que  para  que  á  esta  última,  pudiera  aplicársele,  la  clasificación 
de  en  conserva  ó  conservada^  deberla  contener  todo  su  jugo  de 
composición,  como  lo  conservan  'estas;  por  todo  lo  cual,  soli- 
citan: 

P  Que  se  declare,  quelfi  pasa  de  uva,  no  es  la  fruta  en  conserva, 
á  que  se  refiere  el  inqiso  1°  del  Art.  1°  de  la  ley  de  Aduana; 

2°  Que  no  estando  comprendido  este  artículo  en  las  designaciones 
especiales  de  esa  ley,  pague  el  25  por  ciento  de  derecho  de 
importación,  y 

3°  Que  pague  el  derecho  por  peso  neto  cuando  el  artículo  no 
venga  en  sacos. 

El  Procurador  General  de  la  Na'^ión,  cuyo  dictamen  fué  requerido, 
lo  hizo  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 
La  cuestión  que  se  dej)ate  en  este  expediente  con- 
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siste  en  averiguar  si  las  pasas  de  uva  principalmente  las 
de  corinto,  que  se  emplean  en  la  fabricación  de  vinos 
se  hallan  ó  nó,  comprendidas  en  el  inciso  1°  Art.  1° 
de  la  Ley  de  aduana  vijente  del  año,  que  grava  con 
el  derecho  del  60  ^/o  las  frutas  en  conserva  en  cual- 
quier forma. 

La  cuestión  está  resuelta  decidiendo  si  las  pasas 
de  uva  son  ó  nó,   frutas  en  conserva. 

La  Dirección  General  de  Rentas  en  su  informe  de 
fs.  6  la  ha  decidido  afirmativamente,  exponiendo  que 
bajo  la  misma  denominación  de  frutas  en  conserva 
fueron  comprendidas  las  pasas  de  uva,  los  higos  se- 
cos, las  manzanas,  pera^  ó  guindas  secas,  ciruelas, 
dátiles  descarozados  de  durazno  etc.  que  el  año  pa- 
sado pagaban  el  25  ®/o. 

Por  toda  razón  ó  fundamento  de  la  inteligencia 
que  la  Dirección  de  Rentas  da  en  este  punto  á  la  ley 
de  Aduanas,  agrega  "que  cree  que  no  podrían  con- 
"  siderarse  las  pasas  y  las  demás  frutas  secas  men- 
"  clonadas,  sino  con  el  derecho  que  según  la  desig- 
•*  nación  clara  se  le  ha  asignado'' — Agrega  que 
"  faltarla  averiguar  si  la  pasa  á  que  se  refieren  los 
"  peticionantes,  es  de  una  clase  especial  para  vinos, 
"  que  en  el  país  no  se  produce";  lo  que  parece 
querer  indicar  que,  si  se  tratara  de  tal  clase  de  pasas, 
podría  no  ser  considerada  como  fruta  en  conserva. 

El  Departamento  de  Agricultura  apoya  la  opinión 
de  la  Dirección  de  Rentas.  "No  habiendo  la  ley  de 
Aduana,  dice,  hecho  distinción  entre  las  frutas  con- 
servadas y  las  frutas  secas,  pues  las  incluye  á  ambas 
bajo  una  misma  denominación  de  frutas  conservadas 
en  cualquier  forma,  es  indudable,  como  lo  manifiesta 
la  Dirección  de  Rentas,  que  están  comprendidas  unas 
y  otras  entre  los  artículos  gravados  con  el  derecho  de 
60  ^/o;  y  si  ello  es  así,  ante  la  prescripción  clara  de 
la  Ley,  no  es  posible '  hacer  otra  cosa  que  aplicarla. 

Si  la  Ley  se  hubiera  expresado  tan  claramente  co- 
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mo  lo  supone  el  Departamento  de  Agricultura,  pienso 
que  la  cuestión  suscitada  por  los  fabricantes  de  vinos, 
no  habría  sido  propuesta  á  la  resolución  de  V.  E. 

Porque  la  Ley  de  Aduana  no  es  clara,  en  mi  opi- 
nión, en  este  punto,  es  que  tal  cuestión  se  ha  pro- 
movido; y  á  fin  de  que  V.  E.  pueda  resolverla  con  la 
justicia  y  equidad  en  que  siempre  inspira  sus  actos, 
le  presentaré  las  observaciones  que  me  ha  sujerido  el 
estudio  del  punto  en  cuestión. 

He  de  prescindir  completamente  de  cuanto  se  dice 
en  relación  á  la  protección  de  la  industria  del  país; 
ya,  porque  no  estoy  plenamente  convencido  de  la  con- 
veniencia pública  de  esa  protección  en  las  circuntancias 
porque  nuestro  país  pasa  actualmente,  pues  ella  no 
abarata  los  artículos  que  el  país  produce  y  cuyo  con- 
sumo es  de  absoluta  necesidad;  ya  porque  tal  cues- 
tión es  incidental  y  casi  agena  completamente  á  la  cues- 
tión que  V.  E.  debe  resolver. 

Se  trata  aquí  simplemente,  de  la  interpretación  de 
una  prescripción  de  la  Ley  de  Aduana,  y  á  ella  debe 
concretarse  la  discusión. 

La  Dirección  de  Rentas  no  da  razón  alguna  que 
deba  tenerse  en  cuenta  para  fundar  la  interpretación 
que  adopta. 

Es  el  Departamento  de  Agricultura  el  que  dice  que 
la  Ley  no  ha  hecho  distinción  entre  las  frutas  conser- 
vadas y  las  frutas  secasy  pues  las  incluye  á  ambas  ba- 
jo una  misma  denominación  de:  frutas  consecradas  en 
cualquier  foxma.  Pero  ésto  no  es  absolutamente  exac- 
to: para  que  ello  fuera  cierto,  era  menester,  que  la 
Ley  no  se  hubiera  expresado  en  esos  términos;  sino  en 
estos  otros.*  frutas  secas  ó  en  conserva  en  cualquier 
forma:  sólo  así  podrían  decirse  gravados  del  mismo 
modo  las  unas  y  las  otras, 

Pero  la  Ley  no  se  ha  expresado  así.  Empieza  por 
decir,  en  su  art.  1°,  que  toda  iher canda  extranjera 
pagará^  á  su  importación  para  el  consumo,  el   dere- 
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cho  de  25  <>/o;  y  exceptúa  en  seguida,  de  esta  regla 
general,  y  grava  con  el  derecho  de  60  %  las  frutas 
en  conserva  en  cualquier   forma. 

¿Están  incluidas  en  la  excepción  las  frutas  secas} 
No  seguramente,  si  frutas  secas  y  frutas  en  conser- 
va no  son  expresiones  sinónimas.  Si  las  frutas  secas 
son  cosa  distinta  de  las  frutas  en  conserva,  me  atre- 
verería  á  afirmar  que,  en  vez  de  hallarse  gravadas  con 
el  derecho  del  60  Vo,  lo  están  solamente  con  el  25  °  'o, 
que  es  el  aplicable,  según  la  Ley,  d  teda  mercadería 
que  no  sea  de  ¿as  exceptuadas  por  ella  misma, 

Inclusio     unios,  esclusio  alterius. 

Ahora  bien:  ¿frutas  en  conserva  y  frutas  secas  son 
la  misma  cosa? 

Me  inclino  á  pensar  que  nó;  y  que  es  fundado 
cuanto  al  respecto  dice  el  Sr.  Joselin  Huergo  en  su 
último  escrito. 

Es  indudable  que  las  almendras  sin  cascara  ó  con 
ella,  y  que  las  nueces  son  frutas  secas.  Pues  bien, 
la  Tarifa  de  Avalúos  bajo  los  números  122  y  123 
los  primeros,  y  232  las  últimas,  las  considera  de  dis- 
tinta manera  que  á  las  frutas  en  conserva.  A  dichas 
almendras  y  nueces  les  asigna,  en  los  números  indica- 
dos el  25  ^lo\  y  á  las  frutas  en  conserva  en  cualquier 
forma,  como  lo  dice  la  Ley,  esto  es,  al  jugo  ó  com- 
pota, en  almíbar,  conservadas  en  agua  ó  al  natural 
y  aguardiente,  en  latas,  frascos  de  vidrio,  ó  en  cual- 
quier otro  envase  les  aplica  el  derecho  de  60  ^/o  en 
los  números  200  á  203  de  la  misma  tarifa  de  Avalúos. 

Tenemos  pues,  que  la  misma  Tarifa  de  Avalúos  no 
ha  entendido  que  todas  las  frutas  secas  sean  frutas 
en  conserva  de  las  expresadas  en  la  Ley  de  Aduana. 

Es  regla  de  interpretación,  que  no  debe  hacerse  no- 
vedad en  la  inteligencia  de  las  palabras  á  que  siempre 
se  ha  dado  un   sentido  determinado. 

Minime  sunt  mutanda^  qtue  interiretatignent  certant 
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sempef  habuerum — Ley  23  Tit .  3°  Libro  1  °  Digesto 
de  Legtbus). 

^  Conserva^  dice  el  Diccionario  de  la  Academia 
^  Española,  fruta  hervida  con  almibar  ó  miel  hasta 
"  que  se  pone  algo  más  espesa  que  engrudo,  lo  que 
"  se  hace  para  que  aquella  se  conserve,  y  de  ahí  le 
**  le  viene  el  nombre  Salgama. 

^  Conservas,  los  pimientos,  pepinos,  y  otras  cosas 
"  que  se  conservan  en  vinagre'', 

Salgama^  según  el  Gran  Diccionario  de  la  lengua 
Latina  de  Freund,  significa,  cosas  puestas  en  sal- 
muera. 

El  Diccionario  Enciclopédico  Hispano  Americano, 
que  aún  está,  en  vía  de  publicación,  dice  así; 

^  Conserva^  fruta  hervida  con  almibar  ó  miel  hasta 
"  que  toma  un  punto  muy  subido,  lo  cual  se  hace 
**  para  que  conserve  pimientos,  pepinos  y  otras  cosas 
"  que  se  conser\^an  en  vinagre. 

"  Conservas  alimenticias^  carnes,  pescados,  legum- 
*  bres,  etc.,  que  en  virtud  de  cierta  preparación  y  en- 
"  vasados  herméticamente,  se  conservan  comestibles 
"  durante  mucho  tiempo". 

Fruta  seca,  dice  Larousse  en  su  Gran  Diccionario 
del  siglo  XIX,  es  la  fruta  naturalmente  desprovista 
de  pulpa,  como  las  nueces,  ó  desecada  para  ser  con- 
sumida en  este  estado,  como  las  uvas  secas,  los  higos 
secos,  etc. 

Creo  pues  que  hay  en  realidad  diferencia  entre  fru- 
tas en  conserva  y  frutas  seca^\  y  una  vez  que  ella 
existe,  no  es  posible,  en  equidad,  aplicar  á  ambas  el 
impuesto  con  que  la  ley  ha  gravado  á  una  de  ellas 
tan  solamente. 

Si  una  y  otra  expresión,  frutas  en  conserva  y  fru- 
tas secas^  tienen  por  el  uso  y  en  el  idioma  una  signi" 
ñcación  diversa,  es  regla  de  buena  interpretación  no 
alterar  el  sentido  que  el  uso  les  ha  dado,  y  no  con- 
fundir á  las  dos  en  el  mismo  significado. 
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Por  estas  consideraciones  pienso,  que  V.  E.  podría 
declarar,  que  las  pasas  de  uva,  ó  por  lo  menos  las  de 
corinto,  están  comprendidas  en  la  disposición  general 
del  Art.  1°  de  la  Ley  de  Aduana,  esto  es,  sujeta  su 
importación  al  pago  del  derecho  del  25  ^ 'o,  del  mis- 
mo modo  que  la  Tarití^  de  Avalúos  grava  en  los  N<». 
122  y  123  á  las  almendras,  y  en  el  N^  232  á  las 
nueces,  que  son  también  frutas  secas  como  las  pasas 
de  uva. — Buenos  Aires,  Abril  17  de  1891. — Antonio 
E.  Malaver. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  12  de  1891. — Atento  los  in- 
formes producidos,  de  los  que  resulta: 

1°  Que  varios  comerciantes  de  vino  de  pasas  de 
uva,  se  han  presentado  á  este  Ministerio  reclamando 
del  avalúo  y  derecho  con  que  figura  esta  fruta  en 
la  Tarifa  de  Avalúos  vigente,  que  viene  á  colocarlos 
en  situación  sumamente  desventajosa. 

2®  Que  corridos  los  trámites  de  estilo,  la  Dirección 
General  de  Rentas  y  Departamento  de  Agricultura 
aconsejan  el  rechazo  de  tal  reclamación,  fundándolos 
en  que  ia  Ley  de  Aduana  vigente  comprende  á  las 
pasas  de  uva  en  la  denominación  de  frutas  en  con- 
serva gravadas  con  el  60  "/o  de  derechos;  en  tanto 
que  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación  con- 
sidera de  justicia  una  resolución  favorable  á  los  peti- 
cionantes, no  encontrando  pertinente  ninguna  de  las 
objeciones  hechas   por  esa  oficina,  y 

Considerando: 

V  Que  como  lo  hace  notar  el  Señor  Procurador 
General  de  la  Nación,  en  la  interpretación  de  las  leyes 
no  debe  hacerse  novedad  en  la  inteligencia  de  las  pa- 
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labras  á  que  siempre  se  ha  dado  un  sentido  determi- 
nado. 

2°  Que  no  pueden  considerarse  como  frutas  en  con- 
serva á  las  pasas  de  corinto,  fruta  seca  que,  por  su 
carácter  de  tal  no  está  comprendida  entre  las  gravadas 
con  un  derecho  de  un  60  %  por  la  ley  de  Aduana 
vigente,  y: 

3^  Que  habiendo  iniciado  el  P.  E.  la  modificación 
en  la  ley  que  grava  con  el  60  %  las  frutas  en  con- 
serva^ no  ha  sido  en  su  mente  incluir  en  esta  deno- 
minación las  pasas  de  corinto  que  no  son  propia- 
mente frutas  en  conserva^  y  por  otra  parte  constituye 
la  materia  prima  de  una  industria  legítima  y  genera- 
lizada en  los  principales  países  exportadores  de  vinos. 

SE    resuelve: 

Accédese  á  lo  solicitado  por  los  fabricantes  de  vino 
de  pasas  de  corinto  en  la  petición  precedente. 

En  su  consecuencia,  queda  modificada  la  partida 
número  238,  página  15  de  la  Tarifa  de  Avalúos  en 
vigencia  en  la  siguiente  forma. 

*^  Pasas  de  corinto  en  envases  mayores  con  exclu- 
sión del  envase^  200  milésimos  el  kilo  y  25  %  de 
derechos. 

Art.  2p  Háganse  las  anotacionss  del  caso  por  la 
sección  respectiva,  comuniqúese  á  la  Dirección  Gene- 
ral de  Rentas  para  su  conocimiento  y  para  que  lo  ha- 
ga saber  á  quienes  corresponda,  publíquese,  insértese 
en  el  Registro  Nacional  y  Boletín  del  Departamento. 
—PELLEGRINI.— Vicente   F.  López. 


Ciongreso  Internacional  Penitenciario  á  celebrarse  en  Paris 

en  1895 

Con  fecha  28  de  1891,  el  Señor  Ministro  Plenipotenciario  de  Fran- 
cia D.  Carlos  Rouvíer  oomunicó  al  Departamento  de  Relaciones 
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« 

Exteriores  la  resolución  del  Congreso  Internacional  Penitencia- 
rio que  se  reunió  en  San  Petersburgo  en  1890,  á  ñn  de  que  el 
mismo  se  celebrara  nuevamente  en  París  el  año  IB&^i.  Lo  que 
participó  para  que  el  Gobierno  Argentino  tomara  las  medidas 
pertinentes  de  acuerdo  con  las  deliberaciones  del  que  tuvo  lu- 
gar en  Rusia  y  del  cual  formó  parte. 
Pasado  al  Ministerio  de  Justicia,  éste  lo  remitió  á  informe  del 
señor  Procurador  General  de  la  Nación,  quien  se  expitiió  en  los 
términos  siguientes: 

ExMO.  Señor: 

Considero  de  la  mayor  utilidad  para  la  reforma  de 
los  delincuentes,  la  reunión  de  los  Congresos  Pe- 
nitenciarios que  han  tenido  lugar  en  los  últimos  años, 
y  que  tanto  contribuyen  á  la  mejora  de  las  Leyes  Pe- 
nales. 

Hemos  construido  una  Cárcel  Penitenciaría;  pero 
seguramente  no  se  aplica  en  ella  ningún  sistema  que 
llevado  ordenadamente,  pueda  ofrecernos  resultados 
satisfactorios. 

Es  pues  indispensable  aprovechar  toda  oportunidad 
que  se  nos  ofrezca  para  obtener  el  progreso  de  la 
penalidad,  que  no  tiene  por  único  fin  la  represión, 
ni  la  expiación  sino  que  debe  proponerse  muy  prin- 
cipalmente la  mejora  de  los  condenados. 

Invitado  V.  E.  á  hacerse  representar  en  el  5^  Con- 
greso Penitenciario  Internacional  que  debe  reunirse  en 
París  en  1895,  no  puede  menos,  en  mi  opinión,  de 
nombrai*  oportunamente  sus  delegados;  y  pidiéndose- 
le por  S.  E.  el  Señor  E.  E.  y  Ministro  Plenipotenciario 
de  la  República  Francesa,  haga  conocer  lo  más  pron- 
to posible,  las  proposiciones  que  sus  administraciones 
penitenciarias  deseasen  someter  á  las  deliberaciones 
de  dicho  Congreso,  así  como  los  trabajos  que  ellas 
se  propongan  presentar,  creo  también  que  V.  E.  po- 
dría dirigirse  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacio- 
nal, á  la  Exma.  Cámara  de  lo  Criminal  de  la  Capi- 
tal y  á  la  Dirección  de  la  Penitenciaría  con  copia  de 


—  322  — 

la  nota  que  precede  del  Señor  Ministro  Francés,  pi- 
diéndoles que,  que  á    la  brevedad  posible,   se  sirvan 
hacerle  las  indicaciones  qi:e  se  solicitan,  y  que  dichos        I 
Tribunales  y  Dirección  están  en  mejor  aptitud  de  pre- 
sentar.— Febrero  21    de  1891. — Antonio  E.  Malav^r. 

Vuelto  al  Ministerio  de  origen  se  dictó  la  siguiente 
Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Febrero  28  de  1891. — Diríjase  la 
nota  acordada  al  Señor  Ministro  de  Francia  en  res- 
puesta á  su  comunicación  de  28  de  Enero  último.— 
Costa. 


La  Legación  de  Alemania, --pide  la  extradición  de  Guillermo 
Gerber  y  Garlos  Krueger,  por  hurto  de  setenta  mil  marcos. 

A  título  de  reciprocidad,  pidió  la  Legación  de  Alemania  ai  Ministe- 
rio de  Relaciones  Exteriores,  con  fecha  30  de  Enero  de  1891,  la 
extradición  de  los  individuos  Guillermo  Gerber  y  Carlos  Krueger 
procesados  por  hurto  de  setenta  mil  marcos. 

El  Señor  Procurador  General,  á  quien  se  pasó  el  punto  en  consulta, 
emitió  su  dictamen  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

El  pedido  de  extradición  de  los  procesados  Guiller- 
mo Gerber  y  Carlos  Krueger  que  dirije  á  V.  E.  el  Se- 
ñor Ministro  del  Imperio  Alemán,  viene  acompañado 
de  los  recaudos  que  exije  el  Art.  646,  último  inciso 
del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal. 

Creo  en  consecuencia  que,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  la  última  parte  del  Art.  652  del  citado 
Código,  debe  V.  E.  pasar  estos  antecedentes  sin  de- 
mora al  Juez  de  Sección  de  esta  Capital  á  los  efectos 
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prevenidos  en  los  Art.  653  y  siguientes  del  citado 
Código;  dando  el  aviso  correspondiente  á  S.  E.  el 
Señor  Ministro  requirente. — Buenos  Aires,  Febrero  5 
de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores, 

Buenos  Aires,  Febrero  6  de  1891. — En  vista  de  lo 
expresado  por  el  Señor  Procurador  General  de  la  Na- 
ción en  su  anterior  dictamen,  pase  este  expediente  al 
Señor  Juez  Federal  Dr.  D.  Andrés  Ugarriza,  á  los 
efectos  á  que  hubiere  lugar.  Avísese  á  la  Legación  de 
Alemania  y  hágase  saber  al  Señor  Procurador  General. 
—PELLEGRINL— Eduardo  Costa. 


El  Centro    Social     «Gran    Club    Continental!),— solicita   la 
aprobación  de  sos  Estatutos  que  no  le  fuó  acordada. 

En  Febrero  3  de  1891,  el  Presidente  del  cGran  Club  Continental" 
se  presentó  al  Ministerio  del  Interior,  solicitando  la  aprobación 
de  los  estatutos  y  el  reconocimiento  de  persona  jurídica  de  di- 
cha Sociedad,  á  cuyo  efecto  acompañaba  los  referidos  estatutos, 
copia  del  acta  de  instalación  y  la  nómina  de  los  socios  funda- 
dores. 

Pasó  á  informe  de)  Sr  Procurador  General  de  la  Nación,  quien 
dictaminó  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

La  Sociedad  **Gran  Club  Continental"  por  la  que  se 
pide  á  V,  E.  el  carácter  de  persona  jurídica,  tiene  por 
objeto  proporcionar  á  sus  socios  las  ventajas  de  la 
buena  sociedad  y  el  trato  culto  de  relaciones  amisto- 
sas, y  tendrá  sala  de  esgrima,  de  billares,  de  concier- 
tos y  baile  y  de  lectura,  como  así  mismo  las  como- 
didades de  un    restaurant  (art.  1^  de  los  Estatutos). 
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El  capital  social  será  de  20.000  $  %  suscrito  entre 
80  socios  fundadores;  ese  capital  puede  ser  aumentado 
con  el  producto  de  la  cuota  de  ingresa  de  nuevos  so- 
cios, y  con  el  sobrante  de  las  cotizaciones  mensuales 
(art.  2®)' — La  cuota  de  ingreso  para  nuevos  socios 
queda  fijada  en  100  $  »%,  y  la  cotización  mensual 
para  todos  será  de  10  $  "Mi  pagaderos  adelantados 
(art.  5^). 

Los  socios  fundadores  pagan  como  cuota  de  ingre-  I 

so,  di  suscribir  el  capital  de  20.000  $,  250  cada  uno;  ^ 

y  no  alcanzo  la  razón  por  la  que  dicha  cuota  quede 
fijada  en  la  suma  de  100  $  ó  sea  sólo  el  40  %  de 
la  pagada  por  los  socios  fundadores. 

Sea  de  ello  lo  que  fuere:  no  creo  que  los  20.000  $ 
(que  hasta  ahora  aparecen  sólo  suscritos,  pero  no  de- 
sembolsados ni  depositados  á  nombre  de  la  sociedad) 
sean  suficiente  patrimonio  propio  para  una  sociedad 
como  la  que  trata  de  fundarse  con  objetos  tan  exten- 
sos como  los  que  quedan  expresados;  y  por  ello  creo 
que  V.  E.  no  debe  acordarle  el  carácter  de  persona 
jurídica  que  excluirá  toda  responsabilidad  personal  de 
los  asociados,  para  dejar  solamente  subsistente  la  del 
expresado  capital  social. 

Fuera  de  esta  consideración,  el  art.  33  de  nuestro 
Código  Civil  sólo  admite  entre  las  personas  jurídicas 
á  crearse,  las  que  tengan  un  objeto  conveniente  al  pue- 
blo, enumerando  entre  ellos  los  establecimientos  de 
utilidad  pública,  religiosos  ó  piadosos,  científicos  ó  li- 
terarios, las  comunidades  religiosas,  colegios,  univer- 
sidades, sociedades  anónimas,  bancos,  compañías  de 
seguros  y  cualesquiera  otras  asociaciones  que  tengan 
por  principal  objeto  el  bien  común. 

No  creo  que  la  Sociedad  "Gran  Club  Continental" 
pueda  considerarse  comprendida  en  ninguna  de  las  aso- 
ciaciones mencionadas  en  dicho  art. — El  constituye 
sólo  una  asociación  privada  entre  sus  socios,  con  ob- 
jetos de  diversión  y  entretenimiento  para  ellos  mismos, 
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sin  que  los  beneficios  que  pueda  producir  tengan  el 
objeto  conveniente  al  pueblo  que  nuestra  ley  civil  exi- 
ge para  la  creación  de  estas  personas  jurídicas. 

Esto  no  quiere  decir  que  no  pueda  funcionar  el  "Gran 
Club  Continental"  bajo  los  Estatutos  que  le  han  da- 
do sus  fundadores,  sino  que  no  tendrá  el  carácter  de 
persona  jurídica  y  que  quedará  sujeto,  en  cuanto  á 
sus  derechos  y  obligaciones  á  lo  que  prescriben  las 
leyes  para  las  sociedades  civiles. 

Por  lo  expuesto,  mi  opinión  es  que  V.  E.  no  con- 
ceda lo  que  se  solicita  en  el  precedente  escrito. — Bue- 
nos Aires,  Febrero  28  de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  del   Interior. 

Buenos  Aires,  Marzo  19  de  1891. — De  acuerdo  con 
el  dictamen  del  señor  Procurador  General  de  la  Nación, 
no  ha  lugar  al  reconocimiento  de  persona  jurídica  so- 
licitado por  el  "Gran  Club  Continental". — Comuniqúe- 
se y  archívese. — Roca. 

En  Junio  8  de  1892,  el  Ministerio  del    Interior  pasó  el  expediente 
de  la  referencia  al  de  Justicia  que  acordó  su   archivo. 


El  Seflor   Jacinto    Villegas,  ez-Minisfro   Plenipotenciario  de 
la    República  en  el  Perú, — pide  su  jubilación 

Don  Jacinto  Villegas  ex-Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Pleni- 
potenciario de  la  República  Ar^irentína  en  el  Perú,  se  presentó 
ai  Departamento  de  Relaciones  Exteriores  pidiendo»  en  mérito 
de  las  razones  que  exponía,  su  jubilación.  Lo  que  verificó  con 
fecha  6  de  Febrero  de  1891. 

Tan  luego  como  la  Secretaría  del  Ministerio  certificó  ser  exacto 
todo  lo  que  el  Señor  Villegas,  por  intermedio  de  su  apoderado 
aseveraba,  respecto  de  sus  servicios  en  el  cuerpo  consular  y 
Diplomático,  el  expediente  pasó  á  la  Contaduría  General  de  la 
Nación  para  que  informara,  cuya  repartición  aconscgó,  previa 
la  justificación    por  intermedio  del  Departamento   Nacional   de 
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Higiene  de  la  imposibilidad  física  en  que  decía  encontrarse  el 
recurrente,  que  se  le  jubilara  con  el  sueldo  integro  de  acuerdo 
con  el  Inciso  2*  y  del  art.  3*  y  primera  parte  del  3°  de  la  Ley  de 
la  materia 

El  Departamento  Nacional  de  Hi^riene  al  que  pasó  á  informe  el 
expediente  se  expidió  manifestando,  que  efectivamante  el  Señor 
Villegas  se  hallaba  imposibilitad"  físicamente  para  seguir  pres- 
tando sus  servicios. 

Se  solicitó  que  el  Señor  Procurador  General  diera  su  informe  al 
respecto  y  éste  lo  hizo  así: 

ExMo.  Señor: 

El  artículo  1 2  de  la  Ley  de  Jubilaciones  del  1 5  de 
Noviembre  de  1887,  se  halla  concebido  en  los  siguientes 
precisos  términos: 

"Los  empleados  permanentes  de  la  Administración 
"  General  de  la  Nación,  directamente  retribuidos  por 
"  el  Estado^  que  sean  ciudadanos  naturales  ó  natu- 
"  ralizados,  tendrán  derecho  á  su  jubilación  de  con- 
"  formidad  á  las  disposiciones  de  la    presente  Ley." 

Como  V.  E.  lo  vé,  para  tener  derecho  á  la  jubilación 
es  indispensable  que  el  empleado  que  la  solicita  haya 
sido  directamente  retribuido  por  el  Estado. 

Los  Cónsules  de  la  Nación  en  el  extranjero  no 
han  recibido,  ni  reciben  por  sus  servicios  directamente 
de  la  Nación;  sino  indirectamente,  percibiéndolos  de- 
rechos establecidos  por  arancel,  y  que  son  satisfechos 
por  los  particulares  que  los  reclaman. 

Creo,  por  consiguiente,  que  los  servicios  consulares 
prestados  poi  el  Señor  Villegas  no  pueden  ser  com- 
putados á  los  efectos  de  la  jubilación  que  solicita;  y 
que  el  tiempo  en  que  los  prestó  debe  ser  rebajado  del 
computo  hecho  por  la  Contaduría  General  en  su  infor- 
me de  fojas  7. 

Los  servicios  diplomáticos  del  Señor  Villegas  le  dan, 
sí,  derecho  á  ser  jubilado;  pero  computados  según  lo 
dispone  el  art.  4°,  inciso  2^  de  dicha  Ley,  no  alcan- 
zan á  los  treinta  años  que  exige  el  inciso  2®  del  art. 
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2^  para  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  3^ 
sea  decretada  su  jubilación  con  goce  de  sueldo  íntegro. 

Le  corresponde  entonces,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  2®  inciso  3°  y  art.  3^  de  dicha  Ley  de 
Jubilaciones  percibir,  por  vía  de  jubilación,  una  cua- 
rentava parte  del  sueldo  de  que  gozaba  por  cada  año 
de  servicios. 

Si  V.  E.  lo  juzgase  así,  podría  servirse,  disponer 
vuelva  este  expediente  á  la  Contaduría  General  para 
que  haga  el  Cómputo  de  los  años  de  servicios  diplo- 
máticos del  Señor  Villegas;  y  liquide  la  suma  que  le 
corresponde  por  jubilación  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones que  dejo  citadas. — Buenos  Aires,  Abril  13  de 
189L — Antonio   E.  Mala  ver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Abril  16  de  1891 — Considerando 
atendibles  las  observaciones  del  precedente  dictamen 
en  cuanto  á  lo  que  se  refiere  á  los  Cónsules  en  ge- 
neral, pero  teniendo  presente  que  los  Cónsules  Gene- 
rales están  asimilados  á  los  Ministros  Diplomáticos  y 
Encargados  de  Negocios,  por  la  exención  acordada  á 
dichos  ñincionarios  en  el  artículo  250  de  las  ordenan- 
zas de  Aduana  y  también  por  la  naturaleza  más  amplía 
de  sus  atribuciones,  no  obstante  la  forma  en  que  son 
remunerados  sus  servicios;  visto  lo  informado  por  el 
Departamento  Nacional  de  Higiene  respecto  de  la  im- 
posibilidad física  en  que  se  encuentra  el  recurrente 
para  continuar  ocupándose  de  trabajos  mentales  de 
responsabilidad,  y  atendiendo  al  computo  formulado 
por  la  Contaduría  Genial  del  tiempo  que  ha  servido 
el  ex-Minútro  Plenipotendarío  en  el  Perú  D,  Jacinto 
Villegas  que  se  deva,  con  arr^o  al  íncís/>  2"  artículo 
4*»  de  la  Ley  de  Jubilaciones,  á  treinta  años  y  siete 
meses. 
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El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°  Acuérdase  al  ex-Enviado  Extraordinario  y 
Ministro  Plenipotenciario  en  el  Perú,  D.  Jacinto  Vi- 
llegas la  jubilación  que  solicita  con  el  goce  del  sueldo 
íntegro  de  su  clase,  que  se  pagará  de  Rentas  Generales, 
imputándose  á  la  Ley  N^  2219  del  15  de  Noviembre 
de  1887,  mientras  no  se  incluya  en  el  Presupuesto 
General. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Regis- 
tro Nacional. — PELLEGRINI. — Eduardo   Costa. 


Varios  fabricantes    de  sombreros, — reclaman    del    derecho 
fijado  al  fieltro  para  la  fabricación  de  sombreros. 

En  Febrero  11  de  1891,  ocurrió  al  Ministerio  de  Hacienda,  una 
comisión  del  gremio  de  sombrereros  de  la  Capital,  manifestando, 
que  el  impuesto  de  60  %,  ó  sea  el  de  un  peso  cuarenta  centa- 
vos por  cada  ftelti'o,  fijado  por  la  tarifa  de  avalúos  en  los  N°* 
888,  889  y  890  inclusive,  es  por  demás  exorbitante,  á  tal  punto 
que  para  algunos  fabricantes,  equivaldrá  á  la  clausura  de  sus 
establecimientos;  que  tratándose  por  ellos  actualmente,  de 
plantear  un  establecimiento  nuevo,  no  les  será  posible  poderlo 
efectuar  en  pocos  meses,  si  se  tiene  en  cuenta,  que  el  material 
para  esa  fábrica  debe  ser  introducido,  por  cuya  razón,  piden 
una  prórroga  para  cumplimentar  el  decreto  del  Gobierno,  sobre 
el  reclamo  formulado  por  ellos,  sobre  el   impuesto  referido. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  manifestó:  que  dicha  repartición 
considerando,  que  los  paños  no  debían  ser  considerados  como 
sombreros,  les  asignó  para  el  presente,  como  para  los  años  an- 
teriores, el  25  Vo9  con  excepción  de  los  pespuntados,  que  como 
tienen  principio  de  confección  se  les  asignó  el  60. 

Hoy  como  entonces,  cree,  que  á  esta  regla  podría  sujetarse,  la 
introducción  de  sombreros,  consultando  los  intereses  del  fisco, 
á  la  vez  que  los  de  la  industria. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 
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ExMO.  Señor: 

Por  las  consideraciones  que  se  exponen  en  la  so- 
licitud presentada,  sería  mi  opinión  que  V.  E.  acor- 
dara una  prórroga  de  tres  meses,  para  el  cumplimien- 
to del  decreto  reclamado. — Marzo  12  de  1891. — José 
M*,  Cantilo. 

Consultada  la  opinión  del    Procurador    General  de    la  Nación,    la 
formuló  en  los  términos  siguientes: 

ExMO.  Señor: 

La  Ley  de  Aduana  N°  2766  para  el  corriente  año 
de  1891,  establece  en  su  art.  1^  "que  toda  mercade- 
ría de  procedencia  extranjera  pagará  á  su  importación 
para  el  consumo,  el  derecho  de  25  « /©  sobre  su  valor 
en  depósito,"  exceptuando  entre  otros  artículos  ¿os 
sombrerosy  que  deben  pagar  el  derecho  de  60  ^/o. 

Con  arreglo  á  esta  Ley,  la  Tarifa  de  Avalúos  en 
sus  números  888,  889  y  890,  fijó  los  valores  de  los 
paños  adherentes  de  fieltro  para  sombreros  no  plan- 
chados, para  los  regulares  y  finos  y  para  los  plan- 
chados, señalándoseles  el  derecho  de  importación  del 
25  Vo  establecido  en  dicha  ley  de  Aduana. 

Pero  V.  E.  por  su  decreto  de  31  de  Diciembre 
último,  declaró  sujetas  al  pago  del  derecho  de  60  % 
en  que  se  grava  la  introducción  de  sombreros,  las 
partidas  que  figuran  en  la  Tarifa  de  Avalúos  con  los 
Nos  888,  889,  890  inclusive. 

El  fundamento  de  esta  disposición  se  halla  expre- 
sada en  el  considerando  de  dicho  decreto  en  los  si- 
guientes términos:  "Que  la  Ley  de  Aduana  grava 
con  el  derecho  de  60  ^/o  los  sombreros  que  se  intro- 
duzcan del  extranjero,  y  que  esta  prescripción  debe 
hacerse  extensiva  á  los  paños  adherentes  de  fieltro 
para  los  sombreros  no  planchados  y  pespuntados  que 
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figuran  por  separado  en  la  Tarifa  de  Avalúos;  y  á 
fin  de  que  esta  prescripción  llene  los  fines  que  se  ha 
tenido  en  cuenta  al  gravar  los  sombreros''  V.  E. 
adoptó  la  resolución  que  dejo  mencionada.  Pidiéndo- 
me V.  E.  mi  opinión  por  el  decreto  que  precede,  debo 
manifestársela  con  franqueza  y  tal  como  la  he  formado. 

Cuando  la  ley  de  Aduana  ha  gravado  excepcional- 
mente,  con  el  derecho  de  60  ^  o  la  introducción  de 
los  sombreros,  no  puede  decirse  que  ha  gravado  con 
el  mismo  derecho  la  introducción  de  los  paños  adhe- 
rentes  de  fieltro,  que  es  ano  de  los  elementos  que 
sirven  para  la  fabricación  de  los  sombreros. 

Si  lo  contrario  fuera  lo  exacto,  como  el  sombrero 
no  se  forma  solamente  con  los  paños  adherentes  de 
fieltro,  sino  que  también  entran  en  su  confección,  ta- 
filetes enteros,  cartones,  envoltorios  y  tela  engoma- 
da mencionados  en  los  números  935  y  936,  el  de- 
creto de  V.  E.  habría  debido  comprender  también  en  ti 
derecho  de  60  Vo,  á  estos  tafiletes,  cartones  y  tela  en- 
gomada; y  vSin  embargo  los  números  mencionados  de 
la  tarifa  de  avalúos  que  á  tales  artículos  se  refieren, 
gravándolos  con  el  25  «  o,  no  han  sido  alterados  en 
el  mencionado  decreto. 

La  interpretación  de  la  ley  de  Aduana  no  puede 
ser  extensiva  á  mi  juicio;  y  basta  decir  que  esa  ley 
grava  con  el  60  ^  o  á  los  sombreros  y  que  los  pa- 
ños adherentes  de  fieltro,  aunque  sean  necesarios  pa- 
ra la  confección  de  aquellos,  no  son  tales  sombreros 
para  que,  en  mi  opinión,  deba  concluirse  que  tales  pa- 
ños, con  los  tafiletes  en  tiras,  los  cartones  y  envolto- 
rios y  la  tela  engomada,  caen  y  quedan  sujetos  al 
derecho  general  del  25  ^  -  o  que  establece  la  ley  de 
Aduana. 

V.  E.,  en  su  decreto  citado,  expresa  que  esa  dis- 
posición de  la  ley  de  Aduana  debe  hacerse  extensiva 
á  los  paños  adherentes  de  fieltro,    á  fin  de    que   tal 
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prescripción  lUne  los  fines  que  se  ha  tenido  en  cuen- 
ta  ai  gravar  los  sombreros. 

Comprendo  que,  con  tal  disposición,  la  ley  ha  que- 
rido proteger  la  industria  nacional  de  sombrerería;  pe- 
ro pienso  que  esa  protección  se  alcanza  sin  gravar 
más  allá  de  lo  que  ha  hecho  la  ley,  los  artículos  que 
entran  en  la  confección  de  los  sombreros.  ¿Se  grava- 
rán sólo  los  paños  con  el  60  ®  o  y  no  los  cartones 
y  las  telas  engomadas,  porque  aquellas  son  más  im- 
portantes que  éstas  y  representan  mayor  valor  entre 
los  artículos  que  entran  en  la  confección  del  sombre- 
ro? La  respuesta  afirmativa  no  me  parece  equitativa. 

La  industria  nacional  se  vale  frecuentemente  de  ar- 
tículos y  elementos  importados  del  extranjero,  que 
aplica  en  seguida  á  las  manufacturas  de  cada  espe- 
cialidad; y  es  de  necesidad  que  la  ley  de  Aduana  gra- 
ve cada  artículo  con  el  derecho  que  crea  convenien- 
te fijarle,  según  el  propósito  que  inspire  sus  disposi- 
ciones. 

Creo,  por  tanto,  que  V.  E.  podría,  dejando  sin  efec- 
to su  anterior  decreto,  resolver,  como  lo  indica  la  Di- 
rección General  de  Rentas,  en  su  informe  de  fojas  2 
vuelta.  Esto  es  lo  que  considero  más  conforme  á  la 
ley  y  á  la  equidad;  pero,  en  caso  contrarío,  creo  que 
debiera  acondarse  el  plazo  que  indica  el  Sr.  Procura- 
dor del  Tesoro,  extendiendo  á  seis  meses  contados 
desde  la  resolución  de  V.  E.,  para  que  tenga  cum- 
plimiento el  decreto  reclamado:  esto  es,  para  que  pue- 
dan procurarse,  los  industriales,  los  elementos  nece- 
sarios para  la  instalación  de  sus  fábricas,  los  que,  se- 
gún lo  expresan,  han  de  venir  del  extranjero. — Abril 
1®  de  189L — Antonio  E.  Mala  ver. 

Vuelto  á  la  Dirección  General  de  Rentas  este  expediente,  dicha 
oficina  agregó:  que  la  tarifa  de  avalúos  denomina  paños  adhe^ 
rentes  de  fieltro  á  una  tela  de  lana  sumamente  delgada  y  sin 
tejido  alguno,  formada  por  sólo  abatanamento,  condición  esta 
última,  que  la  constituye  en  lo  que  se  llama  fieltro.  Es  adbe- 
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rente  porque,  para  la  confección  del  sombrero,  se  adhiere  á  la 
forma  que  puede  ser  de  distintas  materias. 
En  la  confección  de  los  sombreros,  á  parte  del  fieltro,  que  puede 
también  no  ser  adherente,  se  emplean  los  siguientes  artículos: 

Del  25  7o 

Alas  de  lienzo  engomadas—Forros  de  algodón— Tafiletes  en  corte 
—Tela  engomada. 

Del  40  Vn 

Cinta  de  seda  ó  mezcla— Cordón  de  id  id— Forros  de  id  id— Tela 
de  id  ó  para  forros. 

Requerida  la  opinión  del  Club  Industrial,  expuso:  que  el  paño 
adherente,  de  que  se  hace  mención  en  estas  actuaciones,  debe 
ser  declarado  sombrero,  y  como  á  tal,  se  le  aplique  el  derecho 
que  le  correspode  con  arre<flü  á  la  ley  citada,  ó  sea  el  60  '/o» 
dejando  subsistente  el  de  3.*j  7o  para  sus  accesorios. 

Pasado  en  vista  á  los  interesados,  espresaron:  que  reproduciendo 
su  anterior  solicitud,  en  todas  sus  partes,  piden:  la  derogación 
del  decreto  de  fecha  31  de  Diciembre  ppdo.,  para  todo  el  corriente 
año  correspondiente  á  los  números  888,  889  y  890  inclusive  de 
la  tarifa  de  Avalúos  y  que  se  tenga  en  cuenta  ¿u  concurso  como 
industriales  al  confeccionar  la  nueva  tarifa  de  Avalúos  para  el 
año  189*2. 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Agosto  26  de  1891. —  Visto  lo  obrado 
en  el  presente  espediente,  de  lo  que  resulta  que  el 
verdadero  punto  á  resolver  es  la  clasificación  y  dere- 
cho que  según  la  ley  de  aduana  debe  aplicarse  á  los 
llamados  paños  adherentes; 

Y  considerando: 

Que  según  lo  demuestra  concluyentcmente  el  Club- 
Industrial  Argentino,  en  su  bien  meditado  informe,  y 
se  constata  por  la  simple  inspección  ocular  de  las 
muestras  acompañadas,  la  designación  de  "paños  ad- 
herentes" es  impropia  por  que  de  ningún  modo  puede 
llamarse  adherencia  á  aquello  que  constituye  la  base 
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principal,  como  en  este  caso,  en  que  los  forros,  cin- 
tas son  los  verdaderos    accesorios,    mientras    que  el 
ñeltro  es  el  sombrero  mismo;  Que  bajo  tales  concep- 
tos no  conviene  que  subsista  en  la  Tarifa  de  Avalúos 
esa  designación,    que  sólo    por    error   puede  haberse 
introducido  en  ella,  y  que  se  presta  evidentemente  á 
fraudes  en  perjuicio  de  la  renta  aduanera;  y  finalmente; 
Que  no  es    procedente  el  pedido    de  que  se  deje  en 
suspenso  la  ejecución  de  la  ley  de  Aduana  en  la  parte 
que  puede  perjudicar  la  industria  de  los  peticionantes, 
por  que  con  igual  razón  podrán  exigir  todos  los  con- 
tribuyentes la  remisión  ó  suspensión  de  los  impuestos 
con  que  estén  gravados. 
Por  estos  fundamentos: 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

m 

Art.  1^  Suprímase  en  la  Tarifa  de  Avalúos  la  de- 
signación de  "Paños  adherentes"  que  figura  en  las 
partidas  N®  888  al  891  y  sustituyese  por  la  de  "Som- 
breros sin  concluir''  "de  fieltro"  ó  "lana'',  según  el 
caso,  con  los  aforos  respectivos. 

Art.  2°  No  ha  lugar  á  la  derogación  del  decreto 
sobre  aforo  de  los  paños  adherentes  que  se  solicita. 

Art.  3°  Comuniqúese,  publiquese  y  pase  á  la  Di- 
rección General  de  Rentas  á  sus  efectos. — PELLEGRI- 
NI. — Vicente  F.  López. 


El  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,— reclama  los 
derechos  de  eslingaje  que  la  Aduana  de  La  Plata  está  per- 
cibiendo indebidamente. 

£1  Miniflterio  del  Interior,  remitió  con  fecha  13  de  Febrero  de  1891 
una  nota  de)  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  comu- 
nicando, que  la  Aduana  de  la  Plata,  está  percibiendo  indebida- 
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mente  en  el  puerto  de  esa  ciudad,  los  derechos  de  eslingaje  que 
corresponden  á  la  Provincia,  en  virtud  de  los  convenios  cele- 
brados con  el  Gobierno  Nacional,  aprobados  por  el  H.  Congreso, 
pidiendo  en  tal  virtud,  se  dicten  las  órdenes  conducentes,  á 
fin  de  que  dicha  repartición,  se  abstenga  de  seguir  percibiendo 
tales  derechos. 

La  Dirección  General  de  Reatas  manifestó:  que  con  arreglo  al 
contrato  celebrado  con  el  Gobierno  de  la  Provincia  para  la 
construcción  del  Puerto  de  la  Ensenada,  con  el  representante 
del  P.  E.  de  la  Nación,  se  desprende  lógicamente,  que  los  de- 
rechos de  puerto  y  demás  servicios,  relativos  á  la  carga  y  des- 
carga, corresponden  de  perfecto  derecho,  al  Gobierno  de  Bue- 
nos Aires;  pues  que,  inaugurado  y  abierto  al  servicio  público 
el  Gran  Dock,  con  sus  desembarcaderos,  depósitos  y  otros  ele- 
mentos de  servicio,  inclusive  peones  y  empleados  de  la  Pro- 
vincia, es  justo  y  de  derecho,  que  el  eslingaje  aplicado  á  las  mer- 
caderías de  despacho  directo,  sea  percibido  y  cobrado  únicamen- 
te, siempre  que  la  descarga  se  haga  dentro  de  los  límites  del 
puert  >  ó  Gran  Dock,  así  como  recibe  lo  correspondiente  á  la  que 
entra  á  sus  depósitos. 

Que  en  vi^ta  de  lo  expuesto,  debe  ser  resuelto  este  asunto,  de  con- 
formidad á  lo  pedido  por  el  Gobierno  de  Buenos  Aires,  debien- 
do tener  efecto,  desde  que  le  sea  comunicada  dicha  resolución. 
La  Contaduría  General,  expuso:  que  la  Provincia  de  Buenos 
Aires  debe  percibir  los  derechos  de  eslingaje,  porqUe  la  ley  de 
concesión  se  lo  acuerda,  pero  en  el  concepto  se  entiende,  de 
que  el  personal  necesario  para  el  servicio,  sea  costeado  por  ella 
si  tal  personal  es  costeado  por  el  Gobierno  de  la  Nación,  de- 
be  corresponderle  lógicamente  á  él  su  percibo,  porque  el  eslin- 
gaje es  un  derecho  remuneratorio  de  un  servicio  prestado  y 
y  corresponde  en  consecuencia,  á  aquel  que  lo  presta. 

La  Contaduría  es  de  opinión  en  tal  concepto,  que  debe  aclararse 
este  punto  para  la  resolución   que  corresponde. 

Pasado  á  dictamen  del  Procurador  del  Tesoro,  dijo: 

ExMO.  Señor; 

Debe  V.  E.  ordenar  vuelva  este  expediente  á  la 
Dilección  General  de  Rentas,  para  la  aclaración  del 
punto  á  que  se  refiere  el  precedente  informe  de  la  Con- 
taduría; como  así  mismo  para  que  agregue  constancia  de 
la  parte  pertinente    de  los  conventos  á  que     se  refie- 
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re  en  términos  generales  el  P.  E.  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  en  su  nota  de  2 1  de  Enero  del  corriente 
año. — ^Julio  13  de    1891 —  E.  García  Mérou. 

Vuelto  á  la  Dirección  General  do  Rentas,  á,  los  objetos  del  pre- 
cedente dictamen,  pidió  informe  á  la  Administración  de  Ren- 
tas de  La  Plata,  y  en  su  virtud  expresó:  que  resulta  del  expre* 
sado  informe,  que  después  de  la  reclamación  del  Gobierno  de 
Buenos  Aires,  se  ha  puesto  en  servicio,  un  depósito  en  el  Gran 
Oock  de  ese  puerto,  con  el  personal  necesario  para  atenderlo 
y  con  útiles  para  la  verificación  de  las  mercaderías,  que  últi- 
mamente se  ha  dispuesto  también,  que  se  atienda  á  la  descariña 
de  los  buques,  con  peones  costeados  por  la  Provincia,  por  lo 
que,  se  encuentran  llenados  los  requisitos,  para  que  el  expre- 
sado Gobierno,  pueda  percibir  los  derechos  de  eslingaje; 

Que  en  cuanto  á  los  Convenios^  á  que  se  refiere  el  P.  E.  de  Bue- 
nos Aires,  son,  la  ley  que  autorizó  al  Gobierno  Nacional  para 
contratar  con  el  de  la  Provincia  la  construcción  por  su  cuenta 
bsOo  la  dirección  del  mismo,  de  las  obras  del  puerto  de  laEnsena- 
da,y  el  contrato  que  al  efecto  ge  celebró,  cuyas  copias  se  adjuntan. 

Vuelto  de  nuevo  á  dictamen  del  Procurador  del  Tesoro  se  expidió 
en  estos  términos: 

ExMO.  Señor; 

En  vista  del  informe  del  7  del  corriente  de  la  Ad- 
ministración de  Rentas  Nacionales  de  La  Plata,  ca- 
rece de  objeto  la  presente  reclamación,  desde  que  cons- 
ta en  él  que  la  Provincia  presta  ya  los  servicios  en 
cuya  virtud  se  cobra  el  eslingaje,  y  que  actualmente 
percibe  este  derecho.  V.  E.  debe  hacerlo  así  saber 
al  Señor  Gobernador  de  Buenos  Aires,  y  ordenar  el 
archivo  de  estos  antecedentes  en  la  Dirección  Gene- 
ral de  Rentas. — Agosto  27  de  1891. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio  del  Interior. 

Setiembre  1°  de  1891. — Diríjase  nota  al  Exmo.  Go- 
bernador de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  el  sen- 
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tido  indicado  por  el  Señor  Procurador  del  Tesoro,  y 
fecho  archívese  en  la  Dirección  General  de  Rentas. — 
Vicente  F.  López. 


La  esposa  de  D.  R.  Garbia, — propone  abonar  á  plazos  el 
desfalco  que  dejó  su  marido  en  la  Oficina  de  Franqueo 
de  la  Dirección  de  Correos  y  Telégrafos. 

La  señora  Ana  M.  de  Carbia  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior 
con  fecha  14  de  Febrero  de  1891  pidiendo  se  le  permitiera 
abonar  en  letras  á  doce  y  diez  y  ocho  meses  de  plazo,  el  importe 
del  desfalco  que  tuvo  lugar  en  la  Oñcina  de  Franqueo  de  la 
Dirección  General  de  Correos  y  Telégrafos  de  que  era  Jefe  su 
esposo  D.  Rómulo  Carbia,  dando  en  garantía  de  ellas  varias 
propiedades  que  posee  en    esta  Capital. 

La  Contaduría  General  se  opuso  fundándose  en  que  no  se  daba  la 
garantía  suficiente  de  que  los  bienes  que  ofrecía  alcanzasen  á 
satisfacer  la   deuda. 

Pasado  en  consulta  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  se 
expidió  en  éstos    términos: 

ExMO.   Señor: 

El  Sr.  Juez  Federal  de  esta  Capital  Dr.  Ugarriza, 
conoce  actualmente  del  sumario  levantado  con  motivo 
del  desfalco  que  apareció  en  la  Oficina  del  Correo  de 
que  era  Jefe  D.  José  Rómulo  Carbia;  habiendo  dicho 
Sr.  Juez  ordenado  el  embargo  de  las  propiedades 
que  figuran  en  la  relación  de  fs.  1*  á  las  responsa- 
bilidades de  dicho  juicio. 

Si  la  Sra.  esposa  de  dicho  Carbia  ofreciera  el 
inmediato  pago  en  dinero  de  la  suma  que  se  ha 
encontrado  faltar,  y  de  que  él  se  ha  declarado  res- 
ponsable, pensaría  que  V.  E.  debiera  aceptar  el  pago, 
y  comunicarlo  al  Sr.  Juez  Federal,  después  de  haberse 
verificado,  para  que  produjera  tal  hecho,  en  la  causa 
los  efectos  á  que    hubiere  lugar. 

Pero  no  tratándose    del  pago    inmediato,    sino  de 
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que  V.  E.  conceda  plazos  para  verificarlo,  creo,  como 
la  Contaduría  General,  que  V.  E.  no  puede  aceptar 
la  proposición  que  se  le  hace;  y  que,  hallándose  el 
caso  sometido  á  la  justicia  ordinaria,  la  recurrente 
debe  ir  ante  el  Sr.  Juez  Federal  con  las  proposiciones 
que  crea  convenientes.  V.  E.  no  puede  tomar  interven- 
ción en  asuntos  sometidos  á  los  jueces,  ni  estorbar, 
ni  paralizar  su  acción,  del  todo  independiente  de  la 
autoridad  de  V.  E. — Buenos  Aires,  Marzo  23  de  1891 
— Antonio  E.  Malaver. 

Recayendo  á  continuación    la  siguiente 
Resolución — 

Buenos  Aires,  Marzo  24  de  1891 — De  conformidad 
con  lo  dictammado  por  el  Sr.  Procurador  General  de 
la  Nación  y  con  lo  informado  por  la  Contaduría  Ge- 
neral— No  ha  lugar  á  lo  solicitado  pudiendo  el  inte- 
resado, ocurrir  donde    corresponde — ROCA. 


D.  A.  Galarce, — sobre  defraudación  de  dinero  en  la  Oficina 
de  Contribución  Directa  de  Patentes. 

Con  fecha  14  de  Febrero  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de 
Hacienda  D.  Antonio  Galarce  solicitando  que  el  expediente  pasado 
al  Fiscal  del  Crimen  que  se  halla  en  poder  del  Juez  de  Instruc- 
ción, con  motivo  de  los  cargos  que  se  le  han  formado  como  ex- 
Jefe  de  la  Oficina  de  Contribución  Directa  y  Patentes  se  pida  y 
se  reserve  en  el  Ministerio,  hasta  que  la  Comisión  se  expida  en 
su  cometido. 

Pasado  á  dictamen  del  Señor  Procurador  del  Tesoro,  dio  el  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Por  la  sola  exposición  anterior  me  encuentro  inha- 
bilitado para  expedirme  sobre  la  petición  del  Sr.  Ga- 
larce.     Sírvase  V.  E.  ordenar  que   la  repartición  res- 
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peotiva  informe  sobre  los  antecedentes  de  este  asunto 
y  fecho  darme  vista  para  expedirme. — Buenos  Aires, 
Febrero  26  de  1891. — José  M.  Cantilo. 

Pasado  este  asunto  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  esta  Oficina 
informó  manifestando  haber  ordenado  el  examen  de  los  libros 
de  la  Oficina  de  Contribución  Directa  y  Patente»,  lo  que  le  dio 
el  resultado  de  que  muchas  sumas  recibidas  no  habían  ingresado 
en  las  arcas  fiscales  y  cuando  tuvo  seguridad  de  la  malversación 
de  fondos  pasó  los  antecedentes  al  Ministerio. 

Mandados  de  nuevo  estos  aetecedentes  al  Sr.  Procurador  del  Tesoro 
aconsejó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Ante  lo  informado  por  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas no  cabe,  en  mi  opinión,  sino  no  hacer  lugar  á  lo 
que  solicita  el  Sr.  Galarce. — Buenos  Aires,  Abril  2 
de  1891. — José  M.  Cantilo. 

Presentóse  de  nuevo  el  recurrente,  y  el  Ministerio  de  Hacienda 
remitió  por  tercera  vez  el  presente  reclamo  á  informe  del  Sr. 
Procurador  del  Tesoro,  el  que  se  expidió  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

No  encuentro  razón  alguna  para  atender  el  reclamo 
del  Sr.  Galarce.  Pasado  un  asunto  de  este  género  á 
la  justicia  ordinaria,  V.  E.  no  puede  ya  volver  sobre  él 
y  es  ante  esa  justicia  únicamente,  ante  los  Tribunales 
competentes  que  se  vindicará  el  recurrente,  pues  las 
leyes  le  acuerdan  amplios  medios  de  justificaciones  y 
defensas. 

Por  lo  demás  no  puede  tampoco  V.  E.  tomar  en 
cuenta  las  razones  personales  de  enemistad  de  que 
hace  mérito  el  recurrente  para  con  el  Director  de  Ren- 
tas desde  que  se  trata  de  hechos  graves  y  punibles 
revelados  por  una  causa  de  la  administración  pública 
que  han  dado  á  V.  E.  y  nó  al  Director  de  Rentas 
ocasión  de  adoptar  medidas  de  carácter  administrativo 
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hasta  entregar  el  asunto  á  los  Tribunales  como  co- 
rrespondía se  procediera  dadas  las  comprobaciones  ve- 
riftcadas  después  que  daban  á  este  asunto  tan  grave 
carácter. 

Opino  en  consecuencia  que  V.  E.  dados  los  infor- 
mes producidos  no  está  habilitado  para  proceder  como 
lo  pide  el  señor  Galarce. — Buenos  Aires.  Mayo  5  de 
1891. — José  M*   Cantilo. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  12  de  1891 — Visto  el  escri- 
to presentado  por  el  ex-Administrador  de  Contribución 
Directa  y  Patentes,  don  Antonio  Galarce  en  el  que 
solicita  el  expediente  formado  á  propósito  de  los  cargos 
que  le  han  hecho  por  sumas  que  aparecen  recibidas 
por  él  y  no  tienen  entrada  en  los  balances  de  caja  de 
la  oficina  que  estuvo  confiada  á  su  dirección  y  ma- 
nejo; y  que  el  Ministerio  pasó  al  Juez  de  Instrucción 
Dr.  Diaz  para  que  instaurara  las  acciones  del  caso,  á 
fin  de  que  fueran  integradas  aquellas  sumas  y  prose- 
cución de  las  acciones  que  hubiere  lugar  en  derecho 
y  considerando:— Que  el  recurrente  funda  su  petición 
en  el  hecho  de  haber  asentido  el  Gobierno  al  nombra- 
miento de  una  comisión,  que  expresamente  balanceara 
la  caja  de  la  oficina,  en  los  años  que  estuvo  á  su  cargo. 

2^  Que  el  nombramiento  de  esta  Comisión  no  im- 
porta detener  el  curso  de  los  cargos  que  vengan  for- 
mándose por  la  Oficina  de  Revisación  de  cuentas,  sino 
una  rectificación  de  los  mismos. 

3°  Que  si  de  la  investigación  que  lleva  á  cabo  la  co- 
misión nombrada,  resultan  no  comprobados  algunos 
de  los  cargos  que  hoy  se  le  hacen  el  Gobierno  siem- 
pre estaría  habilitado  para  indemnizarle  los  perjui- 
cios que  por  esta  causa  pudiera  sufrir  mientras  que 
el  temperamento  propuesto  por  el  recurrente  posterga 
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la  reintegración  de  estos  cargos  hasta  una  época  qui- 
zá remota  dada  la  laboriosidad  que  requiere  el  trabajo 
y  magnitud  del  mismo,  por  los  años  que  alcanza. 

Por  estas  consideraciones  y  las  concordantes  déla 
Dirección  de  Rentas  y  Procurador  del  Tesoro, 

SE  resuelve: 

No  ha  lugar  á  lo  solicitado  y  archívese  en  secretaría, 
previa  reposición  de  sellos  y  notifíquese  al  interesado 
— PELLEGRINI— V.  F.   López. 


El  Director  de  la  Penitenciaria,— no  creyendo  suficiente  la 
penitencia  disciplinaria,  consalta  la  regla  de  conducta 
que  debe  observar  cuando  dos  presos  correccionales  se 
traben  en  lucha. 

En  Febrero  26  de  1891,  el  Director  de  la  Penitenciaría  se  pre- 
sentó al  Ministerio  de  Justicia  manifestando  que  habiéndose 
trabado  en  lucha  dos  presos  correccionales,  de  los  que  uno  de 
ellos  resultó  herido  y  de  lo  que  se  dio  euenta  al  Señor  Juez 
Correccional,  como  asi  mismo  de  la  penitencia  diciplinaria  que 
se  le  impuso  al  heridor,  contestó  aquel  Juez  que  se  daba  por 
compurgado  el  delito  con  la  dicha  penitencia;  y  como  creía  que 
tal  medida  no  era  suñciente  á  contener  los  desórdenes  que  pu- 
dieran en  adelante,  surgir,  consultaba  qué  regla  de  conducta 
debía  observar  én  el  caso  ante  dicho  y  en  lo  sucesivo. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien 
se  expidió  como  sigue. 

ExMO.  Señor: 

V.  E.  nada  puede  resolver  en  la  consulta  que  le 
dirige  el  Sr.  Director  de  la  Penitenciaría.  Los  dete- 
nidos en  ese  Establecimiento  por  hallarse  procesados 
ó  condenados,  se  encuentran  sujetos,  como  los  que 
están  libres,  á  los  Jueces  ordinarios,  por  los  delitos  ó 
crímenes   que  cometen. 
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Tratándose  de  lesiones  producidas  en  riña,  siempre 
que  la  pena  no  exceda  de  la  de  arresto  de  un  mes 
á  un  año,  su  juzgamiento  corresponde  al  Juez  Correc- 
cional, con  apelación  para  ante  la  Exma.  Cámara  de 
lo  Criminal  de  la  Capital  (Arts.  66  y  67  de  la  ley 
orgánica  de  los  Tribunales  de  12  de  Noviembre  de 
1886). 

Si  el  Sr.  Juez  Correccional  ha' dado  por  compurga- 
do el  delito  á  que  la  precedente  nota  se  refiere,  con  la 
penitencia  disciplinaria  impuesta  al  heridor,  debe  supo- 
nerse que  ha  sido  porque  la  herida  habrá  sido  leve, 
en  cuyo  caso  el  artículo  120  del  Código  Penal  le  im- 
pone la  pena  de  arresto  de  un  mes  á  un  año. 

En  todo  caso,  sin  embargo,  no  entra  en  las  atribu- 
ciones de  V.  E.  reveer  las  resoluciones  de  los  magis- 
trados judiciales  en  los  asuntos  de  su  competencia,  y 
así  pienso  que  debe  contestarse  al  Sr.  Director  de  la 
Penitenciaría,  que  debe  limitarse  al  estricto  cumpli- 
miento de  lo  que  dispongan  los  Jueces  ó  Tribunales, 
en  los  casos  de  delitos  ó  crímenes  coníetidos  por  los 
detenidos  ó  presos  en  la  Penitenciaría. — Buenos  Aires, 
Marzo  20  de  1891 — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución, — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Marzo  23  de  1891. — Contéstese  que 
para  mantener  el  orden  y  la  disciplina  en  la  Cárcel, 
debe  la  Dirección  hacer  uso  de  las  penitencias  que  fi- 
ja el  Reglamento,  y  por  lo  que  hace  á  la  represión 
de  los  delitos  que  se  cometan,  corresponde,  de  acuer- 
do con  el  precedente  dictamen,  que  estos  sean  inme- 
diatamente puestos  en  conocimiento  del  Juez  que  de- 
ba entender  en  ellos,  según  la  naturaleza  del  hecho 
punible.     Archívese. — Carballido. 


n 
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El  Banco  Constructor  de  la  Plata,— sobre  publicación  de  las 
convocatorias  para   las   Asambleas  Generales. 

Con  fecha  Febrero  28  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacien- 
da el  Sr.  Rodolfo  Mones  Cazón,  Presidente  de  la  Sociedad  Anó- 
nima Banco  Constructor  de  la  Plata,  solicitando  aprobación  de 
reformas  introducidas  á  sus  Estatutos. 

Pasado  al  Sr,  Procurador  de  la  Nación,  éste  dictaminó  lo  siguiente: 

EXMO.  SeñO!^: 

Toda  convocatoria  para  reunión  de  la  Asamblea 
General,  ya  sea  ordinaria  ó  extraordinaria,  (dispone  el 
artículo  5°  de  los  Estatutos  del  Banco  Constructor  de 
la  Plata,  que  en  folleto  impreso  encabezan  este  expe- 
diente), se  publicará  en  dos  de  los  principales  diarios, 
diez  dias  antes  del  fijado  para  la  Asamblea,  debiendo 
explicarse  en  los  avisos  el  objeto  que  la   motiva. 

Sírvase  V.  E.  disponer  se  acompañen  por  la  Dirección 
del  Banco  Constructor,  un  ejemplar  de  cada  uno  de 
los  diarios  en  que  se  haya  hecho  la  expresada  convo- 
catoria; y  por  Secretaría,  y  sin  acumularse,  el  expediente 
original  en  que  deben  hallarse  los  Estatutos  que  actual- 
mente rigen  en  esta  Sociedad;  y  que  fecho  vuelva  todo 
á  mi  despacho. — Buenos  Aires,  Marzo  23  de  1891. — 
Antonio  E.  Malaver. 

Pedidos  á  los  interesados  los  documento?  á  que  hace  referen- 
cia el  Sr.  Procurador,  éstos  los  remitieron,  volviendo  nuevamente 
á  dictamen  del  citado  Señor  Procurador,  el  cuil  aconsejó  lo  si- 
guiente: 

ExMO.  Señor: 

En  la  Asamblea  celebrada  en  25  de  Febrero  último, 
por  los  accionistas  del  "Banco  Constructor  de  la  Pla- 
ta", se  resolvió  modiflcaí  el  art.  3°  de  sus  Estatutos 
aprobados  por  V.  E.,    reducido    el   capital   social    de 
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veinte  millones,  á  siete  millones  y  medio,  como  lo 
expresa  el  Acta  de  dicha  Asamblea,  que  corre  á  fojas  2. 

Para  reducir  el  capital  de  una  sociedad  anónima, 
dispone  el  art.  354  del  Código  de  Comercio,  que  de- 
ben estar  presentes  socios  que  representen  las  tres 
cuartas  partes  del  capital,  y  que  concurra  el  voto  fa- 
vorable de  socios  que  representen  la  mitad  del  mis- 
mo capital:  todo  esto  salvo  disposiciones  contrarias  de 
los  Estatutos. 

Ahora  bien:  en  la  Asamblea  de  que  instruye  el  acta 
mencionada,  estuvieron  representadas  ciento  catorce 
mil  quinientas  acciones;  numero  que  si  excede  de  la 
mitad,  no  alcanza  á  las  tres  cuartas  partes  del  capi- 
tal declarado  en  el  art.  3<^  de  los  Estatutos. 

Estos  Estatutos  no  han  previsto  el  caso  á  que  se 
refiere  el  citado  art.  354  del  Código  de  Comercio;  y  se  han 
limitado  á  declarar  en  el  título  IV  art.  2^,  que  la  Asam- 
blea General  queda  legalmente  constituida,  asistiendo 
á  ella  un  número  de  accionistas  que  representen  por 
lo  menos,  la  mitad  de  las  acciones  emitidas;  y  el  art. 
4^  siguiente,  que  si  no  reuniese  número  suficiente  en 
la  primera  convocatoria,  se  citará  nuevamente  con  in^ 
tervalo  de  ocho  dias,  por  medio  de  avisos  en  la  for- 
ma establecida  en  el  artículo  siguiente  (avisos  en  dos 
de  los  principales  diarios,  diez  dias  antes  del  fijado  para  la 
Asamblea,  y  explicando  su  objeto),  ó  indicando  en 
ellos,  que  la  anterior  Asamblea  no  pudo  constituirse 
legalmente  por  falta  de  número. 

Las  resoluciones  de  la  Asamblea,  concluye  dicho 
artículo  4<^,  en  esta  segunda  reunión,  serán  obligato- 
lorias  para  todos  los  accionistas^  sea  cual  fue:  e  el  núme- 
ro que    concurriese. 

Como  la  disposición  del  art.  354  del  Código  de 
Comercio,  no  puede  considerarse  de  orden  público, 
puesto  que  queda  sometida  á  una  disposición  contra- 
ria de  los  Estatutos  de  la  Sociedad  Anónima,  me  pa- 
rece que  disponiendo  el  art.  4<>  del  tít.  VI  de  los  Es- 
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tatutos  del  Banco  Constructor  de  la  Plata,  que  en  una 
segunda  convocatoria  las  resoluciones  de  la  Asamblea 
serán  válidas  y  obligatorias,  cualquiera  que  sea  el  nú- 
mero de  accionistas  que  concurra,  sin  exceptuar  asun- 
to alguno,  me  parece,  repito,  qne  la  Asamblea  de  que 
instruye  el  acta  de  fs.  2,  debe  considerarse  legítima, 
desde  que  se  ha  cumplido  con  las  formalidades  exi- 
jidas  en  los  arts.  4°  y  5®  tít.  VI,  de  dichos  Estatutos. 

Las  otras  disposiciones  adoptadas  en  la  misma 
Asamblea  y  relacionadas  con  la  reducción  del  capital 
social,  no  me  paracen  contradictorias  con  las  disposi- 
ciones de  nuestras  Leyes;  y  creo,  por  lo  tanto,  que 
pueden  ser  aprobadas  por  V.  E. 

Observo  con  todo,  que  los  estatutos  del  Banco  re- 
quieren otras  modificaciones  que  los  pongan  de  acuerdo 
con  las  disposiciones  del  nuevo  Código  de  Comercio: 
por  consiguiente,  al  aprobar  las  sometidas  á  V.  E.,  de- 
biera resolver  que  se  consideran  incorporadas  á  dichos 
Estatutos,  todas  las  disposiciones  del  Código  de  Comer- 
cio, y  las  demás  que  se  dictaren  y  que  sean  aplicables 
á  esta  sociedad. — Buenos  Aires,  Abril  7  de  1891. — 
Antonio  E.  Malaver. 

En  consecuencia  el  Ministerio  de   Hacienda,  dio  la  siguiente: 

Resolución — 

Visto  lo  dictaminado  por  el  señor  Procurador  Gene- 
ral de  la   Nación, 

El  Presidente  de  la    Reptiblica — 

decreta: 

Art.  lo — Apruébanse  las  modificaciones  intro- 
ducidas en  los  Estatutos  del  Banco  Constructor 
de  la,  Plata,  debiendo  incorporarse  en  los  referidos 
Estatutos  todas  las  disposiciones  del  Código  de  Comer- 
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cío  inserías  en  el  título  de  "Las    Sociedades  Anómi- 
mas" 

Art.  2® — Dense  las  copias  que  se  solicitaren,  pu- 
blíquese  y  archívese  en  la  cuarta  sección  del  Ministerio 
de  Hacienda  de  la  Nación,  previa  reposición  de  sellos. 
— PELLEGRINL— V.  F.  López. 


La  Sociedad  de  Señoras  de  San  Vicente  de    Paul, — solicita 
se  la  reconozca  en  el   carácter  de  persona  jurídica. 

Eq  Febrero  de  1891,  lea  Señora  Isabel  A.  Elortondo,  Presidenta  de 
la  "Sociedad  de  Señoras  de  Saíi  Vicente  de  Paul"  se  presentó 
al  Ministerio  del  Interior  solicitando  para  dicha  Sociedad  el  re- 
conocimiento de  persona  jurídica,  y  al  efecto  acompañaba  los 
documentos  que  conceptuaba  pertinentes  al  caso. 

El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  á  quien  pasó  á  informe, 
se  expidió  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

Pienso,  como  lo  dice  la  Sra.  Presidenta  de  la  "So- 
ciedad de  Señoras  de  San  Vicente  de  Paul",  que  esta 
asociación  tiene  por  principal  objeto  el  bien  común 
que  exige  el  art.  33  del  Código  Civil  para  que  pueda 
ser  erigida  eñ  persona  jurídica.  Lo  demuestra  así  el 
párrafo  de  la  última  Memoria  de  la  Sociedad  que  se 
transcribe  en  el  escrito  precedente,  y  son,  por  otra 
parte  notorios  los  servicios  que  presta  la  misma  So- 
ciedad á  los  pobres  de  esta  Capital. 

Pero,  como  lo  reconoce  la  misma  Sra.  Presidenta, 
no  es  este  el  único  requisito  exigido  por  nuestra  ley 
civil  para  que  una  sociedad  particular  pueda  ser  creada 
persona  jurídica.  Ha  de  poseer  también  un  patrimo- 
nio propio  y  ser  capaz  por  sus  Estatutos  de  adquirir 
bienes. 

Es  para  mí  digna  del  mayor  respeto  la  afirmación 
hecha  en  el  escrito  que  precede,  de  hallarse  cumplidos 
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estos  extremos  que  la  ley  exige,  pero  juzgo  que  su 
verdad  debe  hallarse  conprobada  en  este  mismo  ex- 
pediente. 

¿  Cuál  es  el  patrimonio  actual  propio  de  la  Sociedad  ? 

No  puede  considerarse  tal  los  85.814  $  «Hi  á  que 
ascendieron  sus  entradas  en  el  último  año,  pues  de 
ellos  se  gastó,  según  se  afirma,  la  cantidad  de  72.594 
de  la  misma  moneda.  No  pueden  considerarse  del 
mismo  modo  las  suscriciones  que  deben  pagar  los 
3500  socios  con  que,  se  dice  cuenta  la  Sociedad, 
pues  este,  cualquiera  que  sea  su  importancia,  es  un 
recurso  á  percibir  en  el  futuro,  y  la  ley  exige  un 
patrimonio  propio  actual. 

Tampoco  se  acompañan  los  Estatutos  de  la  Socie- 
dad que,  se  dice  también,  se  acompañan  y  de  los 
cuales  debe  resultar  la  capacidad  de  la  Sociedad  para 
adquirir  bienes. 

Sírvase  V.  E.  disponer  la  agregación  de  dichos 
Estatutos  y  que  la  Sra.  Presidenta  de  la  Sociedad 
compruebe  cuál  es  el  patrimonio  actual  con  que  ésta 
cuenta  para  considerarse  comprendida  en  las  disposi- 
ciones de  la  ley  que  invoca;  y  que  fecho  vuelva  este 
expediente  á  mi  despacho — Buenos  Aires,  Marzo  24 
de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Cumplidos  los  requisitos  prescrlptos  en  el  anterior  informe  pasó 
de  nuevo  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien  dicta- 
minó al  tenor  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Son  de  tanta  importancia  los  trabajos  realizados 
por  la  Sociedad  de  Señoras  de  San  Vicente  de  Paul, 
según '  la  memoria  del  año  9 1  agregada  á  estas  actua- 
ciones; y  hay  una  utilidad  tan  acentuada  en  la  am- 
pliación de  los  medios  de  ejercer  la  caridad  en  favor 
de  los  desgraciados,  que  no  trepidaría  en  calificar  de 
inhumano  todo  lo   que  pueda  dificultar  ó     limitar  los 
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recursos  que  necesita  para  el  desenvolvimiento  de  sus 
elevados  propósitos. 

Entre  ellos  la  adquisición  del  carácter  de  persona 
jurídica  puede  ser  de  gran  utilidad 

La  Sociedad  ha  comprobado  la  posesión  de  los 
extremos  requeridos  en  el  inciso  5^  del  art.  33  del 
Código  Civil. 

1^  La  eficacia  de  su  institución  para  el  bien  común 
que  en  el  caso  es  la  asistencia  de  los  pobres  y  des- 
validos, no  sólo  en  la  capital  de  la  República,  sino  en 
muchos  de  sus  estados. 

2^  La  posesión  de  patrimonio  propio,  constituido  no 
sólo  por  las  entradas  ordinarias  y  los  excedentes  de 
dinero  efectivo  en  todas  sus  circunscripciones,  según 
se  detalla  en  el  estado  de  caja  acompañado  por  la  se- 
ñora Presidenta,  sino  también  por  el  depósito  en  el 
Banco  Español  del  Rio  de  la  Plata,  á  que  se  refiere  la 
carta-certificado  de  su  Director  Gerente. 

3°  La  capacidad  de  adquirir  bienes  constituida  por 
el  párrafo  2°  del  art.  54  de  los  Estatutos.  Expresán- 
dose allí  que  la  caja  de  la  Sociedad  se  sostiene  con  las 
colectas  ordinarias  y  los  donativos  extraordinarios  he- 
chos á  la  Sociedad^  me  parece  que  se  implica  eviden- 
temente la  facultad  de  adquirir  bienes;  por  que  la  mis- 
ma generalidad  del  término  empleado  ** donativos  ex- 
traordinarios" comprenden  sin  distinción  de  calidad  ni 
cantidad,  todos  los  bienes  que  pueden  adquirirse  le- 
galmente  y  sirven  en  el  comercio  humano  á  los  obje- 
tos déla  institución. 

Por  ello  pienso  que  V.  E.  podría  acceder  á  la  pe- 
tición de  reconocer  en  el  carácter  de  persona  jurídica  la 
Asociación  de  señoras  de  San  Vicente  de  Paul.  — 
Buenos  Aires,  Febrero,  15  de  1892. — Sabiniano  Kier. 

Kn  Febrero  23  del  propio  año,  el  Ministerio  del  Interior,  a  los  efec- 
tos de  lo  dispuesto  en  el  Acuerdo  de  Ministros  de  fecha  11  dol 
mismo  mes,  pasó  el  expediente  al  Ministerio  de  Justicia,  el  cual 
dictó  la  siguiente 
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Resolución  — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Marzo  3  de  1892 — Hallándose  la  So- 
ciedad recurrente  en  las  condiciones  exijidas  por  el  art. 
33  del  Código  Civil  para  que  ella  pueda  ser  reconocida 
en  el  carácter  de  persona  jurídica;  constando  á  fs.  1  la 
confirmación  del  prelado  requerida  en  la  parte  religio- 
sa, por  el  art.  45  del  mismo  Código;  visto  el  precedente 
dictamen  del  señor  Procurador  General    de  la  Nación; 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Apruébanse  los  Estatutos  de  la  "Sociedad  de 
señoras  de  San  Vicente  de  Paul"  quedando  reconocida 
dicha  Sociedad  en  el  carácter  de  persona  jurídica  á  los 
efectos  del  derecho. 

Art.  2<^  Comuniqúese  á  quienes  corresponde,  pré\ia 
reposición  de  sellos;  publíquese  é  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional. — PELLEGRINI. — Juan  Balestra. 


£1  Circulo  Marítimo  Extranjero  Sociedad  recreativa,— pide 
para  sus  estatutos  la  aprobación  que  no  le  fué  acordada. 

En  Marzo  2  de  1891,  el  Presidente  Provisorio  del  Circulo  Mantiiüo 
Extranjero,  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  solicitando  la 
aprobación  de  los»  Estatutos  que  de  dicha  Sociedad  acompañaba 
en  unión  de  otros  documentos. 

Pasó  a  informe  del  Señor  Procurador  General  déla  Nación,  quier 
dictamino  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 
El  artículo  33  del  Código  Civil  exige  en  las  asocia- 
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dones  que  aspiran  á  ser  persona  jurídica,  que  tenga 
ó  posea  patrimonio  propio  y  sean  capaces  por  sus 
Estatutos  de  adquirir  bienes. 

El  Círculo  Marítimo  Extranjero  no  puede  aspirar 
á  ese  carácter;  porque  no  consta  que  tenga  tal  patri- 
monio, ni  los  Estatutos  le  dan  tal  capacidad. 

No  hay  cuota  de  entrada  por  ahora  para  los  socios, 
y  la  mensual  que  estos  deben  pagar  según  el  artículo 
17  no  constituye  un  bien  presente  y  aún  en  lo  futuro 
no  alcanzará  sin  duda  á  formar  un  patrimonio  al  Club. 

Creo  por  tanto  que  V.  E.  no  puede  hacer  lugar  á 
lo  que  se  solicita. — Buenos  Aires,  Mayo  4  de  1891.— 
Antonío  E.  Malaver. 

Resolución  — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Mayo  12  de  1891. — De  acuerdo  con 
lo  dictaminado  por  el  Señor  Procurador  General  de  la 
Nación  no  ha  lugar  á  la  aprobación  de  los  Estatutos 
del  "Círculo  Marítimo  Extranjero";  comuniqúese  y 
archívese. — Zapata. 

En  Julio    12  de  1892  el  Ministerio  del  Interior  pasó  el  expediente 
de  la  referencia  al  de  Justicia  que  acordó  su  archivo. 


La  Sociedad  Gródito  Nacional,— sobre  aprobación  de  reformas 

á  sns  Estatntos. 

Con  fecha  4  de  Marzo  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacien- 
da el  Sr.  E.  Vidal,  representante  de  la  Sociedad  Crédito  Nacio- 
nal, solicitando  la  aprobación  de  las  reformas  introducidas  en 
sus  Estatutos. 

El  Ministerio  lo  pasó  al  Procurador  del  Tesoro,  quien  se  espidió 
en  Io9  simientes  términos. 
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ExMO.  Señor: 

Opino  que  V.  E.  puede  prestar  su  aprobación  á  las 
reformas  proyectadas  en  los  Estatutos  de  la  Sociedad 
Crédito  Nacional. — Marzo  16  de  1891. — José  M.  Can- 
tilo  . 

Pedida  la  opinión  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  este 
dictaminó  lo  siguiente: 

Exivio.  Señor: 

En  dos  ocasiones  me  he  expedido  ya  sobre  las  refor- 
mas proyectadas  en  los  Estatutos  de  la  sociedad  Cré- 
dito Nacional;  y  sin  embargo,  esos  informes  con  los 
escritos  que  los  motivaron  no  aparecen  en  el  presente 
expediente:  supongo  que  deben  hallarse  en  el  expediente 
en  que  obran  los  estatutos  originales,  el  cual  según 
se  lee  á  fs.  9  vta.  de  los  que  obran  en  copia  en  el 
presente,  se  halla  archivado  en  la  Secretaría  de  Hacienda. 

Necesito  tener  conocimiento  de  lo  resuelto  por  V.  E. 
en  consecuencia  de  dichos  informes;  y  me  parece,  ade- 
más irregular,  que  asuntos  que  han  tramitado  ya,  como 
la  reforma  de  estos  Estatutos  venga  ahora  como  si  de 
nuevo  se  iniciaran. 

Sírvase  V.  E.  resolverlo  así;  y  que  fecho  \aielva  á 
mi  despacho. — Buenos  Aires,  Abril  3  de  1891 — Anto- 
nio E.  Malavfr. 

El  Ministerio  agregó  el  espediente  á  que  hacia  referencia  el  Sr. 
Procurador,  valviendo  nuevamente  á  su  despacho,  quien  se  espi- 
dió en  los  siguientes    términos. 

ExMO  Señor: 

El  art.  28  de  los  Estatutos  primitivos  requiere  para 
que  los  mismos  Estatutos  puedan  ser  reformados,  "la 
votación  de  dos   tercios  de  votos  de  la  asamblea  en 
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que  estén  representadas  tres  cuartas  partes  del  capital 
social  suscrito''. 

No  constando  en  las  actas  acompañadas  el  núme- 
ro de  votos  presentes  en  las  asambleas,  en  que  estos 
Estatutos  han  sido  reformados,  pido  á  V.  E.  se  sirva 
disponer  que  el  Sr.  Presidente  de  la  Socidad  Crédito 
Nacional  justifique  haberse  procedido  en  ella  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  el  citado  art.  28,  y  que  se 
acompañen  los  diarios  en  que  se  publicaron  los  avisos 
de  convocatoria  para  dichas  asambleas. 

Fecho  puede  este  expediente  volver  á  mi  despacho. 
— Buenos  Aires,  Abril  16  de  1891. — Antonio  E.  Ma- 
la ver. 

En  vista  de  lo  manifestado  por  el  Sr.  Procurador  el  Ministerio 
di6  vista  del  expeliente  á  los  interesados,  los  cuales  la  evacuaron 
llenando  todas  las  dificultades  á  que  se  refiere  el  Sr.  Procura- 
dor, con  lo  que  volvió  nuevamente  á  su  despacho,  dictaminan- 
do éste  lo  siguiente: 

ExMo.  Señor: 

En  vista  de  los  documentos  presentados,  creo  que 
V.  E.  puede  aprobar  las  modificaciones  introducidas 
en  los  Estatutos  de  la  Sociedad  Crédito  Nacional;  con 
la  declaración  contenida  en  mi  anterior  informe  de  29 
de  Octubre  ppdo. 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  1891. — Antonio  E.  Mala- 
ver. 

En  consecuencia  el  Ministerio  dicto  la  si^^uionte: 
Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Julio  16  de  1891 — En  vista  de  lo  dictaminado  por 
el  Sr.  Procurador  de  la  Nación. 
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Ei  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art,  1^  Apruébanse  las  modificaciones  introducidas 
á  los  Estatutos  de  la  Sociedad  "Crédito  Nacional', 
debiéndose  insertar  la  declaración  contenida  en  el  in- 
forme del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  de 
29  de  Octubre  del  año  ppdo.,  que  corre  agregado  en 
este  expediente,  así  como  todas  las  disposiciones  es- 
tablecidas para  las  Sociedades  Anónimas  que  prescri- 
be el  Código  de  Comercio. 

Art.  2®  Dense  las  copias  legalizadas  que  se  soliciten, 
repónganse  los  sellos,  publíquese  y  archívese. — PE- 
LLEGRINI— V.  F.  López. 


A.  L.  Lamas^ — sobre  aprobación  del  proyecto  de  estatutos 
del  Banco  Movilizador  de  valores  y  alcance  de  los  Arts. 
318  y  319  del  Código  de  Comercio. 

Con  fecha  11  de  Marzo  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda, pretendiendo  constituir  definitivamente  el  Banco  Movi- 
lizador de  Valores,  su  fundador,  el  Sr.  Andrés  L.  Lamas,  en 
los  términos  y  dada  la  hipótesis  del  Art.  319  del  Código  de 
Comercio,  á  los  efectos,  en  la  parte  qne  le.correspondla  al  P.  E. 
de  aquella  constitución  definitiva,  venia  á  solicitar  la  compe- 
tente autorización  y  aprobación  de  los  Estatutos  sociales  en 
cumplimiento  á  lo  dispuesto    en  el  Art.  318  del  citado  fCódigo. 

Pasado  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  este  mani- 
festó lo  que  sigue: 

ExMO.  Señor: 

V.  E.  no  puede  en  mi  opinión,  tomar  en  consi- 
deración los  Estatutos  que  presenta  el  Sr.  D.  Andrés 
L.  Lamas  para  la  fundación  del  "Banco  Movilizador 
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de  Valores",  porque  la  Sociedad  que  trata  de  fundar 
no  pasa  aún  del   estado  de  proyecto. 

El  Sr.  Lamas  se  coloca  al  amparo  de  la  disposición 
del  Art.  319  del  Código  de  Comercio;  pero  olvida 
que  éste  exige  en  los  que  pretendan  fundar  una  So- 
ciedad Anónima  que  hayan  suscrito  integramente  el 
capital  requerido\  y  luego  que  se  hayan  verificado 
además  todas  las  condiciones  exijidas  en  el  Ait.  318, 
esto  es,  que  los  asociados  sean  diez  por  lo  menos, 
que  esté  suscrito  el  capital  social  ó  su  primera  serie, 
que  se  haya  pagado  el  10  %  del  capital  suscrito, 
que  la  sociedad  sea  por  tiempo  determinado  y  auto- 
rizada por  V.  E.  podrán  recien  entonces  los  funda- 
dores constituir  provisoriamente  la  sociedad. 

No  habiéndose  aún  verificado  nada  de  esto;  pues 
sólo  presenta  el  Sr.  Lamas  los  Estatutos  del  Banco 
que  trata  de  fundar,  sin  suscrición  ninguna  de  accio- 
nes ni  pago  efectivo  de  ninguna  especie;  no  siendo 
en  fin  más  que  un  proyecto  de  sociedad  anónima  lo 
que  presenta,  opino  que  V.  E.  no  puede  tomarlo  en 
consideración — Buenos  Aires,  Abril  16  de  1891 — 
Antonio  E.    Malaver. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Abril  17  de  1891 — De  acuerdo  con  el  precedente 
dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

No  há  lugar  á  lo  solicitado  por  el  Sr.  Andrés  L. 
Lamas  en  su  escrito  precedente,  sobre  la  Aprobación 
del  proyecto  de  Estatutos  del  "Banco  Movilizador  de 
Valores". 
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Publíquese    y    archívese. —  PELLEGRINI. — V.    F. 

LÓPEZ. 


L.  Arnaud   y  Compañía,— proponen   el   eutablecimiento   de 
una  oficina  para  la  colocación  de  tierra  pública. 

Los  señores  Leopoldo  Arnaud  y  C*.  se  presentaron  al  Ministerio 
del  Interior  con  feclia  Marzo  12  de  1891  proponiendo  establecer 
una  oñcína  con  empleados  á  su  costo,  que  tenga  por  objeto  con- 
centrar todo  lo  relativo  á  la  colocación  de  la  tierra  ya  sea  pú- 
blica ó  de  particulares,  con  destino  á  la  agricultura  ó  para  cual- 
quier otro-  uso,  cobrando  ni  Gobierno  un  tanto  por  ciento  sobre 
el  viilor  de  los  terreuo<  qm*  coloque. 

La  oficina  Central  de  Titi  ras  y  Colonias  consideró  aceptable  la 
propuesta  en  general  aconsejando  que  podria  formularse  un  pro- 
yecto de  contrato  de  acuerdo  con  los  interesados,  el  que,  una 
vez  aprobado,  debia  ser  sometido  al  H.  Congreso  por  cuanto  im- 
portaría un  gasto  para  el  Erario,  si  bien  reproductivo  por  el 
aumento  de  población  que  sería  consiguiente,  aumentando  al 
mismo  tiempo  la  producción  agrícola  nacional  y  la  renta  pública, 
por  razón  de  la  venta  de  la  tierra  bajo  la  forma  de  impuestos 
según  las  leyes  vijenies. 

El  Señor  Procurador  del   Tesoro  se  expidió  en  ésta  forma: 

ExMO.  Señor: 

Sin  discutir  la  conveniencia  que  pueda  ofrecer  en 
general  la  propuesta  de  los  señores  Leopoldo  Arnaud 
y  C^.  creo  que  su  consideración  debe  aplazarse,  pues 
las  circunstancias  no  permiten  solicitar  fondos  del  H. 
Congreso  para  gastos  que  no  sean  estrictamente  in- 
dispensables; y  desde  que  existe  una  oficina  de  Tierras 
y  Colonias,  más  bien  convendría  extender  en  todo 
caso  su  acción,  dotándola  de  los  recursos   necesarios. 

Por  lo  demás,  acepto  las  indicaciones  del  precedente 
informe  de  la  mencionada  oficina  de  Tierras  y  Colo- 
nias.— 351  Estudio  Setiembre  5  de  1891. — G.  Gar- 
cía Merou. 
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Recayendo  á  continuación  la  siguiente, 

Resolución — 

Deparlamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,   Agosto   de    1892.— Resérvese  en  el 
archivo. — Zapata. 


El  Jefe  de  Policía  de  la  Capital, —sobre  el  recurso  de  Ha- 
beas  Corpus  interpuesto  por  varios  detenidos  en  el  De- 
partamento de    su  dirección,    durante  el  estado  de  sitio. 

Con  lecha  13  de  Marzo  de  LSOl,  la  Jefatura  de  Policía  de  la  Ca- 
pital elevó  en  consulta  al  Ministerio  del  Interior  el  recurso  de 
Rabeas  Co7*pus^  interpuesto  ante  el  juzgado  de  1*  Instancia  en 
lo  Criminal  por  varias  personas  detenidas  en  ese  Departamento 
y  manifestando,  que  conceptuaba  improcedente  dicho  recurso 
dado  el  estado  de  sitio  en  que  se  encontraba  la  Capital,  y  cujTO 
efecto  inmediato  era  la  suspensión  de  las  garantías  constitu- 
cio;.ales  y  porque  no  se  trataba  de  medidas  ejecutadas  por  cau- 
sa de  interés  político,  pues  dichas  personas  se  habían  hecho 
pasibles  de  las  penas  que  impone  la  Policía  en  uso  de  sus  fa- 
cultades, á  quienes  iiift^injen  sus  disposiciones  vigentes,  y  es  por 
esa  causa  que  se  encontraban  detenidos  en  ese  Departamento. 

El  Señor  Procurador  General  de  la  Nación  dio  el  siguienie  dicta- 
men: 

ExMo.  Señor: 

La  consulta  que  dirije  á  V.  E.  el  Señor  Jefe  c3e 
Policia,  no  tiene  por  principal  objeto  dar  solución  al 
auto  de  habeos  corpus  corriente  á  foja  1^,  pues  co- 
mo lo  dice  en  la  nota  que  precede,  en  dicho  caso 
"no  se  trata  de  medida  ejecutada  por  causa  de  inte- 
rés político;  los  individuos  recurrentes  se  han  hecho 
pasibles  de  las  penas  que  impone  la  Policía  en  uso 
de  sus  facultades,  á  quienes  infringen  sus  disposi- 
ciones vigentes:  y  es  por  esta  causa  que  se  encuen- 
tran detenidos  en  ese  Departamento. 
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El  caso  que  ha  motivado  el  recurso  de  foja  1 
se  encuentra  pues,  á  mi  juicio,  claramente  compren- 
dido en  las  disposiciones  de  los  art.  617  y  siguientes 
del  Código  de   Procedimientos  en  lo  Criminal. 

El  Señor  Juez  Doctor  Pérez,  ante  quien  ha  sido 
llevado  dicho  recurso,  pide  al  Señor  Jefe  de  Policia 
el  informe  que  autoriza  el  art.  629  de  dicho  Código; 
y  el  Señor  Jefe  debe  expedirlo  sin  demora,  á  fin 
do  que  el  Juzgado  requerido,  pueda  adoptar  la  resolu- 
ción á  que  lo  autoriza  el  art.  634  del  citado  Código. 
.  El  auto  de  habeas  corpus  es  la  resolución  del  ma- 
gistrado por  la  que  se  ordena  sean  traidos  á  su  co- 
nocimiento los  antecedentes  del  individuo  arrestado, 
para  ordenar  en  seguida  su  sometimiento  á  juicio  ó 
su  libertad,  según  los  casos.  Todos  los  habitantes 
de  la  Nación,  según  el  art.  14  de  nuestra  Constitu- 
ción, gozan  del  derecho  de  entrada,  permanecer,  tran- 
sitar, y  salir  del  territorio  argentino,  y  de  este  dere- 
cho nadie  puede  ser  privado,  sino  en  virtud  de  ha- 
llarse procesado  ó  condenado,  y  en  el  caso  á  que 
se  refieren  los  art.  23,  53,  67  inciso  26  y  86  inciso 
19  de  la  misma  Ley  Fundamental. 

Según  estas  disposiciones,  en  caso  de  conmoción 
interior,  ó  de  ataque  exterior,  que  ponga  en  peligro 
el  ejercicio  de  la  Constitución  y  de  las  autoridades 
creadas  por  ella,  se  declarará  en  estado  de  sitio  la 
Provincia  ó  Territorio  en  donde  exista  la  perturbación 
del  orden,  quedando  suspensas  allí  las  garantías  cons- 
titucionales. Pero  durante  esta  suspensión,  no  podrá 
el  Presidente  de  la  República  condenar  por  sí  ni  apli- 
car penas.  Su  poder  se  limiiará  en  tal  caso,  respecto 
de  las  personas  á  arrestarlas  ó  trasladarlas  de  un 
punto  á  otro  de  la  Nación^  si  ellas  no  prefiriesen  salir 
fuera  del  Territorio  Argejitino.  En  caso  de  ataque 
exterior  puede  declarar  el  estado  de  sitio  el  Presidente 
de  la  Nación,  con  autorización  del  Senado:  en  caso 
de  conmoción    interior    dicha    facultad  corresponde  al 
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Congreso;  y  sólo  en  el  receso  de  éste  ,  corresponde 
la  misma  facultad  al  Presidente  de  la  República,  quien 
la  ejerce  con  las  limitaciones  prescriptas  en  el  Art.  23. 

La  consulta  del  Sr.  Jefe  de  Policía  se  refiere  pro- 
piamente á  si,  durante  el  estado  de  sitio  y  en  los 
casos  de  arresto  ó  detención  de  personas  que  ella 
ejecute  obedeciendo  las  órdenes  del  Sr.  Presidente  de 
la  República,  procede,  ó  nó,  el  recurso  de  habeas  cor- 
pus^  esto  es;  si  los  Jueces  ordinarios  tienen  el  dere- 
cho, de  investigar  las  causas  que  han  motivado,  la 
detención  de  un  individuo,  ordenada  en  virtud  de  las 
facultades  que  la  Constitución  acuerda  al  Sr.  Presi- 
dente de  la  República  durante  el  estado  de  sitio,  á 
fin  de  que  dicho  Juez  pueda  decretar  el  sometimiento 
á  juicio  ó  la  libertad  del    detenido. 

Basta,  á  mi  juicio,  enunciar  la  cuestión,  para  que 
su  resolución  se  imponga  desde  luego. 

El  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal  ha  crea- 
do'un  recurso  de  amparo  de  la  libertad  ontra  toda 
orden  de  un  funcionario  público  tendente  á  restringir 
sin  derecho  la  libertad  de  una  persona.  Así  se  expre 
sa  el  artículo  6 1 7  de  dicho  Código;  de  suerte  que,  se 
ve  claramente  que,  no  tratándose  de  una  detención 
ó  arresto  ordenado  sin  derecho^  el  auto  de  habeas  cor- 
pus  ro  procede. 

Ahora  bien:  cuando  el  Sr.  Jefe  de  Policía,  proce- 
diendo por  orden  del  Sr.  Presidente  de  la  República, 
detiene  ó  arresta  á  una  persona  durante  el  estado  de 
sitio  y  no  ejecula  una  detención  ó  arresto  ilegal  ó  sin  dere^ 
cho^  sino  que  ejecuta  un  acto,  que  está  comprendido 
dentro  de  las  facultades  constítucionaies  del  Sr.  Pre- 
sidente de  la  República. 

Del  ejerácio  que  el  Sr.  Presidenta  haga  de  esa  fa- 
cultad constitucional,  ro  átbi:  cuenta  á  ¡o^  Juoces  y 
Tribunales  ordinarios:  y  así;  estos  no  p-odía.';,  en  cav/ 
alguno,  pretender  '¿sorras  á  jj^io  ¡oí?  a.v/^ce.'itr.i'::-,  c -^r 
hubiesen  ir.otivado   un   arresto   durarte  d  est^o  C': 
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sitio,  para  decretar  la  libertad  ó  el  sometimiento  á  jui- 
cio del  detenido. 

Así  dice  Pashall,  en  sus  anotaciones  á  la  Constitu- 
ción de  los  Estados  Unidos,  que  el  Presidente  no  está 
"  obligado  á  contestar  á  un  auto  de  hateas  corpus. 
"  No  es  responsable  al  judicial  como  Presidente.  Los 
"  Tribunales  no  pueden  revisar  sus  actos  políticos" 
(Tomo  1^  pagina  263  déla  Traducción  del  Sr.  Calvo.) 

Bump.  en  sus  decisiones  Constitucionales  de  los  Es- 
tados Unidos,  trae  la  siguiente  resolución:  "La  sus- 
pensión del  privilegio  del  auto  de  habeos  cor-pus  sien- 
do la  autorización  virtual  de  arrestar  sin  causa  legal 
ordinaria  ú  orden  de  Juez  competente,  se  deduce,  que 
tales  arrestos  durante  la  suspensión^  y  cuando  está 
hecha  en  obediencia  á  la  orden  ó  autoridad  del  em- 
pleado á  quien  se  ha  investido  con  ese  poder,  son 
prácticamente  legales,  y  las  personas  que  los  hacen 
no  son  responsables  á  la  acción  de  daños  y  perjui- 
cios por  el  hecho  "(Mac  Cali  v.  Mac  Dowell,  1  Deady 
233;  S.  C.   1  Abb.  C.  C.  212). 

Como  lo  ve  V.  E.  las  facultades  de  que  usa  la 
autoridad  de  los  Estados  Unidos  para  detener  ó 
arrestar  á  las  personas  durante  el  estado  de  sitio,  se 
conocen  bajo  el  nombre  de  suspensión  del  privilegio 
del  auto  de  habeas  corpus^  y  es  evidente  entonces  que 
hallándose  suspendido  dicho  privilegio,  no  es  posible 
que  el  detenido,  ni  otro  por  él,  pueda  usarlo  útilmente. 

En  consecuencia,  soy  de  opinión,  que  V.  E.  podrá 
resolver  la  consulta  del  Sr.  Jefe  de  Policía,  dispo- 
niendo: que,  en  casos  como  el  del  recurso  de  fojas 
1^,  en  que  la  detención  ha  sido  ordenada  en  \irtud 
de  hechos  de  pena  que  pueda  imponer  la  Policía,  en 
uso  de  sus  facultades  á  los  que  infligen  sus  disposi- 
ciones, y  en  otros  análogos,  á  los  cuales  se  aplica  el 
privilegio  del  auto  de  habeas  corpus^  debe  el  Sr.  Jefe 
proceder,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  las  dispo- 
siciones antes  citadas   del    Código   de  Procedimientos 
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en  lo  Criminal;  y  que,  en  los  casos  en  que  la  deten- 
ción ó  arresto  hayan  sido  ejecutados  por  la  Policía 
en  cumplimiento  de  órdenes  recibidas  de  S.  E.  el  Sr. 
Presidente  de  la  República  en  ejercicio  de  la  facultad 
constitucional  que  le  compete  durante  el  estado  de 
sitio,  y  en  los  que  por  consiguiente  no  procede  el 
auto  de  habeas  corpiis^  si  se  interpusiera  este  recurso 
contra  dicha  detención  ó  arresto,  el  Sr.  Jefe  debe 
limitarse  á  informar  al  Sr.  Juez  requiriente  que  ha  proce 
dido  en  virtud  de  órdenes  del  Jefe  de  la  Nación  expedidas 
en  uso  de  atribuciones  propias,  ejercidas  constitucional- 
mente  y  acerca  de  cuyo  uso  los  Jueces  y  tribunales 
no  están  llamados  á  decidir — Buenos  Aires,  Abril  2 
de  1891. — Antonio  E.  Mala  ver. 

Resolviéndose  por  la  siguiente: 
Resolución — 

Ministerio  del  Interior. 

Abril  30  de    1891— Archívese.— ROCA. 


El  Ministro  de  Italia,— sobre    la    extradición  de  Sebastian 
Tomasoni,  acusado  de  quiebra  fraudulenta. 

El  Señor  Ministro  de  Italia  pidió  ai  Departamento  de  Relaciones 
Exteriores  con  fecha  18  de  Marzo  de  1891  la  prisión  provisoria 
del  individuo  Sebastian  Tomasoni  acusado  de  quiebra  fraudu- 
lenta. Al  mismo  tiempo  solicitábase  secuestrasen  diez  y  nueve 
bultos  que  dicho  individuo  habia  enviado  desde  Genova  para 
Buenos  Aires.  El  Gobierno  hizo  luí?ar  á  dicho  pedido  librando 
las  providencias  del  caso.  Una  vez  que  el  Señor  Ministro,  del 
mencionado  Reino  formalizó,  mediante  los  documentos  de  prác- 
tica, su  pedido  de  extradición,  Tomasoni  fué  entregado  de 
conformidad  con  lo  sentenciado  por  el  Señor  Juez  de  Sección 
Dr.   Ugarriza. 

La  vista  del  Señor  Procurador  General  que  corre  en  el  expedien- 
te dice  así: 
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ExMO.  Seiíor: 

El  Señor  Ministro  de  Italia  fundado  en  la  disposi- 
ción del  artículo  673  de  nuestro  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  Criminal,  solicita  de  V.  E.  la  deten- 
ción provisoria  del  subdito  italiano  Sebastian  Toma- 
soni,  sobre  quien  dice  pesa  orden  de  prisión  de  las 
competentes  autoridades  judiciales  por  quiebra  fraudu- 
lenta; pide  igualmente  el  secuestro  de  diez  y  nueve 
cajones  expedidos  por  Tomasoni  desde  Genova  por 
medio  del  vapor  "Victoria",  y  dirigidos  á  Marcos  Ven- 
draminelli,  domiciliado  en  esta  ciudad;  y  se  reser\^a 
pedir  á  V.  E.  la  extradición  del  dicho  Tomasoni,  así 
que  le  lleguen  los  documentos  necesarios  para  ello. 

La  petición  del  Señor  Ministro  de  Italia  me  pare- 
ce bien  fundada  en  efecto,  en  la  disposición  del  artí- 
culo 673  citado  de  nuestro  Código;  pues  ella  estatu- 
ye que  "el  arresto  provisorio  de  un  extranjero  po- 
drá ordenarse  también  á  pedido  de  un  Ministro  di- 
plomático, hasta  tanto  lleguen  los  documentos  nece- 
sarios para  presentar  el  pedido  de  extradición.'' 

El  artículo  670  del  mismo  Código  declara  que  "en 
la  orden  de  extradición  se  comprende  naturalmente 
la  entrega  de  todos  los  objetos  que  el  acusado  hu- 
biera hurtado  en  país  extranjero,  y  que  se  hallaren 
en  su  poder  al  tiempo  de  arrestarle,  y  los  que  pudie- 
ran servir  de  prueba  del  delito  que  se  le  imputare. 

Me  parece  también  una  consecuencia  de  la  declara- 
ción contenida  en  este  artículo,  la  de  que  procede  igual- 
mente el  secuestro  que  solicita  el  Señor  Ministro  de 
Italia;  pues,  si  en  el  pedido  de  extradición  que  se  reser- 
va hacer  del  individuo  Tomasoni,  se  comprende  natu- 
ralmente la  entrega  de  los  objetos  mencionados  en  di- 
cho artículo,  es  indispensable  su  secuestro,  cuando  sólo 
se  trata  de  un  arresto  provisorio,  si  debe  hacerse  su 
entrega  cuando  se  resuelva  su  extradición. 


»»  I 
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En  consecuencia,  soy  de  opinión,  que  V.  E.  de  acuer- 
do con  la  disposición  del  artículo  652  del  mismo  Có- 
digo de  Procedimientos,  debe  servirse  pasar  la  solicitud 
que  precede  al  Señor  Juez  de  Sección  de  esta  Capi- 
tal, donde  se  indica  parece  estar  domiciliado  Tomasoni, 
á  fin  de  que  tenga  á  bien  ordenar  su  arresto  proviso- 
rio, y  para  que  dicte  las  órdenes  convenientes  para  el 
secuestro  de  bienes  que  también  se  pide,  pues  según 
el  artículo  662,  son  los  "Tribunales  encargados  de 
juzgar  los  casos  de  extradición,  los  que  tienen  también 
facultad  para  resolver  si  deben  ó  nó  entregarse  en  todo 
ó  en  parte  al  Gobierno  requirente  los  papeles  y  otros 
objetos  que  se  hubiesen  tomado  al  presunto  delincuen- 
te".— Buenos  Aires,  Marzo  17  de  1891. — Antonio  E. 
Mal  A  VER. 

.  Resolución — 

Ministerio  de   Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Marzo  17  del  1891.— De  acuerdo  con 
lo  dictaminado,  por  el  Señor  Procurador  General  remí- 
tanse estos  antecedentes  al  Señor  Juez  de  Sección  á  los 
efectos  que  él  indica,  y  en  consideración  á  las  circuns- 
tancias premiosas  que  ha  hecho  presente  verbalmente  el 
Señor  Ministro  de  Italia,  prevéngase  al  Sr.  Ministro 
de  Hacienda  suspenda  el  despacho  de  los  bultos  á  que 
el  mismo  Señor  Ministro  de  Italia  se  refiere,  hasta  la  re- 
solución del  Juzgado   de   Sección. — Eduardo  Costa. 


El  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,-— indica  me- 
didas conTenientes  para  la  percepción  de  los  derechos 
de  puerto. 

En  13  de  Marzo  de  1891,  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires  se  dirijió  al  Ministerio  de  Hacienda  comunicando:  que  al- 
gunos agentes  marítimos  rehusan  el  pago  de  los  derechos  de 
puerto,  en  que  están  gravados,   según  la  ley  de    impuestos   de 
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la  provincia,  las  mercaderías  que  se  introducen,  y  á  fin  de  evi- 
tar la  instauración  de  acciones  judiciales  en  contra  de  los  men- 
cionados agentes,  solicita  que  la  Aduana  de  La    Plata   detenga 
las  firmas  de  los  agentes   que  pretenden  eludir  el  cumplimien- 
to de  la  ley,  hasta  tanto  presenten  á  la  Administración  de  Ren- 
tas el  certificado  que  compruebe  el  pago  de  los  derechos  de  puerto- 
La  Dirección  General  de  Rentas,    manifestó:    que  en  cuanto  á  los 
buques  sin  privilegios,   que  fondeen    en  el  puerto  de  la   Plat», 
cree  la  Dirección  que  el    Ministerio  debe   resolver   de    acuerdo 
co?i  lo  solicitado  por  el  Exmo     Gobierno    de    la    Provincia   de 
Buenos  Aires,  ordenándose  al  Administrador    de  la  Aduana   no 
permita  la  salida  de  dichos  buques  si  no  justifican  que  han  pa- 
gado los  derechos  de  puerto  establecidos;  y  en  cuanto  a  los  va- 
pores  con  privilegios  de  paquete,  deberá  hacerse  responsable  i 
^^sus  agentes  por  los  derechos  do  puerto  que  adeudan. 
La  Contaduría  General  se   manifestó  de  acuerdo  con  lo  informa- 
do por  la  Dirección  de  Rentas. 
Pasado  á  dictamen  del  Procurador  del  Tesoro,   lo  evacuó    en    es- 
tos términos; 

Exmo.  Señor: 

V.  E.  puede  resolver  en  el  sentido  que  indican  la 
Dirección  General  de  Rentas  y  la  Contaduría  Gene- 
ral, por  las  razones  aducidas  en  los  informes  prece- 
dentes.— Julio  25  de  1891. — C.  L.  Marenco. 

Resolución — 

Ministerio,  Setiembre  14  de  1891.  -Vista  la  co- 
municación del  Exmo.  Señor  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  en  la  que,  á  fin  de  evitar  la 
instauración  de  acciones  judiciales  contra  los  Agentes 
Marítimos  que  rehusan  pagar  los  derechos  de  puerto 
con  que  están  gravados  según  la  ley  provincial,  se 
dirije  á  este  Gobierno,  solicitando  que  la  Aduana  de 
la  localidad  detenga  la  firma  de  los  Agentes  que  pre- 
tenden eludir  el  cumplimiento  de  aquella  disposición, 
hasta  que  les  sea  presentado  el  comprobante  de  pa- 
go de  los  derechos  de  puerto,  y 
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Considerando: 

Que  la  medida  solicitada  no  es  aplicable  á  los  va- 
pores que  navegan  con  privilegio  de  paquete,  por 
cuanto  ella  entrañaría  demoras  que  traen  aparejados 
reclamos  por  los  perjuicios  que  causan,  y  que  sólo 
es  aceptable  para  los  barcos  que  no  gozan  de  estos 
privilegios. 

Oída  la  Dirección  General  de  Rentas,  Contaduría 
General  y  Procurador  del  Tesoro,  y  de  acuerdo  con 
las  conclusiones  á  que  arriban  en  sus  informes. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°  La  Administración  de  Rentas  de  la  Plata 
no  permitirá  la  salida  de  los  buques  que  entren  á 
los  docks,  sin  que  previamente  justifique  el  pago  de 
los  derechos  de  puerto,  excepción  hecha  de  los 
privilegiados  como  paquetes,  en  los  que  hará  recaer 
la  responsabilidad  del  pago  por  los  derechos  de  puer- 
to que  adeudaren,  en  la  persona  de  los  Agentes  de 
aquellos  vapores. 

Art.  2^  Comuniqúese  al  Exmo.  Gobierno  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires  lo  resuelto  y  pase  á  la 
Dirección  General  de  Rentas  á  sus  efectos. — PELLE- 
GRINI. — Vicente  F.  López. 


El  Departamento  de  Obras  Públicas, — sobre  acumulación  de 
sueldos  del  Superintendente  de  la  Maquinaria  hidráulica 
del  Puerto  de  la  Capital. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas  se  dirijió  al  Ministerio  del 
Interior  con  fecha  17  de  Marzo  de  1891  dando  cuenta  que  en  los 
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certificados  de  las  obras  del  Puerto  de  la  Capital,  correspon- 
dientes á  los  meses  de  Diciembre,  Enero  y  Febrero  ppdo.,  habia 
hecho  presente  que  el  Ingeniero  mecánico  que  figura  en  dichos 
certificados  con  un  sueldo  do  250  $  oro,  recibe  á  la  vez  del 
Ministerio  de  Hacienda,  otro  sueldo  mensual  de  $  min  4(K)  por  la 
superintendencia  de  la  Maquinaria  Hidráulica  que  funcionaba  en 
la  parte  habilitada  del  Puerto;  y  que  á  fín  de  evitar  el  tener  que 
insistir  sobre  lo  mismo  en  cada  uno  de  los  certificados  que  se 
expedían,  recababa  del  Gobierno  una  resolución  al  respecto. 

La  Contaduría  General  manifestó  que  á  su  juicio  no  son  aplicables 
al  Ingeniero  de  que  se  trata,  las  disposiciones  que  rigen  la 
acumulación  de  empleos,  pues  si  bien  es  cierto  que  desempeña 
á  la  vez  esas  dos  funciones,  no  es  menos  cierto  que  solo  el  de 
Director  de  la  Maquinaria  Hidráulica  le  ha  sido  conferido  y  es 
abonado  directamente  por  el  Gobierno,  pues  el  otro  no  depende 
del  Gobierno  sino  de  los  Sres.  Madero  é  hijos,  que  son  quienes 
le  han  contratado. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  dio  el  siguiente  dictamen: 

ExMO.  Sensor: 

Tres  cuestiones  se  presentan  en  el  examen  de  éste 
expediente:  1*  la  conveniencia  de  que  las  funciones 
de  armar  la  maquinaria  hidráulica  en  el  puerto  y  di- 
rijir  su  ejercicio  se  encomienden  al  mismo  mecánico; 
2*  si  es  elevada  ó  no  la  remuneración  que  se  paga 
por  este  último  servicio,  teniendo  en  cuenta  la  que 
ya  se  abona  por  el  primero  y  3^  si  el  referido  me- 
cánico está  sujeto  á  las  disposiciones  que  rigen  la 
acumulación  de  empleos. 

Respecto  de  la  primera,  el  Departamento  de  Obras 
Públicas  se  pronuncia  por  la  afirmativa  y  su  opi- 
nión es  la  más  autorizada  que  pueda  consultarse 
sobre  el  particular. 

En  cuanto  á  la  segunda,  no  me  encuentro  habilitado 
para  dictaminar  porque  ignoro  la  competencia  y  tra- 
bajo que  esas    tareas  requieran. 

En  cuanto  á  la  tercera,  pienso  como  la  Conta- 
duría que  no  es  un  caso  de  acumulación  de  em- 
pleos, y   la   razón  es  obvia. 
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No  existen  entre  nosotros  más  empleos  que  los 
determinados  en  los  presupuestos  correspondientes. 
La  locación  de  servicios  que  el  mecánico  de  que 
se  trata  hace  á  la  empresa  del  puerto,  está  en  el 
caso  de  cualquier  comisión  eventual  que  el  Gobierno 
le  confiara  ó  le  permitiera  desempeñar.  Como  em- 
pleado de  la  nación  dicho  mecánico  no  recibe  sino 
un  solo  sueldo  presupuestado,  y  no  proceden  por 
lo  tanto  las  observaciones  del  Departamento  de  Obras 
Públicas,  sino  en  caso  de  que  se  demostrara  que  la 
remuneración  que  se  le  acuerda  es  excesiva  y  al 
solo  efecto  de  disminuirla — 277  Estudio,  Agosto  22 
de  1891. — E.  García   Méroü. 

NOTA— Des'le  esa  fecha  se  encuentra  el  expeliente  re.>er\%v.lo  en 
el  Archivo. 


El  Juzgado  Letrado  de  Rio  Negro, — sobre  el  nombramiento 
del  defensor  de  Menores,  permanente,  hecho  por  el  Señor 
Gobernador . 

En  Marzo  30  de  1í?91,  d  .Tuz¿rado  Letrado  del  Territorio  Nacional 
de  Rio  Negro,  acudió  al  Ministerio  de  Justicia  haciéndole  saber 
el  incidente  suscitado  por  el  Señor  Gobernador  del  mismo  Te- 
rritorio, con  motivo  de  haber  nombrado  Defensor  de  Menores  de 
carácter  permanente,  no  obstante  lo  resuelto  por  el  Ministerio 
en  un  caso  idéntico,  á  cuyo  efecto  acompañaba  los  documen- 
tos oriíi:inaIes  y  pedia  pronta  resolución  á  fin  de  que  quedara 
sin  efecto  ese  nombramiento. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  y  este 
funcionario  se  expidió  en  estos  términos. 

ExMO.  Señor: 

El  presente  expediente  es  una  prueba  más,  de  la 
desinteligencia  en  que  se  encuentran  el  Sr.  Gobernador 
y  el  Juez  Letrado  del  Territorio  del  Rio  Negro;  hecho 
ya  comprobado  en  otros  expedientes  que  con  fecha  an- 
terior han  venido  á  mi  despacho. 
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De  esa  desinteligencia,  enteramente  perjudicial  para 
el  buen  servicio  del  pueblo  de  aquella  Gobernación, 
resulta  que  los  incidentes  más  insignificantes  de  la  vida 
administrativa  en  que  intervienen  ambas  autoridades, 
se  convierten  en  contiendas  oficiales,  en  las  que  la 
dureza  del  lenguaje  empleado  hace  imposible  una  so- 
lución amistosa. 

En  el  caso  actual,  se  trata  de  que  el  Gobernador  in- 
terinamente nombró  T^efensor  de  Menores  al  Teniente 
Coronel  Rawson,  y  lo  mandó  comunicar  al  Juez  Letrado 
por  la  nota  de  fs.  3.  El  Sr.  Juez  en  eí  auto  que  se 
vé  á  fs.  3  vuelta,  manda  transcribir  al  Sr.  Gobernador  el 
Decreto  defs.  2  de  21  de  Diciembre  de  1888  del  Minis- 
terio de  Justicia,  en  el  que  proponiéndose  por  la  Go- 
bernación el  nombramiento  de  Defensor  de  Menores 
en  la  persona  de  D.  Juan  Iribarne,  el  Sr.  Ministro  Dr. 
Posse  resolvió  pasara  dicha  propuesta  al  Sr.  Juez  Le- 
trado del  Rio  Negro,  á  fin  de  que  utilizara,  si  lo  tenía 
á  bien,  los  servicios  del  Sr.  Iribarne,  nombrándolo  De- 
fensor ad-koc  en  ¡os  casos  octirrenies\  y  se  comunicara 
en  respuesta  al  Sr.  Gobernador,  que  el  Ministro  no  se 
consideraba  habilitado  para  crear  por  sí  el  empleo  de 
carácter  permanente  á  que  se  refería,  y  que  tendría 
presente  la  necesidad  apuntada  para  sostenerla  al  \L 
Congreso.  El  Sr.  Juez  agrega  en  dicho  auto,  que 
para  que  el  nuevo  noriibramiento  hecho  en  la  persona 
del  Sr.  Teniente  Coronel  Rawson  pueda  ser  aceptado  por 
el  Juzgado  como  legal,  es  necesario  que  éste  conozca 
si  el  Gobierno  Nacional  ha  autorizado  al  Sr.  Goberna- 
dor del  Rio  Negro  para  hacerlo,  puesto  que  por  el 
art.  7«  de  la  Ley  de  16  de  Octubre  de  1884  que  deter- 
mina las  atribuciones  de  dicho  Sr.  Gobernador,  no 
resulta  que  tenga  la  facultad  de  expedir  nombramientos 
de  empleados  judiciales,  como  lo  es  el  Defensor  de 
Menores,  que  solo  corresponde  al  Sr.  Presidente,  se- 
gún el  art.  139  de  la  Ley  de  12  de  Noviembre  de  1886, 

El  Sr.  Gobernador  contesta  á  fs.  5  qne  si  es  cierto 
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que  no  puede  nombrar  en  propiedad  defensor  de  me- 
nores, puede  sin  embargo  proponerlo  al  Gobierno  y 
nombrarlo  en  el  carácter  de  interino  "autorizándole  pa- 
ra ello  el  sentido  del  art.  7<>  y  12  de  la  ley  de  16  de 
Octubre  de  1884,^  que  el  Juez  tiene  el  deber  de  aceptar 
y  reconocer  por  tal*^  mientras  que  el  Poder  Ejecutivo 
nombre  en  propiedad  ó  rechace  al  interino;  agregándole 
que  sabrá  hacer  respetar  sus  mandatos. 

En  mi  opinión,  la  resolución  del  señor  Ministro  Dr. 
Posse  podrá  haber  inspirado  en  otro  sentido  la  del  Sr. 
Gobernador. 

No  existe,  creado  por  ley,  el  puesto  de  defensor  de 
menores  en  el  Territorio  del  Rio  Negro.  Si  lo  estuviera, 
su  nombramiento  correspondería  á  V.  E,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  139  de  la  ley  n^  1893  del  12 
de  Noviembre  de  1886. 

Pero,  aunque  tal  funcionario  no  haya  sido  creado  por 
ía  ley,  su  intervención  en  los  juicios  es  indispensable 
para  su  validez  en  todo  caso  que  existan  menores  ú 
otros  incapaces  en  ellos.  En  estos  casos  ¿á  qué  auto- 
ridad compete  hacer  el  nombramiento  de  tal  funcionario 
para  intervenir  en  el  juicio  en  que  su  necesidad  se  hace 
sentir? 

La  respuesta  se  encuentra  claramente  consignada  en 
d  decreto  del  Sr.  Ministro  Dr.  Posse:  "Pase  al  juzgado 
letrado  del  Rio  Negro  (la  nota  del  señor  Gobernador 
en  que  proponía  el  nombramiento  del  señor  Iribarne 
como  defensor  de  menores)  á  fin  de  que  utilice  si  lo 
tiene  á  6ien,  los  desinteresados  servicios  del  señor  Iri- 
barne nombrándolo  defensor  ad-hoc  en  los  casos  ocu- 
rrentes". 

Corresponde  efectivamente  al  Juez,  y  no  á  la  Admi- 
nistración Pública,  la  designación  de  los  funcionarios 
que,  no  teniendo  por  la  ley  otra  forma  de  nombramiento, 
han  de  intervenir  en  un  juicio  dado.  Así,  cuando  el 
Fiscal  titular,  cuando  uno  de  los  Agentes  Fiscales  ó 
de  los  Asesores  de  menores  se  encuentra  impedido  pa- 
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ra  intervenir  en  una  causa,  no  obstante  que  á  V.  E. 
corresponde  el  nombramiento  de  los  Titulares,  no  es 
V.  E^  sino  el  Juez  quien  provee  al  nombramiento  de  la 
persona  que  debe  reemplazar  al  funcionario  impedido; 
y  V.  E.  no  nombra  con  el  carácter  de  permanente,  un 
Detensor  de  menores,  ni  un  Agente  Fiscal  para  que  su- 
pla las  faltas  ó  impedimentos  de  esos  empleados. 

El  caso  ocurrido  en  la  Gobernación  del  Rio  Negro 
es  análogo. — Falta  allí  quien  ejerza  con  carácter  per- 
manente la  Defensorfíi  de  menores,  porque  la  ley  no  ha 
creado  aún  tal  empleado:  debe  entonces  corresponder 
al  Juez  letrado,  como  al  Juez  de  Paz  en  su  caso,  el 
nombramiento  de  la  persona  que  deba  desempeñar  las 
funciones  de  Defensor  de  menores  en  cada  causa  en  que 
tal  nombramiento  sea  indispensable. 

La  independencia  del  Poder  Judicial  consagrada  en 
nuestra  ley  fundamental  exige  que  los  Poderes  Públicos 
y  sus  dependencias,  no  se  arroguen  mas  facultades  que 
las  que  por  la  ley  expresa  les  corresponde;  y  en  la  que 
organizó  las  Gobernaciones  de  los  Territorios  Nacio- 
nales no  existe  disposición  alguna  que  autorice  el  nom- 
bramiento de  defensor  con  carácter  de  permanente,  ó  ge- 
neral para  todos  los  casos  ocurrentes,  aunque  sea  interi- 
no, hecho  por  el  señor  Gobernador.  Según  el  art.  7°  de 
dicha  ley  todo  lo  que  pertenece  al  orden  administrativo 
del  Territorio  corresponde  al  señor  Gobernador,  pero 
en  cuanto  á  lo  judicial,  sólo  le  toca  nombrar  Jueces  de 
Paz  en  los  distritos  que  tengan  menos  de  mil  habitantes 
(inciso  6^)  y  distribuir  la  fuerza,  j^  prestat  el  attxilio 
que  requieran  el  yuez  Letrado  y  los  Jueces  de  Paz  (in- 
ciso  10). 

El  art.  1 2  de  la  misma  Ley  que,  con  el  7^  invoca  el 
Sr.  Gobernador  para  imponer  al  Sr.  Juez  Letrado  el 
deber  de  aceptar  y  reconocer  como  Defensor  de  Me- 
nores á  la  persona  que  ha  nombrado,  sólo  se  refiere 
á  las  condiciones  requeridas  para  ser  electo  Juez  de 
Paz;  y  creo  por  tanto  equivocada  la  cita. 
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En  consecuencia,  soy  de  opinión  que  debiera  V.  E. 
solicitar  del  S.  E.  el  Sr.  Ministro  del  Interior,  de  quien 
según  el  citado  art.  7^  inciso  13,  depende  directamen- 
te el  Sr  Gobernador  del  Rio  Negro,  ordene  á  este  Sr. 
deje  sin  efecto  el  nohibramiento  de  Defensor  de  Me- 
nores que  ha  hecho  con  el  carácter  de  obligatorio  para 
el  Sr.  Juez  Letrado;  pudiendo  sólo,  si  ya  no  estuviera 
dispuesto  el  Sr.  Iribarne  á  dese:npeñar  esa  función 
en  los  casos  en  que  el  Juez  lo  nombrara,  indicarle  la 
persona  que  á  su  juicio,  se  halla  en  aptitud  de  pres- 
tar ese  servicio  gratuitamente,  á  fln  de  que  puede  ser 
utilizado  si  el  Juzgado  lo  cree  conveniente:  todo  de 
acuerdo  con  la  resolución  del  Ministro  Dr.  Posse, 
corriente  á  fojas  2. 

Debiera  también  V.  E.  disponer  que  por  el  mismo 
Ministerio  del  Interior  se  haga  saber  al  Sr.  Gobernador 
de  Rio  Negro  y  por  el  de  Justicia  al  Sr.  Juez  Letra- 
do, procuren  de  una  y  otra  parte,  evitar  en  cuanto 
sea  posible  todo  ultrapaso  de  la  una  en  las  atribucio- 
nes de  la  otra,  tratando  las  diñcultades  que  les  ocurran 
de  la  manera  templada  que  requieren  el  servicio  público 
y  los  respetos  que  se  deben  mutuamente  autoridades 
que  son  independientes  en  el  ejercicio  de  sus  respecti- 
vas atribuciones. —Buenos  Aires,  Abril  8  de  1891  — 
Antonio  E.  Mal  a  ver. 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Abril  14  de  1891 — Transmítase  en 
copia  el  precedente  dictamen  al  Ministerio  del  Interior 
pidiéndole  se  sirva  ordenar  al  Gobernador  del  Rio  Ne- 
gro, deje  sin  efecto  el  nombramiento  de  Defensor  á 
que  se  hace  referencia,  recomendándole  á  la  vez  la  mayor 
moderación  y  estudio  en  los  asuntos  que  afecten  al 
Poder  Judicial.  Diríjase  oficio  al  Sr.  Juez  Letrado  en 
términos  análogos,  publíquese  y  archívese.  — Carballido 
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La  Gompañia  Sud-Americana  de  Billetes  de  Banco, — solicita 
la  aprobación  de  la  modificación  de  sus  Estatutos. 

En  Marzo  30  de  1891,  el  Presidente  do  la  Compañía  Sud-Americana 
de  Billetes  de  Banco  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  soli- 
citando la  aprobación  de  las  modificaciones  de  los  Estatutos  de 
la  reterida  sociedad  que  acompañaba  en  unión  del  acta  de  la 
Asamblea  de  accionistas. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  y  este 
funcionario  se  expidió  así. 

ExMO.  Señor: 

Ninguna  observación  tengo  que  hacer  á  las  modifica- 
ciones introducidas  en  los  Estatutos  de  la  Sociedad 
Anónima  "Compañía  Sud- Americana  de  Billetes  de 
Banco''  y  creo,  por  tanto,  que  pueden  ser  aprobados 
por  V.   E. 

Observo  sin  embargo  que  el  art.  28  de  los  Esta- 
tutos vigentes  no  ha  sido  modificado  como  era  necesa- 
rio para  ponerlo  en  relación  con  el  art.  350  del  nuevo 
Código  de  Comercio,  cuyo  2®  inciso  dispone  que: 
"Ningún  accionista,  cualquiera  que  sea  el  número  de  sus 
acciones  podrá  representar  más  del  décimo  de  los 
votos  conferidos  por  todas  las  acciones  emitidas,  ni 
mas  de  dos  décimos  de  los  votos .  presentes  en  la 
Asamblea. 

Al  aprobar  V.  E.  las  modificaciones  hechas,  debiera 
declarar  se  incorpore  á  continuación  del  art.  28  de  los 
Estatutos  del  2^  inciso  que  dejo  copiado  del  350  del 
Código  de  Comercio,  y  no  habiéndose  introducido  otras 
modificaciones  en  ellos,  como  las  que  se  refieren  al 
nombramiento  y  atribuciones  del  Síndico  que  hace  parte 
de  la  administración  social,  y  del  que  nada  dice  el 
art.  1 1  de  los  Estatutos,  se  ha  de  servir  declarar  tam- 
bién que  quedan  incorporados  á  dichos  Estatutos  todas 
las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  y  demás  que 


—  371  — 

se  dictaren  y  que  son    obligatorias  para  las  sociedades 
Anónimas. 

Por  fin:  viniendo  sin  autenticarse  las  copias  del  acta 
de  la  Asamblea  de  accionistas  y  las  reformas  intro- 
ducidas á  los  Estatutos,  que  no  vienen  firmadas  por 
el  Sr.  Presidente  ó  Secretario  de  la  Sociedad,  antes  de 
dictar  resolución  alguna  debe  V.  E.  ordenar  se  firmen 
dichas  copias  á  fin  de  que  revistan  la  autenticidad 
de  que  carecen 

Acompaño  á  V.  E.  los  números  de  los  diarios  La  Na- 
ción, La  Prensa  y  El  Diario  en  que  se  hallan  los 
avisos  de  convocatorias  para  la  Asamblea  de  socios, 
que  han  sido  dejados  en  mi  despacho  y  que  agrego  al 
presente  expediente. — Buenos  Aires,  Abril  7  de  1891. 
— Antonio  E.  Malaver. 

Evacuada  por  el  interesado  la  vista  que  se  le  confirió  se  dictó  la 
siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Abril  17  de  1891 — De  conformidad 
con  el  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción que  antecede. 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

Art.  1°  Apruébanse  las  modificaciones  introducidas 
por  la  Compañía  "Sud- Americana  de  Billetes  de  Banco" 
á  sus  Estatutos  que  constan  en  detalle  en  el  acta  ad- 
junta y  decláranse  incorporados  á  los  mismos  todas  las 
disposiciones  del  Código  de  Comercio  que  rijen  la  ma- 
teria, siendo  entendido  que  el  Poder  Ejecutivo  se  reser- 
va el  derecho  de  nombrar  un  Inspector  cuando  lo  juzgue 
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conveniente  para  el  examen  de  los  libros  y  documentos 
pertenecientes  á  esta  Sociedad. 

Aii.  2°  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  el 
Registro  Nacional,  permítase  al  interesado  tomar  copia 
de  las  modificaciones,  legalícese  y  archívese  este  expe- 
diente.— PELLEGRINI. — Julio  A.  Roca. 

En  Junio  8  ile  1892  el  Ministerio    del  Interior  pasó  el    expeliente 
de  la  referencia  al  de  Jasticia  que   acordó  su  areliivo. 


P.  Omarini  hermanos, — ^piden  permisa  para  establecer  usa 
canaleta  de  operaciones  de  carga  y  descarga. 

En  2  de  Abril  de  1891,  ocurrieron  al  Ministerio  de  Hacienda  los 
Sres.  P.  Omarini  Hnos.,  manifestando:  que  teniendo  en  el  Ro- 
sario de  Santa  Fé,  una  barraca  de  madei'as  del  país  y  embar- 
que de  cereales,  situada  en  la  barranca  á  pique  del  rio,  en  un 
terreno  de  su  propiedad  entre  los  "Mercados  y  desembarcaderos 
del  Rosario'*  y  el  galpón  Colcrado  del  F.  C.  C.  A.,  les  es  de  su- 
ma necesidad,  para  la^  operaciones  de  su  establecimiento,  la 
construcción  de  una  canaleta  fija,  la  que  no  impedirá  la  nave- 
ilación,  ni  á  los  colindantes,  el  atracaje  de  buques  y  demás  ope- 
raciones comerciales,  por  cuyo  motivo  solicitan  el  permiso  corres- 
pondiente, para  efectuar  la  referida  construcción. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  previo  informe  de  la  Aduana  del 
Rosario,  expuso:  que  la  construcción  de  la  canaleta  de  que  se 
trata,  no  ofrece  dificultad  á  la  navegación,  ñipara  la  vigilancia 
de  la  Aduana,  por  encontrarse  el  lugar  designado,  entre  los  des- 
tacamentos de  resguardo;  en  consecuencia,  es  de  opinión,  que 
se  acceda  á  lo  solicitado  por  los  Sres.  P.  Omariui  Unos,  con  su- 
jeción á  las  disposiciones  fiscales. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas,  expresó;  que  del  punto  ile 
vista  administrativo,  concuerda  con  la  opinión  de  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas,  pero  no  puede  entrar  en  consideraciones  de 
orden  técnico,  por  no  acompañarse,  ni  siquiera  un  croquis  de 
la  obra;  sin  embargo,  dada  la  poca  importancia  de  ésta,  no  ré 
inconveniente  en  que  se  acceda  á  lo  solicitado  por  ios  Señores 
Omarini  y  C^.,  bajo  las  condiciones  siguientes: 

1"  Que  las  obras  no  perjudiquen  el  ré;íinien  actual  del  rio  en  el 
punto  indicado. 

2^  Que  las  construcciones  tengan  las  dimensiones  requeridas  p<>r 
el  uso  á  que  se  destinan. 
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3*  Que  no  perjudiquen  el  tranco  de  la  ribera  ni  á  la  navegación. 

40  Que  sean  levantadas  por  los  recurrentes,  sin  indemnización  al- 
guna, cuando  así  lo  ordene  el  P.  E. 

5®  Que  los  mismos  construyan  las  oíici ñas  necesari'as,  para  el  Res- 
jiTuardo    si  fuere  necesario. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  de  este  modo; 

ExMO.  Señor: 

Bajo  las  condiciones  expresadas  por  el  Departamento 
de  Obras  Públicas,  y  de  acuerdo  con  lo  informado 
por  la  Dirección  General  de  Rentas;  no  veo  inconve- 
niente en  que  se  resuelva  favorablemente  la  solicitud 
de  los  Señores  P.  Omarini  Hnos. 

Convendría  sin  embargo,  tomar  precauciones  para 
asegurar  que  las  mencionadas  condiciones  se  cumplan; 
bien  sea  obligando  á  los  recurrentes  á  someter  á  la  apro- 
bación del  P.  E.  un  croquis  de  los  trabajos  antes  de 
darles  comienzo,  bien  sea  comisionando  á  algún  funcio- 
nario que  los  inspeccione,  debiendo  los  interesados 
abonar  al  Erario  los  gastos  que  esta  inspección  origi- 
nase, si  hubiere  lugar  á  gastos. — Junio  2  de  1891  — 
E.    García  Méroü. 

Pasado  en  vista  á  los  interesados,  á  los  objetos  expresados  por 
el  Procurador  del  Tesoro  en  el  dictamen  prece  lente,  acompañaron 
un  croquis  de  las  obras  á  construirse  y  vuelto  nuevamente,  al 
Departamento  de  Obras  Públicas,  agregó:  que,  aun  cuando  el 
croquis  presentado,  no  permite  en  manera  alguna,  comprobar  si 
la  obra  podra  ó  no  ^er  parjudicial  al  réjimeii  del  rio,  pues  solo 
dá  á  conocer  la  disposición  de  la  misma;  sin  embargo,  tratándose 
(le  una  construcción  como  esta,  de  poca  importancia,  y  sobre  todo, 
porque  dado  el  caso  que  tuviera  una  influencia  perniciosa,  podría 
aplicarse  la  cláusula  cuarta  de  su  informe  anterior,  es  casi  inne- 
cesario, exijir  los  datos  que  tal  investigación  exi,jiría;  por  ello, 
es  de  opinión,  que  se  apruebe  el  croquis  adjuntado,  con  la  con- 
liicion  de  consolidar  las  piezas  horizontales,  hincando  otros  dos 
pilotes  en  la  parte  comprendida  entre  la  barranca  y  el  más  pró- 
ximo á  la  misma,  pues  no  es  admisible  una  viga  de  16  metros 
ile  largo,  sin  apoyos  intermediarios. 

24 
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Resolución — 

Atento  la  solicitud  que  precede:  y  á  mérito  de  los 
informes  producidos, 

SE  resuelve: 

Concédese  el  permiso  que  solicitan  los  Señores  Omari- 
ni  Hermanos,  para  establecer  una  canaleta  fija,  en  te- 
rrenos de  su  propiedad,  sita  entre  los  •*  Mercados  y 
Desembarcadero  del  Rosario,  y  el  Galpón  Colorado  del 
Ferro  Carril  Central  Argentino,  en  la  Ciudad  del  Rosario 
de  Santa-Fé;  y  exclusivamente  con  destino  al  embar- 
quede  cereales  déla  Barraca  de  su  propiedad  sita  en 
el    Rosario. 

Art.  2°.  El  concesionario  queda  obligado  á  cons- 
truir y  conservar  en  buen  estado  una  casilla  á  la 
cabecera  de  la  canaleta,  con  destino  á  los  empleados 
de  Aduana  y  resguardo  que  intervengan  en  las  ope- 
raciones que  se  practiquen. 

Art.  3*^.  Será  obligación  de  los  concesionarios  levan- 
tar las  obras  que  practicasen  en  cualquier  momento  que 
el  Gobierno  lo  solicite,  sin  lugar  á  reclamo  ni  indem- 
nización de  ninguna  clase. 

Art.  4''.  Las  obras  á  efectuarse  no  deberán  perju- 
dicar el  régimen  actual  del  Rio  en  el  punto  indicado, 
como  así  mismo  deberán  tener  las  dimensiones  reque- 
ridas por  el  uso  á  que  se  destinan. 

Art.  5^.  La  presente  concesión  estará  sujeta  á  las 
disposiciones  vijentes  relativas  y  al  pago  del  impuesto 
que  corresponda. 

Art.  6®.  La  Dirección  General  de  Rentas  queda  en- 
cargada de  la  reglamentación  subsidiaria  de  esta 
concesión. 

Art.  7^.  A  sus  efectos  pase  á  esta  oficina  repo- 
niéndose los  sellos. — PELLEGRINL — V,  F.  'López. 
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Caso  de  extradición  de  los  Marineros  del  buque  de  guerra 
Chileno  tPilcomayoo ,  sublerados  en  el  puerto  de  Buenos 
Aires. 

S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Chile  solicitó  verbal  mente  con  fecha  4 
de  Abril  de  1891,  que  los  marineros  detenidos  en  la  Prefectura 
Marítima,  por  la  sublevación  que  habia  tenido  lugar  en  el  buque 
de  guerra  chileno  ""Pilcomayo**  permanecieran  allí  á  disposición 
<lei  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  hasta  tanto  esa  Lega- 
ción resolviera  á  su  respecto.  El  Ministerio  accedió  oficiando  á 
la  Prefectura  de  acuerdo  con  la  anterior  solicitud. 

Habiendo  los  detenidos  deducido  el  recurso  de  habeas^orpus 
ante  el  Sr.  Juez  de  Sección  Dr.  Tedin,  éste  pidió  ai  Departa- 
mento de  Relaciones  Exteriores  se  le  trasmitieran  informes 
acerca  de  la  detención  de  los  individuos  Remigio  Qallardo, 
Ramón  Sejruro  Jofre,  José  M.  Rifo.  Eliseo  Baeza,  Pedro  Cárde- 
nas, Juan  de  Dios  Dirz,  Alfredo  Martens,  Faustino  Castillo, 
Alejandro  Ciro,  Carlos  Villegas  y  Aurelio  Rubio,  cuyos  infor- 
mes se  trasmitieron. 

La  Prefectura  Marítima  comunicó  que  el  Sr.  Juez  de  Sección  le 
habia  ordenado  la  libertail  de  ios  mencionados  individuos— El 
Ministerio  decretó  que  habiéndose  deducido  la  apelación  de  la 
sentencia  del  Sr.  Juez  de  Sección,  aquellos  debian  permanecer 
arrestados  hasta  que  la  Corte  Suprema  resolviese  el  asunto. 

Cuando  éste  se  hallaba  á  esta  altura,  el  Sr.  Ministro  de  Chile 
solicitó    la  extradición  de  ios    mencionados  marineros. 

Entonces   se    pidió  al    Sr.   Procurador   que  dictaminara,  el  cujlI 
dictamen  dice  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

Los  tripulantes  de  la  cañonera  chilena  Pilcomayo, 
á  que  se  refiere  el  Sr.  Ministro  de  Chile  en  la  nota 
que  precede,  hallándose  detenidos  á  su  pedido  y  por 
orden  de  V.  E.  en  la  Prefectura  Marítima,  interpu- 
sieron el  recurso  de  habeos-cor  pus  ^  que  les  fué  otor- 
gado por  sentencia  confirmatoria  de  la  Suprema  Corte, 
que  mandó  fueran  puestos  inmediatamente  en  libertad. 

Entiendo  que  esta  sentencia,  cuya  fecha  es  anterio  r 
por  un  dia  á  la  nota  del  Sr.  Ministro   de    Chile    ha 
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tenido  el  debido  cumplimiento;  y  desde  luego,  y  no 
hallándose  ya  detenidos  dichos  tripulantes  bajo  la 
custodia  de  autoridades  argentinas,  no  podrá  V.  E. 
acceder  á  U  solicitud  que  se  le  dirige,  para  que 
disponga  lo  conveniente  "á  fin  de  que  los  detenidos 
vuelvan  á  bordo  de  la  Cañonera  Pilcomayo" — Para 
ello  sería  necesario  que  V.  E.  ordenara  nuevamente 
su  detención;  y  habiendo  cesado  ya  el  estado  de  sitio, 
no  se  comprende  en  las  facultades  constitucionales  de 
V.  E.  la  de  decretar  tal  medida. 

El  Sr.  Ministro  de  Chile  invoca,  en  apoyo  de  su 
solicitud:  1°  ser  el  que  pide  uno  de  los  servicios  que 
se  otorgan  los  paises  entre  sí,  aun  los  no  ligados  por 
tratados  de  extradición — ^"de  conceder  auxilio  á  los 
"  comandantes  de  buques,  en  los  puertos  adonde 
"  arriban  para  la  aprehensión  de  desertores  que 
"  forman  parte  de  su  equipaje'';  y  2^  la  petición  que 
"  deduce,  en  subsidio,  "  de  la  extradición  de  dichos 
"  marineros,  por  los  delitos  comunes^  que  han  come- 
"  tido,  conforme  al  tratado  vigente  entre  la  Repú- 
"  blica  Argentina  y  la  de  Chile  sobre  la  materia. 

Respecto  del  1'^  de  estos  fundamentos,  no  me  pa- 
rece que  todos  los  tripulantes  de  la  Pilcomayo  puedan 
ser  considerados  desertores  del  buque  en  que  servían. 
El  Sr.  Calvo  define  al  desertor  diciendo,  que  es  el 
"  militar  ó  marino  que  deserta,  abandona  su  pues- 
to y  su  bandera'*.  La  Ley  considera  como  desertor, 
al  soldado  que,  sin  permiso  abandona  su  cuerpo,  su 
puesto,  ó  se  pasa  al  enemigo,  y  al  marino  que 
se  ausenta  d¿  á  bordo  sin  autorización  y  no  vuelve 
antes  de  la  espiración  del  tercer  dia  {Dtctionnaire 
de    Droit  International^  z/^.    deserteur). 

Pero  los  tripulantes  de  La  Pilcomayo  no  salieron 
del  buque  por  acto  propio  ó  voluntario.  El  Señor 
Ministro  de  Chile  dice  al  principio  de  su  nota  que, 
después  de  la  sublevación  que  efectuaron,  el  Co- 
mandante del  buque    "pidió   y   obtuvo  de  la  Prefec- 
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**  tura  Marítima  que,  por  dos  ó  tres  dias,  se  man- 
**  tuvieran  en  tierra,  en  clase  de  detenidos\  á  diez 
"  de  los  tripulantes  en  servicio,  y  á  dos  de  los 
"  asaltantes  que  poco  antes  habían  desertado." 

A  solo  dos  individuos  podría  considerarse,  pues, 
como  verdaderos  desertores,  por  el  hecho  de  haber 
abandonado  voluntariamente  el  buque  en  que  servían: 
los  demás,  no  revisten,  en  mi  opinión,  tal  carácter, 
pues  sólo  por  la  fuerza  y  en  calidad  de  presos 
abandonaron  el  mismo  buque;  habiendo  recobrado 
su  libertad,  en  esta  Capital,  en  virtud  de  lo  resuelto  ' 
por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  en  la 
sentencia  que  dejo   mencionada. 

Respecto  de  los  únicos  tripulantes  que  podían  con- 
siderarse verdaderos  desertores,  podría  decirse  que, 
debieran  ser  entregados  al  Señor  Ministro  de  Chile, 
que  los  solicita,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
Art.  XXVII  del  Tratado  de  Paz,  Amistad,  Comercio 
y  Navegación,  celebrado  por  la  nuestra  con  aquella 
República,  en  30  de  Agosto  de  1855,  aprobado  por 
Ley  del  Congreso  en  26  de  Setiembre  del  mismo 
año  y  cuyas  ratificaciones  fueron  cangeadas  en  San- 
tiago de  Chile   en   29  de   Abril   de   1856. 

Supongo  en  vigencia  dicho    Tratado;  y   en  el  Art. 
XXVn  que  dejo   citado,  se  dispone  que:  "  Los  Agen- 

"  tes  Consulares   tendrán  facultad  de  requerir  el  auxilio 

"  de  las   autoridades    locales,  para  la   prisión    deten- 

"  ción    y  custodia  de  los   desertores  de  los   buques, 

"  y    para  este  objeto  se   dirijirán  á  las    autoridades 

"  competentes,    y    pedirán  los    dichos    desertores   por 

"  escrito  y  con  documentos  comprobantes  de  que  es 

"  tal   desertor,  y  en  vista  de  esta  prideba,  no  se    re- 

"  husará  la  entrega.     Semejantes  desertores  luego  que 

"  sean  arrestados,  se  pondrán  á  disposición  de  dichos 

**  Agentes  Consulares,  y   pueden  ser    depositados  en 

**  las  prisiones  públicas  á  solicitud  y  expensas  délos 

**  que  los  reclaman,  para  ser  enviados  á  los   buques 
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^  á  que  correspondan,  ó  á  otros  de  la  misma  Nación, 
"  pero  si  no  fuesen  enviados  dentro  de  dos  meses 
**  contados  desde  el  día  de  su  arresto,  serán  puestos 
^  en  libertad,  y  no  volverán  á  ser  presos  ni  moles- 
"  tados  por  la  misma  causa/' 

Pero,  sin  tener  en  consideración  que  no  se  ha 
acompañado  por  el  Señor  Ministro  de  Chile  la  prue- 
ba de  la  deserción,  en  vista  de  la  que  debe  hacerse 
la  entrega  de  los  desertores  que  se  reclamen;  y  de 
que  la  petición  no  debe  dirijirse  á  V.  E.  en  el  caso 
previsto  por  el  Tratado,  sino  á  las  autoridades  com- 
petentes (que  no  pueden  ser  otras,  en  mi  opinión,  que 
las  judiciales,  por  ser  las  únicas  que  pueden  decre- 
tar ordinariamente  la  prisión  ó  detención  de  las  per- 
sonas), prescindiendo,  digo,  de  todo  esto,  encuentro 
una  razón  más  general  y  concluyente,  que  obstaría, 
en  mi  concepto,  á  la  detención  de  los  dos  únicos  tri- 
pulantes de  la  **Pilcomayo",  que  podrían  considerar- 
se verdaderamente  desertores,  si  el  hecho  se  hallara 
debidamente  justificado. 

Esa  razón  se  encuentra  expresada  en  la  ya  recor- 
dada sentencia  de  la  Suprema  Corte  Nacional.  La  de- 
serción de  los  dos  tripulantes,  ó  debe  considerarse 
como  un  acto  preparatorio  de  la  sublevación  efec- 
tuada posteriormente  en  el  buque  chileno,  ó  es  un 
delito  conexo  con  el  de  dicha  sublevación. 

Ahora  bien:  la  sublevación  mencionada  ha  sido  con- 
siderada por  la  Suprema  Corte  como  un  delito  poli- 
tico-.  "Los  antecedentes  todos  de  esta  causa,  ha  di- 
''cho  en  el  1®  de  los  considerandos  de  su  senten- 
"cia,  conducen  necesariamente  á  establecer    que    los 

"hechos  imputados  á  los  reclamantes han  sido  co- 

"metidos  con  un  ñn  esencialmente  politicoy  y  con  el 
"pensamiento,  sólo,  de  prestar  ayuda  y  cooperación 
"al  partido  político  levantado  en  armas,  y  actual- 
mente en  guerra  contra  el  Gobierno  de  su  país'';  y 
respecto  de  los  delitos  conexos  con  el  de  sublevación, 
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dice  la  misma  Suprema  Corte,  en  el  4®  de  los  con- 
siderandos de  su  sentencia:  "Que  tratándose  de  de- 
^liíos  conexos  con  delitos  políticos,  las  disposiciones 
''de  la  Legislación  positiva  del  país  (véase  el  art.  3^ 
"del  inciso  2^  de  la  Ley  Nacional  de  25  de  Agosto 
"de  1885),  y  los  principios  universalmente  consagra- 
"dos  en  el  derecho  internacional  público,  establecen 
"como  una  regla  invariable  la  inviolabilidad  de  las  per- 
"sonas  comprometidas  en  ellos,  una  vez  salidas  de  los 
"límites  jurisdiccionales  del  país  contra  el  cual  se  han 
"llevado  á  cabo,  y  colocan  á  sus  autores  bajo  la  ga- 
"rantía  moral  del  Estado  sobre  el  territorio  del  cual 
••se  encuentran". 

Y  aún  cuando  el  mismo  Supremo  Tribunal — agre- 
ga en  el  considerando  siguiente  que  contra  esta  regla 
de  justicia,  de  humanidad  y  buena  política,  que  ha- 
ce parte  del  derecho  público  nacional,  y  que  consa- 
gran las  prácticas  y  tratados  intei  nacionales  del  mun- 
do civilizado,  sólo  podría  invocarse  un  precepto  ex- 
preso de  la  legislación  propia  á  un  tratado  compe- 
tentemente concluido — debe  tenerse  presente,  que  no 
podría  invocarse  la  disposición  del  art.  xxvii  que  de- 
jo copiada  del  Tratado  de  Paz^  Comercio  y  Navegación 
de  1855,  por  que  la  Convención  de  extradición  con 
la  misma  República  de  Chile,  celebrada  en  9  de  Ju- 
lio de  1869,  de  fecha  posterior,  se  convino  que  sólo 
podría  dar  lugar  á  la  extradición  la  insurrección  del 
equipaje  ó  tripulación  de  una  nave,  cuando  los  indi- 
viduos que  componen  dicha  tripulación  ó  equipaje  se 
hubieran  apoderado  de  la  embarcación  ó  la  hubieran  en- 
tregado á  piratas  (art.  ii,  inciso  xvi);  y  que  "en  nin- 
"gún  caso  el  fujitivo  que  hubiere  sido  entregado  á 
"alguno  de  los  dos  gohxtrnos  podrá  ser  castigado  por 
*^delitos  políticos  anteriores  á  la  fecha  de  la  e^^tradi- 
"ción,  ó  conexos  con  ellos,  ni.  por  otro  crimen  ó  de- 
"lito  que  no  sea  de  los  enumerados  en  la  presente 
"Convención  (art.  vii)". 
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Agregue  á  esto  V.  E.  que  el  art.  3^  inciso  2^  de  la 
Ley  Nacional  de  Extradición  de  25  de  Agosto  de  1885 
citada  por  la  Suprema  Corte,  dice  textualmente  que: 
"No  se  concederá  la  extradicáón 2°  Cuando  los  de- 
litos cometidos  ¿uvisenun  carácter  político  ó  fuesen  cone- 
xos con  delitos  políticos]*"  y  pienso  que  se  considerará 
obligado  á  resolver,  que  no  le  es  posible  acceder  á  la  pe- 
tición del  señor  Ministro  de  Chile,  aún  respecto  de  los 
dos  marineros  que  manifiesta  ser  verdaderos  desertores. 

No  revistiendo  tal  carácter  de  desertores  los  demás 
tripulantes  que  estuvieron  detenidos  en  la  Prefectura 
Marítima  de  esta  capital,  la  disposición  del  art.  XXVII 
del  tratado  de  1 856  no  les  es  absolutamente  aplicable. 

Queda  la  extradición  que  subsidiariamente  solicita  di- 
cho señor  Ministro  respecto  de  todos  los  tripulantes  que 
menciona,  fundándola  en  el  tratado  que  dice  hallarse  vi- 
gente entre  esta  República  y  la  de  Chile. 

Respecto  de  este  segundo  fundamento,  invocado  por 
el  señor  Ministro  de  Chile,  debo  manifestar,  ante  todo, 
á  V.  E.:  que  la  Convención  de  extradición  que  se  mencio- 
na,  no  está  en  vigencia,  según  resulta  del  informe  ex- 
pedido  en  6  de  Noviembre  último  por  el  Oficial  Mayor 
del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  en  nota  del  6 
del  mismo  mes,  en  que  solicité  de  V.  E.  conocimiento 
exacto  de  los  Tratados  de  Extradición  celebrados  entre 
nuestro  Gobierno  y  las  naciones  extranjeras.  En 
dicho  informe,  se  expresa,  que  los  únicos  tratados  de 
extradición  actualmente  en  vigencia,  son  los  celebrados 
con  la  República  Oriental  del  Uruguay,  con  la  del  Pa- 
raguay, con  España  y  Bélgica,  por  lo  que,  debo  supo- 
ner que  la  Convención  celebrada  con  la  República  de  Chi- 
le quedó  concluida  por  la  expiración  de  su  término  y 
y  por  la  voluntad  de  alguna  de  las  Partes  Contratantes, 
según  lo  dispuesto  en  el  art.  XIV  de  dicha  Convención. 

Fuera  del  caso  de  un  Tratado  vigente,  la  extradi- 
ción sólo  puede  ser  pedida  y  otorgada  en  las  condicio- 
nes que  determinan  los  artículos  646  y  siguientes  de 
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nuestro  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal.  Entre 
esas  condiciones,  figuran  las  de  que  se  acompañen  tes- 
timonios auténticos  del  auto  judicial  qne  haya  decre- 
tato  se  solicite  la  extradición,  y  de  la  sentencia  de  con- 
denación, si  se  tratase  de  un  condenado,  ó  el  manaaio 
de  prisión  expedido  por  Tribunales  competentes^  si  se 
tratase  de  un  procesado.,  (Art.  651). 

Con  éstos,  y  los  demás  requisitos  que  la  ley  señala, 
ha  de  solicitarse  la  extradición  á  falta  de  tratados;  pe- 
ro sólo  puede  otorgarse  en  los  casos  en  que  sea  pro- 
cedente, según  el  principio  de  reciprocidad  ó  la  prác- 
tica uniforme  de  las   Naciones,   (Art.  646,  in  fine). 

Pero^  ni  aquellos  requisitos  han  sido  cumplidos,  ni 
se  ofrece  á  V.  E.  la  reciprocidad,  ni  la  extradición  que  se 
pide  parece  conforme  con  la  práctica  uniforme  de  las 
Naciones. 

Parto,  Exmo.  Señor  de  la  base  que  el  delito  porque 
se  pide  la  extradición  es  un  delito  político,  según  lo  ha 
decidido  nuestra  Suprema  Corte  Nacional  en  la  senten- 
cia antes  mencionada,  declarando  en  su  4°  Conside- 
rando, que  sus  autores,  según  los  principios  universal- 
mente  consagrados  en  el  derecho  internacional  público, 
gozan  de  inviolabilidad,  una  vez  salidos  de  los  límites 
jurisdiccionales  del  país  contra  el  cual  se  han  llevado  á 
cabo,  y  los  colocan  bajo  la  garantía  moral  del  Estado 
sobre  el  territorio  del  cual  se  encuentran.  Bajo  este 
concepto  no  creo  que  V.  E.  pueda  tampoco  acordar 
la  extradición  solicitada. — Buenos  Aires,  Abril  27  de 
1891. — Ant®.  E.    Malaver. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Abril  29  de  1891. — Adoptándose  co- 
mo resolución  el  precedente  dictamen,  comuniqúese  al 
señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotencia- 
rio de  Chile  en  respuesta  á  su  nota  fecha  24  del  co- 
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mente.  Hágase  saber  al   señor  Procurador  General.- 
PELLEGRINI.— Eduardo   Costa. 


Aduana  de  la  Capital,— consulta  respecto  á  la  Ley  de  Adua- 
na, en  la  parte  referente  á  palos  de  Tabaco. 

En  8  de  Abril  de  1891,  el  Administrador  de  Rentas  de  la  Capital 
se  dirigió  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  consultando  cual  de 
las  clasificaciones  de  la  ley  N°  2,773  de  adicional,  corresponde 
aplicar  á  los  palos  de  tabaco. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  al  elevar  dicha  consulta,  al  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  expuso:  que  la  ley  de  Aduana  y  la  adicio- 
nal, solo  ha  comprendido  en  el  impuesto  especial,  á  los  tabacos 
en  general;  no  pudiendo  comprenderse  en  estos  á  los  palos  de 
tabaco  que  ahora  se  introducen. 

No  estando  pues  tarifado  el  artículo,  la  resolución  de  la  Dirección 
de  Rentas,  fué  que  se  le  debía  declarar  valor;  pero  como  á  más 
surge  la  duda  de  si  debe  considerársele  en  el  derecho  general 
del  25  °/o  por  no  estar  comprendido  en  la  2*  excepción  de  la  ley 
general,  ó  si  estándolo,  debe  también  aplicársele  el  derecho  adi- 
cional correspondiente,  la  Dirección  General  de  Rentas,  no  se 
cree  autorizada  á  resolver  dicha  duda,  sometiéndole  el  caso  al 
superior,  y  permitiéndose  pedir  en  consecuencia,  un  pronto  des- 
pacho al  respecto. 

Kl  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Como  lo  digo,  en  el  presente  expediente  de  los  Seño- 
res Alejandro  Rosa  y  C*.,  opino  que  debe  consultarse 
la  opinión  de  comerciantes  competentes  en  este  ramo 
de  negocio. 

Por  mi  parte,  no  me  encuentro  habilitado  para  abrir 
una  opinión  sobre  esta  solicitud. — Mayo  5  de  1891. — 
José  María  Cantilo 

Después  del  dictamen  que  precede,  mandóse  agregar  un  expediente 
análogo,  del  Sr.  Alejandro  Roca  y  C*.,  y  se  pasó  en  seguida  á 
dictamen  del  Procurador  General  de  la  Nación,  el  que  se  expidió 
en  los  términos  siguientes: 
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ExMO.   Señor: 

Los  palos  de  tabaco  que  se  importan  no  figuran  enu- 
merados en  las  leyes  de  Aduana,  ni  en  la  Tarifa  de 
Avalúos  vigente  para  el  corriente  año.  De  aquí  que 
el  Contador  Interventor  de  la  Aduana  de  la  Capital, 
en  la  nota  que  encabezan  estos  expedientes  unidos 
techa  4  del  ppdo.  Abril,  consulte,  por  haber  resuelto 
la  Dirección  General  de  Rentas  se  declare  valor  á  di- 
chos palos  de  tabaco  sin  decidir  á  lo  que  se  refiere  al  • 
"  nacional  cuál  de  las  clasificaciones  determinadas  en 
"  la  Ley  N^  2772  de  Adicional,  corresponde  aplicar 
*  á  los  palos  de  tabacos". 

El  Sr.  Administrador  de  Rentas,  á  quien  se  dirije 
la  anterior  consulta  para  que  la  eleve  á  la -Dirección 
General  de  Rentas  se  limita  á  pasarla,  pidiendo  su 
pronto  despacho;  la  Dirección  de  Rentas  á  su  vez, 
la  eleva  á  V.  E.  para  su  resolución,  sin  emitir  opinión 
ni  abrir  dictamen  respecto  del  punto  consultado. 

V.  E.  en  este  caso  y  por  cuanto  los  dos  expedien  - 
tes  unidos  no  traen  más  que  lo  expresado,  piden  dic- 
tamen al  Sr.  Procurador  del  Tesoro  y  en  seguida  al 
que  firma. 

Me  parece  que  lo  más  regular  sería,  que  las  repar- 
ticiones ú  oficinas  públicas,  que  tienen  á  su  cargo 
exclusivo  una  parte  del  servicio  público,  en  el  que 
llegan  á  adquirir  una  competencia  especial,  fueran  las 
que,  en  casos  como  el  presente,  sirvieran  de  asesores 
técnicos,  por  decirlo  así,  á  V.  E;  aconsejando  la  re- 
solución que  debiera  adoptar. 

Los  abogados,  que  sólo  hemos  estudiado  el  dere- 
cho, somos,  sin  duda,  completamente  ignorantes,  ó 
poco  menos,  respecto  á  lo  que  ocurrre  en  muchos 
ramos  del  servicio  público,  y  en  especialidad  en  el 
de  Aduana,  con  el  cual  al  menos  por  mí  parte 
he  tenido  casi    nada  que  hacer. 
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Debiendo  cumplir  el  mandato  de  V.  E.  que  prece- 
de, de  que  manifieste  mi  opinión  respecto  de  la  ante 
dicha  consulta,  la  espondré  a  V.  E.  fundándola  en  el 
estudio  de  las  leyes  que  hacen  el  caso. 

La  Ley  de  Aduana  para  el  corriente  año,  N^  2776 
grava  en  su  artículo  !«  con  el  derecho  de  25  %  so- 
bre su  valor  en  depósito,  toda  mercadería  de  proce- 
dencia extrangera  con  excepción  de  los  cigarros  de  to- 
da clase  que  deban  pagar  el  60  ^/o;  y  de  los  tabacos 
en  general,  que  deben  pagar  el  55  %.  Prescindo  de 
los  demás  artículos  gravados,  que  no  hacen  á  la 
cuestión. 

Los  palos  de  tabaco  no  son  cigarros  de  ninguna 
especie:  luego,  no  pueden  en  mi  opinión  dejarse  de 
comprender  en  la  enunciación  del  inciso  2^  artículo 
1°  de  la  misma  Ley,  que  grava  con  el  55  Vo  ¿^  los 
tabacos  en  general. 

En  esta  enunciación  se  comprende  sin  duda  el  palo 
y  la  hoja  del  tabaco:  pienso  por  consiguiente  que  á 
los  palos  de  tabaco  les  corresponde  el  derecho  de  55  %. 

La  Ley  N^  2772  complementaria  de  la  de  Aduana 
antes  citada,  crea,  en  su  artículo  3^  un  derecho  adi- 
cional, entre  otras  mercaderías,  para  los  cigarros  ha- 
banos, los  cigarros  en  general,  el  tabaco  habano  en 
hoja,  el  mismo  en  picadura,  el  tabaco  de  otras  proce 
dencias  en  hoja  o  picadura,  el  tabaco  paraguayo  en 
picadura  y  los  cigarrillos  en  general. 

En  toda  esta  enunciación  no  figuran  los  palos  de 
tabaco:  luego  no  han  sido  gravados  por  la  ley  con 
un  derecho  adicional;  y  deben  pagar  sólo  el  55  ^o, 
con  que  los  grava  la  Ley  N^  2776  citada. 

Pero  la  Tarifa  de  Avalúos  aprobada  por  V.  E.  por 
decreto  de  Noviembre  19  de  1890,  no  ha  incluido, 
desde  los  números  261  á  268,  los  palos  de  tabacos. 
Fija  sólo  los  valores  y  el  derecho  de  55  ^/o  que  deben 
pagar  los  tabacos  en  hojas,  del  Paraguay,  de  la  Ha- 
bana, y  de  otros  países,  el  tabaco  negro  en  rama  ó 
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picado,  la  picadura  de  la  Habana,  y  el  tabaco  para 
fumai  en  pipa.  Es  pues  necesario  para  aplicar  el  de- 
recho que  la  ley  establece  á  los  palos  de  tabaco,  de- 
terminar cuál  es    el  valor  de  estas  en  depósito. 

La  Tarifa  de  Avalúos  ha  sido  hecha  por  la  Direc- 
ción General  de  Rentas,  con  la  colaboración  de  los 
Vistas  de  Aduana  de  Buenos  Ai.es,  y  de  los  delega- 
dos de  los  diversos  centros  comerciales  é  industriales 
de  esta  Capital. 

Así  se  expresa  en  la  nota  de  8  de  Noviembre  último 
de  la  misma  Dirección  con  que  la  Tarifa  fué  sometida 
á  la  aprobación  de  V.  E.;  y  así  debía  sin  duda  proce- 
derse,  desde  que  se  trataba  de  determinar  el  valor  de 
todas  las  mercaderías  y  manufacturas  que  se  intro- 
ducen á  nuestro  país. 

Pero  tratándose  ahora  de  fijar  el  valor  á  un  sólo  artí- 
culo.— Los  palos  de  tabaco. — Bastaría  que  el  fuese  de- 
terminado por  la  misma  Dirección  de  Rentas  oyendo 
la  opinión  del  Vista  ó  Vistas  que  tienen  á  su  cargo 
el  despacho  de  tabacos,  y  á  los  delegados  de  los  cen- 
tros industriales  que  se  ocupan  de  la  venta  de  dicho 
artículo  ó   del   negocio  de  cigarrería. 

Creo  en  consecuencia  que  los  palos  de  tabaco,  deben 
pagar  á  su  importación  el  derecho  de  55  ^/o;  y  que  su 
valor  en  depósito,  debe  ser  determinado  por  la  Direc- 
ción de  Rentas  en  la  forma  que  acabo  de  indicar. — 
Buenos  Aires,  Mayo  4  de   1891. — Antonio  Malaver. 

Resolución — 

Ministerio,  Junio  12  de  1891. — Resultando  de  las 
actuaciones  producidas: 

1°  Que  en  4  de  Abril  la  Contaduría  de  la  Aduana 
déla  Capital  se  dirijió  á  la  Administración  de  la  mis- 
ma consultando  sobre  si  debía  serle  aplicado  el  dere- 
cho adicional  á  una  partida  de  palos  de  tabaco  cuyo 
despacho  á  plaza  se  había  solicitado. 
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2<*  Que  la  Administración  de  Aduana  eleva  la  con- 
sulta á  la  Dirección  General  de  Rentas  la  que  no 
hallando  tarifado  el  artículo  resolvió  se  declarase  va- 
lor por  el  introductor  y  en  cuanto  al  adicional  no  cre- 
yéndose autorizada  para  resolver  la  eleva  al  Ministe- 
rio en  consulta,  y 

considerando: 

1^  Que  siendo  la  primera  vez  que  se  solicita  la 
introducción  de  los  palos  de  tabaco  estos  no  han  po 
dido  tomarse  en  cuenta  al  confeccionar  la  tarifa  de 
avalúos  vigente. 

2''  Que  no  estando  comprendida  en  la  segunda 
excepción  de  la  Ley  general  surgió  la  duda  si  debía 
considerársele  en  el  derecho  general  de  25  \  ó  si  le 
correspondía  aplicar  el  60  ''i^  como  á  los  cigarros  de 
toda  clase  ó  el  55  '*|o  que  corresponde  á  los  tabacos 
i  n   general. 

3"  Que  no  siendo  los  referidos  palos  dé  tabaco 
cigarros  ni  tabacos  en  general  correspondiendoles  en- 
tonces la  enunciación  del  artículo  1*^  de  la  Ley  de 
Aduana  N"  2766  vigente  para  el  corriente  año  que 
grava  con  un  derecho  de  25  \  á  toda  mercadería 
en  general  de  procedencia  extrangera. 

4**  Que  el  artículo  3^  de  la  Ley  N«  2772  comple 
mentarla  de  la  Ley  de  Aduana  creó  un  derecho  adi- 
cional, para  los  artículos  que  enumera  no  encontrán- 
dose incluidos  los  palos  de  tabaco  motivo  de  esta  re- 
solución,  lo  que  manifiesta  que  no  han  sido  grava- 
dos  con  aquel  derecho   por   la  precitada  Ley. 

Por  estas  consideraciones  y  las  que  aducen  en  su 
apoyo  los  informes  y    dictámenes. 

SE   resuelve: 

La   importación  de  los  palos  de  tabaco  estará  su- 
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jeta  á  su  introducción   al  pago    del  derecho   general 
de  25  \  veinte  y  cinco   por  ciento. 

La  Dirección  General  de  Rentas  procederá  con  citación 
de  los  Vistas  del  ramo  en  la  Aduana  de  la  Capital  y 
personas  del  comercio  entendidas  en  la  materia,  á  fi- 
jar el  valor  en  depósito  que  ha  de  dirijir  con  las  intro- 
ducciones sucesivas  debiendo  consignarlo  en  la  tarifa 
de  avalúos  para  el  año  próximo. 

3°  Pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  para  su 
cumplimiento  en  la  parte  pertinente,  y  para  que  lo  haga 
saber  á  quienes  corresponda. — PELLEGRINI. — Vigente 
F.    López. 


£3  Seftor  Ministro  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  sobre 
la  extradición  y  captura  de  José  Carné,  acusado  de  quie- 
bra fraudulenta. 

El  Señor  Ministro  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  remi- 
tió al  Departamento  de  Relaciones  Exteriores  con  fecha  8  de 
Abril  de  1891  un  exhorto  para  su  diligenciamiento  por  las  auto- 
ridades argentinas  y  expedido  por  el  Señor  Juez  Departamental 
de  Río  Negro,  solicitando  la  captura  y  extradición  de  José  Carné 
acusado  de  quiebra  fraudulenta. 

Pasado  el  asunto  a  dictamen  del  Señor  Procurador  General  éste  se 
expidió  asi: 

ExMO  .■     Señor: 

Hallándose  vigente  el  Tratado  de  extradición  de  14 
de  Junio  de  1854,  celebrado  entre  esta  República  y 
la  Oriental  del  Uruguay,  según  comunicación  que  me 
fué  dirigida  por  V.  E.  en  7  de  Noviembre  último,  creo 
que  procede  la  solicitud  del  Señor  Ministro  Oriental 
para  la  extradición  de  José  Carné  procesado  por  quie- 
bra fraudulenta  ante  el  Juez  Letrado  del  Río  Negro, 
en  dicha  República  Oriental. 

El  artículo  6^  de  dicho  Tratado    exije  para   que  la 
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extradición  tenga  lugar,  la  exhibición,  por  parte  de  la 
potencia  reclamante,  de  documentos  que  según  nues- 
tras leyes,  bastarían  para  aprehender  y  enjuiciar  al 
procesado,  si  el  delito  se  hubiera  cometido  en  nuestro 
país. 

El  exhorto  de  f.  6  del  Señor  Juez  Letrado  de  Río 
Negro,  expresa,  que  el  proceso  seguido  á  Carné,  es 
por  bancarrota  fraudulenta;  y  lo  confirman  los  docu- 
mentos que  obran  en  el  testimonio  de  f.  1  á  5  que 
preceden. 

Como  por  el  artículo  648  de  nuestro  Código  de 
Procedimientos  en  lo  Criminal,  habiendo  tratados,  la 
extradición  debe  pedirse  y  otorgarse,  en  la  forma  y 
con  los  requisitos  que  aquellos  prescriban,  creo  que 
V.  E.  se  halla  en  el  caso  de  dirigirse  al  Señor  Juez 
Federal  del  Rosario  con  el  presente  expediente,  á  fin 
de  que  proceda  en  los  términos  prescriptos  por  el 
artículo  7°.  del  mencionado  Tratado,  avisándolo  así 
al  Señor  Ministro  Oriental. — Buenos  Aires,  Abril  14 
de   1891. — Antonio  E.  Malavrr. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Abril  14  de  1891. — Adoptándose 
como  resolución  el  precedente  dictamen,  pase  este 
expediente  al  Señor  Juez  Federal  del  Rosario  para 
los  fines  á  que  hubiere  lugar. — Comuniqúese  al  Sr. 
Ministro  Oriental  y  hágase  saber  al  Sr.  Procurador 
General. — Costa. 


La  Compañía  Nacional    «La     Urbana — , sobre   la  aprobación 

de  la  reforma  de  sus  Estatutos 

Con  fecha  10  de  Abril  de  1891  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda 
el  representante  de  la  Compañía  Nacional   "La  Urbana",  solici- 
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tando  aprobación  de  algunas  reformas   introducidas  á  los  Esta- 
tutos de  dicha  Sociedad. 

Pasados  á  dictamen  del    señor    Procurador  de    la  Nación,  éste  se 
expidió  en  los  siguientes  términos: 

ExMO.  Señor: 

Sólo  dos  observaciones  encuentro  que  hacer  á  las 
reformas  que,  en  los  Estatutos  de  la  Sociedad  Anóni- 
ma *•  La  Urbana  ",  ha  hecho  la  Asamblea  de  accionistas. 

Es  la  primera  que,  al  final  del  art.  32  reformado, 
debe  agregarse  el  siguiente  segundo  inciso  del  art.  350 
del  Código  de  Comercio. : — "  Ningún  accionista,   cual- 

*  quiera  que  sea  el  número  de  sus  acciones,  podrá  re- 
"  presentar  más  del  décimo  de  los  votos  conferidos  por 
^  todas  las  acciones  emitidas,  ni  más  de  dos  décimos 
^  de  los  votos  presentes  en  la  Asamblea". 

Es  la  segunda  que,  al  final  del  art.  38  reformado, 
debe  agregarse  el  siguiente  inciso: — "Ninguna  reparti- 

*  ción  podrá  hacerse  á  los  accionistas,  bajo  cualquier 
**  denominación  que  sea,  sino  mediante  los  requisitos 
*'  y  bajo  la  responsabilidad  que  establece  el  art.  364 
"  del  Código  de  Comercio '\ 

Con  estas  salvedades,  no  encuentro  inconveniente 
para  que  V.  E.  se  sirva  prestar  su  aprobación  á  la  re- 
forma de  los  Estatutos. — Buenos  Aires,  Mayo  21  de 
1891. — ^Ant^,  E.  Malaver. 

Los  artículos  á  que  hace  referencia  el  Procurador  de  la  Nación, 
estaban  formulados  asi: 

Art.  d2.  Tendrán  Yoto  en  la  Asamblea  los  accionistas  que  posean 
un  número  de  acciones  no  inferior  á  10. 

Art.  88.  El  Directorio  tiene  facultad  de  resolver  y  distribuir  divi- 
dendos provisorios  trimestrales,  de  las  utilidades  que  hubiere  y 
pudieren  distribuirse,  previo  balance,  debiéndose  éstos  deducir 
del  dividendo  definitivo'*. 

9n  vista  de  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  de  la  Nación,  se 
dio  vista  del  expediente  á  los  interesados,  los  cuales  la  evacua- 
ron, manifestando  que  el  Directorio  de  dicha  Sociedad,  reunido 

35 


—  390  — 

para  el  efeelo,  había  lesuelto  aprobar  por  unanimidad  las  obser 
Tacioaes  hechas  por  el  Sr.  Procurador  en  su  dictamen. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  3  de  1891. — Visto  el  dictamen 
del  Señor  Procurador  General  de  la  Nación  y  la  vista 
evacuada  por  los  Sres.  miembros  del  Directorio  de  la 
Sociedad  "La  Urbana' 


El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  \^.  Apruébanse  las  reformas  introducidas  en  los 
Estatutos  de  la  Sociedad  Anónima  „La  Urbana". 

Art.  2^.  Dense  las  copias  legalizadas  que  se  soliciten, 
repóngase  los  seUos,  publíquese  y  archívese  en  la  Cuar- 
ta Sección  del  Ministerio  de  Hacienda  de  la  Nación. 
— PELLEGRINL— V.  F.  López. 


El  Rectorado  de  la  UniTeraidad  de  la  Capital,— sobre  la  Jubi- 
lación del  Dr.  M.  Araos,  Catedrático  de  Patología  Interna 

Con  fecha  20  de  Abril  1891  se  dirigió  al  Ministerio  de  Justicia,  Coito 
é  Instrucción  Pública  el  Rectorado  de  la  Universidad  elevando 
la  renuncia  interpuesta  por  el  doctor  Manuel  Arauz  del  puesto 
de  Catedrático  de  Patología  Interna,  y  manifestando  que  en  virtud 
de  lo  dictaminado  por  su  Comisión  de  Peticiones  y  en  atención 
á  los  servicios  prestados  por  el  doctor  Arauz  desde  el  29  de  Mar- 
zo de  1867  á  la  Universidad  solicitaba  su  jubilación. 

La  Contaduría  General  informó  que  el  doctor  Arauz  se  encontraba 
comprendido  en  el  inciso  1"  del  art.  '¿*»  de  la  ley  de  jubilaciones 
por  haber  prestado  servicios  á  la  Nación  por  espacio  de  24  anos 
los  que  contados  en  la  forma  establecida  por  el  inciso  !•  del  ar- 
tículo 4"  hacen  48  años,  por  lo  que  le  correspondía  su  jubilación 
con  sueldo  integro  del  puesto  de  Catedrático  de  Patología  ínter 
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na  en  la  Facultad  de  Ciencias  Médicas  de  la  Universidad  de  la 
Capital. 
Habiéndose  excusado  de  dictaminar  el  señor  Procurador  General 
de  la  ^ación  doctor  Malaver  por  ser  el  doctor  Arauz  pariente 
suyo  por  afinidad  en  el  tercer  grado,  se  solicita  la  opinión  del 
señor  Procurador  del  Tesoro,  quien  se  expidió  en  estos  términos 

ExMO.     Señor: 

"De  los  antecedentes  y  justificativos  acompañados 
resulta  que  el  Doctor  D.  Manuel  Arauz,  ex-catedrá- 
tico  de  Patología  interna  en  la  Facultad  de  Cien- 
cias Médicas  de  la  Universidad  de  la  Capital,  ha  des- 
empeñado este  puesto  por  espacio  de  24  años,  que 
computados  en  la  forma  establecida  por  la  Ley  de  la 
materia  le  dan  derecho  á  ser  jubilado  con  goce  de 
sueldo    íntegro. 

Debe,  pues,  V.  E.  acordar  esta  jubilación  sin  ma- 
yores trámites. — José  M.  Cantilo. — Mayo  20  de  1891, 

Dictándose  en  consecuencia  con  fecha  19  de  Setiembre  de  ese  año 
el  decreto  de  jubilación,  de  acuerdo  con  los  informes  produci- 
dos. 

Pasado  el  expediente  á  la  Contaduría  General  para  que  formulara 
una  planilla  especial  por  el  importe  de  esa  Jubilación,  observó 
el  anterior  decreto  en  la  forma  del  siguiente  informe: 

ExMO.    Señor: 

El  Doctor  D.  Manuel  Arauz  además  del  puesto  de  Catedrático  de 
Patología  interna  que  desempeñaba  en  la  facultad  de  Medicina 
de  la  Universidad  de  Buenos  Aires,  ocupa  actualmente  el  de  vo- 
cal del  Departamento  Nacional  de  Higiene  con  el  sueldo  de  $  250 
mensuales. 

Como  por  el  art.  8  de  la  ley  de  jubilaciones  se  dispone  que  cuan- 
do un  empleado  se  encuentre  desempeñando  dos  empleos  de  ju- 
bilación se  acordará  sobre  el  sueldo  mayor,  y  por  el  art.  11  de 
la  misma,  que  cuando  un  jubilado  esté  en  servicio  cesará  en  el 
goce  de  la  jubilación  y  percibirá  solamente  el  sueldo  asignado  al 
empleo  siempre  que  fuese  mayor  éste;  sólo  corresponde  al  doctor 
Arauz  el  sueldo  de  Vocal  del  Departamento  de  Higiene. 

Por  consiguiente  esta  Oficina  no  puede  dar  cumplimiento  á  lo 
dispuesto  por  el  art.  2*  del   decreto   que  antecede  y  se  permite 
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devolver  á  V.  E.  el    presente  expediente."— Contaduría  General, 
Octubre  15  de  1891. —E.  Basavilbaso. 
En    consecuencia  se  resolvió  dejar  sin   efecto  el  decreto  de  19  de 
Setiembre  y    pasar    los  antecedentes  al    Ministerio  del  Interior, 
quien  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1891. — Vistas  las 
informaciones  producidas  en  este  expediente  y, 

considerando: 

Que  los  servicios  prestados  por  el  Dr.  Manuel  Arauz 
para  acogerse  á  los  beneficios  de  la  Ley  de  Jubila- 
ciones, están  plenamente  justificados. 

El  Presidente  de  la  República  en  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  2^  del  art.  1<»  de  la  ley  referida— 

decreta: 

Art.  1°  Declárase  jubilado  al  Dr.  Manuel  Arauz  con 
goce  del  sueldo  íntegro  asignado  por  la  Ley  dd  Pre- 
supuesto General  á  los  Vocales  Médicos  del  Departa- 
mento Nacional   de  Higiene. 

Art.  2«  La  Contaduría  General  de  la  Nación  liqui- 
dará mensualmente  el  importe  de  esta  jubilación  en  la 
planilla  respectiva  del  Departamento  Nacional  de  Hi- 
giene, imputándolo  á  la  ley  n^  2219  de  15  de  No- 
viembre de  1887. 

Art.  3®  Publíquese,  insértese  en  el  Registro  Nacio- 
nal, comuniqúese  y  tómese  razón  en  la  Sección  de 
Contabilidad.— PELLEGRINI. —José  V.  Zapata. 
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Inocencio  Icasati, — solicita  su  jubilación. 

En  29  de  Abril  de  1891,  D.  Inocencio  Icasati,  Celador  de  la  Cárcel 
Correccional  se  presentó  al  Ministerio  de  Justicia  solicitando  su 
jubilación  con  goce  de  sueldo  íntegro  por  tener,  según  decía, 
prestados  cuarenta  años  de  servicios,  á  cuyo  efecto  acompañaba 
los  comprobantes  del  caso. 

No  hallándose  justificados  los  10  años  de  servicios  civiles  para  que 
pudieran  contarse  los  militares,  según  prescribe  el  articulo  9  de 
la  ley  de  Jubilaciones  de  15  de  Noviembre  de  1887,  hubo  nece- 
sidad de  dar  vista  al  interesado  y  habiéndose  subsanado  esta 
falta  en  unión  de  otras  deficiencias  que  se  consideraban  indis- 
pensables, pasó  últimamente  á  informe  de  la  Contaduría  Gene- 
ral, la  que  se  expidió  asi: 

ExMO.  Señor: 

El  recurrente  D.  Inocencio  Icasati,  Celador  de  la  Cárcel  Correc- 
cional de  Varones  de  la  Capital,  comprueba  haber  prestado  los 
siguientes  servicios: 

En  el  Ejército  13  años,  los    que  contados  dobles  hacen 26 

Id  id  en  guarnición,  9  meses 9 

En  la  Cárcel   Correccional,  años 10 

Total:    treinta  y  seis  años  y  nueve  meses.. 36    9 

En  consecuencia  y  habiendo  comprobado  su  carácter  de  ciudada- 
no argentino,  esta  Oficina  es  de  opinión  que  puede  V.  E.  acor- 
darle la  jubilación  que  solicita  con  goce  de  sueldo  íntej<ro,  de 
acuerdo  con  el  art.  2*,  inciso  1*  y  primera  parte  del  art.  3"  de 
la  ley  de  la  materia.-  Contaduría  Geneml,  Enero  27  de  1898.— 
E.  Basavilbaso. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro  y  este  funcionario 
opinó  en  estos  términos: 


ExMO.  Señor: 

De  acuerdo  con  el  precedente  informe  de  la  Con- 
taduría General  creo  que  V.  E.  puede  conceder  la  ju- 
bilación solicitada. — Buenos  Aires,  Febrero  20  de  1893. 
— ^E.  García  Mérou. 
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Resolución  — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Febrero  28  de  1893.— En  atención 
á  lo  informado  por  la  Contaduría  General  en  la  pre- 
sente solicitud  de  jubilación;  teniendo  en  cuenta  que 
el  recurrente  acredita  treinta  y  seis  años  y  nueve  me- 
ses de  servicios  prestados  en  plazas  efectivas  que  lo 
colocan  en  el  caso  del  art.  2°,  inciso  1®  y  primera 
parte  del  art.  3^  de  la  Ley  General  de  Jubilaciones; 
y  visto  el  precedente  dictamen, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°  Acuérdase  á  D.  Inocencio  Icasati  su  jubi- 
lación en  el  empleo  de  Celador  de  la  Casa  de  Correc- 
ción de  Menores  Varones  de  la  Capital,  con  goce  de 
sueldo  íntegro  de  $  %  65  que  la  Ley  de  Presupues- 
to del  corriente  año  asigna  á  dicho  empleo. 

'Art.  2°  El  importe  de  esta  jubilación  se  abonará  de 
rentas  generales,  imputándose  á  la  ley  general  antes 
mencionada,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art.  24, 
hasta  tanto  se  incluya  en  el  Presupuesto  la  partida 
necesaria  para  su  servicio. 

Art.  3°  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  el 
Registro  Nacional  y  pase  á  la  Contaduría  General,— 
SAENZ  PEÑA.— C.  S.   de  la  Torre. 


Benguria  Pablo,— solicita  que  la  concesión  que  tiene  dalos 
.  depósitos  fiscales  sea  por  5  aftos  y  que  los   baques  con 
materias  inflamables  atraquen  frente  á  sus  depósitos. 


En  28  de  Abril  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda  D. 
Pablo  Benguria,  concesionario  de  los   depósitos   fiscales  eo  el 
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Riachuelo,  manifestando:  que  no  habiéndose  fijado  término  á  la 
referida  concesión  propone  con  tal  objeto  el  de  cinco  años,  com- 
prometiéndose, en  cambio,  á  dar  al  ñsco  el  diez  por  ciento  de 
la  entrada  bruta  que  recaudasen  dichos  depósitos  por  almace- 
naje de  las  mercaderías  que  entren  ¿i  ellos,  desde  la  fecha  que 
sea  aprobada  dicha  propuesta;  y  que,  siendo  peligroso  que  los  bu- 
ques que  conducen  inflamables  se  internen  en  los  puntos  don- 
de existe  aglomeración  de  aquéllos,  pide  también  se  destine  pa- 
ra ese  fin  el  partge  del  Riachuelo  frente  á  sus  depósitos,  calle 
N'  119,  por  ser  el  menos  peligroso. 

La  Dirección  General  de  Rentas  manifestó:  que  no  encontraba  si- 
no conveniencias  de  mejor  servicio,  el  asegurar  por  cinco  años 
almacenes  adecuados  y  con  elementos  suficientes  para  depósito 
de  inflamables;  cree,  igualmente,  que  es  aceptable  la  retribu- 
ción del  10  %  de  las  entradas  brutas  de  esos  almacenes,  que 
serviría  de  norma  para  otras  concesiones  de  esta  clase  y  para 
apreciar  la  conveniencia  de  la  construcción  de  almacenes  fisca- 
les para  inflamables  en  adelante. 

En  cuanto  á  la  obligación  de  señalar  un  determinado  paraje  pa- 
ra la  descarga,  en  el  puerto,  de  artículos  inflamables  debe  dejarse 
al  juicio  y  consideración  de  la  Aduanad  fijar  la  clase  de  artícu- 
los y  cargamentos  que  deban  hacerlo  en  el  paraje  que  ella  in- 
dique, según  sea  el  peligro  que  ofrezca. 

La  Contaduría  expuso:  que  no  encuentra  inconveniente  en  que 
se  acuerde  el  plazo  de  cinco  años  que  propone  el  Sr.  Benguria; 
pero  debe  determinarse  claramente,  para  evitar  dificultades  ul- 
teriores, que  tal  concesión  no  importa  un  privilegio  en  manera 
alguna,  pudiendo  en  consecuencia,  el  Gobierno,  si  así  lo  tuvie- 
ra por  conveniente,  hacer  análogas  concesiones. 

Por  lo  que  hace  á  la  pación  del  paraje,  para  el  desembarque  de 
inflamables,  pienna  que  no  debe  accederse. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  así: 


ExMo.  Señor: 

Con  las  condiciones  y  limitaciones  establecidas  por 
la  Dirección  General  de  Rentas  y  la  Contaduría  Gene- 
ral en  los  informes  que  preceden,  creo  que  se  puede  ac- 
ceder á  lo  solicitado,  sin  perjuidio  alguno,  y  por  el  con- 
trario, con  ventaja  para  el  fisco. — Julio  8  de  1891. — 
E.  García  Merou. 
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Resolución — 

Julio  29  de  1 89 1 .  —Vista  la  solicitud  presentada  por 
D.  Pablo  Benguria,  concesionario  de  los  depósitos  de 
los  Inflamables  en  la  ribera  del  Riachuelo,  en  la  que 
pide: 

1®  Se  le  determine  el  tiempo  que  ha  de  durar  su  con- 
cesión, pues  necesita  asegurar  los  trabajos  y  gastos  que 
debe  hacer  para  dar  mayores  facilidades  de  tracción  á 
las  mercaderías  que  entran  y  salen  de  sus  depósitos, 
con  lo  que  ofrece  ventajas  al  comercio  y  al  fisco,  ha- 
llándose así  habilitado  para  hacer  uso  de  la  concesión 
que  tiene  acordada  para  la  colocación  de  vías  de  em- 
palme con  las  que  van  á  los  diques,  ribera,  etc. 

2^  Se  le  señale  el  paraje  del  Riachuelo  frente  á  sus 
depósitos,  para  que  se  sitúen  ahí  los  buques  que  condu- 
cen inflamables. 

3^  Que,  en  compensación,  ofrece  el  10  ^U  de  las  en- 
tradas brutas  que  recaude  desde  la  fecha  de  la  nueva 
concesión;  y 

considerando: 

1°  Que  hay  conveniencia  para  el  mejor  servicio  en 
asegurar  para  un  término  dado  la  existencia  de  los  de- 
pósitos de  mercaderías  llamados  de  Inflamables  con  al- 
macenes y  elementos  adecuados,  lo  que  por  el  momen- 
to no  tiene  la  nación. 

2p  Que  la  retribución  ofrecida  es  aceptable  y  puede 
tomarse  de  norma  para  las  concesiones  de  igual  natu- 
raleza que  en  adelante  se  solicitaren  y  de  ensayo  en  su 
construcción  para  los  que,  una  vez  terminado  el  puerto, 
el  gobierno  construirá  para  este  uso. 

3<>  Que  la  obligación  de  determinar  el  paraje  incum- 
be á  la  Administración  de  Rentas,  pues  es  ella  la  que 
con  mejor  criterio  puede  fijar  la  clase  de  artículos  y 
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cargamentos  que  ofrezcan  mayor  ó  menor  peligro  en  su 
situación  con  relación  á  las  demás  embarcaciones  que 
fondean  en  los  diques,  etc. 

Por  estas  consideraciones  y  sin  perjuicio  de  que  esto 
importe  un  privilegio  á  favor  del  recurrente. 

SE   resuelve: 

1^  Señálase  el  término  de  cinco  años  á  contar  desde 
la  fecha,  sin  perjuicio  de  las  leyes  que  el  H.  Congreso 
dictare  sobre  el  particular,  para  la  explotación  de  esta 
concesión  otorgada  al  Sr.  Pablo  Benguria  para  el  esta- 
blecimiento de  los  depósitos  de  Inflamables  ubicado  en 
la  ribera  de  la  Boca  del  Riachuelo. 

2®  El  concesionario  ingresará  mensualmente  en  la 
Tesorería  de  la  Aduana  de  la  Capital  el  1 0  ^/o  (diez  por 
ciento)  del  producto  bruto  de  las  entradas  como  com- 
pensación de  la  concesión  acordada,  lo  cual  la  Admi- 
nistración tendrá  el  derecho  de  controlar  las  referidas 
entradas  en  la  forma  que  juzgue  conveniente. 

3«>  Pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  y  repón- 
gase los  sellos. — PELLEGRINI. — Vicente  F.  López. 


Varios  alumnos  del  Colegio  Militar,  son  dados  de  baja  por 
no  presentarse  en  el  establecimiento  al  terminarse  las 
▼acaciones. 

En  Abril  28  de  1891,  el  Estado  Mayor  General  del  Ejército  eieyó 
al  Ministerio  de  la  Guerra  una  nota  del  Colegio  Militar  adjun- 
tando una  lista  nominal  de  ios  alumnos  de  ese  Establecimiento 
que  debiendo  presentarse  en  25  de  Marzo  anterior,  no  lo  habían 
Terifícado  aún,  opinando  tanto  el  Jefe  dei  Estado  Mayor,  cuanto 
la  Dirección  del  Colegio  Militar,  que  debían  ser  dados  de  baja  y 
perder  el  derecho  á  la  beca  de  que  disñ*utaban. 

Pasó  á  informe  ie\  Auditor  de  Guerra,  quien  se  expidió  como  sigue: 
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ExMO.  Señor: 

Debe  resolverse  este  caso  como  lo  indican  el  Sr.  Jefe 
de  Estado  Mayor  General  y  la  Dirección  del  Colegio 
Militar.  Lo  determina  así  la  Ley  de  Ascensos. — Mayo 
5  de    189L— Z?.    M.  Escalada. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra. 

Buenos  Aires,  Mayo  6  de  1891. — Como  dice  el  Au- 
ditor de  Guerra;  pase  al  Estado  Mayor  General  para 
que  sean  dados  de  baja  y  avísese  á  la  Contaduría. — 
Levalle. 


El  Centro  Social  New   Club,— solicita  el  reconocimiento  de 

persona   jurídica. 

En  Abril  de  1891  el  Presidente  del  Centro  Social  New  Club  se  pre- 
sentó ai  Ministerio  del  interior,  solicitando  la  aprobación  de  los 
Estatutos  del  mismo  y  el  reconocimiento  de  persona  jurídica  y 
al  efecto  acompañaba  ios   documentos  pertinentes  ai  caso. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien 
dictaminó  como   sigue; 

ExMO.  Señor: 

Nuestro  Código  Civil  exige  en  su  art.  33  para  que 
una  Sociedad  particular  pueda  ser  creada  persona  ju- 
rídica que  tenga  por  fin  principal  el  bien  común,  po- 
sea patrimonio  propio  y  •  sea  capaz  por  sus  Estatutos 
de  adquirir  bienes. 

Considero  que  la  Asociación  New  Club  establecida 
en  1890  tiene  por  objeto  el  bien  común,  puesto  que 
se  propone  (art.  2®  de  sus  Estatutos)  fomentar  el  es- 
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píritu  de  asociación,  mantener  entre  sus  miembros  vín- 
culos de  amistad  y  proporcionarles  distracciones  pro- 
pias de  un  centro  culto  y  distinguido. 

En  sus  Estatutos  nada  hallo  que  sea  contrario  á 
las  leyes;  y  antes  bien  su  art.  3^  consigna  expresa- 
mente que  "  está  prohibido  en  los  salones  del  New 
Club  toda  clase  de  juegos  en  que  prevalezca  el  azar 
sobre  la  distracción,  y  sólo  son  permitidos  los  juegos 
lícitos  que  tengan  por  objeto  el  recreo  y  solaz  de  los 
asociados.  La  Comisión  Directiva  reglamentará  las 
distracciones  internas  del  Centro,  sobre  la  base  esta- 
blecida en  este   artículo." 

Esta  disposición  es  de  suyo  muy  conveniente;  y 
garantiza  su  fiel  ejecución  la  respetabilidad  de  los  se- 
ñores que  forman  la  Comisión  Directiva  provisoria. 
Pero  como  esta  Comisión  estará  sujeta  á  cambios  fre- 
cuentes en  su  personal,  es  necesaria  la  existencia  de 
aquella  disposición  que  obligará  permanentemente  á 
dicha  Comisión,  cualquiera  que  sean  las  ideas  de  las 
personas  que  la  integren. 

A  condición  de  que  la  disposición  del  art.  3^  de 
los  Estatutos  sea  rigurosamente  cumplida,  puede  V.  E. 
solamente  acordar  el  carácter  de  persona  jurídica  á  la 
Asociación,  carácter  que  le  retiraría,  ordenando  su 
disolución,  caso  de  ser  violada,  como  lo  ha  resuelto 
ya  en  otros  casos. 

En  cuanto  al  patrimonio  propio  que  la  ley  requie- 
re en  la  Asociación  para  su  creación  en  persona  ju- 
rídica, los  documentos  que  me  han  sido  presentados 
por  el  Sr.  Presidente  del  New  Club  y  que  agrego  por 
cabeza  del  presente  expediente,  demuestran  que  exce- 
día de  sesenta  mil  pesos  moneda  nacional;  los  que  en 
su  mayor  parte  han  sido  empleados  en  el  arreglo  de 
la  casa  y  mobiliario  del  Club. — La  ley  que  exige  el 
patrimonio  no  fija  su  importancia,  librándola  sin  du- 
da, á  la  apreciación  de  V.  E.  Dados  los  objetos  de 
la  Asociaciónj  el  patrimonio  antes    dicho  y  la  forma 
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que  para  su  aumento  establece  el  art.  4°  de  los  Esta- 
tutos, me  parece  que  llenan  las  exigencias  de  la  ley. 
Sólo  encuentro  que  en  los  Estatutos  se  ha  omitido 
la  declaración  de  la  capacidad  del  New  Club  para  ad- 
quirir bienes,  pero  pienso  que  tal  autorización  puede 
serle  acordada  en  el  decreto  de  V.  E.  por  el  cual  eri- 
ja en  persona  jurídica  al  New  Club  si  así  lo  conside- 
rase conveniente. — Buenos  Aires,  Mayo  21  de  1891. 
— ^Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buerios  Aires,  Junio  3  de  1891. — Visto  lo  dictami- 
nado por  el  Sr.    Procurador  General  de  la  Nación, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1®  Reconócese  en  el  carácter  de  persona  jurí- 
dica al  Centro  Social  New  Club  que  se  constituye  con 
objeto  de  fomentar  el  espíritu  de  asociación  y  eátre- 
char  los  vínculos  de  amistad  entre  sus  miembros,  etc., 
quedando  absolutamente  prohibido  en  el  local  del  men- 
cionado Club  todo  juego  reputado  de  azar. 

Art.  2®  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
Estatutos,  comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional.— PELLEGRINL— José  V.  Zapata. 

En  Julio  12  de  1893,  el  Ministerio  del  Interior  remitió  el  expedien- 
te de  la  referencia  al  de  Justicia  que  acordó  su  archivo. 


La  Dirección  de  Correos, — sobre  la  transmisión  de  telegra- 
mas particulares  de  clave  ó  de   código 

La  Dirección  General  de  Correos  y  Telégrafos  se  dirigió  ai  Minis- 
terio del  Interior  con  (echa  I""  de  Mayo  de  1891,  pidiéndose  re- 
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solviera  la  interpretación  que  debe  darse  del  art.  79  de  la  ley  de 
7  de  Octubre  de  1875,  que  prohibe  la  admisión  de  despachos  de 
ciñus  excepto  los  de  carácter  oficial.  Manifiesta  que  el  art.  4  de 
la  ley  de  17  de  Noviembre  de  1889  sobre  tarifas  postales  y  tele- 
gráficas que  regía  durante  ese  año,  incluía  los  telegramas  de 
código  que  la  primera  ley  prohibía,  porque  venían  en  cifras  de 
clave  ó  en  lenguige  convencional  no  inteligible  para  el  empleado 
encargado  de  su  transmisión.  Creía  que  el  espíritu  del  legislador 
había  sido  el  de  prohibir  el  empleo  de  cifras  secretas  en  los  des- 
pachos particulares  con  fines  de  seguridad  y  orden  público  y 
entendía  que  no  habr/a  dificultad  para  aceptar  esa  clase  de  tele- 
gramas de  clave  ó  código,  siempre  que  éstos  fueran  previamente 
depositados  en  la  oficina  que  los  expida,  para  asegurar  el  cum- 
plimiento del  art.  30  de  la  ley  de  telégrafos. 

Consultado  el  Señor  Procurador   General  de   la  Nación,  dio  el  si- 
guiente dictamen : 

ExMO.   Señor: 

Me  parece  perfectamente  aceptable  la  resolución  que 
propone  á  V.  E.  el  Señor  Director  General  de  Correos 
y  Telégrafos. 

El  art.  79  de  la  ley  de  7  de  Octubre  de  1875  está 
concebido  en  estos  términos :  "  Es  prohibido  el  empleo 
"  en  los  despachos  (telegráficos)  de  cifras  secretas  con 
"  excepción  de  los  despachos  oficiales  „ . 

Pero,  el  art.  4®  de  la  ley  de  tarifas  postales  y  telegrá- 
ficas para  1890,  numero  2679,  vigente  en  la  actualidad- 
establece,  en  su  art.  4^,  una  regla  contraría,  en  los  si- 
guientes términos :  ^Los  telegramas  de  código,  se  ad- 
mitirán bajo  las  siguientes  condiciones :  1^  Cobrar  vein- 
te centavos  por  cada  palabra,  etc.,  etc..  etc''. 

No  me  cabe  duda  de  que  esta  disposición  como  pos- 
terior en  fecha,  debe  ser  considerada  como  derogatoria 
de  la  del  art.  79  de  la  ley  citada  anteriormente. 

Pero,  hay  otras  disposiciones  en  la  ley  de  1875  que 
no  pueden  considerarse  derogadas  por  la  de  tarifa  pos- 
tal y  telegráfica :  y  es  necesario  entonces,  buscar  la  ma- 
nera de  salvar  esas  disposiciones,  que  no  podrían  ser 
desconocidas. 


—  402  — 

Los  artículos  28  y  29  de  la  ley  de  telégrafos  de  1875, 
•  establecen  el  derecho  de  todos  los  habitantes  de  la  Re- 
pública de  hacer  uso  de  los  telégrafos  abiertos  al  ser- 
vicio público,  y  la  obligación  de  las  oficinas  telegráficas 
de  admitir  y  transmitir  por  sus  líneas,  los  despachos  que 
le  fuesen  entregados  con  ese  objeto. 

Pero  el  art.  30  siguiente  exceptúa  de  lo  dispuesto  en 
los  anteriores,  los  despachos  en  que  se  incitase  á  la 
traición,  rebelión  ó  sedición;  los  concebidos  en  términos 
contrarios  á  la  moral  y  buenas  costumbres ;  y  los  que 
tuviesen  por  objeto  cometer  un  delito,  ó  se  propusieran 
entorpecer  la  acción  de  la  justicia  para  la  aprehensión 
de  los  criminales,  ó  por  cualquier  otro  acto  de  su  mi- 
nisterio. 

Si  la  ley  de  tarifas  de  1 890  ha  derogado  el  art.  79 
de  la  de  telégrafos  nacionales,  en  cuanto  á  los  telegra- 
mas de  código  á  sus  cifras  secretas,  no  ha  hecho  ni 
podido  hacer  lo  mismo,  respecto  de  las  excepciones  con- 
signadas en  el  art.  30  de  la  misma  ley;  porque  las 
administraciones  telegráficas,  en  ningún  caso,  podrían 
prestarse  á  trasmitir  despachos  que  tuvieran  un  fin  de- 
lictuoso, que  se  propusieran  entorpecer  la  acción  de  la 
justicia,  ó  que  emplearan  palabras  contrarias  á  la  moral 
y  buenas  costumbres. 

Siendo  forzoso  salvar  esta  disposición  de  la  ley,  creo 
que  la  forma  en  que  lo  propone  el  Sr.  Director  de 
Correos  y  Telégrafos,  consulta  á  la  vez  esta  necesidad 
y  los  intereses  del  comercio,  estando  éstos  garantidos 
en  la  disposición  del  art.  3 1  de  la  citada  ley  de  telégra- 
fos, que  impone  á  todo  empleado  de  ese  servicio,  el 
deber  de  guardar  secreto  absoluto  y  riguroso,  sobre  el 
contenido  de  los  despachos,  cuya  transmisión  le  sea 
confiada. — Buenos  Aires,  Junio  4  de  1 89 1 . — ^Ant®.  E. 
Mala  VER. 
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Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Junio  8  de  1891 . — Vistas  las  consi- 
deraciones aducidas  en  la  presente  nota  y  lo  dictamina- 
do por  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación, 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

Art.  1^  Queda  autorizada  la  Dirección  General  de  Co- 
rreos y  Telégrafos  para  aceptar  telegramas  de  clave  ó 
de  código,  al  público,  siempre  que  dicha  clave  ó  código 
sea  previamente  depositado  en  la  Dirección  referida. 

Art.  2®  Comuniqúese  y  publíquese  en  el  Registro 
Nacional.— PELLEGRINL— José  V.   Zapata. 


La  Legación  de   Italia    sobre  la  extradición  de  Pedro  Brn- 

sotti  acusado  de  doble    homicidio. 

Basada  en  los  artículos  646  y  siguientes  del  Código  Penal  argén* 
tino,  la  Legación  de  Italia  solicitó  en  8  de  Mayo  de  1891  la  pri- 
sión de  Pedro  Brusotti  y  consiguiente  extradición;  acusado  de  do- 
ble homicidio. 

El  Señor  Procurador  General  de  la  Nación  dijo  en  este  caso. 

ExMO.     Señor: 

Encuentro  que  la  solicitud  de  S.  E.  el  Señor  Mi- 
nistro de  Italia  para  la  extradición  del  individuo  Pedro 
Brusotti,  viene  instruida  con  todos  los  documentos 
que  exije  el  artículo  657  de  nuestro  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  Criminal;  y  ofreciéndose  como  se 
ofrece  en  dicha   solicitud,   la  reciprocidad   por  parte 
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del  Gobierno  que  representa  el  mismo  Sr.  Ministro, 
cumple  también  con  el  otro  requisito  exijido  por  el 
artículo  646  del  mismo  Código,  en  falta  de  un  tra- 
tado existente  de  extradición. 

En  consecuencia,  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  la  última  parte  del  artículo  652  del  citado  Códi- 
go, V.  E.  se  ha  de  servir  dirijir  oficio,  adjuntando 
el  presente  expediente,  al  Sr.  Juez  Federal  de  esta 
Capital,  para  que  proceda  de  acuerdo  con  lo  indica- 
do en  los  artículos  653  y  siguientes;  dando  de  ello 
aviso  al  Señor  Ministro  de  Italia. 

La  solicitud  del  Señor  Ministro,  no  indica  precisa- 
mente, si  es  en  el  territorio  de  esta  Capital  ó  en  al- 
guna de  las  Provincias,  donde  se  supone  refugiado 
Brusotti.  Si  no  se  encontrara  en  esta  Capital,  una 
vez  que  lo  haga  saber  al  Sr.  Juez  de  Sección,  V.  E. 
debería  participarlo  al  Señor  Ministro  de  Italia;  así 
como,  si  el  mismo  Señor  Ministro  indicara  que  es 
en  tal  Provincia,  y  no  en  la  Capital,  el  lugar  de  la 
residencia  de  Brusotti,  el  oficio  que  dejo  indicado,  y 
el  presente  expediente,  deberían  ser  dirigidos  al  Juez 
de  la  Sección  que  se  señalará  como  lugar  de  dicha 
residencia.-*-Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1891. — An- 
tonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1891. — Adoptándose 
como  resolución  el  anterior  dictamen,  pase  con  los 
documentos  acompañados  al  Juzgado  Federal  de  la  Ca- 
pital á  cargo  del  S.  Andrés  Ugarriza  para  los  efectos 
á  que  hubiese  lugar,  avísese  á  la  Legación  de  Italia 
y  hágase  saber  al  Señor  Procurador  General  de  la 
Nación.— PELLEGRINI.— Eduardo    Costa. 
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La  Legación  de  Italia,— sobre  la  extradición  de  Andrea  Bosio 

condenado  por  peculado. 

La  Legación  de  Italia  solicitó  en  8  de  Mayo  de  1891  á  título  de  re- 
ciprocidad la  extradición  del  individuo  Andrea  Bosio  condenado 
por  peculado,  por   el  Tribunal  de  Livoruo. 

Pedido  el  dictamen  del  señor  Procurador  General  de  la  Nación, 
dio  el  siguiente; 

ExMO.   Señor: 

Ofreciendo  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Italia  la  re- 
ciprocidad á  nombre  de  su  Gobierno,  al  solicitar  la  ex- 
tradición de  Andrea  Bosio  condenado  por  peculado,  se 
halla  en  el  caso  establecido,  en  el  art.  646  de  nuestro 
Código  de  procedimientos  en  lo  Criminal;  y  acompa- 
ñando los  recaudos  que  exige  el  art.  651  del  mismo 
Código,  esto  es,  la  sentencia  de  condenación,  la  que 
dispone  se  solicite  la  extradición  copia  de  la  ley  apli- 
cable, y  la  filiación  del  condenado,  soy  de  opinión, 
que  V.  E.  debe  dirijirse  inmediatamente  al  Juez  de 
Sección  de  esta  Capital,  en  la  que  se  dice  se  halla  re- 
fugiado Bosio,  con  todas  las  piezas  que  forman  este 
expediente,  á  fin  de  que  proceda  según  corresponde. 

De  la  resolución  de  V.  E.  debe  darse  el  correspon- 
diente aviso  al  señor  Ministro  de  Italia.  —Buenos  Aires 
Julio  20  de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires  Julio  20  de  1891 — Adoptándose  como 
resolución  el  precedente  dictamen,  pase  este  expediente 
á  S.  S.  el  señor  Juez  Federal  Dr.  don  Andrés  Uga- 
rriza  para  que  se  sirva  proceder  como  corresponda. 
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Comuniqúese  al  señor  E.  E.  y  M.  P.  de  Italia  y  há- 
gase saber  al  señor  Procurador  General. — PELLEGRI- 
NI — Eduardo  Costa. 


La  Legación  de  Italia,  —sobre  la  extradición  de  Emilio 
Araldi  por  complicidad  de   un    hurto. 

El  8  de  Mayo  de  1891  la  Legación  de  Italia  solicitó  del  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores  y  de  conformidad  con  el  Art.  673  del 
Código  de  Procedimientos  en  lo  Penal,  el  arresto  provisorio  de 
Emilio  Araldi,  complicado  en  un  hurto  cometido  en  Savona. 

El  mencionado  Araldi  fué  capturado  y  una  vez  que  el  Señor  Mi- 
nistro presentó  los  documentos  de  práctica  y  pidió,  mediante 
ellos,  la  extradición  de  Ara  lili,  ofreciendo  la  reciprocidad,  éstA 
le  fué  acorda.la,  entregándose  á  dicho  individuo  con  las  forma- 
lidades de  estilo. 

El  dictamen  que  existe  en  el  expediente  emitido  por  el  Sr.  Pro- 
curador General  dice  asi: 

ExMo.  Señor: 

No  hay  inconveniente  para  que  V.  E.  se  sirva  dis- 
poner el  arresto  provisorio  de  Emilio  Araldi.  solicitado 
por  S.  E.  el  Señor  Ministro  de  Italia,  por  ser  cóm- 
plice de  un  hurto  por  una  ingente  suma,  cometido  en 
Savona  el  20  de  Diciembre  ppdo.  Dicho  arresto  pro- 
visorio, se  encuentra  autorizado  por  el  art.  673  de 
nuestro  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal; 
puede  ser  mantenido  hasta  por  mes  y  medio,  según 
el  art.  672,  tiempo  que  la  Ley  acuerda  para  que  Y. 
E.  pueda  recibir  el  pedido  diplomático  de  extradición 
que  se  ofrece,  en  debida  forma. — Buenos  Aires,  Mayo 
18  de  1891. — Antonio  E.  Mala  ver. 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Mavo  18  de  1891.  —A  los  efectos 
del  artículo  673  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal,  pase  al  Juzgado  Federal  de  la  Capital  á 
cargo  del  Dr.  D.  Andrés  Ugarriza;   avísese  á    la   Le- 
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gación  de   Italia    y    hágase  saber  al    Sr.    Procurador 
General  de  la  Nación, — PELLEGRINL — Eduardo  Costa. 


El  Directorio  local  del  F.  G.  Nordeste  Argentino,— pide  el 
reconocimieato  de  D.  G.  H.  Drable  como  miembro  del 
mismo. 

Con  fecha  10  de  Mayo  de  1891  se  dirijio  al  Ministerio  del  Interior 
el  Directorio  Local  del  Ferro-Carril  Nordeste  Argentino  comu- 
nicando que  el  Directorio  de  la  (ompañia  en  L,óndres  Iiabia 
discernido  ai  Señor  Carlos  H.  Drable  el  car^o  ile  Director  en 
reemplazo  del  Señor  Rodolfo  Heiuieiidalil  que  dimitió  y  pidiendo 
se  reconozca  á  dicho  Señor  en  tal  carácter. 

El  Señor  Pro<'urador  d<'.    la    Nación  se  expidió    en  esta  forma: 

ExMO.  Señor: 

"No  veo  inconveniente  para  que  V.  E.  se  sirva 
aceptar  al  Señor  Drable  en  sustitución  del  señor  Hei- 
mendahl,  como  miembro  del  Directorio  local  del  Ferro- 
Carril  Nordeste  Argentino  en  esta  Capital.  Buenos 
Aires,  Junio  10  de   1891. — Antonio  E.  Malwer. 

Recayendo  á  continuación  la  siguiente. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Junio  18  de  1891. — Visto  lo  expues- 
to por  el  Directorio  Local  del  Ferro- Carril  Nordeste 
Argentino  y  de  acuerdo  con  lo  dictaminado  por  el 
Señor  Procurador  de  la  Nación. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta  : 
Reconócese  al  Señor    Don  Carlos  H.  Drable  como 
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miembro   del  Directorio   en   reemplazo  del  Señor  Ro- 
dolfo Heimendahl  que  dimitió. 

Comuniqúese  publíquese    é   insértese  en  el  Registro 
Nacional— PELLEGRINL— José  V.  Zapata. 


La  Legación  del  Brasil, —pide  la  prisión  provisoria  de  José 
Pío  Magalhaes,  á    los  efectos  de   la  extradición. 

El  19  (le  Mayo  de  1891  el  Sr.  Ministro  Plenipotenciario  de  los  Es- 
tados Unidos  del  Rrasil  se  diri«riü  al  Departamento  de  Relacio- 
nes Exteriores  solicitando  la  prisión  provisoria,  á  los  efectos  de 
ulterioi*  extradición  del  individuo  José  Pió  Ma<íalhaes  acusado 
de  robo. 

Se  pidió  al  Sr.  Procurador  íteneral  que  dictaminara  y  éste  se  ex- 
pidió así: 

ExMo.  Señor: 

El  artículo  673  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal,  autoriza  el  arresto  provisorio  de  un  extran- 
jero á  pedido  de  un  Ministro  Diplomático,  hasta  tan- 
to lleguen  los  documentos  necesarios  pora  presentar  el 
pedido  de  extradición,  siempre  que  se  invoque  la  exis- 
tencia de  una  sentencia  ó  de  una  orden  de  prisión  y 
se  determine  con  claridad  la  naturaleza  del  delito  con- 
denado ó  perseguido. 

En  el  presente  caso  S.  E.  el  Sr.  Ministro  del  Bra- 
sil, solicita  la  prisión  provisoria  de  José  Pió  de  Ma- 
galhaes  declarada  en  virtud  de  sentencia  del  Juez  Mu- 
nicipal de  Itaquí,  Estado  de  Rio  Grande  del  Sud,  reo 
del  crimen  de  robo,  cometido  el  6  de  Julio  último,  en 
en  la  residencia  del  hacendado  Vrissimo  Pereyra  de 
Escobar,  y  que  se  refugió  en  Alvear,  Provincia  de  Co- 
rrientes. Hace  este  pedido  por  orden  que  ha  recibi- 
do de  su  Gobierno,  mediante  formal  promesa  de  reci- 
procidad; y  anuncia  que;  así  que  le  lleguen  los  docu- 
mentos que  espera,  y  que  exije  el  art.    651   del  cita- 
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do  Código,  formulará  la  consecutiva  petición  de  extra- 
dición, dentro  del  plazo  fijado  en  el  art.  672  de  aque- 
lla Ley. 

Esta  petición  se  encuentra  por  tanto  arreglada  á  lo 
que  dispone  nuestra  Ley  de  Procedimientos;  y  creo  en 
consecuencia,  que  V.  E.  se  halla  en  el  caso  de  diri- 
girse al  Sr.  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Co- 
rrientes, pidiéndole  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  652  de  dicho  Código  se  sirva  disponer  la  deten- 
ción ó  arresto  provisorio  de  José  Pió  de  Magalhaes. 
— Buenos  Aires,  Mayo  22  de  189L — Antonio  E. 
Mala  VER. 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires.  Mayo  22  de  189L — Adoptándose  co- 
mo resolución  el  precedente  dictamen,  pase  este  expe- 
diente al  Sr.  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Co- 
rrientes para  los  efectos  del  caso. — Comuniqúese  al 
Sr.  Ministro  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil  y  há- 
gase saber  al  Sr.  Procurador  General. — PELLEGRINI. 
— Eduardo    Costa. 


Esteban  Ferrari, — pide  se  le  acepte  como  arqueador  en  las 

condiciones  que  expresa 

En  30  de  Mayo  de  1891,  ocurrió  aJ  Ministerio  de  Hacienda,  don  Es- 
teban Ferrari,  pidiendo  se  le  aeeptí*como  arqueador  en  la  Ca- 
pital de  la  República,  sujetándose  en  un  todo,  á  las  disposicio- 
nes que  rijan  sobre  la  materia. 

La  Aduana  de  la  Capital,  expuso:  que  el  Gobierno  Nacional,  tiene 
ana  oficina  técnica,  destinada  á  desempeñar  las  funciones  que  el 
solicitante  pide  se  le  autorice  á  ejercer  por  esta  solicitud,  cuya 
competencia  está  ^'arantida  por  los  estudios  científicos  exijídos 
por  la  marina  de  guerra,  a  los  oficiales  que  hacen  de  ella  una 
profesión; 
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Que  en  caso  deaccederse  alo  solicitado,  debe  exijírse  previamente 
al  recurren*  la  comprobación  de  sus  conocimientos  en  la  mate- 
ria y  despu.  i  garantía  que  afiance  los  perjuicios  provenien- 
tes de  ios  arq  .    >s  inexactos  que  practique; 

Que  á  más,  autor»  ilíones  como  estas,  darán  derecho  á  los  que  se 
crean  con  compe  ^^  cia,  á  solicitar  la  misma  facultad,  resultan- 
do que  el  Gobierno  instituirá  por  este  medio,  un  gremio  difícil 
de  controlar  si  no  se  resuelve  á  serios  gastos. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  manifestó:  que  el  Gobierno  por  de- 
creto de  5  de  Noviembre  de  1890,  eiícomendó  á  oficiales  de  la 
Marina  de  Guerra  Nacional,  las  funciones  de  la  Oficina  de  Ar- 
queos y  por  otro  decreto  de  "^2  dei  mismo  mes  y  año.  designó 
las  personas,  para  desempeñar  el  cargo  de  arqueador;  que  Us 
razones  que  tuvo  entonces  para  dictar  esos  dos  decretos,  están 
subsistentes  hoy,  y  atendiendo  á  ellas,  la  Dirección  cree,  que  no 
debe  hacerse  lugar  al  pedido  que  en  este  caso  se  hace. 

El  Procurador  del  Tesoro,  dictaminó  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

Tengo  la  misma  opinión  que  la  Aduana  de  la  Ca- 
pital y  la  Dirección  General  de  Rentas.  Siendo,  sin 
embargo,  de  buena  administración  utilizar  las  perso- 
nas competentes,  creo  que  esta  solicitud  debe  tenerse 
presente  para  el  caso  en  que  se  necesite  hacer  el  nom- 
bramiento de  algún  perito  arqueador  que  no  pertenez- 
ca á  la  Oficina  existente,  previa  comprobación  de  la 
idoneidad  del  interesado. —Agosto  13  de  1891.— E. 
García  Mérou. 

.  Resolución — 

Ministerio,  Agosto  31  de  1891. — Vista  la  presente 
solicitud  de  don  Esteban  Ferrari,  y — 

considerando: 

Queel  Gobierno,  por  decreto  de  5  de  Noviembre, 
de  1890,  encomendó  á  Oficiales  de  la  Armada  Nació 
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nal  las  funciones  de  las  Oficinas  de  Arqueos,  y  por 
decreto  de  22  del  mismo  mes  y  año,  designó  las  mis- 
mas personas  para  desempeñar  el  cargo  de  arqueadores; 

Que  las  razones  que  tuvo  el  Gobierno  entonces, 
para  dictar  esos  dos  decretos,  subsistentes  hoy,  y  aten- 
diendo á  ellos,  no  es  pertinente  hacer  lugar  al  pedido 
que  en  este  caso  se  hace  y  finalmente: 

Que  no  es  de  buena  administración  delegar  en  sim- 
ples particulares,  el  cometido  que  tienen  á  su  exclusi- 
vo cargo  empleados  públicos  máxime  cuando  éstos  tie- 
nen preparación  científica,  lo  que  hace  que  se  atien- 
da como  corresponde  al  comercio   y  al  fisco. 

Por  estas  consideraciones, 

SE  resuelve: 

No  há  lugar  á  lo  solicitado  por  el  recurrente  don 
Esteban  Ferrari. 

Vuelva  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  para  que 
tenga  presente  al  peticionante,  para  el  caso  que  se  ne- 
cesite hacer  el  nombramiento  de  algún  perito  arquea- 
dor que  no  pertenezca  á  la  Oficina  existente,  previa 
comprobación  de  la  idoneidad  del  Señor  Esteban  Fe- 
rrari. 

Repónganse  los  sellos. — Vícente  F.  López. 


La  Legación  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil,— sóbrela  pri- 
sión provisoria  de  los  brasileros  Francisco  y  Pedro  Losano 
preparatoria  de  la  extradición. 

El  Ministro  de  los  Estados  Unidos  del  Brasil  solicitó  en  27  de  Mayo 
de  1891,  la  prisión  provisoria  de  los  individuos  Francisco  y  Pedro 
Lozano  de  acuerdo  con  el  articulo  673  del  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  Criminal,  prometiendo  solicitar  la  extradición  de 
los  mismos,  á  titulo  de  reciprocidad. 

Pasado  en  consulta  al  Señor  Procurador  General  de  la  Nación  se 
expidió  asi: 


—  412  — 


ExMO.  Señor. 

Creo  que  no  puede  haber  dificultad  para  que  V.  E. 
imparta  las  órdenes  necesarias,  para  la  detención  pro- 
visoria de  Francisco  y  Pedro  Lozano,  que  solicita  el 
Señor  Ministro  del  Brasil,  fundado  en  la  disposición  del 
artículo  673  de  nuestro  Código  de  Procedimientos  en 
lo  Criminal. 

Dicho  señor  Ministro  solicita  esa  detención,  indicando 
que  dentro  de  poco  y  de  conformidad  con  los  artículos 
621  y  672  del  precitado  Código,  solicitara  la  extradi- 
ción de  esos  individuos  con  la  cláusula  de  reciprocidad 
por  parte  de  su  Gobierno.  A  este  respecto  haré  presen- 
te á  V.  E. ,  por  si  cree  conveniente  hacerlo  saber  al 
Señor  Ministro  del  Brasil  que,  al  pedido  de  extradición 
debe  acompañarse,  según  el  artículo  651  citado,  ade- 
más de  los  documentos  presentados  por  él,  "copia  au- 
"  tenticada  de  las  disposiciones  legales  aplicables  al 
**  hecho  acusado,  según  la  legislación  respectiva'';  y  la 
demostración  de  ser  el  Señor  Juez  de  Comercio  que  ha 
expedido  el  auto  de  prisión,  el  competente  para  dictarlo. 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  1891. — Antonio  E.  Mala- 
ver. 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones   Exteriores. 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  1891.— Adoptándose  como 
resolución  el  precedente  dictamen,  pase  este  expediente 
al  Juez  Federal  Dr.  D.  Andrés  Ugarriza,  para  las  efectos 
del  artículo  673  del  Código  de  Procedimientos  en  ma- 
teria criminal.  Comuniqúese  al  Señor  Ministro  del 
Brasil  y  hágase  saber  al  Señor  Procurador  General. 
— Eduardo  Costa. 
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Sociedad  puerto  San  Nicolás,— pide  una  prorrogado  cuatro 

años  para  terminar  lae  obras. 

En  3,  de  Mayo  de  1891,  ocurrió  al  Ministerio  de  Hacienda,  el  Sr. 
Anofel  Sastre,  Presidente  de  la  Sociedad  Anónima  "^Puerto  de  San 
Nicolás*'  solicitando  una  prórroga  de  cujttro  años,  para  la  ter- 
minación de  las  obras  que  debía  practicar  en  el  Puerto  de  San 
Nicolás  de  los  Arroyos,  de  acuerdo  con  la  concesión  de  fecha  3 
de  Julio  de  1889. 

La  Contaduría  General  dijo:  que  dada  la  naturaleza  de  este  asunto 
debía  pasarse  al  Departamento  de  Ingenieros,  á  fin  de  adoptar  la 
resolución  que  fuere  del  caso. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas  expuso:  que  tratándose  de  una 
obra  de  importancia,  que  reportará  beneficios  al  país,  debe  pro- 
penderse  á  su  reíilización,  dando  para  ello  las  facilidades  que 
la  misma  requería;  que  en  atención  á  esto,  y  haber  ya  la  So- 
riednd  recurrente,  ejecutado  algunos  trabajos,  cree  puede  con- 
cedérsele alguna  prórroga  para  la  terminación  de  las  obras,  pero 
ésta  no  debe  exceder  de  un  bienio,  pues  que  el  término  de  cuatro 
años  es   excesivo. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  lo  siguiente: 

ExMO.    Señor: 

Se  trata  de  una  concesión  sin  garantía,  prima  ni 
privilejio  alguno  que  importen  gravamen  para  la  Na- 
ción, y  no  hay  á  la  verdad  inconveniente  legal  que 
obste  á  modificar  sus  cláusulas,  aumentando  por  cuatro 
años  el  plazo  fijado  para  la  terminación  de  las  obras, 
de  acuerdo  con  lo  que  se  solicita. 

La  resolución  que  haya  de  adoptarse  sobre  la  pe- 
tición de  la  Sociedad  Anónima  Puerto  de  San  Nicolás 
queda  pues  exclusivamente  librada  al  juicio  discrecio- 
nal de  V.  E. 

Pero  mirada  la  cuestión  bajo  otro  punto  de  vista 
podría  suscitarse  alguna   dificultad. 

La  lejislación  vijente  confiere  ^1  P.  E.  atribuciones 
expresas  respecto  de  las  Sociedades  Anónimas,  cuyo 
ejercicio  interesa  al  orden   publico,  en  todo  tiempo,  y 


—  414  — 

mucho  más,  cuando  es  notorio  que  la  creación  irreflexi- 
va de  dichas  Sociedades,  como  ha  sucedido  entre 
nosotros,  constituyen  un  factor  de  crisis  económica. 

Con  arreglo  al  Código  de  Comercio,  además  de  las 
atribuciones  generales  del  P.  E.  para  vigilar  las  socie- 
dades anónimas,  autorizadas  por  él,  corresponde  una 
fiscalización  especial  de  aquellas  que  exploten  con- 
cesiones hechas  por  autoridades;  y  la  misma  ley  acuerda 
al  P.  E.  el  derecho  de  juzgar  si  una  compañía  puede 
ó  no  llenar  el  fin  para  que  fué  creada,  lo  que  implica 
la  facultad  de  pronunciar  su  disolución,  si  no  se  en- 
cuentra en  condiciones  legales  de  continuar  funcionando. 

Es  presumible  que  muchas  de  las  compañías  exis- 
tentes se  hallen  en  los  casos  de  liquidación  forzosa 
prescriptos  por  el  referido  Código,  y  no  es  quizá  aven- 
turado suponer  que  el  í^.  E.  se  vea  obligado  á  ordenar 
una  investigación  prolija  que  las  comprenda  á  todas, 
para  determinar  su  situación  actual. 

En  este  orden  de  ideas,  correspondería  no  resolver 
ninguna  solicitud  de  estas  compañías,  sin  cerciorarse 
previamente,  en  cada  caso,  de  que  no  se  encuentran 
en  las  condiciones  de  liquidación  determinadas  en  los 
artículos  369  y  370  del  Código  de  Comercio. — Estudio 
Junio  30  de  1891. — E.   García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda — 

Buenos  Aires,  Agosto  6  de  1891. — Atento  lo  so- 
licitado por  el  Señor  Ángel  Sastre,  Presidente  de  la 
Sociedad  Anónima  Puerto  de  San  Nicolás,  y  á  mérito 
de  los  informes  que   preceden. 

SE  resuelve: 

Concédese  la  prórroga  que  se  solicita  por  el  término 
de  cuatro  años  para  la   terminación    definitiva  de  las 
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obras  que  debía  practicar  en  el  Puerto  de  San  Nicolás 
de  los  Arroyos,  de  acuerdo  con  la  concesión  de  fecha 
tres  de  Julio  de  mil    ochocientos  ochenta  y  nueve. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  á  sus  efectos 
pase  á  la  Dirección  General  de  Reatas. — PELLEGRINI. 
— Vicente  F.  López. 


Los   Sres.    Casado  y  Bortón,  —sobre  la    fianza    personal  en 
garantía  de  empleados  de  Impuestos  Internos. 

Los  Sres.  José  A.  Casado  y  Manuel  Bortón,  empleados  de  la  Ofi- 
cina de  Impuestos  lurernos  se  presentaron  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda acompañar:do  fianza  en  garantía  de  sus  empleos. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesoro  á  quien  se  pidió  dictaminara,  expuso* 

ExMO.  Señor: 

Aunque  la  doctrina  contraria  haya  prevalecido  en 
numerosas  resoluciones  de  la  administración  nacional 
pienso  que,  cuando  se  establece  una  fianza,  de  una 
suma  de  dinero  determinada,  hay  que  depositar  esa 
suma,  y  no  puede  admitirse  en  substitución  de  la  ga- 
rantía pecuniaria  una  garantía  personal,  mientras  no 
se  establezca  por  el  poder  que  dicta  la  disposición  re- 
lativa á  la  fianza  en  términos  igualmente  generales, 
la  facultad  de  hacer  dicha  substitución. 

Si  V.  E.  estima  que  las  fianzas  personales  llenan 
los  objetos  que  tuvo  en  vista,  al  establecer  las  pecu- 
niarias, el  decreto  reglamentario  de  la  ley  sobre  im- 
puestos internos,  debe  á  mi  juicio  declararlo  en  un  nue- 
vo decreto,  bajo  cuyas  disposiciones  queden  compren- 
didos todos  los  interesados. — Junio  24  de  1891. — E. 
García   Mérou. 

Resolución  — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Julio  21  de  1891. — Vista  la  consulta  que  precede 
y  los  informes  y  dictamen  que  ha  motivado, 
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El  Presidente  de  la  República  — 

decreta: 

Declárase  que  las  fianzas  de  que  trata  la  Ley  de 
Impuestos  Internos  en  su  artículo  1^  pueden  ser  per- 
sonales, debiendo  en  tal  caso  formalizarse  por  escritu- 
ra pública  ante  el  Escribano  Mayor  de  Gobierno. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda  y  fecho  archí- 
vese.—PELLEGRINL— Vicente  F.  López. 


Don  Elíseo  Cantón,  profesor  en   las  Escuelas    Normales  de 

Tucumán, — solicita   su  jubilación. 

En  .lunio  5  (le  1891,  Don  Eliseo  Cantón,  profesor  de  Idioma  Nació 
nal  en  la  Escuela  Xormal  de  maestros  y  de  Música  en  los  Cursos 
normales  y  de  aplicación  de  la  de  Maestros  de  Tucumán,  solicitó 
del  Ministerio  de  Instrucción  Publicase  le  concediera  su  jubilación 
fundándose  en  su  imposibilidad  física  para  continuar  desempe- 
ñando sus  funciones,  y  acompañando  al  efecto  los  documentos  que 
consideraba  pertinentes  al  caso. 

Después  de  los  informes  expedidos  por  la  Contaduría  General  y 
por  la  Oficina  de  Estadística,  pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador 
del  Tesoro,  quien  opinó  como  sigue. 

ExMO.  Señor: 

En  vista  de  los  certificados  que  obran  en  este  expe- 
diente, corresponde  acordar  la  jubilación  con  sueldo  ín- 
tegro, pues  los  servicios  del  recurrente  datan  de  1870. — 
Estudio,  Agosto  5  de  1891. — E.  García  Merou. 

Pasó  de  nuevo  el  expediente  al  8r.  Procurarior  del  Tesoro  para 
que  se  sirviera  asesorar  al  Ministerio  acerca  de  la  manera  cómo 
debia  interpretarse  y  apüí^-arse,  en  el  presente  caso,  la  diposi- 
ción contenida  en  el  art.  8*»  de  la  ley  general  de  Jubilaciones» 
teniendo  en  cuenta  las  circunstancias  especiales  en  que  se  hallaba 
e4  solicitante,  y  el  Sr.  Procurador  dictaminó  en  estos  términos; 
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ExMO.  Señor: 

Don  Eliseo  Cantón  desempeña  tres  cátedras  en  las 
Escuelas  Normales  de  Tucumán  cuyos  sueldos  suman 
270  pesos  moneda  nacional.  Sus  servicios  datan  de 
1874  según  los  antecedentes  que  tiene  la  Contaduría 
General  y  de  1870  según  las  constancias  y  pruebas 
que  en  el  expediente  se  han  producido.  Ha  sido  com- 
probado además  que  se  encuentra  en  la  imposibilidad 
física  de  continuar  desempeñando  sus  funciones. 

La  Contaduría  ha  informado  que  si  V.  E.  acepta 
como  válidos  para  los  efectos  de  la  Ley  los  informes 
de  los  cuales  resulta  que  los  servicios  datan  de  1870, 
corresponde  al  recurrente  su  sueldo  íntegro,  ó  sea  la 
suma  de  los  tres  que  percibe,  y  en  caso  contrario, 
únicamente  la  cuarentava  parte  del  monto  de  sus 
sueldos  por  cada  año  deservicios  á  partir  de  1874, 
ó  sea  con  arreglo  al  cómputo  del  inciso  2°  del  art.  4® 
de  la  Ley,  ciento  setenta  y  seis  pesos  diez  y  nueve 
centavos  moneda  nacional. 

Por  mi  parte  he  aconsejado  en  mi  primer  informe 
que  el  cómputo  se  haga  desde  1874,  dando  por  es- 
tablecido respecto  al  sueldo,  de  acuerdo  con  la  Con- 
taduría y  los  precedentes  que  hay  sobre  el  particular 
que  no  rige  en  este  caso  la  restricción  del  art.  8^  de 
la  Ley  N«  2219  de  15  de  Noviembre  de  1887. 

Los  empleos  del  profesorado,  como  V.  E.  lo  sabe, 
gozan  de  una  remuneración  exigua,  que  no  cubre 
las  primeras  necesidades  de  la  vida  en  el  rango  so- 
cial á  que  un  profesor  debe  necesariamente  pertenecer. 
Esa  remuneración  está  ñjada  en  el  concepto  de  que  el 
desempeño  de  una  sola  Cátedra,  no  constituya  la 
ocupación  principal  de  profesor,  á  cuyo  efecto  se  con- 
sidera este  ejercicio  como  compatible  con  el  de  cual- 
quier otra  función  pública. 

Si  el  profesor  ocupa  al  propio    tiempo    un    empleo 
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en  otra  rama  de  la  Administración,  corresponde  com- 
putarle el  tiempo  de  ejercicio  en  la  enseñanza  según 
la  Ley  acordándole  la  jubilación  ünicamente  sobre  el 
sueldo  mayor,  pero  si  consagrado  por  completo  á  la 
enseñanza,  reúne  dos  ó  más  cátedras  que  absorben 
todo  su  tiempo  y  le  aseguran  una  remuneración  total 
análoga  á  la  que  los  demás  empleados  de  su  catego- 
ría reciben  en  cualquier  Oficina  pública,  pienso  que 
los  diversos  sueldos  que  reciba  en  el  mismo  ó  en 
varios:  establecimientos  nacionales,  deben  considerarse 
como  un  solo  sueldo. 

Esta  interpretación  del  art.  8°  de  la  Ley  de  la  ma- 
teria se  funda  en  las  mismas  razones  con  que  se 
permite  la  acumulación  de  empleos  del  profesorado  y 
en  la  necesidad  de  propender  poco  á  poco,  á  que  este 
se  convierta  en  una  ocupación  exclusiva  de  quienes  lo 
ejercen.  No  puede  por  otra  parte  prestarse  á  abuso 
alguno  desde  que  V.  E.  hace  los  nombramientos  y 
tiene  siempre  en  su  mano  limitar  razonablemente  la 
acumulación  de  cátedras  en  un  solo  profesor. 

Las  consideraciones  expuestas  demuestran  á  mi  jui- 
cio, que  la  jubilación  del  recurrente  puede  decretarse 
con  el  sueldo  íntegro  que  goza  en  su  carácter  de 
profesor  de  diversos  ramos  en  las  Escuelas  Normales 
de  Tucumán  y  tal  es  mi  dictamen,  sobre  la  ilustrada 
opinión  de  V.  E. — Estudio,  Agosto  13  de  1891— E. 
García  Merou. 

Resolución — 

Departamento  de  Instrucción  Pública. 

Buenos  Aires,  Agosto  20  de  1891.-  -Estando  com- 
probado por  las  informaciones  del  Rector  del  Colegio 
Nacional  de  Tucumán,  que  D.  Eliseo  Cantón  comenzó 
á  prestar  sus  servicios  á  la  instrucción  pública  desde 
el  año  1870,  como  profesor  en  dicho  Establecimiento, 
lo  que  representa  hasia  la  fecha  32   años  en  el  ejer- 
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cicio  del  profesorado;  encx)ntrándose,  por  lo  tanto,  en 
las  condiciones  requeridas  por  la  Ley  dé  la  materia 
para  obtener  la  jubilación  correspondiente  al  sueldo 
íntegro;  teniendo  en  cuenta  los  informes  favorables 
del  Departamento  Nacional  de  Higiene  y  de  la  Con- 
taduría General,  y  dé  acuerdo  con  lo  dictaminado  por 
el  Sr.  Procurador  del  Tesoro. 

• 
El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°  Acuérdase  al  Sr.  Eliseo  Cantón  la  jubila- 
ción correspondiente  al  sueldo  íntegro  de  doscientos 
setenta  pesos  nacióles  que  recibe  actualmente  como 
Profesor  de  Idioma  Nacional  y  Caligrafía  y  de  Música 
en  las  Escuelas  Normales  de  Tucumán. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Regis- 
tro Nacional,  previas  las  anotaciones  del  caso  en  el 
Registro    de   Estadística. — PELLEGRINI. — Juan    Car- 

BALLIDO. 


El  Administrador    de  Rentas  de  Colón, — sobre  la  negativa  de 
la  de  Correos  á  dar  recibo  de  la  correspondencia  oficial. 

La  Contíulnria  General  elevó  al  Ministerio  de  Hacienda  en  11  de 
Junio  de  1891  la  nota  que  el  Administrador  de  Rentas  Nacionales 
de  Colon  le  dirijiera  comunicándole  que  Ja  Administración  de 
Correos  de  ese  punto  se  n erraba  á  dar  recibo  por  la  correspon- 
dencia que  le  dírijia  á  esa  oficina. 

El  Señor  Procurador  del  Tesoro  á  quien  se  pidió  dictaminara,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

No  puede  haber  dificultad  alguna  en  aceptar  las 
indicaciones  de  la  Dirección  General  de  Correos  y  Telé- 
grafos, desde  que  las  piezas  de  correspondencia  oficial 
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pueden  ser  certificadas  en  la  misma  forma  en  que  se 
efectúa  su  franqueo  simple,  declarando  los  valores 
que  contengan  cuando  hubiere  lugar.  No  hay  objeto 
en  establecer  un  servicio  especial  para  los  documentos 
públicos,  lo  que  por  otra  parte  sería  contrarío  á  las 
disposiciones  de  la  ley  de  la  materia  citada  en  el  pre- 
cedente informe.  V.  E.  debe  declararlo  así,  para  que 
las  administraciones  de  rentas  certifiquen  la  corres- 
pondencia á  que  se  refiere  este  expediente. — Setiembre 
14  de  1891. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires  18  de  1801. — De  acuerdo  con  los 
informes  qne  preceden  y  el  dictamen  del  Señor  Pro- 
curador del  Tesoro, 

SE  resuelve: 

En  los  casos  ordinarios  la  correspondencia  ofi- 
cial debe  considerarse  bastaiite  garantida  con  las  me- 
didas que  la  Dirección  General  del  ramo  adopte  para 
la  seguridad  de  la  correspondencia  pública,  y  en  casos 
especiales  puede  recurrirsc  á  la  garantía  que  ofrece  la 
certificación. 

Hágase  saber  á  la  Dirección  General  de  Rentas  y 
demás  reparticiones  que  dependen  de  este  Departa- 
mento, y  fecho  archívese. — Vicente  F.  López. 


Clark  Gurtin  J., — pide  libre  despacho  de  petróleo  crudo  pa- 
ra uso  de  los  ferro-carriles. 

En  15  de  Junio  de  181)1,  ocurrió  al  Ministerio  (ie  Hacienda  el  se- 
ñor .1.  Clark. Curtin,  diciendo:  que  es  importador  y  refinador  de 
aceites,  especialmente  destinados,  para  el  uso  de  los  ferro-carri- 
les argentinos,  á  cuyo  objeto  ha  establecido  una  refinería  que  se 
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propone    desarrollar  en  gran    escala,  y  solicita  en  consecuencia 
importación  libre  de  derechos  de  la  materia  prima  llamada"*  pe- 
tróleo crudo",  con  la  maquinaria  y  los  accesorios  necesarios  pa- 
ra su  refinamiento. 
La  Dirección  General  de  Rentas,  manifestó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

La  materia  prima  llamada  '•petróleo  crudo*  que  debe  ser  refinada 
para  su  uso  es  indudable  que  debe  ser  exonerada  de  derechos 
con  arreglo  á  las  prescripciones  del  art.  2°  de  la  ley  de  Aduana 
vigente,  que  acuerda  ese  beneficio  á  las  maquinarias  y  máquinas 
y  materias  primas  para  la  explotación  de  la  misma. 

Cuauílo  se  introduzcan  las  maquinarias  y  la  materia  prima,  será 
la  oportunidad  en  cada  caso.de  acordarse  la  exoneración  de  de- 
rechos si  la  ley  la  acuerda,  pues  en  ningún  caso,  puede  V.  E. 
decretar  exoneración  de  flerechos  por  artículos  que  aún  cuando 
la  ley  de  Aduana  lo  consienta,  no  se  hayan  introducido  al  país 
porque  recien  entonces  se  puede  examinar  y  resolver  lo  que  co- 
rresponda. 

La  Dirección  fundada  en  lo  que  deja  expuesto,  es  de  opinión  que 
V.  E.  no  puede  á  pr'ori  acceder   á  lo  solicitado 

Dirección  General  de  Rentas.  — Julio  7  de  ISdl,— David   Sarnvia. 

Pasado  en  visui  al  interesado,  agi'i^gó:  que  su  único  propósito  era 
obtener  una  declaración  del  Ministerio,  para  saber,  si  el  petróleo 
crudo,  está  ó  no  libre,  del  pa^ío  do  derechos  de  importación,  asi 
como  las  maquinarias  que  introduzca  para  la  refinería  de  esa 
sustancia,  pues  desea  saber  á  qué  atenerse,  por  el  proyecto  que 
tiene,  de  fundar  una  gran  fábrica  en  la  República*  con  tanta  más 
razón,  cuanto  que,  los  cálculos  que  tiene  hechos  sobre  el  nego- 
cio, se  basan  necesariamente,  en  la  circunstancia  cuya  aclara- 
ción   solicita. 

Pedido  nuevamente  informe  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  es- 
puso; que  no  se  trata  en  el  presente  caso  de  una  industria  nue- 
va, pues  existen  en  el  país,  varias  fuentes  que  producen  el  pe- 
tróleo y  entiende  que  alirunas  se  encuentran  en  explotación,  y 
que,  si  se  defiriese  á  lo  solicitado,  es  indudable  que  perjudicaría 
nuestra  producción.  Por  lo  demás,  reproduce  las  consideracio- 
nes de  su  Í!iforme  precedente  y  opina,  que  no  debe  hacerse  lu- 
^^ar  á  lo  solicitado. 

El  Departíimento  de  Obras  Públicas  expresó.*  que  existen  en  Men- 
doza y  Jujuy,  fuentes  de  petróleo  crudo  en  explotación,  las  que 
podrían  ser  perjudicadas  con  el  privilejio  que  se  solifcita,-  pero 
que,  s¡  esta  materia  prima  y  las  maquinarias  necesarias  para  su 
refinamiento,  eslán  exoneradas  de  derechos  con  arreífloá  laspres- 
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cripcioiies  de  la  ley  ile  Aduanas  vigente,  convendría  de  acuerdo 
con  lo  aconsejado  por  la  Dirección  General  de  Rentara,  resolver 
lo  que  corresponda,  cuando  ios  artículos  hayan  llegado  al  pais- 
El  Procurador  del  Tesoro,  dictaminó  en  estos  términos; 

ExMO.  Señor: 

El  recurrente  D.  J.  Clark  Curtin  manifiesta  áV.  E. 
que  ha  establecido  una  refinería  de  aceites,  especial- 
mente destinados  ai  uso  de  los  Ferro  Carriles  Argen- 
tinos, industria  que  se  propone  desarrollar  en  grande 
escala  á  cuyo  objeto  solicita,  que  ei  Ministerio  decla- 
re si  la  materia  prima  llamada  petróleo  crudo  y  las 
maquinarias  que  se  introduzcan  para  su  refinación  es- 
tán exonerados  ó  no  del  pago  de  derechos  de  impor- 
tación, haciendo  presente  que  sus  cálculos  dependen 
necesariamente  en  gran  parte  de  la  aclaración  del  pun- 
to que  consulta. 

La  Dirección  General  de  Rentas  en  su  informe  de 
7  de  Julio  del  año  próximo  pasado  consideraba  indu- 
dable que  la  materia  prima  petróleo  crudo  y  las  ma- 
quinarias de  refinación,  debían  ser  exoneradas  de  de- 
rechos con  arreglo  al  art.  2°  de  la  ley  entonces  \n- 
gente;  pero  opinaba  que  sólo  cuando  se  introduje- 
sen las  maquinarias  y  la  materia  prima  referida  sería 
la  oportunidad  de  acordarse  en  cada  caso  la  exone- 
ración de  derechos  que  la  ley  concede  en  razón  de 
que  V.  E.  no  puede  decretar  la  exoneración  de  dere- 
chos de  artículos  que  no  se  hayan  introducido  al  país 
"  pues  sólo  entonces  se  puede  examinar  y  resolver 
lo  que   corresponda.  ^^ 

La  misma  repartición  en  su  informe  de  23  de  No- 
viembre último,  hace  presente  que  á  su  juicio  no  se 
trata  en  este  caso  de  una  industria  nueva,  pues  exis- 
ten en  el  país  varias  fuentes  de  petróleo,  algunas  de 
las  cuales  entiende  que  se  encuentran  en  explotación 
creyendo  por  lo  tanto  que  deferir  á  lo  solicitado  im- 
portaría   perjudicar  la  producción  nacional,  y  que  en 
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todo  caso,  es  inconveniente  y  perjudicial  hacer  decla- 
raciones en  abstracto,  sobre  artículos  que  aun  no  han 
llegado  al  puerto,  pues  la  exoneración  de  derechos  de- 
be hacerse  con  el  examen  de  las    mercancías. 

Consultado  el  Departamento  de  Obras  Públicas,  in- 
forma la  Inspección  de  Ferro  Carriles  que  existen  ya 
en  explotación,  fuentes  de  producción  de  petróleo  cru- 
do en  las  Provincias  de  Mendoza  y  Jujuy,  que  podrían 
ser  perjudicadas  con  el  privilegio  que  se  solicita,  pe- 
ro que  si  esta  materia  prima  y  las  maquinarias  nece- 
sarias para  su  refinamiento  están  exoneradas  de  de- 
rechos con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  Ley  de 
Aduana,  convendría  de  acuerdo  con  lo  aconsejado  por 
la  Dirección  General,  resolver  lo  que  corresponda  cuan- 
do los  artículos  hayan   llegado  al  país. 

El  Sr.  Asesor  Letrado  del  referido  Departamento, 
dice,  á  su  vez  respecto  del  petróleo  crudo  que  sería 
contrariar  al  propósito  del  citado  artículo  2^  de  la  ley 
que  es  eminentemente  proteccionista,  exonerar  de  de- 
rechos las  materias  primas  existentes  en  la  República. 
En  cuanto  á  las  maquinarias  y  accesorios  necesarios 
agrega  que  no  puede  invocarse  la  misma  razón  ante- 
rior para  gravarlos,  pero  que  el  P.  E.  no  debe  hacer 
una  declaración  al  respecto  sin  saber  previamente  si 
las  máquinas  y  accesorios  se  hallan  dentro  de  las  li- 
beraciones acordadas  por  la  ley — Piensa,  por  último, 
que  el  recurrente  debería  dirigirse  al  H.  Congreso  y 
no  al  Poder  Ejecutivo  "  cuya  misión  se  reduce  en  es- 
te caso  á  ejecutar  las  leyes  en  los  casos  concretos  que 
se  presenten.'*  Los  errores  en  que  se  ha  incurrido 
en  los  precitados  informes  me  obligan  á  examinar  con 
cierta  detención  cada  una  de  las  cuestiones  que  com- 
prenden. 

Desde  luego,  hay  que  observar  que  el  recurrente  no 
se  presentó  pidiendo  la  exoneración  de  derechos  de 
artículos  especificados,  exoneración  que  no  podría  con- 
cederse sin  previo  examen  de  la  mercadería  y  compro- 
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bación  de  su  destino,  una  vez  que  hubiera  entrado  al 
puerto,  según  lo  establece  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas— sino*  una  declaración  sobre  el  alcance  que  el  P. 
E.  dá  á  ciertas  franquicias  de  la  Ley  de  Aduana  con- 
signadas en  términos  generales,  que  el    mismo  poder 
debe  aplicar,  en  los  casos  que  corresponda,  á  las  in- 
dustrias ú  objetos  sobre  los  cuales  recae  en  su  con- 
cepto la  disposición  legal.     En  este  sentido,  lejos  de 
existir  razones  de  derecho  que  se    opongan   á  la  de- 
claración solicitada,  ella  es  de  todo    punto  correcta  y 
está  comprendida  en  las  facultades  del  P.  E. 

La  ley  de  Aduana  N°  2766,  que  regía  en  el  año 
ppdo.,  concedía  por  su  art.  2°  la  libre  introducción  de 
las  "maquinarias  y  máquinas  para  nuevos  establecimien- 
tos industriales  y  materias  primas  destinadas  exclusi- 
vamente á  la  explotación  de  los  mismos",  cláusula  que 
el  art.  3^  de  la  ley  N<^  2870  vigente  en  el  corriente  año, 
ha  sido  modificada  en  la  siguiente  forma:  "máquinas 
y  maquinarias  para  nuevas  industrias  que  se  estaólecan 
en  el  país  y  materias  primas  destinadas  exclusivamente 
para  las  mismas.  En  la  ley  actual,  como  en  la  anterior, 
se  prohibe  toda  exoneración  de  derechos  que  no  este 
expresamente  autorizada  por  la  ley  y  se  encomienda  al 
Poder  Ejecutivo  vigilar  la  aplicación  que  se  dé  á  las  ma- 
terias primas  y  artículos  introducidos  libres  de  derechos. 

Se  trata  como  se  vé,  de  franquicias  otorgadas  en 
términos  generales,  cuya  extensión  y  aplicación  á  indus- 
trias, establecimientos  ó  artículos  dados,  solamente  el 
P.  E.  puede  declarar,  siendo  la  mente  de  la  ley  fomentar 
la  implantación  de  nuevas  industrias  por  medio  de  las 
facilidades  que  ofrece  á  título  de  estímulo  lo  que  no 
excluye,  sino  antes  bien  justifica,  que  los  empresarios 
consulten  si  la  industria  que  piensan  establecer  ó  am- 
pliar se  considera  ó  no  nueva  en  el  país  para  los  efectos 
de  los  beneficios  legales.  Mal  podria  un  industrial  cons- 
truir sus  instalaciones,  reunir  los  capitales  necesarios 
y  hacer  erogaciones  de  consideración,  sobre  la  base  de 
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cálculo  de  una  cláusula  de  la  ley  concebida  en  términos 
amplios  y  subordinada  en  su  aplicación  al  criterio  del  P. 
E.  exponiéndose  á  que,  después  de  hechos  los  gastos  y 
traidos  los  materiales  viniese  á  declararse  á  última  hora 
que  no  procedía  su  libre  introducción  por  no  tratarse  de 
una  industria  nueva  favorecida. 

La  consulta  previa  se  imponía  en  el  presente  caso, 
pues  no  habrían  quedado  muy  lucidos  el  Sr.  Clark  Curtin 
ni  su  fábrica,  si  sobre  la  incierta  base  de  una  franquicia 
legal  indeterminada  hubierase  invertido  un  capital  im- 
portante en  petróleo  crudo,  tuvieran  dicho  artículo  en 
la  Aduana  y  V.  E.  decidiera  de  acuerdo,  con  la  opinión 
de  la  Dirección  General  de  Rentas  y  el  Departamento 
de  Obras  Públicas,  que  habiendo  fuentes  de  petróleo  en 
las  Provincias  de  Mendoza  y  Jujuy  no  procedía  su  libre 
introducción. 

No  ts  exacto  que  la  misión  del  P.  E.  se  reduzca  en 
estos  casos  á  ejecutar  las  leyes  en  los  asuntos  que  se 
presenten.  Tiene  este  poder  á  su  cargo  la  Adminis- 
tración General  del  pais,  y  ejerce  entre  sus  facultades 
propias,  con  arreglo  al  texto  expreso  de  la  constitu- 
ción Nacional,  la  de  expedir  las  instrucciones  y  regla- 
mentos que  sean  necesarios  para  la  ejecución  de  las 
leyes  de  la  Nación,  cuidando  de  no  alterar  su  espíritu 
con  excepciones  reglamentarias.  De  suerte  que  la  ac- 
ción del  P.  E.  no  está  ni  puede  estar  circunscrita  á 
la  decisión  de  los  casos  concretos  en  que  corresponda 
aplicar  ó  ejecutar  la  ley  como  lo  está  la  de  los  jue- 
ces respecto  de  las  causas  sometidas  á  su  fallo,  ni  hay 
nada  que  obste  á  que  dicte  declaraciones,  resoluciones 
ó  instrucciones  reglamentarias  en  abstracto,  siempre 
que  con  ellas  no  altere  y  exceda  sus  atribuciones 
constitucionales,  aplicar  al  P.  E.  por  analogía,  los 
principios  en  concursos  que  limitan  el  caso  sub  judice 
la  autoridad  y  eficacia  de  las  direcciones  judiciales,  es 
incurrir  en  una  lamentable  confusión  de  ideas. 

El  P.  E.  no  solamente  está  autorizado  á  reglamen- 
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tar  las  disposiciones  de  la  ley  de  Aduana,  en  virtud 
de  sus  facultades  propias  y  la  misma  ley  le  enco- 
mienda, sino  también  para  dar  á  esta  reglamentación 
la  forma  que  juzgue  más  conveniente,  sea  dictando 
un  decreto  de  carácter  general,  sea  adoptando  reso- 
luciones parciales  y  fragmentarias,  y  así  como  ha  po- 
dido con  relación  al  punto  que  comprende  la  presente 
solicitud  formar  una  lista  de  todas  las  industrias  y 
materias  primas  favorecidas  por  la  franquicia  legal,  y 
publicar  para  conocimiento  de  los  interesados,  puede 
perfectamente  limitarse  á  declarar,  á  pedido  de  estos 
si  una  industria  ó  un  artículo  están  comprendidos  en 
los  beneficios  legales,  sin  que  se  requiera  que  la  indus- 
tria se  halle  representada  por  un  establecimiento  en 
actividad  ni  que  los  artículos  se  encuentren  bajo  la 
jurisdicción  de  la  Aduana. 

La  procedencia  de  la  solicitud  del  recurrente,  me 
parece  pues  indudable. 

Entrando  ahora  al  estudio  de  su  petición,  conviene 
evitar  cualquier  mal  entendido,  fijando  ante  todo  al 
alcance  de  la  resolución  que  á  su  respecto  dicte  V.  E. 
necesariamente  limitada  al  período  anual  por  el  cual 
rige  la  ley  de  Aduana,  porque  es  obvio  que  el  P.  E. 
no  puede  conceder  más  exenciones  que  las  que  ella 
ó  leyes  especiales  determinan,  ni  reconocer  derechos 
derivados  de  una  declaración  interpretativa  de  la  re- 
ferida ley  sino  por  el  tiempo  de  su  vigencia. 

Es  necesario  en  segundo  lugar  señalar  con  previ- 
sión el  verdadero  sentido  de  cláusulas  anteriormente 
trascritas.  La  expresión  **  nuevas  industrias  qiu  se  es- 
tablezcan efi  el  pais  "  con  que  se  ha  sustituido  la  de 
"  nuevos  establecimientos  industriales^^  que  consignaban 
las  leyes  de  años  anteriores,  deja  en  pié  más  de  una 
dificultad  de  interpretación;  según  la  letra  de  la  anti- 
gua ley,  podía  entenderse  que  todo  establecimiento  in- 
dustrial, recientemente  establecido  estaba  en  aptitud 
de  gozar  de  las  franquicias  acordadas,  aun  cuando  ex- 
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piolara  ramos  de  producción  conocida  y  desarrollados 
desde  mucho  tiempo  atrás  on  el  país;  y  con  arreglo 
al  texto  de  la  ley  vigente,  fácil  sería  sostener  que  las 
franquicias  sólo  pueden  otorgarse  á  las  industrias  nue- 
vas, implantadas  por  primera  vez.  Apurando  más  el 
análisis  habría  que  esclarecer  el  precepto  de  industria 
nuevay  pues  del  mismo  modo  puede  considerarse  tal 
lo  que  anteriormente  no  existía  en  ninguna  forma  ó 
grado  de  explotación,  como  la  que  existiendo  en  un 
grado  mínimo,  responde  á  una  evolución  industrial  re- 
cién iniciada  y  no  ha  alcanzado  el  desenvolvimiento 
mediano  que  le  ofrecen  y  aseguran  para  el  futuro  las 
condiciones  locales.  Y  yendo  más  lejos  ¿qué  térmi- 
no de  comparación  podrá  tomarse  para  juzgar  si  una 
industria  es  nueva?  ¿Deberá  atenderse  al  periodo  de 
tiempo  en  que  rige  la  ley  de  aduana,  ó  la  época  in- 
mediatamente anterior,  ó  á  las  etapas  caprichosas  del 
progreso  industrial.  Llamo  la  atención  de  V.  E.  so- 
bre estas  cuestiones,  porque  de  la  solución  que  las  dé 
dependerá  la  regla  de  conducta  de  V.  E.  en  los  nu- 
merosos casos  particulares  á  que  debe  ser  aplicada  la 
disposición  legal,  y  la  lógica  y  uniformidad  de  las  de- 
cisiones administrativas. 

Por  mi  parte,  pienso  que  la  diferencia  que  he  indi- 
cado entre  la  ley  anterior  de  Aduana  y  la  del  año  ac- 
tual, responde  á  un  simple  cambio  de  redacción  para 
precisar  el  pensamiento  del  legislador,  siendo  idéntico 
el  sentido  de  ambas  cláusulas,  si  bien  aparece  más 
clara  y  correcta  la  ley  vigente.  Cuando  se  concedie- 
ron franquicias  y  privilegios  á  los  nuevos  estableci- 
mientos industriales,  no  pudo  tenerse  en  vista  á  los 
establecimientos  industriales  en  sí  mismo,  sino  con  re- 
lación á  la  industria  que  explotaran,  por  ser  ésta  y  no 
aquellos  el  objetivo  de  la  ley.  Tal  es  el  criterio  á 
que  he  subordinado  mis  dictámenes  anteriores,  y  el 
que  V.  E.  ha  consagrado  en  sus  resoluciones. 

En  realidad,  la  ley  proteje  las   industrias  nuevas  á 
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fin  de  que  se  establezcan  y  arraiguen  en  el  país,  sin 
crear  un  monopolio  á  favor  de  los  industriales  que  las 
explotan  y  por  consecuencia,  los  beneficios  concedi- 
dos á  ciertos  ramos  de  la  producción  nacional,  alcan- 
zan á  todos  los  que  se  consagran  á  ellas,  bajo  el 
principio  de  la  competencia  y  en  condiciones  de  per- 
fecta  igualdad. 

La  novedad  de  una  industria,  para  los  efectos  lega- 
les, no  depende  estrictamente  de  la  fecha  en  que  es 
implantada  sino  del  grado  de  desarrollo  que  haya  ob- 
tenido, proporcionalmente  á  la  producción  general  del 
país  y  á  sus  condiciones  naturales  de  expansión,  por- 
que, de  otro  modo  bastaría  la  prioridad  en  la  instala- 
ción de  una  fábrica  cualquiera,  para  asegurarle  un 
privilegio  que  estorbara  el  funcionamiento  de  otras  aná- 
logas, trabando  el  desarrollo  de  la  industria  en  vez 
de  fomentarla. 

Por  lo  que  toca  á  las  materias  primas  para  indus- 
trias nuevas,  entendiendo  por  tales  las  que  están  en 
su  periodo  inicial  de  desarrollo,  no  me  parece  acepta- 
ble que  se  excluyan  de  las  franquicias  de  la  ley,  aque- 
llas que  el  país  produce  en  proporciones  limitadas.  ■  El 
hecho  de  que  existan  en  las  provincias  de  Mendoza  y 
Jujuy  fuentes  de  petróleo  en  explotación,  no  permite 
aseverar  que  el  petróleo  sea  un  artículo  de  produc- 
ción nacional,  como  no  lo  son  todavía  los  tejidos  de 
lana  y  el  papel,  á  pesar  de  existir  establecimientos  que 
elaboran  estos  artículos  en  una  proporción  reducida 
con  relación  al  consumo  general.  La  producción  de 
petróleo  crudo,  como  todas  las  industrias  nacientes, 
goza  entre  nosotros  de  la  protección  indirecta  de  las 
leyes  de  aduana  y  sería  un  vituperable  exceso 
llevar  esa  producción  al  extremo  de  suprimir  la  fran- 
quicia concedida  al  petróleo  destinado  á  servir  de  ma- 
teria prima,  sin  saber  siquiera  si  la  escasa  producción 
de  las  fuentes  existentes,  y  el  precio  del  producto,  pueden 
llenar  con  regularidad  las  exigencias  del  consumo. 
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Por  las  razones  expuestas,  mi  dictamen  es  que  V.  E. 
haga  saber  al  recurrente,  que  el  P.  E.  considera  com- 
prendidas en  las  franquicias  del  art.  3^  de  la  ley  de 
aduana  vigente,  las  maquinarias  y  el  petróleo  crudo 
que  se  utilicen  en  su  establecimiento  industrial  de  re- 
finería; y  que  concederá  la  libre  introducción  de  esos 
artículos,  durante  el  corriente  año,  fiscalizando  su  apli- 
cación, de  acuerdo  en  un  todo  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  6^  de  la  mencionada  ley — Estudio,  Enero  31  de 
1892. — E.  García  Meroü. 

Resolución  — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Vista  la  solicitud  que  precede,  los  informes  del  De- 
partamento de  Obras  Públicas  y  de  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas  y  el  dictamen  del  señor  Procurador 
del   Tesoro,  y 

considerando: 

Que  el  propósito  de  la  prescripción  legal  que  esta- 
blece la  exoneración  de  derechos  para  las  maquinarias 
destinadas  á  industrias  nuevas  y  para  las  materias  pri- 
mas introducidas  para  las  mismas,  es  fomentar  el  des- 
arrollo de  la  riqueza  del  país  por  medio  de  la  tras- 
formación  de  los  productos  de  su  suelo,  en  cuya  ela- 
boración entra  como  agente  necesario  ciertas  materias 
primas  que  aún  no  se  producen  en  él,  pero  no  el  de 
fomentar  industrias  artificiales  qne  elaboren  exclusiva- 
mente materias  importadas,  y  de  consiguiente  solamente 
significan  distraer  en  industrias  que  carecen  de  base 
seria,  los  brazos  y  capitales  de  que  necesitan  las  in- 
dustrias y  riquezas  nativas  del  país  para  su  desarro- 
llo, y  reducir  la  renta  sin  beneficio  perceptible  para  el 
consvimidor. 


—  430  — 

Que  está  comprobada  la  existencia  de  regiones  pro- 
ductivas de  petróleo  en  la  Repúbliea  y  no  sería  pru- 
dente acordar  un  privilegio  que  vendría  á  perjudicar 
directamente  el  desarrollo  de  esa  industria,  por  la  com- 
petencia ruinosa  que  le  haría  el  artículo  importado. 

Que  si  se  trata  de  artículos  para  el  consumo  de 
Ferro-Carriles,  estas  ya  tienen  por  ley  esa  exoneración 
con  las  limitaciones  convenientes,  y  no  seria  pruden- 
te confiar  el  ejercicio  de  tal  derecho  á  una  empresa 
relativamente  irresponsable  y  no  regida  por  la  misma 
ley. 

Por  estas   consideraciones, 

SE  resuelve: 

Declárese  que  el  petróleo  crudo  en  las  condiciones 
que  enuncia  el  recurrente,  no  será  reputado  artículo 
libre  de  derechos,  y  en  cuanto  á  la  maquinaria  se 
proveerá  en  la  debida  oportunidad. — A  sus  efectos, 
pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  reponiéndose 
les  sellos— PELLEGRINI—V  .F.  López. 


La  Sociedad  anónima  «San  Juan» , — pide  la  aprobación  de  sus 

Estatutos . 

En  Junio  16  de  1891,  Don  José  María  Roca,  se  presentó  al  Minis- 
terio del  Interior,  como  representante  de  la  Sociedad  anónima 
^San  Juan"  solicitando  para  la  misma  la  aprobación  de  sus  Esta- 
tutos y  el  reconocimiento  de  persona  jurídica,  á  cuyo  efecto 
acompañaba  los  documentos  que  consideraba  pertinentes  al  caso. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  y  este 
funcionario  emitió  el  dictamen  que  sigue: 

ExMO.  Señor: 

Según  lo  declara  el  art.   1°  de  los    Estatutos  de  la 
Sociedad  Anónima  de  San  Juan,  presentados  á  V,  £• 
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ella  "tiene  por  objeto  principal  la  compra  y  explotación 
de  una  Fábrica  de  azúcar  y  sus  dependencias,  como 
así  mismo,  la  explotación  de  los  terrenos  y  maderas 
que  forman  parte  de  la  propiedad  situada  sobre  el 
alio  Paraná  en  la  Provincia  de  Misiones  {República 
Argentina.)  Dicha  sociedad,  fuera  de  la  reventa,  en 
todo  ó  en  parte  de  sus  bienes  muebles  ó  inmuebles, 
podrá  ejercer  también  en  todo  el  país,  el  comercio 
de  caña  de  azúcar,  de  alcohol,  de  madera,  etc.  etc. 

Según  esta  declaración,  dicha  Sociedad  ha  sido 
constituida  en  Francia  para  ejercer  su  comercio  en 
la  República;  y  está,  en  consecuencia,  comprendida  en 
la  disposición  del  art.  286  del  Código  de  Comercio,  que 
dice  así:  "Las  Sociedades  que  se  constituyan  en  país 
extranjero  para  ejercer  su  principal  comercio  en  la  Re- 
pública, serán  consideradas  para  todos  sus  efectos  co- 
mo sociedades  nacionales,  sujetas  á  las  disposiciones 
de  este  Código". 

La  Sociedad  mencionada,  cumple  las  exigencias  que 
para  su  constitución  exige  el  art.  318  del  mismo 
Código;  pues  sus  accionistas  son  los  diez  exigidos 
por  dicho  art.;  las  ochocientas  cincuenta  acciones  que 
forman  por  ahora  su  capital  de  425.000  francos  es- 
tán suscritas  íntegramente;  y  se  ha  pagado  sobre 
ellas  el  25  Vo  en  vez  del  diez  que  exige  el  art.  3 1 8 
antes  citado. 

Pero  ese  25  Vo  ó  el  10  ®  o  que  exige  nuestra  ley» 
no  parece  que  se  halle  depositado  en  el  Banco  Nacio- 
nal, en  el  Provincial  ó  en  un  Banco  particular  en  su 
defecto,  como  lo  dispone  el  citado  art.  318,  inciso.  3®. 

Esta  es  la  primera  observación  que  hago  á  V.  E. 
contra  la  aprobación  de  los  Estatutos  presentados. 

El  art.  3^  de  los  referidos  Estatutos,  establece  que: 
"el  domicilio  de  la  Sociedad  es  en  París  y  se  halla 
establecido  provisoriamente  en  la  rué  de  la  Grange 
Bateliere  núm,   13.  Podrá  ser  mudado  á  cualquier  otro 
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sitio  en  Parisj  por  simple  resolución  del  Consejo  de 
Administración/' 

La  constitución  de  este  domicilio  en  país  extranjero 
es  inadmisible,  si  ha  de  ejercitar  actos  de  comercio  en 
la  República;  y  si  los  objetos  de  su  constitución  han 
de  perseguirse  y  cumplirse  en  nuestro  país,  es  indis- 
pensable que  la  Sociedad  quede  domiciliada  en  nues- 
tro país,  y  sujeta  en  todas  las  obligaciones  que  con- 
traiga y  derechos  que  adquiera,  á  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  del  País. 

Es  esta  la  segunda  observación  que  hago  á  los  mis- 
mos Estatutos;  pues  creo  que  V.  E.  no  debe  autorizar 
la  Sociedad,  mientras  no  fije  aquí  su  domicilio  y  la 
residencia  de  su  directorio.  Este,  según  el  art.  18  de 
los  Estatutos,  debe  reunirse  en  Paris;  y  no  basta  que 
uno  de  sus  miembros,  como  lo  dispone  el  art.  14  de 
los  mismos,  pueda  residir  en  la  República  Argentina, 
pues  dará  ello  lugar  á  que,  dependiendo  su  acción  del 
Directorio  de  Paris,  se  encuentre  obstaculizada  ó  im- 
pedida por  las  resoluciones  de  aquel  Directorio. 

Según  el  art.  3°  de  los  Estatutos  de  la  Sociedad, 
debe  durar  50  años  y  según  el  art.  40  de  los  mis- 
mos de  los  productos  líquidos  previa  deducción  de  los 
cargos  ó  sea  de  los  beneficios  sociales  debe  distribuir- 
se el  20  ^  o  á  los  primeros  accionistas,  suscritores  de 
las  850  acciones  que  componen  el  capital  constituti- 
vo de  la  Sociedad;  lo  que  es  contrario  á  la  disposi- 
ción del  art.  321  de  nuestro  Código  de  Comercio,  que 
prohibe  que  los  fundadores  de  una  Sociedad  anóni- 
ma, puedan  reservarse  prima  ó  ventaja  alguna  que 
exceda  del  10  «  o  del  capital  ó  de  las  utilidades  realiza- 
das ó  líquidas  y  por  un  término  mayor  de  diez  años. 

Por  fin,  debiendo  considerarse  esta  Sociedad  como 
una  Sociedad  nacional,  según  la  disposición  citada  del 
art.  286  del  Código  de  Comercio,  no  podrían  aprobar- 
se sus  Estatutos  ni  ser  reconocida  como  persona  ju- 
rídica sino  declarándose  que  está  sujeta,  como  las  de- 
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más  Sociedades  nacionales  á  todas  las  disposiciones 
de  nuestro  Código  de  Comercio  y  demás  leyes  dicta- 
das ó  que  se  dictaren  que  sean  obligatorias  para  las 
Sociedades  anónimas. 

No  habiendo  sido  además  ordenadas  por  V.  E.  las 
traducciones  que  se  acompañan  de  los  documentos 
presentados,  creo  que  V.  E.  debe  ordenar  baje  este  ex- 
pediente á  la  Escribanía  de  Gobierno,  para  que  ante 
el  Escribano  General  se  ratifique  en  ellas  bajo  jura- 
mento el  Traductor  Público  que  las  ha  hecho.— Buenos 
Aires,  Julio  4  de  1891. — Antonio  E.  Mala  ver. 

Después  de  la  vista  dada  al  apoderado  de  la  Sociedad  y  de  cumpli- 
mentarse lo  mandado  por  el  Traductor  Público,  pasó  de  nuevo  al 
Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien  se  expidió  en  los  tér- 
minos siifuientes: 

ExMO.  Señor: 

El  Código  de  Comercio  que  nos  regía  hasta  la  vi- 
gencia del  actual,  sólo  consignaba,  respecto  de  las  so- 
ciedades comerciales  formadas  en  país  extranjero,  la 
siguiente  disposición  del  2°  inciso  del  art.  398:  "Las 
Sociedades  estipuladas  en  países  extranjeros  con  esta- 
blecimiento en  el  Estado,  tienen  obligación  de  hacer 
igual  registro  en  los  Tribunales  de  Comercio  respecti- 
vo del  Estado,  antes  de  empezar  sus  operaciones".  El 
registro  exigido  por  esta  disposición,  es  el  ordenado 
en  el  art.  47  del  mismo  Código  que  dispone,  pertenece 
al  Registro  Público  de  Comercio  la  inscripción  de  las 
escrituras  en  que  se  contrae  sociedad  mercantil,  cual- 
quiera que  sea  su  objeto  y  denominación. 

El  actual  Código  de  Comercio  ha  establecido  respecto 
de  las  sociedades  constituidas  en  país  extranjero,  las 
siguientes  disposiciones: 

''Art.  285.  Las  sociedades  legalmente  constituidas 
en  país  extranjero,  que  no  tuvieren  asiento^  sucursal 
ó  cualquier  especie  de  representación  social  en  la  Re- 
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púóHca^  podrían  sin  embargo,  practicar  en  esta  los  res- 
pectivos actos  de  comercio  que  no  sean  contrarios  á 
la  ley  nacional". 

"Art.  286.  Las  Sociedades  que  se  constituyan  en 
país  extranjero  para  ejercer  su  principal  comercio  en 
la  República^  serán  consideradas  para  todos  sus  efec- 
tos como  sociedades  nacionales,  sujetas  a  las  dispo- 
siciones de  este  Código  \ 

Art.  287.  Las  Sociedades  legalmente  constituidas  en 
en  país  extranjero  que  establecieren  en  la  República 
sucursal  ó  cualquiera  especie  de  representación  social 
quedan  sujetas  como  las  nacionales  á  las  disposicio- 
nes de  este  Código  en  cuanto  al  registro  v  publica- 
ción  de  los  actos  sociales  y  de  los  mandatos  de  los 
respectivos  representantes^  y  en  caso  de  quiebra^  á  lo 
estatuido  en  el  articulo  j8j. 

Como  se  vé,  estos  tres  artículos  legislan  para  tres 
casos  diversos  en  que  pueden  encontrarse  con  relación 
á  nuestro  país,  las  sociedades  mercantiles  que  se  cons- 
tituyan en  país  extranjero.     Estos  tres  casos    son: 

1<>  El  de  las  sociedades  que  no  tengan  asiento,  su- 
cursal ó  representación  alguna  en  la  República;  en 
cuyo  caso,  aquellos  podrán  sin  embargo  ejecutar  los 
actos  de  comercio  que  no  sean  contrarios  á  la  ley  na- 
cional. 

2^  Las  Sociedades  que  se  constituyan  en  el  extran- 
jero para  ejercer  su  principal  comercio  en  la  Repúbli- 
ca; las  que  serán  consideradas  para  todos  sus  efectos 
como  Sociedades  nacionales  sujetas  á  las  disposicio- 
nes de  nuestro  Código. 

3°  Las  Sociedades  constituidas  en  el  extranjero  que 
establezcan  en  la  República  sucursal  ó  cualquier  es- 
pecie de  representación  social;  las  que  quedan  sujetas 
como  las  nacionales,  á  las  disposiciones  de  nuestro 
Código,  sólo  en  cuanto  al  registro,  publicación  de  las 
actos  sociales,  mandatos  de  sus  representantes  y  res- 
ponsabilidad   de  éstos  para  con  los  terceros. 
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Al  estudiar  los  Estatutos  de  la  Sociedad  anónima 
San  Juan,  constituida  en  Francia  para  ejercer  sus  ope- 
raciones exclusivamente  en  la  República,  me  pareció 
indudable  que  ella  estaba  comprendida  en  la  disposi- 
ción del  art.  286  antes  transcripto,  que  cuando  sea 
considerada  para  todos  sus  efectos  como  una  Socie- 
dad nacional,  sujeta  á  las  disposiciones  de  nuestro  Có- 
digo de  Comercio. 

Si  nuestra  Ley  manda  que  una  Sociedad  sea  con- 
siderada, para  todos  sus  efectos,  como  una  Sociedad 
nacional  y  sujeta  á  nuestra  ley  mercantil,  me  pa- 
reció también  indudable  que  tal  sujeción  debía  empe- 
zar desde  el  momento  de  su  formación,  y  que  le  eran 
aplicables  por  consiguiente  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 318  y  321  y  demás  relativos  á  la  Sociedad 
de  igual  clase  constituida  en  la  República. 

No  podía  pensar  que  á  dicha  Sociedad  San  Juan, 
fuese  aplicable  la  disposición  del  art.  287,  también  an- 
tes transcripto;  porque  este  artículo  se  refiere  á  las 
Sociedades  extranjeras  que  estableciesen  en  la  Re- 
pública una  sucursal  ó  cualquier  especie  de  represen- 
tación social^  y  aquella  Sociedad  no  se  hallaba  en  es- 
te caso,  sino  que  ha  sido  formada  para  ejercer  su 
principal,  su  único  comercio  en  la  República,  que  es 
el  caso  previsto  en  el  art.  286. 

Las  observaciones  que  presenta  á  V.  E.  el  Sr.  Dr. 
Rosa  en  el  escrito  qne  precede,  convenciéndose  de  que 
seria  imposible  que  Sociedades  constituidas  en  país  ex- 
tranjero, dejen  de  tener  su  Directorio  en  el  país  de 
sil  constitución,  de  que  existen  ya  en  el  país  Socie- 
dades análogas,  que  han  sido  admitidas  con  un  Di- 
rectorio local  en  la  República  y  que  es  dtl  mayor  inte- 
rés para  nuestro  país  no  oponer  dificultades,  fuera  de 
las  que  necesariamente  nazcan  de  nuestras  leyes,  á  la 
importación  de  capitales  extranjeros,  he  vuelto  á  es- 
tudiar las  recordadas  disposiciones  de  nuestro  Código 
de  Comercio  en  las  fuentes  de  que  han  sido  tomadas 
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para  procurar    determinar  bien  el  alcance    que  nues- 
tro legislador  ha  querido  darles. 

Los  artículos  285  á  287  de  nuestro  Código  de  Co- 
mercio han  sido  tomados  del  art.  267  del  Proyecto 
de  Código  de  Comercio  del  Sr.  Dr.  Segovia  aunque 
con  alguna  variación. 

Así  el  art.  286  de  nuestro  Código  es,  sin  duda  el 
último  párrafo  del  citado  artículo  287  del  Sr.  Sego- 
via que  dice  así: — "  Las  Sociedades  anónimas  consti- 
tuidas en  países  extranjeros,  que  tengan  en  la  Repú- 
blica su  domicilio  y  el  objeto  principal  de  su  giro^  se 
considerarán  como  Sociedades  nacionales  y  estarán 
sujetas,  aún  en  cuanto  á  la  forma  y  validez  del  acto 
constitutivo  de  las  mismas,  á  todas  las  disposiciones 
del  presente    Código." 

Se  observa  en  el  artículo  286  de  nuestro  Código 
que  se  ha  suprimido  la  frase  su  domicilio^  que  en  el 
del  Dr.  Segovia,  sé  exije  conjuntamente  con  el  requi- 
sito de  que  la  Sociedad  sea  formada  para  ejercer  su 
giro  principal  en  la  República. 

La  disposición  del  Sr.  Dr.  Segovia,  que  es  casi  textual 
á  la  del  último  inciso  del  art.  230  del  Código  de  Comer- 
cio Italiano,  es  perfectamente  lógica;  porque  tratándo- 
se de  Sociedades  domiciliadas  en  nuestro  país,  y  for- 
madas para  ejercer  en  él  su  principal  comercio,  deben 
constituirse  y  funcionar  con  sujeción  á  nuestra  ley, 
no  obstante  que  hayan  sido  pactadas  ó  convenidas  en 
países  extranjeros. 

Pero,  cuando  la  Sociedad  ha  sido  formada  y  que- 
da domiciliada  en  país  extranjero,  me  parece  que  no 
es  posible  aplicarle  en  todo  su  vigor  la  letra  del  art. 
286  de  nuestro  Código. 

La  ley  Belga  sobre  Sociedades,  de  18  de  Mayo  de 
1873,  consigna  entre  sus  disposiciones  la  siguiente: 

"  Art.  129.  Las  Sociedades  cuyo  principal  estable- 
i  n  iento  se  halle,  en  Bélgica^  quedarán  sometidas  á  la 
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ley  Belga,  aun  en  el  caso  en  que  la  escritura  dj  cons- 
titución se  haya  celebrado  en  país  extranjero. 

"  Art.  130.  Los  artículos  relativos  á  la  publicación 
de  escrituras  y  balances,  y  el  art.  66  serán  aplica- 
bies  á  las  Compañías  extranjeras  que  funden  en  Bél- 
gica una  sucursal  ó  establecimiento  cualquiera  de  ope- 
raciones. 

**  Las  personas  encargadas  de  la  dirección  del  Es- 
tablecimiento Belga,  quedarán  sometidas  respecto  de 
terceras  personas  á  la  misma  responsabilidad  que  se 
dirigiesen  una  Compañía  Belga. 

El  art.  1 29  de  la  ley  Belga  que  acabo  de  copiar,  pone 
el  caso  en  que  precisamente  se  encuentra  la  Sociedad 
San  Juan,  la  que  fundada  y  domiciliada  en  el  extran- 
jero, establece  su  giro  ó  comercio  en  nuestro  país,  y 
la  somete  á  la  ley  del  país,  debiéndose  entender  que 
esta  sumisión  no  es  en  cuanto  á  su  constitución  si- 
no en  cuanto  á  su  funcionamiento. 

Las  disposiciones  establecidas  por  nuestro  Código 
de  Comercio  respecto  de  Sociedades  extranjeras,  de- 
ben en  mi  opinión,  ser  interpretadas  de  acuerdo  con 
los  principios   del  Derecho  Intei  nacional  Privado. 

Nuestro  Código  Civil  establece  algunas  reglas  al 
respecto. 

**  Las  formas  y  solemnidades  de  los  contratos  y  de 
todo  instrumento  público,  dispone  el  art.  12  son  re- 
gidas por  las  leyes  del  país  donde  se  hubiesen  otor- 
gado. 

"Los  contratos  celebrados  en  la  República  ó  fuera 
de  ella  dispone  el  art.  120  que  deben  ser  ejectUados 
en  el  territorio  del  Estado,  s^kn  juzgados  en  cuan- 
to ásu  validez,  naturaleza  y 'efectos  por  las  Leyes 
de  la  República,  sean  los  contratantes  nacionales  ó  ex- 
tranjeros.'' 

"  Otra  regla  ilustrativa  del  mismo  principio  general 
dice  Story,  es  que  la  ley  del  lagar  del  contrato  debe 
regir  en  cuanto  á  Ja  naturaleza,  la  obligación  y  la  in- 

?8 
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terpretacióñ  del  contrato:  /ocus  contracttis  rtgit  actum 

Primero,  en  cuanto  á  la  naturaleza  del 

contrato  por  la  cual  se  entienden  las  calidades  que 
propiamente  le  pertenecen,  y  que  por  ley  ó  costumbre 
siempre  lo  acompañan  ó  le  son  inherentes/'  (Conflic- 
to de  las  Leyes— Traducción  de  C.  Quiroga  tomo  í° 
no  263,  página  420.) 

"Las  reglas  tomadas  yá  en  consideración,  dice  más 
adelante,  suponen  que  la  ejecución  del  contrato  debe 
tener  lugar  donde '  se  hace,  ya  expresamente  ó  por 
tácita  implicencia.  Pero  cuando  el  contrato,  ya  ex- 
presa ó  tácitamente  ha  de  efectuarse  en  algún  otro 
lugar,  la  regla  general  es  de  conformidad  con  la 
presente  intención  de  las  partes,  de  que  el  contrato, 
en  cuanto  á  su  validez,  naturaleza,  obligación  ó  in- 
terpretación, ha  de  regirse  por  la  ley  del  lugar  de  su 
ejecución.  Este  es  un  resultado  de  la  justicia  natural, 
y  la  ley  Romana  lo  ha  adoptado  como  máxima. 
Esta  regla  fué  plenamente  reconocida  y  justificada  por 
la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos  en  un  caso 
reciente,  en  que  la  Corte  dijo  que  el  principio  general 
relativo  á  los  contratos  hechos  en  un  lugar  para 
ejecutarse  en  otro,  era  bien  establecido,  y  que  estos 
deben  regirse  por  las  leyes  del  lugar  de  su  ejecución 
(Ibidem,  N^  280  pag.  4b0). 

Ocupándose  el  Dr.  Alcorta  de  las  disposiciones 
de  nuestro  Código  Civil  respecto  de  este  punto,  y 
entre  ellos  de  la  del  art.  1209  dice  que,  la  solución 
establecida  en  dicho  art.,  responde  á  la  doctrina  de 
la  ley  de  la  ejecución  sostenida  por  Story  'y  jpor  Sa- 
vigny;  y  agrega  que:  *E1  Congreso  Sud-Americano 
de  Derecho  Internacional  Privado  reunido  en  Monte- 
video, se  bcüpa  en  los  artículos  32  y  39  del  Proyecto 
de  Tratado  S9bre  Derecho  Civil  Internacional;  y  en 
ellos  se  acepta  para  todt)  lo  referente  á  la  validez  y 
á  los  electos  de  la  ley  del  lugar  del  cumplimiento  ó 
eje(:u'ción,  siguiendo  la  doctrina  de   Savigny,  y  resol- 
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viendo  las  diferentes  cuestiones  á  que  dá  lugar"'.  (Al- 
corta  Derecho  Internacional  Privado,  tomo  2<^  pag.  343.) 

Según  estos  principios  y  aplicándolos  al  caso  de 
la  Sociedad  **San  Juan"  constituida  en  Francia  por 
personas  domiciliadas  ó  residentes  en  ella,  no  podría 
exigírseles  que  al  tiempo  de  contraerlo  y  constituirlo, 
se  hubieran  sometido  á  nuestras  leyes,  que  no  podrían 
tener  presente;  sino  á  la  ley  del  lugar  en  que  cele- 
braron su  contrato. 

• 

Pero  es  también  indudable  que,  debiendo  dicha 
Sociedad  ejercer  su  comercio  ó  industria  en  nuestro 
país,  que  debe  quedar  sujeta  á  nuestras  leyes  y  á  la 
jurisdicción  de  nuestros  Tribunales  respecto  de  todos 
los  actos,  contratos  y  obligaciones  que  celebre  en 
nuestro  territorio;  y  que  el  domicilio  de  la  misma 
Sociedad,  en  cuanto  á  dichos  contratos  y  obligaciones, 
debe  considerarse  establecido  en  nuestro  país,  de 
acuerdo  con  lo  disf)uesto  por  nuestras  leyes. 

No  insistiré  pues  en  mérito  de  las  observaciones 
que  preceden,  en  las  dos  priineras  observaciones  que 
en  mi  anterior  informe  opuse  á  la  aprobación  de  los 
Estatutos  de  la  Sociedad  ''San  Juan";  y  estando  con- 
forme su  representante  con  la  tercera  y  última  de 
esas  observaciones,  concluiré  manifestando  á  V.  E. 
que  dichos  Estatutos  podrían  ^er  aprobados  con  las 
siguientes  condiciones. 

\^  Que  la  Socieclad  **San  Juan",  en  cuanto  se  re- 
fiere á  su  funcionamiento  como  Sociedad  Anónima* 
debe  estar  sujeta  á  todas  las  disposiciones  que  respecto 
de  tales  sociedades  establece  nuestro  Código  de  Co- 
mercio, y  á  las  que  se  establecieren  por  las  leyes 
que  en  adelante  se  dictaren  y  que  sean  obligatorias 
para  esa  clase  de  sociedades; 

2"  Que  respecto  •de  los  actos  y  contratos  que  cele- 
brare y  de  las  obligaciones  de  cualquier  género  que 
contrajere  en   nuestro  país,   há  de  considerarse    para 
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todos  sus  efectos  domiciliada  en   él  y  sujeta  á  la  ju^ 
ridicción  dé  nuestros  Tribunales; 

Y  3^  que  en  cuanto  á  la  repartición  de  las  utilidades 
ó  beneficios,  queda  especialmente  sujeta  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  364  del  mencionado  Código  de  Comercio, 
bajo  la  responsabilidad  que  él  establece;  y  que  en  di- 
cha repartición  de  beneficios,  ni  bajo  otra  forma  al- 
guna, podrán  los  socios  fundadores  obtener  mayores 
ventajas  que  las  que  le  acuerda  el  art.  32 1  del  mismo 
citado  Código. — Buenos  Aires,  Diciembre  12  de  1891. 
— Antonio  E.   Malaver. 

Después  de  evacuada  por   el   interesado,  la  vista   que  se  le  coc« 
ñrió,  el  Ministro  del  Interior  pasó  el  expediente  al  de  Justicia  ' 
en  Febrero  18  de  1993. 

Pasó  á  dictamen  delSr.  Procurador  del  Tesoro,  quien  se  expidió  así. 

ExMO,  Señor: 

En  vista  de  la  conformidad  de  los  interesados  con 
las  condiciones  establecidas  por  el  Sr.  Procurador  Ge- 
neral de  la  Nación,  pienso  que  V.  E.  puede  aprobar 
los  presentes  estatutos. — ^Estudio  Marzo  7  de  1892. 
— E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Departamento  del  Justicia. 

Marzo  14  de  1892. — Vistos  los  documentos  que  se 
acompañan  de  fs.  39  á  .49  vuelta  de  este  expediente, 
relativos  á  la  constitución  de  la  Sociedad  Anónima  de 
"San  Juan  Misiones  R,  A/'  en  la  asamblea  general 
de  accionistas  celebrada  en  París,  el  día  12  de  Enero 
de   1891; 

Y -teniendo  la  conformidad  del  Representante  de  la 
Sociedad  con  las  observaciones  que  contiene  el  último 
dictamen  del  Sr*  Procurador  General  de  la  Nación; 
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£1  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

Art.   \^  Queda  reconocida  en  el  carácter  de  persona 
jurídica,  á  los  efectos   del  derecho,  la  Sociedad  Anó- 
nima "San  Juan  Misiones  R.  A."  fundada  en  París  el 
12  de  Febrero  de  1891. 

Art.  2^  Apruébanse  los  Estatutos  de  la  Sociedad 
referida,  bajo  las   condiciones  siguientes: 

1^  La  Sociedad,  en  cuanto  se  refiere  á  su  funciona- 
miento como  Sociedad  Anónima,  estará  sujeta  á  todas 
las  disposiciones  que  respecto  de  tales  Sociedades  es- 
tablece el  Código  de  Comercio  y  á  las  que  se  estableciesen 
por  las  leyes  que  en  adelante  se  dictaren  y  que  sean 
obligatorias  para  la  misma   clase  de  sociedades. 

2®  Para  todos  los  efectos  y  contratos  que  celebre 
y  de  las  obligaciones  de  cualquier  género  que  con- 
traiga en  la  República,  se  considerará  domiciliada  en 
ella  y  sujeta  á    "la  jurisdicción'^  de    sus   Tribunales. 

3<>  En  cuanto  á  la  repartición  de  las  utilidades  ó 
beneficios,  queda  especialmente  sujeta  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  364  del  mencionado  Código  de  Comercio 
bajo  la  responsabilidad  que  él  establece,  y  ni  en  dicha 
repartición  de  beneficios,  ni  bajo  otra  forma  alguna, 
podrán  los  socios  fundadores  obtener  mejores  venta- 
jas que  las  que  el  art.  321  del  mismo  Código  permite. 

Art.  3°  Previa  reposición  de  sellos,  legalícense  por 
Secretaría  las  copias  que  se  permitirá  tomar  al  inte- 
resado; comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Registro 
Nacional. — PELEGRINI. — Juan    Balestra, 
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Varios  vecinos  de  la  Colonia  aLas  Garsas»,— solicitan  exo- 
neración de  sellos  en  las  escrituraciones  ante  la  Escri- 
banía de  Gobierno. 

En  17  de  Junio  de  1891,  la  Dirección  de  Tierras  y  Colonias,  elevó 
al  Ministerio  del  Interior,  un  expediente  iniciado  por  D.  Ful— 
gencio  Sevilla  en  i*epresentación  de  varios  colonos  de  la  Colonia 
"Las  Garzas,"  solicitando  la  escrituración  definitiva  de  los  lotes 
que  ocupan,  agrej^ando,  que  tropiezan  con  la  dificultad  de  la 
interpretación  que  el  Escribano  de  Gobierno  dá  á  la  ley  de  sellos 
vigente*  por  lo  que  resulta,  que  dichos  colonos  tendrán  que  pa- 
gar por  sellos,  un  valor  que  excede  en  cinco  ó  seis  veoes  el  de 
la  tierra  que  les  fué  concedida. 

El  Ministerio  del  Interior,  pasó  esta  solicitud  al  de  Hacienda  pa- 
ra su  resolución  y  éste,  pidió  informe  á  la  Dirección  («eneral 
'^e  Rentas,  la  cual  manifestó:  que  en  todos  los  casos  en  que  ten- 
ga lugar  la  trasmisión  de  la  propiedad  á  favor  de  los  colonos^ 
debe  fijárseles  un  precio,  á  los  efectos  de  la  ley  de  sellos,  en  la 
escala  respectiva;  por  ejemplo:  si  el  lot'i  de  'a  tierra  adquirida 
vale  $  200,  el  sello  á  usarse  e  i  la  escrituración,  será  el  de  0,25 
centavos  por  foja,  aunque  en  el  decreto  de  donación  no  se  hu- 
biera fijado  el  precio. 

La  Contaduría  General,  opinó  de  conformidad  con  la  Dirección  de 
Rentas. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  lo  que  sigue: 

ExMO.  Señor: 

Pienso  como  la  Dirección  General  de  Rentas,  y  en 
tal  virtud  mi  dictamen  es  que  V.  E.  resuelva  en  el 
sentido  que  dicha  repartición  aconseja.  —  Setiembre  5 
de  1891. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 


Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1891. — Resultando 
de  los  antecedentes  de  este  asunto: 

1°  Que  D.  Fulgencio  Sevilla^  como  apoderado  de 
algunos  Colonos  de  la  Colonia  "Las  Garzas"  se  pre- 
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sentó  á  la  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  ex- 
poniendo: que  sus  poderdantes,  vecinos  y  pobladores 
desde  1882,  habiendo  obtenido  del  Gobierno  la  dona- 
ción de  un  lote  de  terreno  de  cien  hectáreas  respec- 
tivamente, cuya  donación  se  decretó  por  el  Ministerio 
del  Interior  el  año  ppdo. 

2^  Que  al  ir  á  efectuar  la  escrituración  ordenada, 
el  Escribano  de  Gobierno  exije,  según  la  interpreta- 
ción que  dá  al  artículo  21  de  la  ley  de.cSellos  en  vi- 
gencia, la  reposición  de  f  80  en  cada  escritura,  sin 
incluir  los  sellos  de  trámite  y  el  valor  de  sus  hono- 
rarios. 

3<^  Que  á  mérito  de  la  imposibilidad  en  que  se  ha- 
llan los  referidos  colonos,  por  su  pobreza,  de  satis- 
facer impuestos  de  esta  naturaleza,  pide  el  recurrente 
se  les  exonere  del  pago,  y 

I .  ■     * 

considerando: 

1^  Que  la  interpretación  dada  por  el  Escribano  de 
Gobierno  al  art.  2 1  de  la  ley  de  Sellos,  es  la  correc- 
ta, pero  no  aplicable  al  caso  ocurrente,  que  cae  bajo 
la  prescripción  del  art.  22  de  la  misma  que  excep- 
túa del  pago  de  ese  alto  sello,  las  tierras  acordadas 
á  colonos  que  deben  pagarlas  según  la  escala  de  va- 
lor, con  prescindencia  del  tiempo. 

2^  Que  hay  conveniencia  pública  en  facilitar  la  ra- 
dicación de  los  colonos,  removiendo  todo  obstáculo 
que  pueda  impedirla  y  que  no  habría  equidad  en  obli- 
garles á  pagar  impuestos  á  veces  mayores  que  el  va- 
lor de  la  tierra,  que  les  concede  el  Gobierno,  como 
premio  á  su  constancia  y  labor. 

Por  estas  consideraciones  y  las  concordantes  de  los 
informes  producidos 
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El  Pr  es  ¿denle  provisorio  dd  Senado^  en  ejercicio  del 
Poder  Ejecutivo — 

decreta: 

Art.  1°  Toda  vez  que  hayan  de  escriturarse  terre- 
nos que  el  Gobierno  dona  á  los  colonos  y  que  no  tie- 
nen valor  determinado,  la  Oficina  de  Tierras  y  Colo- 
nias procederá  á  justipreciar  el  valor  de  la  tierra  do- 
nada, en  la  época  de  su  escrituración  y  se  procederá 
al  cobro  del  impuesto  de  sellos,  en  la  escala  que  la 
ley  fija. 

Art  2°  Comuniqúese  á  la  Contaduría  General,  á  la 
Oficina  de  Tierras  y  Colonias,  á  la  Escribanía  de  Go- 
bierno y  pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  para 
su  conocimiento  y  efectos, — E.  Nouguez. — Vicente  F. 
López. 


El  Vicd-Gónsul  Británico  ea  el  Rosario, -- sobre  la  obliga- 
ción que  le  imponen  las  autoridades  judiciales  de  Santa 
Fó  de  dirigirse  por  escrito  á  ellas   en  papel    sellado. 

Kl  Sr.  M¡ni>tro  de  S.  M.  Británien,  presentó  con  fecha  17  de  Ju- 
nio (le  1891  una  queja  ante  ei  Departamento  de  Relaciones  Ex- 
teriores, con  motivo  de  una  resolución  adoptada  por  las  auto- 
ridades judiciales  de  Santa  Ké,  declarando  que  el  Vice-Cóneul 
Británico  en  el  Rosario  debía  dirigirse  al  Sr.  Juez  de  1*  Ins- 
tancia de  dicha  ciudad  en  papel  sellado  por  valor  de  cincuenta 
centavos. 

Va  en  seguida  el  dictamen  del  í^r.  Procurador  General  y  la  reso- 
lución sobre  la  materia. 

ExMO.  SeSor: 

S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  S.  M.  B.  se   queja  en  la 
comunicación    que  precede  de  una    sentencia  del  Su- 
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perior  Tribunal  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  por  la 
que  se  ha  decidido,  confirmando  un  fallo  del  Juez  de 
1*  Instancia  Dr.  D.  Serafín  Alvarez,  que  el  Sr.  Vice- 
cónsul inglés  residente  en  el  Rosario,  debe  dirigir  sus 
comunicaciones  oficiales  á  dicho  Sr.  Juez  en  papel 
sellado  de  valor  de  cincuenta  centavos,  y  consideran- 
do insostenible  tal  pretensión  de  parte  de  las  autori- 
dades provinciales,  insinúa  á  V.  E.  imparta  sus  ór- 
denes á  fin  de  hacerla  cesar. 

Las  decisiones  de  los  Tribunales  de  Provincia,  no 
están  sometidas  por  nuestra  Constitución,  á  una  re- 
forma cualquiera  que  ella  sea,  p(jr  parte  de  V.  E.  y 
no  creo,  en  consecuencia  que  esté  en  manos  del  Po- 
der Ejecutivo  Nacional  deferir  á  la  indicación  del  Sr. 
Ministro  de  S.  M.  B. 

Ella  se  funda  sin  duda,  en  los  privilegios  y  exen- 
ciones de  que  deben  gozar  los  Ministros  Diplomáticos 
y  los  Cónsules  y  Vice-Cónsules  de  las  Naciones  ex- 
tranjeras acreditados  ante  nuestro  Gobierno.  Pero,  la 
ley  que  en  el  caso  ocurrente  ninguna  facultad  ha  atri- 
buido á  V.  E.  dá  á  la  Suprema  Corte  Nacional  ju- 
risdicción originaria  en  1*  Instancia,  para  conocer 
^  de  las  causas  en  que  se  versen  los  privilegios  y 
*^  exenciones  de  los  Cónsules  y  Vice-Cónsules  extran- 
"  jeros  en  su  carácter  ptUflicor  (artículo  1®,  inciso  4^ 
de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863  sobre  juris- 
dicción y  Competencia  de  los  Tribunales  Nacionales.) 

El  Sr.  Calvo,  ocupándose  de  los  derechos  de  los 
Cónsules  en  su  Dictionnaire  de  Droit  International 
tomo  1,  página  192,  dice  que  los  Cónsules  "  están 
"  exentos  de  toda  contribución  personal  y  directa,  de 
"  todo  servicio  personal  y  del  alojamiento  de  militares*': 
por  lo  que  creo  que  deben  estarlo  en  sus  comunica- 
ciones oficiales,  del  uso  del  papel  sellado. 

Pero,  lo  repito;  no  creo  que,  entre  las  atribuciones 
de  V.  E.  se  halla  la  de  enmendar  la  resolución  del 
Superior  Tribunal  de  Santa  Fé;  sino  que,  el  Sr.  Vice 


~  4A6  — 

Cónsul  inglés  del  Rosario,  debe  dirigir  su  acción  ante 
la  Suprema  Corte  Federal  promoviendo  la  demanda 
correspondiente  contra  dicha  resolución,  á  fin  de  que 
ese  alto  tribunal  la  deje  sin  efecto. — Buenos  Aires,  Ju- 
nio 5  de  1891. — Antonio  E.  Mvlaver. 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Junio  26  de  1891, — Con  copia  del 
precedente  dictamen  diríjase  á  la  Legación  de  S.  M.  B. 
la  nota  acordada,  y  copia  de  la  misma  al  Procurador 
General  de  la  Nación. — Costa. 


La  ssociedad  Hipódromo  Nacional, — consulta  sobre  el  esta- 
blecimiento de  una  Agencia  de  apuestas  mutuas  de  ca- 
rreras con  pago  sólo  de  patente  de  Hipódromo. 

La  Sociedad  anónima  Hipódromo  Nacional,  se  presentó  al  Minis- 
terio de  Hacienda  en  26  de  Junio  de  1891  exponiendo:  que  ha- 
oía  abonado  la  patente  de  $  50.000  que  corresponde  por  ley  pe- 
ro que  no  abrió  entonces  la  Agencia  de  apuestas  mutuas  y  con- 
sulta si  es  hoy  un  inconveniente  el  abrirla. 

Después  de  oída  la  Dirección  General  de  Rentas,  la  Contaduría 
informó  también  negativamente,  diciendo  que  si  la  Ofícina  que 
se  trata  de  establecer  no  es  la  que  funciona  dentro  del  Hipó- 
dromo mismo,  debe  abonar   nuevas  patentes. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  quien  se  expidió 
en  estos   términos: 

ExMO.  Señor: 

El  inciso  7o  del  art.  1°  de  la  ley  n®  2775,  modifi- 
cando la  ley  de  Patentes  sancionada  para  1891,  dice 
textualmente:  **  los  hipódromos  sin  excepción,  casas 
de  remate,  de  partidos  de  pelotas,  de  carreras  y  de 
apuestas  mutuas,  pagarán  una  patente  fija,  anual,  de 
cincuenta  mil  pesos.    Esta  patente  será  satisfecha  por 
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las  casas  ó  establecimientos  existentes  en  el  mes  de 
Febrero,  y  no  podrá  abrirse  ninguna  nueva  casa  de 
este  género,  sin  el  previo  pago  déla  patente  íntegra. 
En  presencia  de  esta  disposición,  creo  que  no  cabe 
duda  sobre  la  obligación  de  abonar  patente  por  cual- 
quier oficina  de  apuestas  de  carreras  que  el  Hipódro- 
mo Nacional  pretende  establecer,  á  excepción  de  la 
oficina  de  boletos  que  funcione  dentro  del  Hipódromo 
mismo;  como  lo  indica  acertadamente  la  Contaduría 
General. — Estudio,  Julio  21  de  1891. — E.  GARríA  Mé- 

ROU. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Octubre  7  de  1892. — No  pudiéndose  hacer  efectiva 
la  reposición  de  sellos  ordenada  á  pesar  de  las  notifi- 
caciones hechas  al  interesado,  archívese. 


El  Dr.  Salvador  J.  Socas, — sobre  su  garantía  personal  para 
que  sea  puesto  en  libertad  el  condenado  Miguel  Gonia- 
les. 

En  Junio  18  de  1891,  el  Dr.  D.  Salvador  J.  Socas,  Defensor  del  con-- 
denado  Miguel  González,  acudió  al  Ministerio  de  Justicia  mani- 
festando que  habiéndole  acordado  á  su  defendido,  en  el  expe- 
diente respectivo,  la  conmutación  de  la  pena  por  una  suma  de  di- 
nero que  determinaría  el  Juez  déla  causa,  ofrecía  su  garantía 
personal  por  la  suma  que  el  referido  Juez  estableciera  y  se  pu- 
siera en  libertad  al  preso. 

Pasó  al  Jefe  de  la  Ofícina  de  Entradas  y  Salidas,  para  que  extrac- 
tase los  antecedentes  del  asunto  y  resultó  entre  otros  particu- 
lares, que  el  González  condenado  en  rebeldía  á  2  años  de  tra- 
bajos forzados  por  el  Juzgado  Federal  de  Entre  Rios,  se  había 
constituido  en  prisión  en  el  Departamento  Central  de  Policía, 
de  la  Capital,  donde  se  hallaba  á  disposición  del  Ministerio  de 
Justicia  y  que  en  tal  virtud  en  15  de  Junio,  tomando  en  cuenta 
las  circunstancias  del  caso  y  que  el  reo  acatando  el  fallo  conde- 
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natorio  se  había  presentado  preso,  el  Poder  £;jecutivo  le  había 
conmutado  la  pena  de  trabajos  foi*zados  por  la  pecuniaria,  en  la 
forma  expuesta  por  el  Defensor  y  que  se  había  remitido  el  expe- 
diente al  Juez  de  la  causa  á  sus  efectos. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.   Procurador  General   de  la  Nación  quien 
se  expidió  en  estos  términos; 

ExxMO.  Señor: 

Habiéndose  servido  V.  E.  conmutar  la  pena  impuesta 
á  D.  Miguel  González  por  el  Sr.  Juez  Federal  de  Entre 
Ríos,  una  vez  que  se  presentó  en  el  Departamento  de 
Policía  de  esta  Capital,  por  pena  pecuniaria,  en  vez 
de  la  de  trabajos  forzados  á  que  había  sido  condena- 
do, no  veo  inconveniente  para  que  sea  dicho  preso 
excarcelado  mediante  la    fianza  que  se  ofrece. 

La  excarcelación  bajo  fianza  está  admitida  por  nues- 
tro Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  cuando 
el  hecho  que  motiva  fa  prisión  tenga  sólo  pena  pecu- 
niaria. (Art.  376.) 

La  fianza  que  en  este  caso  corresponde  es  la  de 
juzgado  y  sentenciado^  esto  es,  la  de  pagar  la  pena 
pecuniaria  que  el  Juzgado  señala  y  la  multa  que  im- 
ponía la  sentencia;  todo  de  acuerdo  con  el  decreto  de 
conmutación. 

En  cuanto  al  fiador  propuesto,  toca  á  V.  E.  resol- 
ver sobre  su  aceptación. — Buenos  Aires,  Junio  30  de 
189L — Antonio   E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Julio  16  de  1891. — Pase  al  Encar- 
gado del  Registro  de  Fianzas  de  Excarcelación,  á  fin 
de  que  extienda  la  que  ofrece  el  Dr.  Socas,  y  una 
vez  practicada  esta  diligencia,  líbrese  la  orden  de  li- 
bertad del  reo  González,  dando  el  correspondiente  avi- 
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SO  al  Juez  de  la  causa.  Hágase  saber  al  recurrente, 
previniéndose  que  la  fianza  se  otorgará  por  seis  mil 
pesos    moneda    nacional. — PELLEGRINI. — J.   Carba- 

LLIDO. 


B.  S.  Fergussons,— sobre  la  forma  de  pago  de  un  decomiso. 

El  19  de  Junio  de  1891  la  Dirección  General  de  Rentas  elevó  al 
Ministerio  de  Hacienda  el  reclamo  interpuesto  por  el  comercian- 
te del  Rosario  D.  B.  S.  Fergussons  para  que  no  se  le  cobrara  el 
importe  de  un  decomiso  mitad  á  oro  y  mitad  á  papel,  como  dis- 
puso el  decreto  de  31  de  Octubre  del  año  anterior,  sino  con  arre 
glo  á  las  disposiciones  que  regían  en  la  época  que  tuvo  lugar 
la  introducción  de   las  mercaderías. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesuro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Con  arreglo  á  lo  expuesto  en  los  anteriores  infor- 
mes que  se  ajustan  á  una  correcta  interpretación  de 
,las.  disposiciones  legales,  considero  procedente  el  recla- 
mo del  Sr.  Fergussons  y  debe  devolvérsele  la  suma 
que  resulte  en  su  favor  en  la  contra  liquidación  que 
corresponde  practicar. 

¿Pero  debe  el  Poder  Ejecutivo  efectuar  la  devolu- 
ción de  estas  sumas,  sin  adoptar  una  resolución  gene- 
ral que  obligue  á  tramitar  en  términos  breves  los  re- 
clamos de  esta  clase,  impidiendo  que  queden  rezaga- 
dos de  un  año  para  otro  ? 

Me  limito  á  apuntar  la  necesidad  de  dictar  una  re- 
glamentación al  respecto,  que  la  Dirección  General  de 
Rentas  podría  formular  en  vista  de  los  inconvenientes, 
que  ella  misma  ha  tenido  ocasión  de  apreciar  en  nu- 
merosos casos. —Buenos  Aires,  Julio  8  de  1891.^ — 
E.  García  Mérou. 
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Resolución 


Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1892. — No  habiéndo- 
se repuesto  los  sellos,  á  pesar  del  tiempo  transcurrido 
y  no  obstante  las  reiteradas  publicaciones  hechas  en 
los  diarios  de  mayor  circulación^ 


SE    resuelve: 


Dase  por  desistido  el  presente  reclamo  del  Sr.  F^- 
gussons. — E.  Hansen. 


Varios  Procuradores  Municipales, — piden  la  exoneración  de 
estampillas  en  sus  gestiones   ante  la   justicia  de  Pas. 

En  19  de  Junio  de  1891,  el  Ministerio  de  J.  C.  é  Instrucción  Pü- 
biica  remitió  debidamente  tramitado,  al  Ministerio  de  Hacienda 
un  expediente  formado  con  motivo  de  un  reclamo  de  los  Procu- 
radores Municipales  de  la  Capital,  pidiendo  exoneración  del  im. 
puesto  de  sellos  y  estampillas  en  las  gestiones  que  inicien  ante 
la  justicia  de  Paz. 

Antes  de  remitirlo  al  Ministerio  de  Hacienda,  habia  requerido  in- 
formes de  la  Dirección  General  de  Rentas  y  Procurador  del  Te- 
soro, y  la  Intendencia  lo  habia  recabado  del  Asesor  Municipal, 
los  cuales  dicen  lo  siguiente: 

La  Dirección   General  de  Rentas  informó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

En  su  virtud  política  como  rama  de  los  Poderes  Públicos  de  la 
Capital  Federal,  la  Municipalidad  está  por  el  hecho  y  no  por 
expresión  de  la  ley  escrita,  exenta  de  la  obligación  de  usar  pa- 
pel sellado  en  las  gestiones  que  entabla,  ya  sea  directamente  ó 
representada  por  el  Ministerio  público  á  quien  la  ley  acuerda 
dicha  representación. 

En  el  caso  en  cuestión,  no  es  la  Muiiicipalidad  la  que  gestiona  el 
cobro  de  las  multas,  sino  un  empresario  particular  sin  carácter 
oficial,  que  ha  conttratado  con  ella  dicho  cobro. 
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Los  cobradores  Fiscales  ad-hoc,  encaramados  del  cobro  de  los  im- 
puestos atrasados  y  multas  en  esta  Capital,  atienden  todos  los 
gastos  Procesales  con  una  parte  de  su  comisión,  porque  no  re- 
visten carácter  oñcial  alguno. 

Los  Procuradores  Municipales  deben  buscar  la  indemnización  de 
sus  gastos  en  la  condena  judicial  del  deudor  ejecutado,  ó  en  el 
Tesoro  y unicipai  si  no  consiguen  aquella;  pero  no  deben  preten- 
derla del  Tesoro  de  la  Nación,  que  contribuye  uníflcamente  por 
otros  medios  á  formar  la  renta   Municipal. 

Entre  las  excepciones  que  establece  la  ley,  no  flgura  ninguna  que 
pudiera  aplicarse  en  el    presente  caso, 

Por  las  consideraciones  expuestas,  no  debe  V.  £,  acceder  á  lo  so- 
licitado por  los  Cobradores  de  multas  municipales. 

£ste  es  el  dictamen  de  la  Dirección  de  Rentas,  con  lo  cual  cum- 
ple lo  ordenado  por  V.  E.  y  su  propio  encargo  legal  de  vigilar 
el  cumplimiento  de  la  Ley  de  Sellos.-^Dirección  General  de  Ren- 
tas, Marzo  23  de  1891  —David  Saravia. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  asi: 

ExMO.  Señor: 

Participo  de  las  opiniones  manifestadas  por  la  Di- 
rección General  de  Rentas. — Abril  2  de  1891. — José 
M.    Cantilo. 

Pasó  á  dictamen  del  Asesor  Municipal,  quien  se  expidió  asi: 
Señor    intendente: 

El  dictamen  emitido  por  el  Señur  Director  General  de  Rentas  Na- 
cionales y  aceptado  por  el  Procurador  del  Tesoro,  se  basa  en  el 
hecho  supuesto  de  que  las  multas  municipales  é  impuestos  atra. 
sados  se  cobran  por  un  empresario  particular  que  ha  contrata- 
do  con  la  Municipalidad  dicho  cobro. 

Un  empresario  de  cobranza  es  una  persona  que  mediante  una  su- 
ma determinada  se  hace  cargo  á  su  costa  de  cobrar  todas  las 
multas  perdiendo,  para  él  todas  las  que  no  cobra. 

La  Municipalidad  en  este  caso  una  vez  recibido  el  importe  por  el 
cual  ha  entregado  las  multas  é  impuestos  atrasados,  no  le  im- 
porta nada  «iel  resultado  que  tenga  su  cesionario,  desde  que  se 
ha  desprendido  de  todo  derecho  y  obligación  sobre  esos  créditos. 

Siendo  así  los  hechos,  tendría  razón  el  Seílor  Presi'lente  de  la  Di- 
rección «le  Rentas  N.icionale.s,  pero  sucede  todo  lo  contrario. 

Los  procuradores  municipales  son  mandatarios  de  la  municipalidad^ 
obran  á  su  nombre  y  la  obüí^an  con  sus  actos. 
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Si  son  condenados  en  costas,  es  la  municipalidad  quien  responde. 

En  consecuencia,  pues,  es  la  municipalidad  misma  quien  procetie 
por  medio  de  sus  procuradores. 

Obligar  á  éstos  á  poner  sellos  y  estampillas,  és  suponer  en  aque- 
lla laposibili4ad  de  abonarlos. 

Considero  que  hay  un  medio  sin  perjudicar  al  fisco  nacional,  que 
exonere  al  mismo  tiempo  á  los  procuradores  municipales  de  sellos 
y  estampillas  y  es  el  sij^uíente: 

Los  procuradores  municipales  actuarán  en  papel  común  sin  es- 
tampilla. 

Terminada  la  cuestión  en  contra  del  demandado  se  repondrán  se- 
llos y  estampillas  por  el  deudor.— Mayo  P  de  1891.— C.  B€isa* 
vilvaso. 

El  ministerio  de  Hacienda,  pidi(  informe  en  20  de  Julio  de  1891, 
á  la  Dirección  General  de  Rentas,  la  cual  expuso;  que  cuando 
produjo  su  informe  anterior,  contrario  á  la  petición  de  los  Pro- 
curadores recurrentes,  creyó  que  éstos  habían  contratado  con 
la  Municipalidad,  el  cobro  de  los  impuestos  atrasados,  median- 
te el  pago  de  un  tanto  por  cieuto  como  retribución;  pero  que 
del  dictamen  del  Asesor  Municipal,  reproducido  por  el  Procu- 
rador del  Tesoro,  se  comprueba,  que  no  se  trata  de  exceptuar 
á  contratistas  y  sí  á  los  agentes  ó  funcionarios,  que  á  nombre 
de  la  Municipalidad,  gestionen  el  percibo  de  las  multas  é  im- 
puestos ya  dichos,  compeliendo  por  la  vía  jucicial  á  los  remi- 
sos. Que  ¡a  cuestión  en  su  nueva  faz  presenta  un  aspecto  muy 
distinto  y  en  tal  virtud,  la  Dirección  acepta  los  dictámenes  pro- 
ducidos por  el  Asesor  Municipal  y  Procurador  del  Tesoro,  so- 
bre este  asunto. 

La  Contaduría  opinó:  que  no  debía  hacerse  lugar  á  la  solicitud 
de  los  recurrentes,  sobre  excepción  del  sello  y  estampilla  en  las' 
gestiones  que  inicien  ante  la  justicia  de  Paz;  que  el  argumen- 
to de  que  no  cobran  nada  á  la  Municipalidad  en  los  casos  de 
ser  ésta  condenada,  y  sólo  si  el  10  %,  cuando  consiguen  alguna 
cobranza,  no  es  subsistente  ni  prueba  nada  en  pro  de  su  pre- 
tensión, pues  ello  los  coloca  en  la  misma  condición  de  los  co- 
misionistas, que  actúan  en  las  gestiones  de  los  particulares  y 
en  las  mismas  condiciones  en  cuanto  á  retribución  como  suce- 
de en  tales  casos. 
Que  no  es  la  Mur.icipalidad,  propiamente,  la  que  actúa  como  par- 
te en  estos  asuntos,  como  sucedería  si  dichoR  Procuradores  fue- 
ran empleados  á  sueldo; 
Que  la  estampilla  que  la  ley  exige,  es  obligatoria  para  todos  los 
Procuradores,  sea  cual  fuere  el  estado  ó  categoría  del  mandante 
á  cuyo  nombre  proceden;  es  ella  la  patente  que  abonan    por  el 
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ejercicio  de  su  profesión  y  el  W  E.  no  puede  por  resolución 
propia,  destruir  esa  disposición; 

Que  esa  parte  de  ia  renta,  contribuye  además  á  la  formación  del 
cálculo  de  recursos  qus  sirven  de  base  para  la  autorización  de 
los  distintos  gastos  de  la  Administración,  y  el  Gobierno  no  pue- 
de tampoco  contribuir  á  hacer  fallar  ese  cálculo,  adoptando  re- 
soluciones que  tiendan  á    modificarle. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó    lo  que  sigue: 

ExMO.   Sector: 

De  acuerdo  con  el  anterior  informe  de  la  Contadu- 
ría General  en  todas  sus  partes,  que  doy  por  repro- 
ducido, creo  que  V.  E.  no  puede  establecer  la  excep- 
ción que  se  solicita  en  favor  de  los  Procuradores  que 
actúan  en  representación  de  la  Municipalidad  ante  la 
justicia  de  Paz,  ni  conceptúo  tampoco  aceptable  el 
temperamento  propuesto  por  el  Sr.  Asesor  de  la  Mu- 
nicipalidad, no  obstante  la  opinión  emitida  por  mi  an- 
tecesor.— Agosto   14  de  1891. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio,  Setiembre  4  de  1891. — De  acuerdo  con 
las  consideraciones  expuestas  por  la  Contaduría  Ge- 
neral en  el  informe  que  antecede  y  lo  dictaminado  por 
el  Sr.  Procurador  del  Tesoro. 

SE  resueive: 

No  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  los  Procuradores 
Municipales. 

Vuelva  á  la  Dirección  General  de  Rentas  para  su 
archivo  y  comuniqúese  lo  resuelto  al  Ministerio  de 
Justicia  Culto  é  Instrucción  Pública. — Vicente  F.  López. 


29 
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Depósito    y  muelle  de  Catalinas, — solicita   rebaja  de  la  pa- 
tente queso  le  ha  fijado. 

En  20  de  Junio  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda 
don  Francisco  Seeber  Gerente  de  los  depósitos  y  muelles  de  las 
Catalinas,  manifestando:  que  se  le  ha  impuesto  á  la  empresa 
que  representa,  una  patente  de  $  *%»  6.000,  como  depósito  de  1*  cla- 
se y  una  de  640  $  por  el  muelle  de  las  Catalinas;  que  por  cau- 
sa de  las  resoluciones  del  Ministerio,  limitando  el  giro  de  la  car- 
ga á  esos  depósitos,  desde  el  mes  de  Setiembre  ppdo.,  han  dis- 
minuido considerablemente  las  entradas  y  que,  el  decreto  im- 
pidiendo la  de^icarga  de  buques  en  la  rada,  las  suprimirá  casi 
por  completo.  Por  tales  consideraciones,  pide,  que  para  los  de- 
pósitos se  les  aplique  la  patente  más  baja  que  determina  la  ley 
y  que  la  del  muelle,  sea  suprimida  ó  reducida  á  una  cuarta 
parte. 

La  iJirección  General  de  Rentas  manifestó:  que  ei)  su  concepto  no 
debe  atenderse  este  reclamo,  porque  funcionando  el  jurado  de 
patentes,  único  tribunal  que  entiende  en  esta  clase  de  reclamos, 
el  tiempo  que  prefija  la  ley,  y  no  habiendo  el  recurrente  inter- 
puesto el  suyo,  en  la  debida  oportunidad,  hay  que  considerarlo 
extemporáneo. 

La  Contaduría  General,  expuso:  que  en  vista  de  haber  dejado  pa- 
sar la  empresa,  el  tiempo  fijado  por  la  ley,  sin  interponer  su 
reclamo,  no  debiera  ea  rigor  ser  atendida,  pero  que  atendiendo 
á  iHs  circunstancias  que  menciona,  toca  al  Ministerio  tomarlas 
en  cuenta  y  resolver  en  consecuencia,  lo  que  considere  conve- 
niente. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

Nada  tengo  que  agregar  á  lo  manifestado  por  la  Di- 
rección General  de  Rentas  y  la  Contaduría  General, 
cuyos  informes  doy  por  reproducidos. — Noviembre  10 
de  1891 — E.  García  Merou. 

Resolución — 

Ministerio,  Julio  16  de  1892. 

Siendo  atendibles  las  razones  expuestas   por  el  re- 
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cúrrente  en  la  precedente  solicitud,  así  como  lo  infor- 
mado por  la  Dirección  General  de  Rentas, 

SE  RESUELVE. 

Fíjase  la  patente  anual  para  los  depósitos  particu- 
lares denominados  "Catalinas"  en  la  suma  de  tres  mil 
pesos  moneda  nacional. 

A  sus  efectos,  pase  á  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas previa  reposición  de  sellos,  entendiéndose  que  lo 
dispuesto  en  esta  resolución  rige  para  el  año  1 89 1  so- 
lamente,— E.  Hansen.  ^MmTKr'WAR 

CaiiicTiow 

Emilio  6.  Fernandez  y  C", —piden  permiso  para  ocupar  par- 
te de  los  muelles  del  puerto  de  la  Capital. 

En  áO  de  Junio  de  1891,  ocurrieron  al  Ministerio  de  Hacienda,  los 
Sres.  Emilio  (j.  Fernandez  y  C*  manifestando,  que  pudiendo 
adquirir  dos  guinches  hidráulicos  de  los  concesionarios  de  las 
obras  del  puerto,  para  efectuar  la  flescarí^a  de  carbón,  piedra 
y  otros  artículos,  solicitan  se  les  permita  conservar  y  hacer  tra- 
bajar esos  guinches,  en  los  dos  muelles  del  extremo  Norte  del 
dique  N*»  '¿,  y  cuando  se  libre  al  servicio  público  el  dique  N°  3, 
en  los  dos  muelles  del  extremo  sud  de  este  dique;  y  que  se  les 
permita  asi  mismo,  consenrar  ^durante  un  mes,  la  parte  que 
les  convenga  de  los  materiales  que  descarnen,  en  cualquiera 
de  las  cuatro  áreas  marcadas  en  el  plano  que  se  acompaña, 
pudiendo  al  efecto  hacer  en  ellas,  un  cerco  ó  división  de  maderaa. 

La  Administración  General,  de  Rentas,  manifestó:  que  no  veía 
inconveniente,  en  que  se  conceda  depositar  los  materiales  á  que 
se  refíere  esta  solicitud,  en  el  área  de  terreno,  comprendido 
entre  el  extremo  Norte  del  dique  N^  2,  y  el  extremo  Sud  del 
dique  N"*  3  que  actualmente  se  construye,  por  ser  un  espacio 
que  por  hoy  se  encuentra  desocupado;  pero  que,  el  art.  8*  del 
decfeto  de.  2  de  Setiembre  de  1890,  estat>lece,  que  los  buques 
que  entren  cargados  con  sal,  madera,  baldosas,  tejas,  y  otros 
artículos  de  construcción,  efectuarán  su  descargo  en  los  mue- 
lles del  Riachuelo,  desde  la  Calle  Qeiieral  Brown  hasta  el  puer- 
to de  Barracas; 
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Que  tratánflose  del  carbón  que  tajito  precisan  los  buques,  un  de- 
pósito de  ese  material  sería  muy  útil  en  ol  puerto  indicado, 
pues  su  aproximación  á  ellos,  abarataría  su  transporte  y  ahorra- 
rla tiempo;  por  todo  lo  expuesto,  cree  que  se  debe  conceder 
especialmente  el  depósito  de  dichos  materiales,  con  la  condición 
de  ser  levantado,  siempre  que  la  Aduana  lo  estime  conveniente. 

La  Dirección  General  de  Rentas  expuso:  que  no  era  conveniente, 
hacer  concesiones,  que  se  opongan  á  disposiciones  vijentes,  cuan- 
do ellas  sean  para  favorecer  el  interés  particular;  que  si  se 
permitiera  á  los  peticionanteÑ,  las  operaciones  á  que  se  refieren, 
debiera  permitirse  igualmente,  á otros  que  lo  solicitasen,  las  mis- 
mas operaciones,  por  que  de  otro  modo,  aparecía  esta  concesión, 
como  un  monopolio. 

Que  la  disposición  del  artículo  3^  del  decreta  de  2  de  Setiembre 
1890,  para  que  los  buques  que  entren,  cargados  con  sal,  made- 
ras etc.  efectúen  su  descarga  en  los  muelles  del  Riachuelo,  debe 
sostenerse  sin  excepción  y  en  este  seritido.no  debe  ajuicio  de  la 
Z)irección,  accederse  á  lo  solicitado,  con  mucha  más  razón,  si 
se  tiene  en  cuenta,  que  la  permanencia  hasta  un  mes,  en  cualquie- 
ra <le  las  cuatro  áreas  marcadas  en  el  plano  adjunto,  de  los  ma- 
teriales que  descar-juen  los  interesados,  pueden  muy  bien,  perjudi- 
car el  libre  tránsito  y  hacer  ditícil  la  fiscalización  de  las  opera- 
ciones aduanei^as. 

Que  lo  único  que  podría  permitirse,  es  establecimientos  d3  depó- 
sitos de  carbón  en  ateución  á  lo  expuesto  por  la  Aduana  de  la 
Capital,  siempre  que  se  comprometan  los  interesados  á  levantar 
los  depósitos  á  su  costa  cuando  la  Aduana  lo  juzge  necesario 
y  abonar  ios  impuestos  establecidos  ó  que  se  establezcan  en 
adelante. 

í.a  Contaduría  expresó."  que  dados  los  inconvenientes  referidos,  creé, 
que  sólo  debe  adcederse,  en  la  parte  que  menciona  la  Dirección 
General  de  Rentas,  y  bajo  las  condiciones  que  ella  determina. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo; 

ExMO.    Señor: 


Mi  dictámeii  coincide  con  la  opinión  de  la  Direc- 
ción General  de  Rentas,  y  la  Contaduría  .  General  por 
las  razones  que  expresan  los  anteriores  informes. — 
Septiembre  16  de  1897.— E.  García  Mérou. — 
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Resolución — 

Ministerio,  Diciembre  17  de  1897-— Vista  la  solici- 
tud de  D.  Emilio  G.  Fernandez  y  C»  que  precede:  oída  la 
Aduano  de  la  Capital,  la  Dirección  General  de  Rentas,  la 
Contaduría  General,  y  el  Señor  Procurador  del  Teso- 
ro y  atendiendo  que  los  recurrentes  se  hallan  en  el 
los  términos  del  Decreto  de  14  del  corriente. 

El  Presidenta    de  la    República — 

decreta: 

Art.  1®  Concédese  permiso  á  los  Señores  Emilio  G. 
Fernandez  y  Compañía  por  el  término  de  tres  años  para 
desembarcar  los  materiales  determinados  en  sus  res- 
pectivas solicitudes,  por  los  muelles  del  extremo  Norte 
del  dique  N°  2  y  por  los  del  estremo  Sud  del  N^  ,5 
cuando  este  se  entregue  al  servicio  público,  entendién- 
dose que  sus  buques  quedan  sujetos  á  los  derechos  de 
muelle  y  demás  obligaciones  establecidas  para  toda 
clase  dfi  embarcaciones. 

Art.  2^  A  los  fines  del  artículo  anterior,  los  conce- 
sionarios podran  establecer  el  número  de  guinches 
propuestos  para  facilitar  el  desembarco  debiendo  la 
Administración  General  de  Rentas  vijilar  el  estableci- 
miento de  estos  aparatos,  así  como  de  toda  construc- 
ción que  se  hiciera  á  los  fines  de  la  concesión,  que 
será  á  costa  de  los  interesados,  guardándose  los  espa- 
cios y  distancias  estatuidos  por  el  decreto  de  14  de 
Diciembre    citado. 

Los  concesionarios  podrán  levantar  cercos  para  ase- 
gurar los  artículos    desembarcados. 

Art.  3^  Independientemente  del  tiempo  de  la  conce- 
sión, el  Poder  Ejecutivo  se  reserva  el  derecho  de  hacer 
levantar,  en  cualquier  tiempo,  las  construcciones  prac- 
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tícadas  sin  que  haya  lugar  á  reclamo  alguno  por  parte 
de  los   solicitantes. 

Art.  4°  La  Aduana  de  la  Capital  queda  encargada 
de  vigilar  el  desembarco  de  los  artículos  que,  por  esta 
concesión  se  permite  bajar  por  los  muelles  de  los 
diques  citados,  así  como  también  hacer  cumplir  lo 
dispuesto  por  el  presente   decreto. 

Art.  5°  A  sus  efectos  y  reposición  de  sellos  pase 
á  la  Dirección  General  de  Rentas,  comuniqúese  é  in- 
sértese en  las  disposiciones  fiscales. — PELLEGRINI. — 
V.  F.  López. 


La  Legación  de  la  República  Oriental  del  Uruguay, — sobre 
la  extradición  de  José  Pan,  procesado  por  violación  de 
menores. 

La  Legación  de  la  República  Oriental  del  Uruguay,  se  dirigió  al 
Minifiteriü  de  Relaciones  Exteriores  con  fecha  30  de  Junio  de 
1891,  pidiendo  el  diligenciamiento  de  un  exhorto  que  el  Señor 
Juez  Letrado  Correccional  de  Montevideo  dirijía  al  de  igual  clase 
de  La  Plata,  solicitando  la  extradición  del  próñigo  José  Pan 
acusado  de  violación  de  menores. 

La  vista  del  Señor  Procurador  General  que  correen  el  expediente, 
dice  así: 

ExMO.  Señor: 

"La  extradición  de  criminales,  dispone  el  art.  646 
de  nuestro  Código  de  Procedimientos  en  lo  Crimi- 
nal, sea  que  se  solicite  por  la  República,  ó  que  se 
otorgue  por  ella  á  solicitud  de  otra  Nación,  sólo  pro- 
cede  en  los  casos  que  determinen  los  Tratados  exis- 
tentes. 

Habiendo  Tratados,  dispone  el  art.  648  del  mismo 
Código,  la  extradición  será  pedida  ú  otorgada  en  la 
forma  y  con  los  requisitos    que  aquellos  prescriben^ 

Ahora  bien:  con  la  República  Oriental  del  Uruguay, 
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tiene  la  nuestra,  celebrado  el  Tratado  de  14  de  Junio 
de  1865,  aprobado  por  Ley  del  Congreso  de  16  de 
Agosto,  y  cuyas  ratificaciones  fueron  cangeadas  en  la 
Ciudad  de  Montevideo  el  28  de  Setiembre  del  mismo 
año. 

En  el  art.  1®  de  aicho  Tratado  se  establece,  de  una 
manera  expresa,  que  las  Altas  Partes  Contratantes, 
siendo  requeridas  entre  sí;  se  obligan  á  entregar  "á  las 
personas  acusadas  de  los  crímenes  de  homicidio  ale- 
voso, de  incendio  voluntario,  de  fabricación  introduc- 
ción ó  expendio  de  monedas  metálicas,  ó  notas  de 
Bancos  autorizadas,  falsas,  ó  de  sellos  ó  escrituras 
públicas  y  letras  de  cambio  falsas,  de  sustracción  de 
valores  cometida  por  empleados  ó  depositarios  públi- 
cos, ó  efectuada  por  cajeros  de  establecimientos  públi- 
cos, ó  de  casas  de  comercio,  cuando  las  leyes  señalen 
á  este  crimen  pena  aflictiva  ó  infamante,  los  acusados 
de  bancarrota  fraudulenta/' 

(Colección  de  Tratados,  tomo  2®  pags.  243  á  248.) 

Que  la  expresión  de  crímenes  ó  delitos  por  qué  se 
acuerde  la  extradición  entre  ambos  países  es  limita- 
tiva, lo  demuestra  el  hecho  de  que  nuestra  ley  an- 
tes citada,  aprobatoria  de  dicho  tratado,  suprimió  de 
la  enumeración  hecha  en  su  art.  1^  las  expresiones 
de  tentativa  de  homicidio  y  la  de  roóoy  que  compren- 
dían estos  casos  de  justicia  entre  los  de  extradición. 

Pues  bien,  Exmo.  Señor,  entre  los  casos  en  que 
el  tratado  obliga  a  la  extradición,  •  no  se  encuentra  el 
crimen  de  violación  ni  el- de  estupro  por  que  se  pi- 
de la  de  José  Pan.  Y  no  obstante  que  el  art.  128 
de  nuestro  código  penal,  impone  á  la  violación  la  pe- 
na de  seis  á  diez  años  de  Penitenciaría,  si  la  mujer 
violada  es  menor  de  doce  años,  y  que  el  art.  130 
siguiente  impone  la  prisión  de  uno  á  tres  años  al 
que  estuprase  á  una  mujer  virgen,  mayor  de  doce 
y  menor  de  quince  años,-  con  todo,  como  la  extra- 
dición só/o  procede  en  los   casos    que  determinen    los 
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Tratados  existentes^  según  la  disposición  citada  del 
art.  646  del  código  de  procedimientos  en  lo  criminal, 
mi  opinión  es  que  V.  E.  no  puede  acceder  á  la  so- 
licitud que  le  ha  sido  presentada  por  el  Señor  Mi- 
nistro Oriental.  -  Buenos  Aires,  Julio  4  de  1891. — 
Antonio  E.  Mala  ver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Julio  4  de  1891. — Adoptándose  co- 
mo resolución  el  precedente  dictamen,  trasmítase  en 
copia  al  Señor  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  la  República  Oriental  del  Uruguay 
y  hágase  saber  al  Señor  Procurador  General. — Costa. 

El  Señor  Ministro  Uruguayo  en  presencia  de  la  especialidad 
de  los  crímenes  de  violación  y  estupro  por  qué  estaba  procesa- 
do el  individuo  Pan,  insistió  en  que  se  concediera  la  extradi- 
ción del  citado  individuo. 

Este  oficio,  agregado  al  expediente  respectivo,  pasó  á  dictamen 
del  Señor  Procurador  (]renei*al;  y  éste  dictaminó  nuevamente 
como  sigue: 

ExMO.  SeSor: 

Si  la  extradición  sólo  procede^  según  nuestras  leyes, 
en  los  casos  determinados  en  los  Tratados  existentes 
con  las  Potencias  extrangeras,  como  expresamente  lo 
dispone  el  art.  646  de  nuestro  Código  de  Procedí 
mientes  en  lo  Criminal,  según  lo  expuse  en  mi  an- 
terior informe;  y  si  S.  E.  el  Señor  Enviado  Extraor- 
dinario y  Ministro  Plenipotenciario  de  la  República 
Oriental  del  Uruguay,  reconoce  fundadas  las  conclu- 
siones de  dicho  informe,  como  so  ha  servido  mani- 
festarlo en  la  nota  que  precede;  si  por  otra  parte,  el 
delito  porque  se  procesa  á  José  Pan  no  se  halla  in- 
cluido en  los  enumerados  en  el   Tratado  de  extradi- 
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ción  celebrado  con  la  República  Oriental  del  Uruguay; 
me  parece  evidente,  Exmo.  Señor,  que  no  es  posible 
que  varíe  en  la  opinión  que  emití  á  V.  E.  anterior- 
mente. 

Obligado  á  fundar  esa  opinión  en  el  texto  de  las 
Leyes  que  rigen  el  cago, — y  por  más  exactas  y  dig- 
nas de  atención  que  considere  las  razones  de  otro 
orden  que  se  expongan, — es  claro  que  no  debo  con- 
siderar como  incluidos  en  aquellos,  los  que  evidente- 
mente se  encuentran  fuera  de  sus  prescripciones. 

Considero  exactísimo  que  los  crímenes  por  que  se 
halla  procesado  José  Pan,  no  son  inferiores  en  cuanto 
al  grado  de  criminalidad  que  el  agente  manifiesta  á 
algunos  de  los  enumerados  en  el  art.  1°.  del  Tratado 
de  extradición  celebrado  con  la  República  Oriental 
del  Uruguay. 

Pero,  ¿qué  consecuencias  pueden  legalmente  dedu- 
cirse de  esta  opinión? ...  En  mi  concepto,  únicamente, 
la  de  que  dicho  Tratado  debería  ser  ampliado  al  pun- 
to de  contener,  entre  los  delitos  que  puedan  motivar 
la  extradición,  los  de  que  está  acusado  José  Pan:  pe- 
ro no  la  de  incluirlos,  por  una  interpretación  exten- 
siva de  la  Ley,  inadmisible  siempre  en  materia  penal, 
entre  los  expresamente  designados  en  aquella. 

Soy,  por  tanto,  de  dictamen  que,  no  obstante  las 
observaciones  de  S.  E.  el  Señor  Ministro  Oriental, 
hechas  en  la  comunicación  que  precede,  no  puede 
V.  E.  acceder  á  su  solicitud. — Buenos  Aires,  Septiem- 
bre 21  de  1891. — Antonio  E.  Mala  ver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Septiembre  25  de  1891. — En  mérito 
de  las  consideraciones  expuestas  por  el  Señor  Procu- 
rador  General,  en  el   dictamen   que   antecede,   y   que 
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se  transcribirá  al  Señor  Ministro  de  la  República  Orien- 
tal del  Uruguay,  contéstesele  que  el  Gobierno  insiste 
enjsu  anterior  resolución. — PELLEGRINI. — Eduardo 
Costa. 


La  Oficina  de  Tierras — sobre  las  pruebas  de  la  posesión  de 
tierras  nacionales  para  ser  de  propiedad  particular. 

La  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  se  dirijíó  al  Ministerio 
del  Interior  con  fecha  P  de  julio  de  18i)l,  manifestando  que  le 
habla  llamado  la  atención  la  irregularidad  cou  que  se  producían 
las  pruebas  para  acreditar  el  tiempo  de  la  posesión  y  la  cantidad 
de  hacienda,  con  el  objeto  de  adquirir  tierras  nacionales  en 
virtud  de  la  ley  n*  1552  de  á7  de  Octubre  de  1884.  sobre  dere- 
chos posesorios,  y  proponía  las  medidas  que  consideraba  necesarias 
á  fin  de  salvar  esas  diferencias. 

Oído  el  Señor  Procurador  del  Tesoro,  dio  el  siguiente  dictamen: 

ExMO.  Señor: 

La  Ley  n°  1552  de  27  de  Octubre  de  1884,  sobre 
revalidación  de  títulos  y  reconocimiento  de  derechos 
posesorios  á  los  ocupantes  de  tierras  nacionales,  enco- 
mendó al  P.  E.  en  su  art.  10  la  determinación  de  los 
medios  de  prueba  que  debian  rendirse  para  acreditar  la 
posesión. 

En  20  de  Enero  de  1 886  se  dictó  el  decreto  regla- 
mentario correspondiente,  el  cual  fija  un  plazo  peren- 
torio para  las  reclamaciones  de  los  ocupantes,  y  establece 
que  las  solicitudes  se  tramitarán  ante  las  Gobernaciones 
expresándose  en  cada  caso;  1°  la  fecha  en  que  comen- 
zó la  posesión  y  los  hechos  que  la  constituyen;  2^  el 
número  de  hacienda  que  tiene  el  ocupante,  acreditando 
su  propiedad;  3^  los  documentos  y  testigos  que  ofrece 
para  justificar  los  hechos. 

Dispone  en  seguida  el  referido  decreto,  que  los  go- 
bernadores de  los  territorios  podrán   comisionar  á  los 


—   463    r^ 

jueces  áe  paz  de  la  localidad  respectiva  para  recibir  la 
prueba  de  testigos,  y  ordenarán  las  diligencias  é  in- 
fortnes  necesarios  para  comprobar  la  verdad  de  las  in- 
fortnacionesy  debiendo  una  vez  termindda  la  tramitación, 
elevar  el  expediente  al  Ministerio,  con  informe  sobre  el 
mérito  de  la  prtáeba  rendida  artículos  'i°  y  5^. 

Con  arreglo  á  estas  disposiciones,  la  prueba  testi- 
monial que  se  admite  como  base  de  la  comprobación 
de  los  hechos  para  optar  á  los  beneficios  de  la  ley, 
queda  subordinada  á  la  acción  inmediata  de  los  gober- 
nadores de  los  territorios,  á  quienes  se  impone  la  obli- 
gación de  investigar  de  oficio,  directa  y  administrati- 
vamente, por  todos  los  medios  á  su  alcance,  la  verdad 
de  las  informaciones  producidas  en  la  información,  y  de 
pronunciarse  sobre  el  mérito  de  la  prueba  rendida,  no 
solamente  por  lo  que  conste  en  el  expediente,  sino  por 
el  conocimiento  que  se  les  encarga  adquirir  de  la  exac- 
titud de  lo  actuado. 

Esta  interpretación  del  decreto  de  1885  consulta  cla- 
ramente el  pensamiento  del  P.  E.  y  es  por  otra  parte 
la  única  que  previene  las  deficiencias  y  peligros  inevi- 
tables de  una  prueba  que  la  naturaleza  de  los  hechos 
sobre  que  recae,  debía  ser  necesariamente  testimonial 
y  supletoria,  requeriendo  para  hacer  plena  fé  una  for- 
mal investigación   administrativa  complementaria. 

Entretanto,  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  los 
derechos  posesorios  se  han  reconocido  en  virtud  de 
informaciones  incompletas  y  omitiendo  las  indagacio- 
nes esencialísimas  á  que  se  refiere  el  decreto  reglamen- 
tario, lo  que  importa  desnaturalizar  la  prueba  deter- 
minada en  él,  que  reposa  principalmente  en  las  diligen- 
cias encomendadas  á  los  Gobernadores  de  los  territorios, 
bajo  cuya  responsabilidad  habría  dictado  en  cada  caso 
su  resolución,  el  P.  E.,  si  el  decreto  de  1885  se  hu- 
biera cumplido  estritamente. 

De  esta  omisión  han  surgido  los  inconvenientes  y 
abusos  á  que  se  refiere  en  su  nota  la  Oficina  de  Tie- 
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rras  y  Colonias ;  abusos  de  carácter  grave,  pues,  como 
dicha  oficina,  dice,  hay  motivos  para  suponer  que  el 
Gobierno  ha  sido  frecuentemente  "sorprendido  con 
falsas  informaciones"  y  que  por  estos  medios  reproba- 
dos se  han  arrancado  al  dominio  del  Estado  superfi- 
cies de  terreno  de  bastante  consideración,  contribu- 
yendo generalmente  á  este  resultado  el  poco  celo  de 
las  autoridades  locales  que  han  intervenido  en  estos 
asuntos". 

Las  medidas  que  propone  la  Oficina  de  Tierras  y 
Colonias,  para  corregir  estos  hechos  son  sin  duda  al- 
guna convenientes  y  merecen  llamar  la  atención  de  V. 
E.,  pero  debo  hacer  una  observación  respecto  á  su  efi- 
cacia, si  se  adoptan  en  la  forma  en  que  han  .sido 
propuestas. 

Los  reconocimientos  de  derechos  posesorios  ampa- 
rados por  la  ley  de  1884  han  sido  en  su  mayor  parte 
decretados  con  anterioridad.  No  quedan  pendientes 
sino  unas  pocas  solicitudes  de  este  género,  rezagadas 
en  una  tramitación  de  muchos  años  y  como  los  plazos 
para  iniciar  nuevos  expedientes  se  han  vencido,  sola- 
mente sobre  ellas  vendrían  á  regir  las  disposiciones 
reclamadas  por  la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias,  cuan- 
do las  observaciones  que  las  motivan  se  refieren  en 
general  á  hechos  producidos,  cuya  impunidad  es  más 
temible  que  su  repetición  en  las  actuales  circunstancias. 

En  tal  virtud,  si  la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias 
en  presencia  .de  los  antecedentes  que  posee  sobre  estos 
asuntos,  cree  posible  practicar  con  éxito  una  investi- 
gación administrativa,  sobre  los  fraudes  á  que  alude, 
mi  dictamen  es  que  V.  E.  no  debe  vacilar  en  autori- 
zarla, dando  á  esa  repartición  todas  las  facultades  y 
medios  de  acción  necesarias,  no  sólo  para  fiscalizar  los 
asuntos  pendientes,  sino  para  revisar  los  ya  termina- 
dos en  que  hubiese  indicios  de  falsedad,  á  los  efectos 
de  los  artos.  2,  3  y  24  de  la  ley  N«  1265  de  3   de 
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Noviembre  de  1883..— 257  Estudio,  Agosto  13  de  1891. 
— E.  García   Mérou. 

En  virtud  del  cual  se  dictó    la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1891^ Visto  lo  que 
propone  la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias  en  la  nota 
que  precede,  con  el  fin  de  resguardar  los  intereses 
del  Estado  en  la  ejecución  de  la  ley  de  1884  sobre 
ocupantes  de  tierras  públicas,  lo  dictaminado  al  res- 
respecto  por  el  Procurador  del  Tesoro  y  considerando, 
que  existiendo  dudas  respecto  de  la  legitimidad  de  los 
derechos  invocados  por  algunas  personas  en  virtud 
de  esa  ley,  y  la  veracidad  de  las  pruebas  presentadas 
para  justificar  la  ocupación  alegada,  el  P.  E.  se  halla 
en  el  deber  de  hacer  una  investigación  al  respecto,  á 
la  vez  que  adoptar  las  medidas  que  correspondan  en 
cuanto  á   los  expedientes  en  tramitación. 

El  Presideute  de  República — 

DECRETA : 

Art.  1°  La  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias 
procederá  á  nombrar  una  Comisión  para  que  haga  una 
investigación  prolija  respecto  de  las  tierras  que  en 
virtud  de  la  ley  de  1884  se  hayan  adjudicado  á  las 
personas  que  se  presentaron  como  ocupantes,  exami- 
nando los  expedientes  respectivos  cuando  ofrezcan  du- 
das, y  practicando  en  el  terreno  cuando  sea  necesario 
el  examen  del  caso. 

Art.  2^  La  expresada  Oficina  dará  cuenta  al  Mi- 
nisterio del  Interior,  del  resultado  de  las  diligencias  que 
lleve  á  cabo  en  cada  una  de  esas  adjudicaciones,  á 
los  fines  á  que  haya  lugar. 
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Art.  3®  Desde  la  fecha  del  presente  decreto  no  se  re- 
conocerá derecho  á  ningún  solicitante  sin  que  previamen- 
te un  comisionado  de  la  Oficina  de  tierras  haya  com- 
probado sobre  el  terreno  que  se  pretenda,  la  exactitud 
de  la  prueba  presentada,  el  tiempo  de  la  ocupación,  la 
superficie  ocupada  y  el  capital  existente  en  ganados. 

Art.  4^  Tampoco  se  expedirá  título  de  propiedad  á 
favor  de  ningún  ocupante  de  tierras  públicas  de  las 
comprendidas  en  la  ley  de  1884,  sin  que  se  efectúe 
previamente  á  expensas  del  solicitante  la  mensura  del 
terreno  de  que  se  trata  y  sea  ella  aprobada. 

Art.  5^  Si  de  las  informaciones  que  tomase  la  Ofi- 
cina de  Tierras  y  Colonias  resultase  comprobada  la 
falsedad  de  la  prueba  aducida,  la  expresada  Oficina 
dará  cuenta  al  Ministerio  del  Interior  para  que  se  de- 
duzcan las  acciones  correspondientes. 

Igual  procedimiento  se  observará,  respecto  á  los 
testigos  que  declarasen  falsamente  en  los  expedientes 
de  que  se  trata. 

Art.  6*^  Las  Gobernaciones  de  Territorios  y  las  Re- 
particiones Nacionales  y  en  general  todo  empleado  del 
P.  E.  deberán  prestar  á  la  Oficina  de  Tierras  y  Co- 
lonias el  concurso  que  ésta  les  pida  y  facilitarle  los 
documentos  que  solicite  para  el  mejor  éxito  de  sus 
investigaciones. 

Art.  7^  Los  gastos  que  demande  la  ejecución  de 
este  decreto  se  imputarán  al  fondo  especial  de  Tie- 
rras, en  virtud  de  lo  que  establece  la  ley  de  la  ma- 
teria, 

Art.  8^  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Regis- 
tro Nacional.— PELLEGRINL— José  V.  Zapata. 
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Oficina  de  arqueos, — solicita  se  aumente  la  tarifa  para  los 
buques  que  se  arqueen  fuera  del  Puerto  de  la  Capital  ó 
del  Tigre. 

En  !•  de  Julio  de  1891,  la  Oficina  de  Arqueos,  comunicó  al  Minis- 
terio de  Hacienda,  que  con  motivo  de  haberse  enviado  arquea- 
dores al  Puerto  del  Rosario  se  ha  originado  una  protesta  gene- 
ral de  parte  de  los  dueños,  armadores  ó  Capitanes  de  buques, 
en  quienes  se  ha  hecho  efectivo  el  reglamento  de  arqueos,  los 
cuales  resisten  el  pago,  fundándose  en  que  no  existen  disposi- 
ciones que  les  obligue  á  efectuarlo,  y  que  para  salvar  tales  in- 
convenientes propone  se  fije  la  siguiente  tarifa: 
Por  las  embarcaciones  que  no  excedan  de  5  toneladas..  $  «v»    7 

Para  las  que  pasen  de  5  y  no  excedan  de  60 "    "    14 

Por  cada  tonelada  excedente    de  50 14 

Esta  tarifa  sólo  regirá   para  los   buques  que   efectúen  su  arqueo 

fuera  de  la  Capital    Federal  ó  del  Tigre. 
La  Dirección  Genernl  de  Rentas  manifestó:  que  no  había  razón  pa- 
ra que  se  consienta  la  alteración  de  la  tarifa  sobre  arqueos,  por 
que  la  obligación  de  conducir  á  bordo,  á  los  arquedores,  que  de- 
ban intervenir  en  el  arqueo,  no  debe  entenderse  que  el  intere- 
sado en  el  arqueo,   ha  de  pagar  la   traslación  de   otros  arquea- 
dores, desde  el  Puerto  de  la  Capital  por  ejemplo,  hasta  el  de  Co- 
rrientes, si  en  este  último  existiese  el  buque  á  arquearse; 
Que  son  los  mismos  arqueadoies  los  que  deben  abonar    su  trasla- 
ción y  los  dueños  de  los  buques  pagan  solamente  la  que  corres- 
ponda desde  el   Puerto  hasta   abordo   del  buque    qne   deba    ar- 
quearse; 
Que  esta  es  la  interpretación  que  ella  dá  al  artículo  33  del  regla- 
mento sobre    arqueos,  en  la  cual    se  apoya  la  Oficina  del  ramo, 
equivocadamente  para  pedir  el  aumento  de  la  tarifa  vigente.  Por 
lo  expuesto,  cree  que  no  debe  hacerse    lugar  á  lo  pedido. 
El  Procurador  del  Tesoro,  dictaminó  en  esta  forma: 

ExMo.  Sen  Oí?: 


No  obstante  lo  informado  por  la  Dirección  General 
de  Rentas,  creo  que  los  observaciones  de  la  presente 
solicitud  merecen  tomarse  en  cuenta,  pues  si  bien  los 
dueños  de  los  buques  no  están    obligados  á  pagar  la 
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traslación  de  los  arqueadores  hasta  el  punto  que  eje- 
cuten la  operación  de  arqueo,  sería  justo  elevar  dis- 
cretamente la  tarifa  para  los  casos  en  que  esa  trasla- 
ción   fuere    necesaria. — Setiembre    16  de    1891. — E. 

García   Mérou  . 

Resolución — 

Ministerio,  Noviembre  14  de  1891. 

considerando: 

Que  la  traslación  y  estadía  de  los  arqueadores  en 
los  diversos  puertos  de  la  República,  donde  sean  ne- 
cesarios sus  servicios,  les  ocasiona  una  cantidad  de 
gastos  que  no  están  equitativamente  compensados  con 
la  tarifa  establecida  para  las  operaciones  que  se  efec- 
túen en  este  puerto.  Atento  lo  dictaminado  por  el 
Procurador  del  Tesoro. 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

Art.   1^  Las  operaciones  de  arqueo  que  deban  prac- 
ticarse fuera  del  Puerto  de  la  Capital  ó  del  Tigre,  pa- 
garán el  derecho  de  arqueo  con  arreglo  á  la  siguien- 
te tarifa: 
Las    embarcaciones   que  no  excedan  de 

cinco  toneladas $"%     7 

Las  que  pasen  de  cinco  y  no  excedan 

de  cincuenta "     "    14 

Por  cada  tonelada  excedente  de  cincuen- 
ta toneladas "  14 

Art.  2^  Comuniqúese  y  pase  á  la  Dirección  Gene- 
ral de  Rentas  nacionales,  á  fin  de  que  Imga  conocer 
á  todos  los    Administradores    de  Rentas  y  Sub  Pre- 
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fectos  Marítimos,  las  disposiciones  en  vigencia  relati- 
vas á  otra  Oficina  de  arqueos. — PELLEGRINI. — V. 
F.  López. 


El  CSrajaiio  de  Brigada  Dr,  José  Aatonio  Salas, — pide  se  le 
extiendan  los  despachos  en  la  categoria  de  so  empleo. 

£d  Junio  3  de  1891  el  Estado  Mayor  General  del  Ejército  elevó  al 
Ministerio  de  la  Guerra  una  nota  del  Sr.  Inspector  del  Cuerpo 
de  Sanidad  Militar,  manifestando  que  el  Cirujano  de  Brigada 
Dr.  D.  José  Antonio  Salas  se  encontraba  en  las  condiciones  le- 
gales, para  ser  patentado,  por  haber  cumplido  con  exceso  los  tres 
años  de  servicios  que  requería  la  ley  y  pidiendo  en  consecuen- 
cia se  le  extendieran  los  despachos  en  la  categoría  de  su  empleo. 

Pasado  á  informe  del  Auditor  de  Guerra,  este  funcionario  se  ex- 
pidió así: 

ExMO.  Señor: 

Con  arreglo  al  artículo  9  de  la  ley  de  organización 
del  Cuerpo  de  Sanidad  del  Ejército  y  Armada,  de  fe- 
cha 18  de  Octubre  de  1888,  el  recurrente  tiene  de- 
recho á  que  se  le  extiendan  sus  despachos  con  arre- 
glo á  la  categoría  de  su  actual  empleo,  según  se  des- 
prende de  los  informes  producidos. — Julio  13  de  1891 
— Z?.  M.  Escalada. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra— Buenos  Aires,  Julio  18 
de  1891 — Expídase  el  título  respectivo  con  arreglo  á 
lo  establecido  por  la  ley  de  la  materia. — PELLEGRINI. 
— N.  Levalle. 
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El  Teniente   Coronel  D.  J.  M.  García,— pide  premio  de  tie- 
rras como  expedicionario  al  Rto  Negro. 

Con  iecha  fi  de  Julio  de  18^1  se  presentó  al  Ministerio  del  Inte- 
rior el  Teniente  Coronel  D.  .íosé.M.  García  manifestando  que, 
habiendo  formado  parle  del  ejército  expedicionario  ai  Rio  Negro 
á  las  órdenes  del  General  Arredondo,  se  consideraba  acreedor  al 
premio  que  acuerda  la  ley  de  5  de  Setiembre  de  liS85,  por  lo 
que^pedía  ser  incluido  en  las  listas  que  con  ese  objeto  se  esta- 
ban formulando. 

La  Comisión  nombrada  al  efecto  expuso,  que  el  recurrente  no  fué 
incluido  en  las  listas  de  premios  que  confeccionó  el  Estado  Ma- 
yor General  del  Ejército,  y  por  consecuencia  tampoco  esa  comi- 
sión lo  hizo  figurar  en  las  que  fueron  aprobadas  por  el  P.  E.  j 
no  habiendo  formado  parte  de  la  expedición  del  ex  Ministro  de 
Guerra  y  Marina  Dr.  Alsina  ni  en  las  que  guarnecieron  las 
fronteras  en  esas  secciones,  creía  que  no  le  correspondían  los  be- 
neficios de  la  mencionada  ley. 

El  Señor  Procurador  del  Tesoro  se  expidió  en  esta  forma: 

ExMO.   Señor: 

Por  las  razones  expresadas  en  el  precedente  infor- 
me de  la  comisión  de  premios,  V.  E.  no  debe  hacer 
lugar  á  esta  solicitud. — Buenos  Aires,  Diciembre  16 
de  1892.— E.  García  Mérou. 

Resolviéndose  en  los  términos  de  la  presente; 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Diciembre  24  de  1892. — Por  lo  que 
resulta  de  este  expediente,  y  de  acuerdo  con  lo  dicta- 
minado por  el  señor  Procurador  del  Tesoro,  no  ha 
lugar  al  premio  de  tierras  solicitado  por  el  Teniente 
Coronel  D.   José  María  García. 

Comuniqúese  y  archívese. — SAENZ  PEÑA. — Tomás 
S..  DE  Anchorena. 
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D.  A  W.  Junor, — sobre  fiscalización  de  las  operaciones  de  car- 
ga 7  descarga  de  la  Fábrica  de  baldosas  y  tejas  de  Zarate 
«Las  Tullerias». 

Con  fecha  6  de  Jiiiiu  de  18i>l,  se  presentó  ai  Ministerio  de  Hacien- 
da don  A.  W.  Junor,  pidiendo  no  se  obligara  á  las  embarcacio- 
nes que  hacen  operaciones  con  la  fábrica  de  baldosas  y  tejas  **Las 
Tullerias"*  de  Zarate,  á  sacar  permiso  en  cada  caso,  al  hacer  ope- 
raciones de  carga  y  descarga  con  la  mencionada  fábrica,  y  que 
sólo  se  le  haga  la  inspección  correspondiente. 

Pasado  este  asunto  á  dictamen  d^l  señor  Procurador  del  Tesoro, 
éste  dio  el    siguiente: 

ExMO.   Señor: 

Resulta  de  los  informes  producidos  que  la  Recep- 
toría y  Resguardo  de  Zarate,  no  ponen  trabas  al  re- 
currente, limitándose  á  las  medidas  de  inspección  que 
necesitan  adoptar  en  cumplimiento  de  sus  deberes. 
V.  E.  debe  ordenar  se  haga  saber  á  los  interesados, 
archivándose    este  expediente. — Agosto  4  de  1891 — 

E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Setiembre  17  de  1891— Resultando  de  los  informes 
que  preceden  que  la  Receptoría  de  Zarate  y  la  de  Cam- 
pana se  han  limitado  á  intervenir  las  operaciones  que 
practica  el  recurrente,  en  una  forma  conveniente  y 
que  no  representa  ninguna  traba  ni  obstáculo  á  su 
industria,  archívese,  haciéndosele  saber  al  recurrente 
y  previa  reposición  de  sellos — Vicente  F.  López. 
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La  Legación  del  Brasil, — sobre  la  prisión  provisoria  del 
brasilefio  Antonio  Lniz  Vizeo  acusado  de  hurto,  prepa- 
ratoria de  la  extradición. 

La  Legación  del  Brasil  en  ésta,  con  fecha  16  de  Julio  de  1891, 
solicitó  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  el  arresto  pro- 
visorio de  Antonio  Luiz  Vizéo,  ex-Tesorero  de  la  Aduana  de 
Uruguayana,  á  quien  se  acusaba  del  hurto  de  una  suma  consi- 
derable de  dineros  públicos. 

Pedido  el  dictamen  del  Señor  Procurador  General  de  la  Nación 
expuso: 

ExMO.  Señor: 

De  conformidad  con  la  disposición  del  art.  673  do 
nuestro  código  de  procedimientos  en  lo  criminal,  ci- 
tado por  S.  E.  el  Señor  Ministro  del  Brasil  en  la 
comunicación  que  precede,  puede  V.  E.  servirse  de- 
cretar el  arresto  provisorio  de  Antonio  Luiz  Vizeo, 
acusado  de  fuga  y  hurto,  y  cuya  prisión  aparece  or- 
denada por  el  Juez  municipal  de  Uruguayana. 

Esta  detención  provisoria  deberá  cesar  si,  en  el 
término  fijado  en  el  art.  672  del  mismo  código,  V. 
E.  no  recibiese  el  pedido  de  extradición  en  debida 
forma  que  le  ofrece  el  Señor  Ministro  del  Brasil. — 
Buenos  Aires,  Julio  22  de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Julio  22  de  1891.— Adoptándose 
como  resolución  el  precedente  dictamen,  pase  á  sus 
efectos  á  S.  S.  el  Señor  Juez  Federal  de  Entre  Rios. 
Comuniqúese  al  Señor  Ministro  de  los  Estados  Uni- 
dos del  Brasil  y  hágase  saber  al  Señor  Procurador 
General . — PELLEGRINI . — Ed uardo  Costa  . 
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D.  JoBé  M*.   Garranza^^Bobre  daños  j  perjvicioa. 

En  Julio  20  de  1891,  Don  José  M^.  Carranza  se  presentó  al  Minis. 
terio  de  la  Guerra  reclamando  daños  y  perjuicios  que  las  ofici- 
nas del  Estado  Mayor  General  le  habian  ocasionado  en  la  casa 
de  su  propiedad,  situada  en  Artes  y  Juncal,  á  cuyo  efecto  acom- 
pañaba por  separado  una  lista  de  los  destrozos  y  deterioros 
ocasionados. 

Corridos  los  trámites,  del  caso  y  después  de  varios  informes  que 
al  efecto  se  reclamaron,  pasó  en  consulta  al  Auditor  de  Guerra 
quien  dictaminó  como  sigue: 

ExMO.   Señor: 

El  art.  2^  del  contrato  invocado  por  el  reclamante 
no  obliga  al  Gobierno  á  indemnización  alguna.  Bas- 
ta establecer  esa  cláusula  en  los  términos  precisos  en 
que  se  ha  consignado,  para  resolver  su  alcance  y  de- 
clarar sin  fundamento  alguno  el  reclamo  del  locador. 
Debe  tenerse  presente  también  que  se  han  hecho  obras 
que  benefician  la  finca  y  que  importan  grandes  ven- 
tajas para  el  Sr  Carranza. 

Desde  luego  pienso  que  no  existe  fundamento  legal 
alguno  para  el  reclamo  — Octubre  1<>  de  1891. — D.  Ai. 
Escalada. 

Pasado  á  informe  de  la  Contaduría  General,  esta  repartición  se  ex 
pidió  como  sigue: 

EzMO.  Señor. 

Los  informes  producidos  en  este  expediente  de^iueatran  evidente- 
mente que  carece  de  fundamento  el  reclamo  del  recurrente, 

El  Sr.  Auditor  de  Guerra,  interpretando  el  art.  2"  del  contrato, 
deja  perfectamente  establecido  que  el  Gobierno  no  está  obligado 
á  indemnizar  los  desperfectos  ocasionados  por  la  ocupación  de 
la  propiedad   del  Sr.  Carranza. 

La  Contaduría  está  de  perfecto  acuerdo  con  las  opiniones  mani- 
festadas y  ¿  que  ha  hecho  referencia  y  en  consecuencia  corresponde 
que  V.  £.  resuelva  negativamente   este  reclamo  y  disponga  su 

archivo.— Contaduría   General;    Octubre   26   de    1891—^.  J?a«a- 
vilbaso. 
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Resoliáctón* — 

Departamento  de  Guerra. 

Buenos  Aires,  Noviembre  14  de  1891 — Conforme 
con  lo  informado  por  la  Contaduría  General,  no  há 
lugar  al  reclamo  interpuesto  por  el  recurrente. — PE- 
LLEGRINL— N.  Levalle. 

No  conformándose  con  la  anterior  resolución,  el  recurrente  pre- 
sentó de  nuevo  un  escrito,  fundamentando  el  reclamo  y  solicitando 
pasar  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  y  en 
vista  de  ello  se  dictó  la  siguiente  definitiva, 

Resolución — 

Departamento  de  Gueira. 

Buenus  Aires,  Diciembre  14  de  1891— Estése  á  lo 
resuelto.     Levaixe. 


La  Gompafiia  «Pastoril  Argentina  Belga»., -solicita  la aproba- 

ción  de   sus  Estatutos. 

En  Junio  21  del  1891,  los  Directores  de  la  Compañía  "Pastoril 
Ar/rentina  lielga**  se  presentaron  al  Ministerio  del  Interior,  so- 
licitaofio  la  aprobación  de  lo?  Estatutos  de  la  misma,  á  cuyo 
efecto  los  acompañaban  en  unión  del  acta  de  instalación,  lista 
de  accionistas  y  el  detalle  de  los  bienes. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien  se 
expidió  en  estos  términos. 

ExMO.  Señor: 

La  Sociedad  Anónima  "Pastoril  Argentina  Belga" 
se  forma  entre  los  acreedores  de  los  Sres.  Ooztendorp 
y  C*.  y  A.  Ooztendorp,  con  el  objeto  de  recibir  de 
estos,  en  pago  de  su  créditos,  los  campos,  haciendas 
y  demás  enseres  expresados  en  el  informe  corriente  á 
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fs.   16,  presentado  por  la  Comisión  de  acreedores  nom- 
brada en  1^  Diciembre  de  1890. 

Los  mismos  acreedores  de  los  Sres.  Ooztendorp  y 
C^  y  A.  Ooztendorp,  han  manifestado  su  adhesión  á 
la  formación  de  esta  Compañía  y  á  los  Estatutos  pre- 
sentados, en  el  acta  que  corre  á  fs.  9,  y  no  hallando 
en  dichos  Estatutos  nada  que  sea  contrario  á  la  Ley, 
opino  que  deben  ser  aprobados  por  V.  E.,  declarando 
que  deben  considerarse  comprendidas  en  ellos  todas  las 
disposiciones  del  Código  de  Comercio  y  demás  leyes 
dictadas  ó  que  se  dictaren  y  que  sean  obligatorias  para 
las  Sociedades  Anónimas. — Buenos  Aires,  Agosto  14 
de  1891. — Antonio  E.   Malavkr. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1891. — Atento  lo  dic- 
taminado por  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación. 

El  Presidente  de  la   República — 

decreta; 

Art.  1°  Apiuébanse  los  Estatutos  de  la  Compañía 
Anónima  "Pastoril  Argentina  Belga''  que  se  constitu- 
ye con  objeto  de  adquirir  y  explotar  algunas  Estan- 
cias situadas  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  con 
un  capital  de  un  millón  de  pesos  nacionales  oro  se- 
llado, dividido  en  diez  mil  acciones  de  cien  pesos  ca- 
da una,  siendo  entendido  que  el  Gobierno  se  reserva 
el  derecho  de  nombrar  un  Inspector  para  el  examen 
de  los  libros  y  documentos  pertenecientes  á  esta  So- 
ciedad. 

Art.  2^  Permítase  al  interesado  tomar  copia  de  los 
mencionados  Estatutos;  publíquese,  insértese  en  el  Re- 
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gistro  Nacional  y  archívese. — PELLEGRINI. — José  V. 

Z  vPATA. 

E     A  ü  tti  -27  il  •  1SJ»>  el  Ministerio  ciel    I  terior  remitió  el  exp©- 
•lieiitc    .e  l:i  r<  rtinicjit  al  lie  Ju>ticia  (  ue    acordó    Mi    archíTO. 


La  Intendencia  municipal  de  la  capital, — solicita  seaa  pues* 
tos  á  su  disposición  los  planos  del  Teatro  Colón. 

La  Intendencia  Municipal  en  julio  21  de  1891,  pasó  una  nota  al 
Ministerio  del  Interior  solicitando  sean  puestos  á  su  disposición 
ios  planos  del  Teatro  Colón  por  corresponder  á  la  Municipalidad 
la  inspección  y  dirección  de  las  obras.  Entablada  la  discusión 
entre  el  Departamento  de  Obras  Públicas  y  la  Municipalidad  de 
la  Capital,  pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro  el  que 
informó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Me  sorprende  solemnemente  la  insistencia  del  Sr. 
Procurador  Municipal  en  un  pedido  que  el  Sr.  Asesor 
de  la  Municipalidad  considera  destituido  de  fundamen- 
tos, en  virtud  de  las  razones  que  expresa  en  su  vista 
de  27  de  Febrero  del  corriente  año.  Dando  por  re- 
producidas estas  razones,  creo  que  V.  E.  debe  no 
hacer  lugar  á  la  solicitud  de  la  Intendencia  Municipal, 
cuyos  inconvenientes  ha  demostrado  el  Departamento 
de  Obras  Publicas. — Buenos  Aires,  Mayo  5  de  1892 
— E.  García  Mérou. 

De  acuerdo  con  lo  dictaminado  por  el  procurador  del  Tesoro  y 
Yistos  los  antecedentes  del  asunto  el  P.  E.  ha  resuelto  que  siga 
la  construcción  del  Teatro  Colón  bajo  la  dirección  del  Departa- 
mento de  Obras  Públicas  sin  perjuicio  de  la  intervención  que 
le  corresponde  á  la  Municipalidad  de  acuerdo  con  lo  proscripto 
con  las  ordenanzas  Municipales. 


i 
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El  Mimstro  de  Italia,— Bobre  la  Extradición  de  Valentín  de 

(,  acosado  de  humicidio  premeditado. 


£1  Ministro  de  Italia  solicitó  el  22  de  Julio  del  1891.  la  extradición 
de  Valentín  de  Santis  á  quien  la  Corte  de  Lanciano  condenó  en 
rebeldia  á  prisión  con  trabajos  forzaios  por  el  crimen  de  homi- 
cidio premeditado. 

De  Santis  fué  entre^do  con  las  formalidades  de  práctica. 

En  este  caso  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación,  dio  el 
siguiente  dictamen. 

ExMO.  Señor: 

Todos  los  documentos  exigidos  por  el  artículo  65 1 
de  nuestro  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal 
vienen  adjuntos  al  pedido  de  extradición  de  Valentín 
de  Santis,  que  hace  á  V.  E.  el  Señor  Ministro  de 
Italia,  agregándose  además  la  oferta  de  reciprocidad, 
admitida  por  el  artículo  646  de  dicho  Código. 

No  encuentro  pues  dificultad  para  que  V.  E.  se 
sirva  despachar  favorablemente  el  pedido  que  se  le  di- 
rije;  librando  el  oficio  necesario,  con  los  documentos 
que  se  acompañan  al  Señor  Juez  Federal  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  por  hallarse  en  ella  refujiado 
Valentín  de  Santis,  en  el  Bragado  ó  Chivilcoy;  á  fin 
de  que  dicho  Señor  Juez  proceda  en  la  forma  indicada 
en  los  artículos  653  y  siguientes  del  citado  Código. 
V.  E.  debe  participar  su  resolución  á  S.  E.  el  Señor 
Ministro  de  Italia,  de  acuerdo  con  lo  ordenado  en  el 
artículo  652  del  mismo/ — Buenos  Aires,  Julio  22  de 
1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución', — 

Departamento   de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Julio  22  de  1891.— Adoptándose 
como  resolución  el  precedente  dictamen,  pase  este  es- 
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pediente  á  S.  S.  el  Señor  Juez  de  Sección  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  para  que  se  sirva  proceder 
como  corresponde.  Comuniqúese  al  Señor  Ministro  de 
Italia  y  hágase  saber  al  Señor  Procurador  General.— 
PELLEGRINL— Eduardo  Costa. 

Apresado  «ie  Santis  y  onncedida  sn  extradición,  subió  en  grado  de 
apelación  ante  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  esta  causa 
dando  el  señor    Procurador  General  la  vista  siguiente; 

Suprema  Corte: 

El  Juez  Nacional  de  la  Sección  de  Buenos  Aires, 
de  conformidad  con  lo  solicitado  por  el  Procurador 
Fiscal  á  fojas  60,  decreta  la  extradición  del  preso  Va- 
lentín de  Santis  á  fojas  61  vuelta.  Contra  ese  auto 
se  ha  interpuesto  y  concedido  para  ante  V.  E.  el  re- 
curso de  apelación   en  relación. 

No  encuentro  que  se  hayan  desestimado  en  el  caso 
los  antecedentes  y  principios  legales  á  que  se  refiere 
la  apelación,  aunque  sin  determinarlos. 

La  identidad  de  la  persona,  está  demostrada,  la  na- 
turaleza del  gravísimo  delito  constatado  en  la  senten- 
cia, y  las  penas  que  le  son  aplicables  incluyen  este 
caso  entre  los  que  determinan  la  extradición  de  cri- 
minales, con  sujeción  al  artículo  2^  de  la  ley  de  25 
de  Agosto  de  1885. 

La  reciprocidad  si  ha  sido  ofrecida  á  falta  de  tra- 
tado expreso,  en  la  nota  de  S.  E.  el  señor  Ministro 
de  Italia  agregado  á  fs,  40^,  ella  es  bastante  viniendo 
del  representante  del  reino  de  Italia  acreditado  cerca 
del  nuestro,  y  ha  sido  aceptada  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo al  adoptar  el  dictamen  del  Procurador  General  de 
la  Nación  á  fs.  45. 

Si  la  pena  de  presidio  con    trabajos    forzados    no 
está  sujeta  á  tiempo   determinado   en  la  parte  dispo- 
sitiva de  la  sentencia,    cuva  traducción  corre  á  fojas 
1%  es  porque  la  prisión  en    este  caso  es  perpetua  ó 
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por  tiempo  indeterminado,  según  el  último  artículo 
del  código  penal  de  Italia,  transcripto  á  fojas  35,  y^ 
como  á  este  respecto  al  declarar  la  extradición  debe 
tenerse  en  cuenta  el  art.  667  de  nuestro  código  de 
procedimientos  en  lo  criminal,  que  prescribe  que  cuando 
el  delito  que  motiva  la  solicitud  de  extradición  tenga 
una  pena  menor  en  la  República,  el  encausado  no 
será  extraído  sino  á  condición  de  que  los  Tribunales 
d  eJ  país  que  lo  reclanricn  le  impondrán  la  menor  pena: 
opino  que  V.  E.  debería  confirmar  el  auto  recurrido 
de  fojas  62  con  la  declaración  que  expresa  el  art. 
667  citado. — Buenos  Aires,  Marzo  14  de  1892.— Sa- 

BINIANO  KlER. 

La  Suprema  Corte  dictó  la  siguiente  sentencia: 

Buenos  Aires,  Marzo  3  del  1892. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  conformidad  con 
lo  expuesto  y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General 
en  su  precedente  vista:  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  fojas  61  vuelta,  con  la  reserva  in- 
dicada en  la  parte  final  de  aquella:  y  devuélvanse  para 
su  remisión  con  arreglo  á  la  ley  al  Ministerio  de  Re- 
laciones Exteriores.—  Benjamín  Victorica. — Calixto  de 
LA  Torre. — Luis  V.  Várela. — Abel  Bazan. — Benjamín 
Paz. 


D.  Luis  Lagos  García,— sobre  aprobación    de   las  reformas 
de  los  Estatutos  del  Banco  Nacional  Inmobiliario. 

Con  fecha  24  de  Julio  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda, el  Sr.  Luis  Lagos  García  solicitando  aprobación  de  re- 
formas á  los  Estatutos  del  Hanco  Nacional  Inmobiliario. 

Pasado  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  de  la  Xación,  éste  se  expi- 
dió en  la  forma  siguiente: 
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Ex'MO.  Se:íor: 

» 

Sírvase  V.  E.  disponer  previamente  al  informe  or- 
denado, se  agregue: 

1<^  El  expediente  seguido  para  la  aprobación  de  los 
Estatutos  del  Banco  Nacional  Inmobiliario  de  la  Ca- 
pital, que  debe  existir  archivado  en  ese  Ministerio:,  y 

2^  Los  diarios  en  que  consten  publicados  los  avi- 
sos convocando  á  la  Asamblea  General  qne  reformó 
los  Estatutos  de  dicho  Banco.  Y  como  no  consta  en 
el  acta  que  se  acompaña,  el  número  de  acciones  que 
estuvo  representado  en  la  Asamblea  á  que  se  refiere, 
se  ha  de  servir  V.  E  disponer  igualmente,  que  el  Sr. 
Presidente  del  referido  Banco  acompañe  ¿una  lista  de 
los  accionistas  presentes,  con  indicación  del  número 
de  acciones  representado  por  cada  uno  de  ellos. 

Después  de  esto  puede  dicho  expediente  volver  á 
mi  despacho. — Buenos  Aires,  Junio  l^  de  1891. — 
Antonio  E.  Mala  ver. 

Una  vez  agregado  el  expediente  á  que  se  refiere  el  Sr.  Procura- 
dor, se  dio  vista  al  interesado,  quien  se  expidió  acompañando 
los  documentos  pedidos  por  el  ^r.  Procurador  de  la  Nación,  vol- 
viendo á  estudio  de  dicho  Sr.  el  que  se  expidió  en  la  siguiente 
forma: 

ExMO.  Señor: 

Con  los  antecedentes  que  suministra  este  expedien- 
te no  me  es  posible  conocer  si  en  la  Asamblea  en 
que  se  reformaron  los  Estatutos  de  la  Sociedad  Banco 
Nacional  Inmobiliario,  se  ha  encontrado  representado 
el  número  de  acciones  que  el  art.  40  de  los  Estatu- 
tos primitivos  requiere  para  que  la  Asamblea  se  halle 
debidamente  constituida;  y  si  ha  concurrido  para  efec- 
tuar la  reforma  el  número  de  votos  que  exige  el  art. 
93  de  los  mismos  Estatutos, 
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Según  los  arts.  6^  y  7®,  el  capital  es  de  cuarenta  y 
cinco  millones  de  pesos  moneda  nacional,  dividido  en 
cuatrocientas  cincuenta  mil  acciones  y  en  dos  series, 
una  de  las  cuales  debía  ser  emitida  por  partes  duran- 
te varios  años. 

En  la  Asamblea  que  reformó  les  Estatutos,  sólo  se 
hallaron  i  epresentadas  tres  mil  setecientas  veinte  y  sie- 
te acciones  integradas  y  ocho  mil  ochocientos  cua- 
renta y  nueve  certificados.  ¿  Estas  acciones  y  certi- 
ficados constituyen  la  tercera  parte  de  las  acciones 
emitidas,  como  lo  requiere  el  art.  40  de  los  Estatutos? 
No  me  ha  sido  posible  deducirlo,  teniendo  presente  lo 
establecido  en  los  arts.  6^  y  7®  sobre  el  monto  del 
capital  de  la  Compañía. 

Sería,  pues  necesario  que  V.  E.  se  sirviera  correr 
una  nueva  vista  de  este  expediente  al  Sr.  Presidente 
del  Banco  Nacional  Inmobiliario,  para  que  tenga  á  bien 
salvar  la  duda  que  me  asiste  á  este  respecto. — Bue- 
nos Aires,  Junio  10  de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Dándose   nuevamente  vista  á  los   interesados,  éstos  ia  evacuaron 

manifestando : 
Que  las  acciones   emitidas  eran    20.540  y  que    sumaban  $  íf-^id/TJÜ 

habiendo  concurrido  á  la  Asamblea  el  número  de  accionistas  que 

determina  el  art.  40  de  los  Estatutos. 
Volvió  nuevamente  el  expediente  al  Sr.  Procurador  de  la  Sación 

quien  dictaminó  lo  siguiente; 

EXMO.    SEffOR: 

Habiéndose  realizado  la  reforma  de  los  Estatutos 
del  Banco  Nacional  Inmobiliario,  de  acuerdo  con  las 
prescripciones  de  los  mismos,  s^tin  resulta  del  prece- 
dente esoito  de  su  Presidente,  Dr.  D.  Luis  l^agos 
Garda,  no  veo  inconveniente  para  que  W  E.  se  sir- 
va aprobarla  con  las  siguientes  adiciones: 

1>  Que  al  art.  47  de  dichos  Estatutos,  se  agr^ue 
la  disposidón  del  2^  inciso  del  art.  350  dd  Código  de 
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Comercio,  que  dispone  que:  "Ningún  accionista,  cual 
quiera  que  sea  el  número  de  sus  acciones,  podrá  re- 
presentar más  del  décimo  de  los  votos  conferidos  por 
todas  las  accionen  emitidas,  ni  más  de  dos  décimos  de 
los  votos  presentes  en  la  Asamblea  \ 

2*  Que  deben  considerarse  incorporadas  á  dichos 
Estatutos,  todas  las  disposiciones  del  Código  de  Co- 
mercio que  son  obligatorias  para  las  Sociedades  anó- 
nimas.— Buenos  Aires,  Junio  23  de  1 89 1 .— Antonio 
E.  Malaver. 

Kii  cüuseciienría  el  Ministerio  <l¡ftó  la  siguiente: 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Junio  25  de  1891. — En  atención  á  lo  manifestado 
por  el  Sr.  Procurador    General  de  la  Nación, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Apruébanse  las  modificaciones  introducidas 
en  los  Estatuos  del  Banco  Nacional  Inmobiliario,  pre- 
via agregación  de  las  adiciones  insertas  en  el  prece- 
dente informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Na- 
ción. 

Art.  2p  Dense  las  copias  legalizadas  que  se  soliciten, 
repónganse  los  sellos,  publíquese  v  archívese. — PE- 
LLEGRINL— V.  F.  López. 
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Don  Santiago  Luro, — sobre  escrituración  de  terrenos  de  la 

Sección  Buenos  Aires. 

Con  fecha  '2b  de  .lulio  de  16*91  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior 
Don  Santia^ro  Luro,  raanil*esian(io  que  el  lote  n"  17  de  la  5* 
Sección  de  Buenos  Aires  que  le  corresponde  j»or  transferencia 
de  Don  1^2 nació  Sarratea  y  el  n**  2il  de  la  misma  sección,  trans- 
ferido por  Don  .Tnan  M  Larre^rui  á  Don  Pedro  Luro,  en  esa 
época,  su  sucesión,  no  han  podido  ser  escriturados  por  causa  de 
reclamos  producidos  por  Don  Justo  Castilla,  á  título  de  poblador 
de  esoo  terrenos  y  pidiendo  se  dispusiera  lo  necesario  á  íin  de 
que  esa  escrituración  se  realizara. 

El  Departamento  de  Ingenieros  iüformó  diciendo  que  los  referidos 
lotes  fueron  aljudicados  respectivíunente  á  los  Sres.  Sarrale  y 
I^rregui,  pero  que  habiéndose  presentado  Don  Justo  Castilla  re- 
clamando derechos  como  poblador  de  esos  lotes,  la  escrituración 
¿  nombre  de  dichos  Señores  fué  suspendida  en  virtud  del  decre- 
to de  31  de  Marzo  de  1886  que  dispone  que  las  escrituraciones  de 
ios  lotes  que  se  hallen  reclamados  por  pobladores  se  subordine  a 
lo  que  resulte  encada  caso. 

Traido  á  la  vista  el  expediente  iniciado  por  el  Sr.  Castillo,  se  so- 
licitó la  opinión  del  Señor  Poocarador  General  de  la  Nación, 
ei  que  se  expidió  enes  tos  términos; 

ExMO.  Señor: 

Dos  Leyes  invoca  el  solicitante  Don  Pedro  Arévalo  á 
nombre  de  su  presentado  Don  Justo  R.  Castillo:  la  de  3 
de  Noviembre  de  1882,  y  la  de  27  de  Octubre  de  1884. 

Pero,  se  ha  olvidado,  que  la  primera  de  estas  Le- 
yes, en  su  artículo  26  dispuso  que:  "Los  ocupantes 
de  las  tierras  cuya  venta  se  autoriza  por  esta  Ley, 
deberán  presentarse  al  P.  E.  por  intermedio  del  Mi- 
nisterio del  Interior,  dentro  del  término  de  seis  meses 
contados  desde  la  fecha  de  su  promulgación,  á  dedu- 
cir los  derechos  con  que  se  consideren,  y  que  se  les 
deja  á  salvo;" — y  que  la  segunda  de  dichas  Leyes, 
en  su  artículo  7<>,  dispuso  que:  **  Para  acojerse  á  los 
beneficios  de  la  presente  Ley,  los  pobladores  deberán 
presentarse  al  P.  E.  en  el  término  de  seis  meses  de 
sancionada  esta  Ley,  y  abonar  la  parte  que  le  corres- 
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ponde  en  los  gastos  de  mensura  y  amojonamiento 
que  hubiese  hecho  el  Gobierno  Nacional." 

El  decreto  de  20  de  Enero  de  1885,  reglamentario 
de  esta  última  ley,  en  su  artículo  1°  estableció  que 
la  presentación  de  los  pobladores  debía  hacerse  en  el 
Ministerio  del  Interior,  antes  del  2y  de  Abril  de  i88¡, 
pasado  cuyo  término  perderán  todo    derecho. 

El  primer  poder  otorgado  por  D.  Justo  R.  Castillo 
á  favor  del  Doctor  D.  Enrique  Mosquera,  corriente  á 
fojas  14  fué  otorgado  el  10  de  Mayo  de  1887;  y  sin 
duda  por  no  haberse  hecho  uso  de  él,  fué  otorgado 
el  de  fojas  18,  el  21  de  Agosto  de  1888  á  favor  de 
D.  Pedro  Arévalo,  quien  se  presentó  á  V,  E.,  como 
consta  á  fojas  15,  en  13  de  Setiembre  de  1888. 

Basta  fijarse  en  estas  fechas,  y  compararlas  con 
los  términos  fijados  en  las  Leyes  anteriormente  cita- 
das, para  deducir  que  el  señor  Castillo  no  tiene  de- 
recho á  la  tierra  que  solicita. 

Pero  hay  más  todavía.  El  decreto  de  12  de  Mayo 
último  dispone  en  su  art.  1®,  que  no  se  dé  curso  á  soli- 
citudes que  se  presenten  después  de  su  fecha,  sobre 
reconocimiento  de  derechos  posesorios  en  los  territorios 
nacionales;  y  en  su  art.  2°,  que  dentro  de  los  noven- 
ta dias  desde  su  fecha,  deben  quedar  definitivamente 
resueltos  los  expedientes  iniciados  en  oportunidad  y 
que  aún  se  hallaban  en  tramitación;  debiendo,  pasado 
ese  término,  ser  enviados  al  archivo  todos  aquellos  en 
que  á  juicio  de  la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias^ 
no  se  hubiese  producido  la  prueba  suficiente,  de  acuer- 
do con  la  Ley  y  los  decretos  vigentes  sobre  la  ma- 
teria. 

La  prueba  producida  en  este  expediente  consiste  en 
la  información  que  se  transcribe  á  fs.  17  y  siguien- 
tes, de  parte  de  un  informe  del  agrimensor  Cascallar, 
en  la  que  se  incluye  la  información  que  D.  Justo  R. 
Castillo  produjo  en  Junio  de  1884,  ante  el  Juez  de 
Paz  de  Patagones. 
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A  mi  juicio,  esa  información  no  es  bastante  ni  en 
sí  misma,  ni  por  falta  de  la  autorización  necesaria  en 
el  Juez  de  Paz  que  la  recibió-  en  sí  misma,  por  que 
no  expresa  de  una  manera  fehaciente  el  área  y  lin- 
deros del  terreno  que  se  dice  poseído  por  Castillo,  ni 
el  origen  y  tiempo  cierto  de  esa  posesión;  ni  por  la 
autoridad  que  la  recibió,  pues  según  lo  resuelto  en  el 
art.  2°  del  decreto  de  20  de  Enero  de  J  885,  los  po- 
seedores de  tierias  sin  título,  debían  presentarse  ante 
la  Gobernación  de  que  depende  el  terreno  poseído, 
antes  del  27  de  Abril  del  mismo  año  1885,  expre- 
sando la  fecha  en  que  comenzó  la  posesión  y  hechos 
que  la  constituyen;  el  número  de  hacienda  que  ac- 
tualmente tenga  el  solicitante,  acreditando  su  propie- 
dad y  los  documentos  y  testigos  que  ofreciera  para 
justificar  los  hechos.  La  Gobernación,  según  el  art. 
3°  de  dicho  decreto,  podía  comisionar  á  Ids  Jueces 
de  Paz  de  la  localidad  respectiva,  para  recibir  la  prue- 
ba de  testigos,  y  debía  ordenar  las  diligencias  é  in- 
formes necesarios  para  comprobar  la  verdad  de  las 
afirmaciones. 

Nada  de  esto  se  ha  hecho;  y  el  Juez  de  Paz  de 
Patagones  resulta  entonces  incompetente  para  recibir 
la  información  rendida  ante  él. 

La  ley  de  27  de  Octubre  de  1884  exije,  por  otra 
parte,  que  los  que  hayan  de  optar  á  sus  beneficios 
sean  actuales  ocupantes  y  como  lo  expresa  su  art.  1®, 
y  según  lo  expuesto  por  el  doctor  D.  Santiago  Luro 
en  sus  escritos  de  fs.  1*,  30  ^  31;  él,  y  no  Castillo, 
es  el  ocupante  de  los  terrenos  reclamados  por  éste. 

Es  esta  una  razón  de  más,  y  concluyente  en  mi 
opinión,  para  que  V.  E.  no  haga  lugar  á  las  preten- 
siones de  su  apoderado,  D.  Pedro  Arévalo. 

En  cuanto  á  los  derechos  que  alega  el  Dr.  Luro, 
nada  puedo  decir;  pues  no  consta  en  este  expediente 
haberse  ubicado  á  su  favor  y  á  la  testamentería  de 
su  señor  padre  los  lotes  que  gestiona. 

31 
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Si  así  hubiera  sucedido,  y  se  hubieran  llenado  por 
él  todas  las  concesiones,  una  vez  resuelto  que  Castillo 
no  tiene  los  derechos  que  alega,  se  hallaría  V.  E.  en 
aptitud  de  decidir  en  la  petición  de  dicho  Dr.  Luro,  oyen- 
do previamente  el  Departamento  de  Obras  Públicas  y 
Oficina  de  Tierras  y  Colonias.— Buenos  Aires,  Octubre 
20  de  1891. — Antonio  *E.   Malaver. 

Comprobada  por  la  Oficina  de  Crédito  Público  la  transferencia 
de  los  mencionados  lotes  á  favor  de  los  Señores  Santiago  y  Pedro 
Luro  respetivamente,  se  dictó  la   siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Febrero  22  de  1892.— Resultando  de 
este  expediente  que  la  reclamación  interpuesta  por  Don 
Justo  R.  Castillo,  está  comprendida  entre  los  espedien- 
tes mandados  archivar  por  decreto  de  fecha  12  de 
Marzo  último,  habiendo  desaparecido  por  lo  tanto  el 
inconveniente  que  motivó  el  decreto  de  fecha  6  de 
Marzo  de  1888,  corriente  á  fojas  175  del  expediente 
1657  H  91,  ordenando  se  suspendiera  la  escritu- 
ración de  los  lotes  17  y  20;  de  acuerdo  con  el  dic- 
tamen del  Señor  Procurador  General  de  la  Nación,  y 
con  lo  informado  por  la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias, 
constando  además  á  fojas  8  vuelta  del  mencionado  es- 
pediente que  por  decreto  de  fecha  de  Abril  29  de 
1879,  los  citados  lotes  de  tierra  fueron  ya  adquiridos 
en  amortización  de  las  respectivas  acciones  del  em- 
préstito de  Tierras,  y  estando  comprobada  la  transfe- 
rencia que  se  invoca  por  el  informe  expedido  por  el 
Crédito  Público  Nacional  á  fojas  37  vuelta  del  pre- 
sente expediente. 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.   1^  Pase  este  expediente  al  Crédito  Público  Na- 
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cíonal,  para  que  en  amortización  de  las  correspondien- 
tes acciones  del  empréstito  de  tierras,  escriture  á  favor 
de  Don  Santiago  Luro,  el  lote  número  17  y  el  N<>  20 
á  íavor  de  la  sucesión  de  Don  Pedro  Luro  (sección  V 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires). 

Art.  2®  Repónganse  los  sellos,  comuniqúese  y  dése 
al  Registro  Nacional. — PELLEGRINI. — Manuel  M.  Zo- 
rrilla. 


Héctor  Elias,  sobre  quejas  informadas  del  proceder  del  Jefe 
de  la  Dirección  de  Tierras  y  Colonias,  por  ventas  y 
arrendamiento  de  chacras  de  la  Colonia  «Tema.» 

El  Sr.  Héctor  de  Elias  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  con 
fecha  '¿1  de  Julio  de  1891  exponiendo:  Que  con  fecha  15  de  Ju- 
nio se  presentó  á  la  Oñcina  Central  de  Tierras  y  Colonias,  soli- 
citando en  compra  las  'íhacras  que  estaban  sin  vender  de  las 
.flucciones  A  y  B  de  la  Colonia  Yeruá,  en  virtud  de  haberle 
manifestado  el  Jefe  de  dicha  Oñcina  que  sólo  existia  enagenada 
una  superñcie  de  poco  más  de  dos  mil  hectáreas  y  tres  mil 
arrendadas,  habiéndola  informado  favorablemente  y  elevado  al 
Ministerio,  pidiendo  no  se  diera  trámite  á  solicitudes  que  se 
presentaran  solicitando  chacras  en  los  terrenos  que  él  aconse- 
jaba se  le  dieran.  Pero  que  á  pesar  de  eso,  con  posterioridad, 
se  le  informó  por  el  nuevo  Sr.  Jefe  que  no  había  terrenos  va- 
cantes, y  por  el  Secretario  que  los  terrenos  se  hablan  agotado 
por  haberse  dado  curso  á  las  solicitudes  que  se  habían 
presentado. 

Que  no  consideraba  regular  ese  proceder,  tanto  más  cuanto  que 
su  propuesta  era  más  vents^osa  que  las  aceptadas  y  con  mayo- 
res garantías.  Que  de  lo  expuesto  se  deducía:  I"  Que  durante 
el  tiempo  que  se  tramitaba  su  solicitud,  se  concedieron  á  otras 
personas  los  mismos  terrenor  que  él  había  solicitado.  2°  Que 
á  pesar  de  haberse  aceptado  las  otras  propuestas  menos  venta- 
josas, haciendo  omisión  de  la  de  él,  la  tierra  sigue  despoblada  y 
que  los  únicos  colonos  que  la  pueblan  son  los  de  peor  clase  y 
malos  antecedentes,  como  podia  probarlo,  y  3®  Que  existen  te- 
rrenos sin  venderse  que  sólo  están  arrendados  y  que  son  pre- 
cisamente los  i^oblados  de  monte  que  están  explotando. 

Que  teniendo  en  cuenta  la  poca  validez  de  esos  contratos,  por 
habérseles  tomado  en    consideración  al    mismo  tiempo   que   se 
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aceptaba  su  propuesta,  y  por  encontrarse  la  tierra  completamente 
despoblada,  lo  que   daba  lugar  á  suponer  que  dichas   solicitu- 
des  son  de  simples  especuladores  aunque  llevan    el  nombre  de 
colonos,  solicitaba.    V  Se  dejasen  sin  efecto  los  contratos  cele- 
brados por  la  Oficina  de  Tierras,  que  llevasen  fecha  posterior  á 
su  solicitud  por  cuanto  los    interesados  no  han    tenido    tiempo 
de  poblarlos:  2^  Se  anularan  los   contratos  de  los   compradores 
en  las  secciones  A  y  B  que    hasta  esa  fecha    no    hablan    ido   á 
poblarlas,  aun  cuando  ellos  tuvieran  fecha  anterior  á  su  solici- 
tud: 3°  Que  se  anularan  los  contratos  de  arrendamientos  de  los 
terrenos  en  esas  dos  fracciones    por  no    estar    autorizados   por 
ley  alguna  y  4°  Que  dada  la  irregularidad  con  que  habia  proce- 
dido la  Oíicina  Central  de  Tierras  y  Colonias,  se  nombrará  una 
Comisión  de  vecinos    honorables   de  Concordia    para   informar 
sobre  la  segunda  de  sus  peticiones. 
La  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  se  expresó  en  esta  forma: 
Buenos  Aires,  Agosto  5  de   1891.— Señor  Ministro:—  "Esta  Oficina 
se  ha  impuesto  del  escrito   presentado  Ipor   el  Sr.    Héctor   Ella 
quejándose  del  procedimiento  irregular,  que  dice  ha  sido  obser- 
vado con  -motivo  de  su  propuesta  de    compra  de  terrenos  en  el 
Yeruá,  y  en  el  que   solicita  de  V.  E.    se  dejen    sin    efecto    los 
contratos  celébralos  por  la  Oficina  de  Tierras    posteriores  á  su 
solicitud;  que  se  anulen  los  contratos    de  los    compradores   en 
las  secciones  A  y  B,  que  hasta  la  fecha  no  han  ido  á   poblarla, 
aunque  ellas  tuvieran   fecha    anterior  d   su   solicitud;   que   se 
anulen  los  contratos  de  arrendamiento  de  ios    terrenos  en  esas 
dos  fracciones  por  no  estar  autorizados  por  ley    alguna,  y   por 
último,  que  se  nombre  una   Comisión  de  vecinos  de   Concordia 
para  que  informe  sobre  la   seí^iinda  de   sus  peticiones. 
Principio  por  manifestar  á  V.  E.  que  los  fundamentos  que  sirven 
de  base  á  la  solicitud  del  Señor  Elia  son  completamente  falsos, 
y  me  causa   extrañeza  que  el   Señor  Elía  se  avance  á  tanto  en 
su  empeño  de  llevar  adelante  un  negocio,  que  sin  duda  ha  po- 
dido ofrecerle  un  gran    beneficio,  pero  que  no    le  ha  sido  dado 
realizar. 
El  Jefe  de  esta  repartición,  Señor    Ministro,  no   tiene  costumbre 
de  faltar  á  la  verdad  en  sus  actos  públicos  ó  privados,  y  mucho 
menos  cuando  no  lo  guia    ningún  interés  personal,   como  es  el 
caso  del  Señor  Elía.    Tiene  sobre  este  punto  su  conciencia  bien 
tranquila  y  no  será  el  Señor  Elia  ni    nadie  quien  será  osado  de 
demostrar  lo  contrario. 
Esta  Dirección  ni    ha    manifestádole,   como  dice,  que   sólo  existia 
enajenada  una  superficie  de  poco  más  de  dos  mil  hectáreas  y  tres 
mil   arrendadas,  incluyendo  las   solicitudes   en   tramitación  ni 
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tampoco  al  arrendar  al  Señor  Herberto  Suélié  1.780  hectáreas, 
(no  300  como  asegura)  se  tuvo  en  vista  la  poca  demanda  que 
había  en  las  secciones  mencionadas  por  lo  distantes  que  estaban 
esos  terrenos  de  la  costa;  ni  tampoco  se  dio  la  orden  que  men- 
ciona, de  que  no  se  diera  trámite  á  las  solicitudes  que  se  presen- 
taran solicitando  chacras  en  los  terrenos  que  el  Sr.  El ía  solicitaba. 

El  primer  fundamento  de  que  sólo  se  habían  enajenado  dos  mil 
hectáreas,  incluyendo  las  solicitudes  en  tramitación  es  completa- 
mente falso  como  he  dicho  antes,  y  lo  comprueba  el  certificado 
adjunto  del  Jefe  de  la  Sección  de  Contabilidad  que  acompaño, 
que  es  el  encargado  de  practicar  las  liquidaciones  y  extender 
las  Letras  que  deben  firmar  los  compradores. 

Al  Señor  Suelié,  antiguo  poblador  de  aquel  terreno  desde  antes 
de  pertenecer  al  Estado,  le  fueron  arrendadas  1780  hectáreas 
por  la  cantidad  de  dos  mil  pesos  al  año,  no  por  las  razones  que 
expresa  el  Señor  Elia,  sino  porque  me  proponía  reunir  algunos 
fondos  para  la  implantación  de  una  Escuela  Agronómica  en  eledi- 
ficio  de  la  antigua  estancia  á  fin  de  que  esta  mejora  se  realizara 
sin  erogación  alguna  para  el  erario,  y  porque  el  Señor  Suelié 
había  manifestado  que  oportunamente  él  colocaría  en  el  terreno 
arrendado  las  familias  agricultoras  que  fuesen  necesarias,  las 
que  se  proponía  traer  de  Inglaterra  en  condiciones  especiales  por 
su  moralidad  y  buenas  costumbres,  así  como  por  los  capitales 
que  introducirían  para  dedicarse  á  la  Agricultura,  empleando 
los  procedimientos  más  adelantados.  Van  transcurridos  tres  ó 
cuatro  meses  desde  que  se  formó  el  contrato  de  arrendamiento 
que  fué  aprobado  por  V.  E.,  y  se  ha  presentado  el  Señor  Suelié 
por  escrito  á  esta  Dirección,  haciendo  efectiva  la  promesa  á  que 
me  he  referido,  solicitando  en  compra  la  tierra  que  ocupa  y 
obligándose  á  establecer  diez  y  ocho  familias  ó  sea  una  en  cada 
cien  hectáreas. 

En  otro  fundamento  que  el  Señor  Elía  hace  valer,  es  que  habíase 
dado  orden  de  no  tramitar  las  solicitudes  pendientes  sobre  te- 
rrenos en  la  parte  solicitada  por  él. 

Señor  Ministro:  las  solicitudes  pendientes  y  aún  las  que  nueva- 
mente se  presentasen,  estaban  dentro  de  las  prescripciones  de 
la  ley  que  autorizo  la  venta  de  esas  tierras. 

Esta  Dirección  no  podía  ni  debió  dejar  de  darles  curso,  á  pesar 
de  la  propuesta  del  Señor  Elia,  por  que  habría  faltado  á  su  de- 
ber, perjudicando  los  intereses  legítimos  de  todos  aquellos  que 
se  habían  presentado  solicitando  la  compra,  y  que  tenían  perfecto 
derecho  para  ello,  pues  estaban  autorizados  por  la  ley. 

Entre  la  propuesta  del  Señor  Elía  que  la  oficina  (aunque  la  con- 
sideraba conveniente),    no  podía  aceptarla    llanamente  por   no 
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i^ustarse  estrictamante  á  la  ley,  razón  por  la  que  la  sometió 
á  la  aprobación  de  V.  E.  y  las  solicitudes  de  muchos  particu- 
lares que  usaban  de  su  derecho,  invocando  disposiciones  vijentes 
cuya  ejecución  tiene  á  su  cargo   esta  repartición,  ella  no  pudo 

ni  debió  negarles  ó  aplazarles  la  tramitación  de  sus  asuntos  por 
causa  de  la  propuesta  del  Señor  EHa. 

Si  V.  E.  usando  de  la  facultad  que  tiene,  hubiese  creído  conve- 
niente no  aceptar  la  propuesta  del  Señor  Elía,  se  habrían  per- 
judicado inútilmente  los  intereses  de  los  solicitantes  de  chacras 
y  ¿  muchas  gentes  pobres  ó  de  escasos  recursos  se  les  habría 
obli^rado  á  hacer  gastos  crecidos  é  infructuosos  en  esta  ciudad 
donde  la  vida  es  muy  cara,  en  espera  de  una  resolución  que  po- 
dría haber  demorado  mucho  más  tiempo  del  que  ha  demorado, 
y  que  además  podría  ser  para  ellos  completamente  desfavorable. 

Es  indudable  que  el  Señor  Elía  ha  dejado  de  hacer  un  buen  ne- 
gocio, visto  el  interés  que  en  este  último  tiempo  han  despertado 
los  terrenos  del  Yeruá,  pero  es  indudable  también,  que  los  so- 
licitantes de  chacras  que  las  han  obtenido,  se  felicitarán  de  esta 
circunstancia,  por  que  no  se  han  encontrado  obligados  á  pagar 
una  prima  al  Señor  Elía,  por  haberlas  obtenido  directamente 
de  la  oficina  por  el  precio  de  ley.  Entonces  pues,  todo  lo  que 
puede  decirse  es,  que  todos  han  sido  justa  y  legítimamente  fa- 
vor*^cidos  y  que  uno  solo  ha  sido  el  perjudicado,  en  cuanto  ha 
dejado  de  realizar  un  negocio  que  pudo  darle  una  ganancia. 

La  irregularidad  y  la  falta  de  seriedad  de  que  acusa  el  Señor 
Elía  á  esta  oficina,  habría  consistido  en  no  acordar  la  venta  de 
las  chacras  á  Ins  que  las  solicitaban  conforme  á  la  ley,  á  pre- 
texto de  una  propuesta  que  podía  ó  nó  ser  aceptada  por  V.  E. 
cuya  resolución  podía  durar  mucho  tiempo,  según  el  criterio 
con  que  V.  E.  la  considerase. 

Pero,  no  es  cierto  tampoco  que  á  la  aceptación  de  la  propuesta 
los  terrenos  estuviesen   completamente  agotados. 

Se  le  manifestó  al  Señor  Elía,  que  sólo  había  disponibles  tres  mil 
quinientas  hectáreas  ó  sean  treinta  y  cinco  chacras  de  cien 
hectáreas  cada  una.  Se  han  agotado  sí,  después  que  el  Señor 
Elía  expuso  que  no  le  convenía  tomarlas  por  ser  limitada  la 
cantidad,  y  por  no  estar  reunidas  en  un  solo  grupo,  siendo  este 
último  muy  natural  desde  que  cada  solicitante  tiene  el  derecho 
de  elegir  el  terreno  que  más  le  conviene,  seí?ún  la  clase  de 
cultivo  á  que  piensa  dedicarlo. 

Le  llama  la  atención  al  Señor  Elía  la  precipitación  con  que  la 
oficina  ha  despachado  las  solicitudes  de  compra,  porque  no  sabe 
que  ante  ella  tramitan  de  quinientos  á  seiscientos  asuntos  men- 
sualmente,  y  que  han  quedado  sin  atenderse  cerca  de  cien  solí- 
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eitndes  que  existen  en  carpeta,  por  no  haber  ya  mis  terrenos 

disponibles. 

Agrega  el  Señor  Elía  que  hay  muy  pocos  terrenos  ocupados,  y 
que  lo  que  se  explota  en  esa  zona,  sin  provecho  alguno  para 
el  ílsco,  son  los  montes  que  existen  y  pueblan  la  costa  de  los 
arroyos  y  cañadas. 

Parece  ser  que  el  Señor  Elia  olvida  que  los  concesionarios  de 
tierras  tienen  un  término  para  pobla^la^  y  cultivarla:>.  y  que 
en  los  terrenos  recientemente  concedidos  en  estación  avanzada, 
en  que  es  ya  imposible  en  este  año  la  siembra  de  ciertos  cerea- 
les, como  el  trigo  por  ejemplo,  habrá  que  construir  poblaciones 
y  alambrados  que  demandan  cierto  tiempo,  no  cumplido  aún. 

Por  lo  que  respecta  á  los  terrenos  que  fueron  vendidos  con  casas 
y  alambrados  construidos  por  la  Empresa  Baibiene  y  C*.,  esta 
Dirección  ha  tomado  medidas  para  que  perentoriamente  se  cum- 
plan las  obligaciones  que  han  sido  impuestas  á  los  concesiona- 
rios.—La  resolución  tomada  por  esta  oñcinaá  principios  del  mes 
de  Julio  último,  que  en  copia  acompaño,  «iemostrará  á  V.  E.  que 
esta  Dirección  no  ha  descuidado  hacer  cumplir  esta  parte  de  la 
Icyf  y  por  consiguiente  lo  infundado  del  cargo  que  el  señor 
Elia  pretende  hacer  á  esta  oficina. 

La  misma  disposición  á  que  me  refiero,  y  otras  que  antes  habían 
sido  dictadas,  prohiben  la  explotación  de  los  montes,  que  por 
otra  parte  no  existen  en  la  zona  en  que  el  señor  Elia  había  so- 
licitado. 

Últimamente,  no  teniendo  el  administrador  de  la  colonia  medios 
suficientes  para  hacer  cumplir  las  órdenes  que  le  hablan  sido 
trasmitidas  por  esta  Dirección,  prohibiendo  cortar  los  montes,  se 
dirigió  una  nota  al  Jefe  de  Policía  de  aquel  departamento  re- 
clamando su  cooperación,  y  éste  funcionario  contestó  satisfacto- 
riamente en  los  términos  que  verá  V.  E.  en  el  documento  ori- 
ginal adjunto.— Puedo  asegurar  á  V.  E.  que  constantemente  me 
he  opuesto  á  que  se  espióte  el  monte  de  la  colonia,  y  que  ac- 
tualmente no  se  toma  de  él  sino  la  leña  que  se  precisa  para  el 
consumo  de  la  misma. 

Asegura  el  señor  Elia  que  los  únicos  colonos  que  pueblan  la  co- 
lonia Yeruá,  son  los  de  peor  clase  y  malos  antecedentes,  como 
podría  probarlo  con  el  informe  de  los  colonizadores  que  han  te- 
nido que  deshacerse  de  los  colonos  rusos. 

Debo  declarar  á  V.  E.  que  allí  no  existen  colonos  rusos,  sino  al- 
gunas familias  luxemburguesas,  y  otras  diez  familias  alemanas, 
que  inducidas  por  un  colonizador  á  la  manera  del  señor  Elia, 
abandonaron  Gualeguaychú  donde  estaban,  y  se  trasladaron  al 
Veruá,  con  sus  instrumentos  de  labranza,  anímales,  provisiones 
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etc«,  donde  se  les  dieron  tierras  para  evitarles  que  andUTiesen 
peregrinando,  quizá  victimas  de  algún  especulador  de  colouias 
al  que  no  seria  diñcil  conociera  el  señor  Elia. 

Alemas  de  estas  familias  las  hay  de  todas  nacionalidades,  españo- 
les, belgas,  franceses,  italianos,  hijos  del  país  etc.,  y  aunque  si 
bien  es  cierto  que  esta  Dirección  no  les  ha  pedido  el  árbol  ge- 
nealógico de  su  descendencia,  sabe  que  en  su  gran  mayoría  son 
gente  laboriosa  y  honrada,  aunque  no  dependen  del  señor  Elia 
sino  de  sus  propios  recursos. 

Paso  por  alto  algunos  otros  asertos  del  señor  Elia,  tan  falsos 
come  los  anteriores,  por  que  no  quiero  fatigar  demasiado  la  aten- 
ción de  V.  E. 

Concretándome  al  pedido  del  señor  Elia  en  la  forma  en  que  ha 
sido  hecho,  paso  á  informar  á  V.  E.— 1°  No  es  posibie  degarsin 
efecto  los  contratos  celebrados  por  la  oficina  de  Tierras  y  Co- 
lonias que  llevan  fecha  posterior  á  la  solicitud  del  señor  ülia, 
aunque  los  interesados   no  han  tenido  tiempo  de  poblarlos. 

Esos  contratos  han  sido  hechos  con  arreglo  alas  leyes  vigentes, 
en  virtud  de  la  facultal  que  para  ello  tiene  la  oficina  á  mi  car- 
go. 

La  circunstancia  de  haber  sido  celebrados  con  posterioridad  á  la 
propuesta  del  Sr.  Elia  que  aún  no  estaba  aceptada,  y  la  de  que 
aun  no  han  tenido  tiempo  de  poblarlos,  no  pueden  ser  causa  bas- 
tante de  nulidad. 

Los  interesados  protestarían  justamente  contra  una  resolución 
semc\jante,  que  no  tendría  otro  objeto  que  satisfacer  al  Sr.  Elia, 
contrariando  abiertamente  la  ley  por  la  cual  les  fue  cedida  la 
tierra. 

Con  razón  podía  decirse  entonces  que  el  procedimiento,  no  ya  de 
la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias,  sino  del  Gobierno  de  la  Nación, 
era  poco    serio  é  irregular. 

2®  Tampoco  seria  posible  anular  los  contratos  de  los  compradores 
en  las  secciones  A  y  B  que  hasta  la  fecha  no  han  ido  á  poblarla, 
aun  cuando  sean  anteriores  ii  la  propuesta  del  Sr.  Elia. 

Esos  terrenos  no  fueron  materia  de  la  propuesta  del  Sr.  Elia,  los 
términos  para  el  cumplimiento  Me  sus  obligaciones  no  están 
vencidas;  y  cuando  lo  estén  no  será  necesario  el  pedido  de  nin- 
gún particular  para  rescindir  sus  contratos  y  entregarlos  á  otros 
solicitantes  en  oportunidad,  cumpliendo  esta  Dirección  con  las 
funciones  que  tiene  á  su  cargo. 

Seria  llegado  el  caso  de  despachar  las  numerosas  solicitudes  que 
existen  en  esta  Oficina,  según  he  manifestado  anteriormente, 
acordándoles  la  prioridad  por  su  orden  de  fechas. 

3»  El  único  contrato  de   arrendamiento    en  las   fracciones  A  y  D, 
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que  es  el  que  se  celebró  'con  el  Sr.  Herbert  Smelié,  puede  con- 
siderarse anulado  de  hecho,  pues  como  ya  he  dicho,  ese  Sr.  ha 
pedido  en  compra  la  tierra  que  arrendaba  comprometiéndose  á 
colocar  diez  y  ocho  familias  inglesas,  y  le  ha  sido  acordado  por 
esta  oficina. 

4^  Que  dada  la  irregularidad  con  que  ha  procedido  la  oficina  de 
Tierras  y  Colonias  según  el  criterio  del  Sr.  Elia»  se  nombre  una 
comisión  de  vecinos  de  Concordia  para  informar  sobre  la  segun- 
da de  sus  peticiones,  en  la  que  pide  se  anulen  los  contratos  de 
los  compradores  en  las  secciones  A  y  D  que  hasta  la  fecha  no  han 
ido  á  poblarlas,  aunque  ellos  tuvieran  fecha  anterior  á  su  pro- 
puesta. 

Ya  he  manifestado  en  este  informe,  que  aún  no  están  vencidos  los 
términos ^en  que  los  concesionarios  deben  cumplir  sus  obligacio- 
nes, y  en  tal  concepto  el  nombramiento  de  una  Comisión,  al  sólo 
objeto  indicado,  no  tiene  razón  de  ser. 

Pero,  si  V.  E.  quiere  nombrar  una  Comisión,  cualquiera  que  sea, 
que  investigue  los  actos  de  esta  Dirección,  sea  con  relación  á  la 
propuesta  del  Sr.  Elia,  sea  con  relación  á  ios  procederes  gene- 
rales de  esta  Dirección  y  sus  empleados,  me  seria  muy  agrada- 
ble, no  por  que  esta  Dirección  sienta  la  necesidad  de  sincerarse 
de  los  ataques  más  ó  menos  apasionados  de  algún  proponente  á 
quien  se  le  fustra  su  negocio  por  causas  agenas  á  la  voluntad 
de  esta  Oficina,  sino  como  una  satisfacción  á  la  opinión  pública 
á  quien  respeto,  y  al  Exmo.  Gobierno  que  me  honró  con  su  con- 
fianza al  designarme  para  el  puesto  que  desempeño, 
Debo  para  terminar,  agregar  algunas  consideraciones  de  carácter 
general. 

En  una  Colonia  importante  como  el  Yeruá,  en  que  los  elementos 
que  contribuyen  á  formarla  son  de  índole  tan  diversa,  no  es 
posible  exigir  uniformidad  de  acción,  ni  obtener  que  en  época 
determinada,  todos  y  cada  uno  cumplan  con  los  deberes  y  obli- 
gaciones que  aceptiron  al  comprar  los  terrenos  que  les  han  sido 
concedidos. 

Diversas  causas  se  oponen  á  este  resultado,  que  depende  unas  veces 
de  la  voluntad  de  ios  concesionarios  y  otras  de  a^ccidentes  varios 
que  no  es  posible  precisar.  De  aqui  la  necesidad  en  muchos 
casos,  de  proceder  generalmente  con  toda  la  equidad  posible» 
aunque  no  con  arreglo  al  estricto  rigorismo  de  las  leyes  vigentes. 
En  aquella  Colonia  situada  á  inmediaciones  de  un  pueblo  impor- 
tante como  es  Concordia,  que  tiene  que  sufrir  las  influencias  de 
los  intereses  encontrados  de  sus  moradores ,  los  accidentes 
se  aumentan,  como  se  aumentan  ios  exageraciones  de  todos 
los  que  están  en    relación  con  la  Colonia,  ya  sea  para   deprimir 
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su  administración,  ya  sea  para  glorificarla ,  según  el  móvil  que 
los  guia  y  los  intereses  que  se  cruzan. 

Otro  tanto  es  lo  que  sucede  con  relación  al  asunto  del  Sr.  Elia  á 
informe  de  esta  oficina. 

El  Sr.  Elia  quisiera  que  los  contratos  existentes  se  anulasen  para 
que  las  tierras  le  fueran  á  él  concedidas,  quisiera  que  los  contratos 
de  arrendamiento    que   V.  E.  ha  aprobado  se  anulasen  tambié 
con  igual  objeto,  pero  no  se  cuida  de  saber,  qué  dirán  los  con- 
cesionarios, si  los  derechos  de  éstos  son  ó  no   vulnerados. 

Pero  la  oficina  de  Tierras  ha  debido  tener  presente  todas  estas 
cosas,  y  muy  principalmente  que  la  ley  la  obligaba  á  aceptar 
las  solicitudes  de  compra,  á  pesar  de  la  propuesta  del  Sr.  Elía^ 
que  forma  la  base  de  su   querella. 

Con  lo  expuesto,  V.  F.  resolverá  lo  que  estime  en  justicia.  Nicasio 
Ohoño. ^Julio  V,  />iflfz. —Secretario. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesoro  dio  el  siguiente    dictamen. 

ExMo.     Señor: 

"  Las  esplicaciones  del  precedente  informe  de  la 
Oficina  de  Tierras  y  Colonias  son  tan  satisfactorias, 
y  de  tal  naturaleza  las  garantías  morales  que  ofrecen 
al  Gobierno  las  personas  que  dirigen  esa  repartición, 
que,  según  mi  dictamen,  V.  E.  debe  sin  más  trámite 
desechar  la  reclamación  del  Señor  Elia  y  ordenar  el 
archivo  de  este  expediete. 

Las  labores  administativas  rectamente  desempeñadas 
son  áridas  y  difíciles;  y  los  funcionarios  que  las  afrontan 
con  la  honorabilidad,  la  consagración  y  celo  por  los  inte- 
reses públicos  como  demuestran  en  todos  sus  actos  el 
director  y  la  oficina  de  Tierras  y  Colonias,  son  acreedores 
á  la  confianza  y  al  apoyo  del  Poder  Ejecutivo  para  que 
su  acción  se  desenvuelva  con  toda  eficacia.  Así  se  digni- 
fican las  reparticiones  públicas  y  se  establece  la  solida- 
ridad y  el  estímulo  sin  los  cuales  el  centralismo  adminis- 
trativo, llevado  al  exceso,  esteriliza  los  mejores  esfuerzos. 
—Estudio.  Agosto  22  de  1891.- E.  García  Mero u. 

Dictándose  por  consecuencia  la  siguiente: 
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Resolución  — 

Buenos  Aires,  Agosto    31  de  1 89 1 .  —  Publíquese  y 
archívese.  —  Zapata. 


El  Directorio  local  del  Ferro-Carril  de  Buenos  Aires  al  Pa- 
cifico—sobre expropiación  de  un  terreno  necesario  pa- 
ra su  Via. 

El  Directorio  local  del  Ferro-Carril  de¡Bueno8  Aires  al  Pacífico,  se 
dirijió  al  Ministerio  del  Interior  con  fecha  35  de  Julio  de  1891 
haciendo  presente  que  en  el  Kilómetro  6  de  la  linea  donde  to- 
davía no  han  sido  colocadas  las  barreras  para  protejer  los  pa- 
sos á  nivel,  por  cruzar  el  ferro-carril  cuatro  boca-calles,  en  un 
ángulo  existe  un  terreno  necesario  á  ese  objeto,  cuyo  propie- 
tario no  quiere  venderlo,  por  lo  que  pide  se  le  autorice  á  ex- 
propiarlo y  á  desviar  uno  de  los  caminos. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas  indicó  que  dicha  fracción  de 
terreno  era  necesaria  á  los  efectos  que  se  indicaba,  por  lo  que 
podía  autorizarse  á  la  empresa  para  valerse  del  derecho  de 
expropiación,  por  cuanto  sena  tomado  exclusivamente  para 
uso  público,  á  cuyo  informe  se  adhirió  la  Dirección  de  Ferro- 
Carriles. 

El  Señor  Procurador  del  Tesoro  se  expresó  en  estos  términos: 

ExMo.    Señor: 

En  presencia  de  las  consideraciones  expuestas  por 
la  empresa  recurrente  y  de  la  opinión  técnica  del 
Departamento  de  Obras  Públicas,  V.  E.  puede  de- 
clarar administrativamente  que  conceptúa  indispensa- 
ble la  expropiación  del  terreno  mencionado,  á  fin  de 
que  la  compañía  pueda  hacer  valer  este  antecedente 
al  ejercer  ante  los  tribunales  los  derechos  que  le 
concede  la  Ley. — 593  Estudio,  Noviembre  18  de  1891. 
— E.  García  Mérou. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente 
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Resolución'.  — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Diciembre  17  de  1891. — En  vista 
de  lo  manifestado  por  el  Directorio  local  del  Ferro- 
Carril  de  Buenos  Aires  al  Pacífico,  de  hallarse  en  la 
imposibilidad  de  dar  cumplimiento  á  la  colocación 
ordenada  de  las  barreras  para  protejer  los  pasos  á 
nivel  en  el  Kilómetro  6,  donde  la  línea  cruza  cuatro 
boca-calles  en  un  ángulo,  hasta  tapto  no  pueda  dis- 
poner de  una  fracción  de  terreno  cuya  área  es  de 
1065,70  m^.  que  lo  considera  indispensable,  negán- 
dose el  dueño  á  venderlo;  y  considerando  que  la 
ejecución  de  las  obras  mencionadas  es  de  urgente 
necesidad  para  el  bien  público,  constantemente  ame- 
nazado por  el  peligro  que  ofrece  la  línea  en  el  pun- 
to precitado;  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  De- 
partamento de  Ingenieros,  Dirección  de  Ferro-Carri- 
les y  el  dictamen  del  Señor  Procurador  del  Tesoro, 
contestes  todos  en  una  misma  opinión, 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

Art.  1°  Declárase  necesaria  la  fracción  del  terreno 
ubicado  en  el  Kilómetro  6  del  Ferro-Carril  de  Bue- 
nos Aires  al  Pacífico,  para  la  colocación  de  las  ba- 
rreras destinadas  á  protejer  los  pasos  á  nivel,  que- 
dando autorizada  la  empresa  de  dicha  línea  para  ges- 
tionar su  expropiación  por  las  vías  legales. 

Apruébase  el  plano  adjunto,  relativo  al  desvío  de 
una  de  las  calles  en  el  sentido  indicado  en  el  mis- 
mo, el  que  deberá  efectuarse  una  vez  obtenida  la 
fracción  de  terreno  que  se  trata  de  expropiar. 
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Art.  3^  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro   Nacional.     PELLEGRINL— José  V.  Zapata. 


El  F.  G.  de   Buenos    Aires  al  Pacifico,— sobrepago  de  una 

garantía    en  Bonos  Morgan. 

Con  fechk  28  de  Julio  de  1891  se  presentó  ai  Ministerio  de  Hacienda 
ei  Gerente  del  F.  C.  al  Pacifico,  manifestando: 

Que  habia  recibido  de  su  Directorio  en  Londres  un  telegrama  co- 
municando que  el  pago  de  la  garantía  correspondiente  al  2^ 
Semestre  de  1890  se  habia  hecho  en  Bonos  Morgan,  y  como  esa 
ley  era  sólo  aplicable  á  los  años  1891, 1892  y  1893,  ese  pago 
debía  haberse  verificado  en  oro,  en  Londres    integramente. 

Que  cotizándose  esos  bonos  en  el  mercado  de  Londres  á  un  pre- 
cio muy  reducido  y  habiendo  hecho  el  pago  de  dicha  garantía  con 
notable  diferencia,  la  compañía  se  encontraba  en  l:i  necesidad  é 
imposibilidad  de  hacer  frente  á  los  compromisos  que  habia  con- 
traído, anticipando  por  cuenta  del  Gobierno  ios  importes  nece- 
sarios para  pagar  ei  interés  de  sus  capitales . 

Que,  no  comprendiendo  la  ley  de  23  de  Enero  de  1891  una  ga- 
rantía vencida  en  31  de  i>iciembre  del  año  1890,  pedia  se  abo- 
nase á  la  Compañía  el  importe  de  esa  garantía  en  oro,  según  lo 
establecian  las  leyes  de  su  concesión  y  el  contrato  celebrado  con 
arreglo  á  dichas  leyes. 

Pasado  á  la  Contaduría  General,  ésta  informó: 

Que  esa  oficina  era  de  opinión  que  no  debía  hacerse  lugar  á  lo 
que  se  solicitaba;  debiendo  efectuarse  el  pago  de  la  garantía  de  que 
se  trataba  en  Bonos  Morgan  por  su  valor  escrito,  y  que  si  la 
Empresa  recurrente,  se  rehusaba  á  admitirlas  en  esa  forma, 
debería  esperará  que  el  Gobierno  se  encontrase  en  condiciones  de 
abonarle  la  garantía  en   efectivo. 

Pasado  al  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  este  dictaminó  lo  siguiente: 

ExMO.    Señor  : 

El  presente  informe  de  la  Contaduría  no  se  reñere 
directamente  al  punto  sobre  el  cual  versa  la  presente 
solicitud.  La  empresa  recurrente  reconoce  el  derecho 
del  Gobierno  para  pagar  las  garantías  en  bonos  du- 
rante los  años  1891,    1892  y  1893,  y  se  opone  al  re- 
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cibo  de  dichos  bonos  como  pago  de  la  garantía  corres- 
pondiente ai  segundo  semestre  de  1890,  al  cual  no  creé 
que  pueda  aplicarse  la  ley  N''  2770  de  24  de  Enero  del 
año  ppdo. 

Sobre  este  particular,  pienso  que  dada  la  naturale- 
za de  dicha  ley,  caracterizada  por  los  antecedentes  y 
circunstancias  que  se  tuvieron  en  vista  al  celebrar  el 
contrato  con  los  señores  Morgan,  ella  debe  aplicarse 
á  todos  los  pagos  comprendidos  en  su  artículo  4^  y 
efectuados  después  de  su  promulgación.  Fúndase  es- 
ta opinión  en  que  la  razón  del  referido  contrato  y  de 
la  ley  misma,  fué  la  situación  de  hecho  que  pu- 
so á  la  Nación  en  la  imposibilidad  de  hacer  en  efec- 
tivo durante  cierto  tiempo  el  servicio  de  las  garantías, 
quedando  así  sujetas  igualmente  á  la  forma  de  pago 
estipulada  con  los  acreedores,  las  sumas  que  por  ga- 
rantías se  adeudaban  al  tiempo  de  dictarse  la  ley. 

Se  trata  de  una  estipulación  especial  para  pagos 
determinados,  que  debe  regir  sobre  todos  los  del  mis- 
mo género,  hechos  con  posterioridad  á  la  fecha  de 
convenio  y  durante  su  vigencia. 

Si  la  Empresa  recurrente  rechaza  los  bonos  é  in- 
siste en  su  derecho,  para  percibir  en  efectivo  la  ga- 
rantía correspondiente  al  segundo  semestre  de  1890, 
deberá  como  lo  dice  la  Contaduría  General,  esperar  á 
que  el  Gobierno  se  encuentre  en  condiciones  de  abo- 
narle la  garantía  en  efectivo,  así  como  el  Gobierno 
espera  la  devolución  de  las  sumas  que  con  arreglo  á 
sus  contratos  ha  debido  reintegrarle  esta  empresa. 

Convendría  que  en  este  asunto  V.  E.  consultara  al 
Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  .—Febrero  11 
de   1892.— E.  García   Mérou. 

En  consecuencia,  eltMinisterio  lo  pasó  á  dictamen  del  Sr,  Procu- 
rador de  la  Nación,  cuyo  dictánfien  es  el  si^ruiente; 
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ExMO.  Señor  : 


El  precedente  dictamen  del  Señor  Procurador  del 
Tesoro,  es  perfectamente  ajustado  á  los  propósitos  de 
la  ley  que  autorizó  la  emisión  de  títulos  de  deuda 
externa,  con  destino  al  pago  del  servicio  de  Emprés- 
titos y  garantías  acordadas  por  la  Nación. 

Es  precisamente  el  carácter  y  la  tendencia  de  las 
leyes  de  esta  naturaleza,  dotar  á  la  administración 
pública  de  los  medios  para  atender  á  las  responsabi- 
lidades pendientes,  cuando  no  existen  otras  especial- 
mente destinadas  á  solventarlos. 

La  ley  no  hizo  distinción  entre  la  deuda  vencida 
ó  por  vencer:  creó  el  recurso  para  hacer  efectiva  su 
solvencia,  según  los  términos  generales  de  su  redac- 
ción, en  cualquier  caso,  y  como  V.  E.  no  dispone  de 
otros  recursos  que  los  que  esa  ley  le  ha  dado  para 
hacer  efectivo  el  pago  de  esa  garantía,  y  no  le  es 
dado  tampoco  entregar  los  bonos  por  un  valor  infe- 
rior al  que  la  ley  ha  autorizado,  opino  de  conformi- 
dad con  el  precedente  dictamen  del  Sr.  Procurador 
del  Tesoro. — Buenos  Aires,  Marzo  22  de  1892. — 
Sabiniano   Kier. 

Por  este  motivo  el  Ministerio  de  Hacienda  dictó  ia  siguiente; 

Resolución — 

Julio  8  de  1892.  Atento  los  informes  que  prece- 
den.    No  há  lugar  y  archívese.     E.  Hanskn. 


El  Sr.  Hilario  Cruz  Roca,  —pide  construir  una  balsa    sobre 

el    Rio  Gualeguay  (Entre  Rios) 

La  Dirección  General    de  Rentas  en  28   de  Julio  de  1891  eleva  ai 
Ministerio  de  Hacienda  el  expediente  promovido  ante  esa  repar- 
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tición  por  D.  Hilario  Cruz  Roca,  solicitando  se  le  otorgara  pa- 
tente nacional  para  el  establecimiento  de  una  balsa  al  Oeste  de 
la  ciudad  en  el  paraje  conocido  por  Paso  de  la  Cruz  sobre  el 
Rio  Gualeguay,  y  expone  que  se  trata  de  establecer  una  balsa  pa 
ra  el  servicio  de  canales  interiores  no  entregados  á  la  navega- 
ción de  la  marina  mercante,  y  que  ha  dispuesto  que  el  intere- 
sado ocurriese  donde  correspondía,  por  creer  que  es  la  Munici- 
palidad la  que  debe  acordar  ese  permiso,  y  porque  la  jurisdic- 
ción nacional  no  se  ejerce  en  ios  canales  interiores  situados  en 
las  Provincias;  finalmente  manifiesta  que  habiéndose  presenta- 
do el  interesado  nuevamente  á  esa  Dirección  solicitando  recon- 
sideración de  la  resolución  que  ella  adoptó,  pide  se  resuélva- 
lo que  al  respecto  se  considere  conveniente. 
El  Sr.  Procurador  del  Tesoro  á  quien  s¿  le  pidió  su  opinión  ex- 
puso: 

ExMO.   Señor: 

Considero  fundada  la  resolución  de  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas  de  12  de  Marzo  del  corriente  año, 
pues  se  trata  en  efecto  de  un  canal  interior  no  entre- 
gado á  la  navegación,  sino  excepcionalmente  en  épo- 
cas de  corriente,  correspondiendo  este  asunto  á  la 
Municipalidad  local.— Buenos  Aires,  Noviembre  16  de 
1891. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  1^  de  1891. — No  pudiendo 
hacerse  efectiva  la  reposición  de  sellos  ordenada  á  pe- 
sar de  las  notificaciones  hechas  al  recurrente — Archí- 
vese. 
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D.  Juan  Ganáis, —pide  prórroga  para  inaugurar  los   traba- 
jos del   Puerto    Sud  del  Rosario. 

D.  Juan  Ganáis,  contratista  para  la  construcción  del  Puerto  Sud 
del  Rosario  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  con  fecha  30 
<le-)ulio  de  1891,  solicitando  una  prórro°ra  de  tres  años  para 
inaugurar  los  trabadlos,  fundándose  en  que  la  crisis  actual  hace 
imposible  encontrar  en  las  plazas  europeas  los  capitales  referi- 
dos para  esa   obra» 

Habiendo  informado  favorablemente  el  Departamento  de  Obras 
Públicas  y  negativamente  la  Contaduría  General,  se  solicitó  la 
opinión  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  el  que  se  expidió  en  es- 
tos términos; 

ExMo,  Señor: 

"  Completamente  de  acuerdo  con  la  Contaduría  Ge- 
neral, creo  que  V.  E.  no  debe  conceder  la  prórroga 
solicitada.  El  propósito  de  los  poderes  públicos  al 
otorgar  al  recurrente  tan  importante  concesión,  fué 
que  las  obras  empezaran  y  terminaran  en  los  plazos 
estipulados,  como  lo  prueba  el  art.  30  del  contrato 
en  que  se  establece  una  multa  de  cinco  mil  pesos  por 
cada  mes  de  retardo.  Si  el  recurrentp  carecía  de  ca- 
pital, y  está  esperando  que  las  circunstancias  del  país 
mejoren  y  determinen  la  influencia  expontánea  de  ca- 
pitales extranjeros,  que  vengan  á  buscar  inversiones 
provechosas  en  obras  de  utilidad  común,  no  hay  ob- 
jeto en  reservarles  sus  derechos  á  un  contrato  que  no 
han  cumplido.  El  puerto  del  Rosario  podrá  recibir 
esas  mejoras  en  tal  caso,  sin  necesidad  de  la  interven- 
ción de  los  actuales  concesionarios,  limitada  como  lo 
está  esa  intervención  á  esperar  que  los  capitalistas  eu- 
ropeos se  decidan  á  emprender  la  obra,  y  no  hay  por 
lo  tanto  objeto  ni  razón  en  reservarles  el  privilegio  de 
la  concesión  que  se  les  hizo,  en  el  conce,?to  de  que 
tenían  los  elementos  necesarios  para    llenar  sus  obli- 
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gaciones.  —Buenos    Aires,    Agosto    1 6  de  1 89 1 .  — E. 
García  Mérdü. 

En  consecuencia  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1892. — Visto  este 
expediente;  y  . 

considerando: 

Que  el  P.  E.  no  está  dispuesto  á  conceder  la  pró- 
rroga solicitada  por  D.  Juan  Can£  Is,  para  dar  princi- 
pio á  la  construcción  del  Puerto  Sud  del  Rosario,  por 
cuanto  el  mantenimiento  por  tiempo  indefinido  de  una 
concesión  de  este  género  en  favor  de  una  empresa 
particular,  puede  importar  en  lo  futuro  un  obstáculo 
para  el  desarrollo  del  puerto  principal,  cuya  primera 
sección  construida  por  cuenta  de  la  Nación  acaba  de 
ser  terminada; 

.  Que  la  Nación  no  ha  sufrido  perjuicio  alguno  por 
la  falta  de  ejecución  en  la  concesión  Cañáis,  siendo 
más  bien  ventajosa  para  los  intereses  fiscales  la  resci- 
sión del  contrato  respectivo; 

Que  son  notorias  por  otra  parte  las  causas  que  en 
la  situación  actual  impiden  la  ejecución  de  obras  tan 
costosas  como  la  de  que  se  trata,  razón  por  la  cual  no 
deben  imputarse  al  concesionario  circunstancias  que 
constituyen  un  caso  de  fuerza  mayor; 

Que  habiendo  el  Gobierno  declarado  caducas,  por 
razones  análogas  á  las  expuestas  y  sin  pérdida  para 
el  concesionario  de  la  garantía  respectiva,  otras  con- 
cesiones acordadas  por  ley  y  que  al  presente  pueden 
ser  consideradas  como  irrealizables  y  perjudiciales  pa- 
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ra  el  fisco,  es  equitativo  adoptar  igual    procedimiento 
para  las    que    como  el  Puerto  Sud    del   Rosario  sólo 
han  sido  otorgadas  por  el  P.  E. 
Por  estas  consideraciones: 

SE   resuelve: 

l^  No  há  lugar  á  la  prórroga  solicitada  por  D.  Juan 
Cañáis  para  dar  principio  á  la  construcción  del  Puer- 
to Sud  del  Rosario,  quedando  en  consecuencia  cadu- 
ca la  concesión  que  le  fué  otorgada  y  debiendo  devol- 
vérsele el  depósito  que  hizo  en  garantía  del  cumpli- 
miento de  su   contrato. 

2^  Comuniqúese,  publíquese,  insértese  en  el  Regis- 
tro Nacional  y  archívese  con  sus  antecedentes. — PE- 
LLEGRINI.— José   V.   Zapata 


El  Directorio  local  del  F.  G.  de  Buenos  Aires  al  Pacifico, — 
sobre  una  garantía  correspondiente  al  2^  semestre  de 
1890 

En  80  de  Julio  de  1^1,  el  Directorio  local  del  Ferro-Carril  de  Rue- 
ños Aires  al  Pacifico,  se  dirigió  al  Ministerio  de  Hacienda    expo 
niendo: 

Que  el  importe  de  la  garantía  correspondiente  al  segundo  semes- 
tre dei  año  Í8d0  se  habia  hecho  en  los  bonos  creados  por  la  lej 
de  7Z  de  Enero  de  1891  por  su  valor  á  la  par,  siendo  así  que  ese 
pago  debió  hacerse  en  oro  desde  que  se  trataba  de  obligaciones 
vencidas  ya  en  la  fecha  de  esa  ley. 

Que  no  obstante  que  la  Compañía  no  se  onsideraba  obligada  en 
ningún  caso  á  aceptar  el  pago  en  Bonos  á  la  par,  mientras  que 
expresamente  no  hubiese  manifestado  su  eonformidarl  como  no 
lo' habia  hecho  hasta  esa  fecha,  tío  deseaba,  srn  embargo,  difi- 
cultar ei  pago  en  esos  bonos  de  lo  que  se  le  adeudaba  por  el  2* 
semestre  de  1890,  siempre  que  fuesen  entregados  por  su  valor 
corriente  en  Londres  en  el  dia  del    pago. 

Pasado  el  expediente  á  informe  de  la  Contaduría  Gei.eral,  esta 
manifestó: 
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Que  el  art.  T  del  contrato  definitivo  del  F.  C.  de  Buenos  Aires  al 
Pací^cü  de  19  de  Marzo  de  1878  establece  que.* 

"El  pago  (le  la  garantía  se  hará  semestral  mente  y  las  cantidades 
■*  que  el  P.  E.  paorue  para  el  servicio  de  la  garantía  las  entre- 
**  gara  en  fondos  Públicos  al  6  %  de  renta  y  uno  de  amortiza- 
"  ción  anua',  al  precio  corriente  en  Londres  ó  en  dinero  efeo- 
"  tivo,  cuando  el  P.  E.  lo  estime  asi  conveniente"*. 

Que  como  se  veía  por  el  citatlo  art.  del  contrato  el  P.  E.  se  reser- 
vó el  derecho  de  pagar  la  garantía  en  fondos  públicos,  pero  al 
precio  corriente  en  Londres. 

Que  el  art.  4°  de  la  ley  de  23  de  Enero  det  1891,  autorizando  la  emi- 
sión de  $  oro  75.000.000  en  títulos  de  deuda  extema  de  6  °/o  anual 
dice  así:  ''Destíñanse  estos  títulos  exclusivamente  al  pago,  du- 
rante los  anos  1891,  1892  y  1893,  de  la  renta  y  amortización  de 
Empréstitos  Externos  y  garantías  acordadas  por  la  Nación  ó  que 
tome  á  su  cargo  en  virtud  de  la  ley  núm.  276ó,  debiendo  emi- 
tirse á  medida  que  »ean  necesarios  para  este  objeto^. 

Que  resultaba  de  lo  que  precede  que  el  Exmo.  Gobierno  tenia  la 
opción  al  pago  de  la  garantía  vencida  el  31  de  Diciembre  de 
1890  en  fondos  Públicos  de  67o  de  renta  y  uno  de  amortización 
al  precio  corriente  en  Londres. 

Que  en  consecuencia  esa  oficina  era  de  opinión  que  no  debía  ha- 
cerse lugar  á  lo  que  se  solicitaba,  debiendo  efectuarse  el  pa^o 
de  la  garantía  de  que  se  trataba  en  dichos  títulos  por  su  valor 
escrito:  Si  la  Empresa  recurrente,  se  rehusare  á  admitirlos  en  esa 
forma,  debería  esperar  á  que  el  Gobierno  se  encontrase  en  con- 
diciones de  abonarle  en  efectivo  su  garantía. 

Pedida  la  opinión  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  éste  dictaminó 
lo  siguiente: 

Exmo.  Señof: 

Reproduzco  en  todas  sus  partes  el  precedente  infor- 
me de  la  Contaduría  General. — Noviembre  18  de  1891. 
— E.  García  Merou. 

En  vista  de  los  informes  producidos  se  dito  la  siguiente. 

Resolución  — - 

Ministerio  de  Hacienda. 

Julio  8  de  1892. — No  ha  lugar  y  archívese — A.  Ar- 
cardini 
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El  Receptor  de  Rentas  Nacionales  de  Esquina, — sobre  actos 
de  posesión  de  parte  de  la  Municipalidad  de  ese  ponto, 
de  terrenos  fiscales. 

Con  fecha  31  de  Julio  de  1801  el  Receptor  de  Rentas  Nacionales  de 
Esquina,  eleva  al  Ministerio  de  Hacienda  una  nota  que  le  ha  sido 
pasada  por  la  Municipalidad  de  esa  localidad,  haciéndole  presen- 
te que  ha  sacado  á  licitación,  para  la  construcción  de  tapiales 
y  veredas  el  solar  N«  4  manzana  81,  por  estar  este  abando- 
nado y  perteiiecerle  á  la  Municipalidad. 

egún  se  desprende  de  la  nota  del  Receptor,  el  citado  terreno  per- 
tenece hace  muchos  años  al  fisco  porque  su  propietario  fué 
sorprendido  en  un  contrabando,  y  no  teniendo  otros  bienes  se 
declaró  propiedadNie  la  Nación;  agrega  que  siendo  hoy  uno  de 
los  más  importantes  terrenos  por  su  situación  á  40  metros  del 
Río  Ck)rrientes  y  habiendo  recorrido  todo  el  archivo  de  esa  re- 
partición no  encuentra  documentos,  pero  la  opinión  de  todos 
los  vecinos  de  Esquina  es  anál<»ga  á  la  suya  y  por  las  mismas 
iníormaciones  le  recuerdan  que  el  Inspector  Sr.  Manuel  Came- 
lino  intervino  en  este  asunto;  finalmente  avisa  que  ha  pasado 
una  nota  á  la  Miinicípalida^i  para  que  suspenda  la  ejecución 
de  las  obras,  hasta  que  el  Ministerio  de  Hacienda  le  indique  lo 
que  debe  hacer  al  respecto. 

Requerido  el  informe  del  Sr  Oameiino,  afirma  que  en  ese  punto  ha 
existido  hace  varios  años  la  Aduana  de  Esquina  hasta  que  el 
edificio  fué  destruido  y  que  el  hecho  de  no  levantar  otro,  no 
cree  que  la  Nación  pueda  perder  >u  derecho,  que  las  Municipa- 
lidades anteriores  han  respetado  ese  terreno  y  que  no  debe 
permitirse  á  la  actual  se  posesione  de  él,  porque  si  bien  no 
existen  títulos,  perteneciendo  á  la  Nación  por  cansas  de  con- 
trabando como  lo  manifiesta  el  Receptor  de  Esquina,  nada  cuesta 
levantar  entre  los  vecinos  más  antiguos  de  la  localidad  una  in- 
formación que  suplirá  el  titulo,  y  concluye  afirmando  todo  lo 
aseverado  por  el  Receptor  de  Rentas  citado,  y  aconsejando.no 
se  permita  á  la  Municipalidad  posesionarse  del  mencionado  te- 
rreno, por  que  no  le  corresponde  y  porque  es  el  lugar  más  apro- 
piado é  importante  para  construir,  cuando  el  estado  del  Tesoro 
lo  permita,  una  Aduana. 
La  Dirección  General  de  Rentas  manifiesta,  que  aunque  no  figura 
en  el  estado  de  los  bienes  de  la  Nación  el  terreno  de  la  referen- 
cia, puede  considerarse  de  su  propiedad  por  el  dominio  que 
desde  muchos  años  ejerce   sobre  él,  y  que  si  la  municipalidad 
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dfe  Esquina  lo  pretende  y  no  lo  comprueba  con  los  títulos  corres- 
pondientes, debe  seguir  como  de  propiedad  de  la  Nación. 
Habiéndose  requirido  el    dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro, 
éste  se  expidió   en  la  forma  siguiente : 

ExMO.  Señor: 

La  Nación  debe  tomar  inmediatamente  posesión  del 
terreno  de  que  se  trata,  desde  que  anteriormente  lo 
ha  poseído  como  propio,  con  justa  causa,  como  se 
expresa  en  los  anteriores  informes,  atendiendo  á  los 
reclamos  que  se  produzcan,  en  caso  de  que  alguna 
persona  exhiba  títulos  válidos  á  la  misma  propiedad, 
que  debe  ser  reconsiderada  ñscal  con  los  antecedentes 
existentes.     Marzo   14   de  1892.     E.    G\rcía   Mérou. 

Resolución — 


Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1892. — Ofíciese  á  la  Mu" 
nicipalidjad  de  Esquina,  manifestándole  que  se  abstenga  de 
ejecutar  actos  posesiorios  en  el  terreno  de  que  en  este  ex- 
pediente se  refiere,  y  al  mismo  tiempo  ofícieseal  Receptor 
de  Rentas  de  Esquina,  para  que  proceda  inmediatamente 
á  tomar  posesión  del  referido  terreno  en  nombre  del 
Gobierno  Nacional  y  tomar  todas  las  medidas  nece- 
sarias al  efecto  é  impedir  que  se  ejerzan,  por  otros, 
actos  de  posesión,  y  fecho  archívese. — E.  Hansen. 


El  representante  del  Banco  Inglés  del  Rio  Janeiro,— sobre 
cambio  de  nombre  de  esa  Banco  por  el  del  Banco  Bri- 
tánico de  la  América  del  Sud. 

En  Julio  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda,  el  Sr.  Pe- 
dro Diana,  en  representación  ^iú  Banco  Inglés  de  Rio  de  Ja- 
neiro, solicitando  la  autorización  correspodiente,  para  cambiar 
el  nombre  de  dicho  Banco^  por  el  de  "^El  Banco  Británico  de 
ía  Amet*ica  del  Sud", 
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Pedida  la  opiniÓD  del  Sr.  Procurador  General  de  la   Nación,  este 
aconsejó  lo  que  vá  ¿  continuación: 

É 

ExMO.  Señor: 

Creo  que  no  hay  dificultad  alguna  para  que  V.  E. 
admita  y  autorice  el  cambio  que  el  Banco  Inglés  de 
Rio  de  Janeiro  introduce  en  este  nombre,  y  para  que 
se  llame  en  adelante  Banco  Británico  de  la  América 
del  Sud,  según  aparece  resuelto  en  los  documeutos 
que  se  acompañan. 

No  creo  lo  mismo  respecto  de  la  petición  que  se 
deduce  en  el  precedente  escrito,  para  dejar  sin  efecto 
los  artículos  29  y  30  de  ios  Estatutos  del  Banco 
Inglés  de  Rio  Janeiro,  y  para  sustituirlos  por  el  que 
se  propone. 

Los  artículos  29  y  30  que  quieren  dejarse  sin  efec- 
to, no  figuran,  como  debieran,  en  dichos  Estatutos  á 

fojas y  vuelta  del   testimonio   que   se  acompaña, 

expedido  por  el  Escribano  D.  Justinian  Reynoso.  "Nú- 
meros veinte  y  nueve  y  treinta  (dice  dicho  testimonio) 
„no  traducidos  por  ser  cancelados  por  resolución  de 
y,2S  de  Enero  de  18po^. 

A  fojas  37  vuelta  del  mismo  testimonio,  se  hacen 
constar  las  resoluciones  especiales  adoptadas  en  Lon- 
dres, en  Asamblea  extraordinaria  en  28  de  Enero  de 
1880,  en  esta  forma:  "Que  los  artículos  29  y  30,  y 
"  una  parte  del  artículo  1 1 7  de  los  artículos  de  aso- 
"  ciación  del  Banco  que  se  distingue  por  medio  de 
"  la  letra  S,  é  igualmente  la  parte  de  las  resolucio- 
"  nés  especiales  del  Banco,  pasadas  el  día  3  de  Agos- 
"  to  de  1868,  y  confirmadas  el  19  del  mismo  raes  y 
"  año,  que  se  distingue  por  medio  de  las  letras  a,  c 
"  y  d  respectivamente,  sean  y  por  las  presentes  que- 
**   den  cancelados  y  anulados^  etc^ 

Si  pues  dichos  artículos  29  y  30  no  fueron  tradu- 
cidos al  presentarlos    a  la    aprobación   de  V.  E.  por- 
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que  habían  sido  ya  cancelados  y  anulados  desde  1880; 
y  si  por  tal  razón  no  figuran  en  el  testimonio  de  los 
Estatutos  que  me  ha  sido  pasado  con  el  presente 
expediente,  no  alcanzo  la  razón  porque  se  solicite  de 
V.  E.  ahora  se  dejen  sin  efecto  dichos  artículos,  co- 
mo si  recién  tal  cosa  hubiera  sido  resuelta. 

Tampoco  creo  deba  admitir  V.  E.  el  artículo  29 
que  se  propone  para  reemplazar  á  aquellos  otros,  y 
que  se  transcribe  en  el  escrito  que  precede.  Según 
este  nuevo  artículo  29,  los  Directores  del  Banco  po- 
drán libremente  tomar  de  las  utilidades  del  Banco,  la 
suma  que  crean  conveniente,  para  pasarla  al  fondo 
de  reserva;  y  este  fondo  de  reserva  pueda  aplicarse 
para  dividendos^  para  efectuar  reparaciones,  para  ha- 
cer gastos  extraordinarios  "y  á  discreción  de  los  Di- 
rectores para  cualesquiera  oíros  o6j\tos  del  Banco. 

Esta  disposición  en  términos  tan  latos,  es,  en  mi 
opinión,  contraria  á  la  del  artículo  363  de  nuestro 
Código  de  Comercio,  que  textualmente  dice  así: 

"  De  las  utilidades  realizadas  y  líquidas  de  la  So- 
"  ciedad,  deberá  separarse  un  dos  por  ciento,  por  lo 
**  menosy  para  constituir  un  fondo  de  reserva,  hasta 
"  que  alcance  al  mínimum  del  diez  por  ciento  del  ca- 
"  pital   social. 

"  Este  fondo  deberá  reintegrarse  siempre  que  se 
**  redujese  por  cualquier  causa. 

Como  V.  E.  lo  ve,  nuestra  ley  comercial  exige  que 
haya  un  fondo  de  reserva,  para  cuya  existencia  asig- 
na una  parte  mínima  precisa  de  las  utilidades,  sin 
permitir  á  los  Directores  de  las  Sociedades  Anónimas 
tan  libre  disposición  de  él,  como  la  que  se  les  da  en 
el  artículo  29  de  que  me  ocupo.  -Buenos  Aires,  Ju- 
lio 21  de  1891. — Antonio  E.  Mala  ver. 

E¡n  visti  del  (iictácQei  que  precede,  se  dictó  la  siguiente 
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Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Julio  30  de  1891.  Atentas  las  ra- 
zones expuestas  por  el  Señor  Procurador  General  de 
la  Nación,  en  su  precedente  dictamen, 

SE  resuelve: 

1^  Autorizar  al  Banco  Inglés  de  Rio  de  Janeiro  á 
cambiar  su  nombre  por  el  de  Banco  Británico  de  la 
América  del  Sud. 

2^  Suspender  toda  resolución  ulterior,  hasta  que 
los  interesados  diligencien  y  presenten  los  anteceden- 
tes para  justificar  lo  que  les  incumbe  solicitar. 

3°  Dar  las  copias  legalizadas  que  se  soliciten,  re- 
poner los  sellos,  publicarse  y  reservarse  en  Secreta- 
ría este  expediente  á  los  efectos  de  la  segunda  dis- 
posición.— PELLEGRINI. — Vicente  F.  López. 


Bechem  Andrea  y  C<^  piden  se  les  permita  efectuar  opera- 
ciones de  carga  y  descarga  por  los  muelles  de  la  «Bajada 
Grande») . 

En  3  de  Agosto  de  1891,  se  presentaron  al  Ministerio  de  Hacienda, 
Jos  Sres  Bechem  Andrieu  y  C*  manifestando:  que  habiendo  adquiri- 
do en  compra  los  muelles  del  puerto  Bajada  Grande  de  la  ciudad 
del  Paraná,  que  antes  pertenecieron  á  la  empresa  constructora 
de  los  Ferro-Carriles  de  la  provincia  de  Entre-Rios,  solicitan  per- 
miso para  la  descarga  y  carga  de  cereales  por  los  mismos.  La  Direc- 
ción General  de  Rentas,  expuso:  que  los  muelles  de  que  se  trata» 
estaban  habilitados  para  las  operaciones  aduaneras  de  carga  y 
de  material  de  construcción  y  explotación  para  los  ferro-carriles 
de  la  provincia  de  Entre-Rios,  y  habiendo  esos  muelles,  pasado 
al  dominio  de  los  recurrentes,  ha  cesado  la  concesión  que  se  le 
tenia  hecha,  y  sus  nuevos  dueños  piden  ahora  permiso,  para  ha- 
cer por  ellos,  operaciones  de  carga  y   descarga  de  cereales,— que 
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no  hay  inconveniente  en  qne  se  acuerde  el  permiso  solicitado, 
siempre  que  se  construya  en  los  mismos  muelles,  una  habitación 
para  el  guarda,  que  ha  de  vijilar  las  operaciones,  y  se  paguen  los 
derechos  establecidos,  ó  que  se  establezcan  en  «.delante. 

La  Contaduría  General,  se  manifestó  de  acuerdo  con  lo  opinado 
por  la  Dirección  General  de  Rentas. 

El  Procurador  del  Tesoro   dijo: 

ExMO.  Señor: 

Con  las  condiciones  indicadas  por  la  Dirección  General 
de  Rentas  y  la  Contaduría,  no  encuentro  inconveniente 
en  accederse  á  lo  que  solicita  y  creo  que  V.  E.  puede  así 
resolverlo.  —  Setiembre  1 6  de  1 89 1 .—  E.  García  Mérou. 

Pasado  en  vista  á  los  interesados,  manifestaron:  que  se  confor- 
maban con  la  condición  expresada  por  la  Dirección  General  de 
Rentas,  en  cuanto  á  la  habitación  para  el  Guarda  que  debían 
proporcionar. 

Vuelto  nuevamente  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  agregó:  que 
en  vista  de  la  conformidad  manifestada,  podía  deferirse  á  la 
solicitud  de  los   recurrentes. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas  opinó:  que  nada  obstaba  á  que 
se  accediera  á  lo  pedido  por  cuanto  se  trata  de  habilitar  mue- 
lles que  ya  han  sido  explotados  sin  inconveniente,  lo  que  garan- 
tizaba sus  condiciones  de  resistencia,  estableciéndose  como  es 
de  práctica,  que  los  recurrentes  retirarán  á  su  costo  las  cons- 
trucciones, siempre  que  el  P.  E.  lo  juzgue  necesario. 

El  Procurador  del  Tesoro,  cuyo  dictamen  se  requirió,  lo  hizo  en 
estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

En  vista  de  la  conformidad  de  los  interesados,  re- 
produzco mi  dictamen  de  16  de  Setiembre  del  año 
ppdo. — Enero  9  de  1892. — E.  García   Mérou. 

Resolución — 


Ministerio,  Febrero  25  de  1892. — Atenta  la  solici- 
tud que  precede  de  los  Sres.   Bachem  Andrieu  y  C*., 
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pidiendo  permiso  para  efectuar  operaciones  de  carga  y 
descarga  de  cereales  por  los  muelles  situados  en  Ba- 
jada Grande  (Paraná)  adquiridos  por  los  solicitantes  á 
la  Empresa  del  Ferro-Carril  de  la  Provincia  de  Entre 
Ríos,  y  resultando  de  los  precedentes  informes  que  no 
ofrece  dificultad  alguna  conceder  el  permiso  que  se  so- 
licita; 

SE  resuelve: 

Concédese  permiso  á  los  Sres.  Bachem  Andrieu  y 
C*  para  efectuar  operaciones  de  carga  y  descarga  de 
cereales  por  los  muelles  situados  en  Bajada  Grande 
(Paraná)  adquiridos  por  compra  á  la  Empresa  del 
Ferro-Carril  de  la   Provincia  de  Entre  Rios. 

Los  recurrentes  quedan  obligados  á  construir  por 
su  cuenta  y  en  los  mismos  muelles,  una  habitación  pa- 
ra ti  Guarda  que  ha  de  vigilar  las  operaciones,  suje- 
tándose además  al  pago  de  derechos  establecidos  ó 
que  en  adelante  se  establecieren. 

El  Gobierno  se  reserva  el  derecho  de  hacer  levan- 
tar las  construcciones,  cuando  así  lo  creyere  conve- 
niente, y  sin  que  esto  importe  derechos  á  la  Empresa 
adquirente  para  cobrar  indemnizaciones.  Repónganse 
los  sellos  y  pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas. — 
PELLEGRINI  — V.  F.  López. 


La  Legación  de  Bélgica — sobre  la  extradición  de  Antonio  Eu- 
genio CSamerman,  acusado  de  quiebra  fraudulenta,  lalsifi- 
cación  y  abuso  de  confianza. 

En  el  pedido  de  extradición  iniciado  por  la  Legación  de  Bélgica, 
en  5  de  A;?osto  de  1891,  contra  Antonio  Eugenio  Camerman  acu- 
sado de  quiebra  ñ*audulenta,  faisiñcación  y  abuso  de  conñanza, 
el  señor  Procurador  General  de  la  Nación  dio  las  vistas  que  á 
continuación  se  transcriben;  debiendo  previamente  manifestar 
que  Camerman  fué  preso  en  el  Chubut  y  traido  á  esta  capital  á 
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disposición  de  Juez  competentei  siendo  entregado  previas  las  for- 
malidades de  estilo. 

ExMO.  Señor: 

El  proceder  empleado  contra  el  arrestado  en  esta 
causa,  ha  sido  irregular;  y  más  aún  los  procedimientos 
previos  á  su   remisión. 

El  arresto  que  en  causa  de  extradición  es  sólo  pre- 
ventivo, no  ha  debido  ejecutarse  con  el  aparato  de 
fuerza  y  de  violencia  que  expresan  las  diligencias  del 
sumario;  y  una  vez  verificado,  tampoco  han  debido 
emplearse  las  medidas  excesivas  de  seguridad,  orde- 
nadas á  fs.  57  vuelta  que  no  autoriza  el  art.  614  del 
Código  de  Procedimientos. 

Tampoco  se  han  observado  los  procedimientos  pre- 
vios á  la  extradición,  que  detalladamente  prescribe  el 
Código  citado,  como  garantía  del  respeto  que  nuestra 
Constitución  asegura  á  la  libertad   individual. 

Constatada  la  identidad  por  la  declaración  de  fs.  58 
ha  debido  intimarse  al  arrestado  nombre  defensor,  con 
sujeción  á  los  términos  del  art.  654;  ha  debido  sus- 
tanciarse el  juicio  de  extradición,  entre  el  defensor  del 
reclamado  y  el  procurador  fiscal,  representante  de  la 
acción  pública,  ha  debido  dictarse  resolución,  concedien- 
do ó  denegando  la  extradición,  y  ha  debido  dejarse  libre 
el  camino  al  recurso  de  apelación  á  la  Suprema  Corte, 
con  sujeción  á  los  artículos  655,  656,  657,  658  y  659 
del  Código  de  Procedimientos. 

Corresponde  al  juez  de  la  sección,  donde  se  encuen- 
tra el  refugiado,  el  conocimiento  de  la  causa  sobre 
la  extradición,  según  el  artículo  652  del  Código  citado. 

Pero  como  el  arrestado  en  esta  causa,  ha  sido  ya 
remitido  á  esta  capital;  como  su  devolución  traería 
demoras  y  perjuicios  irreparables  y  su  refugio  en  el 
Chubut,  no  excluye  la  jurisdicción  de  la  capital,  en 
que  ha  tenido  su  residencia  efectiva,  según  la  expo- 
sición de  actuaciones  á  fs.   15,  17,  22  y  24. 
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Opino  que  V.  E.  podría  en  consecuencia: 

1°  Remitir  estos  antecedentes  al  Señor  Juez  de  Sec- 
ción de  la  Capital,  á  los  efectos  legales,  y  poniendo 
el  detenido  á  su  disposición  para  que  conozca  del 
incidente,  siempre  que  por  nuevas  constancias  no  re- 
sultare incompetente  al  efecto. 

1^  Hacer  saber  al  juez  Letrado  del  Chubul  la  nece- 
sidad de  ajustar  su  proceder,  en  casos  análogos  á 
los  términos  prescriptivos  del  artículo  5^  del  Código 
que  rige  "el  procedimiento  en  los  casos  de  extradi- 
ción,, — Buenos    Aires,   Febrero    29  de   1892. — Sabi- 

NIANO      KlER. 

Resuelto  de  conformidad  á  lo  pedido  pasó  al  Juez  de  Sección  de  la 
Capital  y  después  de  fallado  este  asunto,  pasó  nuevamente  al 
Sr.  Procurador  General;  expidiendo  la  siguiente  vista  ant-^  la  Su- 
prema Corte: 

"El  derecho  á  la  extradición  del  inculpado  Eugenio 
Antonio  Camerman  solicitada  por  la  Legación  de  Bél- 
gica, está  tan  sólidamente  fundado  en  el  auto  del  Juez 
Federal  de  fs.  108,  que  nada  tengo  que  agregar;  y 
solo  me  resta  pedir  á  V.  E.  la  conformación  de  dicho 
auto,  por  sus  fundamentos. —Agosto  21  de  1892. — 
Sabiniano  Kier. 

Puesto  á  disposición  del  Ministerio  el  referido  Camerman  por  el 
Juez  Federal  Dr.  Lalanne  dictó  la   siguiente: 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1892.  — Diríjase  nota 
á  la  Legación  de  Bélgica  comunicándole  copia  de  las 
sentencias  corrientes  á  fs.   108  y   124.  —  Zeballos. 
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La  Oficina  de  Tierras  y  CSoionias,— sobre  aprobatíón  del 
contrato  celebrado  con  ios  Sres.  Miguei  Gano  y  C*  para 
la  explotación  de  bosques  en  Formasa. 

La  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  elevó  al  Ministerio  del 
Interior  con  fecha  8  de  Agosto  de  1891  para  su  aprobación  el 
contrato  celebrado  con  los  Sres.  Miguel  Cano  y  C*,  para  la  ex- 
plotación de  bosques  en  los  terrenos  que  le  han  sido  concedidos 
para  colonizar  en  el  territorio  de  Formosa. 
El  Sr.  Procurador  del  Tesoro  aconsejo  su  aprobación  por  el  si- 
guiente dictamen: 

ExMO.  Señor: 

El  contrato  celebrado  por  la  Oficina  de  Tierrab  y 
Colonias  se  ajusta  á  lo  dispuesto  en  el  decreto  de 
Marzo  23  del  corriente  año,  y  debe  ser  aprobado  de 
acuerdo  con  lo  establecido  en  su  cláusula  15. — Estu- 
dio, Agosto  22  de  1891. — E.  García    Mérou 

Dictándose  en  consecuencia  esta. 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Setiembre  4  de  1891. — Atento  lo 
expuesto  en  la  nota  que  precede  y  lo  dictaminado  por 
el  Si*.    Procurador  del  Tesoro, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1^  Apruébase  el  contrato  celebrado  por  la  Ofi- 
cina de  Tierras  y  Colonias  con  D.  Miguel  Cano  y 
C*. ,  por  el  cual  se  le  concede  autorización  para  explo- 
tar bosques  dentro  del  perímetro  de  su  concesión,  pa- 
ra colonizar  en  el  territorio  de  Formosa  en  una  área 
que  no  exceda  de  ocho   leguas  cuadradas. 
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Art.  2®  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Regis- 
tro Nacional  y  previa  reposición  de  sellos  pase  á  la 
Escribanía  Mayor  de  Gobierno  para  la  escrituración 
correspondiente.—  PHLLEGRINI. — José  V.  Zapata. 


La  Gobernación  del  Chaco,— sobre  la  prohibición  á  la  Oficina 
de  Tierras  y  Colonias  de  escriturar  lotes  de  terrenos  ubi- 
cados en  el  perímetro  del  Municipio. 

• 

La  Gobernación  del  Chaco  se  dirijió  con  fecha  13  de  Agosto  de 
1891  al  Ministerio  del  Interior,  pidiendo  se  dictará  alguna  medi- 
da tendente  á  prohibir  que  la  Oñcína  de  Tierras  y  Colonias 
ordene  la  escrituración  de  lotes  rurales  y  demás  terrenos  com- 
prendidos dentro  del  perímetro  de  ios  municipios  en  que  está 
dividido  el  Territorio,  pues  según  las  reformas  hechas  á  la  ley 
de  Territorios  Nacionales  es  á  las  Municipalidades  de  cada  De- 
partamento, á  quien  compete  exclusivamente  esa  atribución. 

La  Oñcina  Central  de  Tierras  y  Colonias  se  expidió  en  esta  forma: 

Buenos  Aires,  Agosto  28  de  189L— La  nota  que  precede  del  Señor 
Gobernador  parte  de  la  base  que  esta  Oficina  ordene  la  escritu- 
ración de  lotes  rurales  y  demás  terrenos  comprendidos  dentro 
del  perímetro  de  los  municipios  en  que  está  dividida  la  Gober- 
nación. Esta  Oficina  no  dá  jamás  estas  órdenes,  sino  que  eleva 
al  Gobierno  los  respectivos  expedientes  para  que  el  ordene  la 
escrituración. 

Es  cierto  que  la  ley  citada  por  el  Señor  Gobernador,  dá  á  la  Mu- 
nicipalidad la  facultad  de  enajenar  los  terrenos  de  su  jurisdicción 
y  escriturar,  pero,  esa  ley  na  ha  sido  aún  reglamentada,  ni 
tampoco  se  ha  determinado  el  radio  de  la  jurisdicción  municipal 
aunque  esta  Oficina  entiende  que  esa  facultad  se  debe  considerar 
limitada  á  la  planta  urbana  del  pueblo,  con  exclusión  de  los 
lotes  rurales  que  hacen  parte  del  ^ido  del  pueblo  de  Resisten- 
cia, asi  como  los  demás  que  se  encuentren  en  este  caso  en  otros 
municipios.  La  facultad  de  eiiagenary  de  escriturar,  principal 
mente,  no  puede  ser  sino  limitada,  pues  sólo  por  excepción 
paede  darse  á  la  Municipalidad  esa  facultad  y  por  ello  es  nece- 
saria la  reglamentación  que  aún  no  se  ha  dado  á  aquella  dis- 
posición.— Nicas io    Omño. 

Oído  i}.\  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  dio  el  siguiente    dictamen: 


—  616  — 


ExMO.  Señor: 

V.  E.  debe  comunicar  al  Sr.  Gobernador  del  Cha- 
co el  anterior  informe  de  la  Oficina  de  Tierras  y  Co- 
lonias, á  fin  de  tener  presentes  las  observaciones  que 
crea  necesarias,  y  oir  nuevamente  á  esta  Oficina  pa- 
ra formular  la  reglamentación  de  la  ley  en  la  parte  que 
se  refiere  á  las  atribuciones  de  las  Municipalidades. 
Esa  reglamentaciones  urgente  como  se  demuestra  en 
el  anterior  informe. — Estudio,  Setiembre  16  de  1891. 
E.  García  Mérou. 

Recayendo  á  continuación  la  siguiente: 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1891. — Diríjase  al 
H.  Congreso  el  mensaje  acordado,  y  hágase  saber  al 
Gobernador  del  Chaco  que  no  hallándose  reglamentado 
el  art.  24,  inciso  9  de  la  ley  de  Territorios  Naciona- 
les por  el  Poder  Ejecutivo,  las  Municipalidades  no 
pueden  aún  hacer  uso  de  las  facultades  que  les  con- 
fiera.    Fecho,  archívese. — Zapata 


La  Municipalidad  de  la  CSapital, — solicita  que  el  Gobierno 
le  reconozca  el  derecho  de  .propiedad  de  los  terrenos  co^ 
nocidos  por  «PolTorin  de  Guellí». 

La  Municipalidad  de  la  capital  se  dirigió  con  fecha  17  de  Agosto 
al  Ministerio  del  Interior  manifestando,  que  establecidos  por  el 
luminoso  dictamen  del  señor  Procurador  General  de  la  Nación 
de  fecha  26  de  Diciembre  de  1890, los  incontrastables  derechos  que 
ella  tiene  á  la  propiedad  de  los  terrenos  conocidos  por  "polvorín  de 
Cuelli-*  y  fundada  en  la  ley  de  3  de  Noviembre  de  1S65  que  es-- 
tablece  en  su  art.  18  "^que  los  terrenos  públicos  comprendidos 
en  el  Municipio  pertenecen  á  la  Municipalidad",  y  en  el  67  de  la 
ley  orgánica    por  el  cual    se    declara  ""que  la  Municipalidad  de 
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de  la  capital  en  su  carácter  de  persona  jurídica  es  la  represen- 
tante del  antiguo  Municipio  de  la  ciudad  de  Buenos  A*res,  con 
iodos  sus  bienes  y  obligaciones",  solicitaba  que  el  Gobierno  Na- 
cional le  reconociera  el  derecho  de  propiedad  i  los  mencionados 
terrenos. 

Bstando  á  car;go  de  la  Contailuria  General  el  Registro  de  los 
bienes  raices  de  propiedad  de  la  Nación  se  le  pasó  á  informe, 
expidiéndose  en  la  siguiente  forma: 

**ExM0.  Señor"*. 

"Consta  en  esta  oficina  que  el  Superior  Gobierno  compró  á  los  be- 
rederos  de  don  Juan  Agustín  de  Cuelli'^  la  propiedad  conocida 
por**  Polvorín  Cuelli''  según  escritura  pública  que  éstos  le  otor- 
garon con  fecha  23  de  Julio  del  año  1793. 

Además  consta  también  en  esta  oficina  que  el  Gobierno  desde  tiem- 
po inmemorial,  se  halla  en  posesión  de  esos  terrenos,  ^erciendo 
en  ellos  actos  de  dominio,  que  por  si  solos  y  aún  sin  la  existencia 
del  título  perfecto  á  que  se  ha  hecho  referencia,  lo  habrían  hecho 
propietario  irrevocable  de  ese  inmueble. 

Bn  tal  Tiriud,  y  aún  cuando  esta  Contaduría  General  no  conoce 
los  antecedentes  á  que  se  refiere  la  Municipalidad  en  su  nota 
precedente,  es  de  opinión  que  V.  E.  no  debe  acceder  á  lo  que  se 
solicita. 

Contaduría  General,  Agosto  21  de  1891,—^.  Basabilvaso. 

El  señor  Procurador  del  Tesoro  se  adhirió  á  este  informe  por  el 
dictamen  siguiente: 

ExMO.  SeRor: 

"De  acuerdo  en  un  todo  con  lo  manifestado  por  la 
Contaduría  General,  pienso  que  V.  E.  no  debe  hacer 
lugar  á  lo  que  se  solicita".— Estudio,  Setiembre  de  1891. 
— E.  García  Mérou. 

Dict4ndose  á  continurción  la  siguiente 
Resolución — 

Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1891. — Con  lo  infor- 
mado por  la  Contaduría  General  y  lo  dictaminado  por  el 
señor  Procurador  del  Tesoro,  archívese.— F.  P.  Hansen. 

33 
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D.  Eleodoro  Martínez.— sobre  queja  de  los  procederes  de 
la  Empresa  del  F.  G.  Gran  Oeste  Argentino  y  de  los 
Juzgados  Federales  de  San  Juan  y  Mendoza,  en  el 
asunto   referente   á  la  deyolución  de  unas    mercaderías. 

En  Agosto  19  de  1891,  el  Ministerio  del  Interior  remitió  al  de 
Justicia  para  su  resolución,  un  expediente  iniciado  por  Don 
Eleodoro  Martínez,  quien  se  quejaba  del  proceder  de  la  Empresa 
del  Ferro-Carril  Gran  Oeste  Argentino,  y  del  de  los  Juz^dos 
Federales  de  San  Juan  y  Mendoza. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  que  se 
expidió  en  estos  términos 

ExMO.  Señor: 

El  Comerciante  de  la  Provincia .  de  San  Juan  Don 
Eleodoro  Martínez,  ocurre  ante  el  Sr.  Director  General 
de  Ferro  Carriles  en  queja  contra  la  administración  del 
Gran  Oeste  y  en  demanda  de  la  devolución  de  las 
mercader  ios  detalladas  {en  su  escrito)  ó  su  valor  equiva-- 
lente  y  con  más  los  daños  y  perjuicios  que  le  han  sido 
ocasionados;  y  expone  además:  que  hace  veinte  meses 
mas  ó  menos  tiene  demandada  ante  el  Juzgado  Federal 
de  la  Provincia  de  San  Juan,  á  la  Administración  del 
Ferro-Carril  Gran  Oeste  Argentino,  por  los  distintos  valo- 
res que  acusan  las  cuentas  adjuntas  comprobadas  por  las 
cartas  de  porte  que  confirman  una  negligencia  culpable  ó 
criminal  complicidad  por  parte  de  dicha  Empresa.  En 
effecto,  agrega:  ¿cómo  se  comprende  sino  el  extravío  de 
ciento  treinta  bolsas  de  azúcar  y  de  cien  cajones  de 
kerosene}  Que  á  pesar  de  las  gestiones  hechas  hasta 
hoy,  no  le  ha  sido  posible  conseguir  la  devolución  de 
esas  mercaderías,  ni  el  valor  que  ellas  representan, 
merced  á  la  lentitud  con  que  marcha  el  Juzgado  Federal 
como  si  fuera  una  dependencia  del  Gran  Oeste,  de  tal 
manera  favorécelos  intereses  de  esa  Empresa,  amparada 
hasta    cierto    punto    de  la    impunidad;   lo  que  es  un 
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nuevo  incentivo  para  los  autores  de  numerosos  robos 
que  diariamente  sufre  el  comercio. 

El  Sr.  Director  de  Ferro-Carriles,  al  elevar  á  V.  E. 
la  queja  que  queda  extractada,  "  llama  muy  especial- 
mente la  atención  de  V.  E.  sobre  las  graves  insinua- 
ciones contenidas,  así  en  la  presentación  del  comer- 
ciante Martínez,  como  en  el  informe  de  la  Oficina  de 
Contabilidad,  en  relación  á  la  inmunidad  aparente  de 
que  goza  aquella  Compañía  ante  los  Juzgados  de  San 
Juan  y  Mendoza,  por  la  excesiva  demora  con  que 
tramitan  ellos  los  reclamos  del  comercio  de  esas 
Provincias  '*. 

De  desear  habría  sido,  Exmo.  Sr.,  que  el  Sr.  Direc- 
tor General  de  Ferro-Carriles  hubiere  propuesto  á  V. 
E.  de  acuerdo  con  el  contrato  de  concesión  de  dicho 
Ferro-Carril  y  demás  leyes  relacionadas  con  él,  las 
medidas  de  orden  administrativas  que  V.  E.  pudiera 
adoptar  para  hacer  cesar  ó  corregir  en  lo  posible  los 
vicios  ó  defectos  que  se  denuncian.  Las  diversas  ad- 
ministraciones públicas,  en  cuanto  concierne  á  los 
asuntos  de  que  est^^.n  encargadas,  son  y  deben  ser 
verdaderos  Asesores  técnicos  ó  especiales  de  V.  E, 
porque  están  en  mejor  aptitud  y  tienen  mayores  cono- 
cimientos que  les  proporciona  su  exclusiva  dedicación 
á  un  solo  ramo  del  servicio  público,  que  los  Asesores 
letrados,  que  no  siempre  disponen  de  tales  conocimientos. 

Así,  la  ley  n^  2274  del  21  de  Julio  de  1888  que 
creó  la  Dirección  de  Ferro-Carriles  Nacionales,  le  im- 
puso entre  sus  deberes  y  atribuciones,  la  de  fijar  las 
instrucciones  que  han  de  observar  los  Inspectores  de 
los  Ferro-Carriles  que  se  construyan  ó  se  exploten  por 
cuenta  de  la  Nación  ó  con  su  garantía  (art.  4^);  in- 
formar á  V.  E.  acerca  de  los  reclamos  que  formula- 
sen los  particulares  contra  las  Administraciones  de  los 
Ferro-Carriles  de  la  Nación. 

Son  Ferro-Carriles  Nacionales,  sujetos  á  la  inme- 
diata inspección  y  vigilancia  de  las  autoridades  de  la 
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Nación  y  al  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  la 
Ley  Nacional  de  Ferro-Carriles,  los  que  se  construyen 
en  territorios  nacionales,  los  que  tuviesen  garantido  del 
Gobierno  Nacional,  un  interés  mínimo  sobre  el  capi- 
tal empleado,  y  aquellos  cuya  construcción  y  explota- 
ción fuese  autorizada  por  ley  especial  del    Congreso. 

El  presente  expediente  no  consigna  que  el  Ferro- 
Carril  Gran  Oeste  Argentino  está  garantido  por  la  Na- 
ción; pero  aunque  lleva  diverso  nombre,  es  indudable 
que  él  es  uno  de  los  dos  cuya  construcción  contrató 
V.  E.  con  el  Sr.  D.  Juan  E.  Clark,  según  contrato 
aprobado  por  V.  E.  en  26  de  Enero  de  1 874  que  se 
halla  á  la  página  75  del  Registro  Nacional  de  ese  año. 

Si  ese  fuese  el  contrato  celebrado  para  la  construc- 
ción del  Gran  Oeste  Argentino,  su  art.  3°  garantiró 
al  concesionario  el  interés  del  7  por  ciento  sobre  el 
capital  á  emplearse  en  él,  y  desde  luego  estaría  su- 
geto  á  las  disposiciones  de  la  ley  general  de  Ferro- 
Carriles. 

Esta  ley  en  su  art.  57  establece  las  funciones  de 
los  Inspectores  que  V.  E.  puede  nombrar  para  cada 
Ferro-Carril  Nacional,  los  que  actualmente  dependen 
de  la  Dirección  General;  y  entre  ellas  .figura  la  de 
"  denunciar  ante  el  Juez  Federal  respectivo  los  casos 
de  infracción  de  la  presente  ley  y  acompañando  los  an- 
tecedentes relativos  al  hecho  para  los  efectos  civiles  ó 
criminales  á  que  hubiese  lugar ^ 

Según  el  art.  67,  inciso  3^  de  la  Ley  General  de 
Ferro-Carriles,  la  Dirección  General  tiene  personería 
para  denunciar  ante  el  Juez  las  infracciones  de  la  mis- 
ma ley,  y  como  ella,  según  los  arts.  57  y  58  impo- 
ne á  las  Empresas  de  Ferro- Carriles  garantidos  las 
mismas  obligaciones  y  responsabilidades,  por  pérdi- 
das, averías  ó  retardo  en  la  entrega  de  las  mercade- 
rías, que  el  Código  de  Comercio  impone  á  los  carga- 
dores y  los  que  establecen  ¡as  leyes  generales  sobre  trans- 
portes cuya  responsabilidad  se  extiende  á  los  perjuicios 
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ocasionados  por  culpa  ó  negligencia  de  sus  empleados, 
soy  de  opinión  que  dicha  Dirección  ha  podido  y  pue- 
de dirigirse  al  Juez  Federal  respectivo,  en  casos  como 
el  que  ha  dado  lugar  á  la  queja  del  comerciante  Mar-^ 
tinez. 

Y  si  la  Dirección  tiene  derecho  para  denunciar  an- 
te los  Jueces  los  casos  de  infracción  de  la  Ley  Gene- 
ral de  Ferro-Carriles,  me  parece  que  es  una  conse- 
cuencia que  naturalmente  se  desprende  de  tal  atribu- 
ción, la  de  instarlos  por  el  pronto  despacho  de  las 
causas  que  sobre  ella  se  vencen,  cuando  el  retardo 
sea  tan  grande  como  el  que  se  menciona  en  la  que- 
ja del  Sr.  Martínez. 

Creo  más,  Exmo.  Sr.,  si  á  pesar  de  las  instancias 
hechas  por  la  Dirección  á  uno  de  los  Jueces  Federa- 
les, no  obtuviera  resultado  alguno,  podría  indicar  el 
particular  perjudicado  que  ocurriera  en  queja  ante  la 
Suprema  Corte,  ó  quejarse  ella  misma;  á  fin  de  que 
dicho  alto  tribunal  pudiera  instar  y  aún  apercibir  al 
Juez  negligente. 

Los  servicios  que  prestan  los  Ferro-Carriles,  son  de 
un  interés  general,  y  por  tal  causa  la  ley  ha  dado  á  la 
Dirección  General  de  Ferro-Carriles  la  personería  á 
que  me  he  referido;  y  no  podrá  quedar  ella  sujeta  á 
la  acción  ó  inacción  de  un  Juez,  y  restringida  á  no 
poder  buscar  ante  los  Jueces  superiores  el  cumpli- 
miento de  los  deberes  y  responsabilidades  de  las  Em- 
presas, porque  la  misma  ley  no  llenaría  entonces  los 
fines  que  se  propuso. 

La  Suprema  Corte  ha  declarado,  en  la  resolución 
que  se  halla  en  el  tomo  27,  página  389  de  sus  Fa- 
llos, que  puede  apercibir  á  un  Juez  Federal,  cuando 
su  morosidad  en  el  despacho  sea  notoria,  y  este  es 
entonces  el  recurso  que  ha  debido  emplear  el  comer- 
ciante Martínez  para  obtener  que  sus  acciones  contra 
la  Empresa  del  Gran  Oeste  Argentino  sean  debida-. 
mente  atendidas  y  juzgadas. 
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La  presentación  ante  el  Director  de  Ferro-Carriles 
en  demanda  de  la  devolución  de  sus  mercaderías  ó  su 
valor  equivalente^  con  más  los  daños  y  perjuicios^  es 
á  todas  luces  improcedente;  y  nada  puede  resolver  V. 
E.  á  su  respecto,  tratándose  de  una  acción  que  de- 
bía ser  sometida  y  que  lo  ha  sido  en  efecto  al  Juez 
competente. 

Todo  lo  que  puede  hacer  V.  E.  en  mi  opinión  es 
dirigirse  al  Sr.  Presidente  de  la  Suprema  Corte  pidién- 
dole que,  tomando  en  cuenta  la  queja  del  recurrente 
Martines  y  lo  expuesto  por  el  Director  General  de 
Ferro-Carriles,  tenga  á  bien  recomendar  al  Juez  Fe- 
deral de  la  Provincia  de  San  Juan  el  más  pronto  des- 
pacho del  asunto  que  lo  motiva,  en  mérito  de  las  ra- 
zones que  median  de  interés  general.  -  Buenos  Aires, 
Octubre  16  de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Después  de  comunicarse  con  copia  del  anterior  dictamen  á  la  Di- 
rección de  Ferro-Carri  Íes  y  de  pasarse  el  expediente  á  la  Supre- 
ma Corte  de  Justicia  Federal,  que  manifestó  que  tratándose  de 
un  negocio  de  carácter  puramente  privado,  no  podía  conocer 
sino  á  instancia  de  partes,  y  mediante  los  recursos  que  la  ley 
tiene  establecido,  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Diciembre  4  de  1891. — De  lo  actua- 
do dése  vista  al  interesado  en  la  Oficina,  devuélvanse 
los  documentos  presentados  para  que  ocurra  donde 
corresponda  y  archívese. — Balestra. 


D.  J.  Andríeux, — propone  al  Gobierno  hacerse  cargo  de  la 

explotación  del  Ferro-Garril  Andino. 

Don  Juan  Andrieux,  se  presentó  al   Ministerio  del   Interior,  con 
fecha  24  de  Agosto  de  1891,  proponiendo  hacerse  cargo  de  la  ex- 
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plqtación  ^el  Ferro-Carril  Andino,  para  lo  que  adjuntaba  las 
bases  del  contrato  á  formularse.  , 

La  Dirección  de  Ferro-Carriles,  manifestó  que  la  propuesta  en  ge- 
neral «ra  ventajosa  para  el  Gobierno  y  aconsejaba  su  aceptación 
con  algunas  modiflcaciones.  ' 

L.a  Contaduría  General  informó  negativamente,  en  cuyo  estado 
■  pasó  el  expediente  á  dictamen  del  Seupr  Procurador  del  Tesoro, 
el  que  se  expidió  en  esta  forma: 

ExMO.  Señor: 


En  la  consideración  de  esta  propuesta,  no  e<  posi- 
ble olvidar  que  se  trata  de  un ,  ferro-carril  cuya  venta 
ha  sido  autorizada  por  la  ley  núm.  2213  de  10  de 
Noviembre  de  1887,  y  cuya  explotación  actual  ofrece 
resultados  muy  poco  satisfactorios. 

Habiéndose  desprendido  la  nación  de  las  principa- 
les líneas  de  su  propiedad,  no  hay  á  la  verdad,  ob- 
jeto en  conservar  una  puramente  accesoria,  destinada 
á  ligar  las  vías  férreas  (Jel  norte  con.  las  de  Cuyo  y 
sujeta,  por  consecuencia,  á  ser  tarde  ó  temprano .  ab- 
sorbida por  una  de  ellas. 

En  eista  situación,  las  consideraciones  del  recurren- 
te sobre  las  ventajas  de  ensayar  un  sistema  de  ex- 
plotación que  permita  conocer  con  exactitud  los  pro- 
vechos que  esta  línea  ofrece  al  capital  privado,  admi- 
nistrándola con  economía  y  esmero  bajo  el  incentivo 
poderoso  del  interés  particular,  merecen  ser  tomadas 
en  cuenta,  sea  á  fin  de  obtener  datos  precisos 
sobre  la  verdadera  .  importancia  de  este  ferro-carril, 
que  sirvan  para  efectuar  su  enagenación  en  buenas 
condiciones,  sea  para  apreciar  prácticamente  las  defi- 
ciencias de  la  explotación  por  agentes  del  Estado. 

Los  contratos  á  que  se  refiere  la  Contaduría  Gene- 
ral, eran  verdaderos  contrato^i  de  arrendamiento  por 
tiempo  determinado,  mientras  que  la  propuesta  del 
Sr.  Andrieux  versa  sobre  un  simple  contrato  de  ad- 
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ministradón  que  no  ofrece  los  inconvenientes  de  aque- 
llos. 

Con  arreglo  á  las  bases  proyectadas,  la  administra- 
ción del  ferro-carril  quedará  sometida  á  todas  las  me- 
didas de  inspección  que  el  Gobierno  adopte,  así  co- 
mo á  las  leyes  y  disposiciones  vigentes  para  los  ferro- 
carriles garantidos. 

El  P.  E.  tendrá  igualmente, — y  esta  cláusula  fija 
el  carácter  del  convenio, — el  derecho  de  ponerle  tér- 
mino cuando  lo  crea  oportuno,  dando  aviso  al  admi- 
nistrador con  solo  treinta  dias  de  anticipación. 

El  contratista  vendría  á  ser  de  esta  suerte,  un 
administrador  interesado  en  el  buen  resultado  de  la 
línea  á  su  cargo,  y  el  Gobierno  tendría  en  su  mano  la 
inspección  directa  de  sus  actos  y  los  medios  de  recu- 
perar el  camino  en  el  momento  en  que  no  estuviera 
satisfecho  de  sus  procederes. 

La  Contaduría  General  observa  que  la  fiscalización 
de  las  inversiones  á  que  se  compromete  el  recurrente- 
será  poco  menos  que  imposible  y  no  puedo  participar 
de  esta  opinión  por  que  así  se  controlan  los  actos  y 
cuentas  de  una  administración  pública,  pueden  fiscali- 
zarse perfectamente  los  de  una  empresa  privada  con 
tal  de  que  se  tomen  las  precauciones  necesarias  para 
que  quede  sometida  á  todas  las  disposiciones  y  medidas 
de  la  autoridad. 

Toda  la  cuestión  es  que  el  contrato  se  redacte  y 
se  haga  cumplir  en  debida  forma,  lo  que  no  puede 
dudarse  dado  el  celo  y  competencia  de  la  Dirección 
General  de  Ferro-Carriles. 

En  1890  el  Ferro-Carril  Andino  tuvo  una  entrada 
bruta  de  cuatrocientos  cincuenta  y  ocho  mil  pesos,  en 
números  redondos,  dejando  un  beneficio  líquido  de 
ocho  mil  pesos;  en  los  meses  de  Enero  á  Julio  de 
1891,  la  entrada  bruta  fué  de  doscientos  noventa  y 
siete  mil  pesos  y  el  beneficio  líquido  de  diez  y  ocho 


—  626  — 

mil  pesos  más  ó  menos.     De  esto  hay  que  descontar 
todavía  las  sumas  que  adeuda. 

Bastan  estas  cifras  para  afirmar  á  primera  vjsta 
que  el  referido  ferro-carril  no  está  convenientemente 
administrado. 

Según  el  cálculo  hecho  por  la  oficina  de  Contabilidad 
y  control  de  la  Dirección  General  de  Ferro-Carriles,  con 
arreglo  á  las  condiciones  de  esta  propuesta,  el  Gobierno 
habría  recibido  en  1890  más  de  cincuenta  mil  pesos 
en  efectivo,  invirtiéhdose  en  la  reconstrucción  de  la 
vía  y  dependencias  del  ferro-carril  una  suma  mayor 
que  la  que  se  ha  gastado  por  tales  conceptos  y 
proporcionalmente  sumas  más  elevadas  en  1891. 

Se  comprende,  pues,  que  la  Dirección  General  de 
Ferro-Carriles  haya  considerado  conveniente  esta  pro- 
puesta y  aconsejado  su  aceptación  en  los  términos  que 
indica  en  su  informe  de  23  de  Octubre  del  año  anterior. 

No  teniendo  nada  que  objetar  al  referido  informe 
por  las  razones  expuestas,  me  limitaré  á  agregar  por 
mi  parte,  las  siguientes  aclaraciones  de  las  bases 
formuladas,  para  el  caso  de  que  V.  E.  resuelva  de 
conformidad  con  él. 

1^  Debe  establecerse  que  el  Poder  Ejecutivo  ejercerá 
el  derecho  á  que  se  refiere  la  cláusula  primera, 
discrecionalmente  y  sin  dar  lugar  á  reclamación  alguna. 

2^  Será  igualmente  entendido  que  las  refacciones  á 
que  se  refiere  la  cláusula  cuarta  ó  las  demás  mejoras 
que  haga  el  contratista,  no  darán  lugar  á  reclamar 
indemnización  alguna  en  ningún  tiempo. 

3^  La  cláusula  undécima  será  sustituida  por  otra 
en  que  se  establezca  que  las  divergencias  previstas  en 
ella  serán  resueltas  administrativamente.-  Estudio,  Mar- 
zo 30  de  1892. -E.  García  Méroü. 

Con  fecha  24  de  de  Setiembre  se  presentó  nuevamente  el  Sr. 
Andreux  desistiendo  de  su  propuesta,  dictándose  con  tal  motivo 
la*  siguiente; 
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Resolución — 

Buenos  Aires,  Setiembre  29  de  1 892  -  Habiendo  de- 
sistido D.  J.  Andreux  de  la  propuesta  hecha  para  el 
arrendamiento  del  Ferro-Carril  Nacipnal  Andino,  agre- 
gúese al  expediente  principal  y  archívese.— Zapata. 


La  Oficina  de  Tierras  y  Colonias, — pide  datos  al  Departa- 
mento de  Obras  Públicas  para  el  arrendamiento  de  tie- 
rras en  Rio  Negro  á  D.  Juan  Jones. 

La  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  se  dirigió  al  Ministerio 
del  Interior  con  fecha  %  de  Agosto  de  1891  exponiendo:  Que  en 
en  un  expediente  iniciado  por  D.  Antonio  Ruiz,  en  representa- 
ción de  D.  Juan  Jones,  solicitando  en  arrendamiento  un  campo 
en  el  Rio  Negro,  el  Departamento  de  Obras  Públicas,  "á  quien  se 
le  pasó  á.  informe  á  objeto  do  que  manifestaia  si  ese.  terreno  se 
había  concedido  t;on  anterioridad,  se  creyó  excusado  de  produ- 
cir ese  informe  alegando  que  no  se  había  hecho  el  depósito  que 
determinaba  el  decreto  reglamentario  del  arrendamiento  de  tie- 
rras, y  por  no  haber  presentado  el  Sr.  Ruiz  poder  en  forma  del 
interesado.  Que  lamentaba  que  el  citado  Departamento  sin  con- 
cretarse, como  correspondía  á  informar  sobre  la  disponibilidad 
del  terreno  solicitado  se  hubiera  creido  en  él  caso  de  observar  el 
procedimiento,  cuyca  responsabilidad  recae  exclusivamente  sobre 
esa  Oficina,  pues  ningún  contrato  de  arrendamiento  se  elevaba 
á  la  aprobación  del  Ministerio  sin  que  previamente  se  abonase 
la  primera  anualidad  y  sea  firmado  por  el  interesado  ó  apode- 
rado legal  y  exigiendo  antes  esas  formalidades  dificultaría  su 
tramitación, 'pues  se  ignora  si  las  tierras  solicitadas  se  encuen- 
tran libres.— Pide,  pues,  se  ordene  al  Departamento  de  Obras 
Públicas  para  que  expida  el  informe  solicitado. 

El  citado  Departamento  manifestó  que  su  negativa  se  fundaba  en 
el  art.  17  del  contrato  reglamentario  del  arrendamiento  de  tie- 
rras que  así  lo  disponía    entrando  en  otras  consideraciones. 

Oído  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  expidió  el  siguiente  dictamen: 

ExMO.  Señor; 
No  obstante  las  observaciones  del  Departamento  de 
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Obras  Públicas,  creo  que  V.  E.  debe  aprobar  el  pro- 
cedimiento de  la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias. 

No  hay  objeto  en  exigir  un  poder  en  forma  y  d 
depósito  de  la  primera  anualidad  correspondiente  á  un 
contrato  de  arrendamiento,  que  no  puede  tomarse  en 
cuenta,  ni  tramitarse  sin  saber  si  están  ó  no  dispo- 
nibles los  terrenos  solidtados. 

Las  formalidades  y  garantías  que  establecen  las  dis- 
posiciones vigentes,  tienden  á  afianzar  los  compromi- 
sos que  contrae  el  solicitante;  pero  ni  éste  puede  im- 
ponerse obligaciones  antes  de  que  exista  certidumbre 
sobre  la  cosa  materia  del  contrato,  que  es  la  tierra 
disponible,  ni  habría  motivo  para  que  el  Gobierno  pu- 
siera trabas  inútiles  ocasionando  diligencias  molestas 
á  los  particulares. 

Una  de  las  remoras  de  la  buena  administración  es 
el  formulismo  estrecho  que  mortifica  innecesariamente 
á  los  interesados,  y  debe  ser  fomentada  toda  inter- 
pretación de  los  decretos  administrativos  que,  sin  cau- 
sar perjuicio  al  Estado,  facilita  los  trámites  y  abre- 
via el  via-crucis  que  se  les  impone  para  ll^ar  al  tér- 
mino del  asunto  más  insignificante. 

Todos  los  contratos  que  la  Oficina  de  Tierras  y 
Coloruas  ha  sometido  á  la  aprobación  de  V.  E.,  han 
sido  celebrados  cumpliendo  estrictamente  las  leyes  y 
los  decretos  vigentes. 

En  todo  caso,  si  alguna  irregularidad  hubiera,  V.  E. 
será  el  encargado  de  corregirlas,  que  para  eso  tam- 
bién resulta  á  los  consejeros  leales  dd  P.  E.,  no  co- 
rrespondiendo al  Departamento  de  Obras  Públicas  to- 
mar por  sí  resoludón  á  este  respecto,  como  si  la  Ofi- 
dna  de  Tierras  y  Colonias  estuviera  bajo  su  depen- 
denda. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas  tiene  la  más 
amplia  libertad  para  opinar  en  los  informes  que  aque- 
lla repartición  solidte,  y  aun  para  denunciar  á  V.  E. 
las  faltas  que  ella  cometa;  pero  no  está  autorizado  á 
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entorpecer  un  asunto  negando  los  datos  que  se  le  pi- 
den con  legítimo  derecho,  so  pretexto  de  no  haberse 
llenado  éstas  ó  aquellas  formalidades. 

Aceptar  este  proceder,  sería  subordinar  al  criterio 
del  Departamento  de  Obras  Públicas  los  actos  de  una 
Oficina  extraña  y  responsable,  que  si  bien  se  halla 
sujeta  á  error,  no  está  seguramente  en  tutela. 

En  tal  virtud,  mi  dictamen  es  que  V.  E.  puede 
aprobar  el  procedimiento  de  la  Oficina  de  Tierras  y 
Colonias,  haciendo  saber  al  Departamento  de  Obras 
Públicas  que,  dejando  á  salvo  su  derecho  para  hacer 
todas  las  observaciones  que  crea  pertinentes  en  cada 
caso,  debe  suministrar  los  datos  que  la  citada  Ofici- 
na le  pida  para  al  desempeño  de  sus  funciones.  —Es- 
tudio, Octubre  27  de  1891. — E.  García  Mérou 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1891. — Acéptase  co- 
mo resolución  el  precedente  dictamen  del  Sr  Procu- 
rador del  Tesoro;  pase  al  Departamento  de  Obras 
ÍPúblicas  para  su  conocimiento  á  fin  de  que  suminis- 
tre los  datos  pedidos  por  la  Oficina  de  Tierras  y  Co- 
lonias. 

Comuniqúese  á  quienes  corresponda. — Zapata. 


Sobre  arqueo  del  vapor  Sueco   «Crota  Kanal  N"*  1». 

El  Ministerio  de  Guerra  y  Marina  pasó  al  de  Hacienda,  en  28  de 
Agosto  de  1891  un  expediente  iniciado  ante  la  Prefectura  Marítima 
por  los  agentes  del  vapor  "Gota  Kanal  N'»  1",  pidiendo  se  le  per- 
mita la  entrada  de  dicho  buque  procedente  de  Santa  Fé  con  la 
lista  de  tripulación  que  el  Capitán  firmará,  por  habérsele  querido 
entregar  el  Rol  en  la  SubrPrefectura  de  diobo  punto. 


SI  Señor  Procurador  del  Tesoro,  á  quien  se  pidió  dictamen  en  este 
asunto,  se  dxpidió  en  la  forma  siguiente; 

ExMo.  Señor: 

Los  arqueadores,  á  mi  juicio,  han  interpretado  mal 
las  disposiciones  vigentes  sobre  el  arqueo  de  los  buques 
de  cabotage  de  bandera  extrangera,  como  lo  he  demos- 
trado en  expediente  relativo  á  una  reclamación  que  con 
este  motivo  elevó  á  V.  E.  el  Sr.  Peltyer  y  cuyos  fun- 
damentos concuerdan  con  lo  informado  en  el  caso 
actual  por  la  Dirección  General  de  Rentas.  En  tal  vir- 
tud, V.  E.  puede  conceder  lo  que  se  solicita  y  declarar 
que,  en  cuanto  al  procedimiento  de  los  arqueadores, 
se  esté  á  lo  que  se  haya  resuelto  en  la  reclamación 
del  Sr.Peltyer.  Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1891.  E. 
Gacía  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

No  habiéndose  denunciado  la  Convención  celebrada 
con  el  Reino  de  Suecia  y  Noruega  el  8  de  Octubre  de 
1878;  Comuniqúese  á  la  Oficina  de  Arqueos  que  debe 
abtenerse  de  exigir  nuevo  arqueo  á  los  buques  que 
naveguen  con  la  bandera  de  dicha  nacionalidad  y  ar- 
chívese en  secretaría.     Vicente  F.  López. 


Dirección  General  de  Rentas,— comunica  que  varios  empre- 
sarios de  fundiciones  piden,  que  tanto  el  fierro  viejo 
como  en  lingotes,  sea  exonerado  de  impuesto. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  manifestó  en  38  de  Agosto  de 
1891,  al  Ministerio  de  Hacienda:  que  por  el  art.  %"*  de  la  ley 
de  Aduana,  es  libre  la  importación  de  materias  primas,  desti- 
nadas á  la  manuíkctura  de  nuestros  establecimientos  industriales; 

Que  enla  tarifa  vigente,  está  gravada  con  un  25  Vo  la  importación 
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de  fierro  vieijo;  y  oon  un  10  %,  la  de  lingotes  de  fierro  y  que, 
teniendo  en  cuenta  que  en  el  país  no  se  produce  el  hierro, 
materia  prima  indispensable  para  las  fundiciones  existentes,  se 
inclina  á  creer,  que  los  artículos  antes  citados,  deben  conside- 
rarse en  la  tarifa  como  materias  primas  para  la  industria, 
libres  de  derechos  de  importación; 

Que  los  empresarios  de  varias  fundiciones  de  esta  Capital,  se  han 
presentado  á  la  Dirección,  pidiendo  que  tanto  el  fierro  viejo, 
comp  el  en  lingotes  que  ocupan  en  sus  trabajos,  sea  liberado 
del  impuesto  de  conformidad  á  la  ley.  En  mérito  de  lo  expues- 
to, solicita  una  rosoiución  sobre  el  particular. 

Pasado  á  didtámen  del  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Pienso  como  la  Dirección  General  de  Rentas  y  por 
las  razones  que  ésta  expresa,  que  lo^  artículos  á  que 
se  refiere  la  presente  comunicación,  deben  conside- 
rarse en  la  Tarifa  para  1892,  como  máVérias  primas 
libres  de  derechos  de  importación. —Setiembre  5  de 
1891. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio,  Setiembre  12  de  1891. — Atenta  la  con- 
sulta que  precede,  en  la  que  la  Dirección  General 
hace  notar  la  conveniencia  de  declarar  libre  de  dere- 
chos el  fierro  viejo  y  en  lingotes  que  emplean  las 
fundiciones  existentes  en  el  país  en  su  industria,  y 
considerando: 

Que  no  se  encuentran  en  el  mismo  caso  ante  la 
ley  de  Aduana  vigente  el  hierro  viejo  con  el  hierro 
en  lingotes,  por  que  este  último,  artículo  está  expre- 
samente enumerado  en  la  ley  y  tiene  fijado  un  dere- 
cho menor  que  el  derecho  general,  lo  que  demuestra 
que  el  legislador  ha  tenido  en  cuenta  su  aplicación  á 
la  industria  y  ha  querido  favorecer  su  introducción, 
mientras  que  el  hierro  viejo  no  está  expresamente  enu- 
merado y  solamente  está  sujeto  á  derecho  por  la  pres- 
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cripción  del  art.  í^  de  la  Ley,  que  establece  que  todo 
artículo  no  determinado  expresamente  queda  gravado 
con  el  derecho  de  25  °/o  ad-valorem. 

Que  las  circunstancias  enunciadas  autorizan  a)  P. 
E.  á  conceder  la  franquicia  sobrecitada  en  el  caso 
del  hierro  viejo  que  puede  reputarse  incluido,  como 
materia  prima,  en  las  exoneraciones  del  art.  2<>.d6  la 
Ley  de  Aduana;  pero  no  así  en  cuanto  al  hierro  en 
lingotes; 

-£*/  Presidente  de  la  República — 

DECRETA 

Art.  1®  Declárase  que  el  hierro  viejo  introducido 
al  país,  con  destino  á  la  industria  de  fundición,  está 
comprendido  en  la  franquicia  del  Art.  2,  párrafo  pe- 
núltimo de  la  Ley  de  Aduana  vigente,  como  materia 
prima,  y  será  despachada  directamente  por  las  Adua- 
nas ^n  los  términos  del  Decreto  Reglamentario  de  la 
mencionada  Ley,  fecha  10  de  Noviembre  de  1890. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  y  fecho  archívese 
en  la  Dirección  General  de  Rentas. — PELLEGRINI. — 
Vicente  F.  López. 


El  «Tacht  canb  Argentino»,— pide  la  aprobación  de  los  Es- 

tatntoe. 

En  39  de  Ajrosto  de  1891,  el  Presidente  del  ''Yacht  Club  Argen- 
tino" se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  solicitando  la  apro- 
bación de  los  Estatutos  de  esta  sociedad,  que  acompañaba,  y  que 
se  la  declarase  en  carácter  de  persona  Jurídica. 

El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  á  quien  pasó  á  informe, 
se  expidió  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 
Sírvase  V.  E.    disponer   se  acompañe   copia  testí- 
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moniada  del  acta  de  la  asamblea  de  socios  del  Yacht 
Club  Argentino,  en  que  fueron  aprobados  los  estatu- 
tos acompañados  y  una  lista  de  los  socios  presentes 
en  dicha  asamblea,  si  sus  nombres  no  constaran  en 
el  cuerpo  de  dicha  acta  ó  no  la  hubieran  suscrito. — 
Buenos  Aires,  Noviembre  19  de  1891. — ^Antonio  E. 
Malaver. 

En  Marzo  23  de  1892,  acompañados  los  documentos  pedidos  al 
evacuar  la  vista  que  se  dio  al  interesado,  pasó  del  Ministerio 
del  Interior  al  de  Justicia  y  de  éste  al  Sr.  Procurador  General 
de  la  Nación  que  dictaminó  así: 

ExMO  Señor: 

El  ** Yacht  Club  Argentino"  presenta  sus  estatutos 
á  la  aprobación  de  V.  E.  en  solicitud  del  reconoci- 
miento de  su  personalidad  jurídica. 

Nada  obsta  á  esa  declaración. 

El  objeto  de  la  institución,  proveer  y  fomentar  por 
todos  los  medios  posibles  la  navegación  y  el  gusto 
por  las  maniobras,  regatas  y  escursiones  á  la  vela  y 
á  vapor,  es  evidentemente  útil. 

La  asociación  cuenta  con  recursos  bastantes  á  su 
objeto,  según  el  certificado  de  f^.  11,  el  inventario 
de  propiedades  de  f^.  10  y  las  cuotas  de  ingreso  de 
sus  socios. 

La  asamblea  se  ha  reunido  en  número  bastante, 
según  el  acta  autorizada  de  f^.  23  y  sus  estatutos 
que  en  nada  contrarían  las  disposiciones  de.  nuestros 
códigos,  le  acuerdan^  según  el  art.  3<>,  la  capacidad  de 
adquirir  derechos  y  contraer  obligaciones. 

Cumplidos  los  propósitos  y  llenados  como  lo  están 
las  prescripciones  del  art.  33  inciso  5^  del  código  ci- 
vil, V.  E.  podría  prestar  su  aprobación  á  los  esta- 
tutos de  esta  sociedad,  declarando  su  existencia  co- 
mo persona  jurídica  á  los  efectos  solicitados. — Bue- 
nos Aires,  Marzo  28  de  1892. — Sabiniano  Kier. 
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ResoluciÓM — 

Departamento  de  Justkáa. 

Bueos  Aires,  Abril  13  de  1892. — Visto  el  prece- 
dente  dictamen  y  habiéndose  constatado  que  la  so- 
ciedad de  que  se  trata  reúne  las  condiciones  reque- 
ridas por  d  Código  Qvil  para  la  existencia  de  las  per- 
sonas jurídicas; 

E¿  Presídeme  de  la  República— 

decreta: 

Art.  1^  Reconócese  en  el  carácter  de  persona  jurídi- 
ca, á  los  efectos  dd  Derecho,  á  la  sodedad  'Yacht 
Qub  Argentino' . 

Art.  2^  Apruébanse  los  estatutos  de  la  Sociedad 
referída,  sandonados  en  la  asamblea  general  extraor- 
dinaría  de  fedia  20  de  Julio  dd  año  ppdo. 

Art.  3<*  Permítase  al  interesado  tomar  copia  l^a- 
lizada  de  los  estatutos  aprobados  y  previa  reposidón 
de  sellos,  comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  R^ís- 
tro  Nadonal.— PELLEGRINL— JuA\  Balectra. 


Sdire  ■ahrBMimianto  en  loa  caaos  da  dafraadadón  aduanara . 

El  Sr.  Proearador  General  de  la  Nación  boücita  se  baga  noa  oue- 
va  pubiicacíoD  oficial  de  la  nota  dlrii»ri>la  por  el  Ministerio  de 
Hacienda  al  Afrente  Fiscal  de  la  Capital  eoo  feeha  31  de  A^sto 
último,  relativa  al  sobreseimiento  en  los  casos  de  defrandacióo 
aduanera. 

Dice  el  Sr.  Procurador  General: 

Buenos  Aires,    Octubre  T   de    1891.—^  5.  E.  el 
Sr.   AKnisiro  de  Hacienda  Dr,  D.  Vicenie  F.  López. 
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^La  píiblicacwn  oficial  de  los  anUcedenies  que  han 
motivado  la  resolución  del  Ministerio  de  Hactenda 
negando  á  los  Procuradores  Fiscales  derecho  de  de- 
sistir  de  las  acciones  deducidas  ó  pedir  rodresetmien- 
to  cU  Ic^  causas  fiscales  sin  autorización  superior ^ 
hecha  en  la  "Nación"  de  ayer,  y  sin  duda  ordenada  por 
V.  E.,  me  pone  en  la  necesidad  de  ocurrir  ante  V. 
E.  rogándole  se  sirva  disponer  se  haga  en  el  mismo 
diario  una  nueva  publicación  oficial  de  los  mismos 
documentos,  haciéndose  constar  además  que  con  ella 
se  corrige  el  error  padecido  en  la  anterior. 

No  me  mueve,  Exmo.  Sr.,  á  dar  este  paso  el  he- 
cho de  que  V.  E.  en  el  decreto  con  que  termina  di- 
cha publicación  oficial^  se  haya  separado  totalmente 
de  las  opiniones  que  manifesté  al  contestar  la  con- 
sulta que  me  hizo  el  Procurador  Fiscal  Dr.  Viale,  por 
que,  aunque  mantengo  integramente  esa  opinión,  que 
conceptúo  conforme  á  las  leyes  y  doctrinas  que  enun- 
cié reconozco  en  V.  E.  «1  derecho  de  tener  una  opi- 
nión enteramente  contraria  y  de  expresarla  también 
en  una  resolución   gubernativa 

Lo'  que  me  impulsa  á  dirigirme  á  V.  E.  es  el  error 
padecido  al  hacer  dicha  publicación  oficial\  error 
que  "no  he  atribuido  por  un  solo  momento  á  V.  E., 
pero  que  se  ha  cometido  indudablemente  á  pesar  de 
su  deseo  y  de  su  mejor  voluntad. 

Ese  error  consiste  en  el  primer  documento  que 
figura  entre  los  publicados,  esto  es,  en  la  nota  sin 
fecha  que  dirijió  V.  E.  al  Sr.  Agente  Fiscal  Dr  Viale. 

En  esa  nota  aparece  V.  E.  manifestándole  haber 
observado  con  extrañeza  que  en  muchos  de  los  asuntos 
iniciados  por  la  Administración  de  Rentas  por  defrau- 
daciones aduaneras,  que  pasaban  á  proseguirse  en  esa 
Fiscalía,  se  entraba  en  transacciones  y  arreglos  con  los 
deudores:  le  previene  en  seguida  se  abstenga  de  traiir 
sar^  por  que,  en*  definitiva  esas  transacciones  pueden  dar 
lugar  á  desvirtuar  lo  que  la  ley  pena  con  notoria  se- 
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vendad;  y  concluye  diciendole  que,  en  los  casos  en 
que  por  excepción  conviniera  el  arreglo^  antes  de 
formalizarlo  debe  de  consultarlo  con  V.  E.,  quien  le 
dará  la  norma  á  que  deba  ajustar  las  ulterioridades 
del  juicio. 

Si  la  nota  de  V.  E.  hubiera  estado  concebida  en 
los  términos  en  que  ha  sido  publicada  y  que  dejo 
estractados,  mi  contestación  á  la  consulta  del  Procura- 
dor Fiscal  habría  sido  totalmente  contraria  á  lo  que 
fué;  por  que  sabía,  con  anterioridad,  que  por  disposi- 
ción expresa  del  artículo  841  del  Código  Civil:  **No 
"  pueden  hacer  transacciones  los  agentes  del  Ministerio 
"  Público,  tanto  Nacionales  como  Provinciales, 

Pero  el  caso  que  la  nota  de  31  de  Agosto  último 
que  V.  E.  pasó  al  Sr.  Procurador  Fiscal  Dr.  Viale 
no  hablaba  de  las  transacciones  ni  de  los  arreglos  de 
que  exclusivamente  habla  la  nota  publicada  como  que 
fuera  la  pasada  á  aquel  funcionario. 

En  dicha  nota  de  31  de  Agosto,  que  he  visto  ori- 
ginal y  que  tengo  en  copia  enviada  por  el  Dr.  Viale 
al  hacerme  la  consulta  que  contesté  con  la  mia  de  4 
de  Setiembre,  V.  E.  dice  al  Sr.  Procurador  Fiscal  ha- 
ber observado  que  en  muchos  de  los  asuntos  inicia- 
dos por  la  Administración  de  Rentas,  que  aquel  debe 
proseguir,  "  se  pide  el  sobreseimiento  de  la  causa\' 
que  encontrando  pernicioso  y  sin  fundamento  legal 
este  procedimiento  le  recuerda  "  que  su  misión  es 
continuar  la  acción  iniciada  por  la  Aduana,  y  en  nin- 
gún caso  pedir  por  sí  el  sobreseimiento"  y  le  pre- 
viene que  cuando  la  excepción  ,  "  llegase  el  caso 
"  en  que,  á  juicio  del  Procurador  Fiscal,  se  impusiera 
"  el  sobreseimiento^  antes  de  solicitarlo  del  Juzgado 
"  deberá  consultarlo  á  ese  Ministerio,  que  será  quien 
**  le  dé  la  norma  á  que  debe  ajustar  las  ulteriorida- 
"  des  del  juicio." 

Como  lo  verá  fácilmente  V.  E. ,  la  nota  pasada  al 
Procurador  Fiscal  no  es  la  misma  que  aparece  publi- 
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cada como  tal;  y  por  mi  parte,  no  puedo  aceptar  en 
silencio  el    error    padecido  en   la   publicación  oficial, 
porque  él  me  coloca    en  una  situación    que  no  debo 
caliñcar. 

Si  V.  E.  en  la  nota  realmente  pasada  (de  que  ad- 
junto copia)  hubiera  hablado  de  íransacciones y  arre- 
glos, ordenando  al  Procurador  Fiscal  que  se  abstu- 
viera de  realizarlos,  mi  opinión  habría  sido,  según 
antes  lo  he  dicho,  la  de  que  V.  E.  tenía  completa 
razón. — Pero,  no  habría  llegado  el  caso  de  decirlo; 
porque  el  Sr.  Procurador  Fiscal  no  podía  ignorar  que 
la  ley  le  prohibía  tales  actos,  y  no  me  habría  dirigi- 
do la  consulta  que    contesto. 

Tales  como  aparecen  en  la  publicación  oficial  la 
nota  de  V.  E.  y  la  mia,  dirigidas  ambas  al  Sr.  Pro- 
curador Fiscal,  mis  opiniones  son  enteramente  discor- 
dantes con  el  punto  consultado;  pues  éste  se  refería 
á  transacciones  y  mi  nota  al  sobreseimiento.  Sola- 
mente no  habiendo  leído,  ni  estudiado  el  punto  ob- 
jeto de  la  consulta,  podía  haberme  yo  expedido  en 
los  términos  en  que  lo    hice. 

Dada  la  explicación  que  dejo  hecha,  la  alta  ilustra- 
ción y  la  integridad  que  reconozco  en  V.  E.  conven- 
drán fácilmente  en  que  no  es  posible  que  acepte,  no 
debo  aceptar,  que  la  publicación  oficial  que  ha  sido 
hecha,  quede  sin  que  sea  esplícitamente  rectificada 
mediante  una  nueva  ptiblicacióu  oficial  que  V.  E. 
tenga  á  bien  ordenar  en  el  mismo  diario  y  con  la 
premura  que  el    caso  requiere. 

Tal  es  la  petición  con  que  me  permito  molestar  la 
recargada  atención  de  V.  E.  rogándole  el  más  pron- 
to despacho. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  presentar  á  V. 
E.  las  seguridades  de  mi  mayor  respeto  y  conside- 
ración.— Antonío     E.  Malaver. 
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Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1891. — Atento  lo  ex- 
puesto por  el  Procurador  General  de  la  Nación  y  re- 
sultando que  la  nota  pasada  al  Sr.  Procurador  Fis- 
cal no  concuerde  con  la  que  ha  sido  publicada  en  "La 
Nación"  de  Octubre  30,  hágase  nueva  publicación  de 
esta  nota  y  del  asunto  que  la  motiva. 

Avísese  en  respuesta  al  Sr.  Procurador  General  lo 
resuelto  y  archívese.  -Vicente  F.  López. 


La  Legación  Oriental, — pide  la  extradición  de  José  y  Fruc- 

tuoso  Paez'  por   homicidio. 

Cumpliendo  instrucciones  de  su  Gobierno  y  en  mérito  de  los  do- 
cumentos que  acompañaba,  S.  E.  el  Señor  E.  E.  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  la  República  Oriental  del  Uruguay  Dr.  Er- 
nesto Frias,  solicitó  del  Departamento  de  Relaciones  Exteriores, 
con  fecha  3  de  Setiembre  de  1891,  la  extradición  do  los  indivi- 
duos José  y  Fructuoso  Paez  (a)  Valdivia,  acusados  como  autores 
de  la  muerte  de  José  Olivera,  y  refugiados  en  la  Provincia  de 
Entre  Rios. 

Dictaminó  el  Sr.  Procurador  General  en  este  asunto  como  sigue: 

* 

ExMO.  Señor: 

El  Tratado  de  extradición  de  14  de  Julio  de  1865 
celebrado  entre  esta  República  y  la  Oriental  del 
Uruguay,  establece  en  su  artículo  !<>  que  serán  ob- 
jeto de  la  extradición,  los  acusados  de  homicidio :  y 
en  su  artículo  6<>  que  para  solicitarla,  exhibirá  la  Po- 
tencia reclamante,  documentos  que,  según  las  Leyes 
de  la  Nación  en  que  se  halla  el  reclamado,  bastarían 
para  aprehender  y  enjuiciar  al  reo  si  el  delito  se 
hubiera  cometido  en  ella. 
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Nuestro  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal 
exige  en  su  artículo  366,  para  justificar  la  prisión 
preventiva  que  esté  justificada,  cuando  menos  por 
prueba  semiplena,  la  existencia  del  delito: — que  al  de- 
tenido se  le  ha3^i  tomado  declaración  indagatoria  ó 
se  haya  negado  á  prestarla  habiéndosele  además  im- 
puesto de  la  causa  de  su  prisión;  y  que  haya  indicio 
suficiente,  á  juicio  del  Juez,  para  creerlo  responsable 
del  hecho. 

El  primero  y  último  de  los  requisitos  de  dicho 
artículo  se  encuentran  cumplidos  con  los  resultados 
que  ofrecen  las  diligencias  practicadas  en  la  República 
Oriental  con  motivo  de  la  muerte  de  D.  José  Olivera, 
que  constan  del  testimonio  que  encabeza  este  expe- 
diente. El  segundo  requisito,  ó  sea  que  se  haya 
tomado  declaración  indagatoria  ó  se  haya  negado  á 
prestarla,  y  que  se  le  haya  impuesto  de  la  causa  de 
su  prisión,  no  ha  podido  cumplirse  por  la  fuga  que 
emprendieron  los  reclamado:á  José  y  Fructuoso  Paez 
(a)  Valdivia  inmediatamente  después  de  haber  dado 
muerte  á  Olivera.  Como  el  segundo  requisito  del 
artículo  366  citado,  supone  que  el  procesado  esté 
detenido  provisoriamente,  no  es  de  aplicación  al  caso 
en  que  la  detención  no  ha  podido  tener  lugar. 

El  artículo  375  del  mismo  Código  establece,  1^  la 
prisión  del  procesado,  cuando  éste,  se  encontrare  en  país 
extrangero,  que  deberá  procederse  á  su  extradición  con 
arreglo  á  los  tratados. 

Creo,  en  consecuencia,  que  S.  E.  el  Señor  Ministro 
de  la  República  Oriental  ha  exhibido,  con  los  que  ad- 
junta á  su  petición,  los  documentos  que  exige  el  ar- 
tículo 6^  del  Tratado  antes  mencionado;  y  que,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  7^  siguiente,  debe 
accederse  á  la  extradición  solicitada. 

En  la  comunicación  del  Señor  Ministro  Oriental,  se 
indica  que,  los  Paez  cuya  entrega  solicita,  se  encuen- 
tran actualmente  residiendo  en  el  parage  conocido  por 


—  M9  —  • 

''La  Cueva  del  Tigre",  Provincia  de  Entre-Rios,  y 
s^n  lo  dispuesto  en  el  artículo  652  del  Código  de 
Procedimientos,  corresponde  que  V.  E.  tenga  á  Wen 
dirijirse  sin  demora  al  Juez  de  Secdón  de  dicha  Pro- 
vincia de  Entre-Rios,  con  todos  los  antecedentes,  á  efecto 
de  que  proceda  s^ún  derecho;  dando  aviso  al  S^or 
Ministro  petidonante. — Buenos  Aires,  Setiembre  9  de 
1893. — Antoxio  E.    Malaver. 

Resolución — 

Ministoio  de  Reladones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Setiembre  10  de  1891.  Adoptán- 
dose como  resoludón  el  precedente  dictamen  pase  este 
expediente  á  S.  S.  el  Sr.  Juez  Federal  de  Entre-Rios, 
para  los  fines  á  que  hubiere  lugar.  Comum'quese  al 
Señor  Ministro  Oriental  y  hágase  saber  al  Sdior  Pro- 
curador General.— PELLEGRINl.  -  Eduardo  Costa* 


Sobre  n^gaiifa  al  cnmpliiiiieiito  de  mi  decreto  del  Poder 
EjecatXTO  por  inrte  de  la  enqireea  del  Ferro-Garnl  Ar- 
gentino del  Este. 

Con  fecha  3  de  Setiembre  de  1891  la  Dirección  General  de  Rentas 
eleva  nna  nota  dei  Administrador  de  Rentas  de  Concordia,  en 
la  qoe  acompaña  otra  de  la  empr«»sa  del  Ferro-Carril  Anrenti- 
no  del  Este,  por  1  i  que  se  nieg^  á  «lar  campl  i  miento  al  decreto  de 
80  de  Julio  de  1891,  en  qae  prescribe  qae  el  saeldo  de  los  em- 
pleado^ ocupados  en  la  atención  aduanera  de  empresas  parti- 
culares sean  abona do<  por  las  empresas  beneficiadas  desde  el 
1*  de  Setiembre  de  ese  aíio.  por  cuya  razón  se  exije  que  esa 
compañía  debe  entregar  en  la  caja  de  la  aduana  de  *a  locali- 
dad, el  último  día  de  cada  mes,  la  suma  de  ciento  cuarenta  pe- 
sos moneda  nacional  ($  W\  m'n.)  y  termina  fundándole  en  que 
esa  empresa  no  ha  re^ñbido  notificación  del  citado  decreto  j 
que  ha  consultado  con  sus  abogados,  los  que  la  aconsejan  no 
debe  efectuau*  el  pago  de  esos  sueldos. 
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Habiéndose  solicitado  el  informe  de  la  Contadaria  General,  ésta 
dijo,  que  era  de  opinión  que,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en 
el  decreto  de  :>0  de  Julio  citado,  debe  la  empresa  del  Ferro-Ca- 
rril del  Este,  así  como  las  demás  en  cuyos  depósitos  presten 
servicios  empieaiios  de  Aduana,  alonar  los  sueldos  de  esos  em- 
pleados. 

Pedida  la  opinión  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  expuso: 

ExMo.  Señor: 

Pienso  como  la  Contaduría  General  que.  de  acuer- 
do con  el  decreto  de  30  de  Julio  del  corriente  año, 
la  empresa  recurrente  debe  abonar  los  sueldos  de  los 
empleados  de  Aduana  que  presten  servicios  en  sus 
depósitos;  y  V.  E.  puede  así  ordenarlo. — Setiembre 
24  de  1891.— E.  García  Merou. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Setiembre  26 /'92. — No  militando  razón  alguna  para 
hacer  una  excepción  á  la  práctica  seguida  y  disposi- 
ciones del  decreto  sobre  la  materia,  y  habiendo  por 
otra  parte  desistido  de  su  pretensión  la  empresa  re- 
currente, desde  que,  á  pesar  del  tiempo  transcurrido, 
no  ha  proseguido  sus  gestiones,  archívese,  exijiéndose 
la  reposición  de  sellos. — A.  Acardini. 


Florentino  Vocos,  encargado  de  la  Oficina  B.  de  Balances,  — 
solicita  el  abono  del  50  Vo  sobre  16.168,05  m|n  por  le- 
tras  Tencidas  á  D.  Simón  F.  Moraachel. 

En  10  de  Setiembre  de  1891  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacien- 
da el  Sr.  Florentino  Vocos  pidiendo  se  ordenara  el  abono  del 
50  Vo  sobre  $  16.  168,05  *#»  que  le  correspondían  en  virtud  de 
haber  sido  encargado  de  la  Oñcina  B  de  Balances,  por  un  con- 
trato celebrado  con  el  Poder  E^jecutivo  en    Mayo  de  1891. 

Pedida  la  opinión  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  éste  se  expidió 
en  la  forma  siguiente: 
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ExMo.  Señor: 

Prescindiendo  de  pronunciarme  sobre  el  contrato 
á  que  se  refiere  este  expediente,  no  obstante  las  se- 
rias objeciones  que  su  simple  mención  sugiere,  pues 
celebrado  con  un  abogado  en  ejercicio  de  su  profesión 
aparece  á  primera  vista  como  un  pacto  de  cuota^üisy 
creo  que  no  habiendo  ingresado  al  Tesoro  el  efectivo 
de  las  letras,  no  hay  oportunidad  para  resolver  la  pre- 
sente reclamación,  que  corresponde  reservar  hasta  que 
llegue  ese  caso. — Estudio,  Setiembre  24  de  1891.— E. 
García   Mérou. 

Resolución — 

Octubre  7  de  1892.-  -Estando  resuelto  este  asunto, 
archívese. — A.  Afcardini. 


La  GoberDaciÓD  de  FormoBa,-— sobre  la  ezplotaeión  de  boa- 
quee  por  loa  'colonoa  de  Formoaa  que  hnbieaen  cnmplido 
con  laa  condicionea  de  ley. 


La  úobernación  del  Territorio  Nacional  de  Formóla  se  dírijíó  con 
fecha  4  de  Setiembre  de  1891  al  Ministerio  del  interior  pidiendo 
aprobación  de  una  resolución  dictada,  en  virtud  de  la  cual  se 
autorizaba  á  los  conc/*sionario<«  de  los  lotes  rurales  en  la  Colonia 
Formosa  que  hubiesen  cumplido  las  condiciones  impuestas  por 
la  ley,  la  explotación  de  los  bosques  que  tuvieren  dentro  de  su 
concesión. 

La  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  no  opuso  inconveniente 
á  la  aprobación  de  la  resolución  aludida,  aconsejando  se  impU' 
siera  á  aquellos  colonos  que  no  hubieren  adquirido  la  propiedad 
de  su  concesiones,  la  obligación  de  abonar  el  10  */•  del  valor  de 
las  maderas  ó  carbón  que  se  exporte  por  aquel  puerto  prrjcedente 
de  sus  concesiones. 

El  Señor  Procurador  del  Tesoro  dio  el  siguiente  dictamen: 
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ExMO.  Señor: 

Por  las  razones  que  indica  el  Señor  Gobernador  del 
Territorio  de  Formosa,  creo  que  V.  E.  puede  aprobar 
la  disposición  de  Setiembre  2  del  corriente  año,  con  el 
agregado  que  propone  la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias. 
— Octubre  28  de  1891. — E.  García  Mérou. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del   Interior. 

Noviembre  18  de  1891.  Visto  lo  expuesto  por  la 
Gobernación  de  Formosa  en  su  precedente  nota,  y 
atento  lu  dictaminado  por  el  Señor  Procurador  del 
Tesoro  é  informado  por  la  Oficina  de  Tierras  y  Colonias. 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA  : 

Art.  1°  Apruébase  la  resolución  de  fecha  2  de  Se- 
tiembre ppdo.  dictada  por  la  Gobernación  de  Formosa 
referente  á  la  explotación  de  maderas  en  los  lotes  ru- 
rales de  esa  localidad;  siendo  entendido  que  los  colonos 
que  aún  no  hayan  adquirido  la  propiedad  definitiva  desús 
lotes,  deberán  abonar  en  la  Receptoría  de  Rentas  que 
corresponda  el  diez  por  ciento  del  valor  de  las  maderas 
ó  carbón  que  exporten. 

Art.  2®  Comuniqúese,  publíquese,  dése  al  Registro 
Nacional  y  archívese.— PELLEGRINÍ.  -  José  V.r  Zapata. 
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I  de  arqueos, — eleva  e^ediente  del  Sr.  Uamlilas, 
apelando  de  una  reeolocián  de  esa  Oficina  sobre  exooso 
de  arqueo  del  vapor  Ciudad  de  Corrientes. 

En  10  «ie  Setiembre  «le  lt**l.  el  Jefe  de  la  Ohoix:a  de  Arqueiis^  >e 
dingió  ai  Ministerio  ile  Hacien^ia  elevando  un  expediente  inicia- 
do por  los  Sres.  Liambias  J  C»,  Agentes  del  vapor  ''Ciudad  de 
Corriente*"  por  ei  rual  rechazan  el  arqueo  expedido  por  esa  Ofi- 
cina, por  reputarlo  excesivo  en  ciento  una  tonelada,  sobre  el 
tonelaje  anterior  de  dicho  vapor. 

Pa^do  al  Ministerio  de  Marira  para  que  recabara  los  informes 
periciales  del  caso,  dicho  Departamento  nombró  con  tal  motivo 
una  Comisión  compuesta  de  los  Ingenieros  Navales  y  Mecánícoc» 
Tenientes  de  Fra^ta.  Aniba:  Carmona  y  Gu>tavo  Sunblad,  Al- 
férez de  Navio  Lorenzo.  Sabor  ido  y  del  Agente  de  Vapores  Eu- 
genio Llambiüb,  la  cual  se  expidió  maT.ife>tiindo:  que  la  opera- 
ción practicada  por  laOíicina  de  Arquei»s.  arroja  una  diferencia 
en  el  tonel^e  neti»  «¡ei  vapor  "Ciiulaii  de  Corrientes"  de  SI  1  '2 
toneladas  de  exceso,  sobre  la  me«licion  efectuada  por  la  Comisión 
referida,  que  io  atribuye  á  una  falsa  interpretación  del  articu- 
lo 'J2  del  Reglamento.  da<la  con  el  loable  propósito,  de  que  el 
Fisco  no  fuera  perjudicado  cobrando  menos  derechos  que  los 
que  le  corresponden;  Que  es  evidente,  que  si  para  vapores  que 
efectúen  largas  travesías,  ei  espacio  de  las  («rboneras  puede  ra- 
zonablemente calcu.'arse  en  7.'»  '  «,  no  puede  admitirse  iguales 
pretensione^  para  los  vapores  que  hacen  cortas  travesías  ó  na- 
ve^ían  cerca  de  la>  costas,  cuando  el  espacio  indispensable  para 
el  combustible  es  muy  inferior  al  de  75  ^/«  del  espacio  ocupa- 
do por  ih^  máquinas  y  calderas  y  por  consiguiente  menor  la 
capacidad  de  sus  carboneras,  siendo  aún  menos  admisible  cuan- 
do se  trate  de  vapores  que  na  venían  continuamente  en  los  ríos; 

Que  de  todos  los  métodos  adoptados  hasta  hoy,  para  determinar  la 
más  exacta  medición^  el  qtie  reúne  las  condiciones  más  reco- 
mendables es  el  ii;etodo  estudiado  por  la  -Royal  Comisión"  reu- 
nida en  Londres  el  a  fu»  l^Sl,  que  consiste  en  una  combinación 
de  las  dos  reírlas  empleadas  en  otros  países,  la  del  Danubio,  en 
uso  entre  nosotros  y  la  Alemana. 
Vuelto  al  Ministerio  de  Hacienda,  se  pidió  el  dictamen  del  Pro- 
curador del  Tesoro,  el  que  se  produjo  en  los  siguientes  tér- 
minos: 
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ExMO.  Señor: 

Por  las  razones  expresadas  en  el  informe  que  an- 
tecede, V.  E.  debe  resolver  como  en  él  se  indica,  á 
cuyo  efecto  lo  doy  por  reproducido  en  todas  sus  par- 
tes.— Enero  9  92. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio,    Abril    5  92. — Resultando: 

\^  Que  los  agentes  del  vapor  ** Ciudad  de  Corrientes" 
se  presentaron  oportunamente  á  la  oficina  de  arqueo 
solicitando  el  rearqueo  de  otro  vapor,  con  motivo  de 
haberse   practicado  en  él  nuevas  construcciones ; 

2«»  Que  la  referida  oficina  le  dio  á  conocer  el  resul- 
tado de  la  operación,  la  cual  arroja  un  excedente  de 
101  toneladas  sobre  el  tonelaje  anterior; 

3<*  Que  no  estando  conforme  con  tal  aumento, 
hicieron  practicar  por  su  cuenta  el  rearqueo  del  bu- 
que, resultando  que  el  aumento  indicado  era  debido 
en  su  mayor  parte  á  no  haberse  hecho  las  deduccio- 
nes que  determina  el  "Reglamento  de  Arqueos''  para 
los  pasillos  sobre  cubierta,  ni  deducido  el  75  ^'^  pa- 
ra las  carboneras; 

4^  Que  según  lo  informado  por  la  oficina  respec- 
tiva, todo  lo  aseverado  por  los  agentes  Señores 
Llambías  &  C^.  es  exacto,  pero  que  el  proceder  ob- 
servado por  ella  se  ajusta  al  reglamento  en  vigencia; 

b^  Que  en  cuanto  al  descuento  de  las  carboneras, 
considera  que  él  no  puede  efectuarse  en  todos  los 
casos  por  igual,  porque  si  bien  se  ha  fijado  d  de 
50  °;'o  á  75  °  o  del  espacio  de  las  máquinas  para 
los  buques  á  hélice  ó  ruedas,  no  puede  pretenderse 
se  haga  extensivo  el  mismo  descuento,  cuando  de  la 
medición  de  las  carboneras  resulte  un  espacio  menor. 
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6^  Que  el  descuento  fijado  no  puede  tener  otro  alcance 
que  determinar  un  límite  que  evite  el  fraude  por 
falsa  declaración  del  destino  de  los  espacios,  lo  que 
claramente  se  expresa  en  el  inciso  3°  del  art.  19 
del   reglamento  respectivo; 

7^  Que  indicada  por  la  misma  oficina  la  conve- 
niencia de  modificar  el  reglamento  vigente,  se  desig- 
nó una  comisión  compuesta,  de  tres  Ingenieros  Na- 
vales de  la  Marina  Argentina  para  atender  en  el 
reclamo  interpuesto  y  proponer  las  modificaciones 
más  convenientes,  las  que  presentan  las  siguientes 
condiciones: 

1*  Que  la  operación  practicada  por  la  Oficina  de 
Arqueos  arroja  una  diferencia  en  el  tonelaje 
neto  del  vapor  "Ciudad  de  Corrientes"  de 
37 V2  toneladas  de  exceso  sobre  la  medición 
efectuada  por  la  referida  comisión,  que  lo  atri- 
buye á  una  falsa  interpretación  del  art.  22 
del  Reglamento,  dada  con  el  loable  propósito 
de  que  el  fisco  no  fuera  perjudicado,  cobrando 
menos  derechos  que  los  que  le  corresponden. 
2»  Que  es  evidente,  que  si  para  vapores  que  efec- 
túen largas  travesías,  el  espacio  de  las  carboneras 
puede  razonablemente  calcularse  en  75  ^-  o,  no 
pueden  admitirse  iguales  pretensiones  para  los 
vapores  que  hacen  cortas  travesías  ó  naveguen 
cerca  de  las  costas,  cuando  el  espacio  indis- 
pensable para  el  combustible  es  muy  inferior 
al  de  75  ^  o  del  espacio  ocupado  por  las  má- 
quinas y  calderas  y  por  consiguiente  menor  la 
capacidad  de  sus  carboneras;  siendo  aún  menos 
admisible  cuando  se  trate  de  vapores  que  nave- 
gan continuamente  en  los  ríos. 
3*  Que  de  todos  los  métodos  adoptados  hasta  hoy 
para  determinar  la  más  exacta  medición,  el  que 
reúne  las  condiciones  más  recomendables  es  el 
método  estudiado   por   la    "Royal    Comisión" 
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reunida  en  Londres  el  año  1881  que  consiste 
en  una  combinación  de  las  dos  reglas  emplea- 
das en  otros  países,  la  del  Danubio  en  uso  entre 
nosotros  y  la  Alemana,  y 

considerando: 

1°  Que  como  lo  indica  la  Oficina  de  Arqueos,  se 
hace  necesario  modificar  el  sistema  establecido  para 
fijar  el  cómputo  de  los  descuentos  por  máquinas  y 
carboneras,  sustituyéndolo  por  otro  más  en  armonía 
con  los  adelantos  realizados  en  las  máquinas  y  la  in- 
mensa reducción  en  sus  consumos; 

2°  Que  en  la  época  en  que  fué  expedido  el  Regla- 
mento mencionado,  el  consumo  de  carbón  era  nota- 
blemente mayor  que  el  que  exijen  las  máquinas  actuales 
y  por  consiguiente  los  espacios  ocupados  por  el  com- 
bustible de  mayores  capacidades; 

3«  Que  además  del  precedente  establecido  por  decreto 

de nada  puede  oponerse  á  que  se  reforme  en  este 

ú  otro  sentido  el  Reglamento  espedido  el  año  1887, 
siempre  que  las  modificaciones  que  se  introduzcan  se 
basen  con  nuevos  sistemas  de  máquinas  que  exijan 
modificaciones  en  el  método  y  tolerancia  en  uso  para 
determinar  el  verdadero  arqueo  del  barco; 

4°  Que  en  el  caso  ocurrente  está  comprobado  que 
hubo  exceso  de  tonelage  en  la  medición  practicada  por 
la  oficina  de  Arqueos,  lo  que  obliga  al  año  atender  el 
reclamo  interpuesto; 

Por   estas   conideraciones. 

El  Presidente  de  la  República  — 

DECRETA  : 

Art.  1°  Adóptase  para  la  medición  de  los  vapores 
á  los  efectos  del  arqueo,   el    método   conocido  por  e 
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—  Bar- 
de •'Royal  Comisión",  reunida  en  Londres  el  año  1881, 
que  se  practicará  en  la  siguiente   forma: 

La  deducción  por  el  espacio  ocupado  por  el  aparejo 
motor  en  los  vapores,  deberá  constar  del  espacio  efec- 
tivo de  las  máquinas,  calderas  y  carboneras  permanen- 
tes, con  tal  que  este  espacio  sea  cerrado;  separado  de 
la  estiva  del  buque  por  medio  de  manjaras  fijas  y  que 
las  carboneras  sean  construidas  de  manera  que  el  acce- 
so á  ellas  se  pueda  hacer  solamente  por  las  portas 
ordinarias  de  los  puentes  ó  de  los  flancos  de  la  nave 
ó  por  las  aberturas  practicadas  en  la  cámara  de  las 
máquinas  ó  de  las  calderas. 

En  los  casos  de  vapores  que  deben  hacer  travesías 
largas,  y  para  facilitar  una  buena  ventilación  en  el 
local  de  las  máquinas  y  calderas,  los  dueños  ó  arma- 
dores de  vapores,  tendán  la  facultad  de  pedir  que  del 
Tonelage  bruto  se  descuente  el  espacio  efectivamente 
ocupado  por  las  máquinas  y  calderas,  más  el  75  ^  o 
de  este  espacio  en  el  caso  de  los  vapores  á  hélice  y 
el  50  Vo  en  el  de  los  vapores  á  rueda,  sin  tener  en 
cuenta  ni  las  dimensiones  ni  la  construcción  ni  el  uso 
de  las  carboneras,  con  tal  que  el  volumen  á  deducir 
no  exceda  de  33  °  ©  del  tonelage  bruto,  en  los  vapo- 
res á  hélice  y  el  50  °/o  en  los  vapores  á   rueda. 

Art.  2^  La  oficina  de  arqueos  procederá  á  rectificar 
todos  los  arqueos  efectuados,  tomando  como  base  los 
datos  que  tenga  registrados;  debiendo  dar  aviso  á  los 
agentes  de  los  buques,  cuyo  arqueo    sea    defectuoso. 

En  caso  de  disconformidad  entre  la  oficina  y  el 
agente,  se  procederá  á  practicar  el  arqueo,  siendo  esta 
operación  por  cuenta  del  agente,  si  resultase  inexacto 
el  arqueo  anterior. 

Art.  S^  Declárase  que  el  arqueo  que  corresponde  al 
vapor  "Ciudad  de  Corrientes'',  es  el  fijado  por  la  Co- 
misión de  Ingenieros  referida. 

Art.  4^  Deróganse  todas  las  disposiciones  que  se 
opongan  al  presente  decreto. 


Art.  5^  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional,  y  Boletín  de  este  Departamento  y 
pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas  á  sus  efectos. 
— PELLEGRINI.— E.  Hansen. 


La  Gompafiia  Sanainena  de  Carnes  (jongeladaa, — solicita  la 

aprobación  de  sus  Estatutos. 

Eu  Setiembre  12  de  1891,  el  Presidente  de  la  Compañía  Saasinena 
de  Carnes  Congeladas  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior 
manifestando  que  la  Compañía  que  representiba  en  forma  de 
Sociedad  Anónima,  se  hallaba  constituida  definitivamente,  estando 
colocadas  14.356  acciones  de  las  20.000  que  formaban  el  capital 
de  2.000.000  $  oro  á  que  se  limitaba  por  entonces  el  capital 
social,  reservándose  la  asamblea  el  derecho  de  emitir  otra  serie 
de  otro  millón  y  que  las  primeras  acciones  debian  reputarse 
pagadas  integramente,  puesto  que  los  accionistas  las  recibían 
con  ese  carácter  en  pago  y  cancelación  de  sus  créditos  contra 
la  casa  de  S.  G.  Sansinena  y  C.,  y  I.  Sansinena  é  hijos,  por  lo 
cual  solicitaba  la  aprobación  de  los  Estatutos  que  acompañaba 
en  unión  de  los  demás  documentos  que  consideraba  necesarios, 
y  el  reconocimiento  de  persona  jurídica  de  dicha  Compañía. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación    y  este 
funcionario  se  expidió  en  estos  términos: 

ExMO.  Seiíor: 

• 

La  Sociedad  Anónima  "*  Pastoril  Argentina  Belga'' 
que  se  había  formado  entre  los  acreedores  de  los  Sres. 
Postendorp  y  C*  y  A.  Postendorp  con  el  objeto  de  recibir 
de  éstos,  en  pago  de  sus  créditos,  haciendas  y  otros 
bienes;  presentó  á  V.  E.  últimamente  los  Estatutos 
de  dicha  Compañía;  y  en  1 4  de  Agosto  último,  expedí 
en  su  solicitud,  el  siguiente  informe. — Exmo.  Señor: — 
La  Sociedad  Anónima  Pastoril  Argentina  Belga,  se 
forma  entre  los  acreedores  de  los  Sres.  Postendorp  y 
C»  y  A.  Postendorp,  con  el  objeto  de  recibir  de  estos, 
en  pago  de  sus  créditos  los  campos,  haciendas  y  demás 
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enseres  expresados  en  el  informe  corriente  á  fs.  16j 
presentado  por  la  Comisión  de  acreedores  nombrada 
en  lo  de  Diciembre  de  1890. 

"  Los  mismos  acreedores  de  los  Sres.  Postendorp  y 
C*  y  A.  Postendorp,  han  manifestado  su  adhesión  á 
la  formación  de  esta  Compañía  y  á  los  Estatutos 
presentados  en  el  acta  que  corre  á  fs  9;  y  no  ha- 
llando en  dichos  Estatutos  nada  que  sea  contrarío  á 
la  Ley,  opino  que  pueden  ser  aprobados  por  V.  E. 
declarando  que  deben  considerarse  comprendidos  en 
ellos  todas  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio 
y  demás  leyes  dictadas  ó  que  se  dictaren  y  que  sean 
obligatorias  para  las  sociedades  anónimas — Buenos 
Aires  Agosto  14  de  1891.' 

Ignoro  todavía  cual  haya  sido  la  resolución  adop- 
tada por  V.  E.  en  dicho  asunto. 

El  presente  es  análogo  al  de  la  Sociedad  Pastoril 
Argentina  Belga;  y  no  vería  dificultad  en  que  V.  E. 
se  sirviera  aprobar  los  Estatutos  corrientes  á  fs  1^  y 
siguientes,  sino  fuera  que  falta  el  balance  ó  estado 
que  compruebe  que  el  valor  del  establecimiento  frigo- 
rífico "La  Negra"  sus  sucursales,  buque  y  embar- 
caciones y  el  activo  y  pasivo  de  la  finca  de  lo  Sres. 
Sansinena  y  demás  bienes  á  que  se  refitre  el  art.  43 
de  los  Estatutos,  representan  los  3  millones  de  pesos 
moneda  nacional  oro  sellado,  en  que  el  art.  5°  de 
los  estatutos  fija  el  capital  de  la  Compañía. 

Esta  comprobación  es  indispensable;  porque  no  pa- 
gándose en  dinero  efectivo  el  valor  de  las  acciones, 
es  indispensable  que  conste  que  el  valor  en  otros 
bienes  en  que  habrá  de  estar  representado  dicho  ca- 
pital, corresponde  exactamente  á  este.  Dicho  balance 
ó  inventario  ó  avalúo  debe  tener  la  aceptación  délos 
acreedores. 

En  cambio  de  los  bienes  cedidos  á  la  Compañía, 
el  Directorio  debe  entregar  las  acciones  necesarias 
para  cubrir  á  la  par  el  importe  de  los    diversos   cré- 

35 


—  660  — 

ditos,  de  acuerdo  con  la  planilla  levantada  al  efecto. 
Así  lo  establece  el  citado  art.  43,  inciso  (c)  de  los 
Estatutos;  y  el  inciso  siguiente  agrega  que  el  rema- 
nente de  las  acciones  hasta  completar  el  capital  de 
la  Sociedad,  será  reservado  por  el  Directorio  ó  apli- 
cado por  éste  al  arreglo  de  los  créditos  hipotecarios, 
prendarios  ú  otros  que  afecten  los  créditos  cedidos,  ó 
á  los  demás  fines  que  el  Directorio  estime  convenientes. 

Esto  deinuestra,  Exmo.  Señor  que  las  treinta  mil  ac- 
ciones de  la  Compañía  han  de  ser  invertidas  en  pa- 
go de  los  bienes  cedidos  ó  de  los  créditos  que  .pesan 
sobre  los  Sres.  Sansinena;  y  demuestran  la  necesidad 
de  la  comprobación  que  antes  dejo  indicada. 

El  art.  39  de  los  Estatutos  presentados  á  V.  E.  es- 
tablece que:  «El  Directorio  podrá  hacer  distribuciones 
periódicas  á  cuenta  de  utilidades.»  Este  artículo  re- 
quiere se  le  agregue  por  vía  de  aclaración  las  si- 
guientes palabras: — de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  art.  364  del  Código  de  Comercio. — 

«39  El  Directorio  podrá  hacer  distribuciones  perió- 
dicas á  cuenta  de  utilidades,  irrevocaiUmenie  realiza- 
das y  liquicüís  v  comprobacUis  por  la  forma  determi" 
nada  por  el  Código  de  Comercio  y  los  presentes  Es- 
tatutos. 

Presentada  por  el  Directorio  de  esta  Sociedad  la 
comprobación  de  que  los  bienes  que  se  le  ceden  va- 
len después  de  disminudas  las  deudas,  los  tres  millo- 
nes de  pesos  oro  sellado  en  que  se  fija  el  capital  so- 
cial y  hecha  la  agregación  indicada  al  art.  39  délos 
Estatutos,  no  tendrá  por  mi  parte  dificultad  alguna  en 
que  V.  E.  se  sirviera  aprobarlos,  declarando  que  en 
sus  disposiciones  deben  considerarse  incluidas  todas 
las  del  Código  de  Comercio  y  demás  leyes  dictadas  ó 
que  se  dictaren  y  que  sean  obligatorias  para  las  So- 
ciedades anónimas. — Buenos  Aires,  Setiembre  7  de 
1891. — Otro  sí  digo:  Que  después  de  redactado  este 
informe,    me  ha    manifestado  el  Sr.    Sansinena  y  el 
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Sr.  Ramsay,  Vice-Presidente  de  la  Compañía  que,  á 
pesar  de  lo  dispuesto  en  el  art.  5^  de  los  Estatutos, 
el  capital  actual  de  la  Compañía  no  excederá  de  dos 
millones  de  pesos  moneda  nacional  oro  sellado,  de- 
biendo, para  emitirse  la  tercera  serie  de  acciones  de 
que  habla  dicho  artículo,  preceder  una  resolución  de 
la  Asamblea  General  de   accionistas. 

Siendo  esto  exacto,  como  no  lo  dudo  que  lo  es 
puesto  que  es  lo  mismo  que  se  dice  en  la  nota  de 
fojas  13  del  Sr.  Presidente,  el  estado  ó  inventario  á 
que  antes  me  he  referido,  debe  comprobar  solamente 
que  los  bienes  que  se  entregan  á  la  Compañía,  as- 
cienden al  valor  de  dos  millones  de  pesos  moneda 
nacional  oro  sellado,  más  el  que  representan  las  deu- 
das de  los  Sres.  Sansinena  que  la  Sociedad  toma  so- 
bre sí. 

Pero  á  los  artículos  5*"  y  6'*  de  los  Estatutos,  de- 
be hacérseles  la  alteración  necesaria  para  que  resulte  de 
ellas  que  el  capital  actual  con  que  empezó  sus  ope- 
raciones la  Compañía,  es  de  sólo  dos  millones  de  pe- 
sos oro  sellado,  y  que  por  resolución  de  la  Asamblea 
General  podrá  ser  aumentado  en  un  millón. — Fecha 
ut  supra. — Antonio  E.   Malaver. 

Aducidos  los  documentos  y  subsanadas  las  deficiencias  consigna- 
das en  el  anterior  informe,  con  motivo  de  la  vista  que  se  dio 
al  interesado,  pasó  de  nuevo  al  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación  quien  se  expidió  como    si^ue: 

Exmo.   Señor: 

El  Sr.  Presidente  de  la  Compañía  Sansinena  de 
Carnes  Congeladas  acompaña  según  dice,  al  escrito 
que  precede — dos  planillas  detalladas  reconocidas  por 
los  mismos  acreedores  según  consta  en  el  convenio 
de  fojas  10  vuelta— Estas  planillas  son  las  que  co- 
rren de  fojas  18  á  20  inclusive. 

Pero  á  f^.   10  vt^.  no   se  habla  sin  duda  de  estas 
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planillas,  cuando  se  dice  "La  no  aceptación  definitiva 
de  la  cantidad  respectiva  señalada  en  la  planilla  como 
importe  del  crédito,  será  consignada  por  el  acreedor 
disidente  á  continuación  de  su  firma  á  los  efectos  de 
este  artículo.  "La  planilla  aquí  mencionada  no  puede 
ser  otra  que  la  que  corre  á  f^.  8  y  9  con  el  título: 
"  Nómina  de  accionistas  de  la  Compañía  Sansinena  de 
Carnes  Congeladas^\  puesto  que  es  en  ella  que  se  adju- 
dica á  cada  accionista  acreedor  el  número  de  acciones 
que  le  corresponde. 

Es  en  el  art.  43,  inciso  (a)  N<>  2^  de  los  Estatutos,  que 
se  menciona  el  Inventario  y  Balance  que  se  ha  levan- 
tado y  que  debe  ser  el  que  consta  de  las  planillas  de 
í^.   18  á  20. 

Siendo  esto  así,  como  me  lo  ha  manifestado  par- 
ticularmente el  Director  Gerente  Sr.  Sansinena,  no  tengo 
inconveniente  en  que  V.  E.  lo    acepte. 

Y  estando  facultado  el  mismo  Directorio,  según  el 
art.  44  de  los  Estatutos,  para  aceptar  las  reformas  ó 
adiciones  á  los  mismos  que  V.  E.  juzgue  necesario 
introducir,  puede  servirse  aprobar  los  presentados,  con 
las  modificaciones  indicadas  en  mi  anterior  informe  y 
aceptadas  por  el  Directorio  en  su  precente  informe. 
— Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1 89 1  — Antonio  E. 
Mala  VER. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1891. — Visto  lo 
dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación. 

El  Presidente   de  la   República — 

decreta: 

Art.  1^  Apruébanse  los  Estatutos  de  la  ''Compañía 
Sansinena  de  Carnes  Congeladas"    que  se  constituye 
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con  objeto  de  adquirir  y  explotar  el  establecimiento 
frigorífico  **La  Negra'  con  un  capital  de  dos  millones 
de  pesos  "%,  dividido  en  dos  series  iguales  y  estas  en 
acciones  de  cien  pesos;  debiendo  considerarse  dichos 
Estatutos  modificados  de  acuerdo  con  las  observacio- 
nes del  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación  fecha  7  del  actual,  incluidas  en  ellas  todas 
las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  que  sean  obli- 
gatorias para  las  sociedades  anónimas. 

Art.  2^  El  Gobierno  se  reserva  el  derecho  de  nom- 
brar un  Inspector  para  el  examen  de  los  libros  y  do- 
cumentos pertenecientes  á  esta  sociedad. 

Art.  3®  Previa  reposición  de  sellos,  permítase  al  in- 
teresado tomar  copia  de  los  mencionados  Estatutos; 
publíquese  é  insértese  en  el  Registro  Nacional.  PELLE* 
GRINI— V.  Zapata. 

En  Agosto  39  de  1892,  el  Ministerio  del  Interior  pasó  el  expediente 
de  la  referencia  el  de  Justicia  que  acordó  su  archivo. 


Compafiia  de  productos  Kenmerich,— solicita  permiso  para 
establecer  un  pequefio  Astillero  en  el  saladero  de  su 
propiedad. 

En  13  de  Settiembre  1891,  ocurrió  á  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas la  Compañía  de  Productos  Kenmerich,  diciendo;  que  deseando 
establecer  un  pequeño  astillero,  para  el  uso  exclusivo  de  dicho 
establecimiento,  destinado  á  atender  las  reparaciones  de  sus 
buques,  solicita  en  tal  virtud,  el  permiso  necesario  para  cons- 
truirlo, en  el  saladero  de  su  propiedad  (San  Javier)  Provincia 
de  Santa  Fé. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  al  elevar  esta  solicitud  al  Minis- 
terio de  Hacienda  manifestó;  que  no  veía  inonveniente  en  que 
se  acceda  á  lo  que  se  pide,  siempre  que  se  satisfagan  los  impuestos 
correspondientes,  previa  la  estimación  del  caso. 

El  Departamento  de  Obras  Públicas,  espuso:  que  la  construcción 
de  un  astillero  para  la  refacción  de  buques,  sino  importa  un 
peligro  para  el  régimen  del  rio  por  estar  fuera  del  lecho,  im- 
porta una   ocupación   de  la  zona  de   ribera,   lo  que  no  puede 
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serlo  por  Construcciones  de  carácter  permanente,  y  aún,  cuan- 
do se  conceden  obras  provisionales,  estas  deben  dejar  una  Calle 
de  15  metros  para  no  entorpecer  el  tránsito; 

Que  aun  cuando  no  se  acompañan  planos  ilustrativos,  sin  embar- 
go, tratándose  de  una  empresa  importante,  según  manifiesta  la 
Dirección  General  de  Rentas,  puede  accederse  á  lo  solicitado 
con  la  condición  de  que,  en  cualquier  momento  que  el  Poder 
Ejecutivo  lo  estime  conveniente  á  los  intereses  generales,  debe- 
rá levantar  el  astillero  á  su  costa  y  sin  que  ello  le  dé  derecho 
á  indemnización  alguna. 

El  Procurador  del   Tesoro    dictaminó: 

ExMo  Señor: 

Bajo  la  consideración  indicada  por  el  Departamento 
de  Obras  Públicas,  no  veo  inconveniente  en  conceder 
el  permiso  que  se  solicita. — Enero  27  de  1892.  E. 
García    Mérou. 

Resolución — 

Ministerio,  Junio  4  de  1892.— Vista  la  precedente 
solicitud  de  la  Compañía  Productos  Kenmerich  pidiendo 
se  le  permita  establecer  un  astillero  en  el  estableci- 
miento "San  Javier"  para  atender  las  reparaciones  de 
los  buques  de  la  Empresa,  y  no  resultando  perjuicio 
alguno  para  los  intereses  fiscales  como  particulares  y, 
en  atención  á  las  consideraciones  expuestas  por  los 
recurrentes  y  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la 
Dirección  General  de  Rentas  y  Departamento  de  Obras 
Públicas ; 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

Art.  1°. Concédese  permiso  á  la  Compañía  de  Pro- 
ductos Kenmerich,  para    establecer  un   astillero  en   el 
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Establecimiento  Saladero  *San  Javier"  para  la  repara- 
ción de  los  buques  de  la  misma  empresa. 

Art.  2^  La  empresa  deberá  levantar  el  astillero  á 
su  costo  y  sin  lugar  á  indemnización  alguna  así  que 
la  Dirección  General  de  Rentas  lo  crea  conveniente  á 
los  intereses  del  fisco. 

Art.  3^  El  presente  permiso  queda  sujeto  en  un  todo 
al  pago  de  los  impuestos  correspondientes  y  previa 
estimación  que  se  haga. 

Art.  4^  A  sus  efectos  y  previa  reposición  de  sellos 
pase  á  la  Dirección  General  de  Rentas.^— PELLEGRI. 
NI, — Emilio  Hansen. 


La  Sociedad  «La  Nacionalidad  Filantrópica  Italiana  y  laa 
Tres  Calabrias", — ^solicitan  la  aprobación  de  los  Estatutos 
que  no  les  faó  acordada. 

En  Setiembre  16  de  I89I,  el  Presidente  de  la  Sociedad  *^La  Nacio- 
nalidad Filantrópica  Italiana  y  las  Tres  Calabrias**  se  presentó 
al  Ministerio  del  Interior  solicitando  la  aprobación  de  los  esta- 
tutos, que  acompañaba  de  dicha  Sociedad  y  su  reconocimiento 
como  persona  jurídica. 

Pasó  á  informe  del  Señor  Procurador  General  de  la  Nación,  quien 
dictaminó  en  estos  términos. 

ExMO.  Señor: 

Sírvase  V.  E.  disponer  se  agregue  el  acta  de  la 
sesión  de  la  asamblea  de  la  Sociedad  ''La  Naciona- 
lidad Filantrópica  Italiana  y  las  Tres  Calabrias''  en 
la  que  quedó  constituida  dicha  Sociedad  y  aprobados 
sus  Estatutos  y  Reglamento;  que  se  justifique  cual 
es  el  patrimonio  propio  de  la  Sociedad  y  se  acom- 
pañe el  título  de  la  casa  calle  México  n^  3675,  que 
se  dice  ser  local  propio  de  la  Sociedad,  y  que  fecho, 
vuelva  todo  á  mi  despacho. — Buenos  Aires,  Octubre 
7  de  de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 
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Confirióse  vista  al  interesado  y  la  evacuó  acompañando  el  acta  de 
la  asamblea  en  la  que  se  aprobaron  el  Reglamento  y  Estatutos  y 
manifestando,  en  cuanto  al  patrimonio  propio  de  la  Sociedad, 
que  hiendo  ésta  de  fundación  reciente  no  contaba  más  que  con 
las  entradas  mensuales  de  la  cuota  de  los  socios  y  que  si  bien  en 
su  escrito  de  petición  había  consignado  que  la  sociedad  contaba 
con  local  propio,  quiso  decir  que  por  él  no  se  pagaba  alquiler 
alguno  puesto  que  su  propietario  lo  había  cedido  gratuitamente  á 
la  sociedad. 

Pasó  de  nuevo  al  Señor    Procurador  General  de  la  Nación,  quien 
se  expidió  en  los  términos  siguientes : 

ExMo.  Señor  : 

El  Señor  Presidente  de  la  Sociedad  "La  Naciona- 
lidad Filantrópica  Italiana  y  las  Tres  Calabrias'  ma- 
nifiesta en  su  escrito  de  fs.  28  que:  "como  se  trata 
de  una  Sociedad  de  socorros  mutuos  y  recientemente 
fundada,  no  cuenta  en  la  actualidad  más  que  con  las  en- 
tradas mensuales  de  las  cuotas  de  los  socios  y  y  dentro 
de  breve  tiempo  recien  se  coseguirá  un  patrimonio  '. 

Hasta  hoy  carece,  pues,  la  sociedad  de  patrimonio 
propio;  y  siendo  la  existencia  de'  éste  un  requisito 
indispensable  para  que  aquella  pueda  ser  creada  per- 
sona jurídica,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  33 
del  Código  Civil,  V.  E.  no  debe  hacer  lugar  á  lo  que 
se  solicita. 

La  Sociedad  podrá  seguir  funcionando,  para  lo  cual 
no  necesita  el  carácter  de  persona  jurídica  y  quedará 
sujeta  á  lo  que  disponen  las  leyes  respecto  de  las 
sociedades  civiles  que  no  revisten  aquel  carácter. — 
Buenos  Aires,  Octubre  30  de  1891.— Antonio  E.  Ma- 
la ver. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Noviembre  17  de  1891. — De  acuer- 
do con  el  precedente    dictamen  del  Señor  Procurador 
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General  de  la  Nación  no  ha  lugar  á  la  aprobación  de 
los  Estatutos  de  la  Sociedad  "La  Nacionalidad  Filan- 
trópica Italiana  y  las  Tres  Calabrias." 
Comuniqúese  y  archívese. — Zapata. 


El  Dr.  Mariano  Orsabal, —reclama  honorarios  como  letrado 
del  Comisario  Sr.  Beascochea  en  la  causa  que  á  óste  le 
siguió  el  Club  «Sud-América». 

Con  fecha  19  de  Setiembre  de  1891  se  dirijió  al  Miaisterio  del  In- 
terior la  Jefatura  de  Policía  de  la  Capital,  elevando  una  soli- 
citud del  Dr.  Mariano  Orzaba!,  cobrando  los  honorarios  que  le 
han  sido  regulados,  como  letrado  de  D.  Mariano  Beascochea,  en 
la  causa  que  el  club  **Sud-América"  ha  promovido  á  éste  por 
actos  ejercidos  en  el  desempeño  de  sus  funciones  de  comisario 
de  sección  d**  ese  Departamento. 

La  Contaduría  General  opinó  que,  si  del  juicio  ha  resultado  que 
el  comisario  se  ha  extralimitado  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
ó  no  ha  cumplido  con  los  deberes  de  su  cargo,  debe,  él,  abonar 
los  honorarios  de  que  se  trata  y  en  caso  contrario  deben  aque- 
llos ser  satisfechos  por  la  parte  acusadora,  si  así  lo  resuelve 
el  Juzgado,  pues  no  tiene  ningún  antecedente  y  que,  por  otra 
parte,  haría  presente  que  le  había  llamado  sobremanera  la  aten- 
ción de  que  se  hubiera  nombrado  un  defensor,  teniendo  la  Po- 
licía su  representante  que  es  el  Asesor  Letrado,  el  que  debió 
encargarse  de  la  defensa  del  comisario  Beascochea. 

El  Señor  Procurador  del  Tesoro  se  expidió  en  los  siguientes  tér- 
minos: 

ExMO.  Señor: 

**La  presente  reclamación  debe  ser  desechada,  á 
mi  juicio,  porque  no  conozco  disposición  vigente  que 
grave  a!  Tesoro  público  con  el  importe  de  los  hono- 
rarios ó  gastos .  de  las  causas  promovidas  contra  los 
empleados  de  cualquier  repartición,  por  actos  de  su 
servicio . 

La  Policía  de  la  Capital  no  forma  una  excepción 
en  este  caso,  y  si  alguna  vez   se  ha    creido    conve- 
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niente  y  justo  favorecer  á  sus  empleados  poniendo  á 
cargo  de  la  nación  las  expensas  de  los  mencionados 
juicios,  ha  debido  solicitarse  la  autorización  corres- 
pondiente de  V.  E.  y  dictarse  una  resolución  medi- 
tada que  deslindara  la  forma  y  circunstancias  en  que 
se  reconocería  derecho  á  este  beneficio. 

Las  órdenes  directas  de  los  Sres.  Jefes  de  Policía 
á  que  se  refiere  el  recurrente,  no  pueden  suplir  con 
perjuicio  del  fisco  esta  falta  de  competente  autoriza- 
ción, pues  tampoco  figura  en  los  reglamentos  que 
determinan  sus  atribuciones,  la  de  tomar  medidas  de 
ese  género. 

La  Jefatura  de  Policía  antes  de  la  época  que 
menciona  el  recurrente,  y  cuando  tuvo  motivos  para 
apreciar  en  algún  caso  particular  la  difícil  posición 
de  un  agente  obligado  á  defenderse  de  una  acusación 
injusta,  se  inclinaba  á  incluir  entre  los  deberes  del 
Sr.  Asesor,  que  no  estaban  especificados,  el  de  pa- 
trocinar en  juicio  al  agente;  pero  esto  mismo  habría 
requerido  una  reglamentación  adecuada. 

A  juzgar  por  los  términos  de  la  nota  con  que  se 
dirije  á  V.  E.  el  actual  Sr.  Jefe  de  Policía  no  apo- 
ya esta  reclamación,  limitándose  á  elevarla  para  la 
resolución  que  corresponda;  la  cual  no  puede  ser  otra 
que  la  aconsejada  en  el  precedente  informe  de  la 
Contaduría  General,  que  acepto  en  todas  sus  partes. 
—437  Estudio,  Octubre  2  de  1891.— E.  García  Mérou. 

Dictándose  la  siguiente: 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1891. — De  acuerdo 
con  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro 
é  informado  por  la  Contaduría  General  no  ha  lugar 
al  cobro  de  honorarios  solicitado  por  el  Dr.  Orzabai. 
Comuniqúese  al  Departamento  de  Policía,  y  archíve- 
se.— Zapata. 
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El  doctor  Orzabal,  se  presentó  al  Ministerio  en  Octubre  de  ese 
año,  pidiendo  reconsideración  del  anterior  decreto,  fundándose 
en  que  no  se  confió  al  Asesor  Letrado  la  defensa  del  Comisario 
citado,  porque  al  dar  cuenta  del  proceder  observado  con  el  Club 
Sud  América,  el  entonces  Jefe  de  Policía  dio  vista  al  citafio  ase- 
sor del  expediente  formado  con  tal  objeto  y  éste  se  espidió  re- 
probando dicho  procedimiento  y  pidiendo  un  apercibimiento  para 
dicho  funcionario;  que  más  tarde  cuando  el  representante  del 
club  entabló  demanda  criminal  contra  el  referido  Comisario,  el 
Asesor  Letrado  doctor  Salterain  estudió  el  punto  para  con- 
testarla, pero  encontró  que  no  podía  defender  decorosamente  al 
referido  funcionario  por  cuanto  ya  se  habia  hecho  pública  su 
opinión  en  contra  del  procedimiento  del  mismo. 

La  anterior  afirmación  fué  desmentida  por  el  doctor  Salterain  á 
quien  se  le  pidió  informe,  exponiendo  que  ni  por  el  Comisario 
Beascochea,  ni  por  el  entonces  Jefe  de  Policía  habia  sido  solicitado 
para  hacer  esa  defensa  á  la  que  se  habría  prestado  gustoso  y  de- 
sinteresadamente, no  obstante  considerar  que  el  desempeño  de 
tales  funciones  no  competen  al  Asesor  Letrado  en  su  calidad 
de  tal,  pues  él  era  Asesor  Letrado  de  la  Policía  y  no  de  todos 
los  empleados  de  la  misma. 

Kl  doctor  Fernandez  Blanco,  que  era  en  esa  época  secretario  de  Po- 
licía manifestó  que  le  constaba  que  el  ex-Jefe  de  Policía  coro- 
nel Cuenca,  habia  encomendado  la  defensa  del  comisario  aludido 
al  doctor  Orzabal,  cuyos  honorarios  debían  ser  satisfechos  por 
cuenta  de  la  Policía.— De  todo  lo  actuado  se  dio  vista  al  señor 
Procurador  General  de  la  Nación,  el  que  se  expidió  en  esta  for- 
ma. 

ExMO.   Señor: 

Las  diligencias  practicadas,  no  ofrecen  fundamento 
legal  para  la  revocatoria  solicitada  á  fs.  10,  desde 
que,  solo  la  declaración  singular,  y  por  tanto  ineficaz 
como  elemento  probatorio,  afirma  la  autorización  in- 
vocada. 

Las  demás,  ó  desconocen  esa  autorización  ó  ase- 
guran como  la  del  Doctor  Salterain,  que  la  defensa 
del  Comisario  Beascochea  la  habría  hecho  el  asesor 
Letrado  del  Departamento,  si  se  la  hubiesen  requerido. 

Pero  sobre  todo,  queda  dominante,  la  razón  fun- 
damental invocada  por  la  Contaduría  General  y  Pro- 
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curación  del  'f esoro:  falta  absoluta  de  atrüucianes  en 
la  Policía  para  obligarse  por  sí  y  menos  aún  para 
responsabilizar  al  P.  E.  debería  disponerse  esté  á  lo 
resuelto  á  fs.  9  vuelta. — Setiembre  17  de  1892. — Sa- 

BINIANO    KlER. 

Dictándose  á  continuación  la  siprniente: 

Resolución — 

Buenos  Aires,  Marzo  3  de  1893.  De  acuerdo  con 
el  precedente  dictamen  del  Señor  Procurador  General 
de  la  Nación,  estése  á  lo  resuelto  en  el  decreto  de 
fojas  9  vuelta  de  éste  expediente,  fecha  12  de  1889. 
SAENZ-PEÑA.     W.   Escalante. 


La  Jefatura  de  Policía,— sobre   juegos    prohibidos  de  azar 

en  los  Clubs  Sociales  de  la  Capital. 

La  Jefatura  de  Policía  de  la  Capital,  se  dirigió  al  Ministerio  del 
Interior  con  fecha  19  de  Setiembre  de  1891,  manifestando  qne 
con  frecuencia  recibe  denuncias  formales  de  que  en  la  totali- 
dad de  los  Clubs  Sociales  establecidos  en  la  Capital  se  organi- 
zan partidas  de  juegos  de  azar,  que  están  prohibidos  por  dispo- 
siciones vigentes,  pero  que  por  fundadas  que  fueren  esas  de- 
nuncias no  puede  penetrar  á  esos  recintos  en  el  carácter  de  la 
autoridad  que  inviste,  para  Iracer  cumplir  la  ley  y  vigilar  que 
se  respete  el  compromiso  contraído  ante  el  Poder  Público  al 
dar  á  la  institución  existencia  jurídica;  y  que  á  ñn  de  que  no 
se  siga  violándola  ley  al  amparo  de  una  autorización  dada  por 
el  mismo  Gobierno,  pero  á  condición  de  que  no  se  juegue  y  sí 
sólo  reconociendo  ñnes  útiles,  solicitaba  una  medida  general  por 
la  cual  se  acuerde  á  la  Policía  la  facultad  de  practicar  visitas  á 
todos  los  Clubs  Sociales,  aunque  tengan  Estatutos  aprobados 
por  el  Gobierno,  con  el  fin  exclusivo  de  comprobar  si  son  cier- 
tas las  denuncias  que  se  reciben  y  evitar  que  se  ipftrinjan  las 
disposiciones  existentes  que  prohiben  los  juegos   de  azar. 

El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  dio  el  siguiente  dictamen: 
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ExMO.  Señor: 

El  Señor  Jefe  del  Departamento  de  Policía  se  dirige  á 
V,  E.  con  la  nota  que  precede,  manifestándole:  "que  re- 
cibe con    frecuencia    denuncias  formales  y  serías,  de 
que  en  la    totalidad  de  los    Clubs   Sociales  estableci- 
dos en  esta  Capital,  se  organizan  partidas  de  juegos 
de   azar,  que    están  prohibidos    por  disposiciones  vi- 
gentes;"— que  este  juego  ha  tomado  en  estos  últimos 
tiempos,  proporciones  alarmantes,  concurriendo  con  su 
influencia  al     malestar  económico  por  el    que  actual- 
mente pasa  la  población  de  la  Capital,  pues  su  resul- 
tado inmediato,  á  más  de  la  desmoralización  que  en- 
traña, es  el  desequilibrio  de  los  recursos  con  que  cuen- 
ta cada  individuo  y  cada  familia: — que  él  persigue  el 
juego  de  azar    con  todo  rigor   en  los  puntos  en  que 
la  Policía  puede  legalmente  sorprender  y  adoptar  me- 
didas de    represión    contra  los  que  infrinjan  la  Ley; 
siendo    estos    puntos  las  casas  de  juego  particulares, 
los  garitos  que  se  establecen  clandestinamente  con  el 
único  objeto  de  jugar: — que  existen  otros  locales  pro- 
vistos de  mayores  comodidades,  adonde  concurre  gen- 
te de  mejor  esfera  social,  y  en  los  cuales  impunemen- 
te se  pierden  y  se  ganan  mayores  sumas  de  dinero  en 
juegos    prohibidos: — que  esos    centros  son  los  Clubs 
sociales,  cuya  existencia  legal  está  garantida  por  au- 
torización del  Gobierno,  y  cuyos  Estatutos  condenan 
el  juego    de    azar    como  inmoral  y    pernicioso: — que 
por  fundadas  que  sean  las  denuncias  que  tiene  la  Po- 
licía, no  puede  penetrar  á  esos  recintos,  en  el  carác- 
ter de  la  autoridad  que  inviste  para  hacer  cumplir  la 
ley  y  vigilar  que  se  respete  el  compromiso  contraído 
ante  el  Poder  Público,  al  dar  á  la   institución  existen- 
cia jurídica   y  á  fin  de    que  no    se  siga   violando  la 
ley,  al  amparo  de  una  autorización  dada  por  el  mis- 
mo Gobierno,  pero  á  condición  de  que  no  se  juegue 
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y  si  sólo  reconociendo  fines  útiles,  solicita  de  V.  E. 
una  medida  general^  según  la  cual  se  acuerde  á  la 
Policía  la  facultad  de  penetrar  á  todos  los  Clubs  So- 
ciales^ aunque  tengan  Estatutos  aprobados  por  el  Qo- 
biernOj  con  el  fin  exclusivo  de  comprobar  si  son  cier- 
tas las  denuncias  que  se  reciben^  y  evitar  que  se  in- 
frinjan las  disposiciones  existentes  que  prohiben  los 
juegos  de   azar. 

Nada  más  digno  de  aplauso  y  de  aprobación  por 
parte  de  V.  E.,  que  el  celo  que  demuestra  y  el  noble 
empeño  que  pone  el  Sr.  Jefe  de  Policía  para  con- 
seguir extirpar  esta  llaga  social  que  se  denomina  juego 
de  azar;  y  que,  según  lo  manifiesta  á  V.  E. ,  ha  in- 
vadido en  los  últimos  tiempos  todas  las  clases  de  la 
Sociedad. 

No  es  esta  la  primera  vez  que  el  mismo  Señor 
Jefe  de  Policía  trae  á  la  consideración  de  V.  E.  este 
mismo  asunto. 

En  el  año  anterior  comunicó  que,  en  "  Anglo-Ger- 
man  Club'',  y  en  los  "Club  Internacionar',  "Nacional" 
y  de  "Extrangeros,''  se  jugaba  también;  y  en  5  de 
Noviembre  de  dicho  año,  expedí  á  V.  E.  el  siguiente 
informe. 

"  ExMo.  Señor: 

"  V.  E.  ha  concedido  al  "Club  Internacionar',  al 
**  "Anglo-German  Club''  y  al  Club  Nacional,  el  ca- 
rácter de  personas  jurídicas;  sin  que,  según  el  infor- 
me que  precede,  conste  se  haya  hecho,  después  de 
1885,  igual  concesión  al  "Club  de  Extrangeros.' 
"  El  carácter  de  persona  jurídica  sólo  pudo  ser 
acordado  por  V.  E.  en  las  condiciones  que  estable- 
ce en  su  parte  final  el  artículo  33  del  Código  Ci- 
vil,  ésto  es,  que  las  asociaciones  que  solicitan  ese 
carácter  "tengan  por  principal  objeto  el  bien  comütn, 
"  En  los  Estatutos  ó  Reglamentos  que  constan  de 
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los  expedientes  agregados,  hallará  V.  E.  que  los 
objetos  de  dichas  asociaciones  se  fiallan  de  acuerdo 
con  la  ley;  pues  toca  al  bien  común  que  haya 
centros  de  sociabilidad  y  de  honesta  recreación,  en 
que  se  cultiven  y  estrechen  las  relaciones  de  amis- 
tad entre  los  asociados." 
"  Pero  el  Señor  Jefe  de  Policía  comunica  á  V.  E. 
"  que  en  los  Clubs  que  quedan  nombrados,  *^  se  juega 
"  por  dinero  al  ferro-carril  cobrándose  coima '\  y 
como  todos  ellos  tienen  Estatutos  aprobados  por 
V.  E.  ha  creído  deber  abstenerse  de  todo  procedi- 
miento, y  poner  el  hecho  en  conocimiento  de  V.  E. 
á  fin  de  que  tome  la  resolución  que  corresponda/' 
"  Se  juega  en  esos  Clubs  sociales  al  ferro-carril,  se 
cobra  coima.  Estos  hechos  son  contrarios  á  las  leyes 
y  al  bien  común  de  los  asociados;  y  se  hallan  prohi- 
bidos entre  nosotros  por  nuestras  más  antiguas  dispo- 
siciones patrias. 

"  El  reglamento  policial  de  1 1  de  Marzo  de  1812 
prohibe  toda  clase  de  juegos  de  azar,  bajo  pena  de 
multa,  de  cerrarse  la  casa  en  que  tales  juegos  tengan 
lugar  y  de  arresto  á  los  jugadores. 
"  Por  decreto  de  1 9  de  Agosto  de  1816  del  Director 
Supremo  del  Estado,  se  declaran  nuevamente  prohibi- 
dos dichos  juegos,  y  en  rigor  las  leyes  que  hablan 
sobre  los  jugadores  y  los  que  mantienen  casas  de 
juegos,  condenándolos  á  penas  deshonrosas  y  correc- 
ciones corporales. 

"  El  Cabildo  de  esta  Capital,  por  resolución  de  12  de 
Febrero  de  1820  prohibió  también  el  juego  de  la 
ruleta,  y  por  decreto  de  Mayo  10  de  1821,  sfj 
prohibieron  nuevamente  los  juegos  llamados  de 
ruleta  y  perfecta  unión. 

*'  Así  pues,  no  nos  faltan  disposiciones  que  prohiban 
los  juegos  que,  como  los  que  se  hacen  en  los  Clubs 
mencionados,  sólo  pueden  dar  por  resultado  la  ruina 
de  los  que  en  ellos  se  comprometen.   El  nombre  de 
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"  ferro-carril    con  que  se  designa  el  que  se  hace  en 

"  los  mencionados  Clubs,  le  había  sido  dado  tal  vez 

"  para  significar  la  rapidez  con  que  pasa  el  dinero  de 

**  unos  jugadores  al    bolsillo  de  los    otros  engañosa- 

"  mente,  porque  al  fin  ese  dinero  ha  de  quedar,   por 

"  via  de  coimas,  en  las  cajas  del  Club. 

"  V.  E.  no  puede  haber  pensado  autorizar  una  casa 

**  de  juego,  cuando    ha  puesto  su  aprobación  á    los 

"  Estatutos  ó  Reglamentos  de  los  Clubs  denunciados. 

"  Nada  hay  más  contrario  al  bien  común  que  el  des- 

"  arrollo  que    ha  tomado  en  nuestra  sociedad  la  pa- 

"  sión  del  juego,  que  se  ha  convertido  ya  en  una  ver- 

"  dadera  epidemia  que  en  el  orden  moral  causa  tantos 

"  males  como  las  epidemias  que  nos  afligen  en  oca- 

"  siones,  en  el  orden  físico. 

"  Las  personas  jurídicas  pueden  dejar  de  serlo  por 

**  disolución  en  virtud  de  la  ley,  no   obstante  la  vo- 

"  luntad  de  sus    miembros,  ó  por  haóerse    adusado  ó 

"  incurrido  en  transgresiones  de  las  condiciones  ó  cláu- 

**  sulas  de  ¿a  autorización  legal  {arL  48  Código  Civil) 

"  El  Codificador,    esplicando  su  pensamiento  en  la 

**  nota  con  que  acompaña  el  artículo  que  acabo  de  citar, 

"  se  espresa  así;    las   personas   jurídicas    pueden  ser 

^  disueltas  por  la  discusión  sola  de  la  autoridad  /«- 

"  ólica,  si  ellas  vienen    á    comprometer  los  intereses 

"  generales;  pues  que  solo    el   interés    público,  y  no 

"  intereses  individuales,  religiosos  ó   industriales,  por 

**  grandes  que  sean,  es  el  motivo  de  la    autorización 

"  para  su  creación). 

"  Que  los  Clubs  sociales  convertidos    en  casas  de 

**  juego ,   comprometen    los    intereses    generales ,   es 

"  fuera  de  toda    duda,     en  mi  opinión;  pues    atraen 

"  é  inducen  á  los  ciudadanos,  y  principalmente  á  los 

"  jóvenes,  á    abandonar    el    trabajo,  que  solo  ofrece 

"  seguros  pero  tardíos  provechos,  y  á   buscar   en  el 

"  juego    la    fortuna    por  un    camino  rápido,    aunque 

"  generalmente  jamás  llega  á  obtenerse  ó  á  conservarse. 


*  Creo  pues  que  V.  E.  en  presencia  dd  oportuno  a\iso 

*  que  le  ha  sido  dado  por  el  Sr.  Jefe  de  Policía,  se 
^  haUa  en  el  caso  de  retirar  la  autorización  dada  á 
"  los  tres  Gubs  convertidos  en  personas  jurídicas,  y 
""  la  aprobación  que  prestó  á  sus  Estatutos  ó  Regla- 
^  mentos  en  virtud  de  haberse  abusado  de  tales 
^  autorizadónes. 

**Respecto  de  uno  dichos  Chibs,  el  **Anglo  Germanr 
"*  ya  el  anterior  Jefe  de  Policía,  por  su  nota  de  25 
**  de  Febrero  del  corriente  año,  comunicó  á  V.  E. 
**  que  en  él  se  jugaba,  y  pidió  se  suspendiera  ó  se 
""  negara  la  autorización  que  le  habia  sido    concedida. 

*  El  Procurador  de  la  Nación,  Sr.  Dr.  Costa,  creyó 
**  también  que  podía  retirársele  la  autorización  concedida, 
**  pero  como  medida  equitativa  recomendó  una  vigilancia 

*  especial  por  parte  de  la  Policía,  y  que  se  llamara 
"  á  la  persona  que  se  hallara  al  frente  del  Club,  y 
"  le  hiciera  saber  que  si  no  lo  colocaba  en  las  con- 
**  diciones  de  honorabilidad  y  decoro  requeridas,  V.  E. 
"  procedería  sin  más  trámite,  á  retirar  la  autorización 
"  que  le  U)ncedió  para  disponer  su  disolución;  y  W  E. 
"  ordenó  se  hiciera  saber  al  interesado  se  presentara 
"*  en  Secretaría,  sin  duda    para   que    se  le  hiciera  la 

*  prevención  indicada  por  el  Sr.  Di.  Costa  pero  no 
**  consta  que  así  se  procediera. 

"  Yo  creo  que  tales  prevenciones  no  son  indispensables 
"  cuando  se  trata  de  una  violación  flagrante  de  la 
"  ley,  que  es  conocida  y  que  obliga  á  todos. 

"  Si  V.  E.  creyera  sin,  embargo,  que  por  no  haberse 
"  cumplido  la  que  mandó  hacer  fuera  necesario  repetirla, 
"  yo  me  permitiría  indicarle  comisionara  al  efecto  al 
"  Sr.  Jefe  de  Policía  encargándole  V.  E.  que,  redoblando 
"  su  vigilancia  respecto  de  dichas  casas,  procediera  á 
"  dar  inmediato  aviso  si  reincidieran  en  el  juego,  para 
"  privarlas  del  carácter  de  persona  jurídica  y  ordenar 
'^  su  inmediata  liquidación. 

"  Sería  conveniente  que  V.  E.  ordenara  también  la 
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^  publicación  de  la  resolución  que  tenga  á  bien  adoptar, 
"  á  fin  de  que  ella  sirva  de  prevención  á  las  demás 
**  asociaciones  que  se  encuentren  en  el  mismo  caso 
"^  que  las  antes  mencionadas,  y  puedan  arreglar  su  ' 
"  conducta  al  precepto  de  la  ley  y  mandato  de  V,  E. 
— "Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1890. 

"V.  E.  entonces,  dictó  el  siguiente  decreto: 

"Departamento  del  Interior.  Buenos  Aires,  Noviem- 
"  bre  7  de  1 89 1 .  Visto  lo  expuesto  en  la  precedente 
"  nota  por  el  Jefe  del  Departamento  de  Policía  de  la 
"  Capital,  de  la  que  resulta  que  en  los  Centros  So- 
"  ciales  "Club  Internacional ',  "Anglo-German  Club"  y 
"  "Club  de  Extrangeros ',  se  ha  comprobado  tener  lugar 
"  juegos  de  azar,  lo  que  importa  una^transgresión  de 
"  las  condiciones  de  la  autorización  legal,  y  de  acuerdo 
"  con  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de 
"  la  Nación. — El  Presidente  de  la  Repúólüa — decreta  : 

"Art.  lo  Desde  esta  fecha  cesan  los  efectos  de  los 
"  respectivos  decretos,  por  los  cuales  se  reconoció  en 
"  el  carácter  de  persona  jurídica  á  los  Centros  So- 
"  ciales  "  Club  Internacional  Anglo-German ''  "Club 
"  Nacional"  y  Club  de  los  Extrangeros.' 

"Art.  2°  Comuniqúese  esta  resolución  al  Departa- 
"  mentó  de  Policía  de  la  Capital  á  los  efectos  con- 
"  siguientes,  publíquese  y  dése  al  Registro  Nacional. 
—PELLEGRINL— Julio  A.  Roca. 

La  resolución  que  nuevamente  solicita  el  Sr.  Jefe 
de  Policía,  no  puede,  en  su  concepto,  serle  denegada; 
ni  discordar  con  los  principios  establecidos  por  V.  E. 
en  lo  que  acabo  de  copiar. 

Pienso  pues,  que  V.  E.  deberá  dictar  su  decreto 
disponiendo: 

1°  Que  en  todos  los  Clubs  Sociales  ó  cualesquiera 
otras  Asociaciones  sin  distinción  alguna,  que  hayan 
obtenido  de  V.  E.  el  carácter  de  personas  jurídicas, 
queda  absolutamente  prohibido  todo  juego  de  azar, 
bajo  la  pena  de    serles    retirada  la  autorización  y    el 


carácter  que    V.  E.  les    acordó,  sin  perjuicio  de    las 
otras  penas  que  establecen  las  disposiciones  vigentes. 

2^  Que  el  sólo  efecto  de  que  pueda  probarse  la 
observación  ó  inobservancia  de  la  anterior  prohibi- 
ción, los  agentes  de  Policía  tendrán  libre  entrada  en 
dichos  Clubs  Sociales  ó  en  los  locales  de  las  otras 
Asociaciones  erijidas  en  personas  jurídicas,  apercibién- 
dose desde  ya  á  sus  directores  de  que  caso  de  opo- 
nerse á  que  esta  disposición  tenga  debido  cumpli- 
miento, V.  E. ,  con  el  sólo  aviso  del  Sr.  Jefe  de 
Policía,  les  retirará  la  personería  jurídica  que  les 
concedió. 

S^  Que  el  mismo  Sr.  Jefe  de  Policía  sea  el  en- 
cargado de  comunicar  á  los  directores  ó  gerentes  de 
todos  los  Clubs  Sociales  y  demás  asociaciones  radica- 
das en  esta  Capital,  la  resolución  que  V.  E  tenga  á 
bien  adoptar  haciendo  constar  en  forma  su  conformidad 
ó  disconformidad  y  participándolo  á  V.  E.  á  los  efec- 
tos á  que  hiubiese  lugar. 

Las  personas  jurídicas  solo  han  podido  crearse,  por 
disposición  expresa  de  la  ley,  cuando  tienen  por  prin- 
cipal objeto  al  bien  común,  de  suerte  que  cuando  cons- 
piran contra  este,  cuando  abusan  de  la  autorización 
que  obtuvieran  ó  incurren  en  transgresiones  de  sus 
condiciones,  ó  cláusulas,  esa  autorización  puede  serles 
retirada,  **Las  personas  jurídicas  pueden  ser  disuel- 
tas, ha  dicho  nuestro  Codificador,  por  la  decisión  sólo 
de  la  autoridad  pública,  si  ellas  vienen  á  comprometer 
los  intereses  generales^  pues  que  solo  el  interés  pú- 
blico, no  intereses  individuales,  religiosos  ó  industria- 
les, por  grandes  que  sean,  es  el  motivo  de  la  auto- 
rización para  su  creación.  (Nota  al  art.  48  del  Có- 
digo Civil.)  Buenos  Aires,  2  de  Octubre  de  1891. — 
Antonio  E.  Malaver. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente. 
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Resolución: — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires  Febrero  6  de  1892.  Vista  la  nota 
en  que  el  Jefe  de  Policía  de  la  Capital  comunica  que 
diversos  Clubs  sociales  reconocidos  como  personas 
jurídicas  han  establecido  juegos  de  azar  en  sus  res- 
pectivos locales  y  pide  la  adoptación  de  las  medidas 
necesarias  para  hacer  cesar  esa  práctica  abusiva  que 
se  pretente  colocar  al  amparo  de  autorizaciones  oficia- 
les concedidas  para  otra  otros  objetos  y, 

Considerando: 

Que  al  reconocer  el  P.  E.  como  sociedades  anóni- 
mas á  los  Clubs  de  que  se  trata,  ha  tenido  en  vista 
los  ñnes  de  sociabilidad  á  que  ellos  están  destinados, 
procediendo  de  acuerdo  con  las  prescripciones  del  Có- 
digo Civil,  que  entre  los  requisitos  exijidos  para  el  re- 
conocimiento de  la  personería  jurídica,  hace  figurar  el 
de  que  las  asociaciones  respectivas  deben  proponerse 
objetos  de  utilidad  general; — Que  si  los  expresados 
Clubs  establecen  el  juego  como  uno  de  los  fines  de 
su  institución,  se  colocan  desde  luego  fuera  de  las 
condiciones  bajo  las  cuales  han  sido  autorizadas,  mu- 
cho más  cuando  en  los  decretos  en  que  se  aprueban  sus 
estatutos  se  expresa  claramente  que  no  serán  permiti- 
dos los  juegos  de  azar  que  se  hallan  prohibidos  además 
por  diversas  disposiciones  vigentes; 

Que  la  personería  jurídica  otorgada  conforme  alas 
leyes  y  con  fines  lícitos  y  determinados,  no  puede 
ser  invocada  para  encubrir  actos  punibles,  poniéndolos 
fuera  del  alcance  de  las  autoridades  encargadas  de 
reprimirlos ; 

Que  el  P.  E.  tiene  por  las  leyes  la  facultad  de 
inspeccionar  las  sociedades  anónimas  á  fin  de  verifi- 
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car  si  se  mantienen  dentro  de  los  límites  de  su  exis- 
tencia legal  y  puede  en  consecuencia  retirarles  su 
autorización,  si  ellas  no  se  ajustan  á  las  condiciones 
con  que  les  ha  sido  acordada. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  dicta- 
minado por  el  Sr.    Procurador  General  de  la  Nación, 

SE   resuelve: 

l^  Queda  absolutamente  prohibido  todo  juego  de 
azar  en  los  Clubs  sociales  ó  cualesquiera  otras  aso- 
ciaciones que  hayan  obtenido  el  carácter  de  personas 
jurídicas  bajo  la  pena  de  serles  retirada  la  autoriza- 
ción que  se  les  acordó. 

2°  Al  sólo  efecto  de  que  pueda  probarse  la  obser- 
vación ó  inobservancia  de  la  anterior  prohibición,  los 
agentes  de  policía  tendrán  libre  entrada  en  dichos 
Clubs  Sociales  ó  en  los  locales  de  las  otras  asociaciones 
erigidas  en  persona  jurídida,  siendo  entendido  que  se 
les  retirará  la  personería  en  caso  de  que  se  opusieran 
á  que  esta  disposición  tenga  debido  cumplimiento. 

3®  Queda  encargado  el  Jefe  de  Policía  para  comu- 
nicar la  presente  resolución  á  los  Directores  ó  Ge- 
rentes de  las  Asociaciones  comprendidas  en  los  artí- 
culos anteriores. 

4®  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el  Re- 
gistro Nacional.— PELLEGRINL— José  V.  Zapata. 


Los  Sres.  Madero,  Alcorta,  y  Frias — sobre  el  reconocimiento 
de  miembros  del  Directorio  local  del  F.  G.  de  Villa  Ma- 
ría á  Rufino. 

Los  Señores  Eduardo  Madero,  Amancio  Alcorta  y  Uladislao  Frias^ 
se  presentaron  al  Ministerio  del  Interior  con  fecha  19  de  Setiem- 
bre de  1891— acompañando  un  poder  general  por  el  cual  el  Di- 
rectorio General  de  la  compañía  del  F.  C.  de  Villa  María  á  Ru- 
ñno,  los  nombraba  para  componer  el  Directorio  Local  en  ésta  Ca- 
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pital  hasta  el  10  de  Octubre  del   año  venidero,  en  yirtud  de  lo 
cual  pedia  se  les  reconociera  en  tal  carácter. 

El    Señor   Procurador   General   de    la  Nación    se  expidió  en   esta 
forma: 

ExMO.  Señor: 

En  un  expediente  análogo,  iniciado  por  los  mismos 
Señores  Madero,  Aborta  y  Frias,  informé  á  V.  E.  en 
9  de  Diciembre  de  1890,  lo  que  á  la  letra  sigue: 

"  Exmo.  Señor:  Si  la  renovación  del  Directorio  Local 
"  del  F.  C.  de  Villa  María  á  Rufino  está  de  acuerdo 
"  con  el  contrato  de  19  de  Marzo  de  1888,  que  se 
**  invoca  (y  que  supongo  celebrado  con  V.  E.;  pues  no 
"  se  me  ha  acompañado),  no  veo  dificultad  en  que 
"  V.  E.  acepte  la  representación  conferida  á  los  Señores 
"*  Madero,  Alcorta  y  Frias  y  que  se  refiere  á  un 
"  nombramiento  anterior,  que  se  prorroga  y  que  tampoco 
^  aparece  en  este  expediente. 

"  Sería  conveniente  trajera  V.  E.  á  su  vista  antes  de 
**  resolver  dicho  nombramiento  anterior;  por  que  en 
"  el  poder  que  corre  á  fs.  1 ,  no  se  düe  d  qué  fines 
**  son  nombrados  dichos  Señores  Madero,  Alcorta,  y 
"  Frias;  sino  solamente  que  su  nombramiento  anterior 
**  sea  continuado  hasta  1 0  de  Octubre  de  1891.  Bue- 
"  nos  Aires,  Diciembre  9  de  1890. 

Como  el  presente  expediente  viene  en  las  mismas 
**  condiciones  del  que  motivó  el  informe  que  dejo 
copiado,  lo  reproduzco  en  todos  sus  partes, — Buenos 
Aires,  Ótubre  2  de  1891. — Antonio   E.    Mala  ver. 

Recayendo  á  contirniación  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Octubre  10  de  1891. — De  conformidad  con  lo  dic- 
taminado por  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación, 
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El   Presidente  provisorio    del   Senado^    en    ejercicio 
del  P.  E.— 


decreta: 

Art.  1°  Quedan  reconocidos  como  Directores  Locales 
del  Ferro-Carril  de  Villa  María  á  Rufino  hasta  el  día 
10  de  Octubre  del  año  venidero,  según  el  poder  que 
se  acompaña,  los  Sres.  Don  Eduardo  Madero,  Don 
Uladislao  Frías  y  Don  Amancio  Alcorta. 

Art.  2^  Comuniqúese,  publíquese,  dése  al  Registro 
Nacional;  fecho,  desglósese  de  este  expediente  el  po- 
der que  original  corre  agregado  y  hágase  entrega  de 
él  á  los  interesados,  bajo  constancia  y  previa  copia  que 
del  mismo  se  dejará  en  el  archivo. — Nougués. — José 
V.  Zapata. 


La  Intendencia  Municipal  de   la  Capital— CSonaulta  sobra  la 
interpretación  de  la  Ley  de  Moratoria*. 

En  Setiembre  22  de  1891,  la  Intendencia  Municipal  de  la  Capital, 
dirijió  una  nota  al  Ministerio  de  Hacienda,  comunicando,  que 
dándose  diferentes  interpretaciones  á  la  Ley  de  moratorias  y 
con  el  objeto  de  resolver  un  caso  eftpecial  que  se  habia  presen- 
tado con  motivo  del  pago  de  una  letra  extendida  con  fecha  an- 
terior á  la  referida  ley,  y  cuyo  vencimiento  era  posterior  al  plazo 
de  los  90  dias,  pedía  se  le  indicase  si  para  dicha  letra  regían 
los  beneficios  de  dicha  ley. 

SI  Ministerio  pasó  el  expediente  en  consulta  al  Sr.  Procurador 
del  Tesoro,  quien  aconsejó  lo  siguiente: 

ExMO.   Señor: 

Las  leyes  se  dictan  para  todos,  no  pudiendo  ale- 
garse  ignorancia  de  ellas,  razón  por  la  cual  la  intelí- 
gencia  de  sus  preceptos  corresponde  por  r^a  general 
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en  cada  caso  al  ciudadano  ó  al  funcionario  público 
que  debe  cumplirlas,  siendo  del  resorte  exclusivo  del 
Poder  Judicial  la  interpretación  definitiva  que  fija 
jurisprudencia. 

Se  comprende  y  justifica  del  inferior  gerárqiiico  sobre 
el  alcance  de  una  ley,  cuando  sus  dudas  ó  su  error 
puedan  comprometer  al  superior  de  quien  dependen, 
pero  ni  administrativa  ni  jurídicamente  proceden  las 
consultas  abstractas  al  P.  E.  de  una  repartición  inde- 
pendiente como  la  Municipalidad  de  la  Capital,  que 
constituye  un  gobierno  propio  dotado  de  todos  los 
resortes  necesarios  para  llenar  sus  fines,  bajo  su  exclu- 
siva responsabilidad,  y  que  cuenta  á  este  efecto  con 
Asesores  Letrados  que  la  aconsejen. 

En  tal  virtud  creo  que  V.  E.  no  debe  aceptar  en 
principio  la  misión  que  se  le  atribuye  de  definir  teóri- 
camente con  arreglo  á  un  caso,  el  alcance  de  las  leyes; 
facultad  que  sólo  tiene  para  los  actos  propios^  ó  cuan- 
do su  resolución  deba  servir  de  norma  de  conducta  á 
las  reparticiones  y  empleados  de  su  dependencia;  y 
que  así  corresponde  hacerlo  saber  á  la  Intendencia 
Municipal. 

La  interpretación  de  la  Ley  de  moratorias,  por 
otra  parte,  puede  variar  según  las  diversas  opiniones, 
y  tratándose  de  actuaciones  de  una  repartición  estraña, 
V.  E.  no  puede  ni  comprometer  la  del  Ministerio  ni 
hacerla  prevalecer. 

Fuera  de  esto,  mi  dictamen  es;  que  según  los  térmi- 
nos del  art.  1°  de  dicha  ley,  la  letra  á  que  se  refiere 
la  consulta  debe  entenderse  porrogada  por  90  días, 
sino  se  encuentra  comprendida  en  las  acepciones  del 
artículo  2°.— Octubre  12  de  1891.— E.  García  Mérou. 

En  vista  de  lo  actuado  el    Nfinisterio  dictó  la  siguiente: 
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Resolución:. — 

Ministerio  de  Haci^ida. 

Buenos  Aires,  Octubre  15  de  1891. — Adóptase 
como  resolución  d  precedente  informe  dd  Sr.  Procu- 
dor  dd  Tesoro,  excepdonándose  el  último  párrafo  dd 
informe,  por  no  correspondo-  á  la  naturaleza  de  la  dis- 
posición que  se  adopta. 

Comuniqúese  á  la  Intendencia  Municipal,  de  la  Capital 
publíquese  y  fecho  archívese. — V.  F.  López. 


D.  T.  CSotillon, — «Are  deTofauáón  de  deredm  de  aduana. 

Con  fecha  24  de  Setiembre  de  18^1.  el  señor  T.  Cotillón  se  presen- 
tó al  Ministerio  de  Hacienda  diciendo:  que  por  el  vapor  ""Parahyba** 
del  Havre,  entrado  en  el  Pnerto  en  17  de  Octubre  de  1889,  le  ha- 
bían llegado  á  su  consignación  dos  cajones  conteniendo  un  co- 
lector y  copólas  eléctricas  para  el  alumbrado  eléctrico  del  pueblo 
de  Arrecifes,  y  solicitaba  se  le  «ierolTieran  los  derechos  que  por 
esas  mercaderías  habia  pagado  en  la  Aduana,  por  ser  libres  de 
derechos  de  introducción  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  2* 
de  la  ley  de  la  materia  vigente  en  1891. 

La  Dirección  General  de  Rentas  informa  debe  hacerse  lugar  á  la 
devolución  que  s^^  pide,  por  estar  incluidas  las  mercade- 
rías de  que  se  trata,  en  las  franquicias  del  art.  2*  de  la  ley  de 
aduana  vigente  en  1891. 

Peiiido  el  dictamen  del  señor  Procurador  del  Tesoro,  expuso: 

ExMo.   Sk*^or: 

La  ley  de  aduana  de  1 889  fecha  en  que  se  intro- 
dujeron los  artículos  á  que  se  refiere  este  pedido,  no 
les  exoneraba  de  deru^hos,  razón  por  la  cual  V.  E. 
debe  no  hacer  lugar  á  lo  solicitado. — Marzo  30  de  1892. 
— E.  García  Merou. 
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Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires  Abril  5  de  1892. — Vista  la  preceden- 
te solicitud  pidiendo  la  importación  libre  de  derechos 
de  dos  cajones  conteniendo  un  colector  y  copólas  eléc- 
tricas para  alumbrado  eléctrico  en  el  pueblo  de  Arre- 
cifes, y  no  gozando  de  esta  franquicia  por  no  deter- 
minarlo así  la  Ley  de  Aduana  del  año  1889,  época 
en  que  se  introdujeron  los  referidos   cajones, 

SE    resuelve: 

No  hacer  lugar  á  lo  pedido  y  archívese  previa  repo- 
sición de  sellos. — E.  Hansen. 


La  Comisión  de  las  Obras  de  sialubrídad,— sobre  aprobación 
del  acta  firmada  con  los  Señores  Bateman  Parsons  y 
Bateman  referente  á  la  Dirección  técnica  de  las  obras. 

Con  fecha  '^5  de  Setiembre  de  1891,  la  Comisión  de  las  Obras  de 
Salubridad  se  dirijió  al  Ministerio  del  Interior  adjuntando,  para 
su  aprobación,  el  acta  ñrmada  por  el  representante  de  los  Sres. 
Bateman,  Persons  y  Bateman  para  la  continuación  del  contrato 
que  tienen  celebrado  para  la  Dirección  técnica  de  las  obras. 

El  Sr.  Procurador  del  Tesoro    se  expidió   en  esta  forma: 

ExMo.  Señor: 

El  arreglo  celebrado  por  la  Comisión  de  las  Obras 
de  Salubridad  con  los  Sres.  Bateman,  Parsons  y  Ba- 
teman, para  impedir  los  inconvenientes  que  traería 
aparejada  la  suspensión  inmediata  de  la  Oñcina  téc- 
nica, en  momentos  en  que  sus  servicios  son  en  cier- 
to modo  indispensables,  se  presenta  para  el  Gobierno 
como  un  acto  reclamado  por  necesidades  imperiosas 
y  por  eso  mismo,  el  único  peligro  que  ofrece  es  que, 
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por  las  susceptibilidades  y  divergencias  anteriormente 
producidas,  ó  exagerados  propósitos  de  lucro,  no  diera 
todas  las  ventajas  que  de  él  pueden  legítimamente 
esperarse. 

Si  los  Sres.  Bateman,  Parsons  y  Bateman,  como 
es  de  suponerlo,  entienden  prestar  una  colaboración 
eficaz  á  los  altos  fines  del  Gobierno,  en  las  grandes 
y  complicadas  construcciones  á  que  han  vinculado  su 
nombre,  suministrando  sin  reservas  el  concurso  de  su 
experiencia  y  los  datos  que  tienen  acumulados,  y  fa- 
cilitando la  acción  administrativa  en  las  difíciles  cir- 
cunstancias que  atraviesa  el  país,  con  prescindencia 
de  pequeños  intereses  que  deben  desaparecer  ante  con- 
sideraciones más  elevadas,  el  arreglo  proyectado  lle- 
nará todos  sus  fines  y  podrá  contarse  como  un  acto 
de  buena  y  discreta  administración. 

No  conozco  las  razones  expuestas  en  las  conferen- 
cias que  lo  han  precedido;  pero  teniendo  á  la  vista 
los  contratos  celebrados  con  los  Señores  Bateman 
Pearsons  y  Bateman,  y  el  estado  de  la  cuenta  de  estos 
Señores,  de  la  que  resulta  adeudárseles  una  suma, 
que  con  todos  los  descuentos  posibles,  compensaría 
siempre  la  cantidad  tomada  á  su  cargo  por  el  Go- 
bierno en  virtud  del  presente  convenio,  no  encuentro 
inconveniente  alguno  en  que  sea  aprobado,  desde  que 
las  erogaciones  estipuladas  se  harán  por  cuenta  de 
los  honorarios  á  que  los  contratistas  tengan  derecho. 

Mi  dictamen  por  consecuencia,  es  que  V.  E.  puede 
prestar  su  aprobación  al  convenio  de  que  instruye  el 
acta  elevada  por  la  Comisión  de  las  Obras  de  Salubri- 
dad.— Estudio,  Octubre, 3  de  1891.— E.  García  Mérou. 

Resolviéndose  en  la  forma  siguiente: 

Resvlucion — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  5  de    1891. — Visto  lo  expuesto  por 
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la  Comisión  de  las  Obras  de  Salubridad  de  la  Capital 
acerca  de  las  bases  de  arreglo  celebrado  con  los  Señores 
Bateman,  Pearsons  y  Bateman,  que  se  adjunta,  y  de 
conformidad  con  lo  dictaminado  por  el  Procurador  del 
Tesoro, 

El  Presidente  provisorio  del   Senado^    en  ejercicio  del 
Poder  Ejecutivo^ — 

decreta: 

Art.  1^  Aprüébanse  en  todas  sus  partes  las  bases 
de  arreglo  celebrado  entre  la  Comisión  de  las  Obras 
de  Salubridad  de  la  Capital  y  Jos  sres  Bateman,  Pearsons 
y  Bateman,  representados  por  D.  Luis  J.  Lorre,  con 
arreglo  á  los  cuales  continuará  la  Oficina  Técnica  el 
cumplimiento  del  contrato  que  tiene  con  el  Gobierno, 
hasta  el  dia  31  de  Diciembre  próximo,  en  que  termina. 

Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional. — NOUGUES. — José  V.  Zavata. 


Odera  Josó,— pide  exoneración  de  derechos,  para  los  fierros 
asados  que  compre  á  los  ferro-carriles. 

En  28  de  Setiembre  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda 
Don  José  Odera,  pidiendo  exoneración  de. derechos,  para  ios  ma- 
teriales usados  y  fierro  viejo,  que  desea  comprar  á  los  ferro-ca- 
rriles, con  destino  á  una  fábrica  y  fundición  nacional  estable- 
cida en  Liniers. 

I^  Dirección  General  de  Rentas,  manifestó:  que  el  gobierno  había 
acordado  á  los  Sres.  Baldor,  Roques,  Cadret  y  0%  una  concesión 
idéntica  á  la  solicitada,  que  en  tal  virtud,  debe  accederse  á  lo 
pedido,  pues  que  se  trata  de  dar  al  fierro,  un  destino  igual,  al 
de  la  fábrica  de  los  Sres.  Cadret  y  C*. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor: 
Siempre  que    la  concesión  se  haga  en  los  mismos 
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términos  de  la  que  se  acordó  á  los  Señores  Cadret  y 
C*.  no  veo  inconveniente  en  que  V.  E.  acceda  á  lo 
solicitado. — Noviembre  8  de  1891. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio,    Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1891. 

Vista  la  solicitud  presentada  por  el  Señor  José  Odera 
en  la  que  pide  liberación  de  derechos  para  el  fierro  viejo 
que  compra  á  los  ferro-carriles  con  destino  al  funcio- 
namiento de  la  fábrica  y  fundición  de  hierro  que  posee 
en  Liniers  y, 

Considerando: 

1  °  Que  es  un  deber  de  los  poderes  públicos  propen- 
der en  su  esfera  al  fomento  de  estas  industrias,  que 
vienen  á  utilizar  un  producto  sin  aplicación  fabril 
entre  nosotros; 

2^  Que  reputándose  materia  prima  el  producto  en 
cuestión,  está  por  la  Ley  de  Aduana  en  vigencia  exen- 
to del  pago  de  derechos  y,  finalmente,  que  encon- 
trándose el  presente  caso  en  igualdad  de  condiciones 
á  la  concesión  otorgada  por  decreto  de  fecha  10  de 
Julio  ppdo.  á  los   Señores  Baldor,  Roques,  Cadret  y  C*. 

El  Presidente  de  la  República — 

* 

decreta: 

Art.  1^  Concédese  al  recurrente  Don  José  Odera, 
la  exoneración  de  derechos  Aduaneros  que  solicita  al 
fierro  viejo  que  adquiera  de  los  ferro-carriles  para  ser 
utilizado  en  la  fábrica  y  fundición  que  posee  en  Liniers. 

Art.  2°  Comuniqúese,  insértese  en  el  Boletín  del 
Ministerio  y  fecho,  pase  á  la  Administración  de  Rentas 
á  sus  efectos. — PELLEGRINI. — Vicente  F.   López. 
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Ana  Fleurj, — pide  se  le  conceda  la  quinta  parte  de  los  terre- 
nos de  la  Chacarita  de  los  Colegiales  que  se  reivindiquen. 

En  Septiembre  30  de  1891,  Doña  Ana  Fleury  se  presentó  ai  Minis- 
terio de  Instrucción  Pública  solicitando,  que  al  amparo  de  varios 
argumentos  y  de  los  servicios  prestados  al  Gobierno,  se  le  con- 
cediese la  quinta  parte  de  los  terrenos  de  la  Chacarita  de  los 
Colegiales  que  por  fracciones  reivindicara  la  Nación,  estando 
detentados  por  particulares. 

Pasó  á  informe  del  Comisionado  del  Gobierno,  Dr.  Bidau,  quien 
opinó  como  sigue: 

Exmo.  Señor: 

Prescindiendo  del  examen  de  las  apreciaciones  hechas  por  la  Sra. 
de  Fleury  en  la  precedente  solicitud,  respecto  del  carácter  é 
importancia  del  servicio  prestado  por  ella  ai  Gobierno  ai  sumi- 
nistrarle datos  é  informes  relativos  á  los  terrenos  de  la  Cha- 
carita, porque  lo  considero  sin  objeto,  á  los  efectos  del  dicta- 
men que  V.  E.  se  ha  servido  pedirme;  y  concretándome  á  las 
peticiones  que  formula,  debo  matiifestar  á  V.  E.  que  en  mi  opinión 
no  pueden  ser  aceptadas,  pues  á  ello  se  oponen  el  articulo  3"" 
del  decreto  de  22  de  Mayo  ppdo.  y  el  del  13  de  Junio  de    1889. 

£i  articulo  3"^  del  Decreto  de'  22  de  Mayo  di.spone  que  el  de  13 
de  Junio  de  1889,  que  aceptó  la  propuesta  de  la  Sra.  Fleury 
con  cargo  de  solicitar  oportunamente  la  aprobación  del  Poder 
Legislativo,  sea  sometido  á  la  consideración  de  éste  cuando 
tengan  éxito  definitivo  la  reivindicación  de  las  fracciones  de 
terrenos  de  la  Chacarita,  detentados  por  particulares  y  sea  po- 
sible fijar  el  /nonio  de  la  retribución   correspondiente, 

Pero  aún  cuando  esa  oportunidad    hubiese  llegado,  no  habría  ur- 

'  gencia  alguna  en  la  sanción  legislativa,  porque  ninguno  de  los 
terrenos  sobre  los  cuales  se  ha  ;:*econocido  el  dominio  del  Esta- 
do ha  sido  reivindicado  y  los  mismos  decretos  mencionados  y 
la  primera  solicitud  de  la  Sra.  de  Fleury,  en  la  que  recayó  el 
de  18  de  Junio  de  1889,  limitan  claramente  el  20  7»  que  se  le 
acordaba  á  los  terrenos  que  se  reivindicaran  y  excluyen  ios  po- 
seídos por  el  Estado  y  arrendados  por  los  Rectores  del  Colegio 
Nacional  de  esta  Capital. 

Es,  pues,  improcedente  el  reclamo  de  la  quinta  parte  del  terreno 
ocupado  por  los  herederos  de  Cambiasso,  desde  que  éste  fué 
arrendatario  del  Colegio,  como  lo  han  reconocido  aquellos  en 
el  arreglo  celebrado  por  mi  y  aprobado  por  V.  E.,  sin  que  por 
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otra  parte  sus  pasajeras  pretensiones  hayan  dado  lugar  á  un 
juicio  de  reivindicación,  sino  á  una  demanda  por  cobro  de  arren- 
damientos y  desalojo. 

Finalmente,  el  reemplazo  propuesto  de  la  aprobación  del  Decreto 
del  89  por  una  autorización  al  P.  E.  para  arreglar  con  la  peti- 
cionante el  pago  del  20  Vo)  es  un  medio  que  no  abrevia  ios  proce- 
dimentos  y  que  por  consiguiente,  no  puede  tenerse  en 
cuenta  como  fundamento  para  ocupar  la  atención  del  H.  Con* 
greso  durante  las  sesiones  de  prórroga  y  modificar  la  resolu- 
ción del  P.  E.— Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1891.— Eduardo  L. 
Bidau. 

Pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  y  este 
funcionario  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Reproduzco  el  precedente  informe  del  Comisionado 
Dr.  Bidau. — Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1891.  An- 
tonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Instrucción  Pública. 

Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1891. — Resultando 
del  informe  dado  por  el  Comisionado  del  Gobierno, 
Dr.  Bidau,  acerca  de  lo  pedido  en  la  solicitud  que  ha 
motivado  este  expediente: 

lo  Que  en  el  caso  de  que  se  trata,  no  han  sido 
utilizados  en  manera  alguna  los  datos  suministrados 
por  la  Sra.  de  Fleury  para  que  concurriesen  á  las 
gestiones  sobre  reivindicación  de  algunos  de  los  terre- 
nos de  la  Chacarita,  por  cuanto  los  herederos  de 
Cambiasso,  como  lo  han  reconocido  ellos  mismos  en 
el  arreglo  celebrado  con  el  Comisionado  del  Gobierno, 
eran  arrendatarios  del  Colegio  y  toda  la  gestión  que 
respecto  de  ellos  se  ha  llevado  á  cabo,  ha  sido  una 
demanda  por  cobro  de  •  arrendamientos  y  desalojo; 

2°  Que  aún  en  el  supuesto  de  que  se  tratara  de 
un  caso  en  que  los  datos  de  la  mencionada  Sra.  hu- 
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bieran  sido  utilizados,  no   podía   accederse  á  su  pre- 
tensión, por  cuanto  el  Decreto  de  22  de  Mayo  próxi- 
mo pasado,  manda  esplícitamente    en  su    artículo  3^ 
que  sea  sometido  á  la  consideración  del  H.  Congreso 
el  Decreto   de    13    de  Junio  de  1889,  que  aceptó  la 
propuesta   de  la  Sra.   Fleury   con    cargo  de  solicitar 
oportunamente  la  aprobación    del  Poder    Legislativo, 
una  vez   que   mediante   los  elementos    suministrados 
por  dicha  Sra.,  haya  tenido  éxito  definitivo  la  reivindi- 
cación  de    las    fracciones    de  terreno  de  la  Chacarita 
detentados  por  particulares,  y  sea  posible  fijar  el  mon- 
to de  la  retribución   correspondiente; 

Por  le  expuesto,  de  acuerdo  con  lo  informado  por 
el  Comisionado  del  Gobierno  y  con  lo  aconsejado  por 
el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  que  ha  re- 
producido en  todas  sus  partes  ese  informe, — no  ha  lu- 
gar á  lo  pedido  y  archívese  previa  notificación — Car- 

BALLIDO. 


El  Juzgado  de  Paz  de  la  sección  4*,— sobre  embargo  de  la 
cuarta  parte  del  sueldo  del  Diputado  Nacional  don  Ro- 
dolfo M.  Sarmiento. 

En  Octubre  I®  de  1H91,  el  Juzgado  de  Paz  de  la  sección  4*  en  los 
autos  seguidos  por  doña  Manuela  Martínez  contra  don  Ro- 
dolfo M.  Sarmiento,  sobre  cobro  de  peso?,  se  dirigió  al  Minis- 
terio de  Justicia  rogándole  se  sirviera  impartir  las  órdenes  ne- 
cesarias ¿  ñn  de  que  fuese  embargada  la  cuarta  parte  del  sueldo 
que  como  Diputado  nacional  gozaba  el  demandado  hasta  cubrir 
el  débito. 

Pasó  á  informe  del  señor  Procurador  General  de  la  Nación,  quien 
dictaminó  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor: 

En  el  tomo  5®  de  la  Colección  de  informes  del  Pro- 
curador General  de  la  Nación  y  demás  Consejeros  le- 
gales del  P.  E.,  á  la  pág.  460  se  encuentra  el  infor- 
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me  producido  por  el  señor  Procurador  del  Tesoro,  doc- 
tor Victorino  de  la  Plaza,  en  19  de  Octubre  de  1875, 
con  motivo  del  tmbargo  pedido  por  el  Juez  de  Comer- 
cio, de  los  sueldos  del  senador  don  Nicasio  Oroño, 
en  la  gestión  promovida  por  don  Omar  de  la  Serna 
que  en  copia  simple  encabeza  el  ^  presente  expediente. 
Hallándose  el  diputado  don  Rodolfo  M.  Sarmiento 
respecto  de  la  H.  Cámara  de  Diputados,  en  las  mis- 
mas condiciones  en  que  se  hallaba  el  señor  Oroño 
respecto  del  H.  Senado,  siendo  ramas  del  Poder  Le- 
gislativo enteramente  independientes  de  V.  E.;  y  par- 
ticipando de  las  opiniones  expuestas  por  el  señor  doc- 
tor Plaza  en  su  referido  inlorme,  lo  reproduzco  en 
t3das  sus  partes. — Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1891. 
— Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Octubre  10  de  1891 — Contéstese  de  acuerdo  con 
el  precedente  dictamen  del  señor  Procurador  General 
de  la  Nación  y  archívese — Carballido. 


La  Comiflión  de  las  Obras  de  Salubridad, — sobre   el  deslin- 
de de  sus    atribuciones. 

La  Comisión  de  las  Obras  de  Salubridad  ile  la  Capital,  se  dirijió 
al  Ministerio  del  Interior  con  fecha  "3  de  Octubre  de  1891,  ma- 
nifestando que  no  habiendo  poiliiio  aún  dictar  el  reglamento 
que  le  sirviera  de  régimen  para  llenar  ios  fines  de  su  creación, 
y  como  el  decreto  <le  31  de  Agosto  ppdo.  que  le  dio  origen,  no 
deslinda  detalladamente  sus  atribuciones,  piensa  que  se  le  de- 
be muñir  de  análoí^as  facúltales  á  l:is  que  tuvieron  las  Comi- 
siones que  la  han  precedido,  como  una  ganintia  para  el  buen 
desempeño  de  sus  funcione?;  y  hallándose  elln:«  contenidas  en  la 
ley  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  de  2G  de  Setiembre  de  1870, 
que  por  decreto  del  Pojer  Kjeoutivo  Nacional  continuó  en  vi- 
gencia desfde  la  feíienilización  de  esta  ciudad  hasta  que  se  supri- 

:i7 
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mió  la  Comisión  en  1S89,  indicaba  la  conveniencia  de  que  se 
pusiera  nuevamente  en  vigencia  en  todo  lo  que  se  refiere  á  las 
facultades  de  la  Comisión;  esto  es  los  artículos  4**,  5®  y  6^  mien- 
tras se  dictó  la  nueva  ley  orgánica. 
Pasado  en  consulta  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  dio 
el  siguiente    dictamen: 

ExMO.  Señor: 

m 

Por  no  haber  declarado  V.  E.  en  su  decreto  de  31 
de  Agosto  último,  que  dio  origen  á  la  Comisión  de  las 
Obras  de  Salubridad  de  la  Capital,  cuáles  eran  en  de- 
talle sus  atribuciones,  y  por  cuanto  la  preparación  de 
su  reglamento  reclama  un  meditado  y  detenido  estu- 
dio, la  misma  Comisión  propone  á  V.  E.    en  la  nota 
que  precede,  se  le  acuerden  inmediatamente  análogas 
fícultades  á  las  que  tuvieron    las   Comisiones  que  la 
han  precedido,  como  una  garantía  para  el  buen  des- 
empeño de  sus  funciones.     Agrega,   que  tales   facul- 
tades se  hallan  expresadas  en  la  ley  de  la  Prpvincia 
de  Buenos    Aires  de  26  de    Setiembre  de  1870,  que 
V.  E.  mandó  continuar  en  vigencia  después  de  la  fe- 
deralización  de  esta  ciudad;  y  cuya  ley  podía  nueva- 
monte  declararse  en  vigor,  en  todo  lo  que  se  refiere 
á  las    facultades  y  deberes  de  la    Comisión,  esto  es; 
los    artículos  4'\  5''  y  6",    mientras   no  se  dicte  una 
nueva  Ley  Orgánica.     Dice,  por  fin,  que  de  esta  suer- 
te la  Comisión  con  facultades  claras  y  esplícitas,  po- 
día sin    entorpecimiento  y  evitando    consultas  dema- 
siado frecuentes  á  V.  E.,  administrar  con  eficacia  los 
valiosos  intereses  que  se  le    han  confiado. 

En  efecto:  la  Legislatura  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  mientras  las  obras  de  Salubridad,  de  esta 
Capital  le  pertenecieron,  dictó  las  leyes  de  26  de  Octubre 
de  1870,  de  9  de  Setiembí-e  de  1876  y  de  7  de 
Noviembre  de  1878;  leyes  que  V.  E.  consideró  vigentes 
en  su  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1880. 

Por  una  de  esas  leyes,  la  del  26  de   Setiembre  de 
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1870,  se  autorizó  la  construcción  de  las  Obras  de 
Salubridad  de  esta  Capital,  que  se  pusieron  bajo  la 
dirección  de  una  Comisión  de  vecinos,  cuyas  atribuciones 
se  determinaron  en  el  Art.  4^<  de  la  mencionada  ley. 
Por  el  Art.50  de  la  misma,  se  señalaron  como  recursos 
para  la  construcción  y  sostenimiento  de  las  obras,  ía 
suma  de  300.000  pesos  fuertes  anuales,  que  entregaría 
en  préstamo  el  Banco  de  la  Provincia;  el  producto  del 
servicio  del  agua  y  de  los  surtidores  y  el  uno  por  mil  so- 
bre el  valor  de  las  fincas  y  terrenos  situados  dentro  del 
municipio  déla  Capital,  debiendo  cesar  los  dos  primeros 
recursos  asignados  una  vez  ejecutadas  las  obras.  Y  por 
el  Art.  6^  déla  misma  Ley  se  dispuso  que  realizadas 
las  obras,  se  entregarán  á  la  Municipalidad  para  su 
administración,  debiendo  entregar  al  Banco  mensualmente 
su  producto  líquido  en  pago  de  su  crédito,  y  chancelado 
éste,  las  obras  se  considerarían  de  propiedad  del 
municipio. 

Solicitando  la  Comisión  de  las  Obras  de  Salubridad, 
que  se  pongan  nuevamente  en  vigencia  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  4°,  5°  y  6"  de  la  mencionada 
Ley  Provincial  de  26  de  Setiembre  de  1870,  debo 
observar  á  V.  E.  que  solo  me  parecería  -aceptable  su 
indicación  en  cuanto  se  refiere  al  artículo  4°,  .que  fija  las 
atribuciones  y  facultades  de  la  misma  Comisión:  pero 
que  no  pueden  ponerse  en  vigencia,  ni  el  artículo  5® 
que  señala  los  recursos  para  las  obras,  de  que  hoy 
no  es  posible  disponer,  y  uno  de  los  cuales  —  el  producto 
del  aguacha  sido  aumentado  con  el  de  las  cloacas  y 
desagües;  ni  el  Art.  6°  de  la  misma  Ley,  que  ordena 
que  ejecutadas  las  obras  se  entreguen  ala  Municipalidad, 
por  que  carecería  también  de  aplicación  esa  disposición. 

Pero  aún  para  que  V.  E.  ponga  en  vigor  las  disposi- 
ciones del  Art.  4®  déla  Ley  refd'ida,  encuentro  verdadera 
dificultad  de  otras,  leyes  nacionales,  que  V.  E.  está 
obligado  á  cumplir. 

El  Art.  4°  de  la  ley    Provincial  citada,  autoriza  á  la 
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Comisión  de  las  Obras  de  Salubridad  para  adquirir 
los  materiales  necesarios  para  contratar  parcialmente  la 
construcción  ó  hacerla  directamente  bajo  su  dirección; 
para  emplear  en  la  misma  construcción  las  sumas 
votadas  con  ese  objeto,  para  proponer  al  Gobierno  las 
tarifas  para  el  servicio  del  agua  (á  que  hoy  deben 
agregarse  las  de  desagüe  y  cloacas);  y  proponer  al 
Gobierno  la  retribución  que  ha  de  acordarse  á  los 
Ingenieros  que  emplee. 

Estas  atribuciones  y  facultades  están  en  contradic- 
ción con  las  reglas  que  establecen  las  leyes  nacionales 
de  Obras  Públicas  de  20  de  Julio  de  1876,  y  de 
Contabilidad  de  13  de   Octubre  de  1870. 

Por  la  primera  de  estas  Leyes,  todas  las  obras 
públicas  nacionales  deben  ser  ejecutadas  por  medio  de 
los  Departamentos  de  Ingenieros  Civiles  ó  Militares, 
según  la  clase  á  que  ellas  pertenezcan  (art.  2°;)  y 
deben  contratarse  pré\  ia  licitación  pública  (art.  S^í)  lo 
que  no  es  posible  tal  vez  ejecutar  las  obras  de  Salu- 
bridad ni  es  conciliable  con  las  atribuciones  que  acuer- 
da á  la  Comisión  el  art.  4^  de  la  Ley  Provincial 
antes  citada. 

Por  la  Ley  de  Contabilidad,  toda  compra-venta  por 
cuenta  de  la  Nación,  como  toda  convención  sobre  tra- 
bajos y  suministros,  debe  hacerse  en  remate  público, 
con  muy  contadas  excepciones  (art.  32  y  33);  siendo 
éstas  disposiciones  inconciliables  también  con  las  del 
artículo  de  la  ley  Provincial  que  creó  la  Comisión  de 
las  Obras  de  Salubridad. 

Soy,  por  tanto,  de  opinión  que  hallándose  reunido  el 
Honorable  Congreso,  aunque  en  sesiones  extraordinarias, 
no  está  en  las  atribuciones  de  V.  E.  suspender  los 
efectos  de  Leyes  Nacionales,  y  anteponerle  disposicio- 
nes de  otras   Leyes  Provinciales. 

Reconociendo,  sin  embargo,  que  hay  conveniencia  y 
urgencia  en  determinar  claramente  las  facultades  y 
atribuciones  de  la  Comisión  de  las  Obras  de  Salubri- 
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dad  de  la  Capital,  en  el  sentido  que  ella  misma  lo 
indica,  para  facilitar  su  acción,  evitar  frecuentes  con- 
sultas á  V.  E.  y  determinar  su  misma  responsabilidad; 
creo  que,  trayendo  V.  E.  á  su  vista  las  disposiciones 
de  la  Ley  Provincial  de  1870  podría  formular  un  pro- 
yecto de  Ley,  con  pocas  disposiciones,  que  lo  habi- 
litara, una  vez  sancionado,  para  señalar  dichas  facul- 
tades y  atribuciones;  cuyo  proyecto  de  Ley  deberá, 
en  mi  opinión  ser  incluido  en  los  asuntos  que  moti- 
van la  prórroga  de  las  sesiones  del  H.  Congreso,  en- 
careciéndole la  necesidad  de  su  más  pronta  sanción. 
— Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1891. — Antonio  E. 
Mala  VER. 

Dictándose  á  continuación  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento   del  Interior. 

Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1891. — Visto  lo  ex- 
puesto por  la  Comisión  de  las  Obras  de  Salubridad 
en  nota  de  2  del  corriente,  lo  informado  por  el  Pro- 
curador General  de  la  Nación  y  teniendo  presente  las 
esplicaciones  verbales  del  Presidente  de  la  referida 
Comisión,  así  como  su  nota  de  fecha  12,  y — 

considerando: 

1°  Que  es  urgente  deslindar  de  una  manera  clara 
y  precisa  las  atribuciones  y  deberes  de  la  Comisión 
principalmente  en  lo  que  se  refiere  al  mecanismo  in- 
terno del   servicio; 

2^  Que  como  lo  manifiesta  la  Comisión,  todavía  no 
ha  podido  proyectar  sus  reglamentos  porque  atencio- 
nes de  la  mayor  importancia  han  absorbido  todo  su 
tiempo; 

S"*  Que  conviene  antes  de  establecer  reglas  de  ca- 
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rácter  definitivo,  que  la  Comisión  haya  estudiado  en 
la  práctica  cuales  son  las  facultades  y  atribuciones  que 
necesita  para  su  mejor  desempeño; 

4^  Que  lo  que  la  Comisión  solicita  es  una  medida 
de  carácter  provisorio  que  venga  á  complementar  lo 
que  dispone  el  decreto  de  su  creación; 

El  Presidente  de  la  República — 

DECRETA : 

Art.  1**  Mientras  el  Honorable  Congreso  no  dicte 
la  Ley  Orgánica  por  que  debe  regirse  la  Comisión  de 
las  Obras  de  Salubridad  de  la  Capital,  ésta  tendrá  las 
facultades  y  deberes  siguientes: 

1^  Adquirir  los  materiales,  herramientas,  útiles  y 
demás  artículos  de  consumo  que  fueran  nece- 
sarios para  la  explotación  y  conservación  de  las 
obras,  de  acuerdo  con  lo  que  dispone  la  ley  de 
Contabilidad. 

2p  Proponer  al  Gobierno,  el  Ingeniero  Director 
de  las  Obras,  y  proveer  por  sí  mismo  todos 
los  demás  empleos  autorizados  por  el  presu- 
puesto.— Remover  los  empleados  que  á  su  jui- 
cio no  llenen  debidamente  sus  deberes  y 
cambiarlos  de  una  repartición  á  otra  si  así 
conviniera  al  buen   servicio. 

S**  Proponer  al  Gobierno  las  tarifas  ó  impuestos 
que  debe  pagar  el  público  por  los  servicios 
que  reporta  de  las  obras  de  Salubridad. — For- 
mar el  padrón  general  de  las  propiedades  y 
revisarlo  cuando   fuere  necesario. 

4^  Pasar  semestralmente  al  Ministerio  del  Inte- 
rior un  informe  detallado  del  estado  de  las 
obras,  las  cantidades  gastadas  en  la  explota- 
ción, la    renta  que    producen  y  todos  los  he- 
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chos   importantes  que  hayan  emanado  de  esa 
Administración. 
Art.  2°  Comuniqúese,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro    Nacional. — PELLEGRINI. — José   V.  Zapata. 


La  Dírecci6n  de  Correos  y  Telégrafos, —reclama  del  F.  G. 
del  Oeste  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  el  restableci- 
miento de  las  antiguas  tarifas  telegráficas,  por  hallarse 
sujeto  á  la  jurisdicción  nacional. 

La  Direción  Gcerál  de  Correos  y  Telégrafos  se  «lirijió  al  Minis- 
terio del  Interior,  con  fecha  9  de  Octubre  de  1891,  manifestan- 
do que  había  pasado  una  circular  á  las  EJmpresas  de  Telégra- 
fos particulares  existentes  en  la  República,  solicitando  los  tí- 
tulos en  cuya  virtud  cada  una  de  ellas  acepta  y  transmite  des- 
pachos generales,  y  una  copia  del  decreto  del  Poder  Ejecutivo 
Nacional  por  el  que  se  las  haya  autorizado  á  establecer  las  ta- 
rifas que  cobran;  habiendo  dispuesto,  al  mismo  tiempo,  que  se 
haga  un  estudio  de  la  posición  legal  en  que  se  hayan  colocado 
las  Empresas  de  Telégrafos  particulares  en  sus  relaciones  con 
el  Gobierno  de  la  Nación  y  con  el  público,  para  someterlo  al 
Ministerio,  con  las  medidas  que,  ajuicio  de  ellas  convenga  adop- 
tar. 

Que  el  representante  del  Ferro-Carril  del  Oeste  de  Buenos  Aires 
la  había  contestado  manifestando  que  no  había  solicitado  del 
Poder  Ejecutivo  Nacional  la  autorización  previa  que  exije  el 
art.  4*  de  la  ley  de  7  de  Octubre  de  1875,  para  librar  al  ser- 
cio  público  las  líneas  telegráficas  de  esa  Empresa,  en  razón  de 
que  ellas,  como  parte  intearrante  del  Ferro-Carril  del  Oeste  de 
Buenos  Aires,  se  hallaban  sometidas  á  la  jurisdicción  del  Go- 
bierno de  la  misma  provincia,  por  cuyo  motivo  se  limitaba  á 
enunciar  el  hecho,  ya  que  entendía  no  corresponder  le  discutir 
la  cuestión  de  hecho,  en  el  caso  de  que  el  Gobierno  Nacional 
pretendiera  ejercer  su  jurisdicción  sobre  esas  lineas,  y  mani- 
festaba que  las  tarifas  que  cobra  habían  sido  aprobadas  por  el 
Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires;  pues,  en 
virtud  de  aquellos  antecedentes,  no  creía  hallarse  obligada  á 
ocurrir  para  tal  acto  á  las  Autoridades  Nacionales,  agregando 
que,  habiéndose  obligado  la  Empresa,  por  su  contrato  de  com- 
pra de  los  ferro-carriles  del  Estado  de  Buenos  Aires,  á  some- 
terse á  esa  jurisdicción,    no  podría  eludir   el  cumplimiento  de 
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esa  cláusula,  sin  que  antes  fuori  ventílalo  y  resuelto  ese  pun- 
to por  ambos  Gobiernos  y  que,  en  consecuencia,  tenía  forzosa- 
mente que  respetar  los  hechos  existentes  y  limitarse  á  pedir 
que  el  conflicto  producido  se  dirimiera  por  la  Autoridad  co- 
rrespondiente, para  acatar  la  reioiucióu  del  caso. 

Que,  en  Uil  virtud,  le  había  comunicado  que  debía  eliminar  las 
nuevas  tarif;is,  reponiendo  las  anteriores  mientras  que  el  Go- 
bierno Nacional  resuelva  el  caso,  advirtiéndole  que  con  arre- 
glo al  art.  I®  de  la  ley  de  7  de  Octubre  de  1875,  los  Tolégrrafos 
Nacionales  existentes  en  la  República  se  hallan  sujetos  á  las 
prescripciones  de  esa  ley  y  que  las  líneas  del  Ferro-Carril  del 
Oeste  de  Buenos  Aires  eran  nacionales  á  los  efectos  de  la  mis- 
ma, poi-que  ligan  el  territorio  federal  de  la  Capital  con  la  Pro- 
vincia. 

Por  todo  lo  cual  pedía  se  resolviera  el  incidente  promovido,  á 
fin  de  subsanar  cualquier  'dificultad  que  en  adelante  se  produzca. 

Consultado  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación,  dio  el  si- 
guiente dictamen: 

ExMO.  Señor: 

La  Ley  de  7  de  Octubre  de  1875  sobre  Telégra- 
fos Nacionales  dispone: 

1^  "Que  el  servicio  de  todos  los    telégrafos  nacio- 

"  nales  existentes  en   la    República  y  de    los  que  en 

**  adelante    se  establecieren,    así    como  las  relaciones 

"  de  la  vida  civil  á  que  ellos  pudieran  dar  lugar  es- 

"  taran  sujetos  a  las  prescripciones  de  dicha  ley  ^  ^ 

"  las  demás  que  dictare  el  Congreso  con  idéntico  ob- 

""  jeto.  (art.   !<>) 

2®  "  Considéranse  nacionales  á  los  efectos  del  art. 

"  anterior Los  que  ligaren  un  territorio  federal 

"  con  una  ó  más  Provincias"'  (art.  2®). 

3^  ^  Las  Provincias  podrán  construir  ó  autorizar 
"  la  construcción  de  Telégrafos  dentro  de  los  límites 
**  de  su  territorio  respectivo,  sin  intervención  del  go- 

*•  bierno  general Estos  Telégrafos  quedarán  su- 

"  jetos  d    las  prescripciones   de  la   presente  Ley,  en 
"  aquellos  puntos  en  que   ella  establece  y  reglamenta 


—  689  — 

**  relaciones   de  derechos   civil^    comercial  y  penal!  ^ 
«  (arL  30). 

4^  "  Las  empresas  respectivas  fijarán  de  cuuerdo 
"  con  el  P.  E;  la  tarifa  de  las  comunicaciones  tele- 
"  gráficas  que  se  dirijan  por  los  telégrafos  autoriza- 
"  dos  por  la  Nación  .  En  caso  de  desacuerdo  en- 
"  tre  la  Empresa  y  el  P,  E.  sobre  este  punto,  la  di- 
^  ficultad  será  sometida  á  tres  arbitros  arbitradores 
**  nombrados  uno  por  cada  parte,  y  el  tercero  por 
"  los  dos  reunidos.  Si  estos  dos  no  se  acordaren  en 
"  la  persona  del  tercero,  éste  deberá  ser  designado 
"  por  el  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 
"  De  la  resolución  de  los  arbitros  no  habrá  lugar  á 
**  recurso  alguno  **  (art.  6    de  la  ley  citada). 

No  puede  dudarse  que  el  Telégrafo  del  Ferro-ca- 
rril del  Oeste  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  liga 
á  ésta  Provincia  con  la  Capital  de  la  República;  y 
que  por  tanto,  se  halla  comprendido  en  la  disposición 
del  art.  2^,    antes  transcripto  de  la  mencionada  Ley. 

Si  esto  es  así:  si  dicho  Telégrafo  es  considerado 
nacional  por  la  Ley,  tampoco  puede  dudarse  de  que 
está  sujeto  á  sus  prescripciones  y  á  las  demás  Leyes 
Nacionales  que  se  dicten,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.   1®  de  la  mencionada  Ley. 

El  hecho  de  no  haber  sido  autorizado  el  estableci- 
miento del  Telégrafo  por  el  P.  E.  Nacional,  como  lo 
establece  el  art.  4°  de  la  Ley  de  Telégrafos,  sino  por 
el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  nada 
significa;  por  que  según  el  art.  3<^  de  la  misma  Ley, 
las  Provincias  pueden  construir  ó  autorizar  la  cons- 
trucción de  Telégrafos  dentro  de  su  territorio;  y  estos 
telégrafos  quedan  sujetos  á  las  prescripciones  de  la 
Ley  Nacional. 

La  Provincia  de  Buenos  Aires,  construyó  los  telé- 
grafos de  sus  Ferro-carriles,  haciendo  uso  de  su  de- 
recho; pero  la  Empresa  que  le  ha  sucedido  en  su 
propiedad,  no  puede    negarse  con  igual  derecho  á  la 
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sumisión  que  debe  á  la  Ley  Nacional,  una  vez  que 
se  halla  comprendida  en  sus  disposiciones. 

En  relación  con  la  fijación  de  las  tarifas  que  de- 
terminen lo  que  dichas  Empresas  pueden  cobrar  por 
las  comunicaciones  telegráficas,  el  art.  6''  de  la  ley 
general  de  7  de  Octubre  de  1875,  dispone  que  lata- 
rifa  sea  fijada  de  acuerdo  con  el  P.  E.\  y  que  sino  se 
obtuviera  dicho  acuerdo,  la  dificultad  se  resuelva  por  i 

medio  de  arbitros  arbitradores,  nombrados  en  la  for- 
ma que  señala,  y  de  cuyo  fallo  no  habría  lugar  á  re- 
curso alguno. 

Si  se  dijera  que  este  artículo  6®  sólo  se  refiere  á 
((  las  comunicaciones  telegráficas  que  se  dirijan  per 
los  telégrafos  autorizados  por  la  Naczóíi\  »  y  que  la 
sujeción  á  la  ley  que  ésta  impone  á  los  telégrafos 
construidos  por  las  Provincias  ó  con  su  autorización 
se  refiere  sólo  á  "  aquellos  plintos  en  que  ella  estable- 
ce y  reglamenta  relaciones  de  derecho  civil^  comercial 
ó  'penal  ^'  podría  contestarse  con  razón,  respecto  del 
primer  punto:  que  t'^dos  los  telégrafos  que  la  ley  con- 
sidera nacionales,  deben  naturalmente  entenderse  au- 
torizados por  la  Nación\  y  respecto  del  2^;  que  la 
Ley,  en  cuanto  ordena  que  las  tarifas  con  arreglo  á 
las  cuales  deba  cobrarse  al  público  por  la  transmisión 
de  las  comunicaciones  telegráficas,  establece  entre  la 
Empresa  y  los  particulares  que  la  ocupan,  una  rela- 
ción de  derecho  civil^  que  sujeta  á  aquella  á  las  dis- 
posiciones de  la  misma  Ley. 

Pienso,  en  consecuencia,  que  la  Dirección  de  Telé- 
grafos Nacionales  ha  procedido  bien  en  las  reclama- 
ciones que  ha  dirijido  á  la  Empresa  del  Ferro-Carril 
del  Oeste  de  Buenos  Aires;  y  que  esta  Empresa  ca- 
rece de  razón  fundada  al  sostener  que  el  conflicto  que 
dice  existir,  debe  ser  resuelto  entre  el  Poder  Ejecu- 
tivo y  el  Gobierno  de  la   Provincia. 

Cuando  se  trata  del  cumplimiento  de  una  Ley  na- 
conal,  no  puede    existir  tal  conflicto  entre  los  pode- 
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res  de  la  Nación  y  los  de  una  Provincia  que  no  es- 
tá obligada  á  cumplirla,  porque  la  Ley  no  le  concier- 
ne.—En  el  caso  actual,  no  es  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires,  sino  la  Empresa  propietaria  del  Telégrafo 
la  que  aebe  someter  su  tarifa  al  acuerdo  ó  aproba- 
ción de  V.  E ;  y  las  relaciones  entre  V.  E.  y  la  Em- 
presa, están  á  mi  juicio  claramente  establecidas  en 
las  disposiciones  del  an.  6®,  antes  citado.  Si  V.  E. 
no  presta  su  aprobación  á  la  tarifa  que  se  le  some- 
ta, id  Empresa  podrá  pedir  el  nombramiento  de  los 
arbitradores  á  que  tienen  derecho,  y  habrá  de  estar- 
se en  deñnitiva  á  lo  que  tales  jueces  resuelvan,  Pe- 
ro, en  ningún  caso  la  Empresa  podrá  alterar  la  taii- 
fa  que  esté  rijiendo,  ni  aún  con  la  autorización  del 
Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  si  antes 
no  media  el  acuerdo  ó  aprobación  de  V.  E. 

Pienso  que  la  inteligencia  que  he  dado  á  las  dis 
posiciones  de  la  Ley  General  de  Telégrafos,  en  lo  re- 
lativo al  punto  discutido  en  este  expediente  es  la  que 
le  corresponde;  y  en  tal  sentido,  podría  servirse  V.  E. 
resolver  la  consulta  del  Sr.  Director  de  Correos  y  Te- 
légrafos.— Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1891. — An- 
tonio E.  Malaver. 

Dictándose  á  conüDuación  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Abril  12  de  1892. —Vista  la  consul- 
ta interpuesta  por  la  Dirección  General  de  Correos  y 
Telégrafos,  lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  Ge- 
neral de  la  Nación  y  los  términos  expuestos  de  la 
Ley  de  7  de  Octubre  de  1875,  sobre  telégrafos  na- 
cionales vigente, 

SE   resuelve: 
Hágase  saber  á  la  Dirección  General  de  Correos  y 
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Telégrafos  que  el  P.  E.  aprueba  en  todas  sus  partes 
las  reclamaciones  que  ha  dirijido  al  Representante  de 
la  Empresa  del  Ferro-Carril  del  Oeste  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  y  que  debe  exijirle  ponga  en  vi- 
gencia las  tarifas  anteriores  que  fueron  alteradas  sin 
conocimiento  del  Poder  Ejecutivo,  hasta  tanto  no  sean 
aceptadas  las  modificaciones  que  se  propongan,  de 
conformidad  con  lo  prescripto  por  el  art.  6^  de  la 
Ley  recordada. — Publíquese,  insértese  en  el  Registro 
Nacional  y  comuniqúese. — PELLEGRINI.  —  Jojé  V. 
Zapata. 


Los  Sres.  Seletnich  y  G»., — reclaman  de  una  resolución  de  la 
Oficina  de  Marcas  denegatoria  del  registro  de  la  «Gorderíto*) . 

Con  fecha  10  de  Octubre  de  1891  se  presentaron  al  Ministerio  del 
Interior  los  Señores  Francisco  Saletnich  y  C».  apelando  de  una 
resolución  de  la  Oficina  de  Marcas  y  patentes  de  invención  por 
la  que  le  denegaba  el  reírist-ro  de  la  marca  "El  Corderito",  que 
hablan  presentado  para  distin<ruir  vinos  argentinos. 

La  Oficina  de  Marcas  manifestó,  que  la  denegación  se  fundaba  en 
la  semejanza  que  existía  entre  la  marca  la  "Corderíto"  y  la  que 
usaba  el  Sr.  Francisco  Cordero  para  distinguir  sus  vinos  y  en 
virtUii  de  lo  estitblecido  por  art.  23  de  la  ley  n*»  787  de  19  de 
Agosto  do  1876. 

Oído  el  Señor  Procurador  de  Tesoro,  expidió  el  siguiente  dictamen: 

ExMO.  Señor: 

La  denegación  del  Registro  y  propiedad  de  la  mar- 
ca solicitada  por  los  Sres.  Saletnich  y  C*  para  distin- 
guir los  vinos  de  su  producción,  se  apoya  en  circuns- 
tancias de  hecho  y  principios  reconocidos  contra  los 
cuales  no  encuentro  consideraciones  fundadas  en  el 
escrito  de  los  recurrentes. 

Al  adoptar  la  resolución  de  que  se  reclama,  la  Ofi- 
cina respectiva  ha    tenido  principalmente  en  vista  la 
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notable  semejanza  de  la  marca  El  Corderiio^  cuyo 
diseño  obra  en  el  expediente,  con  la  concedida  en  4 
de  Enero  de  1888  á  D.  Francisco  Cordero,  y  ha  apli- 
cado al  presente  caso  la  doctrina  del  art.  23  de  la  ley 
no  787  de  19  de  Agosto  de  1876. 

Por  mi  parte  creo  que  en  presencia  de  la  semejan- 
za innegable  de  ambas  marcas,  á  pesar  de  todas  sus 
diferencias  de  detalle,  V.  E.  debe  confirmar  la  reso- 
lución apelada,  por  sus  fundamentos,  y  porque,  ade- 
más de  ellos  no  es  posible  prescindir  de  la  disposi- 
ción contenida  en  el  art.  4^  de  citada    ley. 

Dicho  artículo  concede  al  industrial  ó  comerciante 
que  ha  llenado  los  requisitos  legales  establecidos  "  la 
propiedad  absoluta  de  la  marca,  así  como  el  derecho 
de  oponerse  al  uso  de  cualquier  otra  que  pueda  pro- 
ducir directa  ó  indirtctamente  confusión  entre  los  pro- 
duelos  V.  E.  afectaría  seriamente  este  derecho,  si  con- 
cediera una  nueva  marca  fácil  de  confundir  con  otra 
ya  registrada  causando  perjuicio  á  su  propietario  y 
privándolo  de  todas  sus  acciones  penales,  puesto  que 
no  pueden  ser  deducidas  contra  el  que  usa  una  mar- 
ca concedida  por  la  autoridad,  siendo  únicamente  per- 
mitido solicitar  su    anulación. 

(Fallos  de  la  Suprema  Corte,  tomo  15,  serie  2*, 
página  522  y  526.) 

Bajo  un  concepto  errado  del  carácter  y  efectos  del 
registro  de  la  marca  en  nuestra  legislación,  el  P.  E., 
en  el  caso  de  los  Señores  W.  Paats  y  C*.  contra 
Moore  y  Tudor  (Fallos,  tomo  21,  serie  2*,  pág.  359), 
acordó  la  inscripción  de  dos  marcas  semejantes,  en 
la  inteligencia  de  que  la  resolución  de  estas  cuestiones 
podía  librarse  á  los  jueces  y  que  la  oficina  debía 
acordar  los  registros  que  se  solicitasen,  siempre  que 
las  marcas  no  fuesen  idénticas. 

Posteriormente  se  ha  reaccionado  contra  esta  in- 
terpretación equivocada,  cuyos  inconvenientes  no  ne- 
cesito enumerar,  y  se  ha  dado    al  registro  el  control 
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necesario  a  la  verdadera  importancia  que  le  atribuye 
la  ley  vigente. 

La  única  cuestión,  por  lo  tanto,  es  determinar  si 
el  parecido  entre  las  dos  marcas  de  que  se  trata  puede 
directa  ó  indirectamente  originar  confusión  entre  ambas. 

Los  interesados  sostienen  que  no  existe  la  seme- 
janza señalada  por  la  Oficina  de  Patentes,  y  no  obs- 
tante convenir  en  que  'Ma  propiedad  de  una  marca 
de  fábrica  no  se  refiere  á  cada  uno  de  los  detalles 
que  la  constituyen",  sino  al  conjunto,  prescinden  de 
éste,  que  acusa  la  similitud  en  que  se  funda  la  de- 
negación y  analizan  minuciosamente  los  detalles,  á 
objeto  de  demostrar  que  su  marca  no  puede  ser  con- 
fundida con  la  del  Sr.  Cordero. 

Reconocido  el  principio  general  que  domina  esta 
materia,  tanto  en  la  legislación  como  en  ln  opinión 
de  los  autores  incorporada  á  la  jurisprudencia,  de  que 
la  marca  debe  ser  objetivamente  distintiva,  es  decir, 
que  no  sólo  aparezca  característica  en  sí  misma,  sino 
que  tampoco  se  parezca  á  otra  hasta  el  punto  de 
poder  ser  confundida  con  ella;  sólo  queda  en  pié  la 
dificultad  de  apreciar  prácticamente  la  posibilidad  de 
esa  confusión. 

Se  han  dado  á  este  respecto  algunas  reglas  teóri- 
cas, que  si  no  bastan  para  imponer  soluciones  uni- 
formes en  los  diversos  casos  que  se  presentan,  sir- 
ven para  guiar  el  criterio  de  los  magistrados  ó  fun- 
cionarios llamados  á  pronunciar  sobre  el  particular. 

Desde  luego;  decir  que  una  marca  difiere  suficien- 
temente de  otra,  siempre  que  no  sea  posible  confu- 
sión alguna  para  aquellas  personas  que  presten  á  su 
examen  la  atención  común  y  ordinaria,  y  que  difie- 
ren insuficientemente,  cuando  pueden  inducir  á  enga- 
ño á  los  compradores  que  no  tuvieren  las  dos.á  la 
vista,  es  resolver  la  cuestión  con  la  cuestión  misma; 
pues  es  difícil  fijar  el  criterio  general  de  esos  com- 
pradores, y  allí  donde   uno  no  encontrara  diferencias 
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apreciables,  nunca  faltaría  otro  que,    en  igualdad    de 
condiciones,  estimase  imposible  toda  confusión. 

Más  útil  y  precisa  es  la  regla  establecida  por 
Pouillet,  en  su  conocida  obra,  á  saber:  que  la  seme- 
janza de  dos  marcas  no  debe  juzgarse  poniéndolas 
una  al  lado  de  otra,  sino  viéndolas  sucesivamente  y 
preguntándose  si  la  impresión  causada  por  la  segun- 
da recuerda  la  impresión  producida  por  la  primera. 

"Nada  más  artificial,  dice  otro  autor,  que  esas  com- 
paraciones minuciosas  entre  dos  etiquetas  cuyas  di- 
ferencias se  señalan  á  fuerza  de  atención  y  de  aná- 
lisis: en  la  vida  ordinaria  las  cosas  pasan  de  otra 
manera,  y  para  apreciar  las  probabilidades  de  confu- 
sión, hay  que  colocarse  en  el  punto  de  vista  del  con- 
sumidor." 

Por  otra  parte,  la  apreciación  de  estas  probabili- 
dades debe  subordinarse  á  la  naturaleza  del  produc- 
to, á  los  hábitos  y  tradiciones  que  predominen  en 
cada  industria  y  á  la  categoría  de  compradores  á 
que  se  ofrece  la  mercadería. 

"En  el  comercio  de  agujas,  por  ejemplo,  afirma 
Braun,  todas  las  marcas  se  asemejan  más  ó  menos, 
porque  son  comunmente  de  la  misma  dimensión,  im- 
presas en  la  misma  clase  de  papel,  redactadas  en 
lengua  inglesa,  aunque  provengan  de  fábricas  alema- 
nas ó  francesas,  usándose  en  ellas  frecuentemente  los 
mismos  colores,  blanco  y  oro  ó  negro  y  oro,  una 
estrella,  ó  las  armas  de  Inglaterra,  un  número  y  de- 
nominaciones análogas.  Bastará,  pues,  una  diferencia 
poco  aparente  en  los  detalles,  ya  sea  en  las  inicia- 
les, el  nombre,  ó  los  ornamentos,  para  evitar  toda 
confusión  de  parte  de  los  compradores,  que  están 
prevenidos  y  en  aptitud  de  precaverse. 

Por  el  contrario,  agrega  el  mismo  autor,  las  mar- 
cas afamadas  en  el  comercio  de  vinos  Ó  las  eti- 
quetas que  distinguen  los  productos  farmacéuticos,  se 
asemejan  generalmente  muy  poco  entre  sí.    Los    tri- 
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bunales  no  exijirán  respecto  de  ellas,  para  que  exista 
falsificación,  que  una  etiqueta  ofrezca  identidad  abso- 
luta con  otra. 

No  será  bastante  excusa  que  las  dos  puedan  dis- 
tinguirse fácilmente,  teniéndolas  á  la  vista  al  mismo 
tiempo. 

Desde  que  una  recuerda  á  la  otra  y  parezca  sus- 
ceptible de  engañar  al  consumidor,  que  no  mira  esto 
muy  de  cerca,  la.  última  estará  desprovista  del  grado 
de  novedad  requerido  para  coexistir  legalmente  al  la- 
do .  de  la  primera.  (Marques  de  fabrique  et  de  commer- 
ce,  n«  22.) 

En  decisiones  de  los  tribunales  franceses  citadas 
por  Pataille  (72.305)  se  ha  establecido  que  "  no  es 
posible  en  realidad  ninguna  confusión  entre  dos  mar- 
cas semejantes  para  quien  tiene  á  la  vista  sus  mode- 
los; que  tampoco  existiría  confusión  para  el  comer- 
ciante que  hace  frecuentes  compras,  ni  para  el  comi- 
sionista que  por  su  profesión  reconoce  y  retiene  to- 
dos los  datos  concernientes  á  las  mercaderías  cuya 
adquisición  se  hace  por  su  intermedio;  pero  esta  con- 
fusión sería  posible  para  el  minorista  cuyo  comercio 
restringido  se  alimenta  con  compras  hechas  á  largos 
intervalos,  y  sería  casi  inevitable  para  el  consumidor 
es  decir,  para  esa  inmensa  mayoría  de  compradores 
en  vista  de  los  cuales  se  efectúa  la   producción. 

Las  sentencias  de  nuestros  tribunales  han  consa- 
grado invariablemente  los  mismos  principios,  mere- 
ciendo especial  atención  por  su  doctrina,  las  que  re- 
gistran los  Fallos  de  la  Suprema  Corte^  tomo  15,  se- 
rie 2»,  página  545,  tomo  20,  serie  2*,  página  309; 
tomo  21,  serie  2%  páginas  368,  421,  461  y  519; 
tomo  1^,  serie  3*,  página  399.  En  estas  resolucio- 
nes se  ha  declarado  que  para  incurrir  en  las  penas 
de  la  ley,  no  es  necesario  que  se  copie  con  toda 
exactitud  una  marca  agena,  siendo  bastante  que  se 
la  imite  en  sus  i  asgos  principales;  que    la    marca  de 
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fábrica  ó  de  comercio  que  pueda  producir  confusión 
perjudicial  á  losi  ntereses  del  interventor  no  puede  usar- 
se y  que  la  apreciación  de  esta  posibilidad  correspon- 
de al  criterio  del  Juez. 

En  el  caso  de  López  contra  Parodi,  citado  por  los 
recurrentes,  se  trataba  de  la  confusión  que  pudiera 
existir  entre  etiquetas  de  cigarrillos  completamente  di- 
ferentes, debiendo  advertirse  que  en  ambas  figuraba 
como  parte  integrante  de  la  marca,  el  retrato  de  sus 
respectivos  propietarios.  La  sentencia  tuvo  asimis- 
mo presente,  para  establecer  la  imposibilidad  de  la 
confusión,  la  limitada  circulación  de  los  artículos  á 
que  se  aplicaban  dichas  marcas  y  el  hecho  que  am- 
bos establecimientos  estaban  situados  en  el  mismo 
pueblo,  donde  debían  ser  bien  conocidos  los  indus- 
triales y  sus  productos.  (Fallos  tomo  10,  serie  2*, 
página  430.) 

En  la  causa  de  Sieyert  é  hijos  contra  Zappa,  tam- 
bién invocada,  la  Suprema  Corte  decidió  que  no  es 
prohibido  usar  del  mismo  nombre  ó  designación  con- 
vencional de  una  industria  ya  explotada  por  otra  per- 
sona, con  tal  de  que  se  adopte  una  modificación  que 
la  haga  visiblemente  distinta  de  la  primera,  constando 
en  la  sentencia  que  entre  otras  muchas  diferencias 
aparentes,  el  bitter  de  los  demandantes  llevaba  gra- 
bado en  la  botella  en  gruesos  caracteres;  "  de  J.  G. 
Sieyert  é  hijos**  y  luego  escrito  en  el  envoltorio: 
"  amargo  aromático  ó  amargo  de  Angostura,  prepara- 
do por  el  Dr.  Sieyert  en  Puerto  España  (Trinidad)**, 
mientras  que  el  vendido  por  Zappa  carecía  de  inscrip- 
ción alguna  sobre  la  botella;  conteniendo  el  envolto- 
rio en  grandes  letras  sólo  este  título  **  Angostura, 
amargo  aromático  preparado  por  J.  Asch  en  Altona** 
La  Corte  agregó  todavía  que  esas  diferencias  resul- 
taban confirmadas  por  los  actos  en  el  hecho  de  que 
ambos  bitters  se  vendían  en  esta  plaza  mucho  antes 
de  que  la  marca  Sieyert  fuese  inscripta,  teniendo  pre- 
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dos  diferentes  y  siendo  perfectamente  conocidas  en 
el  comercio.  No  había,  como  se  vé,  confusión  posi- 
ble entre  ambos  productos.  (Fallos,  tomo  14,  serie 
2%  página  478.) 

Razones  de  todo  punto  análogas  motivaron  las  re- 
soluciones de  la  Suprema  Corte  en  las  causas  de  los 
mismos  Sieyert  é  hijos  contra  Macklean  y  Ealy,  con- 
tra Etchart  y  contra  Cranvell,  registradas  en  las  pá- 
ginas 502,  507  y  513  del  citado  tomo  de  los  fallos; 
pero  en  ninguno  de  esos  casos  se  advierte  la  menor 
analogía  con  la  pretensión  de  los  recurrentes.  Tra- 
tóse en  todos  ellos  de  una  designación  convencional, 
modificada  en  formas  claras  y  distintas,  mientras  que 
los  señores  Saletnich  y  C*.  solicitan  la  propiedad,  de 
una  marca  que  parece,  salvo  toda  mala  intención  de 
su  parte,  una  simple  imitación  de  otra  ya  concedida, 
á  la  cual  se  asemeja  hasta  el  punto  de  que  no  te- 
niendo ambas  simultáneamente  á  la  vista  pueden  ser 
confundidas. 

Existe,  sin  embargo,  un  fallo  de  la  Suprema  Corte 
dictado  en  5  de  Marzo  del  corriente  año,  en  la  causa 
de  Deurer  contra  Arocena^  cuya  doctrina  favorece  á 
los  recurrentes,  en  cuanto  modifica  la  jurisprudencia 
anterior  y  relega  la  posibilidad  de  la  confusión  á  ca- 
sos verdaderamente  excepcionales. 

La  Corte  ha  considerado  lícita  y  permitida  la  coexis- 
tencia legal  de  dos  marcas  cuyo  emblema  principal 
difiere  sin  duda  alguna,  pero  tan  semejantes  y  exac- 
tamente imitadas  una  de  otra  en  su  conjunto  y  for- 
ma, que  aún  después  de  leer  el  alegato  de  los  de- 
mandados, la  notable  sentencia  del  juez  federal  del 
Rosario,  y  la  revocatoria  de  la  Suprema  Corte,  que 
analizan  los  detalles  de  ambas,  las  confundo  todavía 
al  primer  aspecto,  mirándolas  conjuntamente,  y  no 
concibo  como  puedan  aplicarse  á  los  productos  de 
distintos  comerciantes,  sin  que  la  gran  mayoría  de 
los  consumidores  les  atribuyan  la  misma  procedencia. 
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Es  esta  una  prueba  irrecusable  de  la  variedad  de 
juicios  á  que  está  sujeta  esta  cuestión  de  hecho,  en 
que  predomina  la  apreciación  puramente  personal  del 
funcionario,  á  despecho  de  todas  las  reglas  formula- 
das para  uniformar  el  criterio,  pues,  como  se  ha  di- 
cho, sucede  con  la  semejanza  de  las  marcas  lo  que 
pasa  con  el  parecido  de  dos  personas  que  no  se  apre- 
cia por  uno  á  más  detalles  secundarios,  sino  por  los 
rasgos  característicos,  que  forman  la  fisonomía  pro- 
pia de  cada  uno." 

No  es  mi  propósito  examinar  detenidamente  la 
mencionada  causa,  interesante  é  instructiva  por  más 
de  un  concepto,  sino  señalarla  simplemente  á  la  aten- 
ción de  V.  É.  Con  todo  el  respecto  que  merecen  las 
decisiones  del  más  alto  tribunal  de  la  nación,  que 
siempre  consulto  atento,  prefiero  la  doctrina  de  sus 
resoluciones  anteriores,  á  que  se  ajusta  estrictamente 
la  sentencia  de  primera  instancia,  y  entiendo  que  cuando 
nuestra  ley  previene  la  posibilidad  de  la  confusión 
directa  ó  indirecta  entre  los  productos,  no  ha  podido 
referirse  ni  á  los  consumidores,  que  poco  se  cuidan 
de  los  artículos  que  adquieren,  ni  á  los  que  se  preo- 
cupan de  sus  intereses  con  especial  vigilancia,  sino 
á  la  gran  mayoría  que  procede  con  la  atención  co- 
mún y  ordinaria;  categoría  caracterizada  por  un  cri- 
terio mediano. 

Ningún  consumidor  que  examine  prolijamente  una 
marca,  puede  incurrir  en  la  confusión  indirecta  pre- 
vista por  la  ley,  precisamente  en  garantía  de  los  que 
no  hacen  ese  examen.  Si  la  ley  no  debiera  aplicarse 
sino  al  caso  en  que  hubiera  similitud  absoluta  y  com- 
pleta entre  dos  marcas,  quedarían  autoi  izadas  las  más 
peligrosas  imitaciones  y  la  propiedad  de  los  distinti- 
vos comerciales  sería  ilusoria. 

Observaré,  por  último,  á  V.  E.  que  en  la  conce- 
sión del  registro  y  propiedad  de  una  marca,  deben 
aplicarse  los  preceptos   legales  con  todo  rigor,  y  juz- 
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gaf  con  estricto  criterio  la  posibilidad  de  la  confusión 
directa  ó  indirecta.  La  razón  es  obvia.  La  oficina 
de  patentes,  y  V.  E.  en  su  caso,  resuelven  preventi- 
vamente, y  de  la  resolución  que  dicten  pueden  origi- 
narse largos  y  enojosos  litigios,  que  se  evitan  con 
una  interpretación  severa  de  la  ley.  La  denegación 
de  una  nueva  marca  no  causa  al  interesado  perjuicio 
apreciable,  porque  poco  cuesta  adoptar  otra  análoga; 
mientras  que  el  propietario  de  una  marca  acreditada 
y  registrada  en  forma,  puede  sufrir  irreparables  gra- 
vámenes por  la  concesión  de  otra  que  se  le  asemeje. 
El  criterio  de  los  tribunales  es  necesariamente  más 
benévolo,  porque,  tratándose  de  imponer  penas  que 
afectan  á  las  personas  y  á  su  crédito,  hay  que  estar 
á  lo  más  favorable  para  los  acusados. 

Por  estas  consideraciones,  opino  que  en  el  caso 
actual  es  posible  la  confusión  indirecta  en  la  marca 
solicitada  por  los  señores  Saletnich  y  C*.  y  la  con- 
cedida á  don  Francisco  Cordero,  debiendo  V.  E.,  por 
lo  tanto,  confirmar  la  resolución  de  la  oficina  de  pa- 
tentes, con  arreglo  al  artículo  4^  de  la  ley  vigente  de 
1876.— Estudio,  Diciembre  14  de  1891.— E.  García 
Méroü. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aires,  Diciembre  28  de  1891. — De  confor- 
midad con  lo  dictaminado  por  el  señor  Procurador  del 
Tesoro: 

SE  resuelve: 

Art.  1^  Confírmase  la  resolución  del  Departamento 
de  Obras  Públicas  de  fecha  30  de  Setiembre  ppdo. 
por  lo  que  se  denegaba  el  Registro  de  una  marca  de 
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Fábrica  solicitada  por  los  señores  Saletnich  y  C*.  pa- 
ra distinguir  "Vino   Argentino  de  su  elaboración". 

Art.  2o    Comuniqúese,  publíquese    y    archívese.— 
PELLEGRINL— José  V.  Zapata. 


El  Gobernador  del  Chaco,— encarece  la    necesidad  de  crear 
otro  Registro  de   Contratos   Públicos. 

En  Octubre  10  de  1891,  el  Sr.  Gobernador  del  Territorio  Nacional 
del  Chaco  Austral,  se  presentó  al  Ministerio  de  Justicia,  mani- 
festando que  dado  el  número  de  habitantes  del  Territorio  de  su 
gobierno,  se  hacia  necesario  que  hubiese  dos  Escribanos  de 
Registro,  pues  uno  solo,  recargado  como  estaba  con  la  Secreta- 
ria del  Juzgado  Letrado,  no  podía  atender  la  escribanía  con  la 
prontitud  que  las  transacciones  lo  exigían,  á  cuyo  efecto  reco- 
mendaba para  regentar  el  nuevo  Registro,  al  Escribano  Público 
D.  Eudoro  J.  Martínez. 

Pasado  á  informe  del  Sr.  Juez  Letrado  del  Territorio,  opinó  que 
debía  accederse  á  lo  solicitado  y  que  e\  apoderado  del  Sr.  Mar- 
tínez presentaría  al  Ministerio  su  diploma  de  Escribano.  Efec- 
tivamente el  Dr.  D.  Eduardo  GajQTarot,  apoderado  del  Sr.  Martí- 
nez lo  presentó  y  quedó  agregado  al  expediente. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  y  este 
ñin  dona  rio  se  expidió  así: 

ExMo.  Señor; 

El  poder  de  fs  8,  dá  representación  al  Dr.  Gaffarot 
para  gestionar  á  nombre  del  Escribano  Martínez:  1*^ 
la  inscripción  de  su  diploma  de  Escribano  por  ante  la 
Suprema  Corte;  y  2^  la  autorización  de  V.  E.  para 
ejercer  el  oficio  de  Escribano  en  el  pueblo  de  Resis- 
tencia y  su  jurisdicción.  Pero  ni  existe  acompañado 
á  estas  actuaciones  el  referido  diploma,  ni  el  escrito 
presentado  por  Gafíarot  deduce  petición  al  respecto. 

Para  poder  expedirme  en  la  vista  conferida,  se  ha 
de  servir  V.  E.  disponer   que    el    interesado  subsane 
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previamente  las  deficiencias  expresadas. — Buenos  Aires, 
Febrero  8  de  1892— Sabiniano  Kier. 

Subsanadas  las  faltas  exp.uestas  en  el  informe  precedente,  en  la 
vista  que  se  le  conñrió  al  interesado,  y  unido  á  este  expediente 
el  relativo  á  Ü.  Jo-é  R.  Navarro,  Escribano  Público,  oponiéndose 
al  pedido  de  la  Gobernación  del  Chaco,  pasó  nuevamente  á  in- 
forme del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien  dictami- 
nó, como  sigue: 

ExMO.  SeSor: 

El  art.  1°  de  la  ley  de  9  de  Noviembre  de  1889 
al  declarar  modificado  el  art.  44  de  la  división  y  or- 
ganización de  los  Territorios  Nacionales  de  1884,  ha 
dejado  un  Escribano  de  Registro  en  la  capital,  y  au- 
torizado á  V.  E.  para  la  creación  de  nuevos  Registros 
en  centros  de  población  distantes  de  la  capital  de  la 
Gobernación  con  no  menos  de  5000  habitantes. 

Esta  disposición  parece  no  autorizar  la  creación  del 
nuevo  Registro  en  la  capital  que  solicita  el  Escribano 
Martínez,  mucho  más  cuando  el  trabajo  allí  es  muy 
limitado,  según  el  dato  de  sólo  198  escrituras  otorgadas 
en  cerca  de  un  año  que  suministra  el  actual  Escriba- 
no á  fojas  11. 

Si  V.  E.  estuviera  de  acuerdo  con  este  dictamen  y 
el  Departamento  de  Timbó  que  indica  el  Escribano 
Navarro,  estuviese  por  su  población  en  condiciones  de 
tener  una  Escribanía  de  Registro,  podría  V.  E.  ha- 
cerlo saber  al  solicitante,  para  que  pida  lo  que  con- 
viniere á  su  pApósito. — Marzo  1 1  de  1 892 — Sabiniano 
Kier. 

Habiéndose  dado  vista  al  interesado  y  no  habiéndose  presentado 
baste  el  '21  de  Diciembre  del  mismo  año,  en  esta  fecha  y  por 
orden  superior  se  archivó  el  expediente. 
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El  Encargado  de  Negocios  en  Bolivia, — sobre  el  caso  de  pri- 
sión y  despojo  en  esa  República^  del  ciudadano  argentino 
Manuel  Vespa. 

El  Encargado  de  Negocios  de  la  República  en  Bolivia,  dio  cuenta 
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  con  remisión  de  los  do- 
cumentos pertinentes,  de  que  el  ciudfidano  argentino  Manuel  Ves. 
pa,  habia  sufrido  una  prisión  en  Santa  Cruz  y  sido  despojado  de 
veinte  rifles;  todo  lo  que  fué  ejecutado  por  orden  de  un  Jefe 
revolucionario.  Lo  que  comunicó  con  fecha  \2  de  Octubre  de 
1891.  Asimismo  daba  cuenta  de  las  gestiones  practicadas  cerca 
del  Gobierno  de  Bolivia,  en  apoyo  de  dicho  ciudadano  que  así 
lo  tenia  pedido. 

El  Ministerio  pasó  el  punto  á  dictamen  del  Señor  Procurador  Ge" 
neral  de  la  Nación,  quien  dio  su  vista  así. 

ExMO.  Señor: 

El  art.  VI  del  Tratado  de  Paz,  Amistad,  Comercio 
y  Navegación  celebrado  con  la  República  de  Bolivia  el 
9  de  Julio  de  1868,  citado  en  la  nota  que  precede  de 
la  L^ación  Argentina  en  aquella  República,  resuelve 
el  caso  á  que  dicha  nota  se  refiere. 

Tampoco  se  podrán  entablar  reclamaciones  diplomá- 
ticas, dice  en  su  segundo  inciso  el  mencionado  artí- 
culo VI,  por  las  violaciones  de  propiedad  ó  ataques 
personales  que  los  Ciudadanos  de  las  Repúblicas,  con- 
tratantes sufran  en  la  otra,  por  consecuencia  de  una 
conmoción  intestina,  en  cuyo  caso  aquellos  sólo  podrán 
emplear  las  acciones  que  las  Leyes  conceden  á  los  nch 
dónales.  El  Señor  Manuel  Vespa  ha  sufrido  los  vejá- 
menes de  que  se  queja,  de  un  Jefe  revolucionario  el 
Coronel  Domingo  Ardaya;  y  se  halla  por  tanto  en  el 
caso,  no  de  pedir  el  amparo  de  la  Legación  Argen- 
tina, sino  de  ejercitar  contra  dicho  jefe  las  acciones 
que  las  Leyes  de  Bolivia  acuerdan  á  sus  nacionales 
por  las  violaciones  que  haya  sufrido  en  su  propiedad 
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y  por  los    ataques    personales  que  le  hayan  sido  in- 
feridos. 

Creo  que  en  este  sentido  debe  V.  E.  contestar  la 
nota  que  precede. — Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1891. 
— Antonio    E.  Malaver. 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1891. — Adoptándo- 
se como  resolución  el  precedente  dictamen,  comuni- 
qúese á  la  Legación  Argentina  en  Bolivia,  en  respuesta 
á  su  nota  N^  78,  de  12  de  Octubre  último  y  hágase 
saber  al  Señor  Procurador  General. — PELLEGRINL— 
Estanislao  S.  Zeballos. 


Rescisión  de  un  contrato  celebrado  con  la  Compañía  Tras- 
atlántica Española  de  Navegación  para  la  conducción  de  in- 
migrantes. 

La  Comisaría  General  de  Inmigración  puso  en  conocimiento  del 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  con  fecha  12  de  Octubre  de 
1891,  las  faltas  en  que  había  incurrido  la  Compañía  Trasatlántica 
Española  al  dar  cumplimiento  á  las  estipulaciones  del  Contrato 
que  tenia  con  el  Gobierno  para  la  conducción  de  inmigrantes  á 
la  República,  para  lo  cual  estaba  subvencionada  con  cinco  mil 
pesos  oro  mensuales.  La  Comisaria  acompañaba  un  expediente 
original  en  que  constaban  de  un  modo  auténtico  las  irregularida- 
des que  mencionaba. 

Habiéndose  pasado  en  vista  el  asunto  á  los  Señores  Agentes  de 
la  Trasatlántica  Española,  éstos,  en  una  larga  exposición,  trata- 
ron de  sincerarse  de  los  cargos  imputados. 

El  Gobierno  ordenó  que  informara  la  Contaduría  General  de  la 
Nación  la  cual  informó  en  la  forma  siguiente,  informe  que  se 
copia  enseguida  por  citarlo  el  Señor  Procurador  del  Tesoro  y  el 
P.  E.  en  el  decreto   respectivo. 

ExMo.  Señor: 

El  principal  objeto,  el  móvil  que  determinó  al  Gobierno  á  conce- 
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der  la  subvenció  n  de  que  disfruta  la  Compaña  Trasatlántica 
Española,  fué  el  de  conseguir  atraer  una  corriente  inmigratoria 
numerosa  desde  España,  particularmente  de  aquellas  Provincias 
cuyos  habitantes  por  sus  hábitos  de  trabajo  y  costumbres  pue- 
dan ser  considerados,  como  bien  los  clasifica  la  Comisaría  de 
Inmigración,  de  inmigrantes  selectos,  atraer  una  corriente  in- 
migratoria numerosa,  proporcionando  las  mayores  facilidades 
para  el  transporte  en  lo  que  respecta  al  precio  de  los  pasages. 

Este,  en  efecto,  con  arreglo  al  articulo  5<>  del  Contrato  que  existe 
con  la  expresada  Compañía  debe  ser  de  cuarenta  y  cinco  pesos 
moneda  nacional  curso  legal,  cada  adulto;  debiendo  los  niños  de 
cuatro  á  doce  años  cumplidos  pagar  medio  pasage,  los  menores 
de  cuatro  años,  un  cuarto  pasage,  niños  de  pechos  y  equipajes, 
gratis. 

¿Como  se  ha  cumplido  esta  obligación  por  parte  de  la  Empresa? 
A  juzgar  por  las  investigaciones  efectuadas  por  la  Comisaría  de 
de  Inmigración  según  resulta  de  la  declaración  consignada  en 
este  expediente  á  fojas  1  vuelta  de  una  manera  poco  satisfactoria. 

En  una  larga  y  bien  nutrida  exposición,  la  Empresa  trata  de  des- 
virtuar todos  esos  cargos,  haciendo  consideraciones  de  orden 
diverso  en  el  sentido  de  probar  que  ella  ha  cumplido  extricta- 
mente  con  las  obligaciones  que  las  cláusulas  del  referido  con- 
trato le  impone.  Seguirá  la  Contaduría  esa  extensa  exposición 
en  todo  aquello  que  se  refiera  al  asunto  en  discusión. 

Empieza  la  Empresa  por  manifestar  que  no  ha  habido  nunca  ni 
una  queja  respecto  de  sus  procederes  y  con  tal  motivo  pregun- 
ta cuál  ha  sido  el  motivo  que  ha  determinado  la  instrucción 
del  expediente  deque  se  trata.— Si  es  fuerza  en  reconocer  has- 
ta cierto  punto  aquella  circunstancia,  no  por  esto  quiere  decir 
que  las  Oficinas  encargadas  de  velar  por  el  cumplimiento  del 
contrato  no  han  de  tentar  todas  las  investigaciones  necesarias 
como  es  de  su  deber  para  cerciorarse  de  qué  manera  es  que  cum- 
plen las  Empresas  con  las  obligaciones    contraidas. 

Asi  en  esta  forma  es  que  ha  podido  la  Comisaría  General  de  In- 
migración conocer  el  proceder  de  la  Empresa  en  el  caso  que 
motiva  esté  asunto. 

Prosiguiendo  la  Empresa  dice:  ¿  Ha  mostrado  la  Compañía  alguna 
vez  la  menor  resistencia  á  facilitar  al  Departamento  cuantos 
pasajes  le  ha  pedido  para  traer  inmigrantes  españoles  ?— ¿No  le 
ha  suministrado  cuantos  ha  tenido  á  bien  demandar?  Si  la  Em- 
presa se  hubiera  negado  á  suministrar  esos  pasajes,  se  hubiera 
puesto  en  abierta  oposición  á  las  disposiciones  de  esas  mismas 
cláusulas,  y  en  este  estado,  el  Gobierno  habría  hecho  recaer  en 
ella,  además  del  retiro  de  la  subvención,  las  consecuencias  que 
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corresponden  á  todo  aquel  que  falta  á  lo  que  está  obligado  á 
cumplir  por  contrato,  pues  con  arreglo  al  que  existe  con  dicha 
Empresa,  esta  última  tiene  que  conducir— porque  á  ello  se  ha 
comprometido— el  número  de  inmigrantes  que  puedan  llevar 
sus  vapores,  sin  otra  limitación  que  esta  discrecional. 

Por  el  mismo  contrato  son  la  Comisaría  General  de  Inmigración 
y  Oñcina  de  Información  en  los  puntos  distintos  de  España,  las 
encargadas  de  expedir  esos  pasajes,  y  no  entra  en  las  faculta- 
des de  la  Empresa  examinar  la  condición  de  las  personas  que 
han  de  hacer  el  viaje  en  calidad  de  inmigrantes,  siempre  que 
las  órdenes  procedieran  de  las  autoridades  competentes  y  fue- 
ran expedidas  en  debida  forma. 

pero,  si  contrariamente  se  ha  pretendido  por  esas  OficiDas,  como 
parece  desprenderse  del  párrafo  que  contiene  la  pregunta  sobre 
aquel  particular,  hacer  que  la  Compañía  conduzca  personas  con 
pasajes  de  inmigrantes  en  otros  departamentos  del  buque  su- 
periores ¿  los  destinados  para  éstos,  en  primera  ó  segunda  cla- 
se, por  ejemplo,  entonces  varía  de  especie;  y  la  Compañía  en 
este  caso  al  cumplir  esas  órdenes,  habría  contribuido  al  fal- 
seamiento por  parte  de  esas  mismas  Oficinas  de  las  estipulacio- 
nes del  contrato. 

Para  esplicar  la  Compañía  la  posibilidad  de  que  hayan  podido  los 
individuos  de  que  se  trata,  abonar  mayor  suma  que  la  que 
corresponde  cobrarse  á  los  inmigrantes  según  contrato,  cita  las 
diferentes  categorías  que  existen  en  el  buque  para  pasajeros, 
y  dice:  si  los  que  vendan  á  la  República  en  busca  de  trabigo 
solicitan  hacer  el  viaje  en  una  clase  superior  á  la  designada 
para  los  inmigrantes,  no  es  posible  pretender  que  satisfagan  el 
precio  de  cuarenta  y  cinco  pesos  moneda    nacional. 

Sobre  este  punto  está  de  perfecto  acuerdo  la  Contaduría,  porque 
es  indudable  que  no  puede  nadie  pretender  se  le  cobre  cuando 
viage  en  clase  superiores,  igual  precio  que  el  que  corresponda 
á  otras  inferiores,  asi  como  tampoco  puede  exigirse  á  ninguna 
persona,  sea  cual  fuera  la  condición  en  que  venga  á  la  República^ 
hacer  el  viaje  en  clase  inferiores,  cuando  sus  recursos  le  permitan 
proporcionarse  otras  comodidades. 

Pero  tratándose  de  inmigrantes  #?en te  de  traba^jo;  poco  presuntuosa 
por  su  manera  de  ser  y  condiciones  á  esta  clase  de  comodidades; 
es  de  extrañar  que  hayan  preferido  distinciones  de  ninguna 
especie,  á  la  economía  que  es  la  que  prima  en  ellos,  y  mediante 
la  cual  cimentan  su    prosperidad. 

Sin  embargo,  no  está  distante  que  alguno  de  esos  inmigrantes,  por 
ignorancia,  pueda  tomar  pasage  en  alguna  otra  clase  distinta  de 
la  designada   especialmente   para    ellos,   pero   en  este  caao,  es 
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hasta  un  deber  de  la  Compañía  hacerles  las  advertencias  necesarias 
Kn  el  caso  ocurrente  es  de  presumirse  que  ios  inmigrantes  firmantes 
de  la  declaración  de  f,  1  vta.  hayan  hecho  la  travesía  en  las 
condiciones  de  tales,  es  decir,  en  la  clase  distinada  á  ellos;  si  bien 
es  cierto  que  no  aparece  constancia  alguna,  al  menos  en  este 
expediente,  que  indique  la  ciase  de  que  hicieron  uso  en  la 
misma  los  referidos  inmigrantes.  Por  lo  demás  no  puede  admitirse 
duda  sobre  autenticidad  de  las  firmas  de  los  mismos  que  apa- 
recen en  la  declaración  expresada,  ante  lo  aseverado  por  el 
Departamento  de   Inmigración. 

La  Compañía,  para  rebatir  la  afirmación  de  que  los  inmigrantes 
españoles  embarcados  en  Barcelona  á  bordo  del  vapor  *^Cataluña** 
abonaron  por  sus  pasiges  doscientas  dos  pesetas,  prevale  de  una 
aseveración  indudablemente  errónea,  cual  es  la  de  que  todas 
las  operaciones  que  se  hacen  en  España  se  efectúan  en  moneda 
•ie  uro. 

Sin  embargo,  mal  expresada  la  idea,  parece  que  lo  que  se  ha 
querido  dar  á  comprender  es  que  la  proporción  que  se  cobra 
es  con  arreglo  al  precio  del  metálico:  pues  de  no  ser  asi,  nada 
supondría  la  especie  de  la  moneda,  siempre  que  lo  abonado 
fuera  el  equivalente  de  los  cuarenta  y  cinco  pesos  mln.  que 
fija  el  contrato. 

Tratada  ya  la  cuestión  sobre  este  punto,  pasaráse  á  considerarla 
sobre  aquel  que  se  refiere  á  la  procedencia  de  los  inmigrantes 
sobre  los  parajes  que  liesigna  el  contrato. 

Por  el  articulo  Ty*  de  este  último,  la  Compañía  se  compromete  ¿ 
conducir  en  sus  vapores  los  inmigrantes  que  salga  i  con  desti- 
no á  la  República  Argentina,  desde  lus  puntos  siguientes:  San 
Sebastian,  Bilbao.  Santander,  Gijón,  Coruña,  Vigo,  Lisboa,  Cádiz, 
Málaga,  Cartagena,   Alicante,    Valencia  Tarragona,  y  Barcelona. 

Según  el  Departamento  de  Inmigración,  la  Compañía  no  ha  cum- 
plido con  esa  pan^  del  contrato,  porque  hasta  ahora,  dice,  sus 
buques  parten  de>de  el  Puerto  de  Marsella. 

A  esto,  explica  la  Compañía  los  convenios  que  tiene  celebrados 
para  demostrar  que  ios  inmigrantes  que  conduce,  no  solo  pro- 
ceden de  los  puntos  al  Sud  de  España,  sino  que  también  de  los 
del  Norte  en  los  cuales  se  encuentran  los  designados;  y  al  efecto 
presenta  un  estado  de  la  procedencia  iie  aquellos,  en  los  distin- 
tos viales  efectuados  por  sus  vapores. 

Si  para  formular  aquel  cargo  el  Departamento  de  Inmigración  se 
ha  guiado  tan  solo  por  las  listas  de  pasajeros,  es  indudable  que 
haya  podido  incurrir  en  error,  porque  como  bien  lo  observa  la 
empresa;  en  ellas  sólo  se  consignan  los  puntos  de  embarque  y 
nó  el  punto  de  origen. 
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La  Compañía  demuestra,  no  ser  un  inconTeniente  el  panto  de 
arranque  de  sus  vapores  para  transportar  inmigrantes  de  otros 
cualquiera  de  España  que  no  sea  éste  ó  los  designados  en  el 
contrato,  por  que  dice:  por  medio  de  sus  agencias,  y  de  com- 
binaciones con  los  Ferro-Carriles,  no  sólo  sirve  los  puntos  mar- 
eados en  el  art.  4"*  del  contrato,  sino  todos  los  de  alguna  impor- 
tancia en  el  interior  de  la  Península.  Mediante  una  de  esas 
combinaciones  con  el  Ferro-Carril  del  Norte  de  España,  conti- 
núa, son  conducidos  por  Ferro-Carril  hasta  Barcelona  á  expen- 
sas de  la  Compañía,  los  inmigrantes  procedentes  de  8an  Sebas- 
tian, Bilbao,  Santander  y  Gijón,  asi  como  por  medio  de  otros 
procedimientos  análogos  se  transportan  los  de  Coruña,  Vigo, 
Lisboa  etc.  etc. 

Sobre  este  punto  llama  la  atención  la  falta  de  anteoedeotes  en 
que  parece  encontrarse  el  Departamento  de  Inmigración,  pre- 
cisamente por  ser  este  el  encargado,  por  sus  funciones  especia- 
les, como  por  tratarse  de  servicios  que  caen  bajo  la  éjida  de  su 
jurisdicción,  de  vigilar  la  manera  como  se  cumple  el  contrato 
por  parte  de  la  Compañía  Transatlántica. 

No  es  bajo  ningún  punto  de  vista  ni  siquiera  justificable  esa 
ignorancia,  por  la  misma  razón  de  que  no  debe  nunca  quedar 
abandonado  á  la  buena  voluntad  de  una  Compañía  el  dar  cum- 
plimiento á  las  obligaciones  que  contrae. 

Y  aquí  es  oportuno  bacer  constar  que,  como  lo  expresa  la  Com- 
pañía, el  Departamento  de  Inmigración  incurre  en  un  error  ai 
determinar  que  el  art.  5®  del  contrato  respectivo  se  refiere  á 
puertos,  al  significar  las  partes  de  España,  como  San  Sebas- 
tian, Bilbao  y  Santander,  etc.,  que  se  menciona  para  la  pro- 
cedencia de  los  inmigrantes. 

El  contrato  no  habla  de  puertos  sínó  de  puntos;  lo  que  varia 
por  completo  de  especie,  significando  esto,  por  otra  parte,  que 
no  se  ha  tenido  la  idea  de  obligar  á  la  Empresa  para  que  es- 
tablezca forzosamente  una  carrera  entre  todos  aquellos  puntos, 
y,  con  tal  motivo,  es  justo  reconocer  las  facultades  que  se  des- 
prenden del  art.  14  que  esta  última  oportunamente  cita. 

Otro  de  los  puntos  sobre  que  versa  este  asunto  es  aquél  que  se 
relaciona  con  las  cifras  que  arroja  la  estadística  sobre  la  in- 
migración que'viene  al  país,  conducida  por  los  vapores  de  la 
Compañía. 

Por  el  contrato  no  tiene  la  Compañía  obligación  alguna  de  atraer 
inmigración  al  país,  siendo  esto  puramente  del  resorte  de  las 
Oficinas  de  Inmigración:  por  lo  tanto,  no  puede  hacérsele  so- 
bre esto  ningún  cargo  directo,  que,  en  todo  caso,  corresponde- 
ría mas  bien  á  estas  últimas. 
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Sin  embargo,  merece  atención  el  resululo  poco  halaflfüeño  qué 
denota  la  mencionada  estadísiica  é  impone  con  justa  neo  esidad 
el  deber  de  averiguar  si  él  se  debe  á  faltas  de  la  Compañía,  á 
poca  actividad  por  parte  de  los  agentes  de  Inmigración  en  Es* 
paña,  ó  á  que  se  trate  de  un  país  refractario  á  la  emigración 
de  sus  hvjos. 

Por  todas  estas  circunstancias,  la  Contaduría  cree  que  es  llega- 
do el  momento  de  hacer  uso  de  la  facultad  que  confiere  el 
art.  18  del  contrato,  contribuyendo  á  ello  también  la  situación 
difícil  del  Erario,  que  impone  [una  regla  de  conducta  basada 
en  la  más  estricta  economía. 

EIs  la  subvención  que  se  abona  á  la  Compañía  Trasatlántica  en 
razón  de  esa  situación  difícil,  un  sacrificio  para  la  Nación;  sa- 
crificio que  se  le  hace  tanto  más  sensible  por  la  depreciación 
notable  de  nuestra  moneda;  pero,  á  pesar  de  todo,  nunca  hu- 
biera aconsejado  la  Contaduría  se  eximiera  la  Nación  de  ha- 
cerlo, porque  considera  que  son  los  esfuerzos  más  provecho- 
sos y  de  más  positivo  resultado  por  los  intereses  bien  enten- 
dido del  País,  aquél  que  se  hace  por  atraer  á  su  centro  esas 
grandes  masas  de  población,  que  vienen  á  contribuir  á  su  ade- 
lanto y  engrandecimiento;  si  no  viera  que  esos  sacrificios  han 
de  esterilizarse  en  la  inseguridad  del  resultado. 

A  decir  verdad,  el  éxito  no  lia  correspondido  á  las  esperanzas 
que  hacía  abrigar  la  Empresa  mediante  la  cual  fué  celebrado 
el  expresado  contrato  coa  la  Compañía  Trasatlántica. 

En  vista  de  esto,  pues,  y  de  la  disposición  contenida  en  el  con- 
trato á  qué  antes  se  hace  referencia,  la  Contaduría  aconseja  á 
V.  E.  ia  rescisión  de  este  último. —Contaduría  General,  Diciem- 
bre 3/91.— £.  Basavilbaso. 

Lo  dictaminado  por  el  Señor  Procurador  del  Tesoro  dice  como 
sigue: 

ExMO.  Señor: 

Poco  tengo  que  agregar  á  las  consideraciones  ex- 
puestas en  el  precedente  informe  de  la  Contaduría 
General,  que  doy  por  reproducido  en  todos  sus  partes. 

Solo  me  toca  insistir  á  mi  vez,  en  la  conveníenda 
que  ofrece  la  rescisión  del  contrato  celebrado  con  la 
Compañía  Trasatlántica  Española,  ya  que  por  una  rara 
previsión  se  han  reservado  ambos  contratantes  el  de- 
recho de  hacerlo.     Didio  contrato  no  tiene   razón  de 
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ser  tA  las  circunstancias  actuales  del  país,  é  importa 
un  gravamen  para  la  Nación  que  no  está  cjmpensado 
por  beneficios  apreciables.  En  tal  virtud  V.  E.  no 
debe  á  mi  juicio  vacilar  en  adoptar  esta  medida.— 
EstU'iio,  Diciembre  10  de  1891. — E.  García  Méroü. 

Pasado  en  Consulta  al  Señor   Procurador   General  de    la   Nación 
se  expidió  así: 

ExMo.  Señor: 

El  art.  U»  del  contrato  celebrado  con  la  Compañía 
Trasatlántica  Española  de  Navegación,  fué  modificado 
por  la  Ley  N'^  2.257,  de  4  de  Noviembre  de  1890, 
agregado  á  este  expediente,  en  los  siguientes  términos: 

((Este  contrato  será  por  el  térnriino  de  cuatro  años, 
á  contar  desde  la  promulgación  de  la  Ley,  reserván- 
dose una  y  otra  parte  el  derecho  de  rescindirlo  dentro 
de  los  dos  primeros  añosn. 

Partiendo  de  esta  base,  esto  es,  de  que  V.  E.  usando 
de  este  derecho  no  infiere  daño  alguno  á  la  Compa- 
ñía, y  de  completo  acuerdo  con  lo  que  expone  la 
Contaduría  General  y  el  Señoi  Procurador  del  Tesoro, 
es  también  mi  opinión,  que  el  contrato  aludido  debe 
ser  rescindido;  porque  no  ha  producido  las  ventajas 
que  de  él  se  esperaban,  y  porque,  en  las  actuales 
circunstancias  del  Tesoro  Nacional,  debe  V.  E.  su- 
primir todo  gasto  que  no  sea  exijido  por  las  conve- 
niencia del  país  perfectamente  demostradas. — Buenos 
Aires,  Diciembre  18  de  1891. — Antonio  E.  Malaver. 

Resolución — 


Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Diciembre  31  de  1891. — Visto  el 
expediente  iniciado  por  la  Comisaría  General  de  Inmi- 
gración, para  averiguar  si  la  Compañía  Trasatlántica 
Española  cumple  las  estipulaciones  del  contrato  auto- 


-  611   - 

rizado  por  la  Ley  N°  2757;  teniendo  presente  los  in- 
formes de  la  Contaduría  General  y  Procurador  del 
Tesoro,  con  lo  dictaminado  por  el  Señor  Procurador 
General  de  la  Nación,  que  aconsejan  la  rescisión  del 
referido  contrato,  porque  la  situación  actual  de  los  re- 
cursos del  Gobierno  impone  la  supresión  de  todo  gasto 
que  no  sea  exijido  por  conveniencias  imprescindibles 
del  país.  Considerando,  además,  que  el  art.  18  del 
contrato,  de  acuerdo  con  la  Ley  ha  reservado  á  una 
y  otra  parte  el  derecho  de  rescindirlo  dentro  de  los 
dos  primeros  años,  sin  expresión  de  causa; 

El  Presidente  de  la    República,  en    Acuerdo    General 
de  Ministros  — 

decreta: 

Art.  1°  Queda  rescindido  el  contrato  con  la  Compa- 
ñía Trasatlántica  Española  de  Navegación,  autorizado 
por  Ley  de  4  de  Noviembre  de  1890.  y  por  la  cual 
se  le  acordaba  una  subvención  de  cinco  mil  pesos  oro 
mensuales. 

.^rt.  2^  Comuniqúese,  publíquese  y  dése  al  Regis- 
tro Nacional.  — PELLEGRINI. — Estanislao  S.  Zeballos. 
— ^JosE  V.  Zapata.  —Juan  Balestra. — Vicente.  F.  López. 
— N.  Levalle. 


El  Ferro-Carril  Gran  Oeste  Argentino, — sobre   pago  de  una 

garantid  en  Bonos  Morgan. 

Con  fecha  13  da  Octubre  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de 
Hacienda  el  representante  de  la  Compañía  del  Ferro-Carril  Gran 
Oeste  Argentino,  comunicando  que  le  había  sido  entregada  en 
Londres  la  contidad  nominal  de  €  71.742-15-4  en  Bonos  Morgan 
pero  como  el  valor  corriente  de  Bolsa  en  aquel  mercado,  de  di- 
chos Bonos,  era  rony  inferior  á  la  par,  quedaba  la  Nación  adeu- 
dando por  saldo  de  garantía  á  esa  Empresa   por  el  periodo  No- 
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viembre  1»  de  1890  á  Abril  30  de  1891,  la  diferencia  qué  resal- 
taba entre  el  valor  nominal  y  el  producido  liquido  de  los  Bo- 
nos que  se  realizaron  al  precio  comente  de  Bolsa  en  Londres, 
cargándose  la  diferencia  que  resultaba  en  cuenta  del  Gobierno. 

Pasado  el  expediente  á  informe  de  la  Contaduría  General,  ésta 
informó  lo   siguiente; 

Que  en  vista  de  la  situación  difícil  por  que  pasaba  el  Tesoro  Na- 
cional, fué  que  el  H.  Congreso  dictó  la  Ley  autorizando  la  emi- 
sión de  $  75.000.000  en  títulos  de  Deuda  Externa,  con  destino 
al  pago  de  servicios  de  empréstitos  y  garantías  acordadas  por 
la  Nación; 

Que  del  espíritu  y  letra  de  esa  Ley,  del  contrato  celebrado  con 
los  Sres.  J.  S.  Morgan  C%  se  desprende  que  esos  títulos  deben 
ser  entregados  por  su  valor  escrito  y  es  en  esa  forma  que  han 
sido  recibidos  hasta  ahora  por  todos    los  tenedores; 

Que  si  bien  era  cierto  que  por  el  art.  7<»  del  contrato  del  Ferro- 
Carril  de  Buenos  Aires  al  Pacifico,  se  dispone  que  el  Gobierno 
podrá  hacer  el  pago  de  la  garantía  en  efectivo  ó  en  Fondos  Pú- 
blicos del  6  °/o  de  interés  anual  al  precio  corriente  en  la  Giolsa 
de  Londres,  esa  Oficina  hacía  presente  que  los  títulos  emitidos 
por  la  ley  de  23  de  Enero  de  1891,  no  podrán  ser  entregados 
en  esa  forma,  por  cuanto  como  ya  se  ha  dicho  ellos  debeü  en- 
tregarse á  la  par; 

Que,  en  consecuencia,  esa  Oficina  era  de  opinión  que  no  debía  ha- 
cerse lugar  á  lo  que  se  solicitaba;  debiendo  efectuarse  el  pago 
de  la  garantía  de  que  se  trata,  en  dichos  títulos  por  su  valor 
escrito  y  que  si  la  Empresa  recurrente  se  rehusara  á  admitir- 
los en  esa  forma,  debía  esperar  á  que  el  Gobierno  se  encontra- 
se en  condiciones  de  abonarle  en  efectivo    su  garantía. 

Pasado  al  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  este  Sr.  dictaminó  lo  si- 
guiente; 

ExMO.  Señor: 

He  manifestado  á  V.  E.  con  anterioridad  mi  opi- 
nión de  todo  punto  conforme  con  la  de  la  Contadu- 
ría General,  sobre  la  reclamación  que  motiva  este 
expediente.  Convendría  que  V.  E,  consultara  tam- 
bién al  Sr.  Procurador  de  la  Nación.— Febrero  1 1  de 
1892.— E.  García  Méroii. 

Pasado  á  consulta  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  éste 
aconsejó: 
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ExMO.  Señof: 

V.  E.  se  encuentra  en  presencia  de  una  Ley  del 
Congreso,  que  creó  un  empréstito  externo  para  el  pago  del 
servicio  de  deudas  y  garantías.  Los  títulos  de  ese  em- 
préstito á  la  par,  puesto  que  la  Ley  no  autorizaba 
otra  cotización,  han  servido,  según  el  informe  prece- 
dente de  la  Contaduría,  para  el  pago  en  los  casos 
análogos  que  han  constituido  una  regla  de  que  V.  E. 
no  podría  separarse.  Soy  por  consiguiente  del  mis- 
mo parecer  que  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro. — Bue- 
nos Aires,    Febrero  20  de  1892.  —  Sabiniano  Kier. 

En  vista  de  los  informes  producidos  el  Ministerio  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Julio  8  de  1862. — No  ha  lugar  y  archívese. — E. 
Hansen. 


La  Legación  de  Italia, — sobre  el  caso  de  extradición  de 
Rico  Costante,  de  Hichele  Gorsani  y  Luis  de  Giovanni,  aco- 
sados de  homicidio. 

La  Legación  de  Italia  solicitó  del  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores con  fecha  20  de  Octubre  de  1891,  y  á  título  de  recipro- 
cidad, la  extradición  de  los  procesados  por  homicidio  y  heridas 
graves,  Rico  Costante  de  Micbele  y  Corzani    Luis   de  Giovanni. 

Habiéndose  pedido  informe  al  Sr  Procurador  General,  se  expidió 
asi: 

ExMO.  Señor: 

La  extradición    de  delincuentes  puede   acordarse  á 
falta  de  tratados  en  los  casos  en  que  sea  procedente 
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según  el  principio  de  reciprocidad  ó  la  práctica  uni- 
forme de  las  Naciones  (art.  646  del  Código  de  Pro- 
cedimientos en  lo  Criminal.) 

Con  el  Gobierno  del  Reino  de  Italia  no  existe  Tra- 
tado alguno  de  extradición;  pero  en  su  falta  la  extra- 
dición debe  ser.  pedida  ú  otorgada  por  la  vía  diplo- 
mática, con  arreglo  á  las  disposiciones  del  citado  Có- 
digo (art.  648   siguientes.) 

En  el  presente  caso,  S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Ita- 
lia solicita  la  extradición  de  Rico  Costante  de  Michele 
Corzani  Luis  de  Giovanniy  y  en  los  documentos  con 
que  instruye  su  solicitud,  se  encuentran  cumpli- 
dos los  requisitos  que  exige  el  art.  651  de  nuestro 
Código  de  Procedimientos    en  lo  Criminal. 

Creo  por  tanto  que  V.  E.  puede  declarar  proceden- 
te la  solicitud  del  Sr.  Ministro  de  Italia  y  remitir  es- 
te expediente  al  Sr.  Juez  de  Sección  de  la  Capital,  en 
la  que  se  dice  se  hallan  los  individuos  mencionados, 
á  fin  de  que  proceda  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en 
el  art.  653  y  siguientes  del  mismo  Código,  dando  á 
dicho  Señor  Ministro  aviso  de  lo  resuelto  por  V.  E.— 
Buenos  Aires,  Diciembre  14  de  1891. — Antonio  E. 
Malaver. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones    Exteriores. 

Buenos  Aires,  Diciembre  14  de  1891. — Adoptándo- 
se como  resolución  el  presente  dictamen,  pase  este  ex- 
pediente á  S.  S.  el  Sr.  Juez  Federal  Dr.  D.  Andrés 
Ugarriza  para  los  efectos  á  que  hubiese  lugar. — Co- 
muniqúese al  Sr.  Ministro  de  Italia  y  al  Sr.  Procura- 
dor General. — PELLEGRINI. — Estanislao  S.  Zeballos. 
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La  Legación  de  Francia, — sobre  el  caso  de  extradición  de  Bar- 
tolomé Crespo,  acnsado  de  asesinalo  seguido  de  robo 

Con  fecha  23  de  Octubre  de  1691,  el  Señor  Ministro  de  Francia  so- 
licitó del  Departamento  de  Relaciones  Exteriores  la  prisión  pro- 
visoria del  individuo  Bartolomé  Crespo  acusado  de  asesinato 
seguido  de  robo  cometido  en  Marsella  en  1890  y  refugiado  en 
la  Colonia  Rafaela,  Provincia  de  Santa  Fé,  bajo  el  nombre  falso 
de  Minero.  Que  tan  luego  como  le  lleguen  las  piezas  pertinentes 
pediría  su  extradición  á  título  de  reciprocidad. 

Pedido  informe  al  Señor  Procurador  General,  se  espidió  así: 

ExMO.  Señor: 


Según  la  disposición  del  art.  673  del  Código  de 
Procedimientos  en  lo  Criminal,  "  el  arresto  provisorio 
de  un  extranjero  podrá  ordenarse  á  pedido  de  un  Mi- 
nistro Diplomático,  hasta  tanto  lleguen  lo  documentos 
necesarios  para  presentar  el  pedido  de  extradición,  y 
serán  aplicables  á  este  caso  las  disposiciones  de  los 
dos  artículos  precedentes". 

El  art.  671,  al  que  se  refiere  el  que  acabo  de  co- 
piar, exije,  para  que  el  arresto  provisorio  pueda  ser 
decretado  *^que  se  invoque  la  existencia  de  una  sentencia 
ó  de  una  orden  de  prisión  y  se  determine  con  claridad 
la  naturaleza  del  delito  condenado  ó  perseguido''. 

En  el  telegrama  dirijido  á  S.  E,  el  Señor  Ministro  de 
Francia  por  el  Señor  Procurador  de  la  República  en 
Marsella,  que  en  copia  se  acompaña,  se  expresa  sola- 
mente el  crimen  de  que  se  halla  acusada  la  persona 
refugiada  cuya  detención  provisional  se  solicita;  pero 
no  se  invoca,  como  lo  exije  el  art.  671  citado,  la 
existencia  de  una  orden  de  prisión  librada  contra  él 
por  la  justicia  de  Francia. 

El  mismo  art.  671  exije,  igualmente,  que  el  arresto 
provisorio  de  un  extranjero  sea  solicitado  por  un  país 
ligado  con  la    República  por  tratado    de  extradición, 
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cuyo  tratado  no  existe  entre  nuestro  país  y  la  Francia. 

Es  cierto  que  el  art.  646  del  mismo  Código,  auto- 
riza la  extradición,  á  falta  de  tratado,  en  los  casos  en 
que  sea  procedente,  según  el  principio  de  reciprocidad 
ó  la  práctica  uniforme  de  la  Nación.  Pero  podría 
muy  bien  decirse  que  lo  resuelto  para  los  casos  de 
extradición  no  lo  está  para  el  caso  en  que  solo  se 
trata  del  arresto  provisional  de  un  individuo  cualquiera; 
que  el  pedido  de  aquella  se  instruye  con  documentos 
que  no  se  requieren  para  la  segunda;  y,  en  fin,  que 
nuestra  ley  hace  distinción  de  ambos  casos,  admi- 
tiendo en  el  de  extradición,  en  falta  de  tratado,  el 
principio  de  la  reciprocidad;  y  exijiendo  en  el  de  arresto 
provisorio,  la  existencia  de  un  tratado  de  extradición. 

En  concecuencia  de  las  observaciones  que  preceden, 
soy  de  opinión,  que  V.  E.  no  se  halla  en  el  caso  de 
acceder  á  la  petición  de  S.  E.  el  Señor  Ministro  de 
Francia. — Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1891. — Anto- 
nio E.  Malavur. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1891. — Adoptándose 
como  resolución  el  precedente  dictamen. —  Comuni- 
qúese á  legación  de  la  República  Francesa  y  hágase 
saber  al  Señor  Procurador  General —PELLEGRINI. 
— Estanislao  S.  Zeballos  . 


Julio  Philipps  7  Gia.,  Empresarios  del  puente  sobre  el  Rio 
del  Valle  en  Gatamarca,— solicitan  aumento  de  algunos 
precios  unitarios  de  su  contrato. 

En  Octubre  2G  de   1891,  los  Sres.   Philipps  y  C»  solicitaron  se  les 

aumentaran  algunos  precios  de  su  contrato. 
Pasada  la    solicitud   al    Departamento  de    Ingenieros,   el    Consejo 

de  Obras  Públicas,  teniendo  en  cuenta  el  informe  de  la  Inspec- 


—  617  — 

ción  General  de  Puentes  y  Caminos,  acordó  manifestar  que  sólo 
por  razones  de  equidad  podría  hacerse  lugar  al  aumento  de 
precios  solicitado,  el  cual  elevaría  el  costo  de  las  obras  del 
Puente  en  2835  $  ^m. 

La  Contaduría  General  en  su  informe  manifestó  que  con  arreglo 
al  contrato,  los  Sres.  Philipps  y  C*^  no  tenían  derecho  para  so- 
licitar el  aumento  pedido,  pero  que  teniendo  en  vistu  el  infor- 
me de  la  Inspección  de  Puentes  y  Caminos,  tocaba  al  Ministe- 
rio resolver  lo  que  estimara  conveniente. 

El  Procurador  del  Tesoro  produjo  el  siguiente  dictamen: 

ExMO.  Señor: 

Estando  fundado  únicamente  en  razones  de  equi- 
dad esta  solicitud,  V.  E.  podrá  apreciarlas  para  re- 
solver un  pequeño  aumento  de  precio,  según  los  pre- 
cedentes establecidos  en  cursos  análogos. — Mayo  11 
de  1892. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Departamento  del   Interior. 

Buenos  Aires  Julio  31  de  1892. — En  vista  de  lo 
expuesto  por  el  Departamento  de  Ingenieros,  Conta- 
duría General  y  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  con  mo- 
tivo de  la  solicitud  presentada  por  los  constructores 
del  Puente  sobre  el  Río  del  Valle  en  Catamarca,  pi- 
diendo un  aumento  de  precios  sobre  el  fijado  en  el 
contrato  para  la  obra  de  que  se  trata, 

El  Presidente  de  la  República — 

ACUERDA   Y    DECRETA! 

Art.  1°  Concédese  á  los  Sres.  Julio  Philipps  y  C* 
un  aumento  de  2835  $  sobre  el  estipulado  en  el  con- 
trato que  tienen  celebrado  para  la  construcción  del 
Puente  sobre  el  Río  del  Valle  (Provincia  de  Catamar- 
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ca)  cantidad  que  el  Departamento  de  Obras  Públicas 
reputa  equitativa,  teniendo  en  cuenta  las  razones  en 
que  se  fundan  los  interesados  en  su  esciito  de  fojas 
1  y  vuelta. 

Art.  2^  Comuniqúese,  publíquese,  dése  al  Registro 
Nacional  y  vuelva  al  Departamento  de  Ingenieros  á 
sus  efectos,  previa  reposición  de  sellos. — PELLEGRINI. 
— José  V.  Zapata. — Emilio  Hansen. — N.  Levalle. 


Juan  de  Dios  Echevarría,— solicita  autorizacióii  para  segair 
sirviéndose  de  una  planchada  en  la  Bajada  Grande,  (En- 
tre RiOB. 

El  31  de  Octubre  de  1891,  e¡  Ministerio  del  Interior  pasó  al  de 
Hacienda  una  Petición  formulada  por  el  Sr.  Juan  de  Dios  Eche- 
varría, vecino  de  la  ciudad  del  Paraná,  tendente  á  obtener  au- 
torización para  continuar  sirviéndose  de  una  planchada  cons- 
truida por  su  cuenta  y  sin  permiso  del  P.  E.  en  el  punto  de- 
nominado Bajada  Grande  (Provincia  de  Entre  Rios)  la  cual  tie- 
ne tres  metros  de  ancho  por  diez  ó  doce  de  largo.  Como  esta 
planchada  ha  sido  construida  sin  la  autorización  mencionada  y 
siendo  el  Sr.  Echeverría  encargado  por  varias  casas  exportado- 
ras establecidas  en  Buenos  Aires  para  hacer  el  embarque  de 
fuertes  cantidades  de  trigo,  leña,  carbón,  madera  y  demás  (tu- 
tos del  país,  que  se  compran  en  el  interior  de  esa  Provincia  y 
se  transportan  por  el  Ferro-Carril  Central  Entre  Riano  hasta  el 
puerto  de  Bajada  Grande,  donde  no  hay  ahora  muelle,  y  llegan 
dolé  la  ocasión  de  exportar  unas  fuertes  cantidades  de  trigo, 
pide  se  le  provea  del  permiso  que   deja   solicitado. 

Habiendo  pedido  el  Ministerio  de  Hacienda  informe  de  la  Direc- 
ción General  de  Rentas,  ésta  opinó  que  á  pesar  de  haberse  cons- 
truido la  planchada  de  la  referencia  sin  el  correspondiente  per- 
miso del  P.  E.  resulta,  que  según  se  desprende  por  el  informe 
de  la  Aduana  del  Paraná,  es  muy  útil  para  las  operaciones  de 
exportación  de  cereales  y  no  perjudica  en  nada  la  navegación  y 
el  libre  tránsito;  debía  acordarse  el  permiso  solicitado  siempre 
que  el  interesado  se  comprometa  á  levantar  á  su  costa  y  sin 
ninguna  retribución  la  expresada  planchada  cuando  sea  un  obs- 
táculo al  libre  tránsito  y  pagar  los  impuestos  establecidos  ó  los 
que  en  adelante  se  establecieren. 

Pedido  el  dictamen  del  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  éste  dijo: 
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ExMO.     Señor: 

Bajo  los  condiciones  indicadas  por  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas,  V.  E.  puede  conceder  el  permiso 
que  se  solicita. — Enero  25  de  1892. — E.  García  Me- 

ROU. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

No  pudiéndose  hacer  efectiva  la  reposición  de  se- 
llos ordenada  á  pesar  de  las  notificaciones  hechas  al 
interesado,  archívese. — E.  Hansen. 


Sobre  circulación  de   vales  por  las  Empresas  de  Tramways. 

Con  fecha  3  de  Noviembre  de  1891,  el  Ministerio  de  Hacienda  di- 
rijió  una  nota  al  Jefe  de  Policía  de  la  Capital,  comunicándole; 
que  era  de  pública  notoriedad  que  la  Empresa  de  tranways  "Ciu- 
dad de  Buenos  Aires'*  había  entregado  á  la  circulación  vales  de 
un  valor  relativo  á  los  pasages  que  se  entregan  y  reciben  por 
la  referida  Empresa,  por  valor  de    dos  centavos. 

Que  como  esas  boletas  equivalían  á  una  emisión  de  papel  subsi- 
diario y  de  obligaciones  á  plazo,  que  nadie  podía  lanzar  para 
servicios  públicos  y  mucho  menos  en  un  caso  como  este,  en 
que  por  la  actividad  del  movimiento,  el  valor  emitido  puede 
llegar  á  un  monto  exorbitante,  perjudicando  la  circulación  de 
la  moneda  nacional,  se  le  recomendaba  que  intimase  á  la  em- 
presa mencionada  que  en  el  día  suspendiese  la  entrega  de  esos 
títulos,  bajo  apercibimiento  de  ser  multada  discrecional  mente. 

E]  Jef*^  de  Policía,  en  la  misma  fecha  notificó  el  contenido  de  la 
nota  que  precede  á  la  Empresa  tranways  "Ciudad  de  Buenos 
Aires,"  la  cual  presentó  al  Ministerio  la  siguiente  reclamación: 

Buenos  Aires,  Noviembi^e  6  de  1891, 

Sccmo.  Señor  Ministro  de  Hacienda  de  la  Nación, 

El  Gerente  de  la  Compañía  de  Tramways  "Ciudad  de  Buenos  Aires" 
de  cuyo  Directorio  local  soy  presidente,  me  ha  dado  conocimiento 
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de  la  nota  pasada  por  V.  E.  á  la  Policía,  en  la  que  se  ordena 
intime  la  suspensión  de  la  expedición  de  boletos  subsidiarios,  bajo 
apercibimiento  de  ser  multada  dtscrecionalmente. 

y.  E.  ha  encontrado  que  los  boletos  del  valor  mínimo  de  dos  cen- 
tavos moneda  legal,  es  una  emisión  de  papel,  entraña  obliga- 
ciones á  plazo  que  nadie  puede  lanzar  por  servicios  públicos  J 
perjudica  la  circulación  de  la  moneda  nacional. 

Séame  permitido  hacer  presente  á  V.  E.  que  se  padece  en  todo 
esto  una  evidente  equivocación,  desde  que  sólo  se  trata  de  bo- 
letos destinados  á  suplir  la  falta  de  moneda  de  cobre,  para  sai- 
var  la  diferencia  entre  el  valor  de  los  pasajes  y  la  subdivisión 
de  la  moneda  menor;  esos  boletos  cuya  admisión  no  es  obliga- 
toria para  el  pasagero,  que  reemplaza  al  sistema  de  estampillas 
y  otros  usados  frecuentemente  para  suplir  la  diferencia  indicada, 
en  nin^Jiun  caso  pueden  tener  el  carácter  de  una  emisión  pro- 
hibida, lo  que  tampoco  se  armonizaría  en  la  calificación  de 
obligaciones  á  plazo  que  es  contraria  á  la  esencia  de  la  moneda. 

No  puede  prohibirse  el  uso  del  crédito  de  una  empresa  industrial, 
por  medio  de  obligaciones  del  género  de  la  que  se  trata,  por- 
que á  ser  así,  el  poder  administrador  echaría  por  tierra  una 
parte  importante  de  la  legislación,  en  cuanto  ampara  y  favorece 
el  desarrollo  del  movimiento  comercial  v  le  autoriza  á  crear 
documentos  representativos  de  valores,  para  facilitar  las  ope- 
raciones y  ensanchar  su  esfera  de   acción. 

Ningún  ínteres  público  está,  además,  comprometido,  porque  sucede 
en  la  práctica  á  menudo  que  el  pasagero  deja  al  mayoral  la 
pequeña  diferencia  del  pasaje,  que  en  tal  caso  el  beneficio  des- 
aparece para  los  que  debían  obtenerlo,  favoreciendo  una  enti- 
dad extraña  interés  de  la  Empresa  y  al  de!  público,  que  V.  E. 
pretende  favorecer. 

Por  lo  demás,  este  medio  de  facilitar  los  cambios  no  puede  perju- 
dicar en  manera  alguna  la  circulación  de  la  moneda  ya  que  en  el 
caso  más  extremo  sólo  representaría  un  valor  aproximado  de 
tres  mil  pesos  nacionales  de  curso  legal. 

Desearía  que  V.  E.  se  sirviese  reconsiderar  su  resolución  en  la 
convicción  de  que  la  Empresa  no  ha  tratado  de  desvirtuar  ley 
alguna,  ni  de  perjudicar  al  público,  á  quien  cree  por  este  me- 
dio favorecer  y  que  dejándola  se  evitase  ocurrir  á  medidas  dis- 
crecionales que  no  están  en  armonía  con  nuestro  sistema  ins- 
titucional de  poderes    limitados. 

Muy  agradable  me  sería  poder  transmitir  al  Directorio  de  Londres, 
el  que  V.  E.  había  dejado  sin  efecto  su  resolución,  por  que  es- 
to haría   pesar  la  alarma  en  que  le  han  colocado  disposiciones 
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de  estos  últimos  tiempos,  contrariando  ios  derechos  de  la  Com- 
pañía de  un  modo  directo   y  por  demás  acentuado. 

Con  la  esperanza  de  una  pronta  y  favorable  solución,  tengo  el  ho- 
nor de  saludar  a  V.  E.,  protestándole  mi  mayor  consideración.— 
Guillermo  y/hite. 

Pasado  el  expediente  á  Dictamen  del  Señor  Procurador  General  de 
la  Nación,  éste  se  expidió  en  los  siguientes  términos. 

ExMO.  Señor: 

Si  las  boletas  acompañadas  á  la  nota  dirijida  por 
V.  E.  al  Señor  Jefe  de  Policía,  no  son  moneda,  han 
sido  hechas  y  entregadas  al  público  en  tal  carácter, 
una  vez  que  su  objeto  es  el  de  chancelar  con  el  que 
la  recibe  una  obligación,  aunque  pequeña,  de  la  Empre- 
sa emisora. 

Pero  sólo  la  autoridad  pública,  sólo  la  Ley  (art.  67, 
inciso  1 0  de  la  Constitución  Nacional)  tiene  poder  de  se- 
llar moneda,  fijar  su  valor  y  el  de  las  extrangeras  y 
adoptar  un  sistema  uniforme  de  pesas  y  medidas  para 
toda  la  Nación. 

Si  se  adoptaran  las  ideas  emitidas  por  el  Señor  Presi- 
dente de  la  Compañía  del  Tramway  Ciudad  de  Buenos 
Aires;  esto  es,  que  con  la  emisión  de  tales  boletos,  solo 
ha  hecho  la  Empresa  que  dirije,  uso  del  crédito  que 
tiene,  tendríamos  pronto  que  cada  ca^a  de  comercio, 
no  sólo  las  que  venden  por  mayor  sino  también  to- 
das aquellas  que  despachan  en  detalle,  emitirían  bo- 
letas análogas  en  pago  de  las  sumas  que  que  deben 
entregar  en  moneda  de  curso  legal,  y  la  Capital  y  el 
país  entero  se  verían  pronto  llenos  de  innumerables 
emisiones  de  billetes,  boletas,  y  títulos  de  todo  géne- 
ro y  de  toda  especie,  representativos  de  la  moneda 
fraccionaria. 

Pero  esto,  sería  completamente  inaceptable  en  presen- 
cia de  la  Ley  de  monedas  y  de  las  que  han  concedido  á 
los  Bancos  la  facultad  de  emitir  billetes  en  condicio- 
nes dadas. 
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Se  alega  que  hay  escasez  de  moneda  de  cobre 
y  que  las  boletas  de  que  se  trata  se  reciben 
voluntariamente.  Si  aquel  hecho  es  cierto,  no  creo 
que  lo  sea  igualmente  exacto  el  recibo  voluntario  de 
la  boleta.  Lo  que  habrá  es  que  se  recibe  de  buena 
ó  mala  gana  y  sólo  porque  por  dos  centavos  no  pue- 
de hacerse  cuestión  con  un  mayoral  de  tramway. 

Pero  si  es  cierto  el  hecho  de  que  no  hay  cobres 
en  cantidad  necesaria,  él  no  puede  autorizar  la  emi- 
sión y  entrega  de  las  boletas  referidas,  y  sólo  podría 
dar  lugar  á  que  las  Empresas  que,  como  las  de  tram- 
ways,  lo  necesitan  para  sus  cambios,  ocurran  ante  V. 
E.  pidiéndole  supla  esa  necesidad,  ya  ordenando  la 
acuñación  de  una  cantidad  mayor  de  cobre  que  la 
Casa  de  Moneda  daría  en  cambio  de  billetes  de  ma- 
yor valor  á  dichas  Empresas;  ya  adoptando  otras  me- 
didas que  pudieran  producir  el  resultado  que  se  busca. 

La  emisión  y  entrega  de  las  boletas  que  motivaron 
la  referida  nota  de  V.  E.  no  puede  admitirse,  en  mi 
opinión,  como  ejercicio  de  un  derecho  legítimo  délas 
Empresas,  y  pienso,  por  tanto,  que  debe  mantenerse 
la  resolución  recurrida,  sin  perjuicio  de  la  adopción 
de  las  medidas  tendentes  á  proveer  de'  moneda  de 
cobre  del  valor  de  uno  y  dos  centavos,  cuya  esca- 
sez es  notoria  en  esta  Capital. — Buenos  Aires,  No- 
viembre 19  de  189L — A.  E.  Malaver. 

En  vista  del  dictamen  que  precede^  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución  ■— 

Departamento  de  Hacienda. 

Noviembre  23  de  1 89 1 .  —Atento  lo  dictaminado  por 
el  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación, 
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E/  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

1**  No  ha  lugar  á  la  reconsideración  pedida  por  el 
representante  de  la  Compañía  de  Tramways  Ciudad 
de  Buenos  Aires  y  confírmase  la  resolución  conteni- 
da en  la  nota  pasada  al  Sr.  Jefe  de  Policía  de  la 
Capital  con  fecha  3  de  Noviembre,  que  corre  adjunta, 

2°  Comuniqúese  al  Sr.  Jefe  de  Policía  de  la  Ca- 
pital, publíquese  y  archívese. — PELLEGRINI. — V.  F. 

LrOPEZ. 


rUana    Domingo   E, — solicita    autorización   para    establecer 
una  Oficina  para  la  venta  de  papel  sellado. 

En  Noviembre  6  de  1891,  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda, 
el  Sr.  Domingo  £.  Diana,  solicitando  igual  autorización  ¿  la 
otorgada  al  Colegio  Nacional  de  Escribanos,  para  instalar  en  es- 
ta Capital,  una  Oficina  con  destino  á  la  venta  de  papel  sellado, 
en  las  mismas  condiciones  de  retribución  á  la  mencionada. 

La  Dirección  General  de  Rentas  manífes¡tó:  qae  ni  el  presupuesto 
vigente  ni  el  que  se  ha  sancionado  ya  en  una  de  las  Cámaras, 
asignan  partida  alguna  para  el  abono  de  comisión  por  venta 
de  sellos;  tal  consideración  y  la  de  creer,  que  bastan  las  su- 
cursales existentes  para  atender  las  necesidades  del  público,  la 
determinan  á  aconsejar  no  se  acceda  á  la   petición. 

La  Contaduría  General  dijo:  que  ha  sido  siempre  opuesta  á  esta 
clase  de  concesiones,  pero  que  habiéndose  hecho  al  Colegio  de 
Escribanos  una  concesión  análoga  á  la  que  se  pide,  toca  al  Go- 
bierno resolver  lo  que  estime  conveniente. 

El  Procurador  del  Tesoro,  dictaminó  en  esta  forma: 

ExMO.  Señor: 

Si  la  facultad  de  autorizar  la  venta  de  papel  sella- 
do y  estampillas  bajo  condiciones  estipuladas  con  par- 
ticulareSy  no  estuviera   comprendida  en  las  atribucio- 
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nes  generales  de  la  Administración,  bastaría  el  texto 
del  art.  50  de  la  Ley  n^  2871  de  17  de  Noviembre 
del  corriente  año,  que  ennpezará  á  regir  el  1®  de  Ene- 
ro próximo,  para  reconocer  una  base  legal  al  ejerci- 
cio de  dicha  atribución. 

Dicho  artículo  pena  á  los  que  expendiesen  estam- 
pillas y  papel  sellado  sin  haber  sido  autorizados  al 
efecto,  dando  claramente  á  entender  que  reside  en  el 
P.  E.  el  derecho  de  conceder  estas  autorizaciones  con- 
sultando las  conveniencias  generales.  Pienso  por  lo 
demás,  que  la  descentralización  de  la  venta  de  papel 
sellado  y  estampillas,  así  como  timbres  postales  en 
ciudades  de  importancia  en  que  las  transacciones  son 
muy  activas,  ofrece  al  público  facilidades  y  ventajas 
á  las  cuales  no  puede  ser    indiferente  el  Gobierno. 

Toda  la  cuestión  consiste,  á  mi  juicio,  en  dar  á  las 
Oficinas  que  se  autoricen  una  ubicación  conveniente, 
exigir  de  los  concesionarios  garantías  satisfactorias  y 
no  asignar  por  la  venta  sino  una  módica  comisión. 

Dentro  de  estas  indicaciones,  no  veo  inconveniente 
en  que  V.  E.  haga  al  recurrente  una  concesión  aná- 
loga á  la  otorgada  al  Colegio  de  Escribanos,  que  se 
menciona  en  los  precedentes  informes. — Estudio,  Di- 
ciembre 4  de  1891. — E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Marzo  5  de  1892. — Vista  la  precedente  solicitud 
del  Sr.  Domingo  E.  Diana,  corridos  los  trámites  de 
estilo  y  siendo  una  atribución  del  P.  E.  hacer  conce- 
siones de  la  naturaleza  de  la   solicitada, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 
Art.  1°  Acuérdase  al  Sr.  Domingo  E.  Diana  la  au- 
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torización  que  solicita  para  establecer  una  Sucursal 
destinada  á  la  venta  de  papel  sellado. 

Art.  2°  Las  compras  de  sellos  que  en  ningún  ca- 
so podrán  ser  menores  de  dos  mil  pesos  moneda  na- 
cional, deberán  hacerse  al  contado  por  el  recurrente 
con  un  descuento  de  dos  por   ciento. 

Art.  3^  Será  obligación  del  Sr.  Domingo  E.  Diana 
cambiar  los  sellos  inútiles  con  arreglo  á  la  ley  los  que 
serán  cangeados  en  la  Administración  del  ramo  por 
otros  útiles. 

Art.  4^  La  Sucursal  deberá  establecerse  en  un  pa- 
raje central  y  que  responda  á  las  necesidades  del  pú- 
blico. La  Dirección  General  de  Rentas  tendrá  la  fa- 
cultad de  inspeccionar  la  referida  Sucursal  cuando  así 
lo  juzgue  conveniente,  debiendo  el  Sr.  Diana  ponerse 
de  acuerdo  con  esta  Oficina  para  determinar  el  local 
donde  debe  establecerse  el  expendio  de  papel  sellado 
á  los  efectos  del  primer  párrafo  de  este  artículo. 

Art.  5°  El  P.  E.  se  reserva  el  derecho  de  exigir  ga- 
rantías á  su  satisfacción  que  afiancen  el  exacto  cum- 
plimiento del  presente  decreto. 

Art.  6^  Comuniqúese,  publíquese,  y  á  sus  efectos 
Rase  á  la  Dirección  General  de  Rentas.  —  PELLEGRINI. 
— V.  F.  López. 


Guillermo  White, — solicita  que  bs  materiales  del  Ferro- 
Garil  de  Buenos  Aires  y  Rosario,  que  introduzca  por  su 
muelle  de  Campana,  sean  exentos  del  derecho  de  eslin- 
gaje. 

En  10  de  Noviembre  de  1891  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacien- 
da I).  Guillermo  White,  Director  del  Ferro-Carril  de  Buenos 
Aires  y  Rosario  manifestando  que:  teniendo  que  introducir  ma- 
teriales para  dicho  Ferro-Carril,  por  el  muelle  de  Campana  cons- 
truido por  la  referida  Empresa,  cuyo  personal  así  mismo  es 
costeado  por  ella,  solicita  en  tal  virtud  sean  exonerados  del  pa- 
go del  derecho  de  eslingaje  los  expresados   materiales. 
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La  Dirección  General  de  Rentas  manifestó:  que  habiéndose  resuel- 
to en  casos  análogos  que  no  se  cobre  eslingaje,  fundándose  en 
en  que  este  impuesto  es  esencialmente  remuneratorio  de  un 
servicio,  no  siendo  procedente,  cuando  como  en  el  caso  presen- 
te, no  ha  sido  prestado,  debe  declararse  que  la  Empresa  solici- 
tante no  está  obligada  á  pagar  eslingsje  desde  que  los  materia^ 
les  á  que  se  refiere  se  desembarquen  por  su  muelle  y  el  servi- 
cio de  peones  sea  costeado  por  ella. 

La  Contaduría  General  opinó  en  igual  sentido  que  la  Dirección 
General  de  Rentas. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Seiíor: 

De  acuerdo  con  las  razones  expuestas  en  los  ante- 
riores informes,  V.  E.  puede  resolver  como  lo  solicita 
la  Compañía  Remmerich. — Febrero  8  de  1892. — E. 
García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio  Marzo  4  de  1892. — Resultando  del  pre- 
cedente expediente  que  lo  solicitado  por  la  Empresa 
del  Ferro-Carril  Buenos  Aires  y  Rosario  es  justo,  por 
cuanto  el  eslingaje  es  un  derecho  esencialmente  re- 
muneratorio, no  siendo  procedente,  cuando  como  en 
el  presente  caso  no  ha  sido  prestado,  y  siendo  la  re- 
ferida Empresa  propietaria  del  muelle  de  Campana  por 
donde  efectúa  el  desembarco  de  materiales  con  guin- 
ches de  su  propiedad  y  con  peones  pagados  por  ella, 

SE  resuelve: 

Hacer  saber  á  quien  corresponda  que  la  Empresa 
del  Ferro-Carril  Buenos  Aires  y  Rosario  está  exenta 
del  pago  de  eslingaje  por  las  operaciones  que  efectúe 
por  su  muelle  de  Campana,  siempre  que  la  carga  ó 
descarga  se  haga  en  las  condiciones  mencionadas  en 
el  presente   caso. 


j 
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de  Rentas  i  sjs  efecr^s. — ^V.  F.  Lc^fx. 


Sr.  Anur^  E.  BrZ'Wz^  i^pT«sei;*ar;Te  i«u  F<-jto-Cíjt«.  óe  B»mn»s 
Aires  V  Po«rtj>  ¿e  .&  £:ise5&5&  ismz^iie^iASc:*:  ^p«  á  la  OoB|dK 
ñia  que  rcpresei-ia  se  .«■  c-ng^  «rl  »^:*  i«  iereebvks  óe  e^ii^^ 
por  icis  MMíerA^f^  q^e  iiXToisct  ;»c»r  ¿.q  Biieile  ie  Pqcul  LanL, 
^endo  esbt  »•  jfr.pjeukd  «-iccsíVa  ^í*  ^a  Empresa  t  e.  persoriju 

bie?:io  respeei-:»  «l.  Ferriy-r^iJT.*  á  .a-  Co.:»riaSs  solicium  se  i«s 
coT^ce-iík  ImTQí^  ^tzzs^tak-.zz  parm  ^cs  maier^jues  que  n.urv>iiiuea& 
por  ei  c;t»i  •  mi2e..e  ie  su  pr-Z'p.eii  i. 

La  Direeci.'a  Gritra-  ^e  fU-Lta.^  m&..:fts&^;o:  que  ra  casáis  Jiaalo^is 
entre  otros  e.  que  meL-c-iii  e-  pe<curre:.ie,  se  ha*,  resue.io  Éivo- 
rab.eme :: le  e<i .«^  i^í.i.^s  Ij  «^ .:e  i mp'.»rt x  ? .e :  j i.-  . i>ár : co  cv"* r.  la 
práctica  se^u.  u.  que  ielie  aTe-.  lerse  ^i  pei:ciOLiante  en  e]  pre- 
se: .te  ea>>>. 

La.  Cootainria  Ceneral  expus<»:  que  s;  como  se  aserera.  ei  Feriv- 
Cami  de  que  ¿e  trata,  ver.ü'.-a  .a  iescar.-a  ie  sus  día  tena  le-s 
por  aiueiies  propios  j  c-^u  pers-iuai  costeado  por  e¿¡a  es  natu- 
ral que  no  abone  e¿.in^d;.e.  pues  que  éste  mas  que  un  derecho 
propiajnente  di.bo,  es  n.  r^mbu^j-ion  de  ua  servicio  que  se 
presta. 

Que  la  resjiu -ion  a  Ji?tar>e  ea  e*  presente  ca^o,  no  es  la  de  exo- 
neración dei  impuesto,  sí::o  que  se  •ieoiare  que  no  debe  la  refe- 
rida Empresa  efectuar  el    abono  de   eslitig<ye«  en  t:»nto   que  los 
materiales  que  introduzca,  sean  descar^aiios  por  sus  mneile$.  y 
con  personal  de  su    dependencia. 

El  Procura  lor  del  Tesoro  dictamino.* 

ExMO-     SeSor: 

De  acuerdo  en  un  todo  con  el    precedente  informe 
de  la  Contaduría  General,  creo  que  V^.  E,  debe  resol- 
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ver  como  esta  repartidón  lo  aconseja,— Diciembre 21 
de  1891.— E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio,  Enero  19  de  1892, — Atenta  la  solicitud 
del  Sr.  Arturo  C.  Brown,  representante  del  Ferro-Ca- 
rril de  Buenos  Aires  y  Puerto  de  la  Ensenada;  y  con- 
siderando justas  las  razones  en  que  funda  su  peti- 
ción, por  cuanto  la  descarga  de  sus  materiales  la  efec- 
túa por  su  propio  muelle  y  con  personal  de  la  Em- 
presa, 

SE  resuelve: 

El  impuesto  de  eslingaje  que  se  cobra  al  Ferro- 
Carril  de  Buenos  Aires  y  Puerto  de  la  Ensenada  por 
descargar  materiales  para  su  propio  consumo,  no  de- 
be hacerse  efectivo  cuando  la  descarga  se  practique 
por  el  muelle  de  Punta  Lara  que  es  de  su  propiedad 
y  siempre  que  el  personal  que  emplee  sea  dependien- 
te de  la  Empresa. 

A  sus  efectos  pase  á  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas previa  reposición  de  sellos. —V.  F.  López. 


Manuel  Laborda,  Vista  Auxiliar  de  la  Aduana  del  Rosario, 
— solicita  se  le  adjudique  el  importe  de  los  derechos  que 
se  mandan  pagar  á  los   Sres.  Jhon  Meiggs  Son  y  G*. 

En  14  de  Noviembre  de  1891,  el  Vista  Auxiliar  de  la  Aduana  del 
Rosario  D.  Manuel  Laborda,  presentó  un  escrito  al  Ministerio  de 
Hacienda  de  la  Nación  diciendo  que  después  de  haber  confirma- 
do el  P.  E.  el  fallo  del  Administrador  de  la  Aduana  de  la  loca- 
lidad, sobre  exceso  de  manifestación  por  materiales  introduci- 
dos por  los  Sres.  Jhon  Meígqs  Son  y  C*  como  representantes  del 
Ferro-Carril  Córdoba  y  Rosario;  siendo  él,  el  denunciante  de  di- 
cho exceso,  y   habiéndose  impuesto  de  la  nueva  resolución,  por 
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ol^sta't-e  .*-»  Lota  ya^^^A  j.»>r  el  M.Li>i^ri»>  ai  ^ír,  lV•^^rr^A,"5^^r  <í^ 
la  ciíaia  ProTjr  c-ja  p:  .:éLioie  h:c:era  respetar  y  cm«p,;r  o^n  t*>- 
dM  SOS  partes  1%  precita  i  i  ley.     Q^i^  c-íaií»  t^s-»  ^sj^^ciat-^ulo  po^r* 
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saba  repetirse  y  no  pudiendo  el  Poder  Ejecutivo  Nacional  te- 
ner confianza  en  su  agente  natural  el  Sr.  Gobernador  de  esa 
Provincia  para  que  la  impida,  creía  llegado  el  caso  que  senom' 
brara  un  agente  especial  que  haga  respetar  v  cumplir  la  ley 
sirriéndose   para  ello  de  la  fuerza  de  la  Nación  si  fuese  nece- 

<  sario. 

El  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  á  quien  se  pasó  en  con- 
sulta esta  nota,  dio  el  siguiente  dictamen.- 

ExMo.     Señor: 

La  ley  n^  2786  no  me  ha  sido  comunicada;  y  sien- 
do la  fecha  de  su  promulgación  la  de  3  de  Agosto 
del  corriente  año,  tampoco  se  halla  en  el  Registro  Na- 
cional, que  aún  no  ha  sido  publicado. 

He  podido,  con  todo  imponerme  de  ella  leyéndola 
en  la  página  38  del  décimo  informe  anual — año  1891 
— de  la  Sociedad  Argentina  Protectora  de  Animales: 
y  en  vista  de  ella  creo  fundada  la  queja  que  precede, 
dirijida  á  V.  E.  por  el  Sr.  Presidente  de  dicha  So- 
ciedad. 

Decláranse  actos  punibles  (dispone  el  art.  1^  de  la 
citada  Ley)  los  malos  tratamientos  ejercitados  con  los 
animales^  y  las  personas  que  los  ejerciten,  sufrirán 
una  multa  de  dos  á  cinco  pesos,  ó  en  su  defecto  arres- 
to, computándose  dos  pesos  por  cada  dia  de  arresto. 

En  la  primera  parte  de  este  artículo  se  hallan  sin 
duda  comprendidas  las  corridas  de  toros  pues  en  ella 
por  la  naturaleza  misma  de  los  actos  que  se  ejecutan 
con  los  toros  que  se  corren  importan  todos  ellos 
malos  tratamientos  que,  no  sólo  prohibe  la  ley,  sino 
que  los  declara  punibles. 

La  ley  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  de  5  de 
Agosto  de  1886  era  más  expresa  "Queda  prohibido, 
decía,  el  establecimiento  de  plazas  ó  circos  para  co- 
rridas de  toros  en  todo  el  territorio  del  Estado.**  Pe- 
ro no  obstante  que  la  n^  2786  del  H.  Congreso  Na- 
cional, no  se  ocupa  especialmente  de  corridas   de  to- 
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ros,  no  puede  dudarse  por  la    razón   antes  expuesta, 
de  que  se  encuentran  comprendidas  en  su  disposición. 

Si  las  corridas  de  toros  son  para  la  ley  actos  pu- 
nibles, es  una  consecuencia  necesaria  la  de  que  son 
igualmente  un  acto  ilícito;  y  por  tanto  prohibido.  No 
podría  decirse  con  razón  de  que  pagando  la  multa,  ó 
sufriendo  el  arresto  con  que  dicha  ley  castiga  el  acto 
punible,  podría  éste  continuar  ejecutándose  libremente 
porque  no  hay  libertad  para  ejercitar  los  actos  que  la 
Ley  declara  ilícitos  y  merecedores  de   pena. 

Soy  pues  de  opinión,  que  V.  E.  cumpliendo  la  ley 
citada,  no  debe  consentir  que  se"  establezcan  en  la 
República  plazas  ó  corridas  de  toros. 

En  la  nota  que  precede,  manifiesta  el  Sr.  Presi- 
dente de  la  Sociedad  Protectora  que  V.  E.  se  dirijió 
al  Exmo.  Sr.  Gobernador  de  la  Provincia  de  Santa 
Fé  pidiéndole  que  hiciera  respetar  y  cumplir  en  todas 
sus  partes  la  ley  n»  2786;  pero  que  á  pesar  de  ello, 
en  la  ciudad  del  Rosario,  ha  tenido  lugar  una  corri- 
da de  toros,  y  se  anuncian  otras,  como  lo  comprue- 
ba el  programa  que  acompaña;  por  lo  que  pide,  nom- 
bre V.  E.  un  agente  especial  que  haga  respetar  y 
cumplir  dicha  ley,  sirviéndose  para  ello  de  las  fuer- 
zas de  la  Nación,  si  fuere  necesario. 

Me  imajino,  que  S.  E.  el  Sr.  Gobernador  de  dicha 
Provincia  no  habrá  tenido  conocimiento  del  hecho  de- 
nunciado  ó  no  lo  habrá  creído  comprendido  en  las 
disposiciones  de  la  Ley;  pero  no  puede  suponerse  en 
él,  la  intención  de  no  prestar  la  debida  obediencia  ó 
de  negarse  á  hacerla  cumplir.  Y  siendo  dicho  Señor 
Gobernador,  agente  natural  y  constitucional  de  V.  E. 
para  las  leyes  -dictadas  por  el  H.  Congreso,  soy  de 
opinión  que  bastará  que  V.  E.  declare  que  las  corri- 
das de  toros  están  comprendidas  en  la  ley  n°  2786; 
y  que  le  recomiende  que,  haciendo  cumplir  la  citada 
ley,  no  consienta    dichas  corridas  en  la  Provincia  de 
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SU  mando. — Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1891.- 
Antonio  E.  Mala  ver. 

Dictándose  ¿  continuación  la   siguiente: 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Diciembre  4  de  1891. — Visto  este  expediente  ini- 
ciado por  la  Sociedad  Protectora  de  los  Animales  con 
motivo  de  una  corrida  de  toros  anunciada  para  efec- 
tuarse en  el  Hipódromo  Rosarino  (Provincia  de  Santa 
Fé)  y  lo  dictaminado  al  respecto  por  el  Sr.  Procura- 
dor General, 

E¿  Presideute  de  República — 

DECRETA : 

Ténganse  por  resolución  las  conclusiones  del  dicta- 
men del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  hága- 
se saber  al  Gobierno  de  la  Provincia  de  Santa  Fé, 
publíquese  é  insértese  en  el  Registro  Nacional. — 
PELLEGRINL— José   V.   Zapata. 


Interpretación  de  la  Ley  de  Impuestos  Internos  en  cuanto  se 
relaciona  con  la  G^.  «Argentine  Land  and  InTestiment  Li- 
mitada, que  debe  considerarse  como  radicada  en  el  extran- 
gero. 

En  Diciembre  1*  de  1891  el  Sr.  W.  R.  Robinson  del  Rosario,  como 
representante  de  la  Compañia  Argentina  ""Land  and  Investiment 
Limitada,  representa  al  Ministerio  de  Hacienda  manifestando  que 
la  Sociedad  Anónima  de  la  que  es  su  presentante  tiene  por  objeto 
comprar,  vender  tierras,  arrendarlas,  cultivarlas  y  explotarlas  en 
determinadas  industrias;  que  su  capital,  puede  decirse,  lo  tiene 
empleado  casi  todo  en  la.  República;  que  leal  mente  lo  declara 
que  su  directorio  principal  lo  tiene  establecido  en  Londres,  pero 
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que  esto  no  implica  para  que  se  le  pueda  denominar  Sociedad 
Anónima  radicada  en  el  extran^ro  como  lo  determina  el  Art.  1 " 
del  Decreto  Reglamentario  de  21  de  Setiembre  de  1891  el  que 
ejipresa  que  están  sometidas  al  impuesto  las  Sociedadades  Co- 
merciales siempre  que  su  dirección  principal  funcione  en  el  ex- 
tranjero Y  y  finalmente,  pagando  por  todas  sus  tierras  que  tienen 
en  la  República  los  impuestos  como  ser  el  de  Ck>ntribución  Di- 
recta etc.  se  le  exonere  ¿  esa  Compañía  de  los  impuestos  esta- 
blecidos en  la  Ley  n*  2774  de  *26  de  Enero  de  1891  y  decreto  re- 
glamentario de  la  misma  de  21  de  Setiembre  del  año  citado 

Pasado  á  dictamen  del  Señor  Procurador  del  Tesoro,  expuso: 

ExMO  Señor: 

Dictaminando  en  un  caso  análogo,  decía  hace  pocos 
días  á  V.  E. 

"Paréceme  evidente  que  la  principal  razón,  sino  la 
única,  que  puede  haber  tenido  el  H.  Congreso  al  es- 
tablecer una  difereficia  entre  las  sociedades  Argentinas 
y  las  extrangeras  á  los  efectos  del  impuesto,  es  que 
los  dividendos  ó  beneficios  de  estas  últimas  salen  del 
país  para  distribuirse  entre  los  capitalistas,  y  contri- 
buyen á  aumentar  en  forma  de  ahorro  el  capital  de 
otras  naciones,  sin  que  la  República  recoja  los  pro- 
vechos acumulados  así,  en  inversiones  que  fomenta- 
rían la  riqueza  nacional.  Dentro  de  esta  considera- 
ción, que  á  mi  juicio  responde  claramente  al  designio 
de  la  ley,  se  compensan  estos  inconvenientes  con  un 
pequeño  aumento  de  impuesto.  Creo,  por  lo  tanto, 
que  para  los  fines  de  la  mencionada  ley,  son  socie- 
dades de  Dirección  y  capital  radicado  en  el  extrange- 
ro  aquellas  que  tienen  fuera  del  país  su  administra- 
ción principal,  cuyas  acciones  hayan  sido  igualmente 
suscritas  fuera  del  país  y  cuyos  dividendos  deben,  por 
consecuencia,  ser  enviados  al  punto  de  residencia  del 
directorio  y  de  los  accionistas,  importando  poco  que 
la  empresa  de  que  se  trate  haya  invertido  sumas  más 
ó  menos  gruesas    en    las    intalaciones  y  objetos  que 
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representan  el  capital  fijo  de  sus  explotaciones  indus- 
triales „. 

En  tal  virtud,  pienso  que  la  Compañia  recuri'ente 
tiene  su  capital  radicado  en  el  extrangero  y  que  V,  E. 
debe  declararlo  á  los  efectos  de  la  ley  de  impuestos 
internos. — Buenos  Aires,  Agosto  16  de  1892. — E. 
García  Méroü. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires, — Setiembre  13  de  1892. — Visto  lo 
pedido  por  la  Compañia  "  Argentina  Land  and  Invest- 
ment  Company  limited„  y  considerando: 

1°  que  la  ley  al  establecer  la  diferencia  entre  so- 
ciedades argentinas  y  extrangeras  para  la  aplicación 
del  impuesto,  no  ha  sido  teniendo  en  vista  la  mane- 
ra de  explotar  el  capital,  sino  el  centro  que  vá  á  en- 
riquecer, base  esencial  de  la  distinción  de  la  ley: 

2^  Qi:e  la  sociedad  recurrente  por  el  hecho  de  in- 
vertir una  parte  de  sus  fondos  en  la  adquisición  de 
bienes  raíces  se  conceptúa  una  sociedad  radicada  en 
esta  República,  olvidando  que  las  ganancias  que  le 
reportan  estas  operaciones  y  las  múltiples  que  por  sus 
estatutos  pueden  realizar  no  se  distribuyen  en  el  país 
sino  que  salen  al  extrangero,  que  es  donde  tienen 
su  Directorio  y  verdadera  Administración,  buscando 
el  suscritor  de  sus  acciones  sin  tener  en  cuenta  para 
nada  el  punto  donde  se  efectúa  el  negocio, 

Por  estas  consideraciones; 

SE  resuelve: 

Hágase  saber  á  quienes  corresponda  que  la  Com- 
pañia "Argentine  Land  and  Investiment  Limitada,  „ 
está  radicada  en  el  extrangero  á  los  efectos  de  la 
aplicación  del  impuesto  respectivo. 
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Repónganse  los  sellos  é  insértese  en  el  Boletín  men- 
sual de  este  Departamento. — E.  Hansen. 


Colegio  Nacional  de  Escribanos, — propone  se  reemplacen  por 
sellos  de  igual  valor,  las  estampillas  usadas  en  las  esen- 
turas. 

En  Diciembre  1°  de  1891,  el  Presidente  del  Colegio  Nacional  de 
Escribanos,  ocurrió  al  Ministerio  de  Hacienda,  proponiendo  que 
en  lugar  de  las  estampillas  que  deben  agregarse  en  cada  escri- 
tura que  otorguen  los  escribanos  públicos,  se  emplee  un  sello, 
por  el  valor  total  de  las  mismas,  agregado  al  final  de  cada  cua- 
derno, con  la  nota  firmada  de  que,  ese  sello,  corresponde  al 
impuesto,  por  el  número  de  escrituras  contenidas  en  el  mismo 
cuaderno. 

La  Dirección  General  de  Rentas  manifestó;  que  podía  accederse  á 
lo  solicitado,  puesto  que  en  nada  se  aUera  por  tal  medida  la 
la  aplicación  de  la  ley  de  sellos,  desde  que  se  paga  integramente 
el  impuesto,  garantiéndose  mejor,  la  fiscalización  del  mismo. 

La  Contaduría  General  expuso:  que  participaba  de  la  misma  opi- 
nión de  la  Dirección  General  de  Rentas. 

El  Procurador  del   Tesoro,  dijo: 

ExMo.  Señor: 

Considero  muy  aceptable  la  indicación  hecha  por  el 
Colegio  Nacional  de  Escribanos,  y  creo  por  lo  tanto 
que  V.  E.  puede  dictar  la  medida  propuesta. — Febrero 
8  de  1892.-  -E.  García  Mérou. 

Resolución — 

Ministerio,  Enero  10  de  1892. — Atenta  la  precedente 
nota  del  Colegio  Nacional  de  Escribanos  proponiendo  la 
sustitución  del  uso  de  estampilla  de  cincuenta  centa- 
vos en  cada  escritura  que  otorgasen  los  Escribanos, 
por  un  sello  de  papel  del  valor  que  ellos  representen, 
agregado  al    final  del  legajo  y  siendo  muy  atendibles 
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las  consideraciones  en  que  se  fundan  y  no  alterando, 
por  otra  parte,  en  manera  alguna  la  aplicación  de  la 
Ley  de  Sellos,  por  tratarse  únicamente  de  cambiar  la 
forma  de  percibir  el  impuesto  que  ella  establece  y  de 
acuerdo  con  los    informes  producidos; 

SE  resuelve: 

Acéptase  lo  que  propone  el  Colegio  Nacional  de  Es- 
cribanos en  su  precedente  solicitud;  pase  á  la  Dirección 
General  de  Rentas  á  sus  efectos  y  para  que  avise  en 
respuesta  la  presente  resolución  al  referido  Colegio  Na- 
cional de  Escribanos  y  publíquese. — Vicente  F.  López. 


Doña  Rosa  Rodríguez  de  OlideD, — pide  que  el  Gobierno  Ar- 
gentino le  haga  reconocer  por  el  de  Bolivia  una  conce- 
sión de  1500  leguas  de  tierras. 

El  10  de  Diciembre  de  18i)l,  D'^.  Ko^a  Rodríguez  de  Oliden,  se  pre- 
sentó ante  el  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  á  fin  de  que 
el  Gobierno  Argentino  interpusiera  su  mediación  para  que  el 
de  Bolivia  le  reconozca  sus  derechos  á  mil  quinientcLS  leguas 
de  tierras  ubicadas  alrededor  del  río  Otuquis  y  que  dicho  G0-7 
bierno  concedió  á  su  abuelo,  el  ciudadano  argentino  D.  Manuel 
Luis  Oliden,  como  indemnización  por  perjuicios  que  sufjrió  du- 
rante la  guerra  de  la  Independencia. 

Pasada  la  solicitud  de  la  referencia  al  señor  Procurador  General, 
se  expidió  asi: 

ExMO.  SeSTor: 

En  el  escrito  que  en  copia  encabeza  este  expediente 
y  en  otros  documentos  del  mismo,  el  señor  D.  Ma- 
nuel L.  de  Oliden,  desde  el  27  de  Setiembre  de  1832 
se  llamaba  ciudadano  de  la  República  de  Bolivia, 
mientras  que  en  la  solicitud,  que  precede,  de  la  Sra. 
Rosa  Rodríguez  Oliden  se  indica  al  mismo  señor  Oli- 
den como  ciudadano  Argentino. 
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Seria  conveniente  se  estableciera  de  una  manera 
positiva,  si  dicho  señor  Oliden,  no  obstante  haber 
nacido  en  la  República,  adoptó  oportunamente  la  ciu- 
dadanía Boliviana. 

La  reclamante  se  dice,  además,  nieta  del  mismo 
señor  Oliden  y  por  consiguiente  su  heredera,  siendo 
en  este  carácter  que  ocurre  ante  V.  E.,  lo  que  no 
está  justificado  tampoco  en  este  expediente. 

Creo  conveniente  la  justificación  de  ambos  puntos, 
previamente  á  toda  resolución  de  V.  E.  —Diciembre 
18  de  1891. — Antonio  E.  Mala  ver. 

Dada  vista  á  la  interesada,  se  presentaron  D^.  Florencia  Oliden  de 
Rodríguez  y  D\  María  I^nacia  Oliden,  hijos  legítimos  del  Sr. 
Oliden  manifestando,  con  respecto  á  lo  indicado  por  el  señor 
Procurador  General,  que  no  existía  documento  alguno  que  jus> 
tincara  que  D.  Manuel  L.  Oliden  hubiera  adoptado  la  ciudada- 
nía Boliviana.— Acompañaban  la  partida  de  bautismo  de  ambas. 

Vuelto  el  expediente  a  consulta  del  señor  Procurador  General, 
informó  asi: 

ExMO.  Señor: 

En  este  expediente  seguido  por  la  sucesión  del  Dr. 
Manuel  Luis  de  Oliden,  reclamando  del  Gobierno  de 
Bolivia  el  reconocimiento  de  una  importante  conce- 
sión de  tierras,  se  han  acompañado  las  partidas  de 
bautismo  de  las  hijas  y  herederas  I>.  María  Flo- 
rencia y  D*.  María  Ignacia  del  Corazón  de  Jesús  y 
hecho  la  declaración  de  no  haber  tenido  conocimiento 
de  que  el  Señor  Oliden  hubiera  adoptado  la  ciudada- 
nía Boliviana. 

Tratándose  de  la  nacionalidad  del  Señor  Oliden  de 
notoriedad  argentina,  de  antecedentes  de  familia  bien 
conocidos,  habiendo  ejercido  hasta  el  cargo  de  Gober- 
nador Intendente  de  esta  Capital,  opino  que  la  expo- 
sición de  sus  herederos,  respecto  á  no  haber  cambia- 
do su    nacionalidad   por    acto   ó  documento    alguno, 
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escluye  la  necesidad  de  toda  ulterior  justificación  al 
respecto. 

Por  otra  parte,  tratándose  de  los  derechos  de  sus 
hijos  y  herederos,  cuya  nacionalidad  Argentina  que- 
dó justificada  con  las  dos  partidas  de  bautismo  acom- 
pañadas, su  derecho  á  la  protección  del  Gobierno  del 
país  en  las  gestiones  que  van  á  proseguirse  ante  el 
Gobierno  de  Bolivia,  me  parece  incontestable. 

Si  las  concesiones  de  tierra  cuya  adquisición  consta 
por  documentos  fehacientes,  no  pudieran  hoy  hacerse 
efectivas,  el  Gobierno  de  Bolivia  que  ha  reconocido  su 
existencia,  no  debería  procediendo  en  justicia,  dejar  de 
acordar  las  indemnizaciones  que  tan  modestamente  so- 
licitan los  reclamantes. 

Opino  pues,  que  V.  E.,  penetrándose  de  la  justicia 
de  esta  reclamación,  podría  encargar  al  Señor  Minis- 
tro Argentino  las  apoye,  interponiendo  sus  buenos 
oficios  ante  el  Gobierno  de  Bolivia. — Buenos  Aires, 
Febrero  10  de  1892. — Sabiniano  Kier. 

Resolución — 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Marzo  4  de  1892. — Adoptándose 
como  resolución  el  precedente  dictamen,  diríjase  la  nota 
acordada  al  Señor  Enviado  Extraordinario  y  Minis- 
tro Plenipotenciario  de  la  República  en  Bolivia  y  há- 
gase saber  al  Señor  Procurador  General  de  la  Nación. 
— Repónganse  los  sellos. — PELLEGRINI. — Estanislao 
S.  Zeballos 


El  Cónsul  Oeneral  ea  Alemania, — comunica  que  los  Escrí- 
banos de  Hamburgo  otorgan  instrumentos  en  español 
perjudicándoles  en  los  derechos  de  traducción. 

Con  fecha  10  de  Diciembre  de  1891— el  Sr.  Cónsul  General  de  la 
República  en  Alemania  Dr.  José  F.  López,  puso  en  conocimiento 
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del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  que  los  Escribanos  de 
Hamburgo  otorgaban  instrumentos  públicos  en  idioma  español 
que  debiaii  valer  ante  las  autoridades  argentinas  cometiéndose 
así  una  irregularidad  de  orden  judicial  y  defraudando  al  Con- 
sulado de  la  República  lo  que  le  correspondería  por  legalización 
y  traducción  de  los  citados  documentos. 
Pe  pidió  al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  que  ilictaminara 
y  éste  lo  hizo  así: 

ExMO.  Señor: 

Las  indicaciones  del  Sr.  Cónsul  Argentino  en  Ale- 
mania, que.  contiene  la  presente  nota,  me  paiecen 
acertadas. 

Los  notarios  tienen  la  fé  pública  respecto  de 
los  actos  pasados  ante  ellos;  pero  no  pueden  darla  de 
la  versión  al  idioma  español,  hecho  por  persona  sin 
carácter  oficial;  porque  esta  no  es  atribución  de  su 
oficio  y  para  que  esa  versión  haga  fé  se  requiere  por 
nuestras  leyes,  se  practique  por  un  traductor  públi- 
co legalmente  nombrado  y  autorizado  al  efecto. 

V.  E.  podría  en  consecuencia  resolver  de  conformi- 
dad á  lo  solicitado  por  el  Sr.  Cónsul  Argentino  en 
Alemania,  que  en  la  Cancillería  no  se  legalicen  los  do- 
cumentos vertidos  al  español,  sin  que  esa  versión  ha- 
ya sido  confrontada  con  el  original  en  el  idioma  del 
país  extranjero,  y  ratificada  por  el  mismo  Sr.  Cón- 
sul ó  persona  autorizada  en  su  Cancillería;  todo  su- 
jeto al  pago  de  los  correspondientes  derechos  Consula- 
res.— Buenos  Aires,  Febrero  25  de   1892. — Sabiniano 

KlER. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1892. — Vista  la  con- 
sulta del  Consulado  General  en  Alemania,  y  no  obs- 
tante lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  General  de 
la  Nación: 
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considerando: 

Que  las  facultades  notariales  atribuidas  á  los  Cón- 
sules Argentinos  por  el  art.  1^  del  Arancel  vigente, 
no  son  obligatorias  y  que  sólo  las  ejercitan  cuando 
los  interesados  las  piden  voluntariamente;  que  tratán- 
dose en  este  caso,  de  instrumentos  privados  en  cuyo 
contenido  no  interviene  el  Cónsul  por  no  ser  de  su 
competencia  el  examen  de  tales  papeles,  debiendo  li- 
mitarse el  ejercicio  de  sus  funciones  á  la  legalización 
de  la  firma  del  funcionario  público  autorizante  de  la 
firma  del  Escribano  en  el  punto  de  la  residencia  Con- 
sular.— Contéstese  al  Sr.  Cónsul  General  que  siempre 
que  se  le  presente  á  los  efectos  de  la  legalización  do- 
cumentos que  han  de  hacer  fé  en  la  República,  se 
limite  á  verificar  la  autenticidad  de  la  firma  del  ex- 
presado funcionario,  reservando  á  los  tribunales  del 
país  la  apreciación  legal  de  su  contenido. — PELEGRINI. 
— Estanislao  S.    Zeballos. 


El  Cirujano  de  Regimiento  Dr.  Francisco  P.  Súnico, — pide 
se  le  acuerde  la  patente  que  corresponde  á  la  gerarquia 
que  representa. 

En  Diciembre  11  de  1891,  la  Inspección  General  de  Sanidad  del 
Ejército,  elevó  al  Estado  Mayor  General  del  Ejército  y  éste  á  su 
tiempo  al  Ministerio  de  Ja  Guerra,  una  solicitud  del  Cirujano 
de  Regimiento  Dr,  Francisco  P.  Súnico  pidiendo  se  le  acuerde 
la  patente  correspondiente  á  la  gerarquía  que  represent-a;  y  en 
apoyo  de  ella  informaba  la  referida  Inspección  de  Sanidad,  hacien- 
do presente  que  el  Dr.  Súnico  entró  á  prestar  sus  servicios  como 
practicante  en  !a  fecha  que  indica  en  su  nota,  lo  que  consta  en 
los  libros  de  la  Inspección  prestando  sus  servicios  en  iguales  con- 
diciones á  las  de  los  otros  cirujanos  de  regimiento,  patentados 
con  arreglo  á  la  ley  y  habiendo  además  ascendido  por  rigurosa 
antigüedad  en  los  cargos  internos  ilel  Hospital. 

Después  de  varios  trámites  pasó  á  informe  del  señor  Auditor  de 
Guerra,  quien  se  expidió  como  sigue: 
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ExMO.   Señor: 

Con  arreglo  al  art.  9  de  la  ley  de  18  de  Octubre 
de  1888,  el  Cirujano  Dr.  Francisco  P.  Súnico  es  acree- 
dor, á  juicio  de  esta  Auditoría  á  la  patente  solicitada, 
en  virtud  de  lo  informado  por  el  Señor  Inspector  Ge- 
neral de  Sanidad  del  Ejército,  quien  hace  constar  se 
encuentra  el  recurrente  en  las  condiciones  de  antigüe- 
dad y  servicios  exigidos  por  la  ley,  poseyendo  también 
su  diploma  de  Médico  adordado  por  la  Facultad  repec- 
tiva,— Diciembre  21  de  1891. — Z?.  N.  Escalada. 

Habiéndose  corrido  nuevos  trámites  y  pasando  nuevamente  al    Sr. 
Auditor  de  Guerra,  este  funcionario  Dictaminó  en  esta  forma: 

ExMO.   Señor: 

Tengo  producido  mi  dictamen  con  fecha  3 1  de  Diciem- 
bre ppdo.  y  nada  más  que  agregar  al  presente. — Enero 
15  de  1892.— Z?.  N.  Escalada, 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra. 

Enero  27  de  1892. — Aprobado;  espídase  el  diploma 
respectivo.  ~  PELLEGRINI. — N.  Lavalle. 


Lesea  J.  M. — pide  ezoneraeión  del  impuesto  de  sellos  del 
uno  por  mil  y  autorización  para  empezar  operaciones  de 
trasbordo  en  el  cto  de  darse  entrada  á  los  vapores  con- 
ductores del    cargamento, 

En  19  de  Octubre  de  1891,  ocurrió  á  la  Administración  de  Rentas 
de  la  capital,  don  J.  M.  Lesea,  solicitando  exoneración  del  de- 
recho de  sellos,  de  uno  por  mil^  en  las  operaciones  de  trasbordo 
que  efectúe  en  este  puerto,  y  se  le  autorice  también,  para  em- 
pezar esas  operaciones,  en  el  acto  de  darse  entrada  á  ios  vapo- 
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res  conductores  de  los  cargamentos  procedentes  de  sus  saladeros. 

La  Admini.stración  de  Rentas,  al  elevar  al  Ministerio  dicha  solici- 
tud, manifestó:  que  respecto  al  primer  punto,  ó  sea  eioneración 
del  derecho  de  sello,  se  trata  de  un  impuesto,  cuya  percepción 
está  vigente,  por  lo  que  toca  al  Ministerio  resolver  lo  conve- 
niente; por  lo  que  hace  al  segundo,  permiso  para  los  trasbor- 
dos, no  vé  diñcultad  para  su  accesión,  siempre  que  se  llenen  las 
formalidades  que  se  observan  en  tal  caso; 

Que  si  bien  es  cierto,  que  el  impuesto  de  uno  por  mil.  sobre  el 
valor  de  los  cargamentos  á  trasbordarse,  importaría  una  suma 
respectable  'de  pesos,  timbien  lo  es,  que  sin  su  exoneración 
el  señor  Lesea  no  haría  aquí  esas  operaciones  y  las  verificaría 
en  Montevideo,  como  las  ha  practicado  hasta  ahora,  sin  paí?ar 
tai  impuesto; 

Que  tal  exoneración,  queila  perfectamente  compensada,  con  los  be- 
neficios que  se  reportarían,  tales  como:  los  derechos  de  puerto 
que  pagarían  durante  su  estadía  los  buques  cargadores;  los  fietes 
en  el  Ferro-Carril  garantido,  del  Ceibo  á  Concordia,  que  enton- 
ces tendría  que  ocupar,  el  cual  percibiría  por  transporte  de  los 
frutos,  que  actualmente  lleva  el  solicitante  por  territorio  ex- 
trangero,  algunos  miles  de  pesos  anualmente,  el  giro  de  su  ca- 
pital una  vez  establecido  en  esta  p liza;  la  ocupación  de  embar- 
caciones para  ali^jos  y  otros  usos,  de  estivadores,  peones  etc.  etc. 

La  Dirección  General  de  Rentas,  iltjo: 

ExMo.  señor: 

El  comerciante  señor  .1.  M.  Lesea  en  la  solicitud  que  antecede  ele- 
vada por  la  Administración  de  Rentas  de  la  Capital,  solicita  con 
poderosas  razones  la  exoneración  del  impuesto  de  sellos  y  estíi- 
dística  de  ufio  por  mil  para  las  operaciones  de  trasbordo  de  fru- 
tos procedentes  de  puertos  del  Hrasil  que  hace  venir  por  vía  de 
Caseros  y  Concordia  para  expurtarse  ai  exterior. 

Los  trasbordos  deben   efectuarse  en  el  puerto  de  la  Capital. 

Dicho  industrial  de  muehus  años  como  lo  espresa,  realizaba  e^tils 
operaciones  de  trasbordo  de  productos  de  salatieros  que  posép 
en  territorio  del  Brasil  (Alto  Uruguay)  y  lonconlia  en  el  puer- 
to do  Montevideo;  pero  hoy  con  las  ventajas  del  puerto  de  Bue- 
nos Aires  trata  de  establecerlos  aquí,  importando  esto  un  movi- 
miento de  ocho  á  diez  mil  toneladas  al  año  de  carga  á  trasbor- 
darse de  solo  el  primero  de  los  saladeros,  que  representaría  eou 
con  el  impuesto  aludido  un  fuerte  gravamen  á  que  no  está  su- 
jeto el  puerto  de  Montevideo. 

El  impuesto  en  cuestión,  es  el  que  determina  el  art.  30  de  la  ley 
de  sellos,  que  aún  cuando    por  la  letra  de  lo  en  él    consignatlo 
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debiera  comprenderlo  tambiea  á  estos  trasbordos;  hay  que  tener 
en  cuesta  que  el  tránsito  para  esa  parte  del  Brasil  está  excep- 
tuado de  las  prescripciones  que  ri^en  en  la  ley  general  de  adua- 
na que  se  sanciona  todos  los  años  por  el  H.  Congreso;  y  que 
por  reglamentos  y  decretos  especíales  del  Exmo.  Gobierno  se  han 
dado  mayores  franquicias  y  liberación  de  impuestos  á  ese  trán- 
sito por  intermedio  del  ferrocarril  del  este,  admitiendo  la  docu- 
mentación del  despacho  de  tránsito  en  papel  común  como  lo  es- 
tablece el  re<?lamento  y  decreto  de  33  de  de  Octubre  de  1879  en 
vigencia. — Las  cargas  de  que  se  trata,  procedentes  del  Brasil,  son 
las  mismas  que  en  virtud  de  la  franquicia  de  la  ley  de  Aduana 
y  del  decreto  reglamentario,  el  tránsito  por  el  Ferro-Carril  Ar- 
gentino del  Este,  viene  á  complementar  su  operación  de  salida 
de  la  jurisdicción  nacional  en  el  puerto  de  esta  capital,  trasbor- 
dando la  misma  carga  de  los  buques  y  vapores  de  cabotage  á  los 
mayores  de  ultramar; 

No  hhy,  pues,  razón  para  que  se  grave  cotí  un  derecho  de  sellos 
de  que  están  exceptuadas  esas  carcas  de  tránsito  aún  para  los 
permisos  de  a  luana,  que  los  sacan  en  papel  simple. 

A  parte  de  las  razones  expuestas,  para  considerar  esos  trasbordos 
en  la  aduana  del  puerto  de  la  capital  federal,  como  el  comple- 
mento de  las  operaciones  de  tránsito  del  Brasil,  libres  de  impues- 
tos aún  de.sellos  por  el  reglamento  vicíente,  deben  tenerse  en  vista 
las  consideraciones  recordadas  en  la  nota  con  que  ha  sido  eleva- 
da, que  si  se  restriqje  la  franquicia  acordada,  no  se  haría  el  tras, 
bordo  en  este  puerto  sino  en  el  de  Montevideo  como  se  ha  prac- 
ticado hasta  ahora  sin  pagar  tai  impuesto. 

Por  otra  parte  como  muy  bien  lo  hace  presente  el  hoñor  Adminis- 
trador de  la  aduana  de  la  capital,  se  obtendrán  mayores  beneficios 
para  el  Tesoro  Nacional  con  el  est^ibleci miento  de  las  operacio- 
nes en  esta  plaza  por  la  ocupación  del  puerto,  embaroaciones  pa- 
ra alijos  y  otros  usos,  contribuciones,  peones,  etc.;  extensivo  al 
progreso  de  nuestro  comercio. 

Por  las  consideraciones  expuestas,  la  Dirección  de  Rentas  es  de 
opinión  que  el  impuesto  cuya  exoneración  se  solicita,  no  le  com- 
prende á  este  tránsito,  por  estar  dentro  de  las  excepciones  regla- 
mentarias en  las  disposiciones  mencionadas;  y  que  así  correspon- 
de sea  declarada  por  Vo  E.  á  sus  efectos. 

Dirección  General  de  Rentas,— Marzo  31  de  íSd2— -David  Saravia, 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

Exmo  SeSor: 
Por  las  razones  del  tundado  informe  de  la  Dirección 
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General  de  Rentas  que  doy  por  reproducido  en  todos 
sus  partes,  mi  dictamen  es  que  V.  E.  resuelva  este 
asunto  como  lo  aconseja  dichja  repartición. — Marzo  30 
de  1892.— E.  García  Meróu. 

Resolución — 

Ministerio  Abril  6  1892. — En  vista  de  lo  solicita- 
do y  estando  exoneradas  de  derechos  de  Sellos  y  Esta- 
dística de  uno  por  mil  las  operaciones  de  trasbordo 
de  frutos  procedentes  de  los  puertos  del  Brasil  y  que 
vienen  por  vía  de  Caseros  y  Concordia,  y  siendo,  por 
otra  parte,  de  alta  conveniencia  para  el  Tesoro  Na- 
cional declarar  á  los  recurrentes  comprendidos  en  las 
excepciones  de  la  Ley,  por  los  mayores  rendimientos 
que  de  esto  le  resultará,  vuelva  á  la  Dirección  Gene- 
ral de  Rentas  para  que  así  lo  haga  saber  por  quienes 
corresponda  y  repónganse  los  Sellos. — E.  Hansen. 


Sobre  disolución  de  la  sociedad  «Banco  de  Ahorros. o 

El  Gerente   del    Banco    de  Ahorros    Sr.  Evaristo  A.  Gismondi,  se 
dirijió   al    Ministerio   de    Hacienda  el  21  de  Diciembre  de  1891, 
solicitando    se    declarase    cesante    la   personería  jurídica    de  la 
sociedad  que  representaba. 

Pasado  á   dictamen   del    Sr.  Procurador  del  Tesoro,  éste  opinó  lo 
siguiente: 

ExMO.  Señor: 

La  asamblea  General  extraordinaria  de  la  sociedad 
anónima  "Banco  de  Ahorros,"  reunida  con  los  requi- 
sitos que  determinan  los  Estatutos  y  de  acuerdo  con 
las  prescripciones  del  Código  de  Comercio,  ha  resuelto 
declarar  disuelta  y  en  liquidación  dicha  sociedad,  acep- 
tando la  propuesta  de  compra  de  la  misma  hecha 
por  el  Dr.    Nolasco,    á  cuyo  cargo  quedará  el  activo 
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y  el  pasivo,  mediante  el  reintí^gro  de  las  acciones  por 
su  valor  nominal,  más  un  6  ^/o  de  premio;  y  en  tal 
concepto,  el  Gerente  interino  solicita  de  V.  E.  el  re- 
tiro de  la  autorización,  en  virtud  de  la  cual  se  reco- 
noció la  personería  jurídica  del  mencionado  Banco. 

Nada'  tengo  que  observar  á  la  resolución  de  la 
asamblea  general,  en  cuanto  se  refiere  á  la  disolución 
de  la  sociedad  en  los  términos  que  autorizan  el  Art. 
354,  inciso  1°,  y  el  Art.  370,  inciso  4°  del  Código 
de  Comercio,  y  no  veo  inconveniente  para  que  V.  E. 
reconozca  esa  disolución  y  la  liquidación  consiguiente 
que  deberá  hacerse  en  la  forma  determinada  por  el 
citado  código. 

En  cuanto  á  la  transferencia  del  activo  y  del  pa- 
sivo, V.  E.,  á  mi  juiciov  no  está  llamado  á  pronun- 
ciarse sobre  ella  de  ningún  modo,  pues  se  trata  de 
una  operación  que  no  solamente  afecta  la  convenien- 
cia de  los  accionistas,  sino  también  los  intereses  délos 
terceros  acreedores  de  la  sociedad,  cuya  condición  legal 
V.  E.  no  puede  modificar  en  lo  más  mínimo. 

Por  estas  razones,  pienso  que  corresponde  decla- 
rar disuelta  la  sociedad  "Banco  de  Ahorros,'  y  dejar 
que  su  liquidación  se  haga  en  la  forma  legal,  siendo 
del  resorte  de  todos  los  interesados,  por  mutuo  con-, 
venio,  ó  de  los  tribunales,  en  caso  de  desacuerdo, 
la  solución  de  las  cuestiones  que  á  este  respecto 
puedan  presentarse  entre  los  socios  ó  con  los  terce- 
ros acreedores  de  la  sociedad. — Diciembre  14  de  1891. 
— E.  García  Merou. 

Pedida  la  opinión  del  Sr.  Procurador  de  las  Nación,  éste  dictaminó 
lo  siguiente.* 

ExMO.  Señor: 

Según  la  disposición  del  art.  15  de  los  Estatutos 
de  la  Sociedad  Anónima  "Banco  de  Ahorros  y  pe- 
queños Prestamos,"  puede  procederse  á  su  liquidación 

.  4t 


—  646  — 

cuando  lo  resuelvan  los  accionistas,  y  por  la  persona 
que  designe  la  asamblea  de  socios. 

De  acuerdo  con  esta  disposición,  la  asamblea  gtí- 
neral  fué  convocada  extraordinariamente  por  los  avisos 
insertos  en  los  diarios  acompañados,  para  el  23  de 
Noviembre  último,  en  cuyo  día  se  reunió,  según  re- 
sulta del  acta  que  reducida  á  escritura  pública  se  com- 
paña, con  una  representación  mayor  que  la  exigida 
por  el  art.  354  del  Código  de  Comercio;  y  por  una- 
nimidad de  votos,  se  resolvió  en  dicha  asamblea,  la 
disolución  y  liquidación  de  la  sociedad. 

Una  sociedad  anónima  puede  disolverse,  según  lo 
dispone  el  art.  370  del  Código  de  Comercio  por  la 
demostración  de  que  la  compañía  no  puede  llenar  el 
fin  para  que  fué  creada;  lo  que  resultará — ó  de  la  re- 
solución de  la  mayoría  de  los  socios  en  asamblea  ge- 
neral,—ó  de  la  declaración  que  haga  el  P.  E.  al  retirar 
la  autorización  mediante  la  cual  fué  formada  la  so- 
ciedad Anónima. 

Habiendo,  pues,  decidido  el  Banco  de  Ahorros,  en 
asamblea  general  de  sus  socios,  que  se  halla  en  la 
necesidad  de  disolver  y  liquidar  la  sociedad,  no  pue- 
de haber  inconveniente  en  que  V.  E.  le  retire  la  au- 
tarización  mencionada. 

En  cuanto  á  la  forma  de  liquidación  adoptada  por 
la  asamblea  de  accionistas,  creo  que  ella  debe  hacerse 
en  completa  conformidad  con  lo  que  dispone  el  Códi- 
go de  Comercio;  sin  que  V.  E  tenga  que  intervenir 
de  modo  alguno  en  ella,  como  lo  indica  el  Sr.  Pro- 
curador del  Tesoro. — Buenos  Aires,  Diciembre  19  de 
1891. — Antonio  E.  Mala  ver. 

En  seguida  el    Ministerio  dictó  la  siguiente: 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Diciembre    30  de    1891. — Atento  lo 
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solicitado  por  el  representante  de  la  Sociedad  Anóni- 
ma "Banco  de  Ahorros  y  Pequeños  Préstamos"  y  de 
conformidad  con  el  informe  del  Sr.  Procurador  del  Te- 
soro y  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
Nación, 

El  Presidente  de  la  República — 

decreta: 

* 

Art.  1°  Queda  retirada  la  personería  jurídica  de  la 
sociedad  anónima  "Banco  de  Ahorros  y  Pequeños 
Préstamos"  de  que  fué  investida  por  decreto  de  fecha 
27  de  Febrero  de  1889. 

Art.  2°  Previa  la  reposición  de  sellos  que  corres- 
ponda, dése  la  copia  auténtica  que  se  solicita,  publí- 
quese  y  agregúese  al  expediente  N®  59  letra  B,  año 
1889,  Sección  Cuarta  del  Ministerio  de  Hacienda  y 
60  B,  año  1891— PELLEGRINI— VicEXTE  F.    López. 


La  Sociedad  Anónima  Yíti-yinicola  «La  Portefia» , — pide  la  apro- 
bación de  sus  Estatutos . 

En  31  de  Diciembre  de  1891,  el  representante  de  la  Sociedad  Anónima 
viti-vinícola  "La  Porteña,  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior 
solicitando  la  aprobación  de  sus  estatutos  á  cuyo  efecto  acompa- 
ñaba los  documentos  que  consideraba  pertinentes  al  caso. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación  y  este 
funcionario  se  expidió  como  sigue. 

ExMO.  Señor: 

El  objeto  para  que  se  constituya  la  Sociedad  Anó- 
nima "La  Porteña"  es  puramente  comercial  y  de 
utilidad  incontestable. 
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Nada  hay  en  sus  estatutos  que  contradiga  las  pres- 
cripciones del  Código  de  Comercio  en  su  titulados  So- 
ciedades Anónimas  y  más  de  la  mitad  del  capital  so- 
cial ha  sido  suscrito  según    la    exposición  de  fojas  7. 

Nada  encuentro  por  tanto  que  observar  á  su  respecto 
opinando  que  V.  É.  pueda  acordarles  su  aprobación 
á  los  efectos  legales — Buenos  Aires,  Febrero  8  de  1892. 
— Sabiniano  Kier. 

£1  Ministerio  del  Interior  pasó  el  expediente  al  de  Justicia  en 
Febrero  19  de  189'3,  y  este  Ministerio  después  de  volverlo  al  in- 
'^eresado  para  cumplimentar  ciertos  requisitos,  lo  pasó  de  nuevo 
al  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien  dictaminó  asi: 

ExMO.  Señor: 

V.  E.  dispuso  á  fs.  15  se  autorizara  el  ejemplar 
de  los  Estatutos  acompañados  y  se  comprobase  haber- 
se llenado  el  requisito  establecido  en  el  inciso  3^  del 
artículo  318  del   Código  de  Comercio. 

Lo  primero  ha  sido  cumplido,  lo  segundo  también 
á  mi  juicio. 

Si  bien  de  la  cuenta  acompañada  sólo  resulta  un 
depósito  menor  al  1 0  Vo  del  capital  suscripto,  pues 
ese  depósito  según  el  recibo  de  f*.  21,  sólo  alcanza  á 
3254  pesos,  deben  agregarse  como  capital  realizado  las 
cantidades  gastadas  por  adquisiciones  de  la  sociedad, 
según  la  cuenta  de  f*.  16,  de  cuyo  contexto  no  es 
dado  dudar,  atenta  la  naturaleza  de  los  gastos  y  su 
relación  con  la  instalación  de  la  sociedad.  Por  ello 
no  veo  inconveniente  en  que  V.  E.  acceda  á  la  apro- 
bación é  inscripción  solicitada — Abril  16  dé  1892.  - 
Sabiniano  Kier. 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Abril  27  de  1892 — Visto  lo  dictami- 
nado por  el  Sr.    Procurador  General  de  la  Nación  y 
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habiéndose  llenado  los  requisitos  que  el  Código  de 
Comercio  exige  para  la  constitución  definitiva  de  las 
Sociedades  Anónimas, 

El  Presidente  de  la  República — 

ühXRETA  : 

Art.  1°  Apruébanse  los  estatutos  de  la  Sociedad 
Anónima  "La  Porteña"  sancionados  en  la  asamblea  de 
accionistas  de  fecha  15  de  Setiembre  de   1891. 

Art.  2^  Por  Secretaría  se  legalizará  la  copia  que 
se  permitirá  tomar  de  los  Estatutos  aludidos. 

Art.  3<>  Previa  reposición  de  sellos,  comuniqúese  á 
quienes  corresponda,  publíquese  á  insértese  en  el  Re- 
gistro  Nacional. — PELLEGRINI — Juan  Balestra. 


Don  W.  J.  Corrales, — propone  la  compra  de  terrenos  en  la 
Patagonia  para  explotar  minas,  construir  embarcaderos, 
r  P-  C.  C.  etc. 

Con  fecha  23  de  Diciembre  de  iS9i,  se  presentó  al  Ministerio  del 
Interi  r  D.  W.  J.  Corrales  propuiiiendo  comprar  al  Gobierno  32 
leguas  de  tierra  en  la  Patagonia  al  precio  de  $  500  la  legua,  con 
el  objeto  de  explorar  y  explotar  minas  de  carbón  de  piedra  ú 
otros  minerales  que  existen  ó  puedcín  descubrirse  dentro  de  la 
zona  que  designe  en  el  plazo  de  18  meses  y  el  derecho  á  cons- 
truir lineas  férreas,  embarcaderos,  muelles  ó  puertos  destinados 
al  transporte  y  explotación  de  los  productos  minerales  y  á  la 
importación  de  los  elementos  que  requieren  la  explotación  de  las 
industrias,  exonerándosele  del  pago  de  impuestos  nacionales  y 
locales  por  el  término  de  18  meses  para  todos  los  materiales, 
máquinas  y  útiles  destinados  á  la  instalación  y  explotación  de 
las  mismas  industrias:  debiendo  en  cambio  entregar  al  Gobierno 
el  2  V«  del  producto  liquido  que  se  obtuviere  de  la  explotación. 

La  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  manifestó  que  toda  Em- 
presa que  tenga  por  objeto  la  exploración  y  explotación  de  minas 
en  el  Territorio  de  la  República  debía  ser  decididamente  apoyada 
por  el  Gobierno,  pero  que  el    legislador  había    sidx)  tan    liberal 
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á  este  respecto  y  tan  previ sorad  habían  sido  sus  sanciones 
sobre  la  materia,  que  rara  vez  un  empresario  necesitará  más  de 
aquello  que  la  ley  acuerda,,  pues  por  lo  general  la  ley  acuerda 
al  empresario  muchas  mayores  ventajas  y  beneficios  que  los  que 
aquel  solicita;  que  el  Sr.  Corrales  se  propone  explotar  las  minas 
de  carbón  y  de  minerales  que  dice  conocer  en  el  Territorio  de 
la  Patagonia  y  cuando  por  la  ley  tiene  el  derecho  de  denunciar 
y  la  .libertad  de  explotar  sujindustria  sin  cargo  de  ninguna  clase* 
aún  cuando  las  minas  se  hallen  en  terrenos  de  propiedad  par- 
ticular, propone  comprar  á  la  Nación  la  tierra  y  dar  al  Gobierno 
una  participación  de  los  beneficios.  Que  en  cuanto  á  la  compra 
de  la  tierra  se  concretaba  á  manifestar  que  no  existia  ley  que 
la  autorice,  y  que  respecto  á  la  construcción  de  vías  férreas  etc. 
y  á  la  exoneración  de  impuesto  no  era  de  su  incumbencia. 
El  Señor  Procurador  del  Tesoro  se  expidió  en  éstos  términos: 

ExMo  Señor: 

"De  acuerdo  con  lo  informado  por  la  oficina  de 
Tierras  y  Colonias,  V.  E.  debe  resolver  que  el  recurrente 
solicite  lo  que  corresponda  con  arreglo  á  las  leyes 
vigentes  citadas  por  dicha  oficina. — Estudio,  Febrero 
11  de  1892. — E.  García  Mérou. 

De  estos  informes  se  dio  vista  al  interesado,  el  que  manifestó  que 
sin  desconocer  los  fundamentos  de  las  observaciones  hechas,  in- 
sistía en  su  pedido  por  que  en  lo  sustancial  se  armonizaba  con  la 
legislación  vigente  sobre  minas,  declarando  que  aceptaba  todas 
las  condiciones  que  en  cumplimiento  de  la  ley  se  le  impongan 
en  el  contrato  respectivo;  que  en  cuanto  á  la  facultad  en  el  P.  E. 
para  otorgarle  en  venta  la  tierra  solicitada,  aceptaba  la  conce- 
sión condicional  y  sujeto  á  lo  que  el  H.  Congreso  resuelva  en 
oportunidad,  obligándose  el  devolver  al  dominio  del  Estado  la 
tierra  en  el  caso  de  no   realizarse  la  Empresa  á  que  se  destina. 

Devuelto  á  la  Oficina  Central  de  Tierras  y  Colonias  indicó  que  no 
había  inconveniente  en  que  se  acceda  á  lo  solicitado,  estable- 
ciéndose un  plazo  prudencial  para  la  devolución  ó  bien  sometién- 
dose á  las  disposiciones  de  la  ley  núm.  2875  de  21  de  Noviembre 
de  1891,  respecto  al  precio  de  la  tierra,  como  en  cuanto  a  las 
condiciones  de  población,  introducción  de  capital  etc.  etc. 

La  Contaduría  General    opinó  que  podía  aceptarse  ad  referendun 
la   propuesta   del    recurrente   sometiéndola    en    oportunidad  al. 
Honorable  Congreso, 
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Devuelto    nuevamente  al  Señor  Procurador  del  Tesoro,  se  expidió 
asi. 

ExMo.  Señor: 

"Me  veo  en  el  caso  de  reproducir  y  ampliar  mi  dic- 
tamen n^  175,  de  11  de    Febrero  del  corriente     año, 

Si  el  recurrente  tiene  noticias  ciertas  de  la  existen- 
cia de  minas  de  carbón  de  piedra  y  cuenta  con  ele- 
mentos para  explotarlas,  debe  hacer  la  denuncia  en  la 
forma  que  marcan  las  leyes  y  acojerse  á*  los  bene- 
ficios que  estas  le  acuerdan. 

Si  su  certidumbre  á  este  respecto  no  es  completa, 
y  se  propone  efectuar  sus  exploraciones  al  amparo  de 
una  concesión  de  tierras;  debe  sujetarse  á  las  leyes 
que  rijen  la  enagenación  y  el  arrendamiento  de  la 
tierra  pública. 

En  uno  ú  otro  caso,  no  basta  decir  que  se  acep- 
tarán las  condiciones  que  se  impongan:  es  necesario 
formular  con  claridad  el  pedido,  citando  las  disposi- 
ciones legales  que  lo  amparan,  pues  no  es  admisible 
que  las  Oficinas  públicas  lo  hagan  en  reemplazo  del 
interesado,  ni  que,  confundiendo  materias  diversas,  se 
apliquen  al  fomento  de  la  industria  minera  las  leyes 
destinadas  al  de  la  colonización  ó  vice  versa. 

El  P.  E.  no  está  autorizado  á  vender  la  tierra  pú- 
blica sino  en  la  forma  y  con  los  fines  prescriptos  por 
el  poder  legislativo  de  la  Nación,  y  si  no  puede  con- 
traer á  este  respecto  una  obligación  pura  y  simple, 
sus  facultades  no  cambian  porque  se  agregue  á  ella 
una  condición    suspensiva  ó  resolutoria. 

Por  lo  demás,  tampoco  puede  V.  E.  conceder  el 
derecho  de  construir  líneas  férreas,  embarcaderos,  mue- 
lles ó  puertos,  ni  exonerar  á  la  Empresa  de  impues- 
tos nacionales  ó  locales,  ni  crear  la  jurisdicción  ar- 
bitral para  las  cuestiones  que  surjieran  en  el  cumpli- 
miento de  su   contrato. 

É 

Todo  esto  es  atribución  del  poder   legislativo,  ante 
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el  cual  no  podría  V.  E.  á  mi  juicio  Itevar  la  presente 
propuesta,  antes  ó  después  de  ser  aprobada  por  el  P. 
E.  para  patrocinarla  ó  consignarla  en  un  contrato  ad 
referendum^  por  las  siguientes  razones: 

1°  Porque  no  puede  tramitarse  este  asunto  sin  que 
se  dé  cumplimiento  á  lo  que  dispone  el  art.  22  de  la 
ley  de  papel  sellado  vigente. 

2^  Porque  al  P.  E.  no  le  constan,  y  no  puede  por 
la  tanto  basarse  en  ellos,  los  datos  positivos  en  que 
se  apoyan-  las  suposiciones  del  interesado  sobre  la 
existencia  de  carbón  de  piedra  en  la  zona  á  que  se 
refiere. 

3^  Porque  tampoco  le  constan  los  elementos  de  que 
disponga  el  recurrente  para  cumplir  las  obligaciones 
que   contrae. 

4°  Porque  tratándose  de  un  asunto  que  debe  ser 
considerado  y  resuelto  por  el  H.  Congreso,  lo  lógico 
y  natural  es  que  el  interesado  recurra  directamente  á 
él. — Estudio,    Abril   13  de    1892. — E.  García  Mérou. 

Recayendo  á  continuación  Ja    siguiente: 
Resolución  — 

Buenos  Aires,  Abril  23  de  1892. — De  acuerdo  con 
lo  dictaminado  por  el  Sr.  Procurador  del  Tesoro,  há- 
gase saber  al  Sr.  W.  J.  Corrales  ocurra  ante  quien 
corresponda. 

Archívese  este  expediente. — Zapata. 


Comisión  de  Obras  de  Salubridad,  -  pide  se  determine  la 
manera  de  proceder  por  la  Aduana  en  los  despachos  de 
esa  Comisión. 

En  28  de  Diciembre  de  1891,  la  Comisión  de  Obras  de  Salubridad 
se  dirijió  al  Ministerio  del  Interior,  elevando  las  facturas  de 
varios  artículos  remitidos  de  Europa,  con  destino  á  esa  Admi- 
nistración y  pidiendo  al  propio  tiempo  á  dicho  Ministerio  se  di- 
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rija  ai  de  Hacienda,  para  que  establezca  el  régimen  que  ha  de 
seguirse  en  lo  concerniente  al  pago  de  derechos  aduan.eros,  por 
ignorar  la  Comisión  si  tales  materiales  están  ó  no  exceptua- 
dos de  ese  pago. 

£1  Ministerio  del  Interior  pasó  esta  comunicación  y  sus  antece- 
dentes al  de  Hacienda,  ¿  ios  efectos  indicados. 

La  Dirección  General  de  Rentas  manifestó  al  respecto  lo  que  si- 
gue: que  los  artículos  247  y  249  de  las  Ordenanzas  de  Aduana 
establecen  de  un  modo  claro  y  preciso  la  forma  en  que  deben 
hacerse  los  despachos  de  mercaderías  que  lleguen  al  país  por 
cuenta  del  Gobierno,  ó  destinadas  á  oficinas  del  Estado  y  dicho 
procedimiento,  aplicado  al  caso  actual,  es  el  siguiente:  El  Jefe 
de  la  oficina,  á  cuyo  cargo  ó  consignación  vengan  los  efectos, 
se  presenta  al  Gobierno  solicitando  su  libre  despacho,  expre- 
sando en  la  solicitud  el  nombre  del  buque  conductor,  las  mar- 
cas, números  y  cantidad  de  bultos  y  el  contenido  de  estos. 

El  Ministerio  de  que  dependa  la  oficina,  después  de  tener  seguri- 
dad de  que  las  mercaderías  son  destinadas  al  servicio  público 
ú  oficia],  expide  la  orden  de  despacho  por  las  aduanas,  sin  más 
trámite,  ó  decreta  que  la  solicitud  pase  al  Ministerio  de  Ha- 
cienda para  su  resolución,  según  que  el  caso  sea  más  ó  menos 
claro. 

El  Procurador  del  Tesoro  dictaminó  en  estos  términos: 

ExMO.  Señor:  • 

Doy  por  reproducido   el  anterior  informe  de  la  Di- 
rección General  de  Rentas,    que  V.  E.  puede  adoptar 
como  resolución  de  la  presente  consulta. — E.  García 
Mérou. 

ResolMción — 

Ministerio,  Abril  18  92. — Adóptase  por  resolución 
el  precedente  informe  de  la  Dirección  General  de  Ren- 
tas; y  vuelva  á  esta  Oficina  á  los  efectos  ulteriores. 
— E.  Hansen. 
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La  Gompafiia  Nacional  de  Seguros  Populares, — solicita  la 
aprobación  de  las  modificaciones  introducidas  en  los  Es- 
tatutos. 

En  Diciembre  de  1891,  el  Presidente  de  la  Compañía  Nacional  de 
Seguros  Populares,  se  presentó  al  Ministerio  del  Interior  soli- 
citando la  aprobación  de  las  modificaciones  introducidas  en  los 
Estatutos  de  la  misma  sociedad,  que  acompañaba,  autorizada 
por  las  Asambleas  Generales  de  accionistas  en  unión  de  los  ac- 
tos de  dichas  Asambleas  y  de  los  Diarios  en  que  constaba  la 
convocatoria. 

Pasó  á  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la  Nación,  quien 
lo  emitió  asi:' 

ExMo    Señor: 

Ni  las  actas  de  las  dos  asambleas  generales  en  que 
han  sido  reformados  los  Estatutos  de  la  Compañía 
Nacional  ** Seguros  Populares"  ni  la  copia  de  los  mis- 
mos Estatutos,  tales  como  quedan  después  de  las  re- 
formas hechas,  han  sido  autenticadas  como  deben  serlo 
del  Presídante  y  Secretario  de  la  Compañía. 

Sírvase  V.  E.  disponer  se  llene  previamente  esta 
formalidad;  y  que  fecho  vuelva  este  expediente  á  mi 
despacho. — Buenos  Aires,  Enero  4  de  1892. — Anto- 
nio E.  Malaver. 

Subsanada  esta  dificiencia  en  la  vista  que  se  dio  al  interesado 
pasó  de  nuevo  al  señor  Procurador  General  de  la  Nación  quien 
se  expidió  en  estos  términos: 

ExMo.  Señor: 

La  Sociedad  Anónima  "Seguros  Populares"  pide  á 
V.  E.  la  aprobación  de  la  reforma  de  los  estatutos 
acompañados  á  foja  1*. 

Los  Diarios  adjuntos  muestran  que  las  citaciones 
para  la  convocación  de  la  asamblea,  se  han  hecho 
en  debida  forma  ;  y  el  acta    de    foja  1*  que  las  re- 
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formas  ño  contienen  en  general  modificación  sustan- 
cial de  los  anteriores  estatutos  reformados,  que  obtu- 
vieron fa  aprobación  de  V.  E.  según  consta  á  f^.   15. 

Ha  llamado  mi  atención  el  artículo  22  que  limita 
el  derecho  de  asistir  y  votar  en  las  asambleas  á  los 
poseedores  de  menos  de  cinco  acciones;  pero  pienso 
que  así  como  en  las  compañías  colectivas,  puede 
haber  un  socio  comanditario  sin  intervención  en  los 
negocios  sociales,  según  lo  autoriza  el  art.  102  del 
Código  de  Comercio;  en  bs  anónimas,  puede  haber 
accionistas  que  renuncien,  bajo  el  compromiso  creado 
por  los  Estatutos,  á  toda  intervención  en  las  asam- 
bleas. 

El  art.  37  de  las  reformas  reduce  4  cinco  años  el 
término  de  diez  establecido  en  los  anteriores  para 
prescripción  de  los  dividendos  no  cobrados,  y  aunque 
esta  prescripción  contraría  los  términos  establecidos 
en  el  Código  Civil,  la  creo  aceptable  atendiendo  á  que 
las  leyes  sobre  prescripción  no  bon  de  orden  público  y 
los  interesados  pueden  renunciar  el  derecho  de  opo- 
nerlas sin  que  los  Jueces  tengan  el  de  suplirlas  de  oficio. 

V.  E.  se  ha  de^  servir  en  consecuencia,  aprobar  los 
nuevas  reformas  con  la  declaración  con  que  lo  fueron 
las  anteriores  que  quedan  incorporadas  á  ellas,  todas 
las  disposiciones  del  nuevo  Código  de  Comercio, 
cuyo  cumplimiento  es  obligatorio  para  esta  clase  de 
sociedades. —Buenos  Aires,  Febrero  19  de  1891 — Sa- 

BINIANO    KlER. 

En  24  de  Febrero  de  1892,    el  Ministerio    del  Interior  pasó  el  ex- 
pediente de  la  referencia  al  de  Justicia,  que  dictó  la  siguiente; 

Resolución — 

Departamento  de  Justicia. 

Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1892— En  atención  al 
precedente  dictamen  del  Sr.  Procurador  General  de  la 
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Nación  y   al  documento    que  corre    de  fs.   1  á  6  in- 
clusive, 

El  Presidente  de  ¿a  República — 

decreta: 

Art.  1*^  Apruébanse  las  modificaciones  introduci- 
das en  los  Estatutos  de  la  Compañía  Anónima  "Se- 
guros Populares"  por  la  Asamblea  Extraordinaria  de 
accionistas  reunida  el  12  de  Octubre  de  1891,  qut- 
dando  incorporadas  á  ellas  todas  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio  cuyo  cumplimiento  es  obligato- 
rio para  esta  clase  de  Sociedades. 

Art.  2<>  Por  Secretaría  se  legalizará  la  copia  de  los 
Estatutos  modificados,  que  se  permitirá  tomar  al  re- 
presentante de  la  Compañía. 

Art.  3°  Previa  reposición  de  sellos,  comuniqúese 
á  quienes  corresponda,  publíquese  é  insértese  en  el 
Registro  Nacional. — PELLEGRINI.— Juan  Balestra. 


La  Intendencia  Municipal  de  la  Capital,— sobre  el  levanta- 
miento de  rieles  del  F.  C.  del  Oeste  de  la  calle  dentro 
América. 

La  Intendencia  Municipal  solicita  el  levantamiento  de  rieles  del 
F.  C.  del  Oeste  en  la  calle  Centro  América.  Después  de  haber 
solicitado  los  informes  de  las  Oñcinas  Técnicas,  se  dio  vista  al 
interesado  que  en  ella  ale^ó  el  derecho  qne  tenía  á  la  vía  opo- 
niénuose  á  su  levantamiento  en  virtud  de  ser  de  su  exclusiva 
propiedad,  por  haberlo  comprado  al  Gobierno  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  antiguo  dueño  y  constructor  de  dicha  línea. 

En  este  estado  de  cosas  se  pasó  á  informe  del  Sr.  Procurador  de 
la  Nación  habiendo  informado  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 
Los  fundamentos    que   la    Intendencia    de  la  Ca- 
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pítal  aduce  para  la  supresión  de  los  ramales  del  mué* 
lie  de  Catalinas  á  Once  de  Setiembre  y  de  ésta  al 
Riachuelo,  son  incontestables. 

Una  vía  férrea  de  locomoción  á  vapor  y  tan  in- 
menso tráfico,  no  debe  jamás  correr  sobre  las  calles 
de  una  ciudad,  perjudicando  el  tráfico,  comprometiendo 
la  vida  de  los  que  la  transitan  y  sacrificando  el  bienestar 
y  libre  acceso  de  sus  vecinos. 

Contra  esos  fundamentos  que  la  Empresa  del  F.  C. 
del  Oeste  no  desconoce,  sólo  opone  sus  derechos  de 
propiedad  del  Ferro-Carril  adquirido  por  compra  á  la 
Provincia  de  Buenos-Aires. 

La  adquisición  por  compra  es  un  hecho  innegable 
constituido  por  documentos  públicos. 

Pero  importa  averiguar  ¿La  Provincia,  al  vender 
sus  ferro-carriles,  incluyó  en  esa  venta  las  calles  pú- 
blicas de  la  Capital  Federal  por  las  que  corren  algu- 
nas de  su  vías? 

Evidentemente  no. 

La  propiedad  de  las  vías  públicas,  no  constituye 
un  derecho  privado  ni  entra  en  el  dominio  privado  por 
ningún  de  los  medios  legales  de  adquirir.  Puede  con- 
cederse su  uso  temporario,  jamás  su  dominio. 

La  Provincia  de  Buenos  Aires  no  ha  vendido  lo  que 
no  se  puede  vender — lo  que  tampoco  ha  declarado 
vender — lo  que  finalmente  no  estaba  bajo  su  juris- 
dicción desde  que  la  Capital  con  todo  el  territorio  de 
su  municipio,  pasó  á  la  administración  federal  por  la 
ley  de  21  de  Setiembre  de    1880. 

No  teniendo  la  empresa  la  propiedad,  sino  el  uso; 
ese  uso  puede  ser  suspendido  cuando  las  necesidades 
del  servicio  público  lo  requieran. 

Y  ese  caso  ha  llegado,  según  la  exposición  de  la 
Intendencia  Municipal  é  informes  de  las  respectivas 
Oficinas  Técnicas. 

Toca  al  recto  criterio  de  V.  E.  resolver,  de  acuer- 
do con  ellos,  el  tiempo  y    medios  mas    oportunos    y 
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menos  perjudiciales  para  la  renovación  de  ramales, 
solicitada  en  estas  actuaciones. — Mayo  15  de  1892. — 
Sabiniano   Kier. 

Después  de  este  dictiimen  se  presentó  la  Empresa  del  F.  C.  del 
Oeste  solicitando  se  le  diese  vista  para  contestar  este  informe; 
concedida  la  vista,  la  Empresa  sostiene  su  derecho  á  ocupar 
á  perpetuidad  la  calle  Centro-América  con  sus  vías»  por  haber 
comprado  dicha  Empresa  el  F.  C.  con  todas  sus  vías  y  trazados 
á  la  Provincia  de  Buenos  Aires.  Dada  vista  nuevamente  al  Sr. 
Procurador  de  la  Nación    dictaminó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Para  apreciar  el  derecho  á  la  ocupación  á  perpetuidad  de 
la  calle  Ecuador,  que  esta  empresa  sostiene  haber  adquirido 
por  la  compra  del  F.  Carril  á  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
sería  necesario  tener  á  la  vista  la  escritura  de  compra  y 
los  antecedentes  relativos  á  la  primera  ocupación  é  insta- 
lación de  los  rieles  sobre  esa  vía,  por  la  administra- 
ción constructora.  Lo  primero  depende  de  la  Empresa, 
lo  segundo,  del  P.  E.  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
en  cuyo  poder  deben  existir  los  antecedentes  de 
construcción  del  Ferro-Csrril. 

Ruego  á  V.  E.  se  sirva  se  agregue  la  escritura  y 
se  traigan  ad  efectum  videndi  aquellos  antecedentes, 
solicitándolos  por  oficio  del  Sr.  Gobernador  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  Octubre  29  de  1892. — 
Sabiniano  Kier. 

En  virtud  de  lo  pedido  por  el  Sr.  Procurador    de  la  Nación  en  el 

precedente  dictamen,  se  solicitaron  del  Gobierno  de    la   Provincia 

los  informes  requeridos. 
El  Gobierno    de    la   Provincia    de  Buenos   Aires  remitió  todos  los 

antecedentes  relativos  á  la   construcción  y  enagenación  del  F.-C. 

del  Oeste.    Con  todos  estos  antecedentes  pasó  nuevamente  al  Sr. 

Procurador  habiendo  informado  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 
La  discusión  promovida  y  sostenida  con  tanto  brillo 
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como  ilustración  por  la  Empresa  del  Ferro-Carril  del 
Oeste,  arranca  de  una  base  fundamental  equivocada — 
la  propiedad  de  la  calle  Centro  América,  que  el  Ferro 
Carril  se  atribuye,  en  virtud  de  la  compra  al  Gobierna 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

Si  la  venta  hubiera  incluido  expresamente  la  vía 
pública,  sobre  que  corre  el  ramal  á  las  Catalinas  y 
esa  vía  publica  fuese  susceptible  de  apropiación  en 
pleno  dominio;  las  garantías  constitucionales  invocadas 
por  la  empresa  cecionaria,  serian  de  incontrover- 
tible aplicación,  y  la  jurisprudencia,  lo  mismo  de  la 
Suprema  Corte  Argentina,  que  los  Jueces  y  Tribunales 
de  los  Estados  Unidos  de  la  América  Septentrional, 
cuya  autoridad,  con  razón  se  encomia,  no  harían  sino 
corroborar  una  verdad  latente  é  incontestable,  de  que 
dá  testimonio  el  Art.  17  de  nuestro  Código  fundamen- 
tal en  esta  fórmula  concisa.  "La  propiedad  es  inviolable". 

Pero  no  en  vano  he  solicitado,  por  sensible  que  me 
fuera  demorar  la  solución  urgente  de  este  reclamo,  las 
diligencias  de  fs.  70  y  53  del  expediente  agregado. 

Ellas  han  sacddo  de  los  archivos  del  Gobierno  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  exhibido  ante  V.  E. 
antecedentes,  inventarios  y  escrituras  que  demuestran 
que  jamás  la  Provincia  de  Buenos  Aires  enagenó  al 
Ferro-Carril  del  Oeste,  las  propiedades  de  la  vía  pú- 
blica "  Calle  Centro  América"  que  recorre  longitudi- 
nalmente el  ramal  en  cuestión:  jamás  la  ley  que  au- 
torizó la  construcción  de  ese  ramal  para  la  Provincia 
le  atribuyó  propiedad  sobre  la  vía;  jamás  la  Provincia 
al  ceder  el  Municipio  de  la  Ciudad  de  Buenos  Aires 
para  Capital  de  la  República,  se  reservo  la  propiedad  del 
terreno  que  constituye  la  vía  pública, — ajamas  tampoco 
incluyó  esa  vía  pública  de  la  Ciudad  Metropolitana,  en 
la  enagenación  y  transferencia  del  dominio  de  sus 
ferro-carriles. 

Demostrados  estos  antecedentes  con  los  documentos 
que  paso  á  desenvolver  en   presencia  de  V.  E.,  que- 
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dará  evidenciado  el  derecho  que  asiste  á  la  autoridad 
pública  para  disponer  el  levantamiento  de  los  rieles. 

El  ramal  en  cuestión  toma  origen  en  un  proyecto 
del  Directorio  del  Ferro-Carril  del  Oeste,  que  adopta- 
do por  el  P.  E.  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  en 
25  de  Octubre  de  1867,  dio  origen  á  la  ley  Provin- 
cial que  autorizó  su  constitución  en  21  de  Junio  de 
1869. 

Ni  en  la  comunicación  del  Directorio,  ni  en  el  men- 
saje del  Ejecutivo,  ni  en  la  ley  concerniente,  se  refiere 
adquisición  á  propiedad  del  terreno  para  la  vía.  To- 
dos los  documentos  de  referencia  espresan  solamente 
*^  que  el  P.  E.  invertirá  la  suma  de  9.000.000  en  la 
construcción  de  un  ramal  que  arranque  del  1 1  de  Se- 
tiembre y  llegue  al  puerto  de  las  Catalinas.'' 

Verificada  la  traza,  se  la  hace  recorrer  una  parte  de 
la  calle  Centro  América,  es  verdad:  pero  este  hecho 
de  carácter  puramente  administrativo  no  altera  la  pro- 
piedad pública,  e¿  uso  público  ese  dominio  comunal  é 
individualmente  inapropiable  que  es  de  esencia  en  los 
casos  destinados  al  uso  permanente  de  la  comunidad. 

Sin  una  ley  especial  que  declaren  de  propiedad  del 
ramal  autorizado  la  parte  de  la  calle  ocupada  por  sus 
rieles,  el  Feíro-Carril  no  pudo  invocar  propiedad  -y 
si  sólo  un  uso  eventual  de  la  vía  pública  por  tiempo 
indeterminado.  La  indeterminación  en  materia  admi- 
nistrativa, no  crea  derechos  á  perpetuidad,  que  son  de 
esencia  del  dominio  pleno.  Deja  á  la  autoridad  con- 
cesionaria en  libertad  de  reprimir  ó  restringir  el  uso 
acordado,  cuando  las  necesidades  del  servicio  público 
á  que  están  destinadas  lo  requieran.  Por  que  las  co- 
sas públicas  y  en  especial  las  vías  públicas,  no  son 
apropiables  ni  aún  á  título  de  prescripción  inmemo- 
rial. Desde  la  ley  7,  título  29  de  la  partida  3^  has- 
ta nuestro  Código  Civil  en  su  art.  3952,  viene  repi- 
tiéndose una  prescripción  negativa  uniforme  al  respeto 
y  esa  prescripción   de    nuestra   legislación  antigua  y 
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moderna  tiene  fundamentos  incontestables  en  la  doc- 
trina sostenida  por  todos  los  tratadistas  de  derecho 
administrativo.  El  principio  de  la  inapropiabilidad  é 
imprescriptibilidad  de  las  cosas  destinadas  al  uso  pú- 
blico, constituye  hoy  un  axioma  tan  reconocido  como 
universal. 

Siendo  evidente  é  incontestable  la  preexistencia 
de  la  vía  pública,  que  no  fué  suprimida  por  la  auto- 
ridad municipal  de  cuyo  régimen  dependía  y  que  tam- 
poco la  ley  de  autorización  del  ramal  acordó  su  su- 
presión ó  enajenación  en  favor  de  la  línea  férrea,  el 
hecho  de  la  ocupación  no  crea  sino  derechos  de  uso 
y  posesión,  sujetos  á  las  determinaciones  administra- 
tivas. 

Tal  era  la  situación  de  hecho  creada  al  Ferro  Ca- 
rril del  Oeste  por  la  Provincia  misma  constructora, 
cuando  la  ley  de  cesión  del  municipio  de  la  ciudad 
de  Buenos  Aires,  para  Capital  de  la  República,  fijó 
en  21  de  Setiembre  de  1880,  los  derechos  adquiridos 
por  la  Nación  y  los  expresamente  reservados  para  la 
Provincia.  „ 

El  art.  4^  de  esa  ley  prescribe  á  este  último  res- 
pecto *•  que  la  Provincia  mantendrá  igualmente  la  ad- 
ministración y  propiedad  de  sus  Ferro-Carriles  y  Te- 
légrafos, aunque  empiece  su  arranque  en  el  munici- 
pio de  la  ciudad,  conservando  así  mismo  la  propie- 
dad de  los  demás  bienes  que  tuviera  en  él. 

La  administración  y  propiedad  de  un  Ferro-Carril 
y  Telégrafos  no  ha  sido  discutida  ni  contestada;  la 
propiedad  de  los  demás  bienes  que  tuviese  la  provin- 
cia en  el  Municipio  Federal  tampoco.  Pero  ni  puede 
pretenderse  que  la  calle  Centro  América,  quedase  por 
esa  ley  en  el  dominio  y  administración  de  la  provin- 
cia como  parte  accesoria  de  sus  Ferro-Carriles  y  Te- 
légrafos, ni  menos  que  esa  calle  pública  quedase  en 
su  dominio,  como  uno  de  los  bienes  de  su  propiedad 
reservada. 

42 
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La  ley  de  federalízación  de  1880  nada  ha  estable- 
cido que  pudiera  cambiar  el  carácter  esencialmente 
inapropiable  de  la  via  pública.  Sus  términos  genera- 
les, la  interpretación  doctrinaria  por  razón  de  la  ma- 
teria y  el  criterio  con  que  ha  sido  aplicada  por  ambas 
partes,  limitan  su  mandato  á  lo  expresado:  Ferro-Ca- 
rriles, Telégrafos  y  otros   bienes. 

No  es  lógico  ni  jurídicamente  posible  deducir  de 
esta  ley,  la  conservación  por  parte  del  Ferro-Carril 
de  la  Provincia  de  un  derecho  que  por  otra  parte,  he 
demostrado  no  tuvo  jamás  sobredominio  ó  uso  per- 
petuo de  la  calle  Centro  América  con  el  ramal  á  Ca- 
talinas. Esa  ley  no  justifica,  pues,  en  ninguna  de 
sus  prescripciones  la  propiedad  que  el  Ferro-Carril  in- 
voca. 

Las  leyes  actas  y  documentos  producidos  con  oca- 
sión de  la  venta  de  los  Ferro-Carriles  demuestran  que 
la  provincia  de  Buenos  Aires,  así  lo  ha  entendido  tam- 
bién. 

En  efecto,  la  ley  sancionada  por  su  legislatura  en 
23  de  Setiembre  de  1889  anuncia  en  términos  gene- 
rales, la  venta  por  licitación,  de  las  líneas  y  empresas 
de  los  Ferro-Carriles  de  la  Provincia,  con  todos  sus 
terrenos,  vías,  estaciones,  talleres,  etc.  etc.  y  el  de- 
creto del  P.  E.  de  Diciembre  16  del  mismo  año,  que 
anunció  la  licitación,  prescribió  por  su  artículo  2^  que 
la  entrega  de  los  Ferro-Carriles  del  Estado,  se  efec- 
tuara por  la  Dirección  General  de  Ferro-Carriles,  cofi 
sujeción  al  inventario  practicado  por  la  Comisión  de 
Contadores  aprobado  por  decreto  de  la  misma  fecha 
(actas  y  testimonios  á   f.  23). 

Celebrado  el  contrato  con  sujeción  á  los  antece- 
dentes relacionados,  el  P.  E.  otorga  escritura  pública 
de  venta  según  el  testimonio  f.  40  espresando  que  trans 
ñere  la  propiedad  y  dominio  de  todas  las  pertenencias  y- 
declarando,  al  mismo  tiempo,  que  los  terrenos  com- 
prendidos en  este  contrato,    son    los    que    figuran  en 
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ios  estados  levantados  por  la  cx)misión  de  contadores, 
que  practicó  los  inventarios  y  que  se  agregan,  como 
parte  integrante  de  la  escritura. 

Era  muy  importante  estudiar  minuciosamente  esos 
estados,  y  por  ello  pedí  á  V.  E.  la  agregación  que 
en  testimonio  corre  de  f.    40  adelante. 

En  este  testimonio  se  refiere  la  transferencia  de  tres 
diversas  categorías  de  terrenos  ocupados  por  los  Fe- 
rro-Carriles vendidos,  á  saber: 

\^  Terrenos  sobre  los  que  la  Provincia  tiene  de- 
rechos de  propiedad  y  absoluto    dominio. 

2<*  Terrenos  sobre  los  que  la  Provincia  carece  de 
propiedad  y  quedan  sujetos  á   expropiación. 

3^  Terrenos  sobre  los  que  la  Provincia  solo  tiene 
derechos  de  posesión  y  no  garantiza  la  evicción  de  la 
propiedad. 

He  estudiado  y  analizado  en  detalle,  todos  los  terre- 
no comprendidos   en   las  tres  divisiones  mencionadas. 

Ninguna  de  ellas  comprende  los  terrenos  ocupados 
por  el  ramal  en  cuestión,  sóbrela  Calle  Centro  Amé- 
rica. 

Dudoso  sobre  mi  propio  estudio  pedi  á  V.  E.  dis- 
pusiera un  informe  técnico  al  respecto. 

Dispuesto  por  V.  E.  el  expediente,  volvió  al  efecto 
á  la  Provincia  de  Buenos  Aires  y  puedo  concluir  mi 
dictamen  con  el  texto  expreso  de  la  Contaduría  Ge- 
de  fs.  s¿  vta.  que  afirma  "  En  el  inventario  del  ramaí 
á  Catalinas  no  se  ha  incluido  la  Calle  Centto  Amé- 
rica ni  terreno  alguno.  Es  evidente,  pues,  que  la  Pro- 
vincia que  contrató  la  venta,  otorgó,  la  escritura  é 
hizo  entrega  con  sujeción  al  detalladísimo  inventario 
que  su  Contaduría  practicó  al  efecto,  no  incluyó  el 
terreno  de  los  ramales,  ni  como  propiedad  escriturada, 
ni  como  un  bien  suyo  comprendido  en  ninguna  de 
las  tres  categorías  determinadas  en  los  estados  levan- 
tados expresamente,  para  fijar  el  valor  de  la  entrega, 

Resulta  entonces  que  el  Ferro-Carril  no  había  adqui- 
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rido  propiedad,  por  el  hecho  de  autorizarse  la  construc- 
ción de  sus  ramales;  que  no  invocó  ni  reservó  tal 
propiedad,  al  ceder  el  municipio  para  capital  federal 
que  no  inventarió  ni  enagenó  propiedad  alguna  á  su 
respecto;  y  que  la  mera  ocupación,  no  crea  á  la  em- 
presa derechos  perpetuos^  cuando  se  trata  de  vías  pú- 
blicas imprescriptibles,  según  leyes  vigentes. 

Opino  en  consecuencia,  que  V.  E.  puede  disponer 
el  levantamiento  de  los  rieles  sin  indemnización  al- 
guna^  fuera  de  lo  que  la  compañía  pudiera  justificar 
haber  pagado  por  alguna  fracción  de  terreno,  para 
rectificar  la  via;  y  que  la  necesidad  de  esa  medida, 
solicitada  por  las  administraciones  á  cuyo  cargo  está 
la  defensa  de  la  seguridad,  dentro  de  límites  del  mu- 
nicipio, se  impone  de  una  manera  ineludible,  ante  los 
progresos  de  su  vecindario  y  los  reclamos  unánimes 
de  la  opinión.     Mayo  27  de  1893.     Sabiníano  Kier. 

De  acuerdo  con  el  precedente  dictamen,  el  P.  E.,  en  Junio  22  ile 
1893,  ha  ordenado  el  levantamiento  de  esa  vía.— Oc/«ino  5.  Pico. 
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Tomás  Jurho  sobre  permiso  para  construir  un  muelle.  45  IX 
Ángel  Vignales,  sobre  un  muelle  notante  en  el  puerto 

de  la  Paz id  id 

Ricardo  y  Salvador  Vadillo,  sobre  un  muelle  notante 

sóbrela  ribera  del  Paraná id  id 

Ricardo  y   Salvador  Vadillo,  de  una   canaleta  en  el 

puerto  de  la  Curtiembre id  id 

Arturo  Ermecheil,  de  un  muelle  en  la  Bajada  Grande. .  id  id 

Ernesto  Bunge,  de  una  canaleta  id  id id  id 

Domingo  Danda,  de  una  planchada  en  Puerto  Viejo..  id  id 
Guillermo  Kierk,   de    una  canaleta   en  el   puerto  de 

San  Lorenzo id  id 
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TÍTULOS  DB  LAS  SOCIEDADES  Y  COMPAÑÍAS 


FECHA    EN    gUB  FUERON 

APROBADOS  LOS   ESTATUTOS 

Ó  SUS  MODIFICACIONES 


Día 


Mes 


Año 


Construcciones  metálicas 

Societé  de  Constructions  de  6a- 
tignoles 

Cooperativa  para  el  abasto  de  carne 

Los  Veinte  Unidos 

El  Arsenal  Nuevo 

Constructora  Marítima 

Cervecería  de  A.  Driesel  Limitada 

The  Monte  Cuman  Estale  C^  Ld. . . 

La  Argentina  (Combustibles)..  .. 

Sociedad  Nac'nal  de  Importaciones 

Cooperativa  de  Consumos  de  Carnes 

Ada  ^Sociedad  Minera). 

Imprenta  y  Lit.  "Mariano  Moreno" 

Cooperativa  de  Suministros  Eco- 
nómicos en  General 

Centro  Jurídico  y  de  C.   Sociales 

La  Cooperativa  Mecánica 

El  Salón  Argentino  (Anónima)... 

Criadero  de  Ostras  en  el  Tuyú. . . 

La  Agricultora 

Fábrica  Argentina  de  alpargatas. 

La  Vitícola  Argentina 

Fomento  de  Bal  vanera ..... 

La  Argentina  (Fábr.  de  Ladrillos). 

La  Alianza  Comercial 

Union  Operai  Italiani 

Club  del  Mosquito 

La  Inspectora   

Irrigadora  del  Rio  Negro 

Sociedad  Italiana  de  Socorros  Mu- 
tuos é  Instrucción 

Sociedad  Comercial  Holán do-Sud- 
Americana 


9 
10 
25 
23 
14 
14 

30 
28 
15 
8 
29 

> 
31 
22 

> 

27 
5 
8 

» 
» 

» 

» 

13 


20 


Enero 


> 


Febrero 

> 

» 

Marzo 


» 
> 

Arii 

> 

» 

Mayo 
> 

> 
P 
» 

» 


1890 


VII 


186 
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títulos  de  las  sociedades  y  compamas 


PBCHA   EN    qVK    FUKRON 

APROBADOS  LOS  ESTATUTOS 

Ó  SUS  MODIFICACIONES 


Dfa 


Mes 


Año 


'3  A  J5 
^t»  2 


Canal  Interfluvial  de  los  Ríos  Pa- 
raná y  Lujan  Ld 

La  Vinicultura 

Malecón  y  Puerto  Norte  de  B.  Aires. 

La  Ejecutiva  Seguros  sobre  la  vida 

La  Const'ctora  de  S.  José  de  Flores 

La  Cooperativa  Argentina 

Club  ítalo-Americano 

Sociedad  Filantrópica   Boliviana. 

Cámara  Sindical  de  los  Empre- 
sarios Constructores 

Tramways  Anglo-ArgentinoLimit. 

Puerto  del  Rosario  de  Santa  Fé.. 

Club  Fraco-Germano 

San  Francisco  Solano 

Araf.  Interprovincial  Railwal  Com- 
pany  Limited 

Teléfono 

Liverpool  And  throust  Invesment 
C®.  Limited 

The  Buenos  Aires  Raiwal  Limited 

Club  Hispan o-Argentino 

La  Remolcadora 

Club  del  Globo 

Sociedad  Filantróp.  Suiza  B.Aires 

The  Anglo  Paraguay  Company  Ld. 

Sociedad  Argentina  de  la  Cruz  Roja 

Enrique    Dell'Acqua  y  Cía 

Centro   Social  Liberal 

El  Bogador  . , 

Indicador  Eléctrico  Automático.. 

Italia   Unita 

La  Primitiva 

La  Estrella  (Seguros) 

Laurak-Bat 

Bon-Marché   Argentino  

Empresa  de  Obras  Públicas  en  el 
Brasil 

Sociedad  Cooperativa  de  Sastrei^ía 

The  Brounswik 

La  Argentina  (Fabricación  de  papel) 

Banco   Colonizador  Nacional 

Compañia  Primitiva  de  Gas  de 
Buenos  Aires 

Cosmopolita  de  Protección  Mutua 

La  Argentina  (Curtidos  y  Produc- 
tos Químicos 


20 
13 
23 

27 
30 
U 


21 

17 

26 
29 

9 
26 

27 

9 

16 
30 

3 
27 

6 

11 
27 

31 

24 

28 
23 

81 
> 

24 
30 
16 

20 
24 

30 


Mayo 
> 

Judío 

» 

» 

» 

Julio 


Agosto 
> 

Setiembre 

» 

> 

Octubre 

Noviembre 

Diciembre 
> 

» « 

Enero 

Febrero 

> 
Marzo 

Abril 

» 

Mayo 

» 


1890 


1891 


Vil 


186 
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títulos  UK  US  SOCIEDADES  Y  COMPA?«US 


FECHA     EN  QUE  FUERON 

APROBADOS  LOS  ESTATUTOS 

Ó  SUS  MODIFICACIONES 


Día 


Mes 


Año 


s 


■8-: 


a» 
O 
«O 

es 

«a 


1*51 


Hipódromo  Nacional 

Sociedad    Hermanas    de    Nuestra 

Señora  de  la  Merced 

Puerto  y  Ciudad  de  Campana.... 

La  Nacional    Argentina  

La  Ganadera  Nacional 
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